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DEn esta obra la maestra Clara Luz Álvarez expone de manera 

sencilla y comprensible los conceptos técnicos y económicos 

más relevantes de las telecomunicaciones que permiten ana-

lizar sus principios, el marco jurídico nacional e internacio-

nal, y la necesidad de su constante adecuación a la evolución 

tecnológica. El Derecho de las Telecomunicaciones exige un 

estudio multidisciplinario y universal, por lo cual los temas 

se abordan con esas perspectivas recurriendo a la experiencia 

comparada, a ejemplos, casos prácticos, así como a interpre-

taciones judiciales y regulatorias. Esta obra llena el vacío doc-

trinal que existe sobre esta materia emergente del derecho en 

México, nutriéndose además con las experiencias de la autora 

como comisionada de la Comisión Federal de Telecomunica-

ciones y actualmente como relatora temática de accesibilidad 

de la Unión Internacional de Telecomunicaciones. 
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CONOCER para decidir se deno­mi­na la serie que en 
apo­yo a la investi­gación acadé­mi­ca en ciencias so­ciales, 
la Cá­mara de Di­putados LX Legislatura –refrendando 
el acuerdo de la anterior LIX Legislatura–, lleva a cabo 
en coedición en atención al históri­co y constante interés 
del H. Congreso de la Unión por publicar obras trascen­
dentes que impulsen y contri­buyan a la adopción de las 
mejo­res deci­sio­nes en po­lí­ti­cas pú­bli­cas e insti­tucio­nales 
para Mé­xi­co en su contexto internacio­nal; ello a efecto 
de atender oportunamente las di­versas materias so­bre 
las que versa el quehacer legislati­vo.

El acuerdo para coeditar las obras que conforman  
la serie se ha establecido con di­ferentes insti­tucio­nes aca­
dé­mi­cas, organismos federales y estatales; así también, 
con auto­res y aso­ciacio­nes independientes.

Los títulos que caracterizan a la serie, se comple­
mentan con expresio­nes culturales de interés nacio­nal 
que coadyuvan en las tareas pro­pias del legislador 
mexi­cano.
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�

La importancia de las telecomunicaciones demanda que se difunda su co-
nocimiento y se proporcione literatura sobre el derecho de las telecomuni-
caciones. Esta obra tiene esa finalidad: exponer de manera sencilla y com-
prensible los conceptos técnicos y económicos más relevantes de las 
telecomunicaciones� que permitan analizar sus principios, el marco jurídico 
nacional e internacional, y la necesidad de su constante adecuación a la 
evolución tecnológica. El derecho de las telecomunicaciones exige un estu-
dio multidisciplinario y universal, por lo cual los temas se abordarán con 
esas perspectivas recurriendo a la experiencia comparada, a ejemplos, 
casos prácticos, así como a interpretaciones judiciales y regulatorias. 

El capítulo I explica qué son las telecomunicaciones. Para lo cual se 
presentan los diferentes medios de transmisión alámbricos y el espectro 
radioeléctrico. En cuanto a éste, se describen las características de las fre-
cuencias, su importancia, la función de la Unión Internacional de Teleco-
municaciones en la definición de servicios y en materia satelital, el marco 
jurídico mexicano y las tendencias para una gestión eficiente del bien de 
dominio público escaso: el espectro radioeléctrico. A continuación se ex-
ponen propiamente las redes de telecomunicaciones distinguiéndolas en 
redes tradicionales, satelitales, eléctricas y de siguiente generación. 

Las autoridades en telecomunicaciones son parte fundamental para el 
régimen de las telecomunicaciones. En consecuencia, el capítulo II estudia 
los orígenes, características y actividades del órgano regulador en general, 
para después describir a la autoridad regulatoria de telecomunicaciones en 
México: la Comisión Federal de Telecomunicaciones. La Unión Internacional 
de Telecomunicaciones tiene una influencia decisiva en las telecomunicacio-

�Las telecomunicaciones comprenden todos los servicios de comunicaciones a distancia como 
el telégrafo, la radiodifusión (radio y televisión abierta o gratuita), la telefonía fija y móvil, los servi-
cios de radiolocalización especializada de flotillas (trunking), la televisión y audio restringidos o de 
paga, la comunicación vía satélite, entre otros. Por lo que se aclara que esta obra se enfoca en los 
servicios de telecomunicaciones distintos al telégrafo y a la radiodifusión.

Introducción



nes por sus funciones en radiocomunicación, normalización y desarrollo. 
Por ende, tras referir a los orígenes de la uit, se procederá a exponer su 
estructura, funcionamiento e instrumentos jurídicos. Desde su campo de 
acción, la Organización Mundial de Comercio tiene importancia para las re-
des y servicios de telecomunicaciones, por lo que se estudiarán también sus 
orígenes, estructura, funcionamiento e instrumentos jurídicos, para concluir 
con la exposición de lo que fue la controversia entre México y Estados Uni-
dos de América en el seno de dicha organización internacional.

La liberalización de las telecomunicaciones precisa de una política de 
competencia efectiva. El capítulo III inicia con una explicación de por qué 
la importancia de este tipo de política para las telecomunicaciones. Ense-
guida se toca el tema que –desde las primeras líneas telegráficas en el siglo 
xix hasta el día de hoy–, ha sido el reto para una competencia efectiva: la 
interconexión. En esta sección se explicará lo que es la interconexión, cuáles 
son sus principios básicos, el acceso a elementos desagregados de red, el 
compartimiento de instalaciones, los modelos de las tarifas, los procedimien-
tos de interconexión y la prospectiva de ésta en un ambiente creciente de las 
redes de siguiente generación. Asimismo, se expondrán otras herramien-
tas de la política de competencia como son los derechos de vía, la calidad 
en el servicio, la portabilidad, la prohibición de subsidios cruzadas y ventas 
atadas. Para finalizar este capítulo se analizarán las medidas a favor de la 
competencia tanto aquellas preventivas (ex-ante) como las correctivas (ex-
post). En ambos casos se presentarán los casos aportados por la experien-
cia nacional e internacional.

Si las telecomunicaciones no están para el progreso de la sociedad y el 
mejoramiento del ser humano, perderían su importancia. La falta de acceso 
equitativo a las telecomunicaciones incrementa la llamada brecha digital y 
profundiza las disparidades tanto económicas como sociales, además de 
que priva a las personas de igualdad de oportunidades en el ejercicio de sus 
derechos. Por ende, el capítulo IV se dedica al estudio del servicio univer-
sal, la accesibilidad a las telecomunicaciones por personas con discapaci-
dad y los derechos de los usuarios. Se proporciona el concepto de servicio 
universal, su justificación, principios, fuentes de financiamiento y por qué 
su prestación debe sujetarse a la rendición de cuentas. Enseguida, se pre-
senta el caso de México tanto en los programas de servicio universal en el 
título de concesión de Teléfonos de México, S.A. de C.V., como en el Fondo 
de Cobertura Social de Telecomunicaciones creado por la Cámara de Dipu-
tados en 2004. Por lo que respecta a la accesibilidad por personas con 
discapacidad, se destaca su importancia recogida en diversos instrumen-

Introducción �Clara Luz Álvarez González de Castilla�



tos internacionales y sus principios rectores. Asimismo, se hace referen-
cia a los servicios y equipos que, gracias al avance tecnológico, hoy en día 
permiten un acceso equivalente funcional para personas con discapaci-
dad, para después mencionar la experiencia comparada. Este capítulo 
termina con una sección dedicada a los derechos de los usuarios de teleco-
municaciones, así como a las obligaciones correlativas de los prestadores 
de servicios y de las autoridades.

Los capítulos del I al IV proporcionan la base técnica, económica, social 
y jurídica para una mayor y mejor comprensión del estado de la cuestión 
en los Estados Unidos de América, la Unión Europea y México. Sus expe-
riencias desde un punto de vista de la evolución de sus marcos jurídicos, 
se presentarán en el capítulo V para Estados Unidos de América y la Unión 
Europea, y en el capítulo VI la de México. 

El capítulo V inicia con los antecedentes históricos de la telefonía y los 
servicios de radiocomunicación en Estados Unidos que darán lugar a la pri-
mera autoridad regulatoria de telecomunicaciones en 1934, la Federal Com-
munications Commission. Se expondrán las repercusiones de las decisiones 
de los tribunales de Estados Unidos, la participación de autoridades federa-
les y estatales, así como la distinción entre servicios de telecomunicaciones 
y los de información, que han construido una regulación particular y flexible 
para adaptarse a los incesantes cambios en el sector de las telecomunicacio-
nes. En cuanto a la Unión Europea, se hará una relación del camino seguido 
desde los monopolios de Estado prestadores de servicios de telecomunica-
ciones a la liberalización total. A continuación, se presenta el marco jurídico 
vigente de las comunicaciones electrónicas comunitarias, exponiendo los 
aspectos medulares de las disposiciones de cada una de las directivas y 
decisiones expedidas por las autoridades de la Unión Europea. 

El capítulo VI presenta las telecomunicaciones en México a través de las 
diferentes leyes que las han regido, desde la ley sobre telégrafos decretada 
por Maximiliano de Habsburgo en 1865 hasta la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones de 1995. En este recorrido, se podrá apreciar cómo las teleco-
municaciones han reflejado la situación y cambios del Estado mexicano, así 
como el reto permanente de lograr la interconexión de las redes de teleco-
municaciones. Asimismo, el lector podrá ver al Estado interventor plena-
mente reflejado en el análisis de la Ley de Vías Generales de Comunicación 
de 1940 y con mayor énfasis en el título de concesión de 1976 de la entonces 
empresa de participación estatal, Teléfonos de México. Se presenta también la 
historia de la televisión por cable y de la comunicación vía satélite en México. 
Ésta ha llevado a dos reformas constitucionales, primero para considerarla 
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un área estratégica a cargo del Estado y después una prioritaria mejor aten-
dida por el sector privado. Se expondrá también el camino de las telecomu-
nicaciones hacia su liberalización con la firma de diversos tratados interna-
cionales por México. Finalmente, este capítulo VI culmina con la Ley Federal 
de Telecomunicaciones presentando el contraste y cambio radical de esque-
ma en relación con la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1940.

El capítulo VII se dedica al tema de los títulos habilitantes que permiten 
prestar legalmente servicios de telecomunicaciones y utilizar el espectro ra-
dioeléctrico dentro de la República Mexicana. Se iniciará con el tema de las 
concesiones para redes públicas de telecomunicaciones, para el uso de ban-
das de frecuencias del espectro radioeléctrico tanto para uso determinado 
como experimental, así como de concesiones en materia satelital. En todos 
esos casos se describe el procedimiento para obtener la concesión respectiva 
y las disposiciones previstas en los títulos mismos. En las concesiones para 
el uso del espectro radioeléctrico se presenta cada una de las etapas del 
procedimiento de licitación: programa de licitación, convocatoria, bases, 
proceso, acta de fallo y adjudicación. En aquellas en materia satelital se des-
tacan las disposiciones especiales como la prioridad en la ocupación de una 
órbita, lo relativo a los centros de control y la reserva de capacidad satelital 
para el Estado. Acto seguido, se hace referencia a los permisos para comer-
cializadoras y para estaciones terrenas, así como a los registros de servicios 
de valor agregado y las asignaciones a entidades públicas de bandas de fre-
cuencias y del derecho a ocupar posiciones orbitales satelitales. Asimismo, 
se exponen las labores de verificación y sanción previstas en la ley. Las cau-
sas de terminación de concesiones y permisos se describen en una sección 
especial, haciendo énfasis en la revocación y rescate. Finalmente, se presen-
ta la figura de la requisa de vías generales de telecomunicaciones.

Cada capítulo del libro está elaborado a fin de que el lector encuentre 
el tema respectivo desarrollado y con referencias cruzadas a otros capítu-
los o secciones de las cuestiones que se aborden. Esto permitirá que el li-
bro se pueda leer de principio a fin, o bien, de acuerdo con el interés del 
lector, pueda adoptar el orden que desee, hallando el soporte integral de 
los asuntos en las relaciones a otros capítulos. El apéndice proporciona al 
lector material de lectura y soporte adicional de interpretaciones judiciales 
e instrumentos jurídicos nacionales e internacionales. Espero que este li-
bro contribuya a la difusión del conocimiento de telecomunicaciones y a 
contagiar la pasión por la búsqueda de alternativas para responder a los 
retos que la evolución tecnológica y económica imponen al derecho de las 
telecomunicaciones. 
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cnaf	 Cuadro Nacional de Atribución de Bandas de Frecuencias
Cofeco	 Comisión Federal de Competencia
Cofetel	 Comisión Federal de Telecomunicaciones
dof	 Diario Oficial de la Federación
EUA	 Estados Unidos de América
fcc	 Federal Communications Commission
ip	 Protocolo de Internet
lfpa	 Ley Federal de Procedimiento Administrativo
lfrytv	 Ley Federal de Radio y Televisión
lft	 Ley Federal de Telecomunicaciones
lvgc	 Ley de Vías Generales de Comunicación de 1940
ocde	 Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico
omc	 Organización Mundial de Comercio
rcvs	 Reglamento de Comunicación Vía Satélite
rsg	 Redes de Siguiente Generación
scjn	 Suprema Corte de Justicia de la Nación
sct	 Secretaría de Comunicaciones y Transportes
Telmex	 Teléfonos de México, S.A. de C.V.
tic	 Tecnologías de la Información y Comunicaciones
tlcan	 Tratado de Libre Comercio de América del Norte
UE	 Unión Europea
uit	 Unión Internacional de Telecomunicaciones
VoIP	 Voz a través de Protocolo de Internet

Abreviaturas
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agcs	 Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de 
la Organización Mundial de Comercio

Constitución	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Directiva de 	 Directiva 2002/22/CE del Parlamento Europeo y del
Servicio 	 Consejo de 7 de marzo de 2002 relativa al servicio
Universal	 universal y los derechos de los usuarios en relación  

con las redes y los servicios de comunicaciones elec-
trónicas

Directiva 	 Directiva 2002/21/CE del Parlamento Europeo y del
Marco	 Consejo de 7 de marzo de 2002 relativa a un marco 

regulador común de las redes y los servicios de 
comunicaciones electrónicas (Directiva Marco)

Documento 	 Documento de Referencia a la Lista de Compromi-
de Referencia	 sos Específicos (Suplemento 2) de la omc

Modificación de	 Modificación al título de concesión de Teléfonos de
la Concesión 	 México, S.A. de C.V., de 10 de agosto de 1990
de Telmex

Sentencia	 Sentencia relativa a la Acción de Inconstitucionali-
de la Acción de 	 dad 26/2006 promovida por Senadores integrantes
Inconstitucionalidad	 de la Quincuagésima Novena Legislatura del Con-
26/2006	 greso de la Unión, en contra del propio Congreso y
	 del Presidente Constitucional de los Estados Uni-

dos Mexicanos, así como los votos formulados por 
el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
publicada en el dof de 20 de agosto de 2007

Términos definidos
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La comprensión de la terminología básica de telecomunicaciones facilita 
un mayor aprovechamiento del derecho de las telecomunicaciones. En 
este capítulo se estudiará en primer lugar el concepto de telecomunicacio-
nes. A continuación se describirán los diferentes medios de transmisión: 
por hilos (par de cobre, cable coaxial, fibra óptica y cables submarinos) y 
el espectro radioeléctrico. En cuanto al espectro radioeléctrico, se revisará 
su importancia y sus características, la función de la uit en la definición de 
servicios a prestarse en él y lo relativo a la materia satelital, cuál es el mar-
co jurídico aplicable en México y el cnaf, así como las tendencias en la 
gestión del espectro radioeléctrico. Enseguida se expondrá lo que es una 
red de telecomunicaciones tradicional y sus elementos, las redes satelita-
les, eléctricas y de siguiente generación (rsg).

Telecomunicaciones

El ser humano se ha comunicado a distancia a través de diversas formas 
como son las señales de humo o el repiqueteo de campanas. Sin embargo, 
la revolución de las comunicaciones a distancia inició con el telégrafo eléc-
trico. Las telecomunicaciones se favorecieron directa y significativamente 
de todas las investigaciones de Física, en especial aquellas sobre la electri-
cidad y las ondas electromagnéticas.

El concepto de telecomunicaciones ha sido ampliamente definido. Por 
su etimología, telecomunicación significa “comunicación a distancia”. Las 
telecomunicaciones pueden también ser “el arte y ciencia de «comunicar-
se» a distancia por teléfono, telégrafo y radio. La transmisión, recepción y 
conmutación de señales tales como eléctricas u ópticas, por medios cablea-
dos, de fibra o electromagnéticos (p.ej., a través del aire)”.�

�“The art and science of ‘communicating’ over a distance by telephone, telegraph and radio. 
The transmission, reception and the switching of signals, such as electrical or optical, by wire, fiber, 

Capítulo I

Términos y conceptos básicos
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El Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit define telecomunica-
ción como “toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, escri-
tos, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier naturaleza por hilo, 
radioelectricidad, medios ópticos u otros sistemas electromagnéticos”.� La 
lft recogió la definición de la uit casi idéntica estableciendo que se deberá 
entender por telecomunicaciones a “toda emisión, transmisión o recepción 
de signos, señales, escritos, imágenes, voz, sonidos o información de cual-
quier naturaleza que se efectúa a través de hilos, radioelectricidad, medios 
ópticos, físicos, u otros sistemas electromagnéticos”.� Para efectos de esta 
obra se define a las telecomunicaciones como la transmisión de información 
a distancia, independientemente del medio y tecnología que se ocupe. 

Las telecomunicaciones están estrechamente vinculadas con la trans-
misión de información por medio de señales eléctricas. A la transmisión 
se le puede definir como “la transferencia eléctrica de una señal, mensaje 
u otra forma de inteligencia de un lugar a otro”.� Las transmisiones pue-
den ser: 1. analógicas, en las que las señales se envían de manera similar 
(análoga) a la señal original, o 2. digitales, a través de la presencia/ausen-
cia de voltaje o de código binario (números 1 y 0). Existen diversos medios 
de transmisión como los hilos (p.ej., cobre, cable coaxial, fibra óptica) y el 
espectro radioeléctrico. Los medios de transmisión integrados con diver-
sos equipos (p.ej., de conmutación, señalización, centrales) forman redes 
de telecomunicaciones. 

Los servicios de telecomunicaciones han cambiado a lo largo del tiem-
po y continúan surgiendo nuevos. Siempre ha estado presente el referir a 
un servicio de telecomunicaciones en particular como el más importante 
en el desarrollo de la humanidad. En sus respectivos momentos históricos 
se dijo que lo fueron el servicio telegráfico y el telefónico, hoy día se le 
atribuye al Internet. Considero que es mejor darles a cada uno su lugar 
histórico e imprescindible en la cadena evolutiva de la comunicación a 
distancia, más que premiar a un solo servicio como el que más ha trans-
formado a la sociedad. 

No obstante que el término telecomunicaciones comprende todo tipo 
de comunicaciones a distancia, en México el marco jurídico a partir de la 
lfrytv, diferenció entre los servicios de radio y televisión abierta (radiodi-

or electromagnetic (i.e. through-the-air) means”, Harry Newton, Newton´s Telecom Dictionary, 16 ed., 
Nueva York, cmp Books, 2000, p. 878 [traducción de la autora].

�Artículo 1.3 del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
�Artículo 3, fracción XIV, de la lft.
�Roger L. Freeman, Fundamentals of telecommunications, Nueva York, Wiley-Interscience, 1999, 

p. 30 [traducción de la autora].
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fusión) y otros servicios como la telefonía (fija y móvil), la televisión res-
tringida o de paga (por cable, microondas o satelital), la radiolocalización 
de personas (paging), la radiocomunicación especializada de flotillas (trun-
king) y la comunicación vía satélite, entre otras. A partir de las reformas a 
la lft y a la lfrytv de 2006, los servicios de telecomunicaciones en el orde-
namiento legal mexicano comprenden también a la radiodifusión (radio y 
televisión abierta o de recepción directa y gratuita),� aun cuando ésta está 
sujeta a su propio régimen legal conforme a la lfrytv.

Medios de transmisión

Para efectos didácticos esta obra divide a los medios de transmisión en dos 
grandes grupos: aquellos que utilizan hilos como pueden ser pares de hi-
los, cable coaxial y fibra óptica, y el espectro radioeléctrico. 

Hilos o cables

El par de cobre es el más conocido de los pares de hilos, aunque también 
se ha utilizado el aluminio. El par de cobre era el medio de transmisión 
tradicional de telefonía y como su nombre lo indica se formaba por dos 
hilos. Los inconvenientes que presenta es que su señal se puede atenuar 
o perder durante el transporte de la información, así como que puede re-
cibir interferencia. Si bien la existencia de medios de transmisión con ma-
yor capacidad como la fibra óptica están sustituyendo paulatinamente al 
par de cobre (en especial en redes de transporte), el par de cobre continua-
rá todavía en muchos países como el medio de transmisión que provee 
acceso a los usuarios finales. 

Creado en la década de 1930, el cable coaxial es “un cable compuesto 
por un cable central conductor aislado que se encuentra envuelto en otro 
cable cilíndrico”.� En comparación con el par de cobre, el cable coaxial 
pierde menos energía, permite transportar mayor cantidad de información 
y padece menor interferencia. El cable coaxial se ha utilizado de manera 
importante en el servicio de televisión restringida por cable. 

La fibra óptica es el medio de transmisión que, a través de un cable de 
vidrio, refracta la luz y la conduce. Los pulsos de luz se envían por medio 

�Artículo 3, fracción XV, de la lft y artículo 2 de la lfrytv.
�“A cable composed of an insulated central conducting wire wrapped in another cylindrical 

conducting wire”, Harry Newton, op. cit., nota 2, p. 201 [traducción de la autora].
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de un transmisor de luz. La ventaja de utilizar este medio de transmisión 
es que tiene una mayor capacidad (ancho de banda) y velocidad, menor 
pérdida en la transmisión y no le afectan las interferencias electromagné-
ticas.� La fibra óptica es actualmente el medio de transmisión cableado más 
utilizado en los nuevos despliegues de red. La fibra óptica se emplea pri-
mordialmente para redes de transporte (incluyendo cables submarinos), 
aun cuando también se está ocupando para el acceso al usuario final co-
nocido como la última milla o el bucle local.

En cuanto a los cables submarinos, éstos son aquellos que se tienden 
en el mar para transportar voz y datos. Actualmente los cables submarinos 
son de fibra óptica. Todos los continentes del mundo, excepto la Antártica, 
están conectados a través de cables submarinos. Al 19 de marzo de 2007 
existían más de 170 cables submarinos.� “(…) los cables submarinos son 
la principal infraestructura utilizada en la actualidad por los operadores 
para sus comunicaciones internacionales (…)”.10

Espectro radioeléctrico

Características

El espectro electromagnético es un continuo de ondas formadas en la na-
turaleza. El espectro electromagnético comprende, entre muchas otras, las 
ondas que producen la electricidad, aquellas emitidas al hablar, la luz visi-
ble, los rayos cósmicos y las ondas empleadas para transmitir señales 
para servicios de telecomunicaciones. En términos simples, las ondas rea-
lizan ciclos a diferente velocidad y es a lo que se le llama “frecuencia”. La 
unidad de medida de las frecuencias es el Hertz11 que se refiere al número 
de ciclos que realiza una onda por segundo.

Ahora bien, el espectro radioeléctrico es una parte del espectro electro-
magnético utilizado como medio de transmisión para distintos servicios de 
telecomunicaciones. El espectro radioeléctrico permite la propagación de on-
das electromagnéticas, sin utilizar una guía artificial (p.ej., sin cables). El es-
pectro radioeléctrico se establece, convencionalmente, por debajo de los 

�Cfr. Harry Newton, op. cit., nota 2, pp. 643-644.
�Telegeography, http://telegeography.com/products/map_cable/index.php (fecha de consulta: 

19 de marzo de 2007).
10Javier Cremades y Antonio García, “Acuerdos de interconexión, cables submarinos y acceso 

a redes”, en Javier Cremades y Pablo Mayor (coords.), La liberalización de las telecomunicaciones en 
un mundo global, Madrid, La Ley-Actualidad-Ministerio de Fomento, 1999, p. 274. 

11El Hertz como unidad de medida toma su nombre del físico que descubrió las ondas electro-
magnéticas, Heinrich Rudolf Hertz.
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3,000 GHz (Gigahertz). A su vez, el espectro radioeléctrico de manera con-
vencional también se fracciona en “bandas de frecuencias” dependiendo de 
las características de éstas. 

Las características de las frecuencias pueden ser –entre otras–: 1. si las 
ondas pueden atravesar muros (p.ej., las utilizadas para la telefonía celular 
o aquellas para radio FM, es decir, para radio en Frecuencia Modulada); 2. 
si requieren tener línea de vista, es decir, si el equipo transmisor debe estar 
sin obstáculo alguno entre dicho equipo y la antena receptora (p.ej., las 
estaciones transmisoras a satélite o las antenas microondas punto a punto 
para prestar servicios dedicados para transmisión de datos), o 3. el alcance 
o distancias que pueden recorrer sin la distorsión de las señales transmi-
tidas (a menor frecuencia, la transmisión puede lograr una mayor distancia 
entre el transmisor y el receptor).

El espectro radioeléctrico es un recurso natural finito y escaso. Finito 
porque las frecuencias que lo componen son las que están en el rango de 
entre 3 Hertz y 3,000 GHz. La escasez se deriva de: 1. las características 
de las frecuencias en cuestión, lo que limita el tipo de servicios que pueden 
prestarse en ellas; 2. la saturación de las bandas de frecuencias en algunas 
zonas, producto de la utilización por diversos usuarios, y 3. que el aprove-
chamiento de las bandas de frecuencias siempre está definido por el avan-
ce tecnológico. Si bien es cierto que la evolución tecnológica hace posible 
un uso más eficiente del espectro radioeléctrico y además el que una mis-
ma banda de frecuencias pueda utilizarse simultáneamente para diferentes 
usos a títulos primario y secundario (véase abajo la sección “El espectro y 
la uit”), ello no implica que se “amplíe” el espectro radioeléctrico, sino úni-
camente que se está utilizando de manera más óptima. 

El espectro y la uit

Las ondas del espectro radioeléctrico están sujetas a las leyes de la Física, 
mas no a las leyes que establecen los límites territoriales de un país o 
región. Por eso cobran importancia las determinaciones que, respecto al 
espectro radioeléctrico, realizan los países en el seno de la uit.12 La uit 
conforme a su Constitución: 

a)	efectuará la atribución de las bandas de frecuencias del espectro radioeléc-
trico y la adjudicación de frecuencias radioeléctricas, y llevará el registro de 
las asignaciones de frecuencias y, para los servicios espaciales, de las posi-

12Para más información sobre la uit véase capítulo II.
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ciones orbitales asociadas en la órbita de los satélites geoestacionarios o las 
características asociadas de los satélites en otras órbitas, a fin de evitar toda 
interferencia perjudicial entre las estaciones de radiocomunicación de los 
distintos países; 

b)	coordinará los esfuerzos para eliminar las interferencias perjudiciales entre las 
estaciones de radiocomunicación de los diferentes países y mejorar la utiliza-
ción del espectro de frecuencias radioeléctricas por los servicios de radioco-
municación y de la órbita de los satélites geoestacionarios y otras órbitas;13

Esto en esencia se traduce en que la uit determina qué servicios se 
pueden prestar, en qué bandas de frecuencias, cuáles serán los estándares 
técnicos y otras condiciones de las emisiones radioeléctricas, así como qué 
reglas aplicar en casos de interferencias entre usuarios de las bandas de 
frecuencias. 

La Constitución de la uit reconoce que las bandas de frecuencias son 
recursos naturales limitados por lo que se deben utilizar de manera racio-
nal, equitativa, eficaz y económica, de tal suerte que se permita el acceso 
equitativo entre países.14 Adicionalmente, se establece un mandato de op-
timización para los estados miembro que consiste en que procuren limitar 
al mínimo indispensable las frecuencias y el espectro utilizado, buscando 
implementar los adelantos técnicos.15 

El instrumento que provee el marco jurídico específico para la radioco-
municación16 es el reglamento administrativo denominado Reglamento de 
Radiocomunicaciones.17 El Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit 
es de carácter obligatorio para todos los estados miembro de la uit, salvo 
que hubieren hecho alguna reserva al momento de la firma de dicho Re-
glamento o cualquier modificación posterior.18 

13Artículo 1, sección 2, incisos a y b, de la Constitución de la uit.
14Artículos 12 y 44 de la Constitución de la uit.
15Artículo 44 de la Constitución de la uit y artículo 4, sección I, apartado 4.1, del Reglamento 

de Radiocomunicaciones de la uit.
16“1.6 radiocomunicación: Toda telecomunicación transmitida por ondas radioeléctricas”. Artícu-

lo 1 del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
17El antecedente del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit fue el Reglamento de Ser-

vicios del Convenio Radiotelegráfico Internacional de 1906 en Berlín. “El Convenio de 1906 tenía por 
objeto proteger las radiocomunicaciones bidireccionales entre la costa y los barcos contra las inter-
ferencias perjudiciales. Ese primer reglamento definió las reglas de utilización del espectro para la 
explotación de estaciones a fin de reducir las interferencias radioeléctricas y definir normas técnicas 
para los equipos de radiocomunicaciones”, uit, http://www.itu.int/newsroom/press_releases/2006/
Advisory-06-es.html (fecha de consulta: 18 de octubre de 2006).

18Artículos 4 y 54 de la Constitución de la uit.
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El Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit está compuesto por diversas 
secciones que contienen definiciones, descripciones de las bandas de frecuen-
cias, los servicios que pueden ser atribuidos, las tecnologías y su operación 
técnica, gráficos donde se describen las bandas de frecuencias y sus atribucio-
nes (a título primario y secundario), así como las notas que se refieren a las ex-
cepciones o ampliaciones hechas por un país o por un grupo de países que los 
diferencia del resto en cuanto a la atribución en una banda determinada (…).19 

Dentro del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit está el cua-
dro de atribución de bandas de frecuencias (el “Cuadro Internacional de 
Frecuencias”) que incluye precisamente las bandas de frecuencias, los 
servicios atribuidos a cada una de ellas señalando si son a título primario 
o secundario, las diferencias entre las regiones20 en las que está dividido el 
mundo para estos efectos y las notas especiales. 

En atención a que se requiere considerar periódicamente los avances 
tecnológicos para un uso más eficiente del espectro radioeléctrico y reali-
zar las modificaciones pertinentes al Reglamento de Radiocomunicaciones 
de la uit, cada dos o tres años se realizan las Conferencias Mundiales de 
Radiocomunicaciones. El resultado de las Conferencias Mundiales de Ra-
diocomunicaciones son las actas respectivas por medio de las cuales se 
agregan, eliminan o modifican disposiciones del Cuadro Internacional de 
Frecuencias. Cabe destacar que cada país puede realizar excepciones o 
adiciones al Cuadro Internacional de Frecuencias. Éste sirve de base para 
que cada país elabore y actualice sus respectivos cuadros de atribuciones 
de frecuencias, reflejándose también en éstos las notas especiales de ex-
cepciones o adiciones. 

El Cuadro Internacional de Frecuencias sirve también para atender una 
de las constantes preocupaciones en materia de radiocomunicación: la 
interferencia. Ésta es el efecto producido sobre un sistema de radiocomu-
nicación debido a una energía no deseada que degrada la calidad, falsea 
o pierde la información.21 La interferencia se genera por la naturaleza 
(p.ej., tormenta eléctrica) o por artefactos (p.ej., máquinas). Es así que el 

19Clara Luz Álvarez, Beatriz Adriana Camarena y Salma Leticia Jalife, Amicus curiae presentado 
a consideración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la República Mexicana, el día 22 de agosto 
de 2006, en referencia a la acción de inconstitucionalidad promovida por una tercera parte de la Cámara 
del Senado en contra de la aprobación por parte del Congreso de la Unión del Decreto que modifica, adi-
ciona y deroga la Ley Federal de Telecomunicaciones y la Ley Federal de Radio y Televisión, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 11 de abril de 2006, México, D.F., 2006, p. 18.

20México pertenece a la Región 2. Artículo 5, sección 5.2 del Reglamento de Radiocomunicaciones 
de la uit.

21Artículo 1, sección VII, apartado 1.166, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
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Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit, el Cuadro Internacional 
de Frecuencias y otros instrumentos de la uit como lo son las recomen-
daciones, contemplan criterios de interferencia admisible.22 Una interfe-
rencia será perjudicial cuando degrade gravemente, interrumpa repetida-
mente o impida el funcionamiento de un servicio de radiocomunicación.23 
Los estados miembro deben, por ende, cumplir con el Cuadro Internacio-
nal de Frecuencias al asignar frecuencias para evitar interferencias per-
judiciales.24 

Las interferencias tienen repercusiones entre países,25 por lo cual 
muchas veces se tienen que llevar a cabo intensas negociaciones para 
alcanzar acuerdos específicos respecto a un nivel de interferencia mayor 
al establecido por la uit, pero aceptable para los países que lo acuerden.26 
Éstos generalmente son países vecinos. Asimismo, internamente en un 
país también se pueden causar interferencias por los usuarios del espec-
tro. Cada país otorga el derecho a utilizar bandas de frecuencia a través 
de distintos títulos habilitantes como pueden ser concesiones, licencias, 
permisos o asignaciones. En estos títulos habilitantes generalmente se 
establecen ciertos derechos de no recibir interferencias perjudiciales. Ello 
supone que la persona autorizada a utilizar el espectro respete las poten-
cias máximas de emisión de las señales y las áreas de cobertura señaladas 
en su propio título habilitante.

Para un uso más óptimo del espectro radioeléctrico, el Reglamento de 
Radiocomunicaciones de la uit establece categorías de servicios de tal 
suerte que una misma banda de frecuencia pueda estar atribuida a distin-
tos servicios de radiocomunicación (p.ej., servicio fijo, servicio móvil) a tí-
tulo primario o a título secundario. “(…) los servicios que operan a título 
primario son protegidos contra interferencias de servicios que operan a 
título secundario. Esta doble atribución permite la convivencia entre servi-
cios en la misma banda de frecuencias bajo determinadas condiciones 
técnico-operativas.”27 Los servicios a título secundario: 1. no deben causar 
interferencia perjudicial a los servicios a título primario; 2. no pueden re-

22Artículo 1, sección VII, apartado 1.167, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
23Artículo 1, sección VII, apartado 1.169, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
24Artículo 4, sección I, apartados 4.2 y 4.3, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
25Véase capítulo IV del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit para el tema de interfe-

rencias, en especial los artículos 15 y 16 de “Interferencias” y “Comprobación técnica internacional 
de las emisiones”, respectivamente.

26Artículo 1, sección VII, apartado 1.168, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
27Cofetel, Resolución del Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones para clasificar ciertas 

bandas de frecuencias conforme a la Ley Federal de Telecomunicaciones, aprobada por el Pleno en su XI 
Sesión Extraordinaria de 22 de julio de 2005, mediante Acuerdo P/ EXT/220705/49, p. 37.
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clamar protección contra interferencias perjudiciales de servicios a título 
primario, y 3. sí tienen derecho de protección contra interferencias perju-
diciales causadas por el mismo servicio o de otros servicios a título secun-
dario a los cuales se les asignen frecuencias posteriormente.28 

Las innovaciones tecnológicas hacen posible, cada vez más, el uso 
compartido de la misma banda de frecuencias por distintos usuarios. Las 
autoridades nacionales establecen los parámetros técnicos (p.ej., condicio-
nes técnico-operativas, potencia máxima) permitidos para cada servicio a 
título primario y a título secundario, de tal suerte que puedan convivir di-
versos servicios simultáneamente en el mismo canal, pero con diferentes 
características técnicas. 

Órbitas satelitales y bandas asociadas

Las redes satelitales (véase la sección “Redes satelitales”, p. 30) utilizan 
dos recursos naturales limitados: 1. las órbitas satelitales geoestaciona-
rias,29 y 2. las bandas de frecuencias para enviar las señales de Tierra al 
satélite (enlace ascendente) y del satélite a la Tierra (enlace descendente). 
Además, esos recursos escasos indispensables para las redes satelitales 
deben compartirse por todos los países porque un satélite puede cubrir 
con su huella varias naciones. 

En 1957 la entonces Unión de Repúblicas Soviéticas Socialistas lanzó 
al espacio un satélite llamado “Sputnik”. Sin embargo, a esa fecha, no exis-
tían derechos ni obligaciones definidas, “(…) ni se habían establecido cate-
gorías reconocidas de servicios espaciales, no se habían atribuido frecuen-
cias de radio para aplicaciones espaciales, y no se habían anunciado 
principios o procedimientos para coordinar el uso del espectro y posicio-
nes orbitales entre las naciones que operaban satélites (…)”.30

La uit en su conferencia celebrada en 1959 agregó al Reglamento de 
Radiocomunicaciones de la uit dos servicios espaciales (ninguno de ellos 
para comunicaciones) y atribuyó espectro para investigación espacial. En 
la década de 1960 se establecieron dos categorías de servicios (de comuni-

28Artículo 5, sección II, apartados 5.28, 5.29, 5.30 y 5.31, del Reglamento de Radiocomunicaciones 
de la uit.

29Las órbitas geoestacionarias son escasas debido a que los satélites se deben colocar a cierta 
distancia uno del otro sobre el Ecuador. Esto hace que el espacio sobre el Ecuador para colocar 
satélites geoestacionarios sea limitado.

30“(…) no recognized categories of space-based services had been established, no radio frequencies 
had been allocated to space applications, and no principles or procedures for coordinating the use of spec-
trum and orbital positions among nations operating satellites had been announced (…)”, Charles H. 
Kennedy y M. Verónica Pastor, An introduction to International Telecommunications Law, Norwood, 
EUA, Artech House, 1996, p. 52 [traducción de la autora].
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caciones y de radiodifusión) y procedimientos de coordinación. Para la 
década de 1970, la uit comenzó a exigir notificación anticipada respecto a 
la intención de establecer redes satelitales, sin embargo, los países en vías 
de desarrollo se unieron para pugnar por un acceso equitativo a las órbitas 
satelitales y a las bandas de frecuencias por parte de todos los países. Los 
países en vías de desarrollo no tenían en ese momento la capacidad de 
establecer redes satelitales a la par de los llamados países industrializados. 
Por lo cual temieron que para cuando tuvieran la capacidad de colocar sus 
satélites, ya no habría posiciones orbitales o éstas no serían las adecuadas 
para prestar servicios en su región. 

Es entonces cuando se incorpora a la uit el principio de acceso equita-
tivo a los recursos espaciales y se establece una planeación de asignación 
de éstos de manera equilibrada entre los países. Posteriormente, se esta-
blece un esquema para que las naciones pudieran tener órbitas satelitales 
conforme al plan espacial de asignaciones o bien a través de un procedi-
miento no planificado,31 según se describe a continuación.

La uit actualmente realiza el registro de las posiciones orbitales geoes-
tacionarias y de las características asociadas de los satélites en órbitas 
no-geoestacionarias para evitar interferencias perjudiciales entre los dis-
tintos países por virtud de la operación de sistemas satelitales.32 Existen 
dos procedimientos en la uit para que un país obtenga una órbita satelital 
geoestacionaria. El primero es el de los planes de asignaciones espaciales 
en los que se tienen “preasignadas” determinadas posiciones orbitales a 
cada país. Esto es, dentro del plan espacial se establece qué país tiene de-
recho a cierta órbita satelital. El segundo procedimiento se origina cuando 
una nacion no tiene una órbita dentro del plan espacial y debe solicitar 
expresamente una, realizando sendos procedimientos ante la uit y con 
otros países. Para que un país pueda ocupar una órbita no-geoestacionaria, 
debe realizar el segundo procedimiento mencionado.

Ambos procedimientos constan esencialmente de cuatro etapas:33 1. la 
publicación, ésta se inicia cuando un país presenta una solicitud para ocupar 
una posición orbital, entonces la uit publica aquélla para recibir comentarios 
de otros países, 2. la coordinación cuya finalidad es definir los detalles técni-
cos del proyecto y que debe realizar dicho país con los países que tengan 
satélites que puedan ser afectados por interferencias perjudiciales del nuevo 
satélite, 3. la notificación ante la uit que incluye una evaluación sobre el pro-

31Cfr. Ibidem, pp. 52-61.
32Artículo 1, sección 2, incisos a y b de la Constitución de la uit.
33Véase artículos 9 y 11 del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
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yecto presentado para determinar si pueden ocurrir interferencias perjudi-
ciales, por lo cual la uit revisa las coordinaciones realizadas por el país soli-
citante y determina si no se causan interferencias perjudiciales con los 
países con los que no haya llegado a un acuerdo de coordinación, y 4. el 
registro en el Registro Internacional de Frecuencias. Finalmente, la uit fija 
una fecha límite para que el país en cuestión ponga un satélite en esa órbita, 
de lo contrario pierde su prioridad para colocarlo en la órbita asignada. 

En cuanto a las bandas de frecuencias que están atribuidas para ser 
medios de transmisión para los enlaces ascendentes y descendentes de la 
comunicación vía satélite, la uit sigue el mismo proceso sobre espectro 
radioeléctrico referido en la sección anterior. 

La gestión internacional por parte de México para obtener posiciones 
orbitales geoestacionarias o sistemas satelitales que ocupen órbitas no-
geoestacionarias, se realiza por la sct (en estrecha colaboración de la Cofe-
tel) de oficio o a petición de parte.34 Una vez registrada en favor de México 
la posición orbital geoestacionaria o las características de los satélites en 
órbitas no-geoestacionarias, inicia el procedimiento de licitación pública con 
sus diversas etapas35 (véase capítulo VII, sección “Concesión”, p. 176).

México y el espectro

El espectro radioeléctrico forma parte del espacio situado sobre el territorio 
nacional, por lo que le corresponde a la nación el dominio directo sobre él.36 
El espectro radioeléctrico es inalienable e imprescriptible, pudiendo el Eje-
cutivo federal otorgar concesiones para su uso o aprovechamiento de acuer-
do con las condiciones establecidas por las leyes.37 Asimismo, el espectro 
radioeléctrico como espacio aéreo es un bien nacional, sujeto al régimen de 
dominio público de la Federación y susceptible de aprovechamiento por par-
ticulares mediante concesión de acuerdo con las leyes correspondientes.38 El 
Estado mexicano mantendrá en todo momento el dominio sobre el espectro 
radioeléctrico.39 Sujeto a las reservas realizadas por México, la Constitución, 
el Convenio,40 el Reglamento de Radiocomunicaciones41 y las diversas Actas 

34Artículo 3 del rcvs.
35Artículo 29, párrafo primero, de la lft.
36Artículo 27, párrafo cuarto, de la Constitución.
37Artículo 27, párrafo sexto, de la Constitución.
38Artículos 3, fracción I, 4, primer párrafo, y 6, fracción I, de la Ley General de Bienes Na-

cionales.
39Artículo 2, párrafo segundo, de la lft.
40México suscribió la Constitución y el Convenio de la uit se firmaron el 22 de diciembre de 

1992 (Ginebra), y entraron en vigor el 1 de junio de 1994.
41Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit fue firmado por México el 2 de octubre de 

1947, publicado en el dof el 13 de agosto de 1949, México lo deposita en la uit el 9 de septiembre 
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Finales de las Conferencias Mundiales de Radiocomunicaciónes42 de la uit, 
forman parte de la Ley Suprema de los Estados Unidos Mexicanos.43

El uso de las bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico confor-
me a la lft se clasifica en:44

•	 De uso libre cuando las bandas de frecuencias pueden utilizarse por el pú-
blico en general45 sin requerir para ello concesión, permiso o registro algu-
no. Cabe destacar que el que determinadas bandas de frecuencias estén 
clasificadas como de uso libre, de ninguna manera impide que la autoridad 
pueda fijar condiciones técnicas o de operación, mediante disposiciones 
administrativas de carácter general.

•	 De uso determinado que establece los servicios a prestarse y se autoriza su 
uso mediante concesión obtenida en licitación pública (véase capítulo VII, 
sección “Concesión”, p. 176).

•	 Para uso oficial que son otorgadas a la administración pública federal, gobiernos 
estatales y municipales mediante asignación directa y son intransferibles.46

•	 Para usos experimentales que se debe destinar únicamente para comprobar la 
viabilidad técnica y económica de tecnologías en desarrollo, para fines científi-
cos o para pruebas temporales de equipo. Se autoriza su uso mediante conce-
sión otorgada directamente (véase capítulo VII, sección “Concesión”, p. 176).

•	 Espectro reservado que son las bandas de frecuencias que no han sido ni 
asignadas, ni concesionadas, ni se han determinado como de uso libre. 

Adicionalmente, conforme al Reglamento de Radiocomunicaciones de 
la uit, dichas bandas de frecuencias pueden utilizarse a título primario o 
secundario. Por lo cual una misma banda de frecuencias puede ser atribui-
da a título primario a un uso específico (p.ej., uso determinado para servi-
cios móviles) y a título secundario a otro tipo de uso (p.ej., uso libre para 

de 1949 y entra en vigor a partir de esa fecha de acuerdo con información proporcionada por la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes (Oficio de la Dirección General de Política de Teleco-
municaciones 2.1.102.1147 de 30 de marzo de 2007).

42México ha suscrito las Actas Finales de las Conferencias Mundiales de Radiocomunicación 
de 1993, 1995 (ratificada el 13 de octubre de 1998 y publicada en el dof el 12 de febrero de 1999), 
1997 (ratificada el 28 de marzo de 2001 y publicada en el dof el 13 de julio de 2001), 2000 (ratificada 
el 30 de noviembre de 2004 y publicada en el dof el 31 de mayo de 2006), y 2003 (ratificada el 18 de 
abril de 2006 y publicada en el dof el 10 de julio de 2006).

43Artículo 133 de la Constitución.
44Artículo 10 de la lft.
45“La frase ‘el público en general’ conlleva la inexistencia de distinciones entre las personas 

que pueden hacer uso de las bandas de frecuencia. Lo anterior implica que cualquiera, incluso ti-
tulares de concesiones, permisos o registros, puede utilizarlas”, Cofetel, Resolución aprobada me-
diante Acuerdo P/EXT/220705/49, op. cit., nota 27, p. 39.

46Artículo 10, fracción III, y artículo 22 de la lft. 
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dispositivos de baja potencia). En este sentido, la autoridad puede hacer un 
uso más eficiente del espectro radioeléctrico, atribuyendo a una banda de 
frecuencias –según lo permita la tecnología–, un uso determinado a título 
primario, para lo cual se realizaría una licitación para el otorgamiento de la 
concesión respectiva; y un uso libre a título secundario para permitir al 
público acceder de manera inalámbrica a servicios de telecomunicaciones. 
En el supuesto anterior, en las bases de licitación la autoridad deberá indi-
car expresamente que se otorgaría la concesión para uso del espectro ra-
dioeléctrico a título primario, estando el concesionario protegido contra 
interferencias de aquellos usuarios a título secundario.

México incluye en el Cuadro Nacional de Atribución de Bandas de Fre-
cuencias (cnaf) los acuerdos internacionales y las consideraciones de priori-
dades nacionales en cuanto a las bandas de frecuencias del espectro radio-
eléctrico. El cnaf reviste una importancia suprema al ser el instrumento para 
que el Estado mexicano pueda hacer un uso eficiente del espectro radioeléc-
trico, así como para que planee los objetivos futuros a través de su utilización 
(p.ej., cobertura en todo el territorio nacional con servicios de banda ancha). 
El cnaf señala los tipos de servicios de telecomunicaciones que pueden pres-
tarse en cada banda, los títulos primarios y secundarios, así como las notas 
técnicas relevantes. Actualmente es la Cofetel la encargada de administrar 
el espectro radioeléctrico, promover su uso eficiente y mantener actuali-
zado el cnaf. Para ello, la Cofetel debe tener en el Registro de Telecomuni-
caciones la información sobre los usuarios de cada segmento por región 
(excepto de las bandas para fines de seguridad pública y nacional).47

En México las autorizaciones para el uso de bandas de frecuencias del 
espectro radioeléctrico se otorgan mediante concesiones (para usos deter-
minados o experimentales) o por asignación (para uso oficial). En cualquier 
supuesto, el procedimiento de otorgamiento de dichas autorizaciones debe 
ser objetivo, oportuno, transparente y no discriminatorio.48 Para ello es 
indispensable que el público cuente con información que le permita saber 
la disponibilidad de espectro radioeléctrico por región y los servicios atri-
buidos a cada banda. 

Tendencias

Históricamente los países han optado por administrar el espectro radio-
eléctrico conocido a través de parámetros técnicos, de operación y reglas 

47Artículos 7, fracción VI, 9-A, fracción VIII, y 64, fracción II, de la lft.
48omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 

GATS/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, punto 6.
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de los servicios, así como por medio de autorizaciones exclusivas (con-
cesiones, licencias, asignaciones), cuyo objetivo es evitar interferencias 
con otros usuarios autorizados. Sin embargo, con la evolución tecnológi-
ca, ya es factible la prestación de múltiples servicios en las mismas ban-
das de frecuencias, incluso de manera simultánea. Además, ahora las 
redes (p.ej., mesh networks),49 los equipos de telecomunicaciones y el 
software (p.ej., software defined radios)50 permiten una utilización más 
óptima del espectro y por más usuarios, sin necesidad de que el Estado 
tenga que otorgar autorizaciones exclusivas. 

Con base en presupuestos económicos que consideran que un merca-
do en competencia es un instrumento para el uso eficiente del espectro 
radioeléctrico, algunos países han optado por: 1. flexibilizar la manera de 
transferir las licencias o concesiones de uso de espectro, 2. establecer 
bandas de frecuencias que pueden prestar cualquier servicio de telecomu-
nicaciones, dejando al mercado la decisión de cuál es el servicio a prestar-
se, o bien 3. permitir la existencia de un mercado secundario de espectro 
radioeléctrico.

La UE revisa actualmente sus políticas para una mejor eficacia en el uso 
del espectro radioeléctrico, dentro de las cuales prevé: 1. una mayor flexi-
bilidad en cuanto al uso del espectro, al permitir mayores opciones de ser-
vicios en una banda de frecuencias específica, 2. reconocer la convergencia 
de servicios a través de la plataforma inalámbrica, 3. extender el uso libre 
(licence-exempt) a más bandas de frecuencias, y 4. el desarrollo de tecnolo-
gías inteligentes que permitan mayor flexibilidad (smart o cognitive radio).51 

En cualquier caso, el espectro radioeléctrico continúa siendo funda-
mental para la sociedad. Las políticas del espectro radioeléctrico en general 
tienen los mismos objetivos en todos los países: fomentar un uso eficiente 
del espectro, evitar la concentración injustificada del espectro, promover el 

49Las mesh networks son redes que se construyen con infraestructura del tipo de las redes 
celulares/móviles que ocupan radiobases. La particularidad de las mesh networks es que los equipos 
terminales (equipos de los usuarios) pueden funcionar como repetidores/antenas entre sí. Al con-
vertirse los equipos terminales en repetidores como si fueran parte de la infraestructura de la red, 
un usuario que esté lejos de una radiobase, podrá comunicarse gracias a que las señales que en-
víe/reciba, viajarán a través de los usuarios que estén cerca de él hasta llegar a la radiobase más 
cercana y de ahí ésta lo remitirá a su destino final.

50Los software defined radios utilizan técnicas que les permiten, a través de software, determi-
nar qué frecuencia está desocupada en ese instante para enviar sus señales. Esto hace posible que 
las señales “brinquen” de una frecuencia a otra según su disponibilidad. Asimismo, los software 
defined radios pueden controlar los niveles de su potencia lo que reduce la interferencia con otros 
usuarios.

51Cfr. UE, Comunicación com (2005) 411 final de 6 de septiembre de 2005 de la Comisión al Consejo 
y al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social Europeo relativo al futuro de la política de espec-
tro para la Unión Europea: Segundo Reporte Anual.
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bienestar de la comunidad, contribuir al desarrollo económico, así como 
auxiliar en actividades de seguridad y científicas. La diferencia está en la 
manera de lograr dichos objetivos de política pública. 

Red de telecomunicaciones

Redes tradicionales 

Las redes de telecomunicaciones se forman por medios de transmisión y 
diferentes equipos. La tecnología utilizada y los servicios que se prestarán 
a través de ellas son los elementos determinantes para la elección de los 
medios de transmisión y los equipos adecuados. La lft define como red de 
telecomunicaciones al “sistema integrado por medios de transmisión, tales 
como canales o circuitos que utilicen bandas de frecuencias del espectro 
radioeléctrico, enlaces satelitales, cableados, redes de transmisión eléctrica 
o cualquier otro medio de transmisión, así como, en su caso, centrales, 
dispositivos de conmutación o cualquier equipo necesario”.52 La lft distin-
gue a la red pública de la red privada53 con base en la explotación comercial 
o privada de servicios de telecomunicaciones.54 

En la operación de una red de telecomunicaciones, se realiza la trans-
misión de señales a través de diversos equipos, entre los cuales se encuen-
tran los conmutadores y centrales de conmutación que a su vez pueden 
ser locales o regionales. Los conmutadores se encargan de enrutar o enca-
minar la información (voz, datos, video) a su destino, determinando cuál 
será el camino a seguir entre los diversos enlaces. Los servicios conmuta-
dos pueden ser principalmente: 1. por circuito que establecen un enlace 
específico durante el lapso que dure la comunicación y permite la comuni-
cación en tiempo real55 (conmutación por circuitos), y 2. por paquete en el 
cual la información se divide en unidades más pequeñas que se envían por 
la misma o diferentes rutas, y que al llegar a su destino se unen para en-

52Artículo 2, fracción VIII, de la lft.
53Las redes privadas pueden ser redes construidas por el propietario de la red o bien, redes 

formadas por enlaces dedicados que se contratan a operadores de telecomunicaciones. 
54Artículo 3, fracciones VIII, IX y X, de la lft.
55Para los servicios conmutados por circuitos, se requiere de señalización. La señalización 

utiliza canales distintos de aquellos utilizados para la comunicación, es decir, es una red separada 
de transporte de señales cuya función esencialmente es enviar y recibir la información necesaria 
para establecer la comunicación. En México, el Plan Técnico Fundamental de Señalización publica-
do en el dof el 21 de junio de 1996 establece detalladamente las bases y mecanismos de intercambio 
de información para la señalización por canal común número 7 (SCC-7). Cabe destacar que los 
servicios conmutados por paquetes no requieren de esta señalización.
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tregar la información de la misma manera en que fue enviada (conmuta-
ción por paquetes). La conmutación por paquetes es mucho más flexible 
que aquella por circuitos, además de que hace un uso más eficiente de los 
recursos de la red. Con la tecnología de Protocolo de Internet (ip), la con-
mutación de paquetes está paulatinamente sustituyendo a la conmutación 
por circuitos y ha dado origen a las llamadas redes de siguiente genera-
ción (rsg).

Ahora bien, la denominada última milla o también conocida como el 
bucle local (local loop) es de los elementos de las redes de telecomunicacio-
nes que más debates ha causado desde la liberalización del mercado de 
telecomunicaciones. La última milla es la conexión física entre las instala-
ciones de un usuario y la red de telecomunicaciones. La última milla puede 
ser de cualquier medio de transmisión como hilos de cobre, cable coaxial, 
fibra óptica o microondas. El acceso efectivo a la última milla es uno de los 
puntos básicos dentro de una política de competencia (véase capítulo III, 
sección “Acceso a elementos desagregados”, p. 68).

Redes satelitales

La comunicación vía satélite se realiza mediante redes satelitales, com-
puestas de una estación transmisora que envía señales a través de bandas 
de frecuencias (enlace ascendente) hacia un satélite que –por medio de un 
transpondedor56 y las antenas asociadas–, recibe las señales, las amplifica y 
reenvía a la Tierra por otras bandas de frecuencias (enlace descendente) 
para que las capte la estación receptora. 

El satélite57 es una estación de retransmisión por radio (espectro radio-
eléctrico) que está en el espacio aéreo en una órbita satelital.58 El satélite tiene 
un centro de control con sistemas que le permiten ubicar la posición del sa-
télite y corregir cualquier desviación, así como monitorear la operación del 
satélite (p.ej., ordenar funciones a bordo del satélite de telemetría y coman-
do, supervisar las funciones de telecomunicaciones). Por su ubicación, los 
satélites pueden cubrir con su huella varios países y prestar servicios en 
ellos, sujeto al cumplimiento de los requisitos regulatorios de cada país.

56El transpondedor es un equipo de retransmisión que está dentro del satélite. Los satélites 
tienen generalmente entre 24 y 72 transpondedores.

57Existen diversos tipos de satélites, entre otros, aquéllos para la comunicación que transmiten 
voz, datos y/o video, satélites que proporcionan información para pronosticar las condiciones cli-
máticas, y satélites de navegación que permiten la localización de personas u objetos en la Tierra.

58“Orbita satelital: trayectoria que recorre un satélite al girar alrededor de la tierra”, artículo 3, 
fracción VI, de la lft.
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Un satélite que está colocado en una órbita circular y directa sobre el 
plano ecuatorial de la Tierra, ocupa una órbita geoestacionaria que le per-
mite girar a la velocidad de rotación de la Tierra para permanecer en la 
misma latitud y longitud.59 Los satélites en órbitas geoestacionarias se co-
locan a 35,786 kilómetros sobre el Ecuador y, como viajan a la misma ve-
locidad que la Tierra, parece como si estuvieran fijos respecto a ésta.60 

Existen otros tipos de satélites que no están en órbitas sobre el plano 
ecuatorial (órbitas no geoestacionarias) como: 1. los satélites de órbita baja 
(Low Earth Orbit (leo)) colocados entre 500 y 2,000 kilómetros sobre la 
Tierra, viajan a gran velocidad y pueden llegar a dar la vuelta a la Tierra en 
un par de horas, 2. los satélites de órbita media (Medium Earth Orbit (meo)) 
que están entre 8,000 y 20,000 kilómetros sobre la Tierra y su órbita o 
recorrido es elíptico, y 3. los satélites de órbitas altamente excéntricas (Hig-
hly Eccentric Orbits (heo)) que están en un rango de altura de 40,000 kiló-
metros y tardan aproximadamente 12 horas en dar la vuelta a la Tierra.

Dependiendo de la ubicación de las estaciones terrestres (fijas o móvi-
les), así como de la función que desempeñan, los servicios satelitales se 
clasifican en: 1. servicio fijo por satélite que se da entre estaciones terrenas 
que están en un punto fijo o en un punto fijo dentro de una zona,61 2. servicio 
móvil por satélite que provee comunicación entre estaciones terrenas móvi-
les,62 cuya modalidad dependerá del tipo de estación terrestre, es decir, si 
está sobre una aeronave será servicio móvil aeronáutico, si está en una em-
barcación será servicio móvil marítimo y si está sobre un vehículo terrestre 
será el servicio móvil terrestre, 3. servicio de radiodifusión por satélite que 
envía señales para ser recibidas por el público en general;63 4. servicios de 
radiodeterminación que indican la posición, velocidad u otras características 
de un objeto,64 y 5. la radiolocalización y de exploración de la Tierra (observa-
ción de características de la Tierra y sus fenómenos naturales).65

59Cfr. Artículo 1, sección VIII, apartados 1.189 y 1.190, del Reglamento de Radiocomunicaciones 
de la uit, y artículo 3, fracción VII, de la lft. 

60Se estima que un satélite geoestacionario puede “bañar” un tercio de la superficie de la Tierra. 
Por lo que tres satélites geoestacionarios podrían cubrir toda la Tierra (salvo los extremos del Polo 
Norte y Sur por la inclinación de la Tierra).

61Artículo 1, sección III, apartado 1.21, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
62Artículo 1, sección III, apartados 1.25, 1.29 y 1.35, del Reglamento de Radiocomunicaciones 

de la uit.
63Artículo 1, sección III, apartado 1.39, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.
64La radiodeterminación se divide en radionavegación cuando es para fines de navegación y 

para identificar obstáculos, y en radiolocalización cuando es para otros fines distintos al de la nave-
gación. Artículo 1, sección III, apartados 1.41, 1.43, 1.45, 1.47 y 1.49, en relación con la sección I, 
apartados 1.9, 1.10 y 1.11, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.

65Artículo 1, sección III, apartado 1.51, del Reglamento de Radiocomunicaciones de la uit.



Clara Luz Álvarez González de Castilla32

Los servicios que se pueden prestar a los usuarios a través de redes 
satelitales son de voz, datos, video, radiodifusión (sonora y televisión), In-
ternet y servicios de banda ancha. Adicionalmente, existen muchas aplica-
ciones para, entre otros, el monitoreo de cambios climáticos, la comunica-
ción rural, la educación a distancia, la localización de yacimientos de 
petróleo, la prevención y detección oportuna de desastres naturales, así 
como para sistemas de atención humanitaria en casos de urgencias. 

Cabe mencionar que en materia satelital las inversiones son cuantiosas 
y el retorno a la inversión es de largo plazo. Adicionalmente, los satélites 
son generalmente construidos sobre pedido y su construcción puede tar-
dar varios años. La vida útil de un satélite puede ser de entre 10 y 15 años, 
y depende del combustible que se ocupe para colocar y mantener al saté-
lite en la posición orbital respectiva. 

Redes eléctricas

La red eléctrica puede aprovecharse también para las comunicaciones. 
Existen básicamente dos tipos de usos para telecomunicaciones de la in-
fraestructura eléctrica: 1. la fibra óptica de las compañías eléctricas, y 2. el 
Power Line Communications conocido como plc, cuya evolución es el Broad-
band over Power Line o bpl. Si bien comparten la infraestructura eléctrica, 
tienen fines y retos distintos.

Red de fibra óptica

Las redes eléctricas para su operación requieren contar con un sistema de 
comunicaciones que sea seguro y confiable. El sistema de comunicaciones 
debe operar en tiempo real para brindar seguridad, administración y control 
de la red eléctrica, además de proveer servicios como telefonía, videocon-
ferencia y transmisión de datos para la operación interna de las compañías 
eléctricas. Para dicho sistema de comunicaciones se pueden utilizar diver-
sas tecnologías y medios de transmisión como la fibra óptica.66 En conse-
cuencia, una compañía de electricidad puede arrendar a terceros la capaci-
dad de su red de fibra óptica que no esté utilizando. Uno de los retos que 
enfrentarán las redes eléctricas será el de interconexión, toda vez que ésta 
es una obligación para los operadores de redes de telecomunicaciones.67

66La red de fibra óptica va dentro de lo que se denomina el “hilo de guarda” de las redes eléc-
tricas de alta tensión que tiene también la función de pararrayos.

67Cualquier problema de la red o de la interconexión entre operadores de telecomunicaciones 
puede –en un caso extremo– ocasionar la indisponibilidad del servicio. En cambio, para una com-
pañía de electricidad (p.ej., cfe) que provee de electricidad a la sociedad, un problema con su siste-
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En el caso de México, la Comisión Federal de Electricidad (cfe) cuenta 
con una de las redes de fibra óptica más grandes del país, llegando incluso 
a localidades donde no existe operador de telecomunicaciones o sólo hay 
uno. La cfe tiene actualmente capacidad excedente en su red de fibra ópti-
ca que puede complementar la infraestructura de telecomunicaciones 
mexicana. La cfe obtuvo en noviembre de 2006 un título de concesión de 
red pública de telecomunicaciones para prestar el servicio de provisión y 
arrendamiento de capacidad de su red de fibra óptica, entre otros servicios. 
Esto permite que arriende la capacidad que tenga ociosa de su fibra óptica 
para transportar señales (voz, datos y/o video) de otros concesionarios de 
telecomunicaciones o de usuarios de redes privadas.

Los retos para la cfe como organismo público son: 1. la determinación 
de las tarifas por el arrendamiento de la capacidad de red, pues la infraes-
tructura eléctrica (incluyendo su red de fibra óptica) son bienes de dominio 
de la nación, y 2. decidir a quién arrendar su capacidad de tal suerte que 
provea igualdad de oportunidad a los interesados (p.ej., por licitación pú-
blica mediante el mecanismo de subasta simultánea ascendente de seg-
mentos de capacidad y de rutas).

Power Line Communications o plc

El plc provee a los usuarios finales el acceso a las telecomunicaciones 
mediante la utilización de la red eléctrica de media y baja tensión. El Broad-
band over Power Line es la evolución tecnológica del plc que proporciona 
mayor ancho de banda que éste. El plc es una tecnología de transmisión 
de datos, por lo que puede prestar cualquier servicio basado en ip como 
VoIP, acceso a Internet, datos a alta velocidad, video, entre otros. Los siste-
mas plc transportan comunicaciones de y hacia un punto de conexión con 
una red de telecomunicaciones.

Los usuarios residenciales, comerciales y gubernamentales podrían 
optar por tener acceso a servicios de banda ancha con esta tecnología, toda 
vez que la red eléctrica llega a la mayoría de los hogares y negocios. El plc 
puede ser –en principio– una alternativa adicional para el acceso al usuario 
final o la última milla.68 La calidad del servicio a través de plc dependerá 

ma de comunicaciones (p.ej., red de fibra óptica) puede generar pérdidas cuantiosas e incluso 
afectar la distribución de la energía eléctrica.

68En España y EUA se ofrece comercialmente el acceso a las telecomunicaciones a través de 
plc y bpl. En muchos otros países como en México, existen pruebas piloto de plc. Cabe recordar que 
la situación de la industria eléctrica en México es muy distinta a la de otros países. En EUA existen 
empresas privadas que generan y distribuyen energía eléctrica, en tanto que en México la electri-
cidad es un área estratégica cuyos servicios los presta exclusivamente el Estado. Para el caso de 
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en gran medida del cable eléctrico (p.ej., tipo de cable, su antigüedad, su 
capacidad). Dependiendo del tipo de cable eléctrico, la velocidad de trans-
misión de datos puede variar considerablemente. La utilización del plc, se 
estima, podría ser la solución para dar cobertura a muchas zonas rurales y 
alejadas que, aun cuando cuentan con energía eléctrica, carecen de servicios 
de telecomunicaciones. La experiencia internacional aún no aporta elemen-
tos para confirmar que el plc sea una opción para reducir la brecha digital, 
ni tampoco de que sea una tecnología rentable. Los costos de inversión en 
repetidores, modems y otros equipos de plc pueden ser cuantiosos. 

Finalmente, la interferencia perjudicial que el plc puede generar a otros 
sistemas (p.ej., radiocomunicación aeronáutica) es una preocupación sig-
nificativa. Por lo que las autoridades han dirigido esfuerzos para la compa-
tibilidad electromagnética, es decir, para determinar la manera en que 
pueden convivir distintos sistemas que utilizan energía eléctrica. En con-
secuencia, una de las claves de la viabilidad técnica y económica del plc 
será el establecer normas y estándares para la utilización de equipos y 
sistemas plc. 

Redes de siguiente generación

(…) en esta temprana etapa de despliegue, no existe una definición universal y 
precisa de rsg [Redes de Siguiente Generación], una rsg puede definirse como 
redes integradas totalmente con ip [Protocolo de Internet] o basadas en paque-
tes [en contraposición a las telecomunicaciones que utilizan conmutación de 
circuitos]. En un ambiente de rsg, las aplicaciones y los servicios estarán se-
parados de la red de transporte y todos los tipos de aplicaciones y servicios 
tales como voz, datos y video pueden organizarse en paquetes y entregarse en 
una red de ip integrada.69 
Las rsg pueden verse como una evolución lógica de las infraestructuras de 
redes separadas convirtiéndose en una única red para las comunicaciones 

la cfe o de Luz y Fuerza del Centro (lyfc), podrían poner a disposición de concesionarios de tele-
comunicaciones la parte de sus redes de media y baja tensión para que éstos pudieran llegar 
hasta los usuarios finales. La cfe y lyfc no tendrían que obtener concesión alguna de telecomuni-
caciones, en atención a que sólo estarían arrendando su infraestructura, sin prestar servicio de 
telecomunicaciones.

69“(…) there is no universal and precise definition of ngn at this early stage of deployment, ngn 
could be defined as all-ip or packet-based integrated networks. In a ngn environment, applications 
and services will be separated from the transport network and all kinds of applications and services 
such as voice, data and video can be organized into packets and delivered on an integrated ip net-
work”, ocde, Next generation network development in oecd countries, París, Organisation for Economic 
Co-operation and Development, DSTI/ICCP/TISP(2004)4/FINAL, 2005, p. 4 [traducción de la autora].
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electrónicas basadas en ip. Los participantes de la industria de telecomunica-
ciones consideran a las rsg como un progreso de la tecnología actual hacia una 
red global multiservicios, segura, basada en paquetes, que permitirá ofrecer 
calidad de servicio y facilidad de acceso a los usuarios finales.70

Las redes tradicionales prestaban un solo servicio de acuerdo con el tipo 
de red (p.ej., red de servicio de telefonía, red de televisión por cable) y, en el 
caso de la telefonía, utilizaba la conmutación por circuitos como la tecnología 
para la transmisión de información entre los usuarios finales. La evolución 
tecnológica ha permitido que esas redes puedan ahora prestar otros servi-
cios (p. ej., la red de televisión por cable puede prestar también servicios de 
voz y datos) en gran medida gracias a la utilización de la tecnología ip y a la 
conmutación por paquetes que hacen un uso más eficiente de la infraestruc-
tura de telecomunicaciones. Lo anterior debido a que al establecerse una 
comunicación, en la conmutación de circuitos se dedica un enlace exclusivo, 
en tanto que en la conmutación por paquetes la información transmitida en 
la comunicación se fragmenta en unidades más pequeñas (paquetes) que 
pueden tomar diferentes rutas para que, cuando lleguen a su destino final, 
se junten nuevamente y de esta manera el usuario final reciba la comunica-
ción tal como fue enviada. En cuanto a las rsg, éstas emplean tecnología ip y 
la conmutación de paquetes. 

La convergencia de telecomunicaciones ha llevado, en gran medida, al 
desarrollo de las rsg. Es importante no confundir la VoIP con las rsg, en 
atención a que la VoIP es un servicio basado en rsg. Sin embargo, dichas 
rsg tienen capacidad para soportar otros servicios y aplicaciones. Incluso, 
los operadores que tienen redes tradicionales están ahora instalando rsg. 
Esta transición tomará tiempo, pues los operadores establecidos han 
realizado cuantiosas inversiones en redes tradicionales y las han desple-
gado en regiones enteras. Los operadores establecidos irán gradualmente 
migrando a rsg para continuar prestando servicios en toda la región sin 
dejar a la población sin éstos y recuperar su inversión.

Una de las distinciones fundamentales entre las redes tradicionales y las 
rsg es que en aquéllas están integradas las redes de transporte y los servi-

70“ngn can be seen as a logical evolution from separate network infrastructures into a unified 
network for electronic communications based on ip. Participants from the telecommunication in-
dustry consider ngn as a progression of current technology leading to a multi-service, secure, 
packet-based global network, which will be able to offer quality of service and ease of access for 
end-users”, ocde, oecd foresight forum “Next generation networks: evolution and policy” Summary 
Report, París, Organisation for Economic Co-operation and Development, DSTI/ICCP(2007)2, 2007, 
p. 3 [traducción de la autora].
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cios prestados, mientras que en las rsg existe una separación entre, por una 
parte, las redes de transporte y, por la otra, los servicios y aplicaciones utili-
zados por los usuarios. La arquitectura de una rsg está en general formada 
por distintos planos o capas según su función en la comunicación: 

1.	Capa de acceso. La comunicación entra en contacto con la red de telecomu-
nicaciones sin importar cuál es el equipo terminal (p.ej., si es un celular, un 
teléfono fijo, una computadora o un televisor), ni cuál es la tecnología que 
se emplea para dicho acceso (p.ej., tecnología inalámbrica o alámbrica).

2.	Capa de transporte. Ésta es la parte de la red formada por troncales o ejes 
principales (backbones) que conducen el mayor tráfico, recorren grandes 
distancias (p.ej., un país o región) y utilizan rutas de transmisión de las más 
altas velocidades.

3.	Capa de servicios. La capa de servicios está separada de la capa de acceso y 
de la de transporte. Esto permite que el usuario final acceda a la red de tele-
comunicaciones con cualquier medio (p.ej., por el cable coaxial de su servicio 
de televisión por cable, o por el par de cobre de la última milla) y, empleando 
la red de transporte, pueda hacer uso de cualquier servicio (voz, datos y vi-
deo, o cualquier combinación de éstos) y de cualquier aplicación (p.ej., con-
sulta remota a bases de datos, realización de operaciones bursátiles).

4.	Capa de control. Ésta monitorea y dirige las capas de acceso, transporte y 
servicios. 

Para que los usuarios de redes tradicionales se comuniquen con aque-
llos de las rsg, se establecen puertos de entrada (gateways) en algún punto 
de la red de tal suerte que: 1. la comunicación sea continua y fluida inde-
pendientemente del tipo de red, y 2. el usuario no tenga por qué distinguir 
entre las tecnologías subyacentes. Adicionalmente, en las redes tradiciona-
les la inteligencia estaba en las redes mientras que los equipos terminales 
eran meros receptores/transmisores de información. En las rsg los equi-
pos terminales comparten la inteligencia de la red y pueden tomar decisio-
nes de, por ejemplo, qué frecuencia está libre para utilizarla como los 
software defined radios. Otro distintivo de las rsg es que pretenden ser ubi-
cuas,71 es decir, que se puedan prestar los servicios permitiendo la movili-
dad, el acceso desde cualquier área geográfica y sin importar el equipo 

71“Las rsg serán la base para una sru (Sociedad de Red Ubicua), donde la red de utilización 
fácil está conectada todo el tiempo, en cualquier lugar, con cualquier cosa y para cualquier persona”, 
“ngn would be a basis for the uns (Ubiquitous Network Society), where easy-to-use network is 
connected anytime, anywhere, with anything and for anyone”, ocde, Next generation network deve-
lopment in oecd countries, op. cit., nota 69, p. 20 [traducción de la autora].
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terminal. De ahí la frase de conexión a cualquier hora, en cualquier lugar, 
con cualquier cosa y para cualquiera.

Las redes tradicionales aún tienen ciertas ventajas sobre las rsg en 
cuanto a la calidad, la intervención legal de comunicaciones y la localiza-
ción del usuario por situaciones de emergencia. En calidad, aun cuando las 
rsg pretenden elevarla al nivel de las redes tradicionales que garantizan 
determinada calidad, actualmente –como en el Internet–, la calidad se basa 
en el mejor esfuerzo (best effort). La seguridad exige que en ciertas ocasiones 
y cumpliendo con las formalidades respectivas (p.ej., orden judicial), se 
intervengan o intercepten legalmente comunicaciones. Los servicios que 
utilizan rsg permiten que el usuario encripte información que impide o 
dificulta el que se intercepte, a diferencia de las redes tradicionales que 
permiten la intervención de comunicaciones. Asimismo, algunas comuni-
caciones por medio de rsg no cruzan las instalaciones de la red del provee-
dor de servicios, imposibilitando que éste intercepte información. Por lo 
que hace a las emergencias, en las redes tradicionales es posible la locali-
zación geográfica del usuario, en las rsg que pretenden ser ubicuas aún no 
hacen posible eso mismo.

Las rsg imponen retos técnicos, económicos y jurídicos significativos. 
Técnicamente se requiere de la estandarización de equipos, de la adopción 
de arquitectura abierta que permita la interconexión e interoperabilidad de 
los equipos y sistemas de las rsg. Su ausencia puede inhibir el desarrollo 
e innovación en las rsg. A nivel económico, no existe un modelo de nego-
cios definido que permita hacer previsiones con un grado de certeza ra-
zonable para evaluar el retorno a la inversión o las tarifas por servicios. 
Además, la política de competencia deberá considerar los cambios en el 
poder de los agentes del mercado y cuáles serán las nuevas áreas que 
requerirán atención de la autoridad de competencia económica o antimo-
nopolios (véase capítulo III). El aspecto jurídico deberá eliminar la comple-
jidad de la regulación por servicio específico para dar lugar a una regula-
ción única independientemente del servicio final. Asimismo, las rsg 
requerirán de nuevas disposiciones de protección al consumidor y de priva-
cidad de datos personales. Finalmente, el marco jurídico tendrá que reflejar 
la eliminación de fronteras producto de las rsg, toda vez que el proveedor 
de los servicios puede estar ubicado en un país distinto de aquél en el que 
se está prestando el servicio al usuario final.
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El aspecto institucional nacional e internacional es parte fundamental del 
régimen de las telecomunicaciones. Por ello, se estudiará el tema de los 
órganos reguladores comenzando por sus orígenes y características, para 
continuar con lo que es la actividad regulatoria y finalizar con el órgano 
regulador mexicano: la Comisión Federal de Telecomunicaciones. A nivel 
internacional está la uit como agencia especializada de la Organización de 
Naciones Unidas y la omc. En ambos casos se estudiarán sus orígenes, 
estructura, funcionamiento e instrumentos jurídicos. Adicionalmente, se 
hará mención al panel o grupo especial constituido en la omc a instancias 
de EUA, para revisar el cumplimiento de México de sus compromisos asu-
midos en materia de telecomunicaciones en dicha organización.

Órgano regulador

Origen y características

Cuando se liberalizó72 el sector de las telecomunicaciones, se requería de 
una autoridad capaz de regular el nuevo mercado de telecomunicaciones 
para que los interesados en ingresar a éste tuvieran certeza de un nivel 
parejo de juego73 entre los incumbentes (operadores antes de la existencia 
de competidores), los que llegaran a convertirse en dominantes (aquellos 
con poder de influir en el mercado) y los nuevos entrantes. 

Los ministerios o secretarías de Estado eran tradicionalmente los encar-
gados de elaborar la política de telecomunicaciones y supervisar el desempe-

72Por liberalización se entiende cuando se abre un mercado determinado a la competencia. La 
liberalización a veces incluye el que un monopolio público se privatice, pero no es un requisito 
para la liberalización.

73Este término de nivel parejo de juego viene del inglés level playing field para referirse a que los 
agentes del mercado deban de gozar de las mismas reglas para que su posibilidad de competir en 
él sea equitativa.

Capítulo II

Autoridades en telecomunicaciones



Autoridades en telecomunicaciones 41Clara Luz Álvarez González de Castilla40 Autoridades en telecomunicaciones 41Clara Luz Álvarez González de Castilla40

ño de las empresas públicas de telecomunicaciones. El inconveniente para 
que se convirtieran en autoridades regulatorias era, entre otros, que tendrían 
presiones: 1. de continuar con la rentabilidad de la empresa pública (p.ej., 
cuando aún no se privatizaba o durante el periodo de su venta), 2. de cumplir 
con objetivos de política social (p.ej., teléfonos en zonas rurales), y 3. de 
mantener el subsidio a ciertos servicios (p.ej., el subsidio que recibía la tele-
fonía local residencial a partir de tarifas altas de telefonía de larga distancia).

Es así como se favorece la creación de órganos reguladores de teleco-
municaciones independientes de la secretaría o ministerio encargado de las 
políticas públicas de comunicaciones.74 El órgano regulador tendrá como 
cometido el fomentar y mantener la competencia en el mercado como un 
mecanismo para que los usuarios puedan tener más y mejores servicios, a 
menores precios. En muchos países incluyendo México, la regulación de 
telecomunicaciones es una responsabilidad compartida entre el órgano 
regulador y el ministerio o secretaría de comunicaciones.

Los órganos reguladores pueden tener facultades únicamente en tele-
comunicaciones o ser multisectoriales respecto de sectores con los que 
comparten características como puede ser el sector eléctrico o de ferrocarri-
les. Las decisiones regulatorias del órgano regulador pueden estar a cargo 
de una sola persona o de varias que actúen de manera colegiada. El creci-
miento de los órganos reguladores de telecomunicaciones en el mundo 
ha sido significativo. En 1990 existían únicamente 14 órganos regulado-
res, para 1995 se habían incrementado a 43, mientras que con la crecien-
te liberalización de las telecomunicaciones en 2000 existían ya 124 regu-
ladores y en 2005 se reportan 140.75

Los requisitos fundamentales para un órgano regulador son: indepen-
dencia y autonomía. La independencia se refiere primordialmente respecto 
a las compañías de telecomunicaciones y demás agentes por regular. Ello 
implica que la institución y sus empleados actúen y resuelvan sin interven-
ción indebida de los prestadores de servicios de telecomunicaciones, por-
que de lo contrario más que regulador serían agentes de éstos en perjuicio 
de la competencia.

La ocde señala además que al asegurar la independencia del regulador, 
éste debe continuar sujeto a rendición de cuentas.76 Los empleados del 

74El grado de independencia y autonomía de los órganos reguladores respecto a las secretarías 
o ministerios de comunicaciones, ha variado de país en país y a lo largo del tiempo.

75Con información de International Telecommunication Union, Trends in Telecommunication 
Reform 2006 Regulating in the Broadband World, Ginebra, International Telecommunication Union, 
2006, p. 13.

76Organisation for Economic Co-operation and Development, oecd reviews of regulatory reform 
Mexico, París, Organisation for Economic Co-operation and Development, 2004, p. 17.
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regulador no deben únicamente abstenerse de participar cuando surge un 
conflicto de intereses, sino que deben cortar todos los vínculos con las 
empresas reguladas.77 Para el caso de México y sus compromisos plasma-
dos en el Documento de Referencia de la omc, la entidad reguladora debe 
ser independiente de los proveedores de servicios de telecomunicaciones 
e imparcial en sus decisiones y procedimientos.78

La independencia del regulador es aquella que permite implementar la 
política de telecomunicaciones sin interferencia indebida de políticos o 
cabilderos de la industria. La actuación del regulador debe ser transparen-
te, sujeta a responsabilidad frente al gobierno, la industria y el público por 
el cumplimiento de objetivos. La independencia es crucial para que el órga-
no regulador pueda: 1. sustraerse del aspecto burocrático y político para 
concentrarse en el correcto funcionamiento de la competencia en el mer-
cado, y 2. adaptar constantemente la regulación a los cambios dinámicos 
del sector de telecomunicaciones.79

También es vital la autonomía del órgano regulador en relación con las 
autoridades políticas. 

(…) es posible apreciar, la idea persistente de que para el mejor funcionamien-
to de las instituciones públicas debe garantizarse un ámbito de actuación de 
los órganos que permita llevar a cabo sus tareas en condiciones de ausencia o 
menor injerencia de la “política”, y, por el contrario, un espacio de libertad que 
permita que la “técnica” sea el ámbito de decisión administrativa. La autonomía 
es vista como una condición (más que un fin) que da credibilidad y objetividad 
al funcionamiento de los órganos reguladores.80

Cuando un Estado continúa siendo propietario parcial o total de una 
empresa de telecomunicaciones, la autonomía del órgano regulador se 
pone a prueba en cada una de sus decisiones. Es probable que muchas de 
sus decisiones limiten a las empresas públicas en el ejercicio de su poder 
de mercado o que a fin de beneficiar a los usuarios, aquéllas –por manda-
to del regulador–, tengan que realizar cuantiosas inversiones que reduzcan 
su rentabilidad en el corto plazo. 

77Damien Geradin y Michel Kerf, Controlling market power in telecommunications, Nueva York, 
Oxford University Press, 2003, p. 17.

78 omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 
gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, punto 5.

79Cfr. William H. Melody, “Policy objectives and models of regulation”, en William H. Melody 
(ed.), Telecom reform principles, policies and regulatory practices, Dinamarca, Den Private Ingenior-
fond-Technical University of Denmark, 2001, pp. 19-22.

80José Roldán Xopa, Estado y economía en México. Estrategias y función del derecho, http://info5.
juridicas.unam.mx/libros/5/2398/14.pdf, p. 346.
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Existen situaciones en las que dos o más autoridades tienen objetivos 
distintos y tratan de vulnerar la autonomía del regulador. Ejemplo de ello 
es el cobro de contribuciones por el uso de bienes de dominio público 
como son las bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico. En estos 
casos la autoridad hacendaria trataría de recaudar el máximo posible, en 
tanto que el órgano regulador pretenderá que se privilegie el uso eficiente 
de dichos bienes. De ahí que la autonomía del órgano regulador de teleco-
municaciones también se refiera a que tenga la estructura institucional y 
las facultades adecuadas para realizar debidamente su función.

Los grados de autonomía en cada país son diversos. En Chile a la fecha 
no existe órgano regulador de telecomunicaciones y es la Subsecretaría de 
Telecomunicaciones dependiente del Ministerio de Transportes y Teleco-
municaciones la encargada de realizar las funciones regulatorias.81 En EUA 
desde 1934 el regulador de telecomunicaciones es la Federal Communica-
tions Commission, una institución independiente del Poder Ejecutivo que 
responde directamente al Congreso federal82 (véase capítulo V, sección 
“Federal Comunications Commission”, p. 128). En México, es la Cofetel el 
regulador en forma de órgano desconcentrado de la sct que al momento 
de su creación y hasta antes de las reformas a la lft y lfrytv de 2006, 
tenía competencia en telecomunicaciones sin incluir radio y televisión 
abierta, y posterior a dichas reformas, tiene también atribuciones en estas 
materias.

El caso de Alemania es interesante porque muestra la evolución de la 
organización administrativa y regulatoria hacia una mayor autonomía, al 
mismo tiempo que se le otorgó competencia en otros sectores económi-
cos. Antes de la creación del órgano regulador, el Ministerio para el Servi-
cio Postal y las Telecomunicaciones, Bundesminister für Post und Telekom-
munikation, estaba a cargo del operador de telecomunicaciones Deutsche 
Telekom y de la regulación de telecomunicaciones. En 1998 se creó el 
órgano regulador denominado Regulierungsbehörde für Telekommunika-
tion und Post, encargado de las telecomunicaciones y el servicio postal, 
respondiendo aún ante un ministerio de gobierno. En 2005 se creó el 
Bundesnetzagentur como una autoridad federal superior independiente y 
con competencia en diversos sectores, a saber, en telecomunicaciones, 
correo, electricidad, gas y ferrocarriles.83

81Subsecretaría de Telecomunicaciones, Chile, www.subtel.cl (fecha de consulta: 14 de marzo 
de 2007).

82fcc, EUA, www.fcc.gov (fecha de consulta: 14 de marzo de 2007).
83Bundesnetzagentur für Elektrizität, Gas, Telekommunikation, Post und Eisenbahnen, Alema-

nia, www.bundesnetzagentur.de (fecha de consulta: 14 de marzo de 2007).
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En cualquier caso la independencia y autonomía del órgano regulador 
le dan credibilidad y proporcionan confianza a los agentes del mercado. 
“Ninguna cantidad de ingeniería regulatoria, sin embargo, podrá eliminar 
completamente la necesidad de reguladores competentes y relativamente 
autónomos capaces de resolver, de manera imparcial, los problemas regu-
latorios complejos que surgirán”.84

Actividad regulatoria

Si bien la orientación del sector telecomunicaciones es la de un mercado 
abierto a la competencia, también es cierto que los agentes económicos 
realizan prácticas anticompetitivas o hacen uso indebido de su poder de 
mercado. La actividad regulatoria de telecomunicaciones tiene un lugar 
preponderante considerando que para prestar servicios de telecomunica-
ciones muchas veces deben usarse recursos de las redes de otros operado-
res, interconectarse y la calidad del servicio final puede afectarse por una 
deficiente calidad de transmisión de la red de un competidor. La actividad 
regulatoria de telecomunicaciones pretende eliminar prácticas contrarias a 
la competencia, proveer acceso a recursos esenciales eliminando barreras 
artificiales de entrada, así como inducir conductas pro-competencia que de 
otra manera los agentes del mercado por sí solos no realizarían. 

La actividad regulatoria se efectúa a través de diversos actos jurídicos 
que van desde disposiciones administrativas de carácter general como 
reglamentos, reglas o planes fundamentales, hasta las concesiones o per-
misos en particular, y las resoluciones del órgano regulador sobre des-
acuerdos de interconexión. La regulación, como término genérico, tiene 
muchas implicaciones como lo señala la ocde refiriéndose a los sectores 
energético, financiero, de agua y de telecomunicaciones en México:

Las autoridades regulatorias están en sectores económicos clave que son esen-
ciales para que México realice de manera total su potencial para un fuerte 
crecimiento económico de largo plazo y para mejorar las condiciones de vida 
de su población. Esto requiere atraer nueva inversión, incrementar la atención 
a las necesidades de los consumidores y modernizar la eficiencia económica a 
fin de promover el acceso a los servicios. Por lo que es fundamental establecer 

84“No amount of regulatory engineering will, however, completely eliminate the need for com-
petent and relatively autonomous regulators able to solve, in an impartial way, the complex regula-
tory problems that are bound to arise”, Damien Geradin y Michel Kerf, op. cit., nota 77, p. 22 [tra-
ducción de la autora].
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un marco regulatorio que proporcione estabilidad, así como que genere los 
incentivos adecuados a la actividad económica y fomenten la credibilidad y 
transparencia en consultas con el sector privado.85

Los principios de la actividad regulatoria más importantes son: 1. la 
objetividad para que cada acto regulatorio cumpla con los objetivos preesta-
blecidos, 2. la imparcialidad cuyo propósito es beneficiar el interés público 
y la máxima satisfacción de necesidades sociales, 3. la no discriminación 
entre los agentes del mercado, para lo cual es importante la existencia de 
uniformidad y predicción en el actuar del órgano regulador en circunstan-
cias iguales o similares, 4. la neutralidad tecnológica referida a no obligar, 
ni favorecer o beneficiar la utilización de una tecnología en específico, 
5. la razonabilidad, adecuación al fin y proporcionalidad, cuyo propósito es 
la emisión de una regulación justificada, idónea en relación con el medio 
seleccionado para lograr el fin y que la regulación adoptada sea la menos 
restrictiva de derechos y libertades de los particulares, y 6. la transparencia 
y publicidad para evitar que la actividad regulatoria se vea afectada por 
presiones políticas o de los agentes del mercado. 

Los riesgos regulatorios son de naturaleza variada. Si no se realiza un 
análisis objetivo y completo de la situación que guarda el mercado, puede 
expedirse una regulación dañina. Muchas veces estos casos no son tan 
evidentes; pueden ser medidas populares de corto plazo o para ayudar 
a empresas estratégicas o aquellas que tengan alguna connotación polí-
tica. Además, la fragmentación de procesos dentro del órgano regulador 
o en relación con el ministerio puede originar dilación e incluso parálisis 
regulatoria.

El riesgo más grave es la captura del regulador que ocurre cuando 
éste tiene vínculos significativos, se identifica o sirve a los intereses de 
los agentes del mercado. La captura del regulador puede ser en extremo 
sutil, sobre todo cuando existe una identidad de puntos de vista entre el 
regulador y los agentes regulados. Un regulador debe comprender la vi-
sión de los regulados, mas su función incluye el considerar las necesida-

85“The regulatory authorities deal with key economic sectors that are essential for Mexico to 
fully realize its potential for strong long-term economic growth and for improving the living condi-
tions of the population. This requires attracting new investment, increasing responsiveness to 
consumers´ needs and streamlining economic efficiency in order to promote access to services. 
Establishing a regulatory framework that gives stability as well as proper incentives to economic 
activity and fosters trust and transparency in consultation with the private sector is fundamental in 
this process”, Organisation for Economic Co-operation and Development, oecd reviews of regulatory 
reform Mexico, op. cit., nota 76, p. 30 [traducción de la autora].
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des de los consumidores y los objetivos de política pública de largo plazo 
preestablecidos. La captura del regulador se presenta más en los órganos 
reguladores de un solo sector económico (p.ej., sector de las telecomuni-
caciones) y se agudiza cuando el personal del regulador tiene expectati-
vas de eventualmente incorporarse directa o indirectamente a algún 
agente de la industria. 

Las atribuciones legales por sí solas no son siempre suficientes para garantizar 
el uso eficiente de esas facultades, [en especial] si la agencia [órgano regulador] 
está sujeta a influencia externa del gobierno o de la industria regulada. [Es por 
eso que] la agencia necesita estar respaldada por garantías institucionales adi-
cionales como el tener asegurados recursos financieros o tener disposiciones 
contra conflictos de intereses del personal de nivel superior.86

Comisión Federal de Telecomunicaciones

Durante las discusiones y proyectos para la expedición de la lft, el órgano 
regulador siempre estuvo presente con diversas facultades. Así, la exposi-
ción de motivos del Ejecutivo federal a la lft estableció que: 

En virtud de que las inversiones en el sector de telecomunicaciones son de 
largo plazo y de que la dinámica del sector requiere de una autoridad regula-
dora ágil y eficiente, la iniciativa contempla la futura creación de un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con auto-
nomía técnica y operativa, a fin de que se complementen los instrumentos 
para llevar a cabo las políticas y programas tendientes a regular y promover el 
desarrollo eficiente de las telecomunicaciones en el país.87

La lft aprobada, remitió al órgano regulador a un artículo transitorio 
en el cual simplemente ordenaba al Ejecutivo federal crear un órgano 
desconcentrado de la sct, sin establecerle facultades específicas. La Cofetel 
fue creada mediante decreto 10 meses después de que la lft fue publicada 
(el “Decreto de Creación”). La scjn al resolver un amparo en revisión, re-
conoció la existencia de la Cofetel y las facultades previstas en su Decreto 

86“(…) Legal attributions alone are not always sufficient to guarantee the efficient use of these 
powers if the agency is subject to external influence by the government or by regulated industry. 
They need to be backed by additional institutional guaranties, in terms of secure financial resources, 
or provisions against conflicts of interest for senior staff”, ibidem, p. 135 [traducción de la autora].

87Exposición de motivos del Ejecutivo federal de 24 de abril de 1995 sobre la iniciativa de Ley 
Federal de Telecomunicaciones.
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de Creación como las necesarias para regular y promover el desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones en el país.88

Dentro de las facultades más relevantes conferidas a la Cofetel en el 
momento de su creación están las siguientes: administrar el espectro ra-
dioeléctrico, opinar a la sct sobre el otorgamiento de concesiones y permi-
sos, emitir disposiciones administrativas de carácter general, resolver los 
desacuerdos de interconexión que existan entre los operadores, realizar 
las licitaciones para el otorgamiento de bandas de frecuencias del espectro 
radioeléctrico y de órbitas satelitales asignadas al país, establecer obligacio-
nes específicas a los concesionarios declarados con poder sustancial en el 
mercado conforme a la Ley Federal de Competencia Económica, así como 
proponer a la sct sanciones por infracciones al marco jurídico.89

Mucho se había discutido sobre si las facultades otorgadas a la Cofetel 
mediante el Decreto de Creación eran insuficientes para darle autonomía 
y para una eficaz y eficiente gestión. Sin embargo, esos análisis no fueron 
considerados en las reformas a la lft de 2006 que elevaron a rango de ley 
muchas de las insuficientes facultades, además de que eliminaron otras 
facultades necesarias para el control de los agentes económicos dominan-
tes como es la de aprobación de sus tarifas.90 La debilidad más grande que 
Cofetel ha tenido desde su creación y que a partir de 2006 se plasmaron 
en la lft, es que Cofetel no puede sancionar, sino únicamente opinar si 
procede una sanción. Considero que si se infringió el marco jurídico, pro-
cede sancionar y no ha lugar al ejercicio de discrecionalidad alguna, por lo 
que no existe razón alguna para que Cofetel opine y la sct decida si se 
sanciona o no al infractor.91

El voto del ministro Góngora Pimentel respecto a la acción de incons-
titucionalidad 26/2006 contra las reformas a la lft y lfrytv de 2006, analiza 
si la Cofetel debe ser o no un órgano desconcentrado, particularmente al 
tener ahora facultades también en materia de radiodifusión: 

88Ejecutoria del amparo en revisión 106/2002 (Teléfonos de México, S.A. de C.V.) de la Segunda 
Sala de la scjn, 23 de agosto de 2002.

89Decreto por el que se crea la Comisión Federal de Telecomunicaciones, publicado en el dof 
el 9 de agosto de 1996.

90Clara Luz Álvarez, Beatriz Adriana Camarena y Salma Leticia Jalife, op. cit., nota 19, sección 
VI, apartado A.

91Haciendo una analogía con un partido de futbol, tendríamos un árbitro (Cofetel) que nun-
ca puede directamente sacar tarjeta amarilla o roja a los jugadores (concesionarios), sino que 
tendría que opinar a otra autoridad (sct) mientras el partido sigue jugándose, para que ésta 
decidiera si procede o no la sanción o expulsión. Quizá para cuando la autoridad decida que 
procede la tarjeta roja, ya terminó el partido y se benefició al jugador que incumplió las reglas 
del juego.
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(…) la creación de la Cofetel como un órgano desconcentrado, resulta incons-
titucional porque sus facultades en materia de radio y televisión no pueden ser 
ejercidas por un órgano que guarde una relación de jerarquía con el Presiden-
te de la República (…) 
(…) el Congreso puede crear administraciones independientes cuando así lo 
estime conveniente. Sin embargo, tratándose del órgano técnico regulador de 
la radiodifusión, más allá de una cuestión de conveniencia, existe una exigen-
cia constitucional de optar por tal modelo.
(…)
Dentro del esquema del derecho a la libertad de expresión, es indudable que, 
dada la especial posición de la radiodifusión, el derecho de acceso a los medios 
de comunicación requiere de autonomía por parte del órgano técnico regulador en 
la materia, a efecto de que este ámbito no sea controlado por ningún grupo polí-
tico o económico y, por el contrario, se conserve siempre como un bien social, de 
modo que su inmenso poder sea el instrumento, sustrato y soporte de las li-
bertades públicas, la democracia, el pluralismo y las culturas.
(…)
En consecuencia, al haber transmitido a la Cofetel las facultades en materia de 
radio y televisión, el Congreso de la Unión estaba obligado a asegurar la autonomía 
del órgano respecto de los poderes políticos y económicos, para lo cual era indispen-
sable que su creación se hubiera realizado fuera de la administración pública cen-
tralizada, previendo requisitos de idoneidad en el sistema de integración del 
órgano, de tal manera que se asegurara la independencia de los comisionados 
respecto de los órganos del poder político, así como respecto de los entes a los 
cuales se pretende regular. 
Así, en el artículo 9-C de la Ley Federal de Telecomunicaciones no se advierte 
el establecimiento de ningún requisito que garantice la independencia respecto 
del poder político o el económico (…)92

Unión Internacional de Telecomunicaciones

La uit es hoy día una organización autónoma que trabaja con la Organiza-
ción de Naciones Unidas como agencia especializada para tecnologías de 

92scjn, Votos que formula el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, en relación con la sen-
tencia del Tribunal Pleno de siete de junio de dos mil siete, que resolvió la acción de inconstitucionalidad 
26/2006, promovida por los Senadores integrantes de la Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso 
de la Unión, publicado en el dof de 20 de agosto de 2007, apartado II de la “Estructura de la Comisión 
Federal de Telecomunicaciones. Artículos 9 A, 9 B, 9 C, 9 D y 9 E de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones”. 
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la información y comunicaciones.93 La uit tiene por objeto la cooperación 
internacional para el mejoramiento de las telecomunicaciones, la asistencia 
técnica en telecomunicaciones para países en desarrollo y la promoción de 
beneficios de las nuevas tecnologías a todos los habitantes de la Tierra.94 
Para ello, entre otros, la uit: 1. atribuye bandas de frecuencias, 2. registra 
las asignaciones de las posiciones orbitales geoestacionarias y las caracte-
rísticas de satélites en otras órbitas, buscando evitar interferencia perjudi-
cial, 3. facilita la normalización de telecomunicaciones, 4. coordina esfuerzos 
para armonizar el desarrollo de medios de telecomunicación, y 5. fomenta la 
solidaridad internacional para proveer asistencia técnica a los países en de-
sarrollo.95 

Antecedentes históricos

La uit es ejemplo de la necesidad de cooperación internacional y de la con-
vergencia en telecomunicaciones. Así, a mediados del siglo xix, las líneas 
telegráficas estaban tendidas sólo dentro de las fronteras de los países. 

Cada país utilizaba un sistema diferente, por lo cual los mensajes debían trans-
cribirse, traducirse y enviarse a las fronteras antes de ser transmitidos por la 
red telegráfica del país vecino. Dada la lentitud y las dificultades operativas de 
este sistema, muchos países decidieron establecer acuerdos que facilitaran la 
interconexión de sus redes nacionales.96 

El 17 de mayo de 1865 en París 20 países europeos firmaron el primer 
Convenio Telegráfico Internacional y crearon la Unión Telegráfica Internacio-
nal.97 La Unión Telegráfica Internacional tuvo por objeto la universalización 
de los servicios telegráficos entre las naciones y su sede en Berna contaba 
con un pequeño secretariado. 

Con la invención de la telegrafía sin hilos en 1896 comenzaron nuevos 
retos para las comunicaciones a distancia. Los problemas internacionales 
surgieron puesto que las radiofrecuencias se propagan por el aire y tras-

93Cfr. International Telecommunication Union, http://www.itu.int/net/home/index.aspx y http://
www.un.org/aboutun/chart.html (fecha de consulta: 14 de mayo de 2007).

94Artículo 1, sección 1, de la Constitución de la uit.
95Artículo 1, sección 2, de la Constitución de la uit.
96International Telecommunication Union, http://www.itu.int/aboutitu/overview/history-es.html 

(fecha de consulta: 14 de mayo de 2007).
97Por ello, el 17 de mayo es ahora considerado el Día Mundial de las Telecomunicaciones y de 

la Sociedad de la Información.
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cienden las fronteras fácilmente. Por otra parte, Marconi como inventor de 
la radiotelegrafía patentó su invento y comenzó la comercialización de sus 
equipos: “Para proteger su negocio, Marconi prohibió a los operadores de 
sus equipos establecer comunicación con estaciones que no fuesen de su 
compañía”.98 Los países percibieron la necesidad de establecer acuerdos 
en relación con la interconexión e interoperabilidad de sistemas y equipos, 
además de que se debería poder intercambiar mensajes telegráficos sin 
importar el sistema radiotelegráfico de las estaciones. 

La telegrafía sin hilos o radiotelegrafía no estaba contemplada dentro del 
objeto de la Unión Telegráfica Internacional. Por lo que se convocó a la prime-
ra Conferencia Radiotelegráfica Internacional que tuvo lugar en Berlín, Alema-
nia, en 1906. Como resultado de dicha conferencia se crean la Convención 
Internacional de Radiotelegrafía, el Protocolo Final, el Reglamento y el Com-
promiso Adicional que son las primeras normas de la telegrafía sin hilos.99 
México fue representado por el general de brigada José María Pérez. Esos 
documentos fueron aprobados por el Senado mexicano el 30 de mayo de 1907 
y publicados en el Diario Oficial en febrero de 1909 en español y francés.

La Unión Radiotelegráfica Internacional comenzó a asignar frecuencias 
para servicios específicos (p.ej., comunicación marítima, radiodifusión). El 
actual Reglamento de Radiocomunicaciones encuentra sus orígenes preci-
samente en esos documentos derivados de la primera Conferencia Radio-
telegráfica Internacional, que han sido modificados y revisados a lo largo de 
estos años. 

La Unión Telegráfica Internacional y la Unión Radiotelegráfica Interna-
cional constituyeron respectivamente comités consultivos para realizar 
estudios técnicos y elaborar normas internacionales. El Comité Consultivo 
Internacional de Telefonía (1924) y el Comité Consultivo Internacional Te-
legráfico (1925) de la Unión Telegráfica Internacional fueron fusionados en 
el Comité Consultivo Internacional Telegráfico y Telefónico (ccitt). La 
Unión Radiotelegráfica Internacional tenía el Comité Consultivo Internacio-
nal de Radiocomunicaciones (1927). 

La uit100 surge como resultado de la fusión del Convenio Telegráfico 
Internacional (1865, Unión Telegráfica Internacional) y del Convenio Inter-
nacional de Radiotelegrafía (1906, Unión Radiotelegráfica Internacional) 
acordada en las Conferencias de Madrid de 1932. En éstas se reestructura 

98Carlos A. Merchán Escalante y Rodolfo de la Rosa Rábago (comps.), 100 años de México en la 
uit 1906-2006, México, D.F., Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 2006, p. 25.

99Cfr. ibidem, pp. 30-35.
100El 1o. de enero de 1934 es cuando comienza a utilizarse el nombre de Unión Internacional 

de Telecomunicaciones.
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el Convenio Telegráfico Internacional y el Convenio Internacional de Radio-
telegrafía en un Convenio Internacional de Telecomunicaciones al cual se 
le agregan los Reglamentos Telegráfico, Telefónico y de Radiocomunicacio-
nes. México inicialmente sólo firmó el Convenio Internacional de Teleco-
municaciones y el Reglamento Telegráfico. 

En esta época México se enfrentaba a EUA y Canadá porque no existían 
canales para radiodifusión que México pudiera ocupar sin causar interfe-
rencia a los canales ocupados por las empresas de dichos países.101 Por lo 
que posteriormente cuando México suscribió y ratificó el Reglamento Tele-
gráfico y el Reglamento de Radiocomunicaciones en 1934, realizó diversas 
reservas una de las cuales fue para protestar contra la monopolización del 
espectro radioeléctrico por un país en perjuicio de los demás.102 

No es posible aceptar el compromiso a que se refieren estas prescripciones, 
en vista de que en la banda de radiodifusión (especialmente 550 a 1,500 Kc/s) 
todas las frecuencias están ocupadas por transmisores americanos y canadien-
ses, sin que haya un solo canal libre que pueda usarse por México sin causar 
interferencia alguna. Mientras que no se llegue a un acuerdo mediante el cual 
se fije a México el número de canales exclusivos que le son indispensables 
para satisfacer sus necesidades de radiodifusión, será inevitable el que sus 
estaciones causen interferencias a las americanas y canadienses.103

En 1947 la uit acordó convertirse en agencia especializada de la onu. Se 
creó la Junta Internacional de Registro de Frecuencias y se le confirió el 
carácter de obligatorio al Cuadro Internacional de Atribución de Frecuencias. 
De esa fecha a 1989 ocurrieron grandes cambios en las telecomunicaciones 
como la comunicación vía satélite y las cuestiones a definir en esa materia. 

Para 1989 la uit reconoció que requería prestar asistencia técnica a paí-
ses en desarrollo, creándose la Oficina de Desarrollo de Telecomunicaciones 
(Bureau de Dévélopment des Télécommunications). Al mismo tiempo, se 
inició una revisión a la estructura y procesos de la uit misma que culminó 
en 1992 con las modificaciones a la Constitución y el Convenio de la uit con 

101La posición de EUA y de Canadá cuyos servicios de telegrafía y telefonía se prestaban por 
el sector privado se oponía frecuentemente a aquella del resto de los países en los que los servicios 
se prestaban por el gobierno. No es sino hasta después de la Segunda Guerra Mundial cuando 
EUA y Canadá convienen en obligarse a las regulaciones de la uit. Cfr. Charles H. Kennedy y M. 
Verónica Pastor, op. cit., nota 30, pp. 30-31.

102Cfr. Carlos A. Merchán Escalante y Rodolfo de la Rosa Rábago (comps.), op. cit., nota 98, 
pp. 49-52.

103Reserva al artículo 35 de la Convención Internacional de Radiocomunicaciones, en ibidem, 
p. 52.
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la finalidad de que ésta tuviera mayor flexibilidad para adaptarse a los cam-
bios. México firmó las modificaciones a la Constitución y Convenio de la uit 
el 22 de diciembre de 1992, entrando en vigor el 1o. de junio de 1994, forman-
do parte de éstos los Reglamentos Administrativos (Reglamento de Radioco-
municaciones y Reglamento de Telecomunicaciones Internacionales). 

Estructura y funciones

La uit se rige por su Constitución y el Convenio de la uit, contando con la 
representación de los países miembros (Estado miembro) y también con 
los denominados miembros de sector (p.ej., organizaciones científicas, 
asociaciones industriales, empresas de telecomunicaciones, instituciones 
académicas, de financiamiento y desarrollo). 

La Conferencia de Plenipotenciarios que se celebra cada cuatro años es 
la autoridad más alta de política de la uit, donde los estados miembro deci-
den sobre el papel que debe jugar la uit en las tic, en tanto que los miem-
bros de sector participan como observadores. Existe a su vez el Consejo de 
la uit que se reúne anualmente y está formado por el 25 por ciento del total 
de los estados miembro. La elección de los miembros del Consejo de la uit 
se realiza en la Conferencia de Plenipotenciarios, distribuyéndose el núme-
ro de miembros equitativamente entre las cinco regiones, a saber, África, 
América, Asia y Australasia, Europa occidental y Europa oriental. Aquél 
tiene la función de considerar los asuntos generales de política de teleco-
municaciones entre Conferencias de Plenipotenciarios, así como aprobar y 
supervisar los presupuestos, finanzas y gastos. La Secretaría General, por 
su parte, es la encargada de la administración y finanzas, de la planeación 
estratégica de largo plazo, la asesoría jurídica y recursos humanos. 

La uit está dividida en tres sectores de acuerdo con sus funciones: Ra-
diocomunicaciones, Normalización de Telecomunicaciones y de Desarrollo 
de las Telecomunicaciones.104

•	 El sector de Radiocomunicaciones (uit-R) es responsable principalmente de 
garantizar “la utilización racional, equitativa, eficaz y económica del espectro 
de frecuencias radioeléctricas por todos los servicios de radiocomunicacio-
nes, incluidos los que utilizan la órbita de los satélites geoestacionarios u 
otras órbitas”.105

104Cada uno de estos sectores tiene un director general, quienes son electos en la Conferencia 
de Plenipotenciarios por un plazo de cuatro años.

105Artículo 12 de la Constitución de la uit.
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•	 El sector de Normalización (uit-T) está encargado de realizar estudios a fin 
de proponer estándares tecnológicos (recomendaciones)106 que permitan la 
compatibilidad entre equipos y sistemas, la interconectividad de las redes 
para que las telecomunicaciones puedan proporcionarse a nivel mundial 
con calidad de servicio satisfactoria. 

•	 El sector de Desarrollo de las Telecomunicaciones (uit-d) tiene como man-
dato el promover y brindar asistencia técnica para el desarrollo de los ser-
vicios y redes de telecomunicaciones. 

Cada sector cuenta con sus respectivas conferencias mundiales (Con-
ferencia Mundial de Radiocomunicación, Asamblea Mundial de Normaliza-
ción de las Telecomunicaciones y Conferencia Mundial sobre el Desarrollo 
de las Telecomunicaciones, respectivamente) y grupos de estudio.

Instrumentos jurídicos

La Constitución de la uit complementada con el Convenio de la uit son el 
instrumento fundamental de la uit. Por su parte, los Reglamentos Adminis-
trativos que a la fecha son el Reglamento de Telecomunicaciones Interna-
cionales y el de Radiocomunicaciones son parte del marco jurídico y tienen 
carácter vinculante para todos los estados miembros. Si existe divergencia 
entre los instrumentos mencionados, prevalecerá la Constitución y des-
pués el Convenio.107 Los países que han suscrito el Protocolo facultativo 
sobre la solución obligatoria de controversias relacionadas con la Cons-
titución de la uit, el Convenio de la uit y los reglamentos administrativos, 
están obligados a resolver sus controversias mediante arbitraje. Las 
conferencias de plenipotenciarios y las conferencias mundiales de cada 
sector, adoptan decisiones, resoluciones y recomendaciones.

Organización Mundial de Comercio

Antecedentes, estructura y funciones

La omc se crea en 1995 como resultado de la Ronda de Uruguay bajo el 
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Tarifas (General Agreement 

106Si bien las recomendaciones no tienen fuerza vinculante, sí establecen una referencia casi 
obligada para autoridades, proveedores de equipos, dueños de redes y prestadores de servicios.

107Artículo 4 de la Constitución de la uit.
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on Tariffs and Trade, “gatt”). El gatt fue acordado en 1948 y, aun cuando 
estrictamente no era un organismo internacional, en los hechos tuvo un 
Secretariado y estructura administrativa. Bajo el gatt se celebraron diver-
sas rondas de negociaciones, siendo la Ronda de Uruguay la que se de-
sarrolló de 1986 a 1994 y a partir de la cual se crea la omc. Si bien el gatt 
tenía como objetivo establecer las reglas para el comercio mundial y se 
enfocó más en el comercio de bienes, conforme a los acuerdos de la omc 
se cubre también el intercambio de servicio y la protección de la propiedad 
intelectual. También se prevé un mecanismo de solución de diferencias y 
de revisión de las políticas comerciales.108

A partir del gatt se han realizado ocho rondas y actualmente se está 
en la novena ronda que es la Ronda de Doha iniciada en el año 2001. Las 
rondas de negociaciones han tratado diversos temas. Las primeras versa-
ban sobre la reducción de aranceles, para después incorporar temas de 
prácticas desleales de comercio, cuestiones de desarrollo y barreras no 
arancelarias al comercio.

La omc es un organismo internacional con personalidad que es tam-
bién foro para las negociaciones multilaterales de comercio. Las conferen-
cias ministeriales son el órgano supremo de decisión que se reúne al me-
nos cada 2 años. El Consejo General está encargado de las actividades 
cotidianas y se reunirá con la periodicidad que sea necesaria, desempeñan-
do las funciones de la Conferencia Ministerial en los intervalos entre re-
uniones de ésta. El Consejo General se convierte en el Órgano de Solución 
de Diferencias y en Órgano de Examen de las Políticas Comerciales. Tanto 
las conferencias mundiales como el Consejo General están formados por 
representantes de todos los miembros. Existen los consejos del Comercio 
de Mercancías, del Comercio de Servicios y de los Aspectos de los Dere-
chos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio.109 La Secreta-
ría de la omc está encabezada por un director general nombrado por la 
Conferencia Ministerial.110 

Instrumentos jurídicos

Los acuerdos de la omc relacionados con las telecomunicaciones son: 1. el 
Acuerdo por el que se establece la omc (conocido también como el Acuerdo 
de Marrakech), 2. el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (agcs) 

108Artículo III del Acuerdo por el que se establece la omc.
109Artículo IV del Acuerdo por el que se establece la omc.
110Artículo VI del Acuerdo por el que se establece la omc.
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(incluye el Anexo sobre Telecomunicaciones y el Anexo relativo a las Ne-
gociaciones sobre Telecomunicaciones Básicas), 3. el Entendimiento relati-
vo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de dife-
rencias, 4. el Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales, 5. la(s) 
lista(s) de compromisos específicos de cada país, 6. el documento de refe-
rencia a la lista de compromisos específicos, y 7. el Cuarto Protocolo Anexo 
al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios.111 

México suscribió el acuerdo por el que se establece la omc el 15 de abril 
de 1994, mismo que fue ratificado por el Senado el 13 de julio de 1994, 
publicado en el dof el 30 de diciembre de 1994 y entró en vigor el 1o. de 
enero de 1995. El agcs es integrante del Acuerdo de Marrakech, y a su vez, 
la lista de compromisos específicos al agcs es parte integrante de éste. El 
suplemento a la Lista de Compromisos Específicos sobre Telecomunicacio-
nes por parte de México y su Documento de Referencia son de 11 de abril 
de 1997 (gats/SC/56/Suppl.2). El Cuarto Protocolo al agcs fue aceptado el 
26 de noviembre de 1997 por México y entró en vigor el 4 de febrero de 
1998. Al formar parte el Cuarto Protocolo de agcs, no requirió posterior 
ratificación por parte del Senado.112

El agcs tiene ciertos principios rectores como el de nación más favore-
cida, trato nacional, transparencia, liberalización progresiva y promoción 
de la competencia. El principio de nación más favorecida exige que los 
miembros de la omc otorguen inmediata e incondicionalmente un trato no 
menos favorable que el que concedan a los servicios y proveedores de 
servicios de otro país.113 Las excepciones a este principio debieron acordar-
se al suscribir el agcs y no deben exceder de un plazo de 10 años.114 El 
trato nacional obliga a que los servicios o proveedores del país miembro 
abc, cuando estén en el país XYZ reciban un trato no menos favorable que 
los proveedores del propio país XYZ.115

El principio de transparencia requiere la publicación de todas las medi-
das de carácter general relativas al comercio de servicios, debiendo infor-
mar con prontitud del establecimiento de nuevas leyes, reglamentos o 
directrices administrativas que afecten significativamente el comercio de 
servicios que se contemplen en la lista de compromisos específicos.116 Este 

111El Cuarto Protocolo es de fecha 30 de abril de 1996.
112Respuesta de la Dirección General de Negociaciones Multilaterales y Regionales de la Secre-

taría de Economía de fecha 3 de agosto de 2007, a la solicitud de información número 
0001000095407.

113Artículo II del agcs.
114Anexo sobre exenciones de las obligaciones del artículo II del agcs.
115Artículo XVII del agcs.
116Artículo III del agcs.
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principio de transparencia no se extiende a información confidencial que 
pueda ser obstáculo para el cumplimiento de leyes o pueda contrariar el 
interés público o los intereses comerciales legítimos.117 La liberalización 
progresiva establece la determinación de realizar negociaciones periódicas 
para liberalizar cada vez más el comercio de servicios, a fin de facilitar un 
acceso efectivo a los mercados mediante la reducción de las medidas que 
tengan efectos desfavorables. 

El Anexo sobre Telecomunicaciones del agcs reconoce que este sector es, 
por una parte, una actividad económica independiente y, por otra parte, es el 
medio fundamental de transporte de otras actividades económicas. Dicho 
Anexo excluye la aplicación de las medidas que afecten a la distribución de 
señales por cable o la radiodifusión de programas de radio o televisión. El 
Anexo obliga a que esté a disposición del público la información pertinen-
te sobre las condiciones de acceso a las redes y servicios de telecomuni-
caciones, incluyendo: tarifas, términos y condiciones del servicio, especi-
ficaciones técnicas de las interfaces, información sobre los órganos y 
autoridades relacionados con telecomunicaciones, condiciones respecto a 
la conexión de equipos, así como las disposiciones sobre los títulos habili-
tantes, según proceda. En general, el Anexo sobre Telecomunicaciones 
trata de garantizar el acceso a redes y servicios de telecomunicaciones a 
todo proveedor de servicios de otro país miembro de la omc.

Las listas de compromisos específicos118 de cada país establecen sus 
compromisos de acceso a los mercados y de trato nacional, detallando: 1. 
sus términos, limitaciones y condiciones, 2. las condiciones y salvedades 
en relación con el principio de trato nacional, 3. las obligaciones relativas a 
compromisos adicionales y su marco temporal, y 4. la fecha de entrada en 
vigor de los compromisos. Las listas de compromisos específicos se anexan 
al agcs y forman parte del mismo.119 A través de su respectiva lista de com-
promisos específicos, un país se obliga a no imponer o modificar medida 
alguna que restrinja el acceso al mercado o la prestación del servicio. En el 
supuesto de que un país pretenda modificar su lista de compromisos espe-
cíficos, deberá seguir un procedimiento y, en su caso, compensar a los 
países afectados por la medida de que se trate. Esto pretende proporcionar 
estabilidad, previsión y certeza a las relaciones de comercio internacional. 

117Artículo III bis del agcs.
118Las listas de compromisos específicos tienen un formato uniforme, con instrucciones para 

completarlas, lo cual da facilidad para la comparación de medidas que afecten el comercio interna-
cional. Adicionalmente, se establecen compromisos en general de todos los sectores, así como 
compromisos aplicables sólo a cierto subsector.

119Artículo XX bis del agcs.
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El Documento de Referencia recoge los principios sobre salvaguarda 
de la competencia (p.ej., prohibición de subsidios cruzados anticompetiti-
vos), garantías de interconexión (p.ej., interconexión en términos no discri-
minatorios, un procedimiento de interconexión público con un proveedor 
principal), servicio universal, publicación de los criterios para el otorga-
miento de licencias, establecimiento de un regulador independiente, así 
como lo relativo a los mecanismos de atribución de recursos escasos120 
para que ésta sea de manera objetiva, oportuna, transparente y no discri-
minatoria. No todos los países que han suscrito listas de compromisos 
específicos, se obligaron a las disposiciones del Documento de Referencia. 
México sí se obligó a cumplir con sus términos. Los detalles del Documen-
to de Referencia se encuentran a lo largo del capítulo III, sección “Política de 
competencia efectiva”, p. 61.

El Cuarto Protocolo Anexo al agcs es un instrumento que da seguimien-
to a las listas de compromisos específicos en lo concerniente a telecomu-
nicaciones básicas. Así, esas listas anexadas al Cuarto Protocolo se referi-
rán a telecomunicaciones básicas y complementarán o modificarán las 
listas de compromisos específicos. No existe un consenso en lo que com-
prenden las telecomunicaciones básicas y los servicios de valor añadido. Se 
puede considerar que las telecomunicaciones básicas son la transmisión de 
señales de voz o datos del emisor al receptor (p.ej., servicios telefónicos, 
transmisión de datos, servicios satelitales, transmisión de video), en tanto 
que en los servicios de valor añadido (conocidos también como servicios 
de valor agregado) el proveedor añade valor a la información del cliente 
(p.ej., correo electrónico, almacenamiento, recuperación y/o procesamien-
to de datos en línea).121

Panel México-EUA122

EUA reclamó ante la omc que México había incumplido diversas disposi-
ciones del agcs en materia de telecomunicaciones,123 presentando una so-
licitud para la celebración de consultas el 17 de agosto de 2000. 

120Ejemplos de recursos escasos son bandas de frecuencias, números y derechos de vía.
121Cfr. omc, http://www.wto.org/spanish/tratop_s/serv_s/telecom_s/telecom_coverage_s.

htm#value (fecha de consulta: 9 de diciembre de 2006).
122Para mayor información consultar http://www.wto.org/spanish/tratop_s/dispu_s/cases_s/

ds204_s.htm
123EUA consideró que México incumplía los compromisos de los artículos VI, XVI, XVII y XVIII 

del agcs, los compromisos adicionales de los puntos 1, 2, 3 y 5 del Documento de Referencia, así 
como los párrafos 4 y 5 del Anexo sobre Telecomunicaciones.
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Las consultas son conversaciones que deben sostener los países so-
bre la diferencia que tienen para buscar alcanzar una solución por sí 
solos. En caso de que no resuelvan los puntos en controversia, el país 
reclamante puede solicitar al Órgano de Solución de Diferencias la forma-
ción de un grupo especial. El Órgano de Solución de Diferencias está in-
tegrado por todos los miembros de la omc. Dicho órgano puede estable-
cer grupos especiales de expertos para analizar el caso. El grupo especial 
debe rendir un informe que, si no se apela por alguna de las partes o no 
lo rechaza el Órgano de Solución de Diferencias por consenso, se con-
vierte en la resolución y recomendaciones definitivas del asunto en 
controversia.124

Para noviembre de 2000, EUA solicitó el establecimiento de un grupo 
especial mismo que, tras una serie de consultas en las cuales no se alcan-
zaron acuerdos, se estableció el 17 de abril de 2002.125 EUA reclamó que 
México: 1. no garantizaba la interconexión con tarifas y en condiciones 
razonables por el proveedor principal (Telmex), 2. no aseguraba el acceso 
de proveedores de EUA a las redes de servicios públicos de transporte de 
telecomunicaciones, 3. no concedía el trato nacional a las comercializado-
ras de EUA, y 4. no impedía la realización de prácticas anticompetitivas de 
Telmex.

Se formó un grupo especial también conocido como panel (el “Grupo 
Especial”) que presentó a las partes un informe provisional el 21 de no-
viembre de 2003. El Grupo Especial en su informe distribuido el 2 de 
abril de 2004 resolvió que México había incumplido ciertos compromi-
sos del agcs, a saber, que: 1. México no garantizó la interconexión apli-
cando tarifas basadas en costos al suministro de servicios de telecomu-
nicaciones transfronterizos basados en infraestructura, 2. México no 
mantuvo medidas adecuadas para prevenir prácticas anticompetitivas de 
proveedores principales, al preservar medidas que requieren de prácti-
cas anticompetitivas entre competidores que son proveedores principa-
les, 3. México no había asegurado el acceso razonable y no discrimina-
torio de proveedores de EUA a las redes de transporte y servicios básicos 
de telecomunicaciones, y 4. México no había asegurado que las comer-
cializadoras de EUA tuvieran acceso al arrendamiento de enlaces priva-
dos. Asimismo, dicho informe determinó que México no incumplió obli-

124Cfr. omc, http://www.wto.org/spanish/thewto_s/whatis_s/tif_s/disp1_s.htm (fecha de consul-
ta: 8 de septiembre de 2007).

125Comparecieron como terceros en este procedimiento Australia, Brasil, Canadá, Comunida-
des Europeas, Guatemala, Honduras, India, Japón y Nicaragua.
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gaciones relativas a servicios de telecomunicaciones no basados en 
infraestructura, porque México no había contraído compromisos en rela-
ción con ellos. 

Aun cuando México y/o EUA pudieron apelar el informe, ambos países 
llegaron a un acuerdo126 que en esencia estableció que en 13 meses se cum-
plirían con las recomendaciones del informe en los siguientes términos: 

•	 México:
–	 Eliminaría el sistema de tarifas de liquidación uniforme que establecía que la 

tarifa de liquidación 1. por terminar tráfico de larga distancia internacional en 
México, sería la misma independientemente del operador que originara en el 
extranjero la llamada y del concesionario que las terminara en México, y 2. 
por el tráfico de larga distancia internacional originado en México, sería la 
misma independientemente del concesionario que originara la llamada en 
México y del operador que la terminará en el extranjero.127

–	 Eliminaría el sistema de retorno proporcional en materia de larga distancia 
internacional. El sistema de retorno proporcional consistió en que los con-
cesionarios que fueran operadores de puerto internacional, distribuirían las 
llamadas entrantes al territorio nacional con base en el porcentaje de llama-
das de periodos anteriores.128

–	 La nueva regulación permitiría una negociación comercial competitiva de 
las tarifas de liquidación internacional. Conforme a las Reglas de Larga Dis-
tancia Internacional, el concesionario de servicio de larga distancia que 
tuviera el mayor porcentaje del mercado de larga distancia de salida de los 
últimos seis meses anteriores a la negociación con un país determinado, 
sería quien negociaría las tarifas de liquidación con los operadores de di-
cho país. Esa tarifa era aprobada por la Cofetel y era la tarifa aplicable 
para el resto de los operadores.129

•	 México expediría un reglamento de comercializadoras de servicios de larga 
distancia internacional.

•	 EUA aceptó que México continuara prohibiendo la reventa internacional 
simple. 

En consecuencia, al no existir apelación, el 1o. de junio de 2004, el Ór-
gano de Solución de Diferencias adoptó el informe del Grupo Especial. 

126Este acuerdo se realizó mediante el intercambio de cartas entre los embajadores ante la omc 
de México y de EUA, ambas de fecha 1o. de junio de 2004.

127Cfr. Reglas de Larga Distancia Internacional, Regla 2, fracción XII.
128Cfr. Reglas de Larga Distancia Internacional, Regla 2, fracción XII.
129Cfr. Reglas de Larga Distancia Internacional, Regla 2, fracción XIV, y Regla 13.
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México expidió las Reglas de Telecomunicaciones Internacionales el 
11 de agosto de 2004130 y el Reglamento para la comercialización de servi-
cios de telecomunicaciones de larga distancia y larga distancia internacio-
nal el 12 de agosto de 2005.131 De ello, México informó al Órgano de Solu-
ción de Diferencias el 31 de agosto de 2005 y solicitó se tuviera por 
resuelta la controversia, con lo que EUA coincidió y se puso fin a este pro-
cedimiento que fue el primero de servicios bajo el agcs. 

130Publicadas en el dof de 11 de agosto de 2004. Las Reglas de Telecomunicaciones Internacio-
nales abrogaron las Reglas de Larga Distancia Internacional que tenían el sistema de tarifas de li-
quidación uniforme, el de retorno proporcional y el que otorgaba al concesionario con mayor tráfi-
co de salida la facultad exclusiva de negociar las tarifas de liquidación internacional. 

131Publicado en el dof de 12 de agosto de 2005.
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Previa a la liberalización de las telecomunicaciones, existía la idea genera-
lizada de que debía ser un solo operador quien tuviera la infraestructura 
y prestara los servicios de telecomunicaciones respectivos. Ello por ser 
servicios públicos de interés general, basados en una economía de redes. 
De otra manera, se creía, existiría redundancia en infraestructura de tele-
comunicaciones y sus costos serían cargados a los usuarios. Además, el 
operador de telecomunicaciones como monopolio natural132 podría bene-
ficiarse de las economías de escala y de alcance. Generalmente aquél era 
propiedad del Estado y, por ende, se le imponían obligaciones para cum-
plir con ciertas metas de política pública (p.ej., llevar teléfonos a zonas 
alejadas). El propio operador era incluso quien establecía los requisitos 
técnicos de los equipos, los fabricaba o tenía la exclusividad para propor-
cionarlos a los usuarios. 

Cuando el sector de las telecomunicaciones se abrió a la competencia, 
surgieron nuevos requerimientos institucionales y de regulación. Uno de 
los pilares de un mercado de telecomunicaciones liberalizado es una polí-
tica de competencia adecuada y eficaz. Si el mercado de telecomunicacio-
nes existiera en competencia perfecta, no sería necesario contar con una 
política de competencia especial para el sector. Sin embargo, dados los an-
tecedentes históricos del sector de telecomunicaciones (monopolios públi-
cos y privados) aunado a que éste se basa en una economía de redes (los 
nuevos entrantes requieren de elementos de la red del operador histórico), 
la competencia perfecta difícilmente surgirá por sí sola. En consecuencia, 
se requiere de una política de competencia que permita a la autoridad 

132En un mercado en el cual se requieren de altas inversiones para entrar (p.ej., construcción 
de una red), el monopolio natural pretende que una sola empresa preste todo el servicio a fin de 
que se beneficie de las economías de escala y de alcance. Bajo este concepto de monopolio natural 
se estima que sería ineficiente que existieran otras empresas prestando el mismo servicio. De haber 
una sola empresa los costos medios se reducirán conforme aumente la cantidad de servicios pres-
tados, por lo que la empresa-monopolio natural podrá bajar el precio al consumidor.

Capítulo III

Política de competencia efectiva
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corregir las distorsiones del mercado y evitar que aquellos con poder sus-
tancial abusen de su posición. 

Existen diversas obligaciones y medidas para los agentes del mercado: 
aquellas que exigen la interconexión de las redes de telecomunicaciones, 
la reglamentación de precios a los dominantes133 y la orden de desinversión 
o separación estructural de éstos, entre otras. Determinados compromisos 
son aplicables a todos los operadores, mientras que otras medidas son 
únicamente para aquellos con poder sustancial en el mercado relevante y 
se les imponen desde el inicio (ex-ante) o con posterioridad (ex-post). Por 
su importancia para las telecomunicaciones, primero se estudiará la inter-
conexión. Enseguida se revisarán otras medidas como la calidad en el 
servicio, la portabilidad y ciertas prohibiciones como los subsidios cruza-
dos y la separación contable. Finalmente, se expondrán las medidas ex–an-
te y ex–post de la política de competencia en telecomunicaciones. 

Interconexión

Las redes de telecomunicaciones deben operar como un único sistema 
para que la comunicación entre usuarios sea fluida e ininterrumpida. Inde-
pendientemente de la tecnología de las redes, éstas deben tener caracterís-
ticas técnicas (arquitectura abierta)134 que permitan la conexión física y 

133El término dominante se refiere a aquel agente económico que tenga poder sustancial en el 
mercado relevante.

134“La arquitectura abierta se refiere a las características técnicas de las redes públicas de 
telecomunicaciones que les permiten interconectarse entre sí de manera que exista interoperabi-
lidad entre ellas. La arquitectura abierta obliga a utilizar estándares internacionales para cualquier 
elemento de una red de telecomunicaciones (hardware o software) que facilita la interconexión e 
interoperabilidad de las redes ya que estos elementos de red se fabrican bajo estrictos parámetros 
de desempeño que fueron estandarizados a través de un proceso de evaluación de la conformidad 
en laboratorios de pruebas y que deben comportarse de manera consistente y predecible indepen-
dientemente de quien sea el fabricante de los mismos”; Cofetel, Resolución que ordena a Radiomóvil 
Dipsa, S.A. de C.V. (en lo sucesivo, “Telcel”); Comunicaciones Celulares de Occidente, S.A. de C.V., Siste-
mas Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V., sos Teleco-
municaciones, S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V. e Iusacell pcs, S.A. de C.V. (conjuntamente en 
lo sucesivo, “Grupo Iusacell”); Pegaso Comunicaciones y Sistemas, S.A. de C.V., Baja Celular Mexicana, 
S.A. de C.V., Movitel del Noroeste, S.A. de C.V., Telefonía Celular del Norte, S.A. de C.V. y Celular de Tele-
fonía, S.A. de C.V. (conjuntamente en lo sucesivo, “Movistar”) y Operadora Unefon, S.A. de C.V. (en lo 
sucesivo, “Unefon”), suscribir convenio de interconexión con Inversiones Nextel de México, S.A. de C.V., 
Sistemas de Comunicaciones Troncales, S.A. de C.V., Servicios de Radiocomunicación Móvil de México, 
S.A. de C.V. y Delta Comunicaciones Digitales, S.A. de C.V. (conjuntamente en lo sucesivo, “Grupo 
Nextel”), en términos y condiciones no discriminatorios, así como interconectar sus respectivas redes 
públicas de Telecomunicaciones, para el intercambio de Mensajes Cortos (en lo sucesivo, “Mensajes 
sms”), aprobada por el Pleno en su I Sesión Ordinaria de 10 de enero de 2006, mediante Acuerdo 
P/100106/1, nota al pie de página número 14, p. 26.
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lógica entre redes (interconexión),135 y que hagan posible el intercambio de 
comunicaciones de manera estable y predecible (interoperabilidad).136 Esto 
es lo que permite que usuarios de redes distintas se comuniquen entre sí, 
sin importar quién sea su prestador de servicios. 

Cuando existía solamente un proveedor de servicios, la interconexión 
se realizaba internamente en su propia red, los estándares técnicos eran 
definidos por él mismo y los costos de interconexión eran uno más de los 
insumos para la provisión del servicio. No obstante, comenzó la apertura 
del sector de telecomunicaciones a la competencia, convirtiéndose la inter-
conexión de las redes del operador histórico (incumbente) y de los nuevos 
entrantes indispensable para que los usuarios se comunicaran entre sí y 
para la existencia misma de la competencia.

La red del incumbente le permite prestar servicios a todos los usuarios 
de la región o país de que se trate. Para el incumbente no existe incentivo 
alguno para interconectar su red con nuevos entrantes, porque –desde su 
perspectiva–, dicha interconexión únicamente le generará la pérdida de 
clientes. Para el nuevo entrante la interconexión es vital porque requiere 
ofrecer servicios a potenciales clientes para que éstos puedan comunicar-
se también con los usuarios de la red del incumbente. Sin embargo, el 
nuevo entrante no tiene mucho que ofrecer al incumbente. Entonces la 
interconexión se puede convertir en un instrumento para que el incumben-
te impida la entrada de competidores, ya sea dilatando la interconexión, 
argumentando imposibilidad técnica o estableciendo elevados precios de 
interconexión, entre otros. De ahí la imperiosa necesidad de que el marco 
jurídico establezca la obligación de interconexión entre redes de telecomu-
nicaciones y los principios que deben regir ésta. 

El Documento de Referencia expedido bajo el auspicio de la omc (véase 
apéndice 2) señala que la interconexión con un proveedor principal (aquél 
con capacidad de afectar significativamente el mercado por su control de 
recursos esenciales o su posición de mercado), quedará asegurada en 
cualquier punto técnicamente factible de la red.137 En México, conforme a 

135“Interconexión.- Conexión física y lógica entre dos redes públicas de telecomunicaciones, 
que permite cursar tráfico público conmutado entre las centrales de ambas redes. La interconexión 
permite a los usuarios de una de las redes conectarse y cursar tráfico público conmutado a los 
usuarios de la otra y viceversa, o utilizar servicios proporcionados por la otra red”, Reglas del Ser-
vicio Local, regla segunda, fracción XII.

136“Interoperabilidad.- Características técnicas de las redes públicas de telecomunicaciones 
interconectadas, por medio de las cuales se asegura la provisión de un servicio específico de una 
manera consistente y predecible, en términos de la entrega funcional de servicios entre redes”, 
Reglas del Servicio Local, regla segunda, fracción XIII.

137Cfr. omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 
gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, apartado de Definiciones y párrafo 2.2.
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la lft, todos los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones 
están obligados a interconectar sus redes138 e incluso el legislador estable-
ció la negativa de interconexión como una causal de revocación inmediata 
de la concesión de que se trate.139

La interconexión

Técnicamente, la interconexión puede realizarse directamente entre las 
redes o a través de puertos de entrada. Dependiendo del tipo de servicio, 
la interconexión se puede realizar en diversos puntos de la red. La inter-
conexión puede ser, de manera enunciativa, entre: 1. redes fijas o móviles, 
2. redes que prestan el servicio local, 3. una red que presta el servicio local 
y otra de larga distancia, 4. redes de transporte interurbano conocida en 
México como reventa,140 5. redes de datos, y 6. redes nacionales y extran-
jeras. La digitalización de las señales está generando que la interconexión 
sea más un asunto de software que de conexión física. 

La evolución tecnológica requiere que la interconexión sea entendida 
en un sentido amplio 

(…) sin hacer distinción alguna respecto (i) a los servicios que se prestan a 
través de dichas redes; (ii) a la tecnología de cada red (por ejemplo, red con 
tecnología de Acceso Múltiple por División de Código (cdma), red con tecnolo-
gía de conmutación de paquetes (Protocolo ip), red de conmutación de circuitos 
(tdm)); (iii) al tipo de tráfico que se esté cursando (por ejemplo, tráfico telefóni-
co o de mensajes de texto), o (iv) si se trata del primer convenio de interco-
nexión o ya existe otro convenio de interconexión (por ejemplo, respecto al 
mismo servicio pero con diferente vigencia o respecto a otro tipo de servicio o 
esquema de interconexión).141

Principios de interconexión y sus requisitos

Por la importancia de la interconexión, ésta debe sujetarse a determinados 
principios y requisitos para evitar distorsiones del mercado en competen-

138Artículo 42 de la lft.
139Artículo 38, fracción V, de la lft.
140Cfr. Cofetel, Resolución mediante la cual la Comisión Federal de Telecomunicaciones emite res-

puesta a la consulta formulada por Alestra, S. de R.L. de C.V., presentada con fecha 9 de agosto de 2002, 
aprobada por el Pleno en su XV Sesión Extraordinaria de 22 de octubre de 2003, mediante Acuerdo 
P/EXT/221003/33.

141Cofetel, Resolución aprobada mediante Acuerdo P/100106/1, op. cit., nota 134, p. 27.
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cia. La interconexión debe necesariamente otorgarse de acuerdo con un 
principio de igualdad para evitar tratos discriminatorios injustificados. En 
el tema de acceso a redes y servicios de telecomunicaciones, como se pue-
de considerar a la interconexión, el tlcan señala que “(…) trato «no discri-
minatorio» significa términos y condiciones no menos favorables que 
aquellos otorgados a cualquier otro cliente o usuario de redes o servicios 
públicos de telecomunicaciones similares en condiciones similares (…)”142 
(véase apéndice 1). Además, debe existir reciprocidad en la interconexión 
respecto a tarifas y condiciones entre operadores que provean servicios, 
capacidades o funciones entre sí.143

La discriminación en acuerdos de interconexión puede ser de varias 
maneras como cuando el operador de la red abc: 1. otorga el mismo tipo 
de interconexión en términos distintos al operador mno y al operador xyz, 
sin que exista una justificación razonable para ello, o 2. establece condicio-
nes distintas en materia de interconexión entre aquellas para el mismo 
operador de la red abc, sus filiales, subsidiarias o empresas relacionadas, 
que para los otros operadores. 

La discriminación puede ser en la tarifa de interconexión, pero también 
en cuanto a la oportunidad o tiempo de interconexión de redes, de la entrega 
de un enlace o de la reparación de alguna falla, así como otras condiciones 
técnicas (p.ej., permitir la conexión sólo en ciertos puntos de la red que elevan 
el costo de los competidores y sin que exista una justificación técnica). La 
discriminación en interconexión puede constituir una práctica monopólica de 
acuerdo con la legislación de competencia económica o de antimonopolios. 

Es indispensable cumplir con el principio de publicidad y transparencia 
en los acuerdos de interconexión. Éstos fomentan la competencia porque 
al ser del conocimiento de todos los agentes del mercado, se incentiva el 
cumplimiento al principio de no discriminación. Si este principio se que-
brantara, inmediatamente el resto de los agentes del mercado exigirían el 
mismo trato o denunciarían este hecho ante la autoridad reguladora. De 
acuerdo con el Documento de Referencia de la omc, se debe garantizar que 
el proveedor principal haga disponibles al público sus acuerdos de inter-
conexión o una oferta de referencia.144

En México, la Cofetel inscribe en el Registro de Telecomunicaciones los 
convenios de interconexión, los cuales pueden consultarse por el público, 

142Artículo 1302, capítulo XIII del tlcan.
143Artículo 43, fracción IV, de la lft.
144omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 

gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, párrafo 2.4.
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salvo las porciones que tengan carácter confidencial o reservado conforme 
a las leyes aplicables.145 Resulta relevante referir al caso resuelto por la scjn 
en relación con este tema. En síntesis, un particular solicitó cierto convenio 
de interconexión de Telmex. Cofetel requirió a Telmex para que indicara si 
existía en dicho convenio alguna información cuya reserva estuviera justi-
ficada. Telmex respondió manifestando que todo el convenio era de natura-
leza confidencial y reservado. Telmex tampoco exhibió una versión pública 
del convenio, limitándose a señalar que era totalmente confidencial. Cofe-
tel, entonces, negó la entrega del convenio de interconexión solicitado y el 
particular recurrió ante el Instituto Federal de Acceso a la Información 
Pública (ifai). Telmex promovió juicio de amparo en contra de los actos 
de Cofetel, del ifai y otras autoridades, alegando la inconstitucionalidad de 
diversos artículos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública. El juicio llegó a la Primera Sala de la scjn quien resolvió la 
constitucionalidad de los artículos impugnados (véase apéndice 5), seña-
lando que: 

(…) lo cierto es que [la jueza del conocimiento] sí dio una respuesta puntual al 
señalar que en los convenios generalmente se encuentran involucradas las 
autoridades, dando como resultado que las autoridades publiciten los actos en 
los que tuvieron alguna participación, siendo que, en la especie, por las carac-
terísticas de los convenios de interconexión, no es necesario realizar un estu-
dio o distinción entre los convenios entre particulares y aquéllos en los que 
intervengan autoridades, tal y como lo hacen valer las quejosas en el agravio 
correspondiente.
(…)
Como se observa de los artículos antes transcritos [artículos 3, 41, 42, 47, 64 y 
65 de la Ley Federal de Telecomunicaciones], en los convenios de interco-
nexión, contrariamente a lo manifestado por las quejosas, sí participan las 
autoridades administrativas, en el caso particular, la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes. 
Por ello, lo asentado por la Juez de Distrito en la sentencia que se combate 
tiene sustento conforme a derecho. Es decir, claramente se puede desprender 
del análisis de las normas antes citadas, que la autoridad administrativa, en 
este caso, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes sí tiene injerencia 
en la celebración de los comentados convenios de interconexión.

145Artículo 64, fracción VII, y 65 de la lft.
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Además, contrario a lo sostenido por las quejosas, los convenios de interco-
nexión, además de ser un acuerdo de voluntades entre particulares, en el que 
interviene la autoridad administrativa, tal y como ha quedado claro de lo antes 
expuesto, son documentos que por sus propias características se encuentran 
depositados en un registro de telecomunicaciones, que de acuerdo con la Ley 
Federal de Telecomunicaciones es de carácter público y puede ser consultado 
por cualquier persona.
Así, resulta claro que no les asiste la razón a las quejosas al afirmar que la 
publicidad de los convenios de interconexión deviene de la Ley de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, ya que es la propia 
Ley Federal de Telecomunicaciones, norma especial en dicha materia, la 
que obliga la publicidad de la información, con las salvedades de confiden-
cialidad.146

La interconexión debe permitirse en cualquier punto que sea técnica-
mente factible.147 Este aspecto es esencial, especialmente cuando se trata 
de la interconexión con el operador histórico o con aquel con una posición 
dominante. Así, un operador dominante puede utilizar este argumento 
señalando un punto de interconexión que incremente indebidamente los 
costos de un competidor. En todo caso, si éste quisiera interconectarse en 
un punto que generara costos adicionales al operador dominante, éste 
tendría derecho a recuperar dichos costos, mas no podría negarse a la in-
terconexión en ese punto si fuera técnicamente factible.

El principio de arquitectura abierta “se refiere a las características téc-
nicas de las redes públicas de telecomunicaciones que les permiten inter-
conectarse entre sí de manera que exista interoperabilidad entre ellas”.148 
La arquitectura abierta permite que sin importar la tecnología de cada red, 
sistema o equipos, se puedan enviar y recibir comunicaciones, así como 
que los servicios puedan prestarse de una manera constante y predecible. 
La arquitectura abierta puede implicar que los operadores establezcan in-
terfases técnicas entre redes para la transmisión de señales. Por su parte, 
la normalización de equipos, sistemas y elementos de red son importantes 
para la compatibilidad en la interconexión, pues trata de establecer están-

146Ejecutoria del Amparo en Revisión 1048/2005 promovido por Teléfonos de México, S.A. de 
C.V. y otra, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro 
votos de los ministros José de Jesús Gudiño Pelayo (presidente en funciones), Sergio A. Valls Her-
nández (ponente), Juan N. Silva Meza y José Ramón Cossío Díaz (voto concurrente).

147Artículo 43, fracción V, de la lft.
148Cofetel, Resolución aprobada mediante Acuerdo P/100106/1, op. cit., nota 134, nota al pie de 

página número 14, p. 26.
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dares para que los elementos de red cumplan con sus funciones, sin im-
portar quién es el fabricante.

Recuérdese que el establecer estándares es un tema de gran impacto 
en las telecomunicaciones. Dependiendo del tamaño y posición del merca-
do que tengan, los fabricantes de equipos y productores de software pro-
mueven la adopción de estándares o la desincentivan. La adopción de un 
estándar puede tener efectos muy positivos en tanto que las “reglas del 
juego” sirven para todos, pero puede dar lugar a ventajas competitivas 
como la protección a productores de cierta tecnología. 

Acceso a elementos desagregados

El acceso a elementos desagregados significa que un competidor pueda 
decidir qué servicios y/o elementos de la red del otro operador precisa 
para la interconexión y, en última instancia, para prestar el servicio al usua-
rio final. El acceso a elementos desagregados ha sido considerado como 
un requisito para la promoción de la competencia, en especial al inicio de 
la liberalización de las telecomunicaciones. Algunos elementos que pueden 
considerarse en un régimen de desagregación son: las líneas de acceso a 
la red (p.ej., la última milla o bucle local), funciones de conmutación local 
y tándem,149 transmisión local, acceso a enlaces de señalización, listas de 
suscriptores en directorios, servicios de operadora, funciones de sistemas 
operativos de apoyo.150 Sin embargo, la desagregación es uno de los temas 
más polémicos, cuya discusión aborda varios tópicos como cuáles son los 
elementos de red, los servicios que pueden proveerse por separado y cuál 
es el precio de ellos. 

Las ventajas de la desagregación son que: 1. fomenta la entrada de 
nuevos operadores sin que tengan que desplegar toda una red o sin tener 
que duplicar componentes de ésta, lo cual es de trascendencia sobre todo 
en mercados con elevadas barreras de entrada (p.ej., servicio local fijo), 2. 
promueve la innovación de los nuevos operadores que tendrán incentivos 
para prestar nuevos servicios combinando los elementos de su red con la 
del operador histórico, y 3. facilita la utilización de derechos de paso o vía 
y el acceso a torres por parte de los nuevos entrantes. 

Entre las desventajas de la desagregación están: 1. la definición de qué 
componentes de la red deben ofrecerse de manera separada, 2. la deter-

149Central que cursa tráfico entre centrales locales.
150Cfr. Hank Intven (ed.), Manual de Reglamentación de las Telecomunicaciones, Washington, D.C. 

infoDev (Banco Mundial)-McCarthy Tétrault, 2000, p. 3-42.
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minación del precio de cada uno de los componentes, 3. el alto grado de 
coordinación técnica requerida, 4. el posible desincentivo para el desplie-
gue de redes e inversión en éstas, 5. el aprovechamiento indebido por 
parte del nuevo operador de los elementos desagregados a costa del ope-
rador histórico, si el precio de los elementos desagregados es injustificada-
mente bajo, y 6. la excesiva intervención de la autoridad reguladora para 
resolver desacuerdos entre los operadores respecto al precio de cada ele-
mento desagregado y para asegurar una efectiva coordinación técnica. 

El operador histórico o aquél con poder de mercado tiene fuertes in-
centivos para forzar al competidor a adquirir servicios/elementos de la red 
en paquete, aun cuando algunos de éstos no sean necesarios. Ello incre-
menta los costos de los nuevos competidores y puede hacer inviable la 
competencia. Es por ello que en el Documento de Referencia de la omc se 
establece la obligación de que la interconexión con el proveedor principal 
se lleve a cabo: 

(…) de manera oportuna, en términos, condiciones (incluyendo normas técni-
cas y especificaciones) y tarifas basadas en costos que sean transparentes, 
razonables, económicamente factibles y que sean lo suficientemente desagre-
gadas para que el proveedor no necesite pagar por componentes o recursos de 
la red que no se requieran para que el servicio sea suministrado (…).151

La última milla o bucle local es uno de los componentes de red cuya 
desagregación es mayormente requerida por los nuevos operadores. Aquél 
es el enlace entre el usuario final y la primera central de conmutación, es 
decir, es el acceso al usuario final. Para un nuevo operador duplicar el bu-
cle local sería ineconómico e implicaría incurrir en costos hundidos (sunk 
costs) no recuperables si fracasara la inversión.152 La determinación del 
precio para el acceso al bucle local presenta dificultades específicas y ge-
neralmente la autoridad reguladora debe intervenir.153 

Existen diversos tipos de acceso al bucle local como por ejemplo el total 
y el compartido. El acceso total al bucle local es para la provisión de servicios 

151omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 
gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, párrafo 2.2, inciso b).

152Cfr. Juan Delgado et al., “The price of access: the unbundling of the local loop in the EU”, en 
Pierre A. Buigues y Patrick Rey (eds.), The economics of antitrust and regulation in telecommunications, 
Cheltenham, Reino Unido, Edward Elgar, 2004, pp. 169-174.

153El costo histórico del par de cobre (actualmente continúa siendo el medio de transmisión que 
mayormente da acceso al usuario final) es mínimo, la infraestructura ha sido depreciada, la repara-
ción/mantenimiento es insignificante, además el costo del bucle local no es un elemento de red que 
sea sensible al tráfico. Cfr. Juan Delgado et al., op. cit., nota 152, pp. 169-177.
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en competencia, en esencia, el arrendatario del bucle local prestaría 
todos los servicios solicitados por el usuario final. El acceso compartido 
al bucle local puede utilizar el par de cobre o el espectro de alta frecuen-
cia para que, paralelamente a los servicios de voz, se presten servicios 
de datos. Se hace referencia al par de cobre en cuanto a desagregación 
del bucle en atención a que es el mayormente instalado en el acceso al 
usuario final (última milla). Sin embargo, el acceso compartido al bucle 
local podría ser respecto de otros tipos de cable como la fibra óptica o 
el cable coaxial.

En México la desagregación se prevé en la lft como una obligación de 
los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones al celebrar un 
convenio de interconexión. Esta obligación permite el acceso desagregado 
a servicios, capacidad y funciones de la red, debiendo ser las tarifas no 
discriminatorias.154 Todos los concesionarios –y no únicamente el provee-
dor principal como en el Documento de Referencia de la omc–, están obli-
gados a la desagregación en México. Cabe destacar que esta obligación 
legal de desagregación es lo suficientemente general como para incluir el 
acceso al bucle local. 

La eficacia de la desagregación del bucle local ha sido muy cuestionada 
a nivel internacional. Los reguladores han adoptado diferentes modelos 
para determinar el precio de los elementos de red. Con las llamadas rsg 
(véase capítulo I, sección “Redes de siguiente generación”, p. 34) surgen 
nuevas preguntas como, por ejemplo, si deben permanecer los mismos 
criterios de acceso desagregado a elementos de red, en atención a que 
para el despliegue de este tipo de rsg los operadores históricos y los nue-
vos operadores habrían tenido oportunidades similares. Es muy probable 
que el acceso obligatorio a ciertos componentes de red varíen con el tiem-
po, así como la metodología para determinar los precios. 

Infraestructura e instalaciones compartidas

Compartir instalaciones e infraestructura necesarias para la interco-
nexión puede reducir las barreras de entrada a los nuevos operadores. 
Se puede compartir el espacio en los inmuebles donde se encuentran las 
centrales y permitir la llamada coubicación. Ésta es la instalación en el 
mismo lugar de equipos y enlaces de los operadores cuyas redes se estén 
interconectando. En los convenios de interconexión en México se deben 

154Artículo 43, fracción II, de la lft.
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describir los equipos proporcionados por cualquiera de los concesiona-
rios y señalarse que aquéllos podrán ubicarse en las instalaciones de 
esos concesionarios.155

Los principales problemas relacionados con este tema son: 1. la dis-
tribución y reserva de espacio para necesidades presentes y futuras de los 
concesionarios que se interconectan, 2. la determinación de los precios 
por compartir instalaciones e infraestructura, así como los precios com-
plementarios (p.ej., energía eléctrica, aire acondicionado), 3. el estableci-
miento de reglas de acceso y seguridad, y 4. la programación y supervi-
sión de suspensiones temporales y obras comunes.156 Si bien es cierto que 
existen puntos por acordar entre los concesionarios para la coubicación, 
los operadores históricos han realizado prácticas anticompetitivas como 
la dilación o negativa a compartir espacios o a coubicar, así como la exi-
gencia de requisitos relacionados con la seguridad y operación técnica de 
la interconexión.

Tarifas de interconexión

Las tarifas de interconexión son determinantes para la existencia y conso-
lidación de un mercado en competencia. Los mayores desacuerdos entre 
operadores y los más grandes retos para la autoridad reguladora están 
vinculados con las tarifas de interconexión. Éstas pueden variar conside-
rablemente dependiendo del tipo de interconexión (p.ej., entre redes loca-
les o entre una red local fija y una móvil, entre redes de transporte inter-
urbano o de larga distancia) o de las unidades de medición (p.ej., por 
segundo, por capacidad, por bit stream o trama de bits).157 

Es un principio generalmente aceptado que las tarifas de interconexión 
estén orientadas a costos. El Documento de Referencia de la omc señala 
que las tarifas de interconexión estarán basadas en costos transparentes, 
razonables, económicamente factibles y desagregados para que el opera-
dor que se interconecte pague sólo los elementos de red que requiere.158 
Los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones, además de 
llevar contabilidad separada por servicios, deben atribuirse a sí mismos, a 

155Artículo 43, fracción VI, de la lft.
156Cfr. Hank Intven (ed.), op. cit., nota 150, p. 3-51.
157El bit es la representación binaria del sistema de dos dígitos (0 y 1) de toda la información 

que se transmite en una computadora. El bit es la unidad básica de información. La palabra bit se 
formó del acrónimo de BInary digiTs.

158omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 
gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, párrafo 2.2, inciso b).
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sus subsidiarias y filiales, tarifas desagregadas y no discriminatorias por 
los diferentes servicios de interconexión.159 

Es preciso que las tarifas encuentren el balance apropiado para promo-
ver la competencia, preservar los estímulos para el mantenimiento y actua-
lización de la red, asegurar que los costos para la provisión de la interco-
nexión sean los menores posibles, así como limitar los costos regulatorios 
tanto de los operadores como de los reguladores.160

Las autoridades reguladoras han adoptado diferentes métodos para 
determinar tarifas de interconexión, entre los cuales están:

•	 el basado en costos históricos en el cual se determinan los costos de la pro-
visión de servicios de interconexión y una parte de los costos comunes ba-
sándose en los libros de contabilidad. El operador histórico recupera sus 
inversiones. Sin embargo, no se generan incentivos para reducir los costos 
de la provisión de la interconexión y se puede prestar para realizar subsidios 
cruzados. Finalmente, muchas veces es difícil determinar en los libros de 
contabilidad aquellas inversiones directamente relacionadas con la interco-
nexión, considerando que muchas de ellas fueron realizadas cuando era un 
único prestador de servicios, y no tenía necesidad de llevar una contabilidad 
desagregada.

•	 el de costo incremental de largo plazo se basa en aquellos relacionados con la 
provisión de la interconexión y considerando que el operador está utilizando 
la tecnología más eficiente para proveer dicha interconexión. Al ser una red 
eficiente el parámetro para la determinación de los costos –a diferencia del 
costo histórico–, el operador tiene incentivos de reducir sus costos lo más 
posible y no se generan incentivos para subsidios cruzados. Sin embargo, el 
operador histórico o incumbente probablemente no recupere todas sus in-
versiones pasadas. Adicionalmente, se requiere suficiente y adecuada infor-
mación sobre los costos de equipos y sistemas necesarios para proveer la 
interconexión, dejando bajo este método mucha discreción a la autoridad 
reguladora al determinar las tarifas.

•	 el de la regla de tarifas de componente eficiente (Efficient Component Pricing 
Rule o ecpr) es aquel que determina el costo real de proveer la interconexión 
más un costo de oportunidad o de pérdida de ganancia al proveer la inter-
conexión. En este caso, el operador histórico tiene incentivos de proporcio-
nar la interconexión, toda vez que la tarifa le reconoce el costo de oportuni-

159Artículo 44, fracción IV, de la lft.
160Cfr. Damien Geradin y Michel Kerf, op. cit., nota 77, p. 34.
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dad. Por su parte, promueve que los nuevos operadores sean eficientes y no 
únicamente se beneficien del uso de la infraestructura del operador históri-
co. Sin embargo, es un proceso regulatorio muy complejo que requiere una 
constante supervisión sobre la información del operador histórico tanto de 
costos como de ganancias.

Es importante resaltar que la determinación de tarifas por parte del 
órgano regulador puede ser complicada en extremo, en especial por la 
asimetría en la disponibilidad de información, esto es, la información con 
la que cuenta el regulador puede ser insuficiente. Además es posible que 
los agentes regulados no entreguen completa la información o en la forma 
requerida. Por ello, cobra especial importancia para el órgano regulador 
contar con facultades suficientes y efectivas para obtener información 
oportunamente. 

Ahora bien, en cuanto a tarifas de interconexión existe también el es-
quema frecuentemente utilizado de Bill and Keep161 el cual puede equiparar-
se a un acuerdo compensatorio: dos operadores por interconectar sus 
respectivas redes pueden decidir que, en vez de que cada uno le cobre al 
otro las tarifas por la interconexión, mejor cada quien le facture y cobre a 
cada uno de sus clientes, y se quede con el monto que correspondería por 
la interconexión al otro operador. 

Cuando se presta un servicio cuyo tráfico de y hacia dos redes tiende 
a ser similar, después de realizar una compensación de lo debido por una 
red a la otra, el resultado se orienta a cero, por lo que no existe incentivo 
económico para cobrarse recíprocamente. Aun cuando muchas veces se 
utiliza el término Bill and Keep para referirse al no cobro entre operadores 
por tráfico cursado, es común establecer en los convenios de interco-
nexión determinados parámetros dentro de los cuales habrá una com-
pensación total, pero si se rebasa ese parámetro entonces sí se tendrá 
derecho a cobrar las tarifas correspondientes de interconexión por el 
exceso de tráfico. 

La Cofetel determinó que el Bill and Keep implica tanto una compensa-
ción como una remisión de deuda (cuando las cantidades adeudadas no 
fueren iguales). De acuerdo con ese criterio la Cofetel no podría obligar a 
los concesionarios a un esquema de liquidación de tarifas de interconexión 

161El esquema Bill and Keep tiene su origen en el servicio postal internacional en el cual aque-
lla entidad desde donde se envía la correspondencia, recibe el pago de la carta/paquete y se queda 
con el precio recibido. Las entidades de otros países que intervengan en llevar la carta/paquete a 
su destino final, no reciben una contraprestación, pero les aplicará el mismo esquema por recipro-
cidad.
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por Bill and Keep, sino que solamente los concesionarios podrían acordar 
dicho esquema puesto que puede implicar una renuncia a las contrapres-
taciones que le son debidas por los servicios de interconexión.162 

Procedimientos de interconexión

La regla general es que los operadores de redes negocien y lleguen a un 
acuerdo de interconexión sin la intervención de la autoridad. Como se ha 
visto los operadores históricos tienen mucho que ofrecer para la interco-
nexión, pero pocos estímulos para otorgarla, mientras que los nuevos 
operadores dependen de la interconexión de su red con la del operador 
histórico y su poder de negociación se reduce –en la mayoría de los ca-
sos–, a la obligación de interconectar establecida en el marco jurídico. 

Algunos métodos utilizados dentro de los procedimientos de interco-
nexión son: 1. antes del inicio de las negociaciones establecer lineamientos 
de interconexión o elaborar acuerdos supletorios de interconexión por si 
fracasan las negociaciones, 2. establecer comités técnicos del sector para 
definir los detalles técnicos de los convenios de interconexión,163 3. nom-
brar mediadores o árbitros,164 y 4. la solución de controversias por el órga-
no regulador.165

El Documento de Referencia de la omc apunta que los procedimientos 
para la interconexión con un proveedor principal deberán estar disponi-
bles públicamente y que el prestador de servicios que solicite la interco-
nexión con aquél podrá interponer un recurso para que el órgano regula-
dor independiente resuelva dentro de un plazo razonable las disputas 
relacionadas con los términos, condiciones y tasas.166

En México se privilegia la negociación de convenios de interconexión 
entre los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones, estable-

162Cfr. Cofetel, Resolución por la que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por conducto 
de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, resuelve las condiciones de interconexión no convenidas 
entre los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones, Comunicaciones Celulares de Occiden-
te, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., Telecomunicaciones del Golfo, S.A. 
de C.V., y sos Telecomunicaciones, S.A. de C.V., con Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V., aprobada por el Pleno 
el 8 de octubre de 2003, mediante Acuerdo número P/081003/173, pp. 55-58.

163“En ocasiones el trabajo de los comités técnicos de la industria puede prolongarse por meses 
o años. De ser así, los comités demoran el proceso de elaboración de acuerdos de interconexión 
(…)”,Hank Intven (ed.), op. cit., nota 150, p. 3-19.

164“Los mediadores proporcionan información adicional, idean arreglos satisfactorios para 
ambas partes, proponen opciones y convencen a las partes en conflicto. Sin embargo, los mediado-
res no pueden imponer sus decisiones en las negociaciones (…)”, ibidem, p. 3-20.

165Cfr. Ibidem, pp. 3-16 a 3-23.
166omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 

gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, párrafos 2.3 y 2.5.



Política de competencia efectiva 75Clara Luz Álvarez González de Castilla74 Política de competencia efectiva 75Clara Luz Álvarez González de Castilla74

ciendo un plazo de 60 días para suscribirlo a partir de que una de las par-
tes solicite el inicio de las negociaciones. La Cofetel podrá intervenir para 
resolver desacuerdos de interconexión entre cualquier concesionario de 
red pública de telecomunicaciones (no tiene que ser proveedor principal 
como en el supuesto del Documento de Referencia de la omc): 1. en cual-
quier momento que se lo pidan ambas partes, o 2. si lo solicita cualquiera 
de las partes, después de transcurrido el plazo de 60 días referido para la 
negociación.167

El procedimiento de interconexión entre redes públicas de telecomuni-
caciones mexicanas con redes extranjeras está sujeto también a la nego-
ciación entre concesionarios mexicanos y los operadores de redes extran-
jeras. Previa a la formalización del convenio, se debe presentar a la Cofetel 
la cual podrá establecer modalidades de proporcionalidad y reciprocidad. 
Si la interconexión con la red extranjera requiriera celebrar un convenio 
con algún gobierno extranjero, se debe solicitar la intervención de la auto-
ridad de comunicaciones para su suscripción.168

Prospectiva

Con la evolución de las redes y la convergencia tecnológica, la interco-
nexión continuará siendo un tema recurrente que requerirá la intervención 
de la autoridad. La interconexión es dinámica, por lo que seguirán surgien-
do nuevos tipos de interconexión y de sus tarifas. “(…) la inteligencia de la 
red se está moviendo a plataformas de redes inteligentes, separando de 
esta manera los elementos lógicos de la red de los elementos de conmuta-
ción física (…)”.169 Las rsg presentarán retos grandes a las autoridades re-
guladoras, porque lejos de que la interconexión se convierta en un asunto 
del pasado, las prácticas anticompetitivas adoptarán nuevas formas que 
requerirán de una acción oportuna y decidida de los reguladores. 

Derechos de vía o de paso

Los derechos de paso son importantes para asegurar una sana competen-
cia, dado que si existe un trato discriminatorio, los derechos de paso se 

167Artículo 42 de la lft.
168Artículo 47 de la lft.
169“(…) network intelligence is moving onto intelligent network platforms, thus separating the 

logical network elements from physical switching elements”, Eli M. Noam, Interconnecting the net-
work of networks, Londres, The MIT Press, 2001, p. 249 [traducción de la autora].
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convierten en una severa barrera de entrada. Se considera que al haber 
sido el operador histórico un monopolio con privilegios para tender su red 
y obtener derechos de paso, muchas veces incluso sin pagar por ello, los 
nuevos operadores debieran gozar de los mismos privilegios.170 

Los derechos de paso incluyen, entre otros, utilizar los postes de las 
redes eléctricas, el colocar antenas para servicios móviles y cavar zanjas 
para colocar fibra óptica o cable coaxial. Los derechos de paso deben pro-
veerse conforme a procedimientos transparentes, públicos y no discrimi-
natorios. Los criterios para otorgar derechos de paso deben ser objetivos 
y razonables, sin otorgar privilegios, ni exclusividades a operador alguno. 

En México, los derechos de vía y del uso de bienes (torres y postes 
eléctricos, terrenos adyacentes a ductos de hidrocarburos, postes y ductos 
con cableados de redes públicas de telecomunicaciones) que se hagan dis-
ponibles a un concesionario, deben hacerse disponibles sobre bases no 
discriminatorias a los demás concesionarios siempre y cuando las condicio-
nes técnicas, de seguridad y operación lo permitan.171 Existe la prohibición 
para que un concesionario contrate en exclusiva dichos derechos de vía. 

En la práctica en México, los concesionarios de redes públicas de tele-
comunicaciones enfrentan problemas para desplegar su red. Los procedi-
mientos para la obtención de derechos de vía y uso de bienes varían de 
municipio en municipio. En muchas ocasiones los procedimientos y crite-
rios no son públicos y pueden discriminar, además la obtención de una 
autorización para colocar una antena puede tomar mucho tiempo.172

Calidad en el servicio

Uno de los objetivos de la liberalización del mercado de telecomunicacio-
nes fue mejorar la calidad en los servicios para los usuarios, partiendo de 
la base que la competencia podría darse respecto a la calidad en la presta-
ción de los servicios de telecomunicaciones. La calidad tiene una estrecha 
relación con el precio, por ello es posible que algunos operadores sacrifi-
quen calidad para ofrecer mejores precios. Esto cobra especial relevancia 
cuando se trata de algún operador que está sujeto a un control tarifario 

170Cfr. Jens-Daniel Braun y Ralf Capito, “The Framework Directive”, en Christian Koenig et al. 
(eds.), ec Competition and Telecommunications Law, La Haya, Kluwer Law International, 2002, p. 357.

171Artículo 45 de la lft.
172Cuando existen concesionarios que cuentan con otras empresas del mismo grupo corpora-

tivo, aun cuando no estén relacionadas con el sector de las telecomunicaciones, se facilita colocar 
radiobases o antenas en las mismas instalaciones de esas otras empresas.
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(p.ej., la autorización de tarifas al público como el caso de Telmex para 
ciertos servicios como local y de larga distancia), porque podría el operador 
menoscabar la calidad del servicio para permanecer en cumplimiento de 
su control tarifario, reduciendo sus precios y dejando de invertir en infra-
estructura a fin de enfrentar a la competencia. 

La calidad tiene diversas facetas que pueden estar vinculadas con la red 
(p.ej., capacidad de la red y de la reparación de fallas), con los sistemas (p.
ej., facturación y cobranza), con los recursos humanos del operador (p.ej., 
servicio de atención al cliente), o con una combinación de red, sistemas y 
recursos humanos (p.ej., tiempo de instalación y de operación de una línea 
nueva). 

La calidad es un aspecto variante según el servicio y el nivel de de-
sarrollo. Así, la calidad puede apreciarse en el plazo de instalación de 
una línea, la continuidad en las llamadas (p.ej., que no se corten las lla-
madas durante la comunicación) o que la imagen del video sea nítida 
constantemente, o incluso, la importancia que los prestadores de servi-
cios dispensan a la calidad, también se manifiesta en la cortesía en la 
atención al cliente. 

La calidad debería ser una ventaja para el operador que la provea, con 
base en una relación entre aquélla y el precio, pero esto supone un verda-
dero mercado en competencia. Ante las deficiencias del mercado, la auto-
ridad reguladora requiere intervenir para fomentar la calidad y exigir el 
cumplimiento de indicadores de la misma. 

Se puede promover la calidad requiriendo la publicación de los resulta-
dos de los indicadores de calidad por parte de los operadores del mismo 
servicio. Los indicadores deben arrojar resultados que sean objetivos y com-
parables entre sí. Es importante también que los indicadores se expresen 
por región porque de otra manera se podría disimular una buena calidad 
en todo un país, cuando lo que sucede es que el prestador de servicios 
provee una mejor calidad en las zonas en competencia y proporciona me-
nor calidad en áreas de baja rentabilidad. Si existen indicadores de calidad 
de un determinado servicio, se puede sancionar en caso de incumplimien-
to. La calidad no debe verse sólo como un elemento de satisfacción del 
usuario final, sino como un aspecto más de la política de competencia que 
requiere de atención en especial en mercados con un agente dominante o 
con un oligopolio. 

En las rsg están surgiendo temas vinculados con la calidad del servicio. 
Actualmente, los servicios por medio de las redes ip, como el Internet, pro-
veen una calidad basada en el mejor esfuerzo (best effort) a diferencia de las 
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redes tradicionales que garantizan determinado nivel de calidad. En las rsg 
se pueden proveer diferentes servicios que requieren niveles distintos de 
banda ancha y de calidad. La calidad de una comunicación de punta-a-pun-
ta –de usuario final a usuario final–, puede afectarse porque las rsg son 
redes integradas que pueden tener calidades de servicio diferenciadas. 

Portabilidad

La portabilidad es la opción al usuario de telecomunicaciones de cambiar 
de ubicación geográfica, de proveedor de servicios o de tipo de servicio, 
sin tener que cambiar su número. 

•	 La portabilidad geográfica es aquella que permite una reubicación física del 
servicio, sin tener que cambiar de proveedor de servicios. Este tipo de portabi-
lidad geográfica ocurre generalmente dentro de la misma área de servicio local 
(p.ej., por un cambio de domicilio del usuario dentro de la misma ciudad). 

•	 La portabilidad que es de proveedor de servicios acontece cuando un usuario 
decide cambiarlo por un competidor, sin variar de servicio. En este caso, la 
portabilidad puede ser de un número geográfico (p.ej., número local)173 o de un 
número no geográfico (p.ej., los números 01-800 o los números 01-900).174

•	 La portabilidad entre tipos de servicios es cuando un usuario desea conser-
var su número cuando esté cambiando de servicio (p.ej., un usuario con una 
línea fija, desea conservar su número pero que ahora sea uno de una línea 
móvil).175

La portabilidad estimula la competencia. Su ausencia constituye una 
barrera a ésta, porque los usuarios generalmente no se cambian de pro-
veedor de servicios si ello implica modificar el número. En cambio, si 
existe la portabilidad, un usuario puede comparar los servicios ofrecidos 
por los distintos proveedores para decidir libremente cuál satisface mejor 
sus necesidades y quién le otorga mejor precio y calidad. 

173Punto 3.9 del Plan Técnico Fundamental de Numeración: “3.9. Número geográfico: combina-
ción de dígitos que identifican unívocamente a un destino geográfico dentro de una red de teleco-
municaciones.”

174Punto 3.14 del Plan Técnico Fundamental de Numeración: “3.15. Número no geográfico: 
aquél compuesto por la clave del servicio no geográfico y el número de usuario y que, al ser mar-
cado por un usuario, requiere de una traducción llevada a cabo por algún elemento de una red 
para encontrar el número geográfico de destino.”

175En EUA la asignación de números a los operadores es por bloques de números independien-
temente de si van a destinarse a un número fijo o móvil. En México, en cambio, se han otorgado 
series de números para servicios fijos y otras series para servicios móviles.
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La portabilidad requiere ser implementada técnica y administrativa-
mente, lo cual genera costos asociados. Éstos incluyen: 1. los de inicio, 
relacionados con la implementación de la solución técnica, así como con 
los cambios en los sistemas de operación, facturación, cobranza y atención 
al cliente, 2. por cada transacción en que se esté portando un número a 
solicitud del usuario respectivo, y 3. por la operación de los sistemas en-
cargados de manera permanente de la portabilidad.

Algunas de las soluciones técnicas disponibles y aplicadas en diversos 
países han sido las basadas: 

•	 en redes inteligentes realizada a través de la consulta a una base de datos 
centralizada (Intelligent network solutions conocida también como All Call 
Query). En esta solución, el proveedor donde se origina la comunicación: 1. 
antes de establecer ésta, consulta una base de datos que contiene la informa-
ción sobre qué proveedor es el del usuario de destino, y 2. después enruta la 
comunicación hacia el proveedor de servicios del usuario de destino. 

•	 en la consulta en la liberación (Query on release), el proveedor donde se origina 
la comunicación: 1. envía la comunicación al proveedor abc quien es al que 
originalmente se le había asignado el número del usuario de destino, 2. si ese 
número no ha sido portado, el proveedor abc entrega la comunicación, pero 
si ese número fue portado y ahora está prestándole servicios otro proveedor, 
entonces el proveedor abc envía un mensaje de que él ya no tiene ese núme-
ro porque fue portado, 3. entonces el proveedor donde se origina la comuni-
cación consulta una base de datos para obtener información sobre quién es 
proveedor ahora del número del usuario de destino, y 4. finalmente enruta 
la comunicación hacia el proveedor de servicios del usuario de destino.

•	 en retorno al pivote (Return to Pivot o Call Dropback) donde el proveedor que 
origina la comunicación: 1. envía la comunicación al proveedor abc quien es 
al que originalmente se le había asignado el número del usuario de destino, 2. 
si ese número no ha sido portado, el proveedor abc entrega la comunicación, 
pero si ese número fue portado, el propio proveedor abc le informa quién es 
ahora el proveedor del número del usuario de destino, y 3. finalmente enruta 
la comunicación hacia el proveedor de servicios del usuario de destino.

•	 en “re-ruteo” o reenvío de llamadas (Onward Routeing) en el cual, el proveedor 
donde se origina la comunicación la envía al proveedor abc quien es al que 
originalmente se le había asignado el número del usuario de destino. Si ese 
número fue portado, en las centrales de conmutación del propio proveedor 
abc, se reenvía (re-enruta) la comunicación hacia el proveedor de servicios 
del usuario de destino.
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En cualquier caso, las premisas para una portabilidad exitosa es que: 
1. deben ser fáciles para el usuario que desee el cambio, de otra manera si 
el procedimiento es complejo o tardado, se desincentiva al usuario y se crea 
una barrera artificial, 2. la calidad de la comunicación debe ser la misma 
para un número que se ha portado de otro que permanece con el mismo 
proveedor de servicios, lo cual incluye que no exista dilación en el estable-
cimiento de la comunicación ni degradación en la calidad de ésta, 3. se 
establezcan responsables para realizar el trámite de la portabilidad, gene-
ralmente es el proveedor receptor quien tiene más interés para la realiza-
ción oportuna y adecuada de la portabilidad, 4. se señalen plazos límites 
para realizar la portabilidad, si no, podrían surgir prácticas anticompetiti-
vas por el proveedor donante, y 5. se evite que los costos de la portabilidad 
sean cargados al usuario, de otra manera, se le desincentiva a tal cambio 
(p.ej. un alto costo de transacción cobrado por el operador donante por 
cambiarse con un competidor). 

La experiencia internacional evidencia que es importante establecer 
grupos de trabajo entre los operadores y el órgano regulador para definir 
situaciones técnicas. Los aspectos económicos y comerciales son los que 
en el fondo implican mayores conflictos. Cuando una autoridad reguladora 
decide implementar la portabilidad, ya sea por medio de la regulación o de 
los títulos de concesión, los litigios no se hacen esperar por los operadores 
históricos y algunos nuevos entrantes. Además, se debe tener en cuenta 
que con las nuevas tecnologías y servicios, la portabilidad también evolu-
cionará, muy especialmente con los cambios hacia la denominada nume-
ración ip que se estima permitirá en el largo plazo tener una dirección ip 
asignada para todos los servicios, incluyendo Internet. 

En México, los concesionarios de redes públicas de telecomunicacio-
nes están obligados a permitir la portabilidad de números cuando sea 
técnica y económicamente factible.176 La Cofetel determinó que debe per-
mitirse la portabilidad: 1. entre números de telefonía fija dentro de la mis-
ma área de servicio local, 2. entre números móviles de la misma área y 
modalidad, es decir, un número bajo la modalidad de El Que Llama Paga 
sólo puede portarse a otro igual, y 3. entre números no geográficos como 
lo son los números 01-800 o 01-900. 

La Cofetel resolvió adoptar la portabilidad basada en redes inteligentes 
realizada mediante la consulta a una base de datos. Para ello, se requiere de 
un administrador de la base de datos. Su designación es de gran relevancia, 

176Artículo 44, fracción V, de la lft.
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porque tendrá la información de todos los números asignados en nuestro 
país y de quién es el operador de telecomunicaciones de cada número.177 Es 
importante que la selección del administrador de la base de datos se reali-
ce de manera transparente para asegurar las mejores condiciones no sólo 
de precio y operación, sino también de seguridad y confidencialidad. La 
Cofetel estableció el Comité Técnico de Portabilidad en el que todos los pro-
veedores de servicios están invitados a participar.178

Prohibiciones a los concesionarios

Subsidios cruzados

Los subsidios cruzados con fines de política pública y de cobertura social 
eran una práctica común antes de la liberalización de las telecomunicacio-
nes. De tal suerte que el servicio de larga distancia subsidiaba al servicio 
local y el servicio comercial subsidiaba al residencial. Cuando el mercado 
de telecomunicaciones se abrió a la libre competencia, se aplicó el llamado 
rebalanceo tarifario de manera paulatina. Éste pretende que se atribuyan a 
cada servicio sus costos reales, sin recibir costos de otros, ni subsidiar 
otros servicios. 

Actualmente es un principio aceptado que deben prohibirse los subsi-
dios cruzados en un mercado en competencia. Para proveer servicios de 
telecomunicaciones con fines de cobertura social o servicio universal, se 
deben establecer otros mecanismos transparentes en cuanto a los costos 
por prestar el servicio y a los subsidios gubernamentales recibidos para 
reducir las tarifas a los usuarios finales dentro del sistema de servicio uni-
versal (véase capítulo IV, sección “Servicio universal”, p. 100).

Los subsidios cruzados en general son nocivos para un mercado en 
competencia. Éstos implican distribuir los costos de un servicio o unidad 
de producción a otro. Los subsidios cruzados se utilizan como una prácti-
ca anticompetitiva de un operador que presta al menos dos servicios, atri-
buyendo: 1. mayores costos en el mercado en el que carece de competen-
cia o donde tiene una posición dominante, y 2. menores costos en el sector 
en el que enfrenta competencia, lo cual le permitirá reducir sus precios 

177Después de un controvertido proceso, la Cofetel designó en marzo de 2008 a Telecordía 
Technologies Inc., como el administrador de la base de datos.

178Cfr. Cofetel, Resolución por la que el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, esta-
blece las reglas para implantar la portabilidad de números geográficos y no geográficos, publicada en el 
dof de 12 de junio de 2007. 
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incluso por debajo de sus costos reales, en detrimento de una sana com-
petencia. De ahí que el Documento de Referencia de la omc manifieste que 
los subsidios cruzados anticompetitivos a cargo del proveedor principal 
son prácticas anticompetitivas.179 En cuanto a México, está además prohi-
bido por la lft que los concesionarios otorguen subsidios cruzados a los 
servicios que proporcionan en competencia, ya sea por sí o a través de sus 
empresas subsidiarias o filiales.180

Los subsidios cruzados pueden derivarse de una asignación de costos 
contable o administrativa. La primera es aquella que deriva, entre otros, de 
la distribución de costos comunes propios de las redes y sistemas de tele-
comunicaciones, así como de decisiones sobre los plazos y forma de depre-
ciación de equipos. Estas determinaciones de imputación de costos son 
generalmente arbitrarias y pueden no guardar una relación directa con el 
costo de proveer servicios tradicionales o nuevos servicios. La asignación 
de costos administrativa existe cuando un operador decide concentrar a 
sus altos ejecutivos en los segmentos de mercado donde enfrentan mayor 
competencia.181 

La prevención y detección de subsidios cruzados puede ser compleja 
en extremo. Una herramienta es exigir una contabilidad separada por 
servicios, incluyendo aquellos respecto a servicios de interconexión. El 
objetivo de la separación contable es que los operadores determinen cuá-
les son los costos que atribuyen a cada servicio, para que se pueda detec-
tar si existen subsidios cruzados o bien, si algún servicio se presta por 
debajo de costos, lo cual sería un indicio de un subsidio cruzado con otro 
servicio. 

Para que la obligación de llevar contabilidad separada cumpla con 
sus objetivos, se deben establecer las categorías de separación en fun-
ción de la situación del mercado. Así cobra especial importancia la ma-
nera en que se diseña la separación contable en cuanto a los servicios 
(qué servicios y de qué manera se pueden agrupar), la metodología apli-
cable, los grupos de costos (p.ej., recursos humanos, materiales, activos 
fijos), las actividades (p.ej., de red, aquellas frente al cliente), y los crite-
rios de asignación de costos/activos. Una contabilidad que no esté sufi-
ciente y adecuadamente detallada puede disimular la ausencia de subsi-
dios cruzados, aun cuando éstos existan. Es una obligación de los 

179omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 
gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, párrafos 1.1 y 1.2, inciso a).

180Artículo 62 de la lft.
181Cfr. Jean-Jacques Laffont y Jean Tirole, Competition in telecommunications, Londres, The mit 

Press, 2000, pp. 144-147.



Política de competencia efectiva 83Clara Luz Álvarez González de Castilla82 Política de competencia efectiva 83Clara Luz Álvarez González de Castilla82

concesionarios en la República Mexicana llevar contabilidad separada 
por servicios, región, función y componentes de sus redes, así como 
aquella relativa a la operación y explotación de los servicios de teleco-
municaciones.182

Ventas atadas

Las ventas atadas son aquellas en las que para comprar un producto o recibir 
un servicio, se obliga al comprador a adquirir otros productos o servicios 
como un paquete. No todas las ventas atadas son una práctica anticompetiti-
va, pues pueden existir razones técnicas o de seguridad, o bien, de preferen-
cias del consumidor que las justifiquen. Las ventas atadas son anticompetiti-
vas cuando la adquisición de un producto/servicio que no tiene un sustituto 
equivalente, se condiciona a comprar otros productos/servicios no necesa-
rios o que pudieran obtenerse de otro operador a un mejor precio. Las ventas 
atadas afectan tanto a los usuarios finales (p.ej., para recibir el servicio deben 
comprar los equipos terminales solamente con el prestador del servicio) 
como a los operadores (p.ej., en la interconexión obligarlos a contratar ser-
vicios/elementos que no requieren). La intervención oportuna de las autori-
dades de competencia económica, de telecomunicaciones y de protección al 
consumidor, según corresponda, es importante para evitar efectos perjudi-
ciales de las ventas atadas en los usuarios finales y en la competencia.

Medidas a favor de la competencia

Además de las disposiciones del marco jurídico en cuanto a interconexión, 
acceso desagregado a elementos de red, separación contable, derechos de 
vía o de paso, calidad en el servicio, portabilidad y prohibiciones de ventas 
atadas, existen otras medidas que se pueden implementar dentro de la 
política de competencia antes de que se distorsione el mercado (ex-ante)183 
o aquellas que pretenden corregir el mercado (ex–post). En cualquier caso 
se requiere determinar: 1. cuál es el mercado específico (por cuanto al 

182Artículos 44, fracción IV, y 68, párrafo primero, de la lft.
183“16. El objetivo perseguido con la imposición de obligaciones ex ante a una empresa desig-

nada como poseedora de psm [Poder Significativo de Mercado] es garantizar que la empresa no 
pueda utilizar su peso en el mercado para restringir o falsear la competencia en el mercado perti-
nente ni apoyarse en dicho peso en los mercados adyacentes”, UE, “Directrices de la Comisión 
sobre análisis del mercado y evaluación del peso significativo en el mercado dentro del marco re-
gulador comunitario de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas” (2002/C 165/03), 
Diario Oficial de las Comunidades Europeas de 11 de noviembre de 2002, punto 16.
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producto o servicio y al área geográfica), y 2. si el operador de telecomuni-
caciones tiene un poder significativo en éste. Dependiendo del marco jurí-
dico de cada país, la autoridad que establece el mercado relevante puede 
ser la de competencia económica o antimonopolios, el propio regulador de 
telecomunicaciones o bien, se llega a esa determinación por medio de un 
esfuerzo conjunto entre dichas autoridades.

Fijar el mercado relevante puede ser significativamente complejo y es de 
lo más trascendente en la política de competencia, más aún considerando 
que en las telecomunicaciones existen innovaciones constantes que generan 
evolución y convergencia tecnológica con impacto en los mercados y sub-
mercados de telecomunicaciones. Ante ello, la definición de un mercado 
debe considerar tanto su situación y funcionamiento actual como aquel 
prospectivo, debiendo ser flexible para poder adaptarse a los cambios. 

No existe una fórmula única para delimitar al mercado relevante y se 
deberá estar al caso concreto.184 Empero, dentro de los criterios general-
mente aceptados a considerar están: 1. las posibilidades y la oportunidad 
de sustituir el bien o servicio, 2. el costo de distribución del bien y de sus 
insumos relevantes, 3. los costos y probabilidades de que el consumidor 
acuda a otros mercados, 4. los costos y probabilidades de que los provee-
dores encuentren clientes alternativos, 5. los costos y probabilidades de 
que nuevos agentes económicos puedan convertirse en proveedores, y 6. 
las restricciones normativas limitantes al acceso de los usuarios o de los 
proveedores a clientes alternativos. 

El mercado relevante desde el punto de vista del producto o servicio 
debe incluir: 1. todos los productos o servicios que puedan ser un sustitu-
to objetivo e idóneo para la satisfacción de las necesidades de los consu-
midores (acceso al producto o servicio, sus precios y uso previsto), 2. las 
condiciones de competencia, la elasticidad de la oferta y la demanda, y 3. 
el tipo de consumidores, cuando tal distinción esté justificada (p.ej., resi-
denciales y comerciales). Por tanto es fundamental el análisis respecto a la 
llamada “intercambiabilidad” de la demanda y de la oferta. Además se 
puede realizar la prueba del monopolio hipotético que consiste en realizar 
proyecciones de cuáles serían las respuestas de consumidores o empre-
sas si existiera un aumento pequeño y duradero del precio del producto/
servicio. Esta prueba sirve en un mercado donde los operadores pueden 
fijar libremente sus tarifas.

184“35. La definición del mercado no es un proceso mecánico o abstracto, sino que exige el 
análisis de cualquier indicio disponible sobre el anterior comportamiento del mercado y una com-
prensión global de los mecanismos de un sector dado”, ibidem, punto 35.
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La intercambiabilidad de la demanda asume el punto de vista de los 
consumidores, sus comportamientos previos, los costos para el consumi-
dor por el intercambio con el producto/servicio,185 la existencia de contra-
tos que sujeten a los consumidores a plazos forzosos o largos, la varia-
ción de precios de productos sustitutos, entre otros. La intercambiabilidad 
de la oferta incluye, de manera enunciativa, la perspectiva de los provee-
dores actuales del producto/servicio, la probabilidad de que nuevos pro-
veedores ingresen al mercado en un plazo razonable, así como la existen-
cia de requisitos legales o reglamentarios que puedan retrasar la entrada 
al mercado.

Es importante destacar que con las rsg puede estar cambiando el mer-
cado relevante y los factores para determinar el poder sustancial en éste. 
Se estima que las rsg reducirán las barreras de entrada al mercado. Sin 
embargo, ello no implica que se elimine el poder de los operadores histó-
ricos o dominantes en redes tradicionales, ni tampoco que las fuentes de 
poder anticompetitivo se eliminen. Por el contrario, las rsg probablemente 
generarán nuevos agentes con poder sustancial en el mercado. En espe-
cial, las autoridades de telecomunicaciones y de competencia económi-
ca, deberán supervisar el mercado de las telecomunicaciones con rsg y 
asegurar que exista un ambiente abierto y competitivo. De otra manera, 
los operadores podrán discriminar entre el tipo de tráfico, entre provee-
dores de servicios y aplicaciones, entre los equipos que se pueden o no 
conectar a la red; todo ello en perjuicio de la sociedad. Así, las autoridades 
deberán buscar que la regulación no sea excesiva al grado que inhiba la 
innovación y desincentive la aparición de nuevos servicios, ni que la regu-
lación sea tan limitada o frágil que genere dominancia y barreras por parte 
de los proveedores de cualesquiera de las capas de las rsg, la capa de acce-
so, la capa de transporte, la capa de servicios y la capa de control (véase 
capítulo I, sección “Redes de siguiente generación”, p. 34).

Medidas ex-ante

Las medidas ex-ante son necesarias tanto al liberalizarse el mercado de 
telecomunicaciones como en el desarrollo de éste. Esto es, las medidas 
ex-ante no están limitadas a la imposición de ciertas condiciones para que 

185En ciertos servicios, el consumidor tuvo que comprar equipos especiales para poder recibir 
el servicio. Estos equipos probablemente no puedan utilizarse para servicios que preste otro pro-
veedor de servicios, por ende, este aspecto deberá considerarse en el análisis de la intercambiabi-
lidad desde la perspectiva de la demanda.
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la competencia pueda surgir en un mercado recién abierto a la competen-
cia. Sobre todo en el caso de nuevos servicios, algunos prestadores de 
servicios consolidan sus posiciones y pueden llegar a tener una situación 
privilegiada para prestar dichos servicios en condiciones que harían invia-
ble la existencia de competencia en los mismos. Por ejemplo, el operador 
histórico de telefonía local fija tiene una posición especial para la presta-
ción del servicio de acceso a Internet o del de televisión restringida, pues 
tiene acceso a la mayor parte de los hogares de un país. Entonces, según 
las circunstancias del caso, se puede requerir que dicho operador histórico 
cumpla con ciertas condiciones específicas antes de poder prestar estos 
nuevos servicios. 

Las medidas ex-ante son preventivas, se deberán ir adaptando a mer-
cados de telecomunicaciones más complejos y deben prevalecer mientras 
no exista competencia efectiva.

Concluir que en un mercado pertinente existe competencia efectiva equivale a 
concluir que ningún operador disfruta individual o conjuntamente de una po-
sición dominante en dicho mercado. Por consiguiente, a efectos de la aplicación 
del nuevo marco regulador, por competencia efectiva hay que entender que en 
el mercado pertinente no exista ninguna empresa que tenga, en solitario o 
junto con otra empresa, una posición dominante individual o colectiva.186

Las medidas ex-ante tienen como objetivo el sentar las bases para que 
pueda surgir la competencia, evitar la reducción de la calidad por el opera-
dor dominante y prevenir que éste opere de manera ineficiente trasladando 
su ineficiencia a los otros competidores o a los usuarios. Dichas medidas 
pueden ser de distinta naturaleza, a continuación se analiza la regulación 
tarifaria, la prohibición de fusiones o adquisiciones, y la publicidad.

Regulación tarifaria

Un mercado en competencia fija libremente las tarifas con base en las 
leyes de la oferta y la demanda. Esta regla aplicada literalmente a las tele-
comunicaciones, en especial en mercados otrora del monopolio estatal, 
puede dar lugar a que la existencia de competencia efectiva se convierta 
en una utopía. Cuando se abre a la competencia y también cuando persis-
ten condiciones de mercado que favorecen la realización de prácticas 

186UE, “Directrices de la Comisión sobre análisis del mercado y evaluación del peso significa-
tivo en el mercado dentro del marco regulador comunitario de las redes y los servicios de comuni-
caciones electrónicas” (2002/C 165/03), op. cit., nota 183, punto 19.
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anticompetitivas, la regulación tarifaria al monopolio o al dominante, ha 
sido un instrumento que permite que éstos: 1. no reduzcan sus precios 
por debajo de sus costos y con esa práctica eliminen a la competencia, 2. 
no incrementen sin justificación sus precios en los servicios en que no 
enfrentan competencia (ganancias monopólicas), 3. mejoren la calidad de 
sus servicios, y 4. tengan incentivos para mejorar en productividad y con 
ello, reducir precios en beneficio de sus usuarios, sin atentar con la viabi-
lidad financiera de la empresa. 

La regulación tarifaria puede adoptar diversos modelos por sí solos 
(p.ej., la tasa de retorno, los precios tope) o una combinación de modelos. 
La tasa de retorno (rate-of-return) es aquella que permite al operador recu-
perar sus costos de operación y un monto o porcentaje predeterminado 
como retorno a la inversión. La tasa de retorno da seguridad a los inver-
sionistas porque tienen asegurada la recuperación de sus inversiones, 
evita que se obtengan ganancias indebidas y se estimula la calidad satis-
factoria del servicio. No obstante ello, se desincentiva la existencia de una 
política de control de gastos por parte del operador, porque todos éstos los 
recupera e incluso podría llegar a invertir más allá de lo que se requiere, 
generando con todo esto ineficiencias económicas.187

Los precios tope (price cap) son un tipo de regulación tarifaria que es-
tablece un monto máximo para las tarifas. El esquema de precios tope 
generalmente permite: 1. reconocer en las tarifas, ciertos costos que están 
fuera del control del operador (p.ej., inflación), 2. contemplar las ganancias 
en eficiencia del operador (p.ej., implementación de nueva tecnología), y 3. 
aplicar los precios tope a una canasta de servicios. Las ventajas de los 
precios tope son que el operador tendrá incentivos para reducir sus costos, 
ser más eficiente y adaptarse con mayor facilidad al mercado. Sus desven-
tajas son que los inversionistas no necesariamente tienen asegurado el 
retorno a sus inversiones, así como que el operador puede reducir la cali-
dad de los servicios para evitar rebasar el precio tope. 

En México actualmente sólo Telmex y Teléfonos del Noroeste, S.A. de 
C.V. (Telnor)188 son concesionarios de telecomunicaciones sujetos a regula-
ción tarifaria. Al modificarse la concesión de Telmex en 1990 en preparación 
para su privatización, se establecieron condiciones especiales o asimétri-
cas –como el sistema de regulación de precios–, para evitar que el mono-
polio privado impidiera el surgimiento de competidores, redujera la calidad 

187Cfr. Damien Geradin y Michel Kerf, op. cit., nota 77, pp. 26-27.
188Filial de Telmex y sujeta a las mismas condiciones asimétricas que Telmex por virtud de sus 

títulos de concesión.
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de sus servicios o actuara como empresa ineficiente trasladando su inefi-
ciencia a los usuarios (véase capítulo VI, sección “Hacia la liberalización de las 
telecomunicaciones”, p. 169). Por tanto, se determinó que el sistema de 
regulación tarifaria adoptara la forma de un sistema de precios tope aplica-
ble a una canasta de servicios. 

La canasta de servicios básicos controlados de la concesión de Tel-
mex está limitada a la telefonía básica (comunicación de voz entre usua-
rios) y comprende el servicio local (cargo de instalación, renta básica y 
servicio medido), servicio de larga distancia nacional e internacional, to-
dos tanto en la modalidad residencial como en la comercial. Nótese que 
dada la época de la concesión de Telmex, la canasta de servicios no con-
templaba el acceso a Internet que actualmente presta Telmex bajo el 
nombre de Prodigy. 

En el procedimiento para establecer los precios tope, Telmex presenta 
a la Cofetel un estudio con los costos incrementales por los servicios con-
trolados y su propuesta de tarifas para el periodo de que se trate. El estudio 
mencionado debe considerar los costos de inversión, explotación, mante-
nimiento y de capital de los activos, así como comparativos internacionales 
respecto a otras empresas de telecomunicaciones. No se deben incluir los 
costos de servicios no controlados. Cabe resaltar que las inversiones para 
la red de acceso a servicio de telefonía local sirven para el acceso a Inter-
net. Incluso en el Informe Anual 2005 de Telmex se establece que “(…) más 
del 92% de las líneas instaladas en México cuenta con capacidad disponible 
para la activación de servicios de banda ancha (Prodigy Infinitum) (…)”, por 
lo que los costos del servicio controlado de telefonía local pueden estar 
beneficiando a un servicio no controlado que es Prodigy. En este punto y 
otros similares, la Cofetel deberá poner atención para realizar la pondera-
ción o evaluación necesaria al momento de resolver.

Si Cofetel no tiene observaciones a dicho estudio, emite su resolución. 
Si las tiene, entonces se requiere que tres expertos (uno por Telmex, otro 
por Cofetel y el tercero designado por ambos) emitan su opinión. Finalmen-
te, Cofetel resuelve en definitiva y se publica en el dof.189 

En cuanto a esta regulación de precios, Telmex no puede ofrecer sus 
servicios por debajo de lo que le cuesta proveerlos, es decir, las tarifas deben 
permitir recuperar el costo de proporcionar el servicio por una empresa efi-
ciente (límite mínimo de tarifas o piso). La finalidad de tomar como base una 
empresa eficiente es que Telmex no aproveche su posición en el mercado y 

189Cfr. Capítulo 6 de la Modificación de la Concesión de Telmex.
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realice inversiones o gastos innecesarios por adquisición de activos inade-
cuados o por tener procesos corporativos fragmentados, por ejemplo.

Por su parte, el sistema de precios tope establece un límite máximo o 
techo a las tarifas promedio ponderadas de la canasta de servicios, el cual 
incluye un factor de productividad conocido como el factor X y toma en cuen-
ta el Índice Nacional de Precios al Consumidor. El factor X busca que Telmex 
mejore constantemente aprovechando las nuevas tecnologías (que son me-
nos costosas y dan más capacidad), para incrementar su rentabilidad y 
para que esto se traduzca en una reducción de tarifas a los usuarios. El 
factor X debe representar un reto para Telmex a fin de que lo incentive a 
mejorar su eficiencia. Si el factor X determinado por Cofetel es bajo, no 
existirá ese reto, mientras que si es inalcanzable puede representar una 
amenaza a la viabilidad financiera de largo plazo de Telmex. 

En síntesis, una vez que la Cofetel determina el factor de productividad 
X, Telmex tiene la posibilidad de modificar las tarifas de los servicios de la 
canasta (telefonía local, larga distancia nacional e internacional) sin redu-
cirlas por debajo de costo y sin incrementarlas más allá del límite máximo 
de los precios tope. El problema es que dentro de este sistema y dentro de 
este parámetro de límites mínimo y máximo aplicables a la canasta de servi-
cios, Telmex tiene la posibilidad de reducir sus precios significativamente en 
los servicios en los cuales enfrenta competencia como en larga distancia, 
pero en aquellos en los que tiene escasa competencia como en servicio local 
puede dejarlos intactos. La Cofetel autoriza las tarifas de Telmex conforme a 
la canasta de servicios controlados para verificar que las tarifas propuestas 
por Telmex estén dentro del límite máximo o techo y límite mínimo o piso.

La Cofetel conforme al título de concesion de Telmex actualmente carece 
de facultades para resolver sobre tarifas de otros servicios como de internet 
(Prodigy). De tal suerte que el empaquetamiento de servicios (p.ej., paquete 
con renta de línea, 100 llamadas locales, servicio de Internet, tarifas preferen-
tes para larga distancia), muchas veces se ha utilizado para evitar que algunos 
servicios entren dentro del sistema de precios tope. Esto implica mucho des-
gaste para la Cofetel que tiene que desentrañar cuáles son los verdaderos 
costos de los servicios controlados dentro de esos paquetes y sujetarse in-
variablemente a litigios contra sus resoluciones por parte de Telmex. 

Otras medidas 

El condicionamiento o la prohibición de fusiones, adquisiciones de accio-
nes, partes sociales u otros que otorguen el control sobre operadores de 
telecomunicaciones es otra medida ex-ante que se puede implementar en 
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un caso concreto. En muchos países existe una obligación general de no-
tificar a las autoridades de competencia económica o antimonopolios de la 
intención de llevar a cabo alguna fusión, adquisición de acciones, partes 
sociales u otras que otorguen el control sobre algún agente de mercado.190 
La autoridad de competencia procede a realizar una evaluación para deter-
minar: 1. si existe algún riesgo al mercado que impida el otorgamiento de 
la autorización para dicha fusión o adquisición, 2. si la autorización debe 
estar condicionada al cumplimiento de ciertos requisitos, o 3. si lisa y lla-
namente se autoriza la concentración. 

En el caso de telecomunicaciones, la autoridad de competencia econó-
mica debe revisar no únicamente si la fusión o adquisición es sobre un 
operador competidor que llevará a una integración horizontal, sino si se 
está en presencia de una integración vertical; es decir, que el adquirente 
y el adquirido forman parte de una cadena para la prestación de un servi-
cio final. Esto es especialmente importante, porque una integración verti-
cal puede referirse a dos mercados, uno en competencia y otro de carac-
terísticas monopólicas, donde puedan verificarse prácticas anticompetitivas 
con graves efectos. En este caso, el grupo corporativo podría realizar esas 
prácticas nocivas en el segmento monopolístico, proveyendo insumos 
esenciales a sus filiales en condiciones preferentes respecto de aquellos 
suministrados a sus competidores. Por eso, el condicionamiento o prohi-
bición de fusiones o adquisiciones es una medida ex-ante que requiere 
un riguroso análisis para permitir –como regla general–, dichas operacio-
nes, salvo cuando puedan distorsionar el mercado injustificadamente. 

La publicidad y la transparencia son medidas ex-ante especialmente 
importantes en mercados con uno o varios operadores con poder sustan-
cial de mercado. La disponibilidad de información es factor clave para el 
desarrollo de un mercado en competencia y para asegurar que no exista 
trato discriminatorio entre operadores. Es posible que la regulación exija a 
todos los operadores y al regulador a cumplir con ciertas obligaciones de 
transparencia (p.ej., publicidad de términos y condiciones de interco-
nexión, de tarifas), o bien, que tales obligaciones sean únicamente para 
aquellos operadores con poder sustancial de mercado. La justificación de 
sólo establecer obligaciones de publicidad y transparencia a los dominan-
tes en sus respectivos mercados obedece a que aquéllos tienen mayores 
incentivos para hacer uso de la información en detrimento injustificado de 
sus competidores, en tanto que los que no tienen poder de mercado requie-

190En el caso de México, el artículo 20 de la Ley Federal de Competencia Económica señala los 
supuestos en los que se deberá notificar una operación que implique una concentración.
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ren disponer de información para exigir un trato no discriminatorio o de-
nunciar cualquier trato que los discrimine.

Medidas ex-post

Las medidas ex-post son correctivas, es decir, se implementan una vez que 
ya existe una distorsión en el mercado por el uso indebido del poder signi-
ficativo de un agente económico. Las medidas ex-post pueden ser el esta-
blecer obligaciones específicas a dicho agente, el exigir la separación es-
tructural u ordenar la desinversión, entre otras.

Obligaciones específicas

Al determinarse que un operador de telecomunicaciones está distorsio-
nando el mercado por hacer un uso indebido de su poder dominante, se 
pueden imponer obligaciones específicas relativas a información, publici-
dad, calidad, tarifas, control de precios, contabilidad de costos, separación 
contable, acceso desagregado y reventa de capacidad. Los objetivos de las 
obligaciones específicas son: 1. eliminar las distorsiones del mercado, 2. 
permitir que el resto de los proveedores de servicios participen en igual-
dad de circunstancias, y 3. beneficiar a los usuarios por una competencia 
efectiva que se traduzca en más y mejores servicios, a menores precios.

Si todos los agentes de un mercado están obligados a presentar deter-
minada información, la obligación específica de información exigirá mayor 
detalle (p.ej., topología de la red, tráfico por áreas determinadas). Todos los 
operadores tienen que proveer un nivel mínimo de calidad, mientras que 
aquél con una obligación específica de calidad podrá estar sujeto a una 
auditoría especial externa que podrá hacerse pública. En cuanto a tarifas, 
el principio de un mercado en competencia es la libertad tarifaria, empero, 
una obligación específica podrá establecerle al dominante un control tari-
fario o publicar costos detallados de instalaciones y servicios.

En México, la Cofeco es la autoridad encargada de determinar si un 
concesionario de telecomunicaciones tiene poder sustancial en cierto mer-
cado conforme al procedimiento señalado en la Ley Federal de Competen-
cia Económica y su Reglamento. A partir de dicha determinación, la Cofetel 
inicia el procedimiento administrativo conforme a la lfpa para establecer 
las obligaciones específicas relacionadas con tarifas, calidad de servicio e 
información.191

191Artículos 9-A, fracción IX, y 63 de la lft.
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El 4 de diciembre de 1997, la Cofeco notificó a Telmex su resolución 
preliminar en la que lo consideraba un agente económico con poder sus-
tancial en cinco mercados: telefonía local, acceso, transporte interurbano, 
larga distancia nacional y larga distancia internacional. Tras conceder a 
Telmex un plazo para que manifestara lo que a su derecho conviniera, la 
Cofeco confirmó su declaración preliminar el 10 de febrero de 1998. Tel-
mex interpuso un recurso de reconsideración ante la Cofeco que fue re-
suelto el 17 de julio de 1998 con la ratificación de que Telmex era dominan-
te. Contra esta resolución Telmex promovió y ganó un amparo el 11 de 
mayo de 2001.192 

La Cofetel había iniciado el procedimiento administrativo para imponer 
a Telmex obligaciones específicas el 22 de marzo de 2000. Una vez desaho-
gado ese procedimiento, el 8 de septiembre de ese año, la Cofetel emitió su 
resolución estableciendo 18 obligaciones específicas con relación a tarifas, 
12 de calidad de servicios y 8 de información.193 Debido al amparo otorgado 
a Telmex el 11 de mayo de 2001, la Cofetel –en cumplimiento a una reso-
lución judicial–, dejó sin efectos su resolución de obligaciones específicas 
el 8 de julio de 2002.194

Paralelamente, Cofeco el 21 de mayo de 2001 confirmaba una vez más 
la dominancia de Telmex al señalar que:

(…) se determinaron y definieron los siguientes mercados: 
1) Mercado de servicios de telefonía básica local.
2) Mercado de servicios de acceso.
3) Mercado de servicios de larga distancia nacional.
4) Mercado de servicio de transporte interurbano.
5) Mercado de servicios de larga distancia internacional.

192Juicio de amparo 533/98 ante el Primer Juzgado de Distrito en materia administrativa en el 
Distrito Federal y, posteriormente, toca R.A. 721/2000 ante el Primer Tribunal Colegiado en materia 
administrativa del Primer Circuito.

193Cofetel, Resolución administrativa por la que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes por 
conducto de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, establece a Teléfonos de México, S.A. de C.V., 
obligaciones específicas relacionadas con tarifas, calidad de servicio e información, en su carácter de con-
cesionario de una red pública de telecomunicaciones con poder sustancial en cinco mercados relevantes, 
de acuerdo con el artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, publicada en el dof el 12 de sep-
tiembre de 2000.

194Al otorgarse en definitiva el amparo en el juicio de amparo 533/98 ante el Juzgado Primero 
de Distrtito en materia administrativa en el Distrito Federal contra Cofeco, el juez requirió a Cofetel 
dejar sin efectos la resolución de obligaciones específicas. Por lo que el 8 de julio de 2002 Cofetel 
la deja sin efectos y dicha resolución se publicó en el dof de 12 de julio de 2002.
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1.	Con base en lo establecido en el artículo 13 de la lfce [Ley Federal de Com-
petencia Económica] y en el análisis previo, se puede concluir que Telmex 
tiene poder sustancial en el mercado de telefonía básica local. Lo anterior, 
es fundamentalmente debido a las altas barreras a la entrada que enfrenta 
este mercado, su posición dominante en el mercado y su capacidad de fijar 
precios en los servicios no conmutados.

2.	Telmex es el único proveedor del mercado de acceso. Existen en este mer-
cado importantes barreras a la entrada, fundamentalmente de carácter 
económico. Si bien carece de poder para restringir o negar injustificada-
mente el servicio de interconexión, Telmex tiene la capacidad para limitar 
y demorar el acceso de otros concesionarios a los grandes usuarios de la 
red a través de los enlaces dedicados al mayoreo. Por lo anterior, se con-
cluye que Telmex tiene poder sustancial en el mercado de servicios de 
acceso tanto en la de interconexión como en los servicios de acceso no 
conmutado. 

3.	Telmex es un agente con poder sustancial en el mercado de larga distancia 
nacional. Esta empresa mantiene una participación significativa en el mercado 
de larga distancia, y tiene capacidad para restringir el abasto de enlaces dedica-
dos necesarios para proveer servicios finales no conmutados de larga distancia. 
Existen además barreras económicas y financieras a la entrada de los nuevos 
operadores, las cuales limitan su capacidad de abasto e incrementan su depen-
dencia con respecto a la red de larga distancia de Telmex. Esta empresa además 
tiene un acceso privilegiado a la red local, debido a su integración vertical, lo 
cual aumenta su poder en el mercado de larga distancia nacional. 

	 La existencia de ciertas barreras a la entrada, la posibilidad que tiene Telmex 
de discriminar indebidamente los precios a través de la aplicación de pre-
cios iguales en los mercados al menudeo y al mayoreo, la imposibilidad 
de sustituir de forma general el transporte que se provee por la red alám-
brica por enlaces de microondas, y sobre todo las ventajas que tiene Tel-
mex de su integración vertical son elementos que dan poder de mercado 
a esta empresa. Este poder se ejerce en todos los servicios que conforman este 
mercado. 

4.	A diferencia de otros mercados en los que opera Telmex, el poder sustancial 
que esta empresa detenta en el mercado de transporte interurbano podría 
atenuarse en el mediano plazo, en la medida que los operadores de larga 
distancia establezcan enlaces de microondas y aumenten el alcance de sus 
redes alámbricas. Asimismo, el desarrollo de otras tecnologías de acceso a 
los usuarios finales podría atenuar en el futuro las ventajas que goza Telmex 
debido a su integración vertical. 
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5.	Telmex tiene una elevada participación en el mercado de larga distancia inter-
nacional; además, se prueba que esta empresa tiene la capacidad de fijar las 
tarifas de liquidación aplicables en el tráfico internacional, y que tiene ventajas 
derivadas de su integración vertical que le permiten fijar los precios de los 
enlaces dedicados transfronterizos y tener ventajas importantes en la reventa 
de servicios de puertos internacionales. Por lo anterior, se concluye que cuen-
ta con poder sustancial en el mercado de larga distancia internacional.195

Los juicios de amparo continuaron y a Telmex se le otorgó nuevamen-
te un amparo el 30 de abril de 2004.196 Posteriormente, el 14 de septiem-
bre de 2004, Cofeco ratificó su resolución de la dominancia de Telmex de 
21 de mayo de 2001.197 Contra esta ratificación, más de dos años después, 
Telmex ganó en definitiva en 2007. Este caso de la dominancia de Telmex 
demuestra que aun cuando existe legislación de competencia económica y 
de telecomunicaciones para nivelar el terreno de juego de los competido-
res, aquélla ha sido simple teoría por la imposibilidad de hacer efectivos 
los instrumentos legales.

La Cofeco ha iniciado diversos procedimientos de investigación para 
determinar si existen agentes económicos con poder sustancial en ciertos 
mercados relevantes como: 1. el mercado de servicios de arrendamiento 
de líneas o circuitos de transmisión dedicados de larga distancia y locales 
(DC-02-2007), 2. el mercado de servicios de terminación de tráfico público 
conmutado de voz proporcionado a concesionarios de servicios locales y 
de larga distancia, por redes públicas de telecomunicaciones que prestan 
servicios locales fijos (DC-03-2007), 3. el mercado de mayoristas de servi-
cios de originación de tráfico público conmutado de redes públicas de 
telecomunicaciones que prestan el servicio local fijo (DC-04-2007), 4. los 
mercados de servicios de tránsito local de tráfico conmutado de voz, me-
diante redes públicas de telecomunicaciones que prestan el servicio local 
fijo (DC-05-2007), 5. los mercados de servicios a concesionarios de redes 
públicas de telecomunicaciones, consistentes en la terminación de tráfi-
co público conmutado en las redes públicas de telecomunicaciones de 
concesionarios del servicio local móvil, previstos para efectos de la moda-
lidad el que llama paga y el que llama paga nacional (DC-07-2007), y 6. el 

195Cofeco, Resolución del Pleno Cofeco de 21 de mayo de 2001, expediente AD-41-97, pp. 45-47.
196Juicio de amparo 907/2001 ante el Primer Juzgado de Distrito en materia administrativa en 

el Distrito Federal y, posteriormente, toca R.A. 493/2003-6368 ante el Primer Tribunal Colegiado 
en materia administrativa del Primer Circuito.

197Resolución al recurso de reconsideración del expediente RA-36-2001, del Pleno de la Comi-
sión Federal de Competencia aprobada en su sesión ordinaria de 14 de septiembre de 2004.
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mercado de provisión de servicios de voz mediante telefonía móvil al usua-
rio final (DC-08-2007).

Asimismo, la Cofeco tiene abiertas diversas investigaciones sobre la 
presunta comisión de prácticas monopólicas en mercados de telecomuni-
caciones como: 1. la denuncia dentro del mercado de la comercialización 
de aparatos y servicios de comunicaciones móviles en contra de Telcel 
(DE-14-2005, RA-14-2007), 2. la denuncia por la presunta negativa de pctv 
a proveer señales de televisión a diversos concesionarios de televisión por 
cable (DE-01-2006 y acumulados), 3. la denuncia en el mercado de servi-
cios de interconexión para la terminación de llamadas a las redes móviles 
promovida en contra de Telcel (DE-37-2006 y acumulados), y 4. la denuncia 
relacionada con el suministro de señales de televisión abierta de Grupo 
Televisa, a través de las redes de los denunciantes (DE-22-2007).

En la UE antes de la Directiva Marco, los órganos reguladores de cada 
país miembro podían designar a un operador con poder sustancial de mer-
cado: 1. si tenía 25 por ciento o más del mercado relevante, o 2. indepen-
dientemente de la cuota de mercado, si tenía capacidad de influir en el 
mercado. Una vez que la UE reconoció que ya existía una competencia 
efectiva en el sector la Directiva Marco de 2002 (véase capítulo V, sección 
“Las comunicaciones electrónicas”, p. 139), se eliminó el criterio del porcen-
taje de mercado y comienzan a aplicar conceptos de posición dominante 
conforme a la regulación de competencia económica, es decir, “(…) una 
empresa tiene peso significativo en el mercado si, individual o conjunta-
mente con otras, disfruta de una posición equivalente a una posición do-
minante, esto es, una posición de fuerza económica que permite que su 
comportamiento sea, en medida apreciable, independiente de los competi-
dores, los clientes y, en última instancia, los consumidores (…)”.198

Adicionalmente el marco de la UE prevé: 1. la dominancia por dos o 
más empresas que, sin tener vínculos estructurales o de otro tipo, propicia 
comportamientos paralelos o alineados del mercado debido a la estructura 
del mercado relevante,199 2. que un operador sea declarado dominante en 
el mercado relevante y en aquel otro mercado con el cual existan vínculos 
que permitan que el peso de un mercado se deje sentir en el otro,200 y 3. la 
determinación por parte de la Comisión Europea de mercados transnacio-
nales.201

198Artículo 14, apartado 2, primer párrafo, de la Directiva Marco.
199Artículo 14, apartado 2, párrafo segundo, y anexo II de la Directiva Marco.
200Artículo 14, apartado 3 de la Directiva Marco.
201Artículo 15, apartado 4 de la Directiva Marco.
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Separación estructural y desinversión

Las medidas de separación estructural y la orden de desinversión son las 
más extremas, justificadas solamente cuando el resto de los mecanismos 
de salvaguarda y fomento de la competencia han fracasado. Este tipo de 
medidas se aplican al operador que se encuentra verticalmente integrado 
en un segmento de mercado monopólico o en el que es dominante, y otro 
segmento en el cual sí existe competencia, pero en el cual los operadores 
del segmento con competencia tengan necesariamente que utilizar los ser-
vicios proporcionados en el segmento monopólico. El objetivo es evitar que 
se distorsione el mercado en el segmento competido por acciones empren-
didas por el operador integrado verticalmente. Éste puede aprovecharse de 
prácticas anticompetitivas en el segmento monopólico, para tener un trato 
más favorable en el segmento competido.

La separación estructural puede aplicarse de distintas formas y grados 
según lo amerite el caso. La separación estructural puede ser: 

•	 funcional, obligando a la separación de los diferentes servicios en distintas divi-
siones, exigiendo que cada una de éstas cuente con sus propios directivos, ad-
ministradores y sistemas de información, así como estableciendo mecanismos 
para que se impida el flujo de información importante (p.ej., Chinese wall).

•	 corporativa, en la cual se deben constituir empresas separadas con opera-
ción independiente, aun cuando la propiedad de las mismas permanezca en 
las mismas personas.

•	 operativa que coloca la operación del segmento monopólico bajo el control y 
dirección de una entidad independiente, sin que ello implique una transfe-
rencia de la propiedad del operador. 

Por su parte, la desinversión consiste en que el operador que está ver-
ticalmente integrado venda parte de la operación, sus subsidiarias o filiales 
a otro grupo de interés, para garantizar que no exista relación alguna entre 
el operador original y las nuevas empresas producto de la desinversión. 
Ésta, al igual que algunas formas de separación estructural, tiene las des-
ventajas de la pérdida de las economías de escala, el incremento de los 
costos de transacción y además que los usuarios tengan que contratar 
servicios con más de una empresa. Adicionalmente, el costo-beneficio de 
establecer este tipo de medidas como política de competencia dependerá 
mucho de la fortaleza o debilidad del operador dominante y de las autori-
dades reguladoras. 
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(…) las formas de separación vertical de mayor alcance, que eliminan los in-
centivos del operador para distorsionar la competencia en un segmento com-
petido, pueden compensar la incapacidad del regulador de preservar la 
competencia en un panorama integrado verticalmente. Por otra parte, cuando 
el regulador es capaz de controlar efectivamente el comportamiento de un in-
cumbente verticalmente integrado, o cuando el poder de mercado que posee 
el incumbente en un mercado del cual puede aprovecharse es relativamente 
débil, la separación vertical puede no ser requerida. 202

El más notable caso de desinversión se dio en EUA en relación con el 
operador AT&T. Este asunto tiene sus orígenes en 1949 cuando el Depar-
tamento de Justicia de EUA presentó una demanda en materia de compe-
tencia económica en contra AT&T que finalizó con una transacción entre 
las partes conocida como el Consent Decree de 1956 en el cual se permitía 
a AT&T mantener su interés en Western Electric (filial de AT&T) para pro-
ducir equipos, pero se le prohibía ofrecer comercialmente servicios de 
procesamiento de datos (servicios no regulados). 

Para 1974, el Departamento de Justicia de EUA inició una nueva acción 
en contra de AT&T cuya finalidad era acabar definitivamente con el mono-
polio regulado de AT&T. Así, en 1981, presentó ante los tribunales una 
demanda en materia de competencia económica que concluyó con un con-
venio judicial en 1982 y la Corte del Distrito de Columbia quedó facultada 
para modificar el Consent Decree de 1956 a través de la resolución conocida 
como Modified Final Judgement.203

El Modified Final Judgement: 1. ordenó la escisión de AT&T de las ope-
raciones locales en las empresas Regional Bell Operating Companies (“rboc”), 
con lo cual quedarían éstas separadas de las operaciones de larga distancia 
nacional e internacional, 2. prescribió la desinversión de las rboc del grupo 
económico de AT&T, misma que se concretó mediante intercambio de ac-
ciones, 3. permitió que AT&T continuara operando los servicios de larga 

202“(…) the most far-reaching forms of vertical separation, which eliminate the operator´s in-
centives to distort competition in the competitive segment, can compensate for the inability of the 
regulator to preserve competition in a vertically integrated setting. On the other hand, when the re-
gulator is able effectively to control the behaviour of a vertically integrated incumbent, or when the 
market power which the incumbent possesses in one market segment and can leverage in the other 
is relatively weak, vertical separation might not be required”, cfr. Damien Geradin y Michel Kerf, op. 
cit., nota 77, p. 60 [traducción de la autora].

203United States v. American Tel. & Tel. Co., Civil Action Nos. 74-1698, 82-0192, Misc. No. 82-
0025 (PI), United States District Court for the District of Columbia, 552 F. Supp. 131, 1982; y Regis 
J. Bates, “Bud” y Donald W. Gregory, Voice & Data Communications Handbook, 4a ed., Berkeley, 
Osborne/McGraw-Hill, 2001, p. 8.



distancia, fabricación de equipo y otros servicios donde sí existiera compe-
tencia, 4. estableció que las rboc prestarían servicio únicamente en la 
misma área de servicio (Local Access and Transport Area),204 5. hizo posible 
que todos los operadores de larga distancia (interexchange carriers) tuvie-
ran acceso en igualdad de términos y condiciones a las redes y servicios 
de las rboc, y 6. eliminó la restricción impuesta a AT&T en 1956 de abste-
nerse de prestar servicios de telecomunicaciones no regulados (p.ej., pro-
cesamiento de datos). 

Es muy debatido si la decisión de la escisión y desinversión de AT&T 
fue la adecuada. Algunos consideran que fue un éxito para que se iniciara 
y consolidara la competencia en el mercado estadounidense de telecomu-
nicaciones, en tanto que otros piensan que la medida fue radical y los re-
sultados a largo plazo no necesariamente han sido los mejores. Sería muy 
difícil determinar cómo sería el mercado estadounidense de no haberse 
ordenado la escisión y desinversión de AT&T. Lo cierto es que al momento 
de adoptarse dicha decisión no se vislumbraban los cambios tecnológicos 
que se han dado y el plazo tan corto en que han acontecido. 

204Las Local Access and Transport Area (lata) no sustituyeron a las áreas de servicio local, sino 
que sirvieron para definir el servicio local como aquél dentro de la misma lata y al de larga distan-
cia a aquel que requería el transporte de señales entre centrales de distintas lata.
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Las telecomunicaciones han sido reconocidas ampliamente como esencia-
les para el desarrollo social, cultural, económico, político y de la democracia, 
así como para el ejercicio de diversos derechos fundamentales. Dentro de 
la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información, tanto en la Decla-
ración de Principios205 como en los Compromisos de Túnez206 se enfatizan 
las inmensas repercusiones de las tic en casi todos los aspectos de la vida, 
y las consideran un instrumento para la productividad, el crecimiento eco-
nómico, la generación de empleos, el buen gobierno, el diálogo entre perso-
nas y naciones, así como para mejorar la calidad de vida. Asimismo, se 
establece de manera expresa el derecho a participar en la Sociedad de la 
Información, y esto es solamente posible a través del acceso efectivo a las 
tic. Mediante el acceso a éstas una persona obtiene información para ejer-
cer sus derechos ciudadanos, las comunidades se integran socialmente, se 
puede fortalecer la cohesión social y, sin duda, también constituyen un in-
sumo fundamental para la actividad y desarrollo económico. 

Es un reto constante el que las telecomunicaciones sean accesibles y 
asequibles a la población en general, más aún considerando que éstas 
están en incesante evolución. La falta de acceso a las telecomunicaciones 
en términos equitativos no sólo es un obstáculo para el desarrollo, sino 
también representa un factor para incrementar las diferencias sociales, 
educativas y económicas. Al igual que en muchos países, en México la in-
fraestructura de telecomunicaciones desplegada no representa la accesibi-
lidad efectiva, porque: 1. existen zonas del país que aún no cuentan con 
todos los servicios de telecomunicaciones, o 2. el acceso a éstos no es 

205uit, Declaración de Principios. Construir la Sociedad de la Información: Un desafío global para el 
nuevo milenio, Documento WSIS-03/GENEVA/4-S, 12 de mayo de 2004, http://www.itu.int/wsis/docs/
geneva/official/dop-es.html (fecha de consulta: 3 de octubre de 2006).

206uit, Compromisos de Túnez dentro de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información, 
Documento WSIS-05/TUNIS/DOC/7-S, 28 de junio de 2006, http://www.itu.int/wsis/docs2/tunis/
off/7-es.html (fecha de consulta: 3 de octubre de 2006).

Capítulo IV

Telecomunicaciones y sociedad



Telecomunicaciones y sociedad 101Clara Luz Álvarez González de Castilla100 Telecomunicaciones y sociedad 101Clara Luz Álvarez González de Castilla100

homogéneo para sus habitantes pues algunos no pueden acceder por cues-
tión de precios u otros por tener alguna discapacidad. Existen profundas 
diferencias en cuanto a acceso, diversidad y calidad de servicios entre las 
entidades federativas, entre las zonas dentro de las propias ciudades, así 
como entre los habitantes del país. 

La corriente mundial de liberalización de las telecomunicaciones partió 
de la premisa que al existir competencia en el mercado, los usuarios ten-
drían más y mejores servicios, a menores precios, ya que el objetivo de los 
operadores sería aumentar su competitividad y su oferta de servicios para 
así obtener mayores rendimientos. En este sentido, los gobiernos han 
adoptado funciones de regulación, fomento y protección de los derechos de 
los usuarios de telecomunicaciones, en tanto que la creación de infraestruc-
tura, el desarrollo tecnológico y la prestación de servicios corresponde 
preponderantemente a la iniciativa privada.

En el presente capítulo se expondrá el tema de servicio universal, la 
racionalidad detrás de éste, sus fuentes de financiamiento y ejemplos de 
cómo se ha decidido quiénes prestarán el servicio universal, así como el 
caso de México en cuanto a acceso universal. A continuación se revisará 
la accesibilidad a las telecomunicaciones por personas con discapacidad, 
para concluir con una sección respecto a los derechos de los usuarios de 
las telecomunicaciones. 

Servicio universal

“(…) el acceso a servicios de telecomunicaciones, como un derecho básico 
de todos los ciudadanos, [es] esencial para contar con una membresía 
plena de la comunidad social, y un elemento básico del derecho de libertad 
de expresión y comunicación (…)”.207 La existencia de competencia efectiva 
entre prestadores de servicios de telecomunicaciones que conlleva una 
mayor oferta de servicios, reduce, mas no resuelve el problema permanen-
te de que toda la población tenga acceso a las telecomunicaciones. Por 
tanto, paralelamente a un mercado en competencia, se requiere de: 1. un 
marco jurídico que atienda debidamente dicha necesidad, y 2. la adopción 
de políticas públicas de servicio universal o de acceso universal.

207“(…) access to telecommunication services, as a basic right of all citizens, essential for full mem-
bership of the social community, and as a basic element of the right to freedom of expression and commu-
nication (…)”, ocde, Universal Service and Rate Restructuring in Telecommunications, http://www.oecd.
org/dataoecd/58/8/1909793.pdf, París, ocde, 1991, p. 25 [traducción de la autora].
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Servicio universal o acceso universal son dos términos que se refieren 
a la disponibilidad de servicios de telecomunicaciones para toda la pobla-
ción. La diferencia estriba en que el servicio universal presupone que las 
personas tengan acceso exclusivo o desde su domicilio (p.ej., teléfono des-
de el hogar), mientras que el acceso universal significa que las personas 
puedan –con medios razonables–, tener acceso común a los servicios de 
telecomunicaciones (p.ej., que dentro de una población exista una caseta 
telefónica o un centro comunitario de Internet). No obstante esa distinción, 
el concepto más utilizado es el de servicio universal como un género que 
comprende al de acceso universal.

Generalidades

La racionalidad del servicio universal puede ser: 

•	 social, al tratar de evitar la exclusión social que produce la carencia de acce-
so a las telecomunicaciones, así como reducir las diferencias entre zonas 
urbanas y rurales;

•	 económica, porque al tener acceso a las telecomunicaciones, existe un mayor 
desarrollo económico en una región o país.

•	 política, al mejorar la eficiencia gubernamental, proveyendo servicios a tra-
vés de las telecomunicaciones (p.ej., e-medicina, e-educación). 

El servicio universal atiende a personas de zonas rurales o de baja 
rentabilidad, personas de bajos ingresos o a grupos vulnerables (p.ej., in-
dígenas, personas con discapacidad). En algunos países como EUA, el 
servicio universal además puede tener una finalidad de planeación demo-
gráfica para incentivar regiones distintas en lugar de la concentración po-
blacional en zonas metropolitanas.208

Disponibilidad, asequibilidad y accesibilidad son las características que 
debe tener cualquier programa o política de servicio universal. Esto es, el 
servicio universal debe: 1. estar disponible a todos, sin importar la ubica-
ción geográfica y con el mismo nivel de servicio o calidad, 2. ser asequible 
lo cual comprende que los precios sean razonables y que no se cobren 

208El servicio universal en EUA comprende: 1. usuarios de bajos ingresos a los que se les da 
un descuento, 2. financiamiento para la atención de zonas de alto costo para la provisión de servi-
cios de telecomunicaciones, 3. escuelas y librerías, y 4. programas para atención médica en zonas 
rurales con conexión a centros médicos urbanos. Cfr. ocde (Directorate for Science, Technology and 
Industry), Rethinking Universal Service for a Next Generation Network Environment, DSTI/ICCP/
TISP(2005)5/FINAL, https://www.oecd.org/dataoecd/59/48/36503873.pdf, 2006, p. 10.
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servicios no indispensables para el usuario, lo anterior con la finalidad de 
que la población en general pueda pagarlos de acuerdo con el nivel de pre-
cios al consumidor de la región o país de que se trate,209 y 3. ser accesible, 
es decir, que cualquier persona, independientemente de si tiene o no alguna 
discapacidad, pueda tener acceso a los servicios en igualdad de condicio-
nes.210 Por su parte, el Documento de Referencia de la omc exige que las 
obligaciones de servicio universal sean transparentes, no discriminatorias, 
competitivamente neutrales y no más onerosas de lo necesario.211

La definición de los servicios que comprende el servicio universal es 
dinámica y varía de país en país. Dentro de los factores que influyen en 
los servicios incluidos se encuentra la topografía, la distribución de la 
población, el nivel de desarrollo de las redes y la economía del país. En 
función del país, el servicio universal puede ser desde la existencia de un 
teléfono público para una población de cierto número mínimo de habitan-
tes hasta la provisión de servicio de Internet funcional.212 

Diversas naciones cuentan con criterios para adicionar y mejorar los 
servicios dentro del servicio universal como: 1. el servicio debe ser esen-
cial como para justificar la intervención gubernamental a través de los 
programas respectivos, 2. el uso del servicio por la población debe ser 
generalizado, 3. la justificación de la intervención pública para la presta-
ción de dichos servicios, 4. el impacto en la población que no tiene acce-
so a esos servicios, y 5. los avances tecnológicos. 

Durante la era previa a la apertura a la competencia de las telecomuni-
caciones, el monopolio estatal de telefonía estaba obligado a cumplir con 
determinadas metas de servicio universal. Se utilizaban también los subsi-
dios cruzados para financiar políticas de servicio universal. Así, por ejem-
plo, los servicios de telefonía local eran subsidiados por los servicios de 
larga distancia. Mientras no existía un mercado liberalizado de telecomu-
nicaciones, el efecto era que los usuarios de servicios de larga distancia 
financiaban a los de telefonía local. 

209En la UE los estados promueven que los operadores que tengan obligaciones de servicio 
universal, ofrezcan tarifas preferenciales a personas de bajos ingresos o de grupos vulnerables. 
Asimismo, en EUA existen programas dirigidos a personas de bajos ingresos para ofrecer descuen-
tos por conexión (link-up program) y para la renta mensual del teléfono (lifeline assistance). 

210La asequibilidad está relacionada con el precio de los servicios de telecomunicaciones, en 
tanto la accesibilidad lo está con la posibilidad real de hacer uso de éstos.

211omc, México. Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, 
gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril de 1997, párrafo 3.

212En la UE el servicio universal consiste en una conexión desde una ubicación fija a la red 
telefónica que permita realizar llamadas (locales, nacionales e internacionales), enviar fax, transmi-
tir datos a velocidades suficientes para un acceso a Internet funcional. Artículo 4 de la Directiva de 
Servicio Universal.
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Al privatizarse el monopolio estatal, generalmente se redistribuyeron 
las obligaciones de servicio universal como parte de la concesión o licencia 
otorgada. Sin embargo, en muchos casos, ello no fue suficiente para cubrir 
las necesidades y hubo que incurrir en otros esquemas. Éstos han sido, 
entre otros: 1. imponer obligaciones de servicio universal en los títulos 
habilitantes de todos los operadores de telecomunicaciones, 2. designar a 
uno o varios operadores para prestar dicho servicio, y 3. crear fondos de 
servicio universal. El esquema adoptado por un gobierno debe regirse por 
los principios de objetividad, publicidad, no discriminación, proporcionali-
dad, eficacia y neutralidad competitiva.213 Además debe considerar que las 
obligaciones de proveer servicio universal tienen efectos muy distintos en 
el operador histórico y/o en el dominante, que sobre los nuevos entrantes. 
Por ende, la imposición de aquellas en los títulos de concesión puede ser 
muy gravosa y tener efectos contrarios a la competencia.

En cuanto a las fuentes de financiamiento del servicio universal, éstas 
no deben distorsionar el mercado y deben ser transparentes tanto para los 
competidores como para el público en general. Los gobiernos han recurri-
do a diversas maneras de financiamiento como: 

•	 los subsidios cruzados. Éstos distorsionan significativamente el mercado; 
•	 una contribución o impuesto sobre servicios de telecomunicaciones. Se 

considera que el establecer impuestos a los servicios de telecomunicaciones 
reduce el incentivo para utilizarlos;

•	 una tasa por número telefónico. Ésta repercute negativamente en los usua-
rios de bajos ingresos que deberán pagar por su número telefónico, en 
tanto que los grandes usuarios pueden implementar sistemas para tener un 
solo número telefónico eludiendo el pago de esta tasa;

•	 una contribución sobre los ingresos de los operadores por los servicios que 
presta bajo su título habilitante. Las contribuciones o tasas para los opera-
dores de telecomunicaciones generalmente se trasladan a las tarifas de los 
usuarios finales, por lo que éstos podrían llegar a estar injustamente finan-
ciando la política de servicio universal;

•	 la distribución del costo del servicio universal entre todos los operadores de 
telecomunicaciones;

•	 la utilización de los ingresos derivados de la privatización de las empresas 
de telecomunicaciones;

213La neutralidad competitiva requiere que el financiamiento de proyectos de servicio universal 
no beneficie a operadores en específico, ni otorgue exclusividades, ni impida que los usuarios elijan 
libremente entre prestadores de servicio.
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•	 la utilización de los pagos por uso del espectro radioeléctrico;
•	 el destinar parte del presupuesto de egresos del gobierno. 

Los fondos de servicio universal son actualmente el mecanismo más 
utilizado al considerarse más transparentes, eficaces y eficientes que otros 
medios. Un fondo de servicio universal debe: 1. definir qué servicios se 
incluirán, 2. ser tecnológicamente neutro, evitando favorecer un tipo de 
tecnología o red sobre otro (p.ej., favorecer el cableado sobre redes sateli-
tales), 3. determinar el área de cobertura y, en su caso, el grupo vulnerable 
al que se dirige (p.ej., personas con discapacidad), 4. señalar si será uno o 
varios operadores quienes presten el servicio en la misma área, 5. precisar 
si se otorgarán o no bandas de frecuencias, y 6. detallar el esquema y pro-
ceso para la adjudicación de los fondos (p.ej., licitación pública). La licita-
ción pública puede adoptar diversas modalidades como subasta simultá-
nea descendente o sobre cerrado, siendo el licitante ganador aquel que 
solicite el subsidio más bajo para prestar el servicio universal en el área 
geográfica o al grupo vulnerable de que se trate.

La determinación del área geográfica para la prestación del servicio 
universal es fundamental, toda vez que existe una asimetría en cuanto a la 
información con la que cuenta el operador histórico o el dominante y aque-
lla que tiene la autoridad de comunicaciones y los demás competidores. En 
este sentido, puede darse el caso que al establecer áreas pequeñas, el ope-
rador histórico o el dominante puedan beneficiarse tanto de la mayor in-
formación con la que disponen a nivel local como de economías de escalas 
que le permite prestar servicio en mayor número de áreas locales aunque 
sean pequeñas, mientras que a los competidores no les resultaría rentable 
por el tamaño del área.214 

En la mayoría de las ocasiones la existencia de un fondo para el servi-
cio universal no implica que el servicio de telecomunicaciones al usuario 
final sea gratuito, sino simplemente que, tras la financiación por el fondo, 
el precio final será asequible dadas las circunstancias geográficas del área 
correspondiente o la situación del grupo vulnerable en cuestión.

La rendición de cuentas en cuanto a la prestación del servicio univer-
sal es fundamental, independientemente de si se trata de obligaciones 
contenidas en el título de concesión o licencia, o derivadas de una licita-
ción pública para obtener financiamiento de un fondo para el servicio 
universal. Esa rendición de cuentas debe incluir información sobre la 

214Cfr. Jean-Jacques Laffont y Jean Tirole, op. cit., nota 181, pp. 238-239.
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calidad del servicio que está prestándose y demostrar que los usuarios 
finales no están pagando por servicios no necesarios para el servicio 
primario. Este punto cobra relevancia con las rsg que al proveer acceso 
a la red telefónica, pueden prestar otros servicios de valor agregado (p.ej., 
buzón de voz, llamada en espera) que no son considerados básicos den-
tro de una política de servicio universal. Sin embargo, el operador puede 
estar incluyendo estos servicios de valor agregado dentro del costo del 
servicio básico.

Finalmente, la autoridad debe asegurarse que el operador que confor-
me a su título de concesión o licencia deba cumplir con ciertas obligaciones 
de servicio universal, no financie la realización de éstas con los fondos 
para el servicio universal, toda vez que sería una práctica indebida que 
favorecería injustificadamente al operador histórico. 

Servicio universal en México

Programas de Telefonía Rural y Casetas Públicas

En 1976, la concesión de la entonces empresa de participación estatal, Telé-
fonos de México, S.A., establecía que: “el concesionario, dentro de sus posi-
bilidades económicas, se obliga a participar en los programas de Telefonía 
Rural”.215 Al modificarse dicha concesión en 1990 como un paso previo a su 
privatización, se incluyeron ciertas condiciones considerando que Telmex era 
el concesionario de la red con cobertura nacional (véase capítulo VI, sección 
“Hacia la liberación de las telecomunicaciones”, p. 169). De esta manera se 
estableció el objetivo del servicio universal como el “(…) lograr que en el 
menor plazo posible cualquier persona pueda tener acceso al servicio tele-
fónico básico, en su modalidad de caseta telefónica pública o de servicio 
domiciliario (…)”, encomendando a Telmex el logro de este objetivo de acuer-
do con los programas que concertara con la sct cada cuatro años.216 

Conforme a la concesión de Telmex, los programas de telefonía rural 
deben considerar la demanda previsible y los costos de proporcionar el 
servicio.217 En cuanto al programa de casetas públicas, Telmex debe ins-
talar y mantener operando las casetas públicas que se acuerden cada 

215Cláusula Tercera de la concesión para construir, operar y explotar una red de servicio públi-
co telefónico, otorgada a Teléfonos de México, S.A., el 10 de marzo de 1976.

216Condición 3.1 de la Modificación de la Concesión de Telmex y de la Modificación de la Con-
cesión de Telnor.

217Condición 3.4 de la Modificación de la Concesión de Telmex y de la Modificación de la Con-
cesión de Telnor.
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cuatro años.218 Asimismo, Telmex está obligada a cumplir con los progra-
mas de expansión de telefonía rural y de casetas públicas, debiendo: 1 
publicar sus programas anualmente con información a nivel estatal y de 
las principales ciudades,219 y 2. informar a la Secretaría trimestralmente 
del avance para que ésta evalúe anualmente el cumplimiento a las metas 
establecidas.220

Fondo de Cobertura Social en Telecomunicaciones

Consciente el legislador de que existirían áreas del territorio nacional en 
las cuales no sería atractivo, ni rentable para los concesionarios prestar 
servicios de telecomunicaciones, aquél incluyó una sección de cobertura 
social para atender el servicio universal. La lft dotó de facultades a la Se-
cretaría para elaborar programas de cobertura social y rural para que 
cualquier concesionario los realice.221

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
de 2002 se creó el Fondo de Cobertura Social de Telecomunicaciones en 
los siguientes términos: 

Se crea el Fondo de Cobertura Social de Telecomunicaciones, con objeto de 
incrementar la cobertura, penetración y diversidad de servicios de telecomuni-
caciones entre la población de escasos recursos del medio rural y urbano, al 
que el Ejecutivo Federal, con cargo al presupuesto autorizado de la Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes, aportará la cantidad de $750,000,000.00.
Para administrar los recursos de este Fondo se creará un fideicomiso, el cual 
no se considerará como entidad; dicho fideicomiso contará con un comité 
técnico integrado por representantes del sector público y por personas de re-
conocido prestigio dentro del sector de telecomunicaciones, y estará presidido 
por el Secretario de Comunicaciones y Transportes.
(…)
La Secretaría de Comunicaciones y Transportes, contando con la opinión de 
las cámaras industriales de telecomunicaciones respectivas, someterá a apro-
bación de la Secretaría, con anterioridad al 15 de marzo, las reglas de integra-
ción y operación del comité técnico del fideicomiso, así como los mecanismos 

218Condición 3.5 de la Modificación de la Concesión de Telmex y de la Modificación de la Con-
cesión de Telnor.

219Condición 3.2 de la Modificación de la Concesión de Telmex y de la Modificación de la Con-
cesión de Telnor.

220Condición 7.2 de la Modificación de la Concesión de Telmex y de la Modificación de la Con-
cesión de Telnor.

221Artículo 50 de la lft.
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para la asignación y distribución eficaz, eficiente, justa y transparente de recur-
sos para el logro de sus objetivos (…).222

El comité técnico está presidido por el Secretario de Comunicaciones 
y Transportes, y cuenta con representación de la Cofetel, las secretarías de 
Hacienda y Crédito Público, de Desarrollo Social y de la Función Pública, 
del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C., y representantes 
de la industria. 

El Gobierno Federal elaboró el Indicador de Cobertura Telefónica para 
identificar las localidades con mayor necesidad de infraestructura telefónica. 

(…) el “Indicador de Cobertura Telefónica” que permite medir la necesidad de 
cobertura telefónica de las localidades del país, tomando en cuenta variables 
de infraestructura (oferta) y de ingreso (demanda). El objetivo principal de este 
indicador es detectar aquellas localidades que tengan un mayor déficit de infra-
estructura telefónica (líneas residenciales) y, por otra parte, el perfil de ingreso 
de los hogares, aplicando índices de marginación, variable de ingreso y pobla-
ción potencial a ser beneficiada. 223

Este Indicador permitió seleccionar las localidades para la primera224 y 
la segunda fase.225 En ambas, se dividió a las localidades en dos grupos. El 
primer grupo de mayor grado de marginación en el que se otorgaría una 
aportación no recuperable para la construcción de infraestructura y ban-
das de frecuencias en la banda de 1.5 GHz (en la segunda fase también se 
otorgaron frecuencias en las bandas de 400 MHz). A los habitantes de las 
localidades del primer grupo no se les cobrarían gastos de instalación de 
la línea telefónica. Al segundo grupo se le otorgaría únicamente frecuen-
cias en dichas bandas, sin dar aportación económica alguna. 

Las características de los servicios a proporcionarse en ambos grupos 
de localidades son que: el primer aparato telefónico será sin costo, no ha-

222Artículo Décimo Noveno transitorio del Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
ejercicio fiscal 2002.

223uit, Conferencia Mundial de Desarrollo de las Telecomunicaciones, México-Cobertura Social 
creación del Fondo de Cobertura Social de Telecomunicaciones, Documento INF/13, 2 de marzo de 2006, 
http://www.itu.int/md/D06-DAP1.1.1-INF-0013/es (fecha de consulta: 10 de septiembre de 2007).

224En la primera fase se deben atender a 4,727 localidades rurales de más de 500 habitantes 
sin servicio telefónico domiciliar. Se estima que esta primera fase beneficiará a 4.3 millones de ha-
bitantes. Idem.

225En la segunda fase se deben atender a 7,895 localidades rurales de entre 400 y 5,000 habi-
tantes sin servicio telefónico domiciliar. Se estima que esta segunda fase beneficiará a más de 5.7 
millones de habitantes. Idem.
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brá pago de renta mensual, el tráfico entrante no tendrá costo para el 
usuario, el tráfico saliente se cobrará mediante prepago y la línea deberá 
contar con capacidad de transmisión-recepción de datos y acceso a Inter-
net de al menos 33 Kbps mediante una llamada local.226 Podían participar 
los concesionarios de red pública de telecomunicaciones autorizados para 
prestar servicio local y de larga distancia.

El mecanismo para la licitación fue el de subasta descendente. El crite-
rio para seleccionar al ganador por cada Área de Servicio Local en la lici-
tación pública, fue aquel que solicitara la aportación recuperable más baja 
y que incluyera las localidades del primer y segundo grupo. El licitante 
ganador fue Telmex. 

El objetivo del Programa de Cobertura Social ha sido el de elevar la 
teledensidad y cubrir las necesidades de servicio universal a través de te-
lefonía local (residencial y caseta pública). En consecuencia, el Programa 
de Cobertura Social en México ha estado dirigido esencialmente a pobla-
ciones rurales y marginadas. Está pendiente la atención por medio de este 
Programa a otros grupos vulnerables como el colectivo de personas con 
discapacidad que se analizará a continuación.

Accesibilidad a personas con discapacidad

El 13 de diciembre de 2006, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
aprobó la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad 
(“cdpd”),227 cuya suscripción se abrió el 30 de marzo de 2007.228 La cdpd 
reconoce expresamente una obligación positiva de los estados para asegu-
rar el acceso de las personas con discapacidad, en igsualdad de condicio-
nes, a las tic, incluyendo el Internet. 

Artículo 2. (…) La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualización de 
textos, el Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multi-
media de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el 
lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros modos, medios y for-

226Cfr. Idem.
227Organización de las Naciones Unidas, Convención sobre Derechos de las Personas con Discapa-

cidad, http://www.un.org/spanish/disabilities/convention/signature.html (fecha de consulta: 27 de 
junio de 2007).

228México suscribió la cdpd el 30 de marzo de 2007. El Senado ratificó la cdpd el 27 de septiembre 
de 2007, según decreto del 24 de octubre del mismo año. El Decreto Promulgatorio de la cdpd fue 
publicado el 2 de mayo de 2008 y señaló el 3 de mayo de 2008 y como la fecha de su entrada en vigor.
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matos aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de 
la información y las comunicaciones de fácil acceso;
(…)
Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier dis-
tinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el pro-
pósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y liber-
tades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o 
de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denega-
ción de ajustes razonables;
Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones ne-
cesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebi-
da, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas 
con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, 
de todos los derechos humanos y libertades fundamentales;
Por “diseño universal” se entenderá el diseño de productos, entornos, progra-
mas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida 
posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El “diseño univer-
sal” no excluirá las ayudas técnicas para grupos particulares de personas con 
discapacidad, cuando se necesiten.
(…)
Artículo 9. Accesibilidad.
1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma indepen-
diente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados 
Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas 
con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, 
el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e insta-
laciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como ru-
rales. Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos 
y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a:
(…) 
b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los 
servicios electrónicos y de emergencia.
(…)
2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para:
(…)
f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con 
discapacidad para asegurar su acceso a la información;
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g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas 
y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet;
h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de siste-
mas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en una 
etapa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles al 
menor costo.
(…)
Artículo 21. Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las per-
sonas con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y 
opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en 
igualdad de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de comu-
nicación que elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente 
Convención, entre ellas:
a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al público en 
general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formato accesible y con 
las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad;
b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, los modos, 
medios, y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y todos los 
demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles que elijan las 
personas con discapacidad en sus relaciones oficiales;
c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios al público en general, in-
cluso mediante Internet, a que proporcionen información y servicios en formatos 
que las personas con discapacidad puedan utilizar y a los que tengan acceso;
d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que suministran infor-
mación a través de Internet, a que hagan que sus servicios sean accesibles 
para las personas con discapacidad (…).229

Aun cuando el concepto de discapacidad evoluciona, se considera una 
persona con discapacidad a: 1. la persona que presenta una deficiencia 
física, mental, intelectual o sensorial, 2. permanente o de largo plazo, y 3. 
que limita su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la 
vida diaria o que impiden su participación plena, efectiva y en igualdad de 
condiciones, debido o agravado por el entorno económico y social.230

Asimismo, dentro de la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Informa-
ción se ha reconocido que debe prestarse atención especial a las necesida-

229Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad. 
230Cfr. artículo 1, párrafo segundo, de la cdpd, y artículo 2, fracción XI, de la Ley General para 

las Personas con Discapacidad (México).
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des de personas de edad y con discapacidad: 1. en la elaboración de las 
ciberestrategias nacionales incluyendo medidas educativas, administrati-
vas y legislativas, 2. para el empleo de las tic en la educación y desarrollo 
de recursos humanos, 3. para que los equipos y servicios sean de acceso 
fácil y asequible, de acuerdo con el principio de diseño universal y utilizan-
do tecnologías auxiliares, 4. a fin de promover el teletrabajo y aumentar las 
oportunidades de empleo para personas con discapacidad, 5. para la crea-
ción de contenidos que sean pertinentes para personas con discapacidad, 
y 6. para crear las habilidades necesarias para la utilización de las tic por 
personas con discapacidad.231 

Por su parte, la Conferencia Mundial del Desarrollo de las Telecomuni-
caciones en 2006 en Doha, Qatar, a propuesta de la delegación mexicana, 
creó una cuestión de estudio con la finalidad de analizar políticas y estra-
tegias para promover, desarrollar e implantar las soluciones tecnológicas 
más avanzadas que permitan a las personas con discapacidad acceder a 
los servicios de telecomunicaciones en igualdad de condiciones que el 
resto de la población.232

Tratándose de personas con discapacidad, los principios233 rectores de 
las telecomunicaciones, cuyo propósito es que éstas sean un medio para 
su participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad, son: 

•	 la igualdad de acceso234 para que las personas con discapacidad tengan las 
mismas oportunidades y posibilidades que el resto de la población para utili-
zar las telecomunicaciones, y así se prevenga la discriminación hacia ellas;

•	 la equivalencia funcional, es decir, si se provee una alternativa de comunica-
ción, ésta debe cumplir con la misma finalidad y ser en términos similares 
(p.ej., comunicación en tiempo real);

•	 la accesibilidad para que una persona con discapacidad con sus habilidades 
pueda acceder a las telecomunicaciones de la misma manera que el resto de 

231Cfr. uit, Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información: 1. Declaración de Principios, puntos 
13 y 30; 2. Plan de acción de 12 de mayo de 2004 en los puntos 9 inciso e) y f), 19 y 23; 3. Compro-
miso de Túnez puntos 18 y 20; y 4. Programa de Acciones de Túnez punto 90 incisos c y e.

232uit, World Telecommunication Development Conference Final Report, Doha, Qatar, 7-15 de mar-
zo de 2006: 1. la resolución 56 crea la cuestión de estudio 20/1 de acceso a los servicios de teleco-
municaciones en favor de las personas con discapacidades, y 2. el Doha Action Plan en el apartado 
3.3 incorpora dicha cuestión de estudio y en el apartado 3.4, inciso c), establece la iniciativa especial 
5 de personas con discapacidad para apoyar en la implementación de iniciativas y actividades de 
tic en su beneficio.

233Cfr. artículo 3 de la cdpd, y artículo 5 de la Ley General para las Personas con Discapacidad 
(México).

234Al principio de igualdad de acceso se le conoce también como de equiparación de oportuni-
dades y de acceso comparable.
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los usuarios. Esto es, para que al usar las telecomunicaciones una persona 
con discapacidad no deba basarse en una habilidad específica o sentido 
(p.ej., el sentido auditivo);235

•	 la asequibilidad para que el precio de los servicios, equipos y la tecnología de 
ayuda de telecomunicaciones sea razonable, dadas las circunstancias de la 
región o país de que se trate. Las ayudas técnicas se definen como “Dispo-
sitivos tecnológicos y materiales que permiten habilitar, rehabilitar o com-
pensar una o más limitaciones funcionales, motrices, sensoriales o intelec-
tuales de las personas con discapacidad”.236

•	 el diseño universal que pretende, al crear o realizar un servicio, equipo o 
tecnología, que éste pueda emplearse por todas las personas, sin necesidad 
de adaptaciones o diseños especiales. Cabe destacar que cuando un servi-
cio, equipo o tecnología no cumple con el principio de diseño universal, 
entonces deberán de realizarse las modificaciones y adaptaciones razona-
bles para garantizar que las personas con discapacidad estén en igualdad de 
condiciones que el resto de la población.

Para lograr el acceso de las personas con discapacidad a las telecomu-
nicaciones pueden emplearse diversos medios como la accesibilidad direc-
ta, por opciones estándares o accesorios, a través de la compatibilidad de 
dispositivos de terceros y por medio de ajustes o cambios a los servicios 
y/o equipos. Con el avance tecnológico, los servicios y equipos de teleco-
municaciones permiten más y más la accesibilidad por personas con dife-
rentes discapacidades (p.ej., auditiva, visual, motriz, intelectual). 

Servicios y equipos accesibles

En telefonía están los siguientes servicios accesibles: 1. el servicio de men-
sajes de texto (sms) el cual permite la comunicación entre y con personas 
con discapacidad auditiva, 2. el video, a través de teléfonos, hace posible la 
comunicación con lengua de señas, y 3. los servicios de retransmisión o 
relevo que, a través de una operadora, realiza la comunicación entre y con 
personas con discapacidad auditiva. En el servicio de retransmisión o re-

235La diferencia entre accesibilidad y “usabilidad” es que la accesibilidad busca que las teleco-
municaciones puedan utilizarse por usuarios con distintas capacidades físicas y mentales, en tanto 
que la “usabilidad” permite a los usuarios alcanzar determinadas metas o funcionalidades. Cfr. Paul 
T. Jaeger, “Telecommunications policy and individuals with disabilities: issues of accessibility and 
social inclusion in the policy and research agenda”, Telecommunications Policy, Elsevier (www.scien-
cedirect.com), volumen 30, número 2, marzo de 2006, p. 114.

236Artículo 2, fracción II, de la Ley General para las Personas con Discapacidad (México).
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levo la operadora es el vínculo para realizar una llamada que es equivalen-
te funcional a una llamada entre personas sin discapacidad.237

Los teléfonos o casetas públicas para atender las necesidades de 
personas con discapacidad: 1. deben colocarse a una altura de entre 90 
y 120 centímetros del piso o de la banqueta para permitir que las perso-
nas en silla de ruedas puedan utilizarlos sin ayuda de terceros, 2. deben 
tener control de volumen, ser compatibles con dispositivos de ayuda 
auditiva, tener pantallas de texto y teclado alfanumérico para que las 
personas con discapacidad auditiva puedan comunicarse, y 3. deben 
tener en sistema Braille los teclados y avisos (p.ej., números de servicios 
de emergencia).

Los equipos terminales o de los usuarios de telecomunicaciones pue-
den: 1. incluir funcionalidades de ajuste de volumen para aquellos con 
debilidad auditiva, 2. tener pantallas más grandes para débiles visuales, 
3. contar con software a través del cual las funcionalidades de los telé-
fonos y los mensajes recibidos, se traducen de texto a voz y de voz a 
texto, para personas ciegas o débiles visuales, 4. reconocer comandos 
verbales para que una persona con discapacidad física pueda establecer 
y finalizar comunicaciones sin tener que oprimir tecla alguna, y 5. ser 
compatibles con otros accesorios o tecnología de ayuda que evite la inter-
ferencia, degradación o inutilización de los accesorios de personas con 
discapacidad. La compatibilidad entre tecnologías de ayuda y los equipos 
de telecomunicaciones es fundamental, de lo contrario una persona que 
necesite un dispositivo para escuchar que no sea compatible con el telé-
fono, se verá privada de la comunicación telefónica por la interferencia 
que puede causarse entre el dispositivo y el teléfono.

En cuanto a servicios de televisión, la accesibilidad puede verificarse 
por: 1. el subtitulaje que permite a una persona con discapacidad auditiva, 
recibir la información transmitida en un programa, 2. el traductor a lengua 
de señas de la información divulgada por un noticiario,238 3. la video des-
cripción que permite a personas con discapacidad visual saber qué ocurre 
en la pantalla, además de los diálogos o sonidos,239 y 4. utilizar bandas in-
formativas y con sonido identificador de señal de emergencia por peligros 

237Estos servicios de retransmisión o relevo pueden realizarse a través de la telefonía, por 
medio de Internet o video.

238Con la digitalización de las señales de televisión, es posible introducir esta funcionalidad de 
manera más sencilla que con la televisión analógica.

239La video descripción se refiere a la inserción de audio entre los diálogos de un programa de 
televisión, con la descripción de los elementos visuales fundamentales de dicho programa. Cfr. 
Sección 713(g) [47 U.S.C. 613] de la Communications Act de EUA. 
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de desastre natural o similar para personas con discapacidad auditiva y 
visual, respectivamente.

Para que una página de Internet se considere accesible240 se requiere 
que: 

•	 el contenido de la página de Internet pueda percibirse por los usuarios con 
discapacidad. Para ello, se requiere que: 1. se provea texto de todo lo que no 
sea texto (p.ej., incluir el texto de un audio en la página de Internet), 2. si 
existen elementos decorativos, la tecnología de ayuda los pueda ignorar, y 3. 
si se está realizando una transmisión multimedia en vivo, se provea de sub-
titulaje;

•	 las interfases de los componentes sean operables. Esto es que: 1. las funcio-
nalidades del contenido se puedan accionar a través del teclado, sin que 
dependan de un tiempo específico para accionarse, 2. los usuarios son los 
que controlan el tiempo para su interacción o para la lectura del contenido, 3. 
se provean mecanismos para que el usuario pueda encontrar el contenido 
y pueda navegar, sin tener que pasar por todos los módulos del sitio de 
Internet, y 4. se provea ayuda a los usuarios para evitar cometer errores, así 
como para poder corregirlos;

•	 ordene el contenido de manera comprensible: 1. utilizando lenguaje sencillo 
o, si es una página especializada, proveyendo una explicación simple para 
una persona ordinaria, y 2. buscando que los títulos y etiquetas tengan una 
relación lógica y predecible con el contenido;

•	 el contenido pueda utilizarse con la tecnología actual y futura, debiendo ser 
compatible con tecnologías de ayuda (p.ej., lectores ópticos).

Experiencia comparada

Estados Unidos de América

En EUA, la Communications Act señala que, siempre que sea realizable sin 
mucha dificultad o costo, los fabricantes de equipos de telecomunicaciones 
deben asegurar que éstos estén diseñados para ser utilizables por perso-
nas con discapacidad y los proveedores de servicios deben asegurar que 
los servicios sean accesibles por personas con discapacidad.241 

240Cfr. Ben Caldwell et al., Web Content Accessibility Guidelines 2.0, W3C, http://www.w3.org/
TR/2006/WD-WCAG20-20060427/ (fecha de consulta: 5 de enero de 2007).

241Sección 255 [47 U.S.C. 255] de la Communications Act de EUA, en relación con la sección 
301(9) [42 U.S.C. 12181(9)] de la Americans with Disabilities Act de 1990 de EUA.
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Los departamentos y agencias federales de EUA están obligadas a que la 
tecnología de información y electrónica: 1. asegure que sus empleados con 
discapacidad tengan acceso a información comparativamente igual a aquella 
a la cual tienen acceso empleados sin discapacidad, y 2. permita que las per-
sonas con discapacidad del público en general tengan acceso a información 
y servicios de una manera comparable a aquellas sin discapacidad.242

Existe también la obligación de garantizar243 que las personas con 
discapacidad auditiva puedan acceder al servicio telefónico y que los te-
léfonos puedan utilizarse de manera efectiva con dispositivos de tecnolo-
gía de ayuda auditiva.244 En EUA existe el servicio de retransmisión o 
relevo de telecomunicaciones que es un servicio de transmisión telefóni-
ca que permite que una persona con discapacidad auditiva o de habla 
(lenguaje) pueda comunicarse con otra persona oyente, en una manera 
que es equivalente funcional a la comunicación entre personas que no 
tengan discapacidad auditiva o de habla. Los usuarios de los servicios de 
retransmisión de telecomunicaciones pagan las mismas tarifas que el 
servicio de comunicación que sea el equivalente funcional (p.ej., larga 
distancia). Para acceder al servicio de retransmisión se puede realizar por 
medio de: 1. teléfonos de texto marcando el código 7-1-1, 2. Internet (ip 
relay services) a través de la página del proveedor de servicios, o 3. por 
video (video relay services). Todos los operadores (common carriers) que 
prestan servicios de telecomunicaciones interestatales están obligados a 
proporcionar servicios de retransmisión de telecomunicaciones, por sí 
mismos o a través de terceros. 

Dentro de los servicios de retransmisión están:245 

•	 el de texto a voz para usuarios con discapacidad auditiva.
•	 la retransmisión de oído (hearing carry over) que permite que una persona 

con discapacidad de lenguaje escriba el texto de lo que quiere expresar al 
usuario destinatario para que la operadora lea dicho texto, y al mismo tiempo 
utilice su sentido auditivo para escuchar lo que dice el usuario destinatario;

•	 la retransmisión de voz (voice carry over) en el que una persona con discapaci-
dad auditiva que puede hablar, ocupa su voz para comunicarse con el usuario 
destinatario y la operadora transcribe lo que el usuario destinatario dice;

242Sección 508 [29 U.S.C. 798] de la Rehabilitation Act de EUA.
243Sección 710 [47 U.S.C. 610] de la Communications Act de EUA.
244La fcc puede exentar en determinadas circunstancias el cumplimiento de esta disposición y 

deberá periódicamente revisar si se justifica el preservar la exención correspondiente. 
245Cfr. 47 C.F.R. § 64.601 - 64.605, Regulations for the Provision of Telecommunications Relay Ser-

vices (trs) de la fcc de EUA.
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•	 la retransmisión de voz a voz (speech-to-speech) permite que las personas 
con discapacidad de lenguaje se puedan comunicar con otros usuarios, en 
este caso, la operadora está capacitada para comprender patrones de habla 
de personas con discapacidad de lenguaje y transmitir oralmente las pala-
bras de la persona con esa discapacidad;

•	 el servicio de retransmisión en otros idiomas como el español;
•	 el de video que permite la comunicación de una persona que utiliza lengua 

de señas con otra que no la conoce, en este servicio la operadora traduce la 
comunicación de lengua de señas a lenguaje hablado para el usuario desti-
natario y traduce lo hablado por el usuario destinatario a lengua de señas 
para que la persona signante en lengua de señas reciba la comunicación. 

Los anuncios producidos o financiados gubernamentalmente por EUA 
que sean transmitidos por televisión deben incluir el subtitulaje del conte-
nido expresado verbalmente.246 Asimismo, conforme a un calendario esta-
blecido por la fcc los programas de televisión deben contener subtitulaje.247 
Por ejemplo, a partir del 1o. de enero de 2006 todos los programas produ-
cidos en inglés deben tener subtitulaje.248 Finalmente, para proporcionar 
información de emergencia, las estaciones de radio, de televisión abierta, 
televisión restringida o de paga (p.ej., televisión por cable o por satélite), 
están obligadas a incluir subtítulos en programas de televisión y a poner 
sonidos distintivos que alerten a una persona con discapacidad visual de 
que existe alguna situación de emergencia.

Unión Europea

La UE, en la Directiva de Servicio Universal, establece una obligación 
para los estados miembro de adoptar “medidas específicas para garanti-
zar que los usuarios finales con discapacidad tengan un acceso a los 
servicios telefónicos disponibles al público, incluidos los servicios de 
urgencia, los servicios de información sobre números de abonados y las 
guías, equivalente al que disfrutan otros usuarios finales”.249 Asimismo, 
deben garantizar que los usuarios con discapacidad puedan tener la 
capacidad de elección de prestadores de servicios de que disfruta la 
mayoría de los usuarios.250 La calidad de la prestación del servicio uni-

246Sección 711 [47 U.S.C. 611] de la Communications Act de EUA.
247Sección 713 [47 U.S.C. 613] de la Communications Act de EUA, en relación con 47 C.F.R. 

Part 79.1.
24847 U.S.C. 613 de la Communications Act de EUA, en relación con 47 C.F.R. Part 79.1 (b)(1) (iv).
249Artículo 7, párrafo 1 de la Directiva de Servicio Universal.
250Artículo 7, párrafo 2 de la Directiva de Servicio Universal.
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versal a usuarios con discapacidad podrá tener normas adicionales para 
evaluar el rendimiento.251 En cuanto a teléfonos públicos, éstos deben 
satisfacer las necesidades de accesibilidad de los usuarios con discapa-
cidad.252 

Argentina, Chile y Colombia

En Argentina se expidió el Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y 
Domiciliar para Personas Hipoacúsicas o con Impedimento del Habla 
(1996)253 que establece: 1. las personas hipoacúsicas y/o con impedimento 
del habla o con problemas de comunicación oral (“hih”) tienen derecho a 
servicios de telefonía básicos y de telecomunicaciones en general, a pre-
cios convenientes y razonables254 2. la obligatoriedad para los prestadores 
del servicio básico telefónico de proveer éste a personas hih en igualdad 
de condiciones, tiempos y prestación255 3. los prestadores de servicios bá-
sicos telefónicos deben instalar aparatos de telefonía pública accesibles 
para personas hih256 4. los aparatos telefónicos (públicos y privados) deben 
tener la funcionalidad de control de volumen257 y ser compatibles con sis-
temas de ayuda auditiva,258 y (5) los centros de comunicación de teléfonos 
para personas hih son para el servicio de intercomunicación entre perso-
nas con un teléfono ordinario y aquellos con un aparato especial.259 Los 
centros de comunicación de teléfonos para personas hih se acceden me-
diante un número de acceso gratuito y pueden realizar comunicaciones 
locales, de larga distancia nacional o internacional.260

Asimismo, Argentina dentro de los objetivos del servicio universal 
contempla que todos sus habitantes tengan posibilidades de acceder a 
servicios de telecomunicaciones, especialmente aquellos “que tengan limi-

251Artículo 11, párrafo 2 de la Directiva de Servicio Universal.
252Artículo 6, párrafo 1 de la Directiva de Servicio Universal.
253Resolución SC Nº 26878/96 - Anexo I (República de Argentina).
254Artículo 6 del Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y Domiciliar para Personas Hi-

poacúsicas o con Impedimento del Habla (República de Argentina).
255Artículos 8 incisos a) y d) del Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y Domiciliar para 

Personas Hipoacúsicas o con Impedimento del Habla (República de Argentina).
256Artículo 13 del Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y Domiciliar para Personas Hi-

poacúsicas o con Impedimento del Habla (República de Argentina).
257Artículo 14 del Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y Domiciliar para Personas Hi-

poacúsicas o con Impedimento del Habla (República de Argentina).
258Artículo 15 del Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y Domiciliar para Personas Hi-

poacúsicas o con Impedimento del Habla (República de Argentina).
259Artículo 17 del Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y Domiciliar para Personas Hi-

poacúsicas o con Impedimento del Habla (República de Argentina).
260Artículo 18 del Reglamento del Servicio de Telefonía Pública y Domiciliar para Personas Hi-

poacúsicas o con Impedimento del Habla (República de Argentina).
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taciones físicas”.261 Este colectivo de personas tiene un programa especial 
al considerar que esos servicios son potencialmente subsidiables.262 Dicho 
programa consiste en la provisión de estaciones terminales especiales, así 
como de otros mecanismos determinados por la autoridad que se requie-
ran para la atención de clientes con limitaciones físicas.263

En Chile se reconoce como parte de los objetivos de acceso universal 
lo relativo a personas con discapacidad como un mandato hacia su plena 
integración social.264 Asimismo, existe normatividad que reconoce que 

el acceso igualitario impone que todos los habitantes de la República puedan 
acceder a algún tipo de terminal de telecomunicaciones que le ofrezca interco-
nectividad y niveles crecientes de interactividad con una oferta de servicios, a 
través de los medios de telecomunicaciones que el avance tecnológico pone 
a disposición de la comunidad en general, con independencia de las limitacio-
nes físicas, auditivas o visuales que les aquejen, a un precio razonable y en 
condiciones técnicas idóneas.265 

Esa normatividad chilena obliga a los prestadores de servicios desde 
teléfonos públicos a que cuenten con un porcentaje determinado de teléfo-
nos aptos para utilizarse por personas con distintas discapacidades.266 
Esto implica, entre otros, que los teléfonos públicos deben tener: 1. una 
altura mínima y una máxima, 2. control de volumen, 3. compatibilidad con 
sistemas de ayuda auditiva, y 4. indicadores en Braille. La instalación de 
centros de intermediación será por cuenta de los prestadores de servicios 
y no deberá pagar el usuario costo adicional alguno por utilizar dichos 
centros.

Colombia, por su parte, ha establecido centros de relevo en Bogotá 
desde 2001, en Medellín desde 2002 y otro a nivel nacional para que las 

261Artículo 5 del Reglamento General del Servicio Universal (Anexo III del Decreto Nº 764/2000) 
(República de Argentina).

262Artículo 8 del Reglamento General del Servicio Universal (Anexo III del Decreto Nº 764/2000) 
(República de Argentina).

263Artículo 26 del Reglamento General del Servicio Universal (Anexo III del Decreto Nº 764/2000) 
(República de Argentina).

264Título IV de la Ley General de Telecomunicaciones en relación con los artículos 19 y 21 de 
la Ley 19,284 (1994) por la que se establece las normas para la plena integración social de personas 
con discapacidad (República de Chile).

265Subsecretaría de Telecomunicaciones del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones 
(República de Chile), Norma técnica relativa a la prestación del servicio público telefónico, prestado a 
discapacitados, a través de teléfonos públicos, de 10 de marzo de 2000 (DO 16 de marzo de 2000), in-
ciso b) de los Considerandos.

266Para el año 2010 el 8 por ciento de los teléfonos públicos deberán cumplir con criterios de 
accesibilidad.
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personas sordas puedan realizar llamadas telefónicas accediendo al cen-
tro de relevo a través de un teléfono de texto o por medio del chat, para 
que el asistente de comunicación establezca la comunicación entre un 
usuario sordo y otro oyente. El centro de relevo en Bogotá y el de Mede-
llín son para comunicaciones dentro de su respectiva área metropolitana, 
en tanto que a través del centro de relevo nacional se pueden realizar 
llamadas nacionales e internacionales mediante el uso de tarjetas de 
prepago. 

Actualmente el proyecto “Telefonía Accesible” del Ministerio de Co-
municaciones de Colombia pretende que las personas con discapacidad 
auditiva accedan al servicio de telefonía a través de centros de relevo y 
mediante la instalación de una red de acceso para la utilización de este 
servicio.267 Finalmente, al crearse la televisión privada se ordenó que “…
Se deberá incluir el sistema de subtitulación o lengua manual para garan-
tizar el acceso de este servicio a las personas con problemas auditivos o 
sordas”.268

México

México aún tiene mucho por hacer en cuanto a la accesibilidad a las tele-
comunicaciones por personas con discapacidad. La incorporación reciente 
de la cdpd como parte de la Ley Suprema de México deberá ser la base 
jurídica para hacer realidad la accesibilidad.

La Ley General de las Personas con Discapacidad269 establece que las 
autoridades deben impulsar programas para permitir la accesibilidad a los 
medios de comunicación y éstos deben utilizar tecnología para permitir a 
la comunidad de sordos acceder al contenido de la programación.270 Sin 
embargo, por una parte, no reconoce si las personas con discapacidad 
tienen algún derecho preferente para el acceso a las telecomunicaciones y, 
por otra, en cuanto al contenido de programación, lo limita a los medios de 
comunicación (excluyen contenidos por Internet) y a la comunidad de sor-
dos (excluyendo otros tipos de discapacidades).

En cuanto a las estaciones de radiodifusión de televisión (bandas vhf 
y uhf) la Norma Oficial Mexicana señala que las transmisiones de señales 
de televisión pueden utilizar la línea 21 para transmisiones opcionales de 

267Plan Nacional de Discapacidad 2002-2006, República de Colombia, capítulo 7 “Derecho a la 
Comunicación e Información”.

268Artículo 12 de la Ley 335 de 1996 relacionada con la Comisión Nacional de Televisión (cnt) 
y mediante la cual se crea la televisión privada.

269Ley General de las Personas con Discapacidad publicada en el dof de 10 de junio de 2005.
270Artículos 17 fracción I y 18 de la Ley General de las Personas con Discapacidad.
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subtitulaje restringido y para que los televisores puedan recibir informa-
ción para ayuda a personas con discapacidad auditiva.271

La Cofetel propuso, a partir de 2004, la inclusión de una condición en 
los títulos de concesión de redes públicas de telecomunicaciones que obli-
ga al concesionario a elaborar un plan sobre las medidas y adecuaciones 
que realizará para satisfacer las necesidades de comunicación de usuarios 
con discapacidad. A pesar de que dicha condición ha sido incluida en di-
versos títulos de concesión, no se ha cumplido con ella y la autoridad no 
ha sido eficaz en obligar a su cumplimiento.

En México no existe normatividad alguna que obligue a los prestadores 
de telefonía pública a cumplir con las características esenciales para que 
los teléfonos públicos sean accesibles. Tampoco existen servicios o centros 
de retransmisión o relevo, ni obligación de que los equipos de telecomuni-
caciones sean accesibles. A la fecha, la cobertura social o el acceso univer-
sal aún no consideran las necesidades de personas con discapacidad. 

Para cumplir con la cdpd, el marco jurídico mexicano deberá contener 
las disposiciones necesarias para asegurar el acceso a los servicios de tele-
comunicaciones por personas con discapacidad a fin de que puedan recibir 
los beneficios de los avances tecnológicos en las mismas circunstancias 
que las personas sin discapacidad. 

Derecho de los usuarios de telecomunicaciones

La finalidad de las telecomunicaciones es que los usuarios puedan contar 
con más servicios, de mejor calidad y a precios asequibles. Los usuarios 
tienen derechos generales como consumidores (p.ej., derecho a no recibir 
servicios no contratados expresamente) y derechos especiales en cuanto a 
la naturaleza de los servicios de telecomunicaciones. Éstos deben prestar-
se sin discriminación alguna a todos los usuarios. Uno de los derechos 
más importantes del usuario es estar informado, ello para que pueda tomar 
decisiones apropiadas con base en sus requerimientos. 

La información debe ser clara, estar actualizada y ser de fácil compren-
sión. La información mínima para cualquier usuario incluye: datos del 
operador (nombre, domicilio, teléfono, correo electrónico y, en su caso, 
página de Internet), condiciones generales del servicio (p.ej., tipo de servi-

271Norma Oficial Mexicana nom-03-sct193, especificaciones y requerimientos para la instalación y 
operación de estaciones de radiodifusión de televisión monocroma y a color (bandas vhf y uhf), según su 
modificación publicada en el dof de 4 de mayo de 2004, capítulo 8.
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cio, cobertura geográfica), las tarifas (p.ej., detallando si se cobra por segun-
do, minuto, bytes, evento o renta mensual), fechas y formas de pago, siste-
ma de atención al cliente, sistema de recepción de quejas y reparación de 
fallas, políticas de compensación (p.ej., bonificación o reembolso por interrup-
ción del servicio por causas no imputables al usuario), mecanismos para 
resolver disputas. Los operadores están obligados a tener disponible públi-
camente esta información y el acceso debe ser sencillo. La publicidad de los 
operadores de telecomunicaciones debe ser completa, veraz y que no in-
duzca a confusión o error por ser inexacta, exagerada o parcial.272 

Dentro de los derechos de los usuarios especiales para el sector de 
telecomunicaciones se encuentran el de acceso a directorios de usuarios, 
a servicios de emergencia273 y de comunicaciones vía operadora (incluyen-
do aquellas de cobro revertido).274 Asimismo, los usuarios tienen derecho 
a la privacidad de sus datos y a la no intervención de sus comunicaciones, 
salvo que exista una orden de la autoridad competente. Los usuarios deben 
tener la posibilidad de bloquear o restringir ciertos servicios proporciona-
dos por el mismo operador como pueden ser las llamadas de larga distan-
cia, a celulares o respecto a servicios con sobrecuota.275 Los usuarios de-
ben poder conectar sus equipos terminales, cableados internos y redes 
privadas con la de los operadores de redes públicas de telecomunicacio-
nes.276 A través de la portabilidad (véase capítulo III), los usuarios tienen 
derecho a conservar su número aun cuando se cambien de prestador de 
servicios de telecomunicaciones.

En cuanto al servicio de larga distancia, se ha reconocido el derecho 
de los usuarios a seleccionar al operador que les prestará dicho servicio, 
independientemente de quién les provea el servicio local. Para ello existen 
dos mecanismos: 1. el de selección por marcación en el que el usuario cada 

272En México esto está previsto en el artículo 68, último párrafo, de la lft y el artículo 32 de la 
Ley Federal de Protección al Consumidor.

273En cuanto a servicios como de VoIP, existe discusión sobre si los proveedores de este servicio 
deben proporcionar acceso a servicios de emergencia. Esto cobra especial importancia porque los 
servicios de emergencia generalmente pueden identificar la localidad o el área en la que está suce-
diendo el evento, mientras que el servicio de VoIP aún no proporciona información sobre la ubicación 
real de la persona al momento de establecer una comunicación a servicios de emergencia.

274En México estos derechos están establecidos en el artículo 48 de la lft.
275En México los números 01-900 son aquellos que cobran una tarifa por minuto para utilizar 

el servicio de que se trate (p.ej., hacer citas para obtener visa en la Embajada de EUA, consultar 
horóscopos). Véase numeral 5.3 del Plan Técnico Fundamental de Numeración.

276En el sector de las telecomunicaciones se dieron muchos casos en que los operadores prohi-
bían a los usuarios conectar sus equipos terminales o redes privadas, obligándolos a adquirir éstos del 
propio operador. Un operador de telecomunicaciones sólo podría negarse a dicha conexión de manera 
justificada cuando ésta pudiera poner en riesgo la red o los equipos estuvieran en contra de la norma-
tividad establecida. Para México, véase la fracción IX del artículo 44 de la lft.
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vez que realiza una llamada, debe marcar ciertos números que son el 
código de identificación de su operador de larga distancia, y 2. el de pre-
suscripción en el que el usuario designa al operador de antemano y a 
partir de ahí, todas las llamadas son realizadas de manera normal sin te-
ner que marcar ningún código de identificación de su operador de larga 
distancia. 

Los usuarios tienen derecho y los operadores están obligados a ce-
lebrar contratos respecto a los servicios de telecomunicaciones. Debido 
a que estos contratos son en su mayoría de adhesión o contratos tipo, en 
los que los usuarios no pueden negociar sus términos y condiciones, mu-
chos países exigen que la autoridad reguladora o de protección al consu-
midor los apruebe antes de utilizarse. Cuando se trata de servicios de tele-
comunicaciones de prepago, los términos y condiciones de contratación 
deben estar a disposición del usuario para su consulta. 

Los contratos deben establecer: 1. el nombre y domicilio del operador, 
2. los servicios objeto del contrato, su calidad y cobertura geográfica, 3. las 
tarifas y el mecanismo de tasación y facturación, 4. el plazo de inicio del 
servicio y la vigencia del contrato, 5. las causas de terminación del contrato, 
6. las condiciones para la compensación y reembolso por incumplimiento de 
los términos por parte del operador, 7. el tipo de servicio de atención al clien-
te, y 8. el procedimiento de resolución de quejas y disputas entre el usuario 
y el operador. Si el operador pretende modificar los términos del contrato, 
deberá notificar con un plazo razonable para que el usuario decida si otor-
ga su consentimiento o da por terminado el contrato sin responsabilidad 
para el mismo. 

Los prestadores de servicios de telecomunicaciones deben tener un 
servicio gratuito de atención a cliente. También deben contar con procedi-
mientos sencillos y expeditos para resolver las quejas que presenten sus 
usuarios, así como para la reparación pronta de las fallas que ocurran. Si 
no se resuelve satisfactoriamente para el usuario la queja, deben existir 
mecanismos para dirimir las controversias que generalmente prevén una 
parte de conciliación entre operador y usuario, y otra parte de litigio. Estos 
mecanismos no deben representar una carga para el usuario, debiendo ser 
sencillos y con plazos predeterminados.

Finalmente, en cuanto a derechos de los usuarios, existe una marcada 
tendencia a que los órganos reguladores de telecomunicaciones cuenten 
con un consejo consultivo para temas del consumidor con la finalidad de 
que al diseñar la política pública o emitir regulación, se considere la pers-
pectiva del usuario final. A manera de ejemplo, en EUA la fcc tiene el Con-
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sumer Advisory Committee277 para hacer recomendaciones en cuanto a 
cuestiones del consumidor, así como para promover la participación de 
consumidores (incluyendo personas con discapacidad y las que viven en 
zonas rurales). Por su parte, en Reino Unido, la Office of Communications 
(Ofcom) constituyó el Consumer Panel que es independiente de Ofcom y 
que cuenta con presupuesto propio para investigación, a fin de que emita 
recomendaciones relacionadas con el interés del consumidor (incluyendo 
consumidores rurales, de edad avanzada, con discapacidad y de bajos in-
gresos) en los mercados regulados por Ofcom.278 

277Los miembros deben ser expertos en su área (p.ej., organizaciones de la sociedad civil, pro-
ductores de equipos, prestadores de servicios de telecomunicaciones) y son seleccionados por el 
presidente de la fcc. Cfr. Federal Communications Commission´s Consumer Advisory Committee Char-
ter, www.fcc.gov/cgb/cac/charter.html (fecha de consulta: 21 de julio de 2007).

278Los miembros son de tiempo parcial y son designados por Ofcom, debiendo tener un balan-
ce de las diferentes especialidades en temas del consumidor y tener representantes de Escocia, 
Gales, Irlanda del Norte e Inglaterra. Véase www.ofcom.org.uk y www.ofcomconsumerpanel.org.uk 
(fecha de consulta: 21 de julio de 2007).
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La experiencia comparada de EUA y la UE reflejan diferentes caminos de 
regulación emprendidos en distintos momentos históricos, pero con la 
misma finalidad: más servicios, de mejor calidad y a menores precios para 
la población, incluyendo a personas con discapacidad. 

En este capítulo se iniciará con la experiencia de EUA en telecomuni-
caciones que tiene particularidades que la distinguen de la de otros países. 
La autoridad reguladora de comunicaciones, la Federal Communications 
Commission (fcc) fue creada desde 1934 y tiene facultades extensas para 
regular (o decidir no regular) a las comunicaciones (telecomunicaciones y 
radio y televisión abierta), así como para ir adaptando la regulación a la 
evolución tecnológica y del mercado. Las decisiones de los tribunales han 
cobrado una importancia preponderante en el marco jurídico de las teleco-
municaciones en EUA, siendo copartícipes en el diseño de éste. Además, 
existe jurisdicción federal y estatal, por lo que los conflictos sobre la com-
petencia entre la fcc y las comisiones estatales ha sido constante. En EUA 
a lo largo del siglo xx se realizaron tres procedimientos por prácticas anti-
competitivas que culminaron en la desinversión de AT&T. Finalmente, con 
las reformas a la Communications Act en 1996, se estableció la diferencia 
entre servicios de telecomunicaciones y servicios de información lo cual 
ha generado innovaciones en éstos mismos que han revolucionado a las 
telecomunicaciones.

La UE ha recorrido un camino distinto. En la década de 1980 contaba 
aún con monopolios de Estado que proporcionaban el servicio telefónico. 
Posteriormente, la UE inicia una liberalización progresiva de distintos mer-
cados de las telecomunicaciones hasta llegar a la apertura total a la com-
petencia. La UE integra en un solo marco regulador convergente de las 
telecomunicaciones, los medios de comunicación (excepto temas de conte-
nidos) y las tecnologías de información, creando así diversas directivas 
sobre comunicaciones electrónicas. En la última revisión al marco regula-

Capítulo V

Experiencia comparada:  
Estados Unidos de América y Unión Europea
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dor de las comunicaciones electrónicas, la UE pretende realizar estudios y 
adoptar medidas para la creación de un mercado transeuropeo de teleco-
municaciones y la flexibilización en el uso del espectro radioeléctrico para 
que sea más eficiente.

Estados Unidos de América

Antecedentes históricos

Telefonía

Alexander Graham Bell obtuvo la patente de invención del primer teléfono 
en EUA en 1876 y comenzó la comercialización de los servicios de telefonía 
con la compañía Bell. Una vez que venció el plazo de la patente de Bell en 
1893-1894, diversas compañías independientes ingresaron al mercado de 
la telefonía aun cuando no existió un marco jurídico del servicio telefónico 
sino hasta 1910. 

La compañía Bell inicialmente buscó los segmentos de mercado de gran-
des volúmenes, conectando las ciudades más grandes y después las más 
pequeñas. Por su parte, las compañías independientes se establecieron en 
lugares no atendidos por la compañía Bell, en los que poco a poco la compa-
ñía Bell comenzó a penetrar para conservar su posición dominante. Así, en 
las primeras décadas del siglo xx los habitantes de diversas localidades de 
EUA tenían la opción de contratar servicios con la compañía Bell o con algu-
na compañía independiente. Empero, ninguna de estas redes estaban inter-
conectadas, ni existía un mandato legal que las obligara a interconectarse.

La Mann-Elkins Act de 1910 fue la primera legislación especializada en 
telefonía que otorgó la categoría de common carrier al servicio telefónico. El 
concepto de common carrier significa que es un servicio público que debe 
prestarse a tarifas razonables y sin discriminación injustificada. De igual 
forma, se previó que la autoridad competente –a nivel federal–, fuera la 
Interstate Commerce Commission encargada también de supervisar a com-
mon carriers de otros servicios como el ferroviario. Cabe señalar que siem-
pre han existido comisiones estatales con competencia en ciertos aspectos 
del servicio telefónico relacionados con las comunicaciones dentro de la 
misma entidad federativa.

La compañía Bell comenzó a comprar compañías independientes que 
eran sus competidoras, a negar interconexión para servicio de telefonía 
local y de larga distancia, así como a rehusarse a vender equipo de telefo-
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nía a sus competidores (p.ej., un amplificador que mejoraba sustancialmen-
te el servicio de larga distancia). En consecuencia, en 1913 el Departamento 
de Justicia de EUA inició su primer procedimiento antimonopolios. En él 
argumentó que la compañía Bell utilizaba indebidamente su dominancia en 
el mercado de larga distancia para forzar a sus competidores en servicio 
local a fusionarse con el sistema Bell o a salirse del mercado. 

Un año después, este procedimiento culminó con el Kingsbury Com-
mitment que, entre otros: 1. obligó a la compañía Bell a interconectar a sus 
competidores de larga distancia (aun cuando no estableció la obligación 
de interconexión a las redes locales), y 2. prohibió la adquisición de otras 
compañías independientes por parte de la compañía Bell (esta prohibición 
fue suprimida por el Congreso de EUA en 1921). En retrospectiva, el 
Kingsbury Commitment hizo poco por limitar el crecimiento y la utilización 
indebida de la posición dominante de la compañía Bell.

Servicios de radiocomunicación

La radiocomunicación de Marconi de finales del siglo xix no tuvo regula-
ción relevante en EUA, salvo por lo que se refiere a una ley expedida en 
1910 la cual exigía llevar un equipo de radiocomunicación inalámbrico a 
los barcos de pasajeros de cierto tamaño con la finalidad de pedir auxilio 
en caso de alguna emergencia. Sin embargo, dicha legislación no ordenaba 
que ese equipo estuviera en funcionamiento. La tragedia del famoso tran-
satlántico inglés Titánic279 y la necesidad de las fuerzas navales de EUA 
de disponer de espectro sin interferencias, dieron origen a la revisión de 
las disposiciones en materia de radiocomunicación en EUA. En 1912 se 
expidió la Radio Act que dividió el espectro de acuerdo con el uso militar, 
comercial y amateur, exigiendo para la radiodifusión la obtención de una 
licencia del Secretario de Comercio.

El incremento de usuarios de bandas de frecuencias ocasionó graves 
problemas de interferencia entre señales; consecuentemente, el Secretario 
de Comercio impuso restricciones a los licenciatarios y negó solicitudes de 
licencia.280 Tras diversas resoluciones judiciales, el Congreso emitió la Ra-

279Cerca del Titánic estaba el barco California que había apagado sus máquinas, lo cual privó 
de energía al sistema de radiocomunicación por lo que no recibió las señales solicitando ayuda. Otro 
barco solamente tenía una persona en el sistema de radiocomunicación en un horario determinado, 
por lo que en el horario en el cual se enviaron señales de emergencia desde el Titánic, no había 
quién las recibiera. Asimismo, la congestión en el tráfico de señales hizo que se recibieran mensa-
jes conjuntos de eventos no relacionados con el Titánic, distorsionando la información.

280Cfr. Stuart Minor Benjamin et al., Telecommunications Law and policy, 2a. ed., Durham, EUA, 
Carolina Academic Press, 2006, pp. 18-21.
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dio Act de 1927 determinando: 1. que el espectro radioeléctrico era un bien 
público, que no podía ser objeto de propiedad privada, 2. la creación de la 
Federal Radio Commission (antecesora de la actual Federal Communications 
Commission), 3. que la utilización del espectro radioeléctrico requeriría de 
una licencia otorgada gratuitamente por no más de tres años por la Federal 
Radio Commission, y 4. que esta comisión ordenaría cuántas estaciones de 
radiodifusión existirían, su cobertura y condiciones de operación.

Communications Act de 1934

En 1934 se publicó la Communications Act original la cual: 1. colocó en el 
mismo marco legal las disposiciones de telefonía, radiocomunicación y 
espectro, abrogando la Mann-Elkins Act de 1910 (servicio telefónico) y la 
Radio Act de 1927, y 2. creó a la fcc, desapareciendo a la Federal Radio 
Commission y eliminando el servicio de telefonía de la jurisdicción de la 
Interstate Commerce Commission. “(…) la estructura de la Ley [Communi-
cations Act de 1934] sigue los lineamientos engañosamente simples de la 
industria de telecomunicaciones tal como el Congreso la encontraba en 
1934 (…)”.281

La Communications Act de 1934 ha sido modificada de manera im-
portante en diversas ocasiones. Ello ha generado que a algunas de esas 
reformas se les refiera como si fueran una ley específica e independiente 
(p.ej., Cable Televisión Consumer Protection and Competition Act de 
1992, Telecommunications Act de 1996). Sin embargo, se trata de modifi-
caciones legales a la misma Communications Act que está establecida en 
el Código de Estados Unidos (United States Code) en el capítulo 47 (47 
U.S.C. §1 et seq.).

Federal Communications Commission

La fcc es una agencia administrativa independiente que le reporta directa-
mente al Congreso de EUA. La fcc fue creada en 1934 teniendo por objeto 
regular las comunicaciones entre los estados de EUA y también las inter-
nacionales, incluyendo servicios de telefonía, satelitales, radio y televisión 
tanto abierta como restringida o de paga. La fcc está a cargo de cinco co-
misionados nombrados por el presidente de EUA y ratificados por el Con-
greso. Por disposición legal, nunca puede haber más de tres comisionados 

281“(…) the structure of the Act follows the deceptively simple outlines of the telecommunica-
tions industry as Congress found it in 1934 (…)”, ibidem, p. 55 [traducción de la autora].
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del mismo partido político en la fcc282 y para ser nombrados deben de estar 
libres de conflictos de intereses financieros con el sector regulado.283 Asi-
mismo, la Sunshine Act prohíbe que tres o más comisionados se reúnan 
para deliberar sobre algún asunto de la fcc, a menos que la reunión sea 
pública y convocada con siete días de anticipación.284

La fcc tiene, entre otras facultades, las siguientes: 1. otorgar y renovar 
licencias para el uso de bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico, 
2. autorizar (o condicionar) la transferencia o cesión de licencias para el uso 
de espectro,285 3. clasificar a las estaciones de radio, establecer la naturaleza 
de los servicios prestados por cada tipo de licencia, asignar bandas de fre-
cuencias y las potencias de cada estación, así como suspender las licencias 
otorgadas en ciertas circunstancias,286 4. requerir información sobre la ad-
ministración de los operadores, los desarrollos y mejoras tecnológicas, así 
como cualquier información necesaria para el desempeño de los deberes 
de la fcc,287 5. exigir que los operadores y las personas que directa o indi-
rectamente los controlan, presenten reportes anuales con información 
corporativa, financiera y operativa detallada,288 6. certificar que la adquisición 
de líneas por un operador common carrier servirá al interés público presen-
te o futuro,289 7. determinar y cobrar las cuotas regulatorias para recuperar 
los costos de actividades regulatorias como de cumplimiento, de política y 
elaboración de regulación, servicios de información a usuarios y activida-
des internacionales,290 y 8. revocar licencias291 e imponer sanciones.292

Para emitir regulación y establecer reglas, la fcc está obligada a llevar 
ciertos procedimientos conforme a la Administrative Procedure Act,293 a 

28247 U.S.C. 154 (b)(5).
28347 U.S.C. 154 (b)(2).
284Cfr. EUA, Sunshine Act, 5 U.S.C. 522b.
28547 U.S.C. 310(d). Esta disposición la ha utilizado la fcc para evaluar fusiones y adquisiciones 

que pueden tener impacto en el mercado en competencia. El estándar referido en esta disposición 
es si la transferencia sirve “al interés público, es conveniente y necesario”. Cfr. Stuart Minor Benja-
min et al., op. cit., nota 280, pp. 1056-1059.

28647 U.S.C. 303.
28747 U.S.C. 218.
28847 U.S.C. 219. Esta disposición prevé que dichos reportes anuales sean muy detallados, 

debiendo incluir –por ejemplo–, costo y valor de las propiedades/equipos del operador, gastos ope-
rativos, ganancias por cada línea de negocios, número de empleados y sus compensaciones econó-
micas, accionistas/socios, tipos de acciones, deudas y los intereses pagados, acuerdos/convenios 
relevantes.

28947 U.S.C. 214(a). Esta disposición también la ha utilizado la fcc para evaluar fusiones y ad-
quisiciones que pueden tener impacto en el mercado en competencia.

29047 U.S.C. 159.
29147 U.S.C. 312.
29247 U.S.C. 502.
2935 U.S.C. 551 et seq.
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saber, el Aviso de Solicitud de Información (Notice of Inquiry) y el Aviso de 
Propuesta de Regulación (Notice of Proposed Rulemaking). El Aviso de So-
licitud de Información presenta un tema o cuestión para comentarios de los 
interesados, sin que la fcc proponga reglas en particular. El Aviso de Pro-
puesta de Regulación es un proyecto de reglas para atender un tema en 
concreto, junto con la discusión y argumentación sobre la justificación de 
las reglas propuestas. Cualquier interesado puede presentar sus opiniones 
en ambos casos. Una vez analizados los comentarios, la fcc expide un In-
forme y Orden (Report and Order) en el que responde a los comentarios 
recibidos y establece las reglas finales, así como su fundamentación y mo-
tivación.294 La regulación expedida por la fcc se compila en el título 47 del 
Code of Federal Regulations. 

Casos relevantes (Hush-A-Phone y Carterphone)

La compañía Bell a lo largo de los años fue creando compañías hasta for-
mar un gran corporativo integrado por diversas empresas como American 
Telephone and Telegraph Company, Inc., Western Electric Company, Inc., 
y Bell Telephone Laboratories, Inc. (el “Sistema Bell”). El gobierno de EUA 
inicia en 1949 un segundo procedimiento antimonopolios al considerar 
que el Sistema Bell había utilizado sus patentes de equipos de telecomuni-
caciones para monopolizar el sector de fabricación y de operación de tele-
fonía. Para 1956 se finalizó este procedimiento a través del denominado 
Consent Decree de 1956 en el que el Sistema Bell (a través de Western 
Electric) produciría equipo sólo para proveer sus servicios de telecomuni-
caciones y se limitaría a proporcionar únicamente servicios de telecomu-
nicaciones considerados de common carriage.295 

Cabe destacar que el Sistema Bell, al proveer servicios de telefonía, 
incluía los equipos terminales mediante su venta o renta y prohibía a sus 
suscriptores conectar cualquier producto que no fuera del Sistema Bell. 
En este contexto se presenta ante la fcc el caso Hush-A-Phone (1955). 
Hush-A-Phone era un dispositivo de metal que se colocaba en el teléfono 
para aislar el ruido en lugares concurridos. El Sistema Bell argumentó que 
ese aparato podría reducir la calidad del servicio telefónico y la fcc resol-
vió que Hush-A-Phone podría “(…) ser perjudicial para el sistema telefóni-

294Cfr. Stuart Minor Benjamin et al., op. cit., nota 280, pp. 60-62.
295Los servicios de comunicaciones de common carriage son los de telecomunicaciones básicas 

como telefonía, conmutación o transmisión de señales. En contraposición a dichos servicios, se 
encontraban los de procesamiento de datos.



Experiencia comparada 131Clara Luz Álvarez González de Castilla130 Experiencia comparada 131Clara Luz Álvarez González de Castilla130

co y dañar al servicio prestado a través de éste (…)”.296 La Corte de Distri-
to del Distrito de Columbia revocó la decisión de la fcc al no haber 
encontrado evidencia de que el dispositivo afectaría más allá de la conver-
sación del usuario del mismo.297

Posteriormente, en el caso Carterphone (1968) que se refería a un dis-
positivo para la comunicación entre la red fija y el equipo móvil, la fcc 
confirmó el principio de que un suscriptor podría conectar cualquier equi-
po terminal a la red siempre que no afectara negativamente el sistema te-
lefónico o la operación de la compañía telefónica.298 El Sistema Bell enton-
ces creó una nueva tarifa para permitir a los suscriptores conectar equipos 
distintos de los del Sistema Bell, a través de aparatos que vendería a los 
interesados (protective connecting arrangements). Posteriormente, la fcc 
instaura un programa de registro técnico (1976) para que los fabricantes 
de equipo pudieran demostrar ante la fcc que sus equipos no dañaban la 
red y podían ser instalados. 

Desinversión del Sistema Bell (AT&T)

El tercer procedimiento antimonopolios inició en 1974 al considerar el 
gobierno de EUA que el Sistema Bell estaba discriminando en la interco-
nexión y realizando subsidios cruzados injustificados para sacar del mer-
cado a sus competidores. Después de varios años del procedimiento, las 
partes propusieron finalizar el litigio a través de un decreto (consent decree) 
que establecía: 1. cambios estructurales que le quitarían al Sistema Bell la 
parte del servicio local mediante la desinversión de AT&T en otras compa-
ñías que prestaran ese servicio, y 2. restricciones para evitar que éstas 
discriminaran a competidores de AT&T, así como para que no hubiera sub-
sidios cruzados como los que originaron la demanda inicial. Este decreto 
fue sometido a la consideración del juez de distrito del Distrito de Colum-
bia, Harold Greene. Dicho juez al resolver, realizó algunos cambios conclu-
yendo el procedimiento en 1982 con la resolución conocida como Modified 
Final Judgment (“mfj”). 

Dentro del mfj se reconoció que el Sistema Bell pudo realizar sus prác-
ticas anticompetitivas, en gran medida, por su control sobre las compañías 
operadoras locales (Local Operating Companies), toda vez que: 1. no otor-

296“(…) be deleterious to the telephone system and injure the service rendered by it”, citado por 
Stuart Minor Benjamin et al., op. cit., nota 280, p. 715 [traducción de la autora].

297Hush-A-Phone Corp. v. U.S., 238 F. 2d 266, 268 (D.C. Cir. 1956).
298Use of the Carterphone Device in Message Toll Telephone Service, 13 fcc 2d 420 (1968).
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gaba la interconexión o bien, la daba en términos discriminatorios, y 2. 
obligaba a la compra de equipos fabricados por el Sistema Bell, aun cuando 
no fueran de mejor calidad, ni a menores precios. Así el mfj estableció:

La industria de telecomunicaciones de EUA está dominada actualmente por 
una compañía: AT&T. Proporciona servicios telefónicos locales y de larga dis-
tancia; fabrica y comercializa equipos utilizados por los suscriptores telefóni-
cos, así como aquellos empleados en la red de telecomunicaciones; y controla 
una de las instalaciones líderes a nivel mundial de investigación y desarrollo 
de comunicaciones. Conforme a pruebas fehacientes, esta estructura integrada 
ha permitido que por muchos años AT&T menoscabe los esfuerzos de los 
competidores que buscan ingresar al mercado de telecomunicaciones. La clave 
del poder del Sistema Bell para impedir competencia ha sido su control de 
suscriptores de telefonía local.299

A fin de eliminar los incentivos del Sistema Bell para actuar de mane-
ra contraria a la competencia, el mfj ordenó: 1. la desinversión de las 
compañías operadoras locales (Regional Bell Operating Companies o 
“rboc”) del Sistema Bell,300 2. la prohibición a las rboc de prestar servicios 
de larga distancia, que serían prestados por AT&T después de la desinver-
sión, 3. la prohibición de las rboc de fabricar equipos de telecomunicacio-
nes, 4. las rboc proveerían acceso equitativo a todos los competidores,301 
5. AT&T podría prestar servicios de larga distancia (common carrier) y de 
información (p.ej., procesamiento de datos), así como fabricar y comercia-
lizar equipo, y 6. la revisión futura de las restricciones para eliminarlas o 
modificarlas. 

Las opiniones sobre los resultados de la desinversión de AT&T y las 
restricciones por el mfj han sido muy encontradas. Algunos argumentan 
que se pudo obtener un límite al poder de dominancia de AT&T sin llegar 

299“The American telecommunications industry is presently dominated by one company: AT&T. 
It provides local and long distance telephone service; it manufactures and markets the equipment 
used by the telephone subscribers as well as that used in the telecommunications network; and it 
controls one of the leading communications research and development facilities in the world. Ac-
cording to credible evidence, this integrated structure has enabled AT&T for many years to under-
mine the efforts of competitors seeking to enter the telecommunications market. The key to the 
Bell System’s power to impede competition has been its control of local telephone subscribers”, 552 
F. Supp. 131 (D.D.C. 1982), aff´d, 460 U.S. 1001 (1983) [traducción de la autora].

300Se crean entonces siete empresas controladoras de Compañías Operativas locales conocidas 
como Regional Bell Operating Companies que fueron: Ameritech, Bell Atlantic, Bellsouth, Nynex, Pa-
cific Telesis, Southwestern Bell y US West.

301En 1985 la fcc hace extensiva la obligación de proveer acceso equitativo a todas las empresas 
que presten servicios locales (local exchange carriers).
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a la desinversión. Otros alegan que el surgimiento de competencia viable 
en el mercado de telecomunicaciones de EUA se debe a avances e inno-
vaciones tecnológicas más que a la mfj. Así también, se ha señalado que 
sin el mfj la competencia jamás habría florecido. Cuando se expide la 
Telecommunications Act de 1996, se deroga el mfj y se establecen nuevas 
restricciones.

Telecommunications Act de 1996 302

La Telecommunications Act de 1996 estableció las bases para: 1. promover 
la competencia en telefonía local al eliminar las barreras impuestas por las 
entidades federativas y ordenando que los operadores de telefonía local 
(local exchange carriers) cooperaran con los posibles nuevos competidores, 
2. incrementar la competencia en mercados donde ya existía competencia 
(p.ej., larga distancia), y 3. la reforma al sistema de servicio universal en 
EUA para adaptarse a un mercado en competencia. 

Con la finalidad de fomentar la competencia en el servicio local, los 
entrantes a dicho mercado podrían: 1. construir sus propias redes (facili-
ties-based competitors) para prestar servicios total o principalmente con su 
infraestructura, o bien 2. prestar servicios utilizando redes, infraestructura 
y servicios de otro competidor (non-facilities based competitors). Para ello, 
se establecieron disposiciones que obligan a los operadores de servicio 
local establecidos o incumbentes303 (incumbent local exchange carriers)304 a 
ofrecer sus servicios e infraestructura disponible a sus competidores, con-
forme a tarifas reguladas. Dichas disposiciones son las relativas a la reven-
ta y a la desagregación de elementos de red (véase capítulo III, sección 
“Acceso a elementos desagregados”, p. 68), así como a la obligación de los 
operadores del servicio local de transportar el tráfico de sus competidores 
para que el usuario de un operador pueda comunicarse con cualquier 
usuario de otro operador.

La Telecommunications Act le otorga a los competidores de servicio 
local (competitive local exchange carriers) el derecho de adquirir servicios de 
telecomunicaciones de un competidor a tarifas reguladas, para revenderlos 

302Recuérdese que aun cuando el nombre comúnmente utilizado es Telecommunications Act 
de 1996, en realidad se trata de reformas a la Communications Act de 1934 que se encuentra en el 
capítulo 47 del United States Code.

303El término incumbente se utiliza para designar al operador histórico de algún servicio de 
telecomunicaciones que prestaba éste previa a la apertura a la competencia.

304Para efectos de la Telecommunications Act de 1996, se consideran incumbent local exchange 
carriers aquellos operadores que proporcionaban servicios de conmutación local a la fecha en que 
entró en vigor la Telecommunications Act.
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directamente a sus usuarios bajo su nombre o marca. Por su parte, los 
operadores de servicio local están obligados a ofrecer sus servicios de te-
lecomunicaciones a precios de mayoreo. 

En cuanto a la desagregación de elementos de red, dicha ley otorga el 
derecho a los competidores de adquirir elementos de red de los operadores 
de servicio local establecidos o incumbentes por separado y a tarifas regu-
ladas. El acceso a elementos desagregados de red305 debe ser en cualquier 
punto técnicamente posible, a tarifas, términos y condiciones que sean jus-
tos, razonables y no discriminatorios. Es importante señalar que las dispo-
siciones sobre interconexión y desagregación han sido fuente de controver-
sias importantes. Adicionalmente, la regulación ha estado sujeta a cambios 
desde 1996 debido a la convergencia, las nuevas tecnologías y las rsg.

El cambio del servicio universal en la Telecommunications Act de 1996 
estribó en reformar el sistema de financiamiento del servicio universal 
estableciendo la obligación de todos los operadores de servicios de larga 
distancia (más tarde ampliado también a otros prestadores de servicio) de 
aportar recursos al fondo de servicio universal respectivo. Además, la de-
finición del servicio universal se amplió para cambiar de aquella que lo 
consideraba únicamente como el acceso al servicio telefónico, a una defi-
nición que incluyera servicios más avanzados (p.ej., Internet). 

Finalmente, la Telecommunications Act de 1996 distingue entre servi-
cios de telecomunicaciones y servicios de información. Los servicios de 
telecomunicaciones están definidos como: “(…) la oferta de telecomunica-
ciones por una tarifa directamente al público o a una clase de usuarios tal 
que pueda ser efectivamente disponible al público, independientemente 
de los medios de comunicación utilizados (…)”,306 considerándose como 
“telecomunicaciones” a “(…) la transmisión entre puntos determinados 
por el usuario, de información escogida por el usuario, sin cambio en la 
forma o contenido de la información enviada y recibida (…)”.307 Los servi-
cios de información, por su parte, están definidos como “(…) la oferta de 

305Los elementos de red que pueden adquirirse de manera desagregada son: el bucle local, 
conmutadores locales y tándem, instalaciones de transmisión entre oficinas, dispositivos de interfa-
ses de red, instalaciones de bases de datos de señalización y relacionadas con las llamadas, funciones 
de sistemas de soporte a operaciones, así como servicios de operadora y directorio. Cfr. fcc, Imple-
mentation of the Local Competition Provisions of the Telecommunications Act of 1996, First Report and 
Order, 11 fcc Rcd. 15499 (1996), párrafo 27.

306“(…) the offering of telecommunications for a fee directly to the public, or to such classes of 
users as to be effectively available to the public, regardless of facilities used (…)”, 47 U.S.C. 153 (46) 
[traducción de la autora].

307“(…) the transmission, between or among points specified by the user, of information of the 
user´s choosing, without change in the form or content of the information sent and received (…)”, 
47 U.S.C. 153 (43) [traducción de la autora].
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capacidad para generar, adquirir, almacenar, transformar, procesar, recu-
perar, utilizar o hacer disponible información por medio de telecomunica-
ciones (…)”.308

Los servicios de telecomunicaciones siempre han sido objeto de regu-
lación, en tanto que los servicios de información han permanecido sin regula-
ción con la finalidad de que aquéllos (p.ej., el Internet) puedan desarrollarse. 
Sin embargo, en los últimos años tanto la fcc y las comisiones estatales como 
el Congreso de EUA, han estado revisando diversos temas vinculados con los 
servicios de información tales como el aspecto de la neutralidad de la red. La 
fcc ha estado evaluando y tomando ciertas decisiones respecto a si, en algu-
nas instancias, los proveedores de servicios como los de VoIP deben cumplir 
con ciertas condiciones de operación como proveer acceso a servicios de 
emergencia y de directorio, así como si deben contribuir para el servicio 
universal. En los próximos años ciertamente continuará la discusión sobre 
si los servicios de información deben regularse y hasta qué punto.

Otras leyes y autoridades

Además de la Communications Act, el sector de comunicaciones en EUA 
está sujeto a las disposiciones de la Sherman Antitrust Act (ley antimono-
polios) y la Copyright Act (ley sobre derechos de autor). El Departamento 
de Justicia tiene facultades en materia de antimonopolios e interviene en 
la revisión de adquisiciones y fusiones en la industria de comunicaciones. 
La National Telecommunications and Information Administration (ntia) 
conjuntamente con la fcc deciden las frecuencias reservadas para uso 
gubernamental, siendo la ntia la que administra las asignaciones de espec-
tro para el gobierno. Asimismo, la ntia determina la política presidencial en 
aspectos de telecomunicaciones. 

Unión Europea

Del monopolio a la liberalización

En los países que hoy forman la UE las compañías telefónicas eran mo-
nopolios de Estado. En 1987 la entonces Comunidad Económica Euro-

308“(…) the offering of a capability for generating, acquiring, storing, transforming, processing, 
retrieving, utilizing or making available information via telecommunications (…)”, EUA, 47 U.S.C. 
153 (20) [traducción de la autora].
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pea (hoy la UE) publicó el Libro Verde309 sobre el desarrollo del mercado 
común para servicios de telecomunicaciones y equipo,310 para recibir 
comentarios de la sociedad. Este Libro Verde establecía lineamientos 
para el desarrollo de las telecomunicaciones y sugería la liberalización 
de este mercado, es decir, que se permitiera la introducción de la com-
petencia. Existió fuerte oposición de muchos estados miembro que ha-
bían vivido con un monopolio estatal como prestador de servicios de 
telecomunicaciones. 

El entonces Consejo de las Comunidades Económicas Europeas (hoy 
Consejo de la UE)311 estableció los objetivos de la política de telecomunica-
ciones –entre otros– los siguientes:312 1. la total interconectabilidad de to-
das las redes públicas, 2. ofrecer a los usuarios europeos una mayor va-
riedad de servicios de telecomunicaciones, mejores y más baratos, y 3. 
desarrollar un mercado común en el que se pudiera competir en términos 
de igualdad. Por su parte, la Comisión Europea emitió sendas directivas 
relativas a la competencia en mercados de equipos terminales en 1988 (la 
“Directiva de Equipos-1988”)313 y de servicios de telecomunicaciones en 

309“Los Libros Verdes son documentos publicados por la Comisión Europea cuyo objetivo es 
estimular una reflexión a nivel europeo sobre un tema concreto. Los Libros Verdes invitan a las 
partes interesadas (organismos y particulares) a participar en un proceso de consulta y debate sobre 
las propuestas que presentan, y pueden dar origen a desarrollos legislativos que se reflejan en Li-
bros Blancos”, UE, http://europa.eu/scadplus/glossary/green_paper_es.htm (fecha de consulta: 25 
de agosto de 2007).

310Libro Verde sobre el desarrollo del mercado común para servicios de telecomunicaciones y 
equipo com(87)290final (20 junio 1987).

311Las instituciones de la UE conforme al artículo 7 del Tratado constitutivo de la Comunidad 
Europea son: el Parlamento Europeo, el Consejo de la UE, la Comisión Europea, el Tribunal de 
Justicia y el Tribunal de Cuentas. El Parlamento Europeo reúne a los representantes de los ciuda-
danos de la UE que son elegidos por sufragio universal. El Consejo de la UE también conocido 
como el Consejo de Ministros, es titular del Poder Ejecutivo de la UE mismo que generalmente lo 
delega en la Comisión Europea. Asimismo, el Consejo y el Parlamento tienen funciones legislativas 
y presupuestarias que realizan a través de procedimientos de codecisión. Por su parte, la Comisión 
Europea representa y defiende el interés general de la UE, teniendo derecho de proponer iniciativas 
de ley y de solicitar al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas que imponga sanciones 
financieras a los estados miembros. El Tribunal de Justicia debe comprobar que los actos de los 
gobiernos e instituciones sean compatibles con los tratados comunitarios, así como interpretar la 
validez de las disposiciones de derecho comunitario. Finalmente, el Tribunal de Cuentas verifica 
la legalidad y correcta gestión de los ingresos-egresos de la UE. Cfr. UE, http://europa.eu/scadplus/
glossary/index_es.htm (fecha de consulta: 25 de agosto de 2007).

312UE, Resolución 88/C 257/01 sobre el desarrollo del mercado común de los servicios y equi-
pos de telecomunicaciones de 1988 a 1992, 30 de junio de 1988, Consejo de la UE, Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas número C 257 de 4 de octubre de 1988.

313UE, Directiva de la Comisión 88/301 de 16 de mayo de 1988 relativa a la competencia en los 
mercados de terminales de telecomunicaciones. Existen diversas directivas que regulan lo relativo a 
equipos terminales en cuanto a su mercadeo y a su normalización para el reconocimiento de confor-
midad. La normalización tiene como objetivo que los equipos cumplan con los estándares técnicos 
necesarios para su debida operación y para que no afecten a las redes con las cuales se conectan.
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1990 (la “Directiva de Liberalización Inicial”),314 mismas que se han ido 
modificando hacia una armonización315 de la normatividad aplicable y hacia 
una total apertura a la competencia. 

Las directivas son actos de carácter legislativo tipo leyes marco que 
obligan a los estados miembros a una transposición al ordenamiento jurídi-
co, es decir, cada Estado miembro debe modificar su marco jurídico inter-
no para cumplir con las finalidades de la directiva para lo cual goza de li-
bertad para establecer la forma y medios que hagan vigente las 
disposiciones de la directiva de que se trate.316

La Directiva de Liberalización Inicial eliminó los derechos exclusivos o 
especiales para el suministro de servicios de telecomunicaciones, excepto 
aquellos de telefonía vocal, télex, radiotelefonía móvil, radiomensajería y 
las comunicaciones vía satélite. Cuando la Comisión Europea emitió la 
Directiva de Equipos-1988 y la Directiva de Liberalización Inicial se presen-
taron casos en el Tribunal de Justicia europeo en la que los países deman-
dantes solicitaron la anulación de estas Directivas.317 El Tribunal de Justicia 
resolvió confirmando la facultad de la Comisión Europea para intervenir 
en el sector de telecomunicaciones y para emitir disposiciones legislativas 
para aplicar el Tratado de la UE a monopolios públicos.

Conforme transcurría la década de 1990, la liberalización de los mer-
cados de servicios de telecomunicaciones continuó y la Directiva de Libe-
ralización Inicial fue modificada para que: 1. los servicios de comunicación 
vía satélite pudieran prestarse en competencia,318 2. los operadores de te-
levisión por cable estuvieran en posibilidades de proveer servicios de tele-
comunicaciones ya liberalizados,319 3. existiera competencia en las comu-
nicaciones móviles,320 y 4. se permitiera la plena competencia en los 

314UE, Directiva de la Comisión 90/388/CEE de 28 de junio de 1990 relativa a la competencia 
en los mercados de servicios de telecomunicaciones [1990] OJ L192/10.

315Armonización o “aproximación de las legislaciones” (approximation of laws) es un proceso 
que tiene como finalidad uniformar las reglas que afecten el establecimiento y/o funcionamiento de 
los mercados internos en sectores de la economía específicos.

316Cfr. UE, http://europa.eu/scadplus/glossary/community_legal_instruments_es.htm (fecha de 
consulta: 25 de agosto de 2007).

317Las resoluciones del Tribunal de Justicia fueron de los casos C-202/88 France v. Comisión 
[1991] ECR I-1223 y C271/90 Spain v. Comission [1992] ECR I-5833, Tribunal de Justicia. Cfr. Paul 
Nihoul y Meter Rodford, EU Electronic Communications Law, Nueva York, Oxford University Press, 
2004, pp. 36-37.

318UE, Directiva 94/46/CE de la Comisión de 13 de octubre de 1994 para que los servicios de 
comunicación vía satélite puedan prestarse en competencia.

319UE, Directiva 95/51/CE de la Comisión de 18 de octubre de 1995 que permite a los operado-
res de televisión por cable prestar servicios de telecomunicaciones ya liberalizados.

320UE, Directiva 96/2/CE de la Comisión de 16 de enero de 1996 en relación con las comunicaciones 
móviles y personales. Esta directiva abrió el mercado de comunicaciones móviles a la competencia.
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mercados de telecomunicaciones.321 Es así que la Directiva de Liberaliza-
ción Inicial, según fue modificada por las demás directivas, obligó a los 
estados miembro a abrir todos los mercados de servicios de telecomunica-
ciones a la competencia y a suprimir los privilegios (derechos especiales y 
exclusivos) que anteriormente tenían los operadores nacionales.

Si bien los diferentes mercados de servicios de telecomunicaciones se 
abrieron a la competencia, surgió la necesidad de armonizar o establecer 
reglas comunes para el otorgamiento de la autorización o licencia (conce-
sión) para prestar dichos servicios. Por lo que se emitió la directiva en 
materia de autorizaciones generales y licencias individuales322 que previó: 
1. los lineamientos para obtener la autorización necesaria para prestar 
servicios de telecomunicaciones, y 2. el nivel de obligaciones que podían 
imponerse a los operadores. Esto fue con la finalidad de que todos los 
operadores estuvieran sujetos a condiciones similares, para poder compe-
tir en igualdad de circunstancias en los países de la UE.

En cuanto a la infraestructura, la red y sus condiciones técnicas de 
operación, se emitieron varias directivas323 para establecer: 1. condiciones 
equitativas y no discriminatorias de interconexión e interoperabilidad apli-
cables dentro de los estados miembro, 2. las medidas para asegurar que la 
interconexión se realizara de manera sencilla entre los estados miembro, 
3. las obligaciones de los operadores de permitir el acceso a redes (oferta 
de red abierta) y aplicar principios de la oferta de red abierta, y 4. aquellas 
medidas necesarias para garantizar el servicio universal. 

Así también, los operadores que tuvieran un peso significativo en el 
mercado, entendiendo por éste, una participación de más de 25 por ciento 
en un determinado mercado de telecomunicaciones en la zona geográfica 

321UE, Directiva 96/19/CE de la Comisión en lo relativo a la instauración de la plena competen-
cia en los mercados de telecomunicaciones, 13 de marzo de 1996 [[1996] OJ L74/13].

322UE, Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 97/13, relativa al marco común en ma-
teria de autorizaciones generales y licencias individuales en el ámbito de los servicios de telecomu-
nicaciones.

323UE 1. Directiva del Consejo 90/387 de 28 de junio de 1990 relativa al establecimiento de un 
mercado interior de los servicios de telecomunicaciones mediante la realización de la oferta de una 
red abierta de telecomunicaciones, 2. Directiva del Consejo 92/44 de 5 de junio de 1992 relativa a la 
aplicación de la oferta de red abierta a las líneas arrendadas, 3. Directiva 95/62/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 13 de diciembre de 1995 relativa a la aplicación de la oferta de red abier-
ta (onp) a la telefonía vocal, 4. Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 97/33 de 30 de junio 
de 1997 relativa a la interconexión en las telecomunicaciones en lo que respecta a garantizar el 
servicio universal y la interoperabilidad mediante la aplicación de los principios de oferta de red 
abierta, 5. Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 97/51 de 6 de octubre de 1997 que mo-
difica las Directivas 90/387 y 92/44 para su adaptación a un entorno competitivo en el sector de las 
telecomunicaciones; y 6. Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 98/10/CE de 26 de febrero 
de 1998 sobre la aplicación de la oferta de red abierta (onp) a la telefonía vocal y sobre el servicio 
universal de telecomunicaciones en un entorno competitivo.
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de un Estado miembro, quedaron obligados a interconectarse. Las autori-
dades nacionales podían decidir que un operador con una participación de 
mercado inferior al 25 por ciento del mercado pertinente tenía un peso 
significativo en el mercado, o bien, que un operador con una cuota de 
mercado superior al 25 por ciento del mercado pertinente carecía de peso 
significativo en el mercado. En ambos casos, dicha decisión debía tener en 
cuenta la capacidad del operador para influir en las condiciones de merca-
do, su volumen de negocios en relación con el tamaño del mercado, su 
control sobre los medios de acceso a los usuarios finales, su acceso a los 
recursos financieros y su experiencia en suministrar productos y servicios 
en el mercado.

Finalmente, se estableció por directiva324 el servicio universal con la 
finalidad de que toda la población pudiera contar con los servicios básicos 
de telecomunicaciones a un precio asequible, así como para que se tomara 
en cuenta las necesidades de personas con discapacidad y otros grupos 
minoritarios. El requisito esencial para el servicio universal era que las 
condiciones fueran razonables y no discriminatorias.

Las comunicaciones electrónicas

La UE está en constante revisión del marco regulatorio aplicable a las co-
municaciones y a la competencia. En 2002, considerando la evolución 
tecnológica –generadora de la convergencia de las telecomunicaciones, los 
medios de comunicación y las tecnologías de información–, y que en el 
mercado de las telecomunicaciones existía ya una competencia efectiva, 
el Parlamento Europeo y el Consejo de la UE emitieron el marco regulador 
de las comunicaciones electrónicas. Éste está formado por la Directiva 
Marco325 y las directivas específicas, a saber, la Directiva Autorización,326 la 
Directiva Acceso,327 la Directiva de Servicio Universal328 y la Directiva Datos 

324UE, Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 98/10 de 26 de febrero de 1998 sobre la 
aplicación de la oferta de red abierta a la telefonía vocal y sobre el servicio universal de telecomu-
nicaciones en un entorno competitivo.

325UE, Directiva 2002/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 7 de marzo de 2002 re-
lativa a un marco regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas 
(Directiva Marco).

326UE, Directiva 2002/20/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, 
relativa a la autorización de redes y servicios de comunicaciones electrónicas.

327UE, Directiva 2002/19/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, rela-
tiva al acceso a las redes de comunicaciones electrónicas y recursos asociados, y a su interconexión.

328UE, Directiva 2002/22/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, 
relativa al servicio universal y los derechos de los usuarios en relación con las redes y los servicios 
de comunicaciones electrónicas.
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Personales.329 A dicho marco regulador de las comunicaciones electrónicas 
es conveniente agregar la Decisión330 Espectro Radioeléctrico331 y la Direc-
tiva sobre Competencia en Mercados de Comunicaciones Electrónicas.332

Directiva Marco

El marco jurídico de la UE había separado las disposiciones aplicables a 
ciertos servicios de telecomunicaciones (telefonía fija y móvil, televisión de 
paga, comunicación vía satélite) de aquellas de radiodifusión (radio y tele-
visión abierta). La radiodifusión se consideraba un sector que debiera estar 
fuera de un mercado en competencia para evitar que los radiodifusores se 
enfocaran en programación lucrativa en vez de cumplir con su función 
social. Esto al reconocer que la radiodifusión ejercía una fuerte influencia 
en la opinión pública y se requería de pluralismo informativo. 

La posición adoptada por la UE a través de la Directiva Marco fue la de 
separar los medios de transmisión de lo que es propiamente contenidos. 
Cabe recordar que la radiodifusión y algunos servicios de telecomunicacio-
nes ocupan el espectro radioeléctrico como medio de transmisión, por lo 
que a partir de la Directiva Marco en la UE están sujetos a la misma regu-
lación como redes de comunicaciones electrónicas.

A efectos de la presente Directiva, se entenderá por: a) red de comunicacio-
nes electrónicas: los sistemas de transmisión y, cuando proceda, los equipos 
de conmutación o encaminamiento y demás recursos que permitan el trans-
porte de señales mediante cables, ondas hertzianas, medios ópticos u otros 
medios electromagnéticos con inclusión de las redes de satélites, redes 
terrestres fijas (de conmutación de circuitos y de paquetes, incluido Internet) 
y móviles, sistemas de tendido eléctrico, en la medida en que se utilicen para 

329La Directiva Marco menciona a la Directiva 97/66/CE del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 15 de diciembre de 1997, relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la 
intimidad en el sector de las telecomunicaciones electrónicas. Sin embargo, esta Directiva de 1997 
fue derogada expresamente por la Directiva 2002/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 
12 de julio de 2002 relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad 
en el sector de las comunicaciones electrónicas, y esta Directiva 2002/58/CE fue modificada a su 
vez por la Directiva 2006/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 15 de marzo de 2006 
sobre la conservación de datos generados o tratados en relación con la prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas de acceso público o de redes públicas de comunicaciones.

330“(…) la decisión define un acto no legislativo obligatorio en todos sus elementos, que, cuan-
do designe destinatarios, sólo será obligatoria para éstos (…)”, UE, http://europa.eu/scadplus/glos-
sary/community_legal_instruments_es.htm (fecha de consulta: 25 de agosto de 2007).

331UE, Decisión N° 676/2002/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 7 de marzo de 2002D 
sobre un marco regulador de la política del espectro radioeléctrico en la Comunidad Europea.

332UE, Directiva 2002/77/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de septiembre de 2002 
relativa a la competencia en los mercados de redes y servicios de comunicaciones electrónicas.
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la transmisión de señales, redes utilizadas para la radiodifusión sonora y te-
levisiva y redes de televisión por cable, con independencia del tipo de infor-
mación transportada (…)333

Con relación a contenidos, la regulación sigue sujeta a otras directivas 
y normas nacionales de los estados miembro y las comunitarias de la UE 
“(…) con el fin de promover la diversidad cultural y lingüística y garantizar 
la defensa del pluralismo de los medios de comunicación (…)” y sin que la 
separación transmisión–contenidos pierda de vista la relación entre ambos 
para “(…) garantizar el pluralismo de los medios de comunicación, la diver-
sidad cultural y la protección de los consumidores”.334 Esto es, las redes de 
comunicaciones electrónicas deben observar las mismas reglas y los esta-
dos miembro podrán cumplir con los objetivos de política pública y cultural 
dentro de la regulación de contenidos. Es importante destacar que la Di-
rectiva Marco excluye de su ámbito de aplicación los equipos radioeléctri-
cos y los equipos terminales de telecomunicaciones, excepto aquellos de 
televisión digital. 

En cuanto a las autoridades nacionales de reglamentación (órganos 
reguladores de telecomunicaciones), éstas deben: 1. fomentar la compe-
tencia en las comunicaciones electrónicas, 2. velar porque los usuarios 
tengan el máximo de posibilidades de elección, precio y calidad, 3. vigilar 
que no existan restricciones a la competencia, 4. promover la inversión en 
infraestructura y la innovación, 5. propiciar un uso eficiente del espectro 
radioeléctrico y de la numeración,335 6. buscar que los ciudadanos euro-
peos dispongan de acceso al servicio universal,336 y 7. garantizar la protec-
ción de datos personales. 

Las autoridades nacionales de reglamentación deben ser independien-
tes de los proveedores de redes, equipos o servicios de comunicaciones 
electrónicas. Su actuación debe ser imparcial y transparente, realizando 
además consultas públicas cuando pretendan adoptar medidas que afecten 
significativamente al mercado de las comunicaciones electrónicas. Dentro 
de las facultades de estas autoridades nacionales se encuentran la de rea-

333Artículo 2 (a) de la Directiva Marco.
334Considerando (5) de la Directiva Marco.
335Artículo 8 de la Directiva Marco.
336El servicio universal implica que los estados miembro deben procurar que ciertos servicios 

estén a disposición de todos los usuarios finales en su territorio, independientemente de su situa-
ción geográfica, con una determinada calidad, a precio asequible, tomando en cuenta las circuns-
tancias nacionales específicas y sin distorsión de la competencia. Artículo 1, numeral 2, y artículo 
3, numeral 1, de la Directiva Servicio Universal.
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lizar una eficiente administración de: 1. las bandas de frecuencias del es-
pectro radioeléctrico, para lo cual la asignación de bandas de frecuencias 
debe tener “(…) en cuenta los intereses democráticos, sociales y lingüísti-
cos y culturales (…)”, pudiendo emplear procedimientos de selección com-
petitiva o comparativa,337 y 2. la numeración para las comunicaciones 
electrónicas. Asimismo, las autoridades mencionadas deben resolver con-
troversias entre operadores de redes o servicios. En todo caso, las autori-
dades nacionales de reglamentación deben actuar bajo principios de im-
parcialidad, transparencia, no discriminación y neutralidad tecnológica.

Con relación a los operadores con peso significativo en el mercado y al 
reconocer que ya existe una competencia efectiva en el sector, la Directiva 
Marco deroga la disposición de la regulación anterior a 2002 respecto a que 
un agente con 25 por ciento de participación en el mercado era considera-
do dominante, para ahora adoptar el concepto de posición dominante de la 
jurisprudencia europea. Así, una empresa tendrá peso significativo en el 
mercado cuando individual o conjuntamente con otras tenga una posición 
económica que le permita actuar independientemente de las fuerzas de 
mercado (competidores, clientes, consumidores).338 Finalmente, la Directi-
va Marco reconoce que una empresa puede tener un poder sustancial en 
un mercado cuando es reforzado con otro mercado con el cual esté estre-
chamente relacionado,339 permitiendo de esta manera evaluar la posición 
de dominancia integralmente. 

Directiva Autorización

El mercado de comunicaciones electrónicas abierto totalmente a la compe-
tencia puede afectarse si no existe un procedimiento simple para autorizar 
la instalación y operación de redes o para prestar servicios de comunica-
ciones electrónicas. La Directiva Autorización tiene como objetivo la armo-
nización y simplificación del procedimiento de autorización para el sumi-
nistro de redes y servicios de comunicaciones electrónicas. Si bien la 
armonización pretende que existan condiciones y procedimientos simila-
res a lo largo de la UE, el “(…) legislador europeo aún no decide que las 
autorizaciones otorgadas por un Estado Miembro sean reconocidas en 
otros países europeos (…)”.340

337Considerandos 19 y 21 de la Directiva Marco.
338Artículo 14, numeral 2, de la Directiva Marco.
339Artículo 14, numeral 3, de la Directiva Marco.
340“The European legislator has not decided that authorisations granted in one Member State 

are to be recognised in the other European countries”, Paul Nihoul y Meter Rodford, op. cit., nota 
317, p. 53 [traducción de la autora]. 
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La Directiva Autorización aplica para autorizaciones para redes y ser-
vicios de comunicaciones electrónicas, así como para recursos limitados 
como las bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico (radiofrecuen-
cias) y los números. Para el caso de redes y servicios, un Estado miembro 
puede solicitar que se presente una notificación (no solicitud de autoriza-
ción, sino simple notificación) con información mínima para un registro de 
suministradores de redes y servicios.341 Para otorgar el derecho de usar 
bandas de frecuencias y números, se deberán realizar procedimientos 
abiertos, transparentes y no discriminatorios; en tanto que, conforme a la 
jurisprudencia europea, cualquier restricción nacional debe estar justifica-
da objetivamente, ser proporcional y no ser excesiva.342 

La autorización general solamente puede tener las condiciones previs-
tas en la Directiva Autorización y deben estar justificadas objetivamente, 
no ser discriminatorias, ser proporcionales y transparentes. Dentro de las 
condiciones posibles se encuentran: 

•	 para las autorizaciones generales: contraprestaciones (tasas o cánones que 
se analizan más adelante), normas relativas a la interoperabilidad e interco-
nexión, disposiciones en materia de medio ambiente, ordenamiento urbano 
y territorial, protección de datos personales, protección al consumidor, ser-
vicios de urgencia en casos de catástrofes y seguridad de las redes contra 
acceso no autorizado;

•	 para derechos de uso de bandas de frecuencias: designación del servicio, 
tipo de red o tecnología, uso efectivo y eficiente, cobertura y condiciones 
para evitar interferencias perjudiciales; y

•	 para derechos de uso de números: designación del servicio, uso efectivo y 
eficiente, así como la obligación de proporcionar información sobre los abo-
nados (p.ej., quien tiene un contrato con la empresa y recibe un número 
telefónico) como directorio o guía pública.343

La Directiva Autorización permite el cobro de una contraprestación (re-
feridas como tasas o cánones) por el proceso administrativo, por el uso de 
bandas de frecuencias y por la obtención de números. Las contraprestacio-
nes deben ser transparentes, objetivas, proporcionales con el fin previsto y 
en ningún caso deben obstaculizar o distorsionar la competencia.344

341Artículo 3 de la Directiva Autorización.
342Considerando 12 y Artículo 5 de la Directiva Autorización.
343Artículo 6 y Anexo de la Directiva Autorización.
344Considerandos 31 y 32, y artículos 12 y 13 de la Directiva Autorización. 
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En cuanto a información, la Directiva Autorización destaca dos aspec-
tos: 1. aquella que puede solicitar la autoridad, y 2. aquella que ésta debe 
proporcionar para ser transparente.345 La solicitud de información por parte 
de la autoridad debe señalar los fines para los que se va a utilizar, debe ser 
adecuada y estar justificada objetivamente para –entre otros–, evaluar los 
requerimientos de los derechos de uso, la publicación de una síntesis com-
parativa de calidad y precio, así como para fines estadísticos. En cumpli-
miento al principio de transparencia, los estados miembro deben publicar 
y mantener actualizada adecuadamente la información sobre autorizacio-
nes generales y derechos de uso de frecuencias y números. La información 
debe ser de fácil acceso, haciendo su mejor esfuerzo la autoridad para 
hacer una sinopsis que permita la utilización de la información. 

Directiva Acceso

La existencia y la viabilidad de un mercado de comunicaciones electrónicas 
en competencia precisa forzosamente del acceso346 y la interconexión de 
las redes de los diferentes operadores. 

a)	Acceso: la puesta a disposición de otra empresa, en condiciones definidas y 
sobre una base exclusiva o no exclusiva, de recursos o servicios con fines de 
prestación de servicios de comunicaciones electrónicas. Este término abarca, 
entre otros aspectos, los siguientes: el acceso a elementos de redes y recur-
sos asociados que pueden requerir la conexión de equipos por medios fijos 
y no fijos (en particular, esto incluye el acceso al bucle local y a recursos y 
servicios necesarios para facilitar servicios a través del bucle local); el acceso 
a infraestructuras físicas, como edificios, conductos y mástiles; el acceso a 
sistemas informáticos pertinentes, incluidos los sistemas de apoyo operati-
vos; el acceso a la conversión del número de llamada o a sistemas con una 
funcionalidad equivalente; el acceso a redes fijas y móviles, en particular con 
fines de itinerancia; el acceso a sistemas de acceso condicional para servicios 
de televisión digital; el acceso a servicios de redes virtuales (…)

La Directiva Acceso tiene como objetivos mantener la competencia, 
garantizar la interoperabilidad de servicios y que ello redunde en benefi-
cios para los usuarios. Las empresas deben negociar de buena fe entre sí 
los acuerdos técnicos y comerciales para el acceso y la interconexión.347 De 

345Artículo 11 y 15 de la Directiva Autorización.
346Artículo 2, inciso a), de la Directiva Acceso.
347Artículo 3 de la Directiva Acceso. 
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cualquier manera, para garantizar el acceso, la interconexión e interopera-
bilidad las autoridades nacionales de reglamentación deben estar faculta-
das para intervenir por iniciativa propia o si las empresas no llegan a algún 
acuerdo.348 

Las autoridades nacionales de reglamentación pueden, en relación con 
acceso e interconexión, establecer: 1. obligaciones de no discriminación 
(incluyendo la publicación de la oferta desglosada para que no se incluyan 
recursos innecesarios para el servicio requerido), 2. el requisito de mante-
ner cuentas separadas, 3. el acceso a elementos específicos de la red y 
recursos asociados (p.ej., acceso desagregado al bucle local), y 4. medidas 
para facilitar la coubicación, el uso de sistemas operativos o informáticos, 
de control de precios (éste debe permitir recuperar la inversión y una 
tasa de rendimiento) y de sistemas de contabilidad de costos. 

“(…) La transparencia de los términos y condiciones de acceso e inter-
conexión, incluida la tarificación, permite acelerar las negociaciones, evitar 
litigios y generar confianza en los agentes del mercado en cuanto a la pres-
tación no discriminatoria de los servicios”.349 Los estados miembro velarán 
porque las obligaciones impuestas a las empresas sean publicadas y pues-
tas a disposición del público, incluyendo los mercados de productos/servi-
cios y el área geográfica.350 La Comisión Europea debe publicar la informa-
ción sobre los costos que contribuyen a determinar las tarifas a los 
usuarios.351 

Directiva de Servicio Universal

La Directiva de Servicio Universal esencialmente: 1. prevé la obligación de 
los estados miembro de procurar que ciertos servicios de comunicaciones 
electrónicas estén disponibles a todos los usuarios finales en su territorio, 
independientemente de su situación geográfica, y 2. señala diversos dere-
chos de los usuarios.352 Debido a la constante evolución social, económica 
y tecnológica, la Comisión Europea revisa periódicamente los alcances de 
las obligaciones de servicio universal para determinar si precisan modifi-
cación o redefinición.353 Con base en ello, en 2005 la Comisión Europea 
emitió una comunicación al Consejo y al Parlamento Europeo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones para examinar y 

348Artículo 5 de la Directiva Acceso.
349Considerando 16 de la Directiva Acceso.
350Artículo 15 de la Directiva Acceso.
351Considerando 23 y artículo 15, numeral 2, de la Directiva Acceso.
352Artículo 1, numeral 2, y artículo 3, numeral 1, de la Directiva de Servicio Universal.
353Artículo 15 y anexo V, de la Directiva de Servicio Universal.
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resolver si el alcance del servicio universal debiera ser modificado o rede-
finido. Esa comunicación fijó como segundo objetivo abrir un debate polí-
tico más amplio acerca de la prestación de servicios universales, invitando 
a los interesados a presentar sus comentarios.354

En el servicio universal los precios deben ser asequibles,355 con determi-
nada calidad,356 pudiendo ser financiados con mecanismos de compensación 
(con cargo a fondos públicos o el costo distribuido entre los proveedores de 
servicios y redes),357 siempre que no distorsionen a la competencia.358

Los servicios universales conforme a la Directiva de Servicio Universal 
consistirán en: 1. proporcionar una conexión desde una ubicación fija a la 
red telefónica pública, así como el acceso a los servicios telefónicos dispo-
nibles al público (p.ej., llamadas locales, de larga distancia, fax, transmisio-
nes de datos para acceder a Internet),359 2. servicios de información sobre 
los números de abonados y guías o directorios de éstos (p.ej., directorio 
telefónico), así como asistencia de una operadora,360 3. número único euro-
peo gratuito de llamada de urgencia,361 y 4. teléfonos públicos de pago sufi-
cientes respecto a cobertura geográfica, número de aparatos y accesibili-
dad para usuarios con discapacidad.362 

Los derechos de los usuarios incluyen –entre otros–: 1. celebrar con-
tratos con los proveedores de servicios,363 2. conservar su número inde-
pendientemente de si se cambian a otro proveedor (portabilidad de núme-
ros),364 3. seleccionar a su operador de larga distancia por los sistemas de 
marcación de un código (selección por marcación) o de preselección del 
operador (presuscripción),365 4. acceder a procedimientos extrajudiciales 
transparentes, sencillos y poco onerosos para resolver controversias 
sobre derechos de los usuarios y servicio universal,366 y 5. tener disponi-
ble información transparente y actualizada sobre precios, condiciones 

354UE, Comunicación com (2005) 203 final de 24 de mayo de 2005 de la Comisión al Consejo, 
al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones relativa 
a la revisión del alcance del servicio universal de conformidad con el artículo 15 de la Directiva 
2002/22/CE.

355Artículo 9 de la Directiva de Servicio Universal.
356Artículo 11 y anexo III de la Directiva de Servicio Universal.
357Artículo 13 y anexo IV de la Directiva de Servicio Universal.
358Artículo 1 de la Directiva de Servicio Universal.
359Artículo 4 de la Directiva de Servicio Universal.
360Artículos 5 y 25 de la Directiva de Servicio Universal.
361Artículo 26 de la Directiva de Servicio Universal.
362Artículo 6 de la Directiva de Servicio Universal.
363Artículo 20 de la Directiva de Servicio Universal.
364Artículo 30 de la Directiva de Servicio Universal.
365Artículo 19 de la Directiva de Servicio Universal.
366Artículo 34 de la Directiva de Servicio Universal.
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generales de acceso y utilización de servicios telefónicos.367 Respecto a 
usuarios con discapacidad, los estados miembro deben adoptar medidas 
para garantizar que éstos tengan acceso a los servicios telefónicos, de 
urgencia, información y directorio, equivalentes a los servicios que reci-
ben otros usuarios.368

Debe existir transparencia y publicidad de los costos del servicio uni-
versal,369 así como de la información sobre la calidad de servicios (compa-
rable, pertinente y actualizada).370 Los estados miembro pueden imponer 
obligaciones de transmisión de canales y servicios de programas de radio 
y televisión a operadores de redes de comunicaciones electrónicas que 
distribuyan programas al público, si un número significativo de usuarios 
los utiliza como medio principal para recibirlos.371

Directivas de Datos Personales, sobre  
Competencia y la Decisión Espectro

La Directiva de Datos Personales aborda temas como la confidencialidad 
de las comunicaciones, la retención de datos para investigaciones de segu-
ridad pública (la cual debe ser necesaria, proporcional y apropiada para 
una sociedad democrática), el envío de mensajes electrónicos no solicita-
dos (spam) salvo cuando exista previo consentimiento (sistema opt-in), la 
instalación/uso de cookies y los datos personales incluidos en los directo-
rios o guías públicas de usuarios de comunicaciones electrónicas. En 2006 
la Directiva Datos Personales fue modificada para comprender la conser-
vación y tratamiento de datos relacionados con la prestación de servicios 
y uso de redes de comunicaciones electrónicas, a fin de armonizar las dis-
posiciones y garantizar la disponibilidad de dichos datos para investigacio-
nes y enjuiciamiento de infracciones. 

La Decisión Espectro Radioeléctrico provee el marco político y jurídico 
para la coordinación de políticas públicas y armonización para la disponi-
bilidad y uso eficiente del espectro radioeléctrico. Los estados miembro 
pondrán a disposición del público la información relativa a la atribución, 
disponibilidad y uso del espectro, así como de los derechos, condiciones, 
procedimientos y contraprestaciones pagadas en relación con el uso del 
espectro radioeléctrico.372

367Artículo 21 de la Directiva de Servicio Universal.
368Artículo 7 de la Directiva de Servicio Universal.
369Artículo 14 de la Directiva de Servicio Universal.
370Artículo 22 de la Directiva de Servicio Universal.
371Artículo 31 de la Directiva de Servicio Universal.
372Artículos 1 y 5 de la Directiva Espectro Radioeléctrico.
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En 2005, la Comisión Europea envió una Comunicación al Consejo y al 
Parlamento Europeo en relación con la prospectiva de la política del espec-
tro.373 En esa Comunicación destaca que la distribución del espectro debe 
ser más flexible a través de: 1. mercados de espectro, considerando que la 
industria está en mejor posición que los reguladores para identificar el 
valor más alto en la utilización del espectro, y 2. uso libre del espectro, es 
decir, sin necesidad de licencia (concesión), sino únicamente bajo la condi-
ción de que el equipo cumpla con ciertas características técnicas. La comu-
nicación también menciona que la conversión de televisión analógica a 
televisión digital terrestre (prevista en el 2012) liberará espectro. 

Revisión del marco de las comunicaciones electrónicas

En 2006 la Comisión Europea realizó un estudio sobre el funcionamiento 
de las directivas del marco regulador de las comunicaciones electrónicas y 
una consulta pública.

Las comunicaciones electrónicas siguen representando un éxito para la UE. 
Desde la liberalización de los mercados en 1998, los usuarios y los consumi-
dores disfrutan de mayores posibilidades de elección, de precios más reduci-
dos y de productos y servicios innovadores (…) Las respuestas a la invitación 
de la Comisión a contribuir al debate fueron en general positivas respecto al 
impacto del marco regulador, si bien algunos consideraban que era demasiado 
pronto para extraer conclusiones definitivas (…).374

El informe resultante sugiere la modificación: 

•	 en materia de gestión del espectro radioeléctrico para la coexistencia de di-
ferentes modelos de licencias y para flexibilizar la utilización de autorizacio-
nes para que se pueda prestar cualquier tipo de servicio, con cualquier 
tecnología. Dicha Comunicación sugiere que coexistan el uso del espectro 
libre (el que no exige licencia), el enfoque administrativo tradicional (p.ej., 
licenciamiento para el uso exclusivo de cierta banda de frecuencias) y el 
nuevo enfoque basado en el mercado (p.ej., intercambio de frecuencias en 
ciertos bloques);

373UE, Comunicación com (2005) 411 final de 6 de septiembre de 2005 de la Comisión al Con-
sejo y al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social Europeo relativo al futuro de la polí-
tica de espectro para la Unión Europea: Segundo Reporte Anual.

374UE, Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico 
y Social Europeo y al Comité de las Regiones, relativa a la revisión del marco regulador de la UE de 
las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas {sec(2006) 816}{sec(2006) 817}, com(2006) 
334 final, 29 de junio de 2006. 
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•	 para simplificar el procedimiento de revisión de los mercados que pueden 
ser objeto de regulación ex-ante. 

Así también, la Comisión Europea propuso cambios a fin de: a) conso-
lidar el mercado interior europeo de las comunicaciones electrónicas y los 
equipos radioeléctricos, b) reforzar los intereses de usuarios y consumido-
res, c) mejorar la seguridad, d) eliminar disposiciones obsoletas, y e) abor-
dar el tema de la suspensión de decisiones regulatorias por parte de los 
órganos jurisdiccionales.375

375Cfr. Idem.
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Desde el inicio de la telegrafía hasta los servicios de banda ancha en el 
siglo xxi, las telecomunicaciones en México han sido parte de su historia. 
Ni la Revolución Mexicana, ni los desastres naturales han interrumpido 
significativamente los servicios de telecomunicaciones. Los orígenes de la 
telefonía en México muestran una diversidad de empresas prestando ese 
servicio público en distintas localidades del país, para posteriormente irse 
consolidando en una sola empresa que llegará a ser pública paraestatal: 
Telmex. El marco jurídico de las telecomunicaciones desde la Ley de Co-
municaciones Eléctricas de 1926 a la Ley Federal de Telecomunicaciones 
de 1995 ha reflejado los cambios del Estado mexicano: de un Estado inter-
ventor a un Estado promotor y regulador.

Antes de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1940

Breves telegráficas

La primera concesión de comunicaciones a distancia fue otorgada a Juan 
de la Granja en 1849.376 Se le otorgó el privilegio exclusivo por 10 años para 
“plantear en la República telégrafos eléctricos”.377 El primer servicio telegrá-
fico fue entre la ciudad de México y Nopalucan, Puebla en 1851.378 Desde 
ese momento, la historia de las telecomunicaciones en México ha estado 
íntimamente vinculada con el desarrollo no sólo económico, sino también 
político nacional. En las guerras intestinas en el México del siglo xix, la 

376“Escritor y cronista de los eventos nacionales, opositor sistemático de los tratados de paz 
Guadalupe-Hidalgo, diputado por Jalisco y luego por Veracruz, librero, editor y hombre inquieto, 
contestatario e inconforme con las condiciones del país, Juan de la Granja (…)”, Roberto García 
Benavides, Hitos de las comunicaciones y los transportes en la historia de México, México, D.F., Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes, 1987, p. 144.

377Idem.
378Idem.

Capítulo VI

Las telecomunicaciones en México
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utilización del telégrafo se convirtió indispensable para liberales y conser-
vadores porque a través de él se enviaban los partes de guerra.379

Durante el imperio de Maximiliano de Habsburgo, éste instruyó a su 
ministro de Estado para elaborar un plan general para que las líneas telegrá-
ficas mexicanas se unieran con las líneas de América y Europa.380 En 1865 
ese emperador expidió la ley y reglamento sobre telégrafos donde establecía 
que el “(…) Gobierno es el único que puede construir líneas telegráficas en 
el Imperio. Cuando lo considere conveniente, dará permiso a algún indivi-
duo o compañía para que lo haga (…)”.381 Se concedieron diversas concesio-
nes telegráficas durante dicho Imperio. En 1867, tras la caída de éste, el 
gobierno del presidente Benito Juárez intervino la línea telegráfica del inte-
rior para convertirla en el sistema de telégrafos públicos nacionales bajo la 
denominación de Líneas Telegráficas del Supremo Gobierno y otorgó diver-
sas concesiones de líneas telegráficas. Según el tipo de administración, éstas 
fueron federales, subvencionadas, estatales o particulares.382 

La importancia de los telégrafos aparece nítidamente con esta referen-
cia del entonces secretario Vicente Riva Palacios en la Memoria de Fomento 
1876-1877: 

La instantánea comunicación de los individuos, de los pueblos y de las nacio-
nes, por medio de hilos telegráficos, ha venido a ser en nuestros días una ne-

379Ejemplo de ello es este telegrama del general Ignacio Zaragoza al ministro de Guerra del 
presidente Juárez, respecto a la batalla del 5 de Mayo de 1862 en Puebla: “Las armas del Supremo 
Gobierno se han cubierto de gloria; el enemigo ha hecho esfuerzos supremos por apoderarse del 
Cerro de Guadalupe que atacó por el oriente a derecha e izquierda durante tres horas, fue rechaza-
do tres veces en completa dispersión y en estos momentos está formado en batalla fuerte de 4,000 
hombres y pico frente al cerro fuera de tiro; no lo bato como desearía porque el Gobierno sabe no 
tengo para ello fuerza bastante. Calculo la pérdida del enemigo, que llegó hasta los fosos de Guada-
lupe, en su ataque en 600 ó 700 entre muertos y heridos; 400 habremos tenido nosotros. Sírvase 
Ud. dar cuenta de este parte al Señor Presidente. I. Zaragoza”, Telecom. Telégrafos, Los conservado-
res, la Intervención francesa y Maximiliano de Habsburgo, www.telecomm.net.mx/corporativo/histo-
ria_conservadores.htm (fecha de consulta: 20 de octubre de 2003).

380“Mi querido Ministro: Persuadido de que las líneas telegráficas deben pertenecer al Estado, 
sobre todo, en nuestro país y de que su explotación será un manantial cierto de rentas importantes, 
llamo vuestra seria atención sobre el estudio profundo de los puntos siguientes: Formación de un 
plan general, comprendiendo los ramales telegráficos destinados á unir la capital con los centros de 
las grandes divisiones nuevamente decretadas y los puertos principales del imperio, de manera que 
puedan juntarse con las grandes líneas de América y Europa…”, Carta del emperador al ministro 
de Estado, El Diario del Imperio, t. ii, México, miércoles 1o. de noviembre de 1865, número 253 (Bi-
blioteca del Archivo General de la Nación).

381Artículo 1o. de la Ley sobre Telégrafos decretada por Maximiliano de Habsburgo el 2 de di-
ciembre de 1865; en Telecom. Telégrafos, Los conservadores, la Intervención francesa y Maximiliano 
de Habsburgo, www.telecomm.net.mx/corporativo/historia_conservadores.htm (fecha de consulta: 
20 de octubre de 2003).

382Cfr. Roberto García Benavides, op. cit., nota 376, pp. 156-167.
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cesidad imperiosa. Sus notorios beneficios son de tal manera inapreciables, 
que, haciéndose sentir en todas las relaciones humanas, no se puede concebir 
el buen éxito de las transacciones mercantiles; la oportunidad de las noticias 
de interés privado; la eficacia de los informes de utilidad general y particular; 
la conveniente exactitud de las maniobras y operaciones militares; el cumpli-
miento de las providencias judiciales y, en suma, la buena marcha de las socie-
dades cultas, sin el poderoso auxilio del telégrafo.383

Telefonía

El primer enlace telefónico se efectuó el 13 de marzo de 1878 entre las ofici-
nas de correos de la ciudad de México y la de la población de Tlalpan. La 
primera línea telefónica fue instalada entre el Castillo de Chapultepec y el 
Palacio Nacional el 16 de septiembre de ese mismo año. A partir de ese 
evento “(…) en México se desenvuelve una especie de competencia para 
establecer el servicio [telefónico]. Muchos son quienes obtienen concesio-
nes, varias las compañías preestablecidas, e innumerables los particulares 
autorizados para construir sus líneas privadas (…)”.384 

En 1881, el presidente Manuel González expidió la ley que establece las 
bases para la reglamentación del servicio de ferrocarriles, telégrafos y telé-
fonos, misma que señala como vías generales de comunicación a los teléfo-
nos que unan municipalidades o estados. Esta ley puede considerarse como 
la primera en México que se refiere a la telefonía. La primera conferencia 
telefónica internacional fue entre Matamoros, Tamaulipas y Brownsville, 
Texas en 1883.385

Por su trascendencia en el desarrollo de la telefonía en México, se ex-
pone una reseña histórica de las empresas Compañía Telefónica Mexicana 
(“La Mexicana”) y Empresa de Teléfonos Ericsson, S.A. (“Mexeric”) que con 
el tiempo dieron origen a Telmex.386 La Mexicana era una empresa propie-
dad del grupo corporativo Bell de EUA que recibió los derechos, concesio-
nes y autorizaciones de invenciones y contratos de otras empresas telefó-

383Cita referida en Roberto García Benavides, op. cit., nota 376, p. 220.
384Enrique Cárdenas de la Peña, El telégrafo, México, D.F., Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes, 1987, p. 30.
385Si bien la primera conferencia telefónica internacional fue en 1883, el servicio de telefonía 

de larga distancia internacional comienza a prestarse de manera regular a partir de la llamada entre 
el presidente Plutarco Elías Calles y el presidente Calvin Coolidge de EUA en 1927.

386Por simplicidad se refiere a La Mexicana y Mexeric como si desde un inicio hubiesen sido 
constituidas bajo ese nombre. Es importante señalar que cambiaron de nombre a lo largo del tiem-
po. Sin embargo, al referir a La Mexicana y a Mexeric comprende al grupo de interés, independien-
temente de los cambios de razón social, fusiones u otras reestructuras corporativas.
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nicas. En 1888 aquélla obtuvo su primera concesión para proporcionar el 
servicio público telefónico. Para 1903 a fin de continuar prestando ese ser-
vicio, La Mexicana celebró un contrato con la Secretaría de Comunicacio-
nes y Obras Públicas. Por su parte, en 1905 Mexeric adquiere una conce-
sión de 1903 que estaba a nombre de José Sittzenstátter. Mexeric es una 
filial de una empresa sueca Aktiebolaget L.M. Ericsson y Co. El contrato de 
La Mexicana y la concesión de Mexeric con el gobierno mexicano señala-
ban expresamente que no se estaba otorgando exclusividad o monopolio 
alguno a las partes.

Las redes de La Mexicana y de Mexeric no estaban interconectadas, por 
lo que los suscriptores de una empresa no podían comunicarse con los de la 
otra. Al no estar interconectadas, no existía la necesidad de que tuvieran 
la misma numeración. Así, la numeración de La Mexicana utilizaba dígitos 
y letras,387 mientras que Mexeric solamente empleaba dígitos. Cada una de 
ellas tenía su “lista de suscriptores”, antecesoras de los directorios telefónicos, 
las cuales se convirtieron en una nueva manera para realizar publicidad. 

Las redes del Distrito Federal y de larga distancia de La Mexicana fue-
ron intervenidas por el presidente Venustiano Carranza en 1915, con base 
en las facultades extraordinarias que tenía conferidas. Mexeric se libró de 
la intervención aparentemente gracias a las gestiones de uno de sus inge-
nieros, el señor Ostlund. La competencia entre La Mexicana y Mexeric era 
férrea, sin embargo, la ausencia de interconexión de sus redes afectaba 
significativamente a los usuarios.

Radiocomunicaciones

La primera forma de radiocomunicación en México fue la de la telegrafía sin 
hilos. A principios del siglo xx, el gobierno mexicano mostró una actitud 
favorable a introducir este nuevo tipo de comunicación, especialmente para 
poder comunicar zonas en las que el tendido de la red telegráfica resultaba 
demasiado costoso. Por su parte, el sector privado se interesó en utilizar las 
entonces nuevas tecnologías para la telecomunicación sin hilos. La radioco-
municación fue también muy importante para la navegación marítima. 

En 1906 México participó en la Convención Radiotelegráfica Internacio-
nal388 celebrada en Berlín a través del General de Brigada José María Pérez 
quien tenía instrucciones para “asegurarse los intereses de México; com-

387Estos aparatos tenían discos con símbolos A-1, F-2, H-3, J-4, L-5, M-6, Q-8, X-9 y Z-0.
388La Convención Internacional de Radiotelegrafía, el Protocolo Final, el Reglamento y el Com-

promiso Adicional fueron aprobados por el Senado mexicano el 30 de mayo de 1907 y publicados 
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prendiendo en ellos los del orden militar que se refieren a las estaciones 
radiotelegráficas costeras y a bordo de nuestros barcos de guerra”389 (véase 
capítulo II, sección “Unión Internacional de Telecomunicaciones”, p. 47). 
Posteriormente, en 1912 la Convención Radiotelegráfica Internacional en 
Londres estuvo dirigida a la seguridad de la vida humana en el mar. Aun 
cuando México no envió delegado alguno a dicha Conferencia, sí se adhirió 
a ella, mas nunca fue ratificada por el Senado. La telegrafía sin hilos tendría 
repercusiones significativas en especial durante las guerras mundiales, 
porque era utilizada por barcos de guerra que podían cruzar mares bajo la 
jurisdicción mexicana.

Las estaciones de radiocomunicación se establecieron en todo el país 
con propósitos diversos, desde para los radioaficionados hasta para la in-
tercepción ilegal de mensajes. En 1916 el presidente Venustiano Carranza 
expidió un decreto con medidas para proteger las comunicaciones.390 En 
éste se ordenaba que no se podrían explotar estaciones radiotelegráficas 
salvo mediante autorización expresa del Gobierno Federal. La Constitución 
de 1917 incluyó a la radiotelegrafía como una excepción a la prohibición de 
monopolios contemplada por el artículo 28. 

Para 1921 inició la radiotelefonía391 en México, proliferaron los radioex-
perimentadores y comenzaron las pruebas de radiodifusoras (estaciones 
de radiotelefonía de divulgación). Esto provocó la saturación e interferen-
cia de las comunicaciones. En 1923 la Secretaría de Comunicaciones: 1. 
reiteró la vigencia del decreto de Carranza de 1916, 2. otorgó un plazo para 
que se regularizaran las estaciones, so pena de clausurarlas si no lo reali-
zaban en ese término, y 3. estableció frecuencias específicas para los par-
ticulares con los límites de potencias.392 

Ley de Comunicaciones Eléctricas de 1926

La interferencia y la saturación de las radiocomunicaciones generaron que 
se otorgaran facultades extraordinarias al presidente Plutarco Elías Ca-

en el Diario Oficial en febrero de 1909 en español y francés. Cfr. Carlos A. Merchán Escalante, y 
Rodolfo de la Rosa Rábago (comps.), op. cit., nota 98, pp. 30-35.

389Citado por Carlos A. Merchán Escalante, Telecomunicaciones, México, D.F., Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, 1987, p. 57 respecto a la Conferencia sobre telegrafía sin hilos en 
Berlín (Alemania Oriental), 1906, Secretaría de Relaciones Exteriores, México, D.F., Expediente III - 
171 5 doc. 156.

390Decreto sobre radiocomunicación, Secretaría de Comunicaciones y Obras Públicas, México, 
dof de 24 de octubre de 1916 citado en Carlos A. Merchán Escalante, Telecomunicaciones, ibidem.

391La radiotelefonía se refiere a la transmisión de conversaciones por medio de ondas hertzianas.
392Cfr. Carlos A. Merchán Escalante, Telecomunicaciones, op. cit., nota 389, p. 102-103, 118-119.
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lles393 a fin de que expidiera una ley en la materia. Así, en 1926 se expidió 
la Ley de Comunicaciones Eléctricas394 que señalaba que: “Las comunica-
ciones eléctricas comprenden, para los efectos de esta Ley, la telegrafía, la 
radiotelegrafía, la telefonía, la radiotelefonía y cualquier otro sistema eléc-
trico de transmisión y recepción con o sin hilos conductores, de sonidos, 
signos o imágenes.”395 Esta ley abrogó el Decreto de 19 de octubre de 1916 
sobre estaciones radiotelegráficas.396 Asimismo, quedó expresamente con-
ferida la jurisdicción a la Federación, excepto para líneas telefónicas locales 
dentro de los límites de una entidad federativa que no se interconectaran 
con líneas de jurisdicción federal o de países extranjeros.397 

La Ley de Comunicaciones Eléctricas prescribió: 1. que el servicio 
público de correspondencia por medios telegráficos y de radiocomunica-
ción eran para prestarse exclusivamente por el Gobierno Federal,398 2. que 
no se otorgarían concesiones que compitieran con la Red Nacional, ni las 
que pudieran constituir un monopolio a favor del concesionario,399 3. que 
sólo los mexicanos por nacimiento o por naturalización podían ser opera-
dores de instalaciones eléctricas dependientes de la Federación,400 4. que 
toda clase de servicio oficial del Gobierno Federal tendría un descuento del 
50 por ciento de las tarifas al público,401 5. disposiciones para el caso de 
guerra o perturbaciones graves del orden público,402 6. la facultad de la 
Secretaría de Comunicaciones y Obras Públicas para dictar medidas para 
la instalación y uso de aparatos receptores de radiocomunicación,403 7. que 
son obras de utilidad pública las comunicaciones eléctricas destinadas a 
un servicio público, por lo que se podrían expropiar los terrenos que se 
requirieran,404 8. la obligación de las embarcaciones y aeronaves de contar 
con sistemas de comunicación inalámbrica,405 9. que en lo no previsto por 

393“Plutarco Elías Calles, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes, sabed: Que en uso de las autorizaciones concedidas al Ejecutivo de la Unión por Decre-
tos de 5 y 7 de enero de 1926, publicados respectivamente los días 2 y 3 de febrero del mismo año, 
ha tenido a bien expedir la siguiente: Ley de Comunicaciones Eléctricas (…)”, Diario Oficial de 6 de 
mayo de 1926.

394La Ley de Comunicaciones Eléctricas fue publicada en el Diario Oficial de 6 de mayo de 1926.
395Artículo 1 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
396Artículo 91 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
397Artículos 2 y 7 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
398Artículo 3 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
399Artículo 26 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
400Artículo 11 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
401Artículo 41 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
402Artículo 10 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
403Artículo 66 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
404Artículo 9 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
405Artículo 56 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
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leyes especiales, se interpretaría conforme al Código Civil del Distrito Fe-
deral,406 y 10. algunos límites a la transmisión de noticias y mensajes (p.ej., 
ataques contra el gobierno constituido o la vida privada), equiparando la 
contravención a esos límites con ciertos delitos penales como injuria, ul-
trajes a la moral, rebelión y sedición, entre otros.407

Camino a la interconexión en telefonía

En 1931 se publicó la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios 
de Transporte,408 misma que fue expedida por el presidente Pascual Ortiz 
Rubio con fundamento en la facultad que le confirió el Congreso de la 
Unión.409 Esta ley integra las distintas modalidades de comunicaciones y 
transportes en un solo cuerpo normativo para regir las comunicaciones 
terrestres, por agua, las aéreas, las eléctricas y las postales. 

Los artículos transitorios señalaban que: “Las disposiciones del Código 
Postal, de 22 de abril de 1926, que no se opongan a la presente ley, conti-
nuarán en vigor, entre tanto se expide el reglamento respectivo”,410 y que 
con algunas salvedades ahí establecidas, “(…) se abrogan la Ley sobre 
Ferrocarriles de 24 de abril de 1926, la de Caminos y Puentes, de 22 de abril 
de 1926, la de Comunicaciones Eléctricas de 23 de abril de 1926, la Ley 
sobre Aeronáutica Civil de 30 de junio de 1930 y el Código Postal de los 
Estados Unidos Mexicanos, de 22 de abril de 1926.”411

La Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de Transporte 
fue modificada y adicionada por el propio presidente Ortiz Rubio en 1932, 
quien con base en nuevas facultades que le confirió el Congreso de la 
Unión, publicó la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932.412 Sin 

406Artículo 34 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
407Artículos 12 en relación con el 82 de la Ley de Comunicaciones Eléctricas.
408Publicada en el Diario Oficial de 31 de agosto de 1931.
409“Pascual Ortiz Rubio, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 

habitantes, sabed: Que en uso de la facultad que ha tenido a bien conferirme el H. Congreso de la 
Unión, por decreto de 2 de enero de 1931, expido la siguiente: Ley sobre Vías Generales de Comu-
nicación y Medios de Transporte (…)”, Diario Oficial del lunes 31 de agosto de 1931.

410Artículo 16 transitorio de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de 
Transporte.

411Artículo 17 transitorio de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de 
Transporte.

412“Pascual Ortiz Rubio, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habi-
tantes, sabed: Que en uso de las facultades que ha tenido a bien conferirme el H. Congreso de la 
Unión, por decreto de 28 de junio de 1931, he modificado y adicionado la Ley sobre Vías Generales 
de Comunicación y Medios de Transporte, en los siguientes términos: Ley de Vías Generales de Co-
municación (…)”, Diario Oficial del miércoles 28 de septiembre de 1932; y fe de erratas a la Ley de Vías 
Generales de Comunicación publicada en el Diario Oficial del miércoles 23 de noviembre de 1932.
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embargo, en noviembre de 1932 se publicó en el Diario Oficial una fe de 
erratas en la que se abrogó en el artículo 13 transitorio, la Ley sobre Vías 
Generales de Comunicación y Medios de Transporte de 1931. Aun cuando 
la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932 replicó muchos artícu-
los de aquélla, se trata de la expedición de una nueva ley. En esta Ley de 
Vías Generales de Comunicación de 1932 incluso se repiten los transitorios 
relativos a la vigencia de las disposiciones del Código Postal de 1926 y a la 
abrogación referida en el párrafo anterior.413

Destacan en ambas leyes los siguientes preceptos: 1. son vías genera-
les de comunicación, las líneas telefónicas, las instalaciones radiotelegráfi-
cas y radiotelefónicas y cualquier otro sistema eléctrico de transmisión y 
recepción de sonidos, signos o imágenes (excepto líneas telefónicas locales 
dentro de los límites de un Estado que no se conecten con las de otra en-
tidad federativa, con líneas federales o con las de un país extranjero),414 2. 
el plazo de concesiones para comunicaciones no excederá de 50 años,415 3. 
la facultad de la Secretaría de Comunicaciones para dictar las medidas 
para evitar interferencias entre las estaciones de radiocomunicación,416 4. 
la facultad de dicha Secretaría para determinar la clasificación de las esta-
ciones inalámbricas, así como otros requisitos operativos, impositivos y 
técnicos (p.ej., potencia y exactitud de las ondas),417 5. la prohibición de las 
empresas de servicio telefónico de utilizar éste para el servicio de telefone-
ma, de despacho de escritos o para la transmisión de reportazgos [sic] de 
prensa destinados a publicidad (excepto donde no estuviera la Red Nacio-
nal),418 y 6. para la interpretación y cumplimiento de las concesiones, se 
decidirían por la propia ley y leyes especiales o, a falta de disposiciones en 
éstas, por el Código de Comercio o, en su defecto, por el Código Civil del 
Distrito y Territorios Federales.419

413Artículos 10 y 11 transitorios de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932, y artícu-
lo 10 transitorio según la Fe de erratas publicadas en Diario Oficial del 23 de noviembre de 1932.

414Artículo 1, fracciones XX y XXI, de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios 
de Transporte, y artículo 1, fracciones X y XI, de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 
1932.

415Artículo 502 de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de Transporte, y 
artículo 475 de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932.

416Artículo 542 de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de Transporte, y artículo 
516 de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932.

417Artículo 543 de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de Transporte, y 
artículo 517 de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932.

418Artículo 531 de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de Transporte, y artículo 
505 de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932.

419Artículo 4 de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de Transporte, y ar-
tículo 4 de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932.
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En ambas leyes se establece esencialmente la obligación de interco-
nexión de las empresas de vías generales de comunicación:

A las empresas de vías generales de comunicación y medios de transporte, que 
se nieguen a enlazar sus líneas, dentro del plazo que fije la Secretaría de Co-
municaciones, se les impondrá una multa de diez pesos diarios en el primer 
mes, de cien pesos diarios en el segundo y de doscientos pesos diarios en el 
tercero y en los siguientes, por todo el tiempo de la desobediencia, sin perjuicio 
de que si la Secretaría lo cree conveniente, se aplique el procedimiento señala-
do en el artículo 178 [artículo 49 en la Ley de 1932] para la ejecución de las 
obras necesarias por la propia Secretaría.420

Por su parte, La Mexicana y Mexeric (compañías de telefonía) continuaron 
expandiendo sus servicios en el territorio de la República Mexicana, mediante 
la instalación de infraestructura y la adquisición de otras concesionarias de 
telefonía. Sin embargo, las redes de La Mexicana y Mexeric continuaban sin 
interconectarse. En consecuencia, el tema se colocó en la agenda nacional y 
el presidente Lázaro Cárdenas en 1936 giró instrucciones al Secretario de 
Comunicaciones y Obras Públicas, Francisco J. Múgica, para que éste orde-
nara a dichas empresas el enlace de sus líneas.421 El Secretario mencionado 
otorgó un plazo de 15 días a La Mexicana y a Mexeric para que presentaran 
su convenio de interconexión, apercibidas que de no hacerlo, la propia Se-
cretaría determinaría las condiciones de la interconexión. 

Paralelamente a la problemática de la interconexión, La Mexicana y 
Mexeric tenían una relación de competidores, al mismo tiempo que sus 
empresas controladoras tenían vínculos accionarios y financieros. En ese 
contexto es que ambas empresas, en vez de presentar un convenio de in-
terconexión, solicitaron la autorización para fusionarse. La Secretaría re-
probó la fusión y determinó las bases para la interconexión. “(…) Múgica 
señala que no hay razón legal ni moral que justifique la existencia de dos 
servicios semejantes que operen separadamente (…)”.422 

420Artículo 760 de la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de Transporte, y 
artículo 733 de la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932.

421“Sírvase esa Secretaría ordenar a la Compañía Telefónica y Telegráfica Mexicana y a la 
Empresa de Teléfonos Ericsson, S.A., que en la forma y términos que establece la Ley de Vías 
Generales de Comunicación enlacen sus líneas y combinen sus servicios telefónicos en toda la 
República, por exigirlo así el interés del público usuario de dichos servicios (…)”, cita de Francisco 
J. Múgica, El enlace de los sistemas telefónicos de las Compañías Ericsson y Mexicana. Sus funda-
mentos legales y sociales, página 63, referido por Enrique Cárdenas de la Peña, El teléfono, México, 
D.F., Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 1987, p. 137.

422Ibidem, p. 140.
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Entretanto el Congreso expidió en 1936 la Ley de Expropiación423 para 
hacer expedito el proceso de expropiación por causa de utilidad pública. 
La Mexicana y Mexeric es posible que percibieran esta ley como un men-
saje de lo que podría ocurrirles. La Mexicana y Mexeric presentaron un 
plan de interconexión en 1938 y realizaron cambios a la numeración de sus 
suscriptores con miras a la futura interconexión. 

En 1947 se constituyó Teléfonos de México, S.A. (Telmex). Mexeric y 
Telmex celebraron un contrato, mismo que fue aprobado por la Secretaría 
de Comunicaciones y Obras Públicas, en el que Mexeric le vendía sus bie-
nes (incluyendo concesiones) y le transfería sus activos vinculados con el 
servicio telefónico. Telmex como sucesor de Mexeric tuvo que llegar a un 
acuerdo con La Mexicana para la unificación de sus sistemas telefónicos. 
Esto aconteció hasta el 9 de enero de 1948 ante la presencia del presiden-
te Miguel Alemán. Si bien La Mexicana continuó existiendo por un tiempo, 
en 1950 se da la fusión de ésta con Telmex. Los grupos controladores de 
las otrora empresas telefónicas (La Mexicana y Mexeric) quedan como 
propietarias de la mayoría de las acciones de Telmex.

Ley de Vías Generales de Comunicación de 1940424

La exposición de motivos de la que se convertiría en la Ley de Vías Gene-
rales de Comunicación de 1940 (lvgc) fue presentada por el Ejecutivo fe-
deral al Congreso de la Unión en septiembre de 1937 destacando que: 

El gran error de las Administraciones anteriores en materia de vías generales 
de comunicación derivada de la ideología imperante en otros tiempos, ha sido 
el de autorizar la construcción y explotación de las vías generales de comuni-
cación sin una planeación racional y adecuada que tienda a beneficiar los 
grandes intereses nacionales. Las concesiones para el establecimiento [sic] las 
vías generales de comunicación, se han otorgado siempre con vista de los in-
tereses patrimoniales de los concesionarios, los intereses de la Nación no han 
tenido la protección debida en esas concesiones. Por esa misma circunstancia 
no se ha podido orientar la explotación de las vías generales de comunicación 
como verdaderos servicios públicos o sean actividades controladas y regaladas 
por el Estado para la satisfacción de necesidades generales.425 

423Publicada en el dof de 25 de noviembre de 1936.
424Publicada en el dof de 19 de febrero de 1940.
425Exposición de motivos a la lvgc del Ejecutivo federal de septiembre de 1937.
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A continuación se expondrán algunas de las disposiciones más rele-
vantes de la lvgc, cuya racionalidad subyacente cambiará significativamen-
te con la lft.

La lvgc estableció la competencia y jurisdicción federal para la explo-
tación de vías generales de comunicación. Como los estados y municipios 
habían otorgado anteriormente permisos y concesiones para esos mismos 
fines, la lvgc concedió un plazo para que los permisionarios y concesiona-
rios estatales y municipales, obtuvieran la concesión o permiso federal.426 
Las líneas telefónicas y el espacio aéreo eran considerados vías generales 
de comunicación.427 Se estableció expresamente el monopolio del Estado 
para la telegrafía y radiotelegrafía428 en congruencia con el artículo 28 de la 
Constitución. A la Red Nacional de Comunicaciones Eléctricas se le conti-
nuó otorgando exclusividad para la prestación de sus servicios. Por ello, la 
lvgc retoma la prohibición a las empresas de servicio telefónico de utilizar 
éste para telefonemas y despachos escritos.429 Esto claramente le habría 
generado competencia a la Red Nacional que fue precisamente lo que se 
quiso evitar.

La exposición de motivos de 18 de noviembre de 1939 de la Comisión 
de la Cámara de Diputados señaló que el Estado era responsable de prestar 
los servicios públicos, pero por circunstancias especiales podía conceder 
su prestación a particulares.430 El otorgamiento de concesiones era discre-
cional. Además, el modelo de la lvgc estaba lejos de favorecer la compe-
tencia, tal como lo refleja la tesis aislada al referir que:

(…) la intención del legislador, al reglamentar la prestación de servicios públi-
cos en dichas vías [generales de comunicación] no fue la de permitir la libre 
competencia, a la manera liberal pura, para que de la concurrencia surgieran 
condiciones de mejor calidad de servicio y mejor precio en beneficio del públi-

426Cfr. artículos 3 y 5, así como el artículo 6 transitorio de la lvgc de 1940 (texto original).
427“Por motivos de técnica jurídica se consideró pertinente declarar vía general de comunica-

ción al espacio aéreo nacional y no a las líneas de navegación aérea dice la Ley de 1932, supuesto 
que el espacio es la vía misma”, exposición de motivos a la lvgc del Ejecutivo federal de septiembre 
de 1937.

428Artículo 11 de la lvgc de 1940 (texto original).
429Artículo 394 de la lvgc de 1940 (texto original).
430“(…) normalmente todos los servicios que las vías federales de comunicación imparten a la 

sociedad, por su importancia y por la regularidad y continuidad que requieren, son una función es-
tatal propia; pero si el Estado por circunstancias especiales no pueden (sic) prestar uno o algunos de 
dichos servicios, queda autorizado para confiar su satisfacción a un particular, dando nacimiento a 
los que en Derecho Administrativo se llaman servicios públicos industriales (…)”, Diarios de los 
Debates de la Cámara de Diputados del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, viernes 24 de 
noviembre de 1939, Legislatura XXXVII, Año III, Periodo Ordinario, diario número 16. http://cronica.
diputados.gob.mx/DDebates/37/3er/Ord/19391124.html (fecha de consulta: 8 de agosto de 2007).
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co (…) el Estado debe buscar el beneficio del público evitando la libre compe-
tencia entre quienes desearían prestar el servicio (…) en esta materia no ten-
dría sentido aplicar los principios de lucha contra los monopolios, a que se 
contrae el artículo 28 constitucional, que tiende a promover la libre competen-
cia (…) lo que se fija como meta es el evitar la duplicidad dentro de la misma 
zona de influencia, cuando el concesionario inicial o primero en tiempo satis-
faga con eficacia las necesidades del servicio, evitando con ello una competen-
cia ruinosa o desleal (…)431 

Las concesiones establecerían las bases para determinar las tarifas de 
los servicios al público.432

Las empresas concesionarias fincan su economía y consecuentemente la del 
servicio, en las bases que el Estado señala para el establecimiento de las tarifas, 
y es muy importante insistir en que tales bases no sólo circunscriben el mar-
gen de lucro a los límites hasta los cuales el propio Estado lo considera lícito y 
honesto, sino que tienden a garantizar, científicamente, el ingreso indispensa-
ble para la subsistencia y eficacia de los mismos servicios. Esos dos elementos 
esenciales: la limitación del lucro y la garantía de la subsistencia y eficacia de 
los servicios, son los que fijan técnicamente y con la previsión necesaria las 
bases máxima y mínima dentro de las cuales pueden moverse las tarifas; y no 
es concebible ninguna variación a dichas bases, sin dar al traste con la armonía 
financiera que descansa exclusivamente en leyes económicas, contra las cua-
les es impotente cualquier disposición legislativa que quiera contrariarlas (…) 
En general, la Comisión es contraria a la idea de que puedan existir tarifas de 
competencia entre las vías de comunicación, pues salta a la vista lo antieco-
nómico e inconveniente del libre juego de los intereses privados en tratándo-
se de servicios públicos; pero no cerrar los ojos ante situaciones especiales 
y casi siempre transitorias, se dejó a la Secretaría de Comunicaciones la 
facultad de autorizar dichas tarifas, cuando sea indispensable, dando así 
oportunidad a que esta materia quede bajo el imperio de otras leyes que le 
son aplicables.433

431“Vías Generales de Comunicación. Concesiones para servicios públicos en ellas”, Séptima 
Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, 78 sexta parte, p. 84.

432Artículo 20 de la lvgc de 1940 (texto original).
433Diarios de los Debates de la Cámara de Diputados del Congreso de los Estados Unidos 

Mexicanos, viernes 24 de noviembre de 1939, Legislatura XXXVII, Año III, Periodo Ordinario, diario 
número 16. http://cronica.diputados.gob.mx/DDebates/37/3er/Ord/19391124.html (fecha de consul-
ta: 8 de agosto de 2007).
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En cuanto a interconexión (enlace de vías, líneas o instalaciones), la 
lvgc retomó la obligación de los concesionarios y permisionarios prevista 
en la Ley sobre Vías Generales de Comunicación y Medios de 1931 y en la 
Ley de Vías Generales de Comunicación de 1932, consistente en enlazar 
sus vías, líneas o instalaciones con las de otras empresas y con las del 
Gobierno Federal, siempre que a juicio de la Secretaría de Comunicaciones 
se reunieran los requisitos técnicos necesarios para un servicio eficiente.434 
Dicha Secretaría estaba facultada para fijar las bases para los enlaces.435 

Finalmente, la lvgc estableció un sistema de reversión de los bienes 
destinados a la explotación de la vía general de comunicación y a la pres-
tación del servicio público, por diversas causas, entre otras, por incumpli-
miento a los términos de la concesión. La finalidad de ello era:

(…) una justa compensación para el Estado en los casos de incumplimiento de 
la concesión y como un medio para facilitar al mismo Estado el establecimien-
to del servicio que no pudo realizar el concesionario o su continuidad en los 
casos en que ya hubiere explotación (…) Nada más justo que la Nación reciba 
como justa compensación, por los beneficios que otorga a los concesionarios, 
el que éstos le entreguen la propiedad de los bienes destinados a la explotación 
para que el Estado continúe con ella (…).436 

Televisión por cable

La primera transmisión de televisión por cable tuvo verificativo en 1954 en 
Nogales, Sonora, a través de un sistema que traía la señal de Nogales, Ari-
zona. Las ciudades de la frontera norte de la República Mexicana fueron las 
pioneras en la televisión por cable. El cable se instalaba cruzando la frontera 
entre México y EUA. Ello obedeció a que en esa época aún no estaban dis-
ponibles para esos fines otros medios de transmisión como la comunicación 
vía satélite o vía microondas que posteriormente permitirían enviar la señal 
de televisión de paga o restringida a otras localidades del interior del país. 

En 1960 se publicó la lfrytv. En ésta se prescribió la figura de las con-
cesiones y permisos para el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico 

434Artículo 53 de la lvgc de 1940 (texto original).
435“(…) Tal facultad que deriva del principio de que el Estado es el creador y regulador de los 

servicios públicos, se explica y justifica ampliamente en un ordenamiento expedido con el propósito 
de hacer que las vías de comunicación se exploten racionalmente, y con propósitos definidos de 
utilidad general. (…)”, exposición de motivos a la lvgc del Ejecutivo federal de septiembre de 1937.

436Exposición de motivos a la lvgc del Ejecutivo federal de septiembre de 1937.
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a fin de prestar servicios de radio y televisión abierta para que cualquier 
persona con el equipo adecuado pudiera recibir gratuitamente su progra-
mación. Sin embargo, la televisión por cable no encuadraba en la lfrytv, 
por lo que a finales de los años de 1960 el ingeniero Abraham Kahn que 
pretendía prestar el servicio de televisión por cable no recibía la concesión 
correspondiente, porque “(…) funcionarios de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, quienes, al no existir la figura legal adecuada para 
otorgar autorización para este tipo de actividad [la televisión por cable], le 
habían dado largas (…)”.437

La Secretaría otorgó permisos provisionales dada la cercanía de las 
Olimpiadas México 1968, pero concluidas éstas “(…) las autoridades se-
guían sin saber muy bien qué hacer, pues en el fondo existía un vacío legal 
y administrativo (…)”.438 En 1979 se expidió el Reglamento del Servicio de 
Televisión por Cable,439 estableciendo los requisitos técnicos y administra-
tivos para los servicios de televisión por cable, mientras que la parte del 
contenido programático estaría sujeto a la lfrytv.440

Comunicación vía satélite en México

La investigación espacial inició en la Universidad Nacional Autónoma de 
México en 1962. Por su parte, para contar con servicios de comunicación vía 
satélite, México se adhirió a Intelsat (International Telecommunications Sate-
llite Consortium) que era un consorcio establecido por los gobiernos y ope-
radores signatarios.441 Intelsat fue quien proporcionó a México la capacidad 
satelital que requería a través del arrendamiento de transpondedores. México 
comenzó la construcción de estaciones terrenas para servicios satelitales. 

De igual manera, en 1962 se creó la Comisión Nacional del Espacio 
Exterior “como un organismo técnico especializado de controlar todo lo 
relacionado con la investigación, explotación y utilización con fines pacífi-
cos del espacio exterior”.442 Esta comisión “(…) escogió como prioritarias 

437Cámara Nacional de la Industria de la Televisión por Cable, 50 años de la televisión por cable 
en México 30 años de la Canitec, México, D.F., Cámara Nacional de la Industria de la Televisión por 
Cable, 2005, p. 30.

438Ibidem, p. 33.
439Publicado en el dof el 18 de enero de 1979.
440Cfr. Cámara Nacional de la Industria de la Televisión por Cable, op. cit., nota 437, pp. 27-34, 

y 49-52.
441El acuerdo se firma el 25 de octubre de 1966 según se señala en Carlos A. Merchán Esca-

lante, Telecomunicaciones, México, D.F., Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 1987, p. 270.
442Ibidem, p. 257.
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la meteorología; la percepción remota; el uso de los cohetes sonda; y la 
investigación de la alta atmósfera, para lo cual desarrolló y construyó di-
versos cohetes, y destaca el énfasis concedido al establecimiento de rela-
ciones con organismos internacionales especializados en la materia, la 
capacitación del personal y, finalmente, su participación en la regulariza-
ción del Derecho Espacial (…)”.443 La Comisión Nacional del Espacio Exte-
rior dejó de existir en 1977 “por haberse efectuado una redistribución de 
competencias”.444

Los Juegos Olímpicos en 1968 en México fueron los que propiciaron 
significativamente la incursión de México en la comunicación vía satélite, 
ya que se requirió de un enlace espacial capaz de transmitir voz y video a 
nivel mundial. El 10 de octubre de 1968 se inauguró la estación Tulancingo 
I, la Torre Central de Telecomunicaciones, la Red Federal de Microondas, 
así como el enlace espacial.

La Red Federal de Microondas comenzó a saturarse y requería atender 
diversos programas del gobierno federal como el de telefonía rural. Ante 
los análisis realizados por las autoridades, la comunicación vía satélite se 
presentó como una alternativa. En consecuencia, México inició sus gestio-
nes ante la uit para obtener órbitas satelitales. En 1981 México presentó 
una solicitud a la uit para el sistema de satélites mexicanos denominado 
Ilhuicahua que es un vocablo náhuatl que significa “Dios de los Cielos”.

No existía prohibición o límite alguno para la prestación de servicios 
satelitales por el sector privado o público.

(…) dada la escasez de posiciones orbitales y la falta de certidumbre sobre el 
uso de los servicios satelitales, resultaba conveniente que la distribución de 
señales y datos vía satélite, la llevara a cabo sólo el Estado. Además en los 
primeros años de operación, el sistema presentaría una rentabilidad baja, en 
tanto que generaba la demanda a la cultura para su aprovechamiento, que lo 
hacía muy poco atractivo para la participación privada.445 

Por lo que se reformó el artículo 28 de la Constitución para establecer 
la comunicación vía satélite como área estratégica para que fuera única-
mente el Estado mexicano quien prestara el servicio. En 1983, se cambió 
el nombre del sistema satelital Ilhuicahua al del Siervo de la Nación, 
José María Morelos. Los primeros satélites mexicanos, el Morelos I y el 

443Ibidem, p. 258.
444Ibidem, p. 269.
445Exposición de motivos a la iniciativa del Ejecutivo federal de 18 de enero de 1995 para refor-

mar el cuarto párrafo del artículo 28 de la Constitución.
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Morelos II, fueron lanzados al espacio en junio y noviembre de 1985.446 
A partir de ese momento, los servicios satelitales fueron prestados por 
Telecomunicaciones de México (Telecomm), un organismo descentrali-
zado del gobierno federal hasta la desincorporación en 1997 de la enton-
ces recién creada Satélites Mexicanos, S.A. de C.V., que se expondrá más 
adelante.

Telefonía: del monopolio público a su privatización

El denominado Plan de Cinco años celebrado entre el gobierno federal y 
Telmex el 6 de abril de 1954 pretendía desarrollar y modernizar los ser-
vicios de telecomunicaciones. Para ello se requerían recursos económi-
cos y el gobierno federal acordó, entre otros, auspiciar la emisión de ac-
ciones y bonos de usuarios y otorgar ayuda económica a Telmex con 
recursos del impuesto telefónico. También, se instauró un sistema de fi-
nanciamiento a través de los suscriptores. Por su parte, la Secretaría de 
Comunicaciones y Obras Públicas expidió las reglas para el otorgamiento 
de prioridades en el suministro de servicios de Teléfonos de México, S.A., 
a fin de que se diera prioridad a aquellos suscriptores que adquirieran 
valores de Telmex.447

La llamada mexicanización (transferir el control de Telmex a personas 
físicas o morales mexicanas) cobra auge y las empresas controladoras ex-
tranjeras de Telmex (Internacional Telephone and Telegraph Co. y Teleric, 
filial de lm Ericsson) vendieron sus acciones al público mexicano en 1958. Al 
inicio de la siguiente década, Telmex promovió esquemas de financiamiento 
para que sus suscriptores adquirieran acciones. Cabe señalar que en 1963 
existían aparte de Telmex otras 9 concesionarias de telefonía.448 “(…) Con los 
juegos olímpicos [México 1968], se tomó la decisión de modernizar sustan-
cialmente el sistema de telecomunicaciones en México y de desarrollar un 
marco regulatorio para los medios electrónicos de comunicación masiva que 

446Cfr. Carlos A. Merchán Escalante, Telecomunicaciones, op. cit., nota 389, pp. 285-287.
447Este tipo de reglas son contrarias a la naturaleza misma del servicio público y quebrantan el 

principio de igualdad establecido en el artículo 1 de la Constitución. Cualquier discriminación para 
proporcionar un servicio público debe estar plenamente justificada, de otra manera se le estará pri-
vando de su propia finalidad de satisfacer una necesidad colectiva de manera general y uniforme.

448La Compañía Telefónica Fronteriza (Baja California), Telefónica Nacional, S.A. (Coahuila), la 
Compañía de Servicios Públicos de Agua Prieta (Sonora), la Compañía Campechana de Teléfonos, 
S.A. (Campeche), The Moctezuma Copper Co. (Sonora), Telefónica Lux (Jalisco), la Constructora 
Industrial de Irolo, S.A. (Hidalgo), y la Telefónica Ojinaga, S.A. (Chihuahua). Cfr. Enrique Cárdenas 
de la Peña, El teléfono, op. cit., nota 421, p. 205.
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sirviera al interés público (…)”.449 El Programa Nacional de Telecomunicacio-
nes 1965-1970 estableció la Red Federal de Microondas y a Telmex se le 
encomendó llevar a cabo el Proyecto Nacional de Telefonía. 

El gobierno federal tuvo participación en el capital social de Telmex, 
convirtiéndose en accionista mayoritario cuando en 1972 adquirió el 51 por 
ciento de las acciones de Telmex. A partir de esa adquisición, Telmex se 
convirtió en una empresa de participación estatal con todas sus implicacio-
nes jurídico-administrativas. En 1976 se le otorgó el título de concesión 
para construir, operar y explotar una red de servicio público telefónico por 
medio de conferencias telefónicas (conversaciones directas entre los inte-
resados).450 Este servicio público telefónico incluía el urbano y suburbano 
en el Valle de México, urbanos e interurbanos en las poblaciones donde ya 
prestaba el servicio y el de larga distancia nacional e internacional. 

La concesión de 1976 contemplaba una significativa intervención de la 
sct. Conforme a la misma, Telmex requería de autorización de la sct para, 
entre otros: la construcción de instalaciones y la realización de obras, para 
los equipos a emplear, para dar de baja centrales públicas, para utilizar ins-
talaciones y equipos de otras empresas. El plazo de la concesión fue de 30 
años a partir de la fecha de su expedición. Además, se contempló la obliga-
ción de enlazar sus instalaciones y combinar sus servicios con los de la sct. 

Telmex continuó creciendo y expandiendo sus servicios. La última 
concesionaria de servicios telefónicos independiente de Telmex, fue Tele-
fónica de Ojinaga, S.A. Ésta, fue adquirida por Telmex en 1981 con lo que 
Telmex se convirtió en la única propietaria y concesionaria del servicio de 
telefonía en la República Mexicana.451

El Plan Nacional de Desarrollo 1989-1994 señalaba que “(…) la indispen-
sable modernización y expansión de las telecomunicaciones requerirá de 
grandes inversiones, que deberán financiarse con participación de los par-
ticulares; el propósito es no distraer recursos financieros necesarios para 
atender las legítimas demandas de salud, educación, vivienda y adecuación 
del resto de la infraestructura (…)”. En 1989, el Presidente Carlos Salinas de 
Gortari anunció la desincorporación de Telmex452 y, en preparación a la 

449Antonio Ortiz Mena, El desarrollo estabilizador: reflexiones sobre una época, México, D.F., El 
Colegio de México-Fideicomiso Historia de las Américas-Fondo de Cultura Económica, 1998, pp. 
227-234.

450Este título de concesión fue suscrito el 10 de marzo de 1976 entre la sct y Teléfonos de 
México, S.A.

451Recuérdese que si bien Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V., es una persona moral distinta, 
era y sigue siendo filial de Telmex.

452“El 18 de septiembre de 1989, en la inauguración de la XIV Convención Nacional Ordinaria 
Democrática del Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana, el Presidente Carlos Salinas de 
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privatización, el 10 de agosto de 1990, se modificó su título de concesión (la 
“Modificación de la Concesión de Telmex”) (véase apéndice 3). 

Las consideraciones para la modificación al título de Telmex fueron, 
entre otras, la necesidad de tener más posibilidades de financiamiento, 
mejorar la calidad y diversidad de sus servicios, así como para promover 
una competencia equitativa con otras empresas de telecomunicaciones. El 
gobierno federal reduciría su participación en Telmex para que existiera 
una mayor participación de inversión privada.453 El plazo de la concesión 
se fijó en 50 años contados a partir del 10 de marzo de 1976, para cons-
truir, operar y explotar una red pública telefónica que prestara servicios 
de telefonía básica, así como de conducción de señales de voz, sonidos, 
datos, textos e imágenes, a nivel local y de larga distancia nacional e inter-
nacional. 

Conforme a la Modificación de la Concesión de Telmex,454 el control 
administrativo debe estar mayoritariamente en los socios mexicanos, exis-
tiendo una prohibición expresa para que concesionarios de radio y televi-
sión o de personas que participen en éstos, puedan ser accionistas con voz 
y voto de Telmex.455 

Si bien la sct se reservó el derecho de otorgar otras concesiones a ter-
ceros, se estableció que durante los primeros seis años de entrada en vigor 
de la Modificación de la Concesión de Telmex, solamente se podrían otor-
gar concesiones: 1. para el caso de larga distancia, cuando Telmex no hu-
biera cumplido con las condiciones de expansión y eficiencia establecidas 
en el propio título, y 2. para telefonía básica, la sct debería tomar en cuen-
ta la eficiencia del servicio, el equilibrio financiero de Telmex y las condi-
ciones de competencia equitativa.456

La Modificación de la Concesión de Telmex estableció, entre otros: 1. un 
sistema de control tarifario (véase capítulo III, sección “Medidas ex-ante”, p. 
85), 2. la prohibición para Telmex de realizar prácticas monopólicas, tratos 
discriminatorios y ventas atadas (véase capítulo III, secciones “Principios de 
interconexión y sus requisitos” y “Ventas atadas”, p. 83), 3. la obligación 
de tener arquitectura abierta y de interconectar sus redes, 4. el cumpli-
miento de metas de calidad, 5. la provisión de servicio universal bajo la 

Gortari anunció la desincorporación de Teléfonos de México (…)”, Teléfonos de México, Historia de 
la Telefonía en México 1878-1991, México, D.F., Teléfonos de México, 1991, p. 198.

453Cfr. Antecedentes de la Modificación de la Concesión de Telmex.
454La Modificación de la Concesión de Telmex sigue siendo al día de hoy el título de concesión 

de Telmex.
455Condición 2.2 de la Modificación de la Concesión de Telmex.
456Condición 2.4 de la Modificación de la Concesión de Telmex.
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forma de programas de telefonía rural y de casetas públicas (véase capítu-
lo IV, sección “Servicio universal en México”), y 6. la prohibición de prestar 
servicios de televisión.457

La Modificación de la Concesión de Telmex preparó el camino a la 
desincorporación de Telmex como empresa pública. En junio de 1990, 
Telmex realizó cambios a su estructura accionaria y a sus estatutos so-
ciales. El Banco Internacional, S.N.C., fue designado como agente finan-
ciero responsable de la desincorporación. En julio de ese año, dicha 
institución financiera anunció el calendario de venta a través de la su-
basta del 20.4 por ciento del capital social de la empresa paraestatal 
Telmex. Tres fueron los grupos interesados en la adquisición de Telmex, 
quedando como ganador el 9 de diciembre de 1990 el consorcio integra-
do por Grupo Carso, Southwestern Bell Internacional Holdings y France 
Cables et Radio.458 

Hacia la liberalización de las telecomunicaciones

Durante el proceso de desincorporación de Telmex, se expidió el Regla-
mento de Telecomunicaciones459 que es reglamentario de la lvgc de 1940. 
Dicho ordenamiento incorporó un catálogo de definiciones sobre concep-
tos, servicios y redes de telecomunicaciones. Si bien el Reglamento de 
Telecomunicaciones no preveía un esquema de competencia en la presta-
ción de los servicios, sí estableció que la sct tenía la facultad de promover, 
en beneficio de los usuarios una competencia efectiva y equitativa entre los 
diferentes prestadores de servicios de telecomunicaciones.460 No obstante 

457La Condición 1.9 señala que Telmex no podrá explotar ninguna concesión de servicios de 
televisión al público. De una interpretación armónica de la Modificación de la Concesión de Telmex, 
las leyes vigentes al momento de su otorgamiento y las actualmente en vigor, se desprende que 
dicha Condición se refiere a televisión restringida y no a televisión abierta (radiodifusión). Si la 
distribución de señales de televisión se considera en la propia concesión como un servicio de tele-
comunicaciones, no se puede confundir con uno de radiodifusión. Más aún, la prohibición conteni-
da en el título carecería de sentido para servicios de televisión abierta considerando que para 
prestar éstos requeriría de bandas de frecuencias atribuidas a radiodifusión y para ello necesitaría 
un título otorgado conforme a la lfrytv.

Al momento de escribir este libro, Telmex está solicitando a la sct que se modifique su título 
de concesión para permitírsele prestar servicios de video.

458“El grupo ganador ofreció por el paquete controlador un mil setecientos cincuenta y siete 
millones de dólares que le da derecho al 20.4 por ciento del capital social de Telmex, en forma de 
acciones AA, más una opción para adquirir el 5.1 por ciento del capital social en acciones L”, Telé-
fonos de México, op. cit., nota 451, p. 212.

459Publicada en el dof de 29 de octubre de 1990.
460Artículo 4, fracción IX del Reglamento de Telecomunicaciones.
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la publicación de la lft en 1995, muchas disposiciones del Reglamento de 
Telecomunicaciones continúan vigentes.461 

México suscribió el Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
con Canadá y Estados Unidos de América,462 dedicando su capítulo XIII a 
telecomunicaciones (véase apéndice 1). Dicho capítulo versa sobre las me-
didas relacionadas con el acceso y el uso de redes y servicios de telecomu-
nicaciones (servicios públicos y de valor agregado), así como con aquellas 
relativas a la normalización de equipos terminales u otros equipos para la 
conexión con las redes públicas de telecomunicaciones. 

(…) servicios mejorados o de valor agregado significa los servicios de teleco-
municaciones que emplean sistemas de procesamiento computarizado que: (a) 
actúan sobre el formato, contenido, código, protocolo o aspectos similares de 
la información transmitida del usuario (b) que proporcionan al cliente informa-
ción adicional, diferente o reestructurada; o (c) implican la interacción del 
usuario con información almacenada (…)
(…) servicio público de telecomunicaciones significa cualquier servicio de tele-
comunicaciones que una Parte obligue explícitamente o de hecho, a que se 
ofrezca al público en general, incluidos el telégrafo, teléfono, télex y transmisión 
de datos, y que por lo general conlleva la transmisión en tiempo real de informa-
ción suministrada por el usuario entre dos o más puntos, sin cambio “de punto 
a punto” en la forma ni en el contenido de la información del usuario (…)463

Existen obligaciones específicas en el tlcan para las partes como aque-
llas respecto a los monopolios u otras personas con privilegios exclusivos, 
las de transparencia y publicidad de las medidas vinculadas con el acceso 
a redes y servicios de telecomunicaciones.

En otro foro, México suscribió el acuerdo por el que se establece la 
Organización Mundial de Comercio (conocido también como el Acuerdo 
de Marrakech)464 (véase capítulo II). El Acuerdo General sobre el Comer-
cio de Servicios (agcs) es integrante del Acuerdo de Marrakech y, a su 
vez, la lista de compromisos específicos al agcs es parte integrante de de 
éste. Existe un suplemento a la Lista de Compromisos Específicos sobre 

461“Las disposiciones reglamentarias y administrativas en vigor se continuarán aplicando, 
hasta en tanto se expidan nuevos ordenamientos que las sustituyan, salvo en lo que se opongan a 
la presente Ley”, artículo tercero transitorio de la lft.

462Decreto de promulgación del tlcan publicado en el dof el 20 de diciembre de 1993.
463Artículo 1310 del tlcan.
464Suscrito el 15 de abril de 1994, ratificado por el Senado el 13 de julio de 1994, publicado en 

el dof el 30 de diciembre de 1994 y entró en vigor el 1o. de enero de 1995.
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telecomunicaciones de México del 11 de abril de 1997465 que junto con su 
Documento de Referencia y el Cuarto Protocolo466 al agcs, forman parte del 
marco jurídico mexicano sobre telecomunicaciones. Para mayor informa-
ción sobre el contenido de los acuerdos y documentos suscritos por Méxi-
co en la omc, véase capítulo III, secciones “Interconexión” y “Prohibiciones 
a los concesionarios”.

Previa a la publicación de la lft, se reformó en 1995 el artículo 28 de la 
Constitución en lo relativo a comunicación vía satélite, esta vez para per-
mitir la participación del sector privado al pasar de ser un área estratégica 
a una prioritaria.

El sector privado es el principal demandante de servicios de comunicación vía 
satélite y cuenta con los recursos necesarios para apoyar el desarrollo de su 
infraestructura (…) La rectoría del Estado no exige, necesariamente, la propie-
dad, operación y explotación de los satélites, sino un marco jurídico que regu-
le el aprovechamiento de las posiciones orbitales y las frecuencias destinadas 
a la comunicación vía satélite (…).467

Ley Federal de Telecomunicaciones

La corriente de liberalización de la economía mexicana y los compromisos 
internacionales asumidos por México, exigían el cambio del marco legal de 
las telecomunicaciones. El 24 de abril de 1995, el Ejecutivo federal presen-
tó a la consideración del Legislativo una iniciativa de Ley Federal de Tele-
comunicaciones que cambiaba radicalmente la función del Estado dentro 
del sector telecomunicaciones. 

Corresponde al Estado, como rector de la economía y promotor del desarrollo, 
establecer las condiciones que permitan la concurrencia de la iniciativa e in-
versión de los particulares, bajo un marco regulatorio claro y seguro. Una 
mayor participación privada es congruente con el fortalecimiento de la rectoría 

465omc, México. Lista de Compromisos Específicos. Suplemento 2, gats/SC/56/Suppl.2, 11 de abril 
de 1997.

466El Cuarto Protocolo al agcs fue aceptado el 26 de noviembre de 1997 por México y entró en 
vigor el 4 de febrero de 1998. Al formar parte el Cuarto Protocolo de agcs, no requirió posterior 
ratificación por parte del Senado. Respuesta de la Dirección General de Negociaciones Multilaterales 
y Regionales de la Secretaría de Economía de fecha 3 de agosto de 2007, a la solicitud de información 
número 0001000095407.

467Exposición de motivos a la iniciativa del Ejecutivo federal de 18 de enero de 1995 para refor-
mar el cuarto párrafo del artículo 28 de la Constitución.
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del Estado (…) En consecuencia, el papel del Estado en este momento de tran-
sición hacia mercados más abiertos debe ser el de promover la competencia 
en las telecomunicaciones. Debe el Estado también fortalecer la soberanía y 
seguridad nacional, y una adecuada promoción de la cobertura social, median-
te el aprovechamiento del avance tecnológico de las telecomunicaciones.468

El Senado fue la cámara de origen, quien aprobó la iniciativa el 26 de 
abril de 1995. En la Cámara de Diputados al presentarse por parte de la 
Comisión de Comunicaciones y Transportes el dictamen con proyecto de 
decreto de la Ley Federal de Telecomunicaciones, se expuso que: 

(…) la iniciativa de Ley Federal de Telecomunicaciones tiene principalmente los 
objetivos siguientes: Salvaguardar, mediante la rectoría del Estado, la seguri-
dad y los intereses soberanos de nuestra nación. Promover que los servicios 
de telecomunicaciones sean un insumo competitivo, moderno, eficaz y accesi-
ble para el resto de las actividades económicas, así como su disponibilidad en 
todo el territorio nacional, con alta calidad y a precios internacionalmente com-
petitivos. Impulsar la participación competitiva de empresas y empresarios 
mexicanos en la prestación de servicios de telecomunicaciones (…).469

La lft470 derogó diversas disposiciones de la lvgc, iniciándose una 
nueva era en el marco jurídico de las telecomunicaciones. Así, mientras la 
lvgc era contraria a la competencia, la lft estableció un esquema basado 
en la competencia para el logro de uno de los objetivos fundamentales de 
la lft: que existan más y mejores servicios, a mejores precios.471 Las tarifas 
conforme a la lvgc se establecían de acuerdo con las bases autorizadas por 
la sct; en la lft existe libertad tarifaria excepto para aquellos que sean 
declarados agentes económicos con poder sustancial en el mercado rele-
vante.472 El otorgamiento de concesiones para el uso de bandas de frecuen-
cias del espectro radioeléctrico era discrecional bajo la lvgc y los concesio-
narios debían pagar una participación sobre los ingresos que percibían de 
la prestación de los servicios públicos. La lft ordena llevar a cabo un pro-

468Exposición de motivos del Ejecutivo federal de 24 de abril de 1995 sobre la iniciativa de Ley 
Federal de Telecomunicaciones.

469Diarios de los Debates de la Cámara de Diputados del Congreso de los Estados Unidos 
Mexicanos, jueves 18 de mayo de 1995, Legislatura LVI, Año I, Tercer Periodo Extraordinario, diario 
número 4, http://cronica.diputados.gob.mx/ (fecha de consulta: 16 de agosto de 2007).

470Publicada en el dof de 7 de junio de 1995.
471Artículo 7, párrafo primero de la lft.
472Artículos 60 y 63 de la lft.
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ceso de licitación y cobrar una contraprestación por el otorgamiento de la 
concesión respectiva.473

La autoridad de telecomunicaciones era la sct conforme a la lvgc, la 
lft ordena la creación de un órgano regulador para el desarrollo de las 
telecomunicaciones474 (véase capítulo II). Durante la vigencia de la lvgc 
en telecomunicaciones, el cumplimiento de programas de cobertura so-
cial se realizaba a través de obligaciones a los concesionarios, la lft esta-
blece un régimen separado del mercado en competencia a fin de que toda 
la población pueda tener acceso a las telecomunicaciones475 (véase capítulo 
IV, sección “Servicio universal”, p. 100). Si bien la lvgc preveía la obligación 
de interconexión, en la lft se privilegia, en primer lugar, el acuerdo de los 
concesionarios para interconectar sus redes, y, en caso de que no lleguen 
a algún acuerdo, entonces la autoridad resolvería los puntos en desacuerdo. 
Cabe señalar que la lft establece obligaciones detalladas para el tema de 
interconexión lo cual forma parte de la política de competencia en teleco-
municaciones (véase capítulo III, sección “Interconexión”, p. 62).

En un mercado en competencia la disponibilidad de información es 
clave para la entrada y permanencia de competidores, así es que la lft crea 
el Registro de Telecomunicaciones. Asimismo, la lft reconoce que pueden 
existir concesionarios que tengan o adquieran un poder de mercado signi-
ficativo y que puedan ser nocivos para la competencia. Por ello, se faculta 
a la autoridad a imponer obligaciones específicas en cuanto a tarifas, cali-
dad e información, a aquel concesionario que sea declarado por la Cofeco 
como agente económico con poder sustancial en algún mercado de teleco-
municaciones476 (véase capítulo III, sección “Medidas ex-post”, p. 91).

En materia satelital, la lft permitió el ingreso del sector privado a la 
prestación de servicios satelitales, tanto a través de satélites asignados a 
México como por medio de satélites extranjeros (véase capítulo VII, 
sección “Satelital”, p. 191). El gobierno federal a través del organismo 
descentralizado Telecomm continuaba prestando los servicios fijos sate-
litales. Con la finalidad de privatizar esa sección de Telecomm, en junio 
de 1997 “(…) se creó la empresa de participación estatal mayoritaria 
denominada “Satélites Mexicanos, S.A. de C.V.” (satmex) a la que se asig-
naron las concesiones sobre tres posiciones orbitales asignadas a Méxi-
co, así como la propiedad de los satélites Solidaridad 1, Solidaridad 2, y 

473Artículo 14 de la lft.
474Artículo décimo primero transitorio de la lft.
475Artículo 50 de la lft.
476Artículo 63 de la lft.



Morelos II”.477 Como parte del proceso de privatización, el 1o. de agosto 
de 1997, se publicó el Reglamento de Comunicación vía Satélite. La priva-
tización se realizó por licitación pública en octubre de ese año adjudicán-
dose la adquisición del 75 por ciento de las acciones de Satélites Mexica-
nos, S.A. de C.V., al consorcio formado por Telefónica Autrey, S.A. de C.
V./Loral Space & Communications, Ltd.478

El 11 de abril de 2006 se publicaron ciertas reformas a la lft y a la 
lfrytv conocidas como la “Ley Televisa”. Un grupo de entonces Senadores 
presentó una acción de inconstitucionalidad en contra de estas reformas 
expresando diversos conceptos de invalidez de sus preceptos por conside-
rarlos violatorios a la Constitución. La scjn resolvió invalidar varios de esos 
preceptos (véase apéndice 4). Por lo que, tras la resolución de la scjn, las 
reformas de 2006 esencialmente establecieron las facultades de la Cofe-
tel,479 un plazo fijo para las personas que fueran nombradas comisionados(as) 
y el nombramiento escalonado de éstos (véase capítulo II).

477Cofetel, Primer Informe Anual 1996-1997, http://www.cft.gob.mx/cofetel/html/9_publica/6_pri-
mer por ciento20informe/info06.shtml (fecha de consulta: 6 de septiembre de 2007).

478El monto de la oferta fue por 5,366’352,206.25 pesos. El gobierno federal conservó una re-
serva de capacidad satelital equivalente al 7 por ciento de la capacidad total. Cfr. Cofetel, Informe de 
Labores de septiembre de 1997 a mayo de 1999.

479Recuérdese que la Cofetel fue creada mediante el Decreto por el que se crea la Comisión 
Federal de Telecomunicaciones, expedido por el Ejecutivo federal y publicado en el dof de 9 de 
agosto de 1996. En dicho decreto se señalaban las facultades de Cofetel.
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Conforme a la Constitución y a la lft, los títulos habilitantes para teleco-
municaciones en México se dividen en: 1. concesiones para servicios pú-
blicos de telecomunicaciones, para redes públicas de telecomunicaciones, 
para el uso de bandas de frecuencias para usos determinados y para usos 
experimentales, y aquellas relativas a la materia satelital, 2. permisos para 
la comercialización de servicios de telecomunicaciones y estaciones trans-
misoras, 3. registros para servicios de valor agregado, y 4. asignaciones a 
entidades públicas para el uso de bandas de frecuencias y para el derecho 
a ocupar posiciones orbitales satelitales.

Los servicios de telecomunicaciones son los que emplean o se prestan 
a través de redes de telecomunicaciones. Los servicios de telecomunica-
ciones pueden o no prestarse al público, y pueden o no ser de valor agre-
gado. El tipo de servicio y su finalidad determinan la necesidad o no de un 
título habilitante. En este sentido el término “servicios de telecomunicacio-
nes” comprende a los:

1.	servicios480 que precisan de concesión por disposición constitucional cuan-
do se consideren servicios públicos o por emplear una red pública de tele-
comunicaciones conforme a la lft;

480La Constitución señala que el Estado podrá, en casos de interés general, concesionar la 
prestación de servicios públicos (artículo 28, antepenúltimo párrafo, de la Constitución). El tér-
mino “servicio público” es dinámico y más aún al hablar de servicios telecomunicaciones. De ahí 
que no exista consenso de cuáles serían servicios públicos de telecomunicaciones. La práctica 
administrativa, los reglamentos y disposiciones administrativas destacan algunos servicios como 
públicos de telecomunicaciones. Sin embargo, la scjn al resolver la acción de inconstitucionali-
dad 26/2006 señaló: “(…) que los servicios de telecomunicación y/o radiodifusión no son consi-
derados en las leyes especiales que los regulan como un servicio público, según se advierte de 
los artículos 4 de la Ley Federal de Radio y Televisión y 5 de la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes (…) los servicios de radio y televisión se consideran como una actividad de interés público 
y, en general, se alude a las telecomunicaciones como un servicio de interés público, mas no así 
como un servicio público”, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Sentencia relati-
va a la Acción de Inconstitucionalidad 26/2006 promovida por Senadores integrantes de la Quincua-
gésima Novena Legislatura del Congreso de la Unión, en contra del propio Congreso y del Presidente 

Capítulo VII
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2.	servicios privados que son aquellos que: a) se prestan a través de una red 
privada de telecomunicaciones, b) son únicamente para satisfacer necesida-
des de comunicación interna de una persona física o moral, y c) no necesitan 
de concesión, permiso, ni registro; y 

3.	servicios de valor agregado que basta su registro ante la Cofetel para poder 
prestarlos. 

En este capítulo se expondrán, primeramente, los requisitos, procedi-
mientos, plazos y demás aspectos relevantes de los títulos habilitantes que 
permiten prestar legalmente servicios de telecomunicaciones dentro de la 
República Mexicana y utilizar bienes del dominio de la Nación. A continua-
ción se describirá lo relativo a la verificación del cumplimiento al marco 
jurídico y las sanciones respectivas. Posteriormente se expondrán las cau-
sas de terminación de concesiones y permisos con énfasis en la revocación 
y el rescate. Finalmente, se revisará la figura de la requisa. 

Concesión

La lft prescribe que se precisa concesión para: 1. instalar, operar o ex-
plotar redes públicas de telecomunicaciones, 2. usar, aprovechar o explo-
tar una banda de frecuencia para usos determinados o experimentales, y 
3. ocupar posiciones orbitales satelitales y explotar bandas de frecuen-
cias de sistemas satelitales (nacionales y extranjeros).481 Las concesiones 
solamente se otorgarán a personas físicas o morales de nacionalidad 
mexicana, quienes podrán tener hasta un 49 por ciento de inversión ex-
tranjera, salvo para prestar servicios de telefonía celular en cuyo caso 
podrán tener hasta un 100 por ciento de inversión extranjera cuando 
cuenten con resolución favorable de la Comisión Nacional de Inversiones 
Extranjeras.482 

Red pública de telecomunicaciones

La lft establece que se otorgarán concesiones de redes públicas de teleco-
municaciones para que a través de éstas se presten comercialmente los 

Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, así como los votos formulados por el señor Ministro 
Genaro David Góngora Pimentel, publicada en el dof de 20 de agosto de 2007, considerando décimo 
cuarto, apartado I. 

481Artículo 11 de la lft.
482Artículo 12 de la lft.
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servicios de telecomunicaciones.483 La lft no establece limitación alguna 
sobre la naturaleza o cantidad de servicios a prestarse por medio de una 
misma red. La intención del legislador fue que la lft facilitara la conver-
gencia de servicios y promoviera un uso eficiente de la infraestructura de 
telecomunicaciones. 

Si bien la lft no establece restricciones a los servicios que se pueden 
prestar en las redes públicas de telecomunicaciones, la práctica adminis-
trativa había sido otorgar concesiones limitándolas a la prestación de 
servicios determinados y requiriendo autorización expresa para servicios 
adicionales. En antaño, la clasificación de servicios obedecía a que éstos 
estaban diferenciados técnicamente, se prestaban a través de redes dis-
tintas, cada uno con su tecnología y la convergencia de los mismos en 
una sola red se encontraba en una etapa inicial. De esta manera, la prác-
tica administrativa de autorización por servicios en las concesiones de 
redes públicas de telecomunicaciones, respondió a razones técnicas, a la 
naturaleza de los servicios, así como también a consideraciones de polí-
tica pública. 

El esquema de autorización por servicios ya no responde a las necesi-
dades de la competencia en materia de telecomunicaciones en nuestro 
país, ni a la realidad tecnológica. Adicionalmente, se generan barreras arti-
ficiales a la competencia entre redes que prestaban tradicionalmente dife-
rentes servicios de telecomunicaciones. Por lo cual se requiere aprovechar 
la naturaleza convergente de la lft y con base en ello otorgar concesiones 
de redes públicas de telecomunicaciones autorizadas para prestar todos los 
servicios de telecomunicaciones, sujetos –en su caso– a las disposiciones 
administrativas de carácter general que el órgano regulador emita (p.ej., en 
materia de calidad del servicio).

En apoyo a lo anterior, la uit se ha pronunciado en el sentido siguiente:

Los regímenes de licenciamiento [concesionamiento] sin revisión o actualiza-
ción pueden convertirse en obstáculos para el desarrollo pleno de los merca-
dos de las tic. El preservar requisitos innecesarios, onerosos y complicados 
para el otorgamiento de licencias puede causar cuellos de botella regulatorios. 
Más aún, las clasificaciones de licencias antiguas e irrelevantes pueden inhibir 
el desarrollo de tecnologías y servicios, generando la subutilización del poten-
cial de la red. Las clasificaciones de licencias basadas en tecnologías en espe-
cífico pueden impedir la introducción de nuevas tecnologías alternativas que 

483Artículo 11 en relación con la fracción X del artículo 3 de la lft.
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pueden utilizarse para prestar el mismo servicio o uno similar (…) Según se 
acelera la innovación y el cambio tecnológico, para los gobiernos se vuelve 
complicado o incluso imposible adaptarse a los esquemas de licenciamiento de 
manera oportuna para estar al día. Los diseñadores de política y los regulado-
res difícilmente pueden prever correctamente cada evolución futura de la tec-
nología y del mercado.484

En resumen, no existe restricción alguna en la Constitución, ni en la 
lft para que se otorgue a un solicitante que cumpla con los requisitos 
establecidos en el marco jurídico, una concesión de red pública de teleco-
municaciones que esté autorizada para prestar cualquier servicio de tele-
comunicaciones. Tampoco existe limitación alguna en la lft (aunque sí en 
otras disposiciones administrativas como lo son los propios títulos de 
concesión otorgados por la sct) para la autorización automática de servi-
cios adicionales a concesionarios de redes públicas de telecomunicacio-
nes que, habiendo cumplido con ciertos criterios, den aviso a la autoridad 
de su intención de prestar dichos servicios.

Procedimiento

Para obtener una concesión para instalar, operar o explotar redes públi-
cas de telecomunicaciones es necesario presentar solicitud ante la sct 
que contenga: 1. nombre y domicilio del solicitante, 2. servicios a prestar, 
3. especificaciones técnicas del proyecto, 4. programas y compromisos de 
inversión, cobertura y calidad, 5. plan de negocios, y 6. documentación 
que acredite la capacidad financiera, técnica, jurídica y administrativa.485 

Aun cuando la lft prescribe que se otorgarán concesiones de redes públi-
cas de telecomunicaciones, sin establecer tipos de éstas, continúan existiendo 
sendos acuerdos secretariales que diferencian entre redes públicas de teleco-

484“Without revision or updating, licensing regimes can become obstacles to full development 
of ict markets. Preserving unnecessary, onerous and complicated licensing requirements can cau-
se regulatory bottlenecks. Furthermore, outdated and irrelevant licensing classifications can hinder 
the development of technologies and services, leading to under-utilization of network potential. Li-
censing classifications based on specific types of technologies can foreclose the introduction of 
alternative new technologies that can be used to provide the same or similar services (…) As 
commercial innovation and technological change accelerate, it becomes difficult or even impossi-
ble for governments to adapt their licensing regimes rapidly enough to keep pace. Policy-makers 
and regulators are unlikely to correctly forecast every future technological and market develop-
ment”, International Telecommunication Union, Trends in Telecommunication Reform 2004/05 Licen-
sing in an era of convergence, Ginebra, International Telecommunication Union, 2004, p. 84 [traduc-
ción de la autora].

485Artículo 24 de la lft.
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municaciones “locales”486 e “interestatales”487 estableciendo distintos requisi-
tos y procedimientos para su obtención. Adicionalmente, dichos acuerdos 
establecen una serie de requisitos y documentos contrarios a la simplifica-
ción administrativa, por lo que se precisa eliminarlos o sustituirlos.

Presentada la solicitud y documentación requerida, la sct deberá resol-
ver en 120 días naturales.488 Dentro de este plazo, la sct debe obtener 
opinión de la Cofetel sobre la procedencia de la solicitud de concesión. 

En este punto, vale la pena referir a la problemática originada por los 
amparos promovidos por diversos concesionarios de televisión por cable 
en contra del otorgamiento de las llamadas dobles concesiones en sus res-
pectivas áreas de cobertura. Los concesionarios de televisión por cable 
recibieron sus títulos con base en la lvgc y argumentaron que antes de 
otorgar nuevas concesiones en la misma plaza, la autoridad debería de ha-
berles dado garantía de audiencia. Las resoluciones de los diferentes tribu-
nales que conocieron de los juicios fueron contradictorias, por lo que tocó 
resolver en definitiva a la scjn. Ésta al dirimir la contradicción de tesis 
número 157/2003-SS (véase apéndice 6) señaló que:

(…) no existe exclusividad en la prestación del servicio público concesionado 
para instalar, operar o explotar redes públicas de telecomunicaciones; habida 
cuenta que, entre los objetivos de la Ley Federal de Telecomunicaciones, la cual 
rige este tipo de concesiones, se comprende el de fomentar una sana compe-
tencia entre los prestadores de servicios de telecomunicaciones, a fin de que 
éstos se presten con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio de los 
usuarios, además de promover una adecuada cobertura social, con el fin de 
evitar monopolios o prácticas monopólicas, en términos del artículo 28 de la 
Constitución Federal de la República. 
(…)
En esas condiciones, por carecer de derechos de exclusividad el titular de la 
concesión para instalar, operar o explotar redes públicas de telecomunicacio-

486“(…) red pública de telecomunicaciones local aquella construida con infraestructura propia 
de transmisión y conmutación cuya cobertura será la de una ciudad y, en su caso áreas circunve-
cinas o de una centro o núcleo de población (…)”, sct, Acuerdo por el que se establece el procedimien-
to para obtener concesión para la instalación, operación o explotación de redes públicas de telecomunica-
ciones locales al amparo de la Ley Federal de Telecomunicaciones publicado en el dof el 5 de enero de 
1996, la modificación a este acuerdo fue publicada el 4 de junio de 1998.

487“(…) red pública de telecomunicaciones interestatal aquella que enlace con infraestructura 
propia ciudades ubicadas en cuando menos, tres entidades federativas (en su caso, incluido el 
Distrito Federal)”, sct, Acuerdo por el que se establece el procedimiento para obtener concesión para la 
instalación, operación o explotación de redes públicas de telecomunicaciones interestatales, al amparo de 
la Ley Federal de Telecomunicaciones, publicado en el dof el 4 de septiembre de 1995.

488Artículo 25 de la lft.
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nes, es inconcuso que a éste no se le debe previamente otorgar la garantía de 
audiencia que consagra el artículo 14 de la Constitución Federal de la República, 
en relación a la expedición de nuevas concesiones para prestar idéntico o simi-
lar servicio y en la misma área geográfica, como lo refiere el artículo 23 del 
Reglamento de Telecomunicaciones, en virtud de que el otorgamiento de nuevas 
concesiones no tiene por objeto la disminución, menoscabo o supresión defini-
tiva de los derechos del titular concesionado, pues no se le desconoce la conce-
sión otorgada a su favor, ni se ordena que suspenda el servicio que presta, o 
bien, se le impide que lo continúe prestando, sino que su fin es el desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones y fomentar su sana competencia entre, los 
prestadores de ese servicio y así evitar monopolios o practicas monopólicas.
(…)
Luego, el criterio que en lo sucesivo debe regir con carácter de jurisprudencia, 
en términos de lo dispuesto por el artículo 192 de la Ley de Amparo, es el que 
a continuación se redacta con el rubro y texto siguiente: 
telecomunicaciones. en la expedición de nuevas concesiones a terceras perso-
nas para instalar, operar o explotar redes públicas en esa materia para un área 
geográfica anteriormente asignada, no procede la garantía de audiencia a fa-
vor de su titular. De conformidad con lo establecido en el artículo 7o. de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones, uno de los objetivos de este ordenamiento es 
fomentar una sana competencia entre los prestadores de servicios de teleco-
municaciones, a fin de que se ofrezcan estos servicios con mejores precios, 
diversidad y calidad en beneficio de los usuarios, además de promover una 
adecuada cobertura social, para evitar monopolios o prácticas monopólicas, 
como lo dispone el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En congruencia con lo anterior, y en términos de lo señalado en el 
artículo 23 del Reglamento de Telecomunicaciones, si al titular de una conce-
sión para instalar, operar o explotar redes públicas de telecomunicaciones no 
se le confieren derechos de exclusividad en el área geográfica asignada, es 
inconcuso que en la expedición a terceras personas de nuevas concesiones 
para prestar idéntico o similar servicio en la misma área, no procede la garan-
tía de previa audiencia, en virtud de que el otorgamiento de nuevas concesio-
nes no tiene por objeto la disminución, menoscabo o supresión definitiva de 
sus derechos, pues no se le desconoce la concesión otorgada a su favor ni se 
ordena que suspenda el servicio que presta y tampoco se le impide que conti-
núe prestándolo.489

489Ejecutoria de la contradicción de tesis número 157/2003-SS, entre los Tribunales Colegia-
dos Noveno y Décimo Primero, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. Fallado el 
17 de marzo de 2004. Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad 
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En caso de otorgarse la concesión, como mínimo, el título contendrá: 
1. nombre y domicilio del concesionario, 2. objeto de la concesión, 3. los 
servicios que puede prestar, 4. derechos y obligaciones, 5. vigencia de la 
concesión, 6. garantía a otorgarse, y 7. cobertura geográfica. Un extracto 
del título de concesión debe publicarse en el dof y el título inscribirse en 
el Registro de Telecomunicaciones.490

Dentro de las obligaciones del concesionario en los títulos de conce-
sión de redes públicas de telecomunicaciones se encuentran: 

•	 la calidad en el servicio;
•	 el sistema de quejas y reparaciones;
•	 el plan de contingencia que es aquel que un concesionario debe tener para 

casos de interrupción de servicios, en tanto que un plan de emergencia es 
aquel para proveer servicios esenciales cuando se presente un caso fortuito 
o de fuerza mayor. En muchas ocasiones estos planes se confunden;

•	 los servicios de emergencia como aquellos para contactar –entre otros–, a 
policía, bomberos, Cruz Roja, Sistema Nacional de Atención de Emergencias 
Ciudadanas (Código de servicios especiales 066);

•	 el de trato no discriminatorio que obliga al concesionario a no establecer 
privilegios y distinciones a favor o en contra de determinadas personas físi-
cas o morales, así como a elaborar un plan sobre las medidas y adecuacio-
nes que establecerá para satisfacer las necesidades de comunicación de 
usuarios con discapacidad con la finalidad de que éstos tengan acceso no 
discriminatorio a los servicios comprendidos en la concesión;

•	 la obligación de proveer información al usuario, misma que debe ser senci-
lla, veraz, completa, detallada, de fácil acceso y proporcionarse tanto de 
forma física como electrónica.

El plazo de las concesiones de redes públicas de telecomunicaciones 
puede ser de hasta 30 años, prorrogable por el mismo término siempre 
que: 1. esté en cumplimiento de las condiciones de su concesión, 2. lo 
solicite antes de la última quinta parte del plazo de la concesión, y 3. acep-
te las nuevas condiciones que le establezca la sct.491

de cinco votos de los ministros Margarita Beatriz Luna Ramos (ponente), Genaro David Góngora 
Pimentel, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y presidente Juan Díaz 
Romero.

490Artículos 26 y 64 de la lft.
491Artículo 27 de la lft.
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Uso de bandas de frecuencias para usos determinados y experimentales

Como se estudió en el capítulo I, el espectro radioeléctrico es un bien de 
dominio público de la nación, inalienable e imprescriptible.492 El aprovecha-
miento de las bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico por particula-
res puede realizarse mediante concesión.493 La lft prevé que se requerirá de 
concesión para el uso del espectro radioeléctrico atribuido: 1. para usos 
determinados, es decir, para prestar comercialmente servicios de teleco-
municaciones, y 2. para usos experimentales, es decir, para probar la via-
bilidad de tecnologías en desarrollo, para fines científicos o de pruebas 
temporales de equipo. 

En cuanto a concesiones relativas al especto radioeléctrico, la scjn al 
resolver la acción de inconstitucionalidad 26/2006 señaló que:

(…) el objeto propio de concesión o permiso no lo constituye, aisladamente 
considerado, el espacio radioeléctrico correspondiente a la frecuencia o fre-
cuencias asignadas al servicio de telecomunicación que se va a prestar, sino 
que, tal frecuencia o frecuencias son atribuidas, en todos los casos, para un uso 
o varios usos determinados y específicos, lo que permite concluir que existe 
una relación indisoluble entre la concesión otorgada y el uso del bien concesio-
nado. Dicho de otra manera, la concesión se otorga sobre la banda de frecuen-
cia que corresponda al servicio que se desea prestar, asignándose un canal o 
canales de frecuencia o frecuencias que, por tanto, se encuentran vinculados al 
servicio de telecomunicaciones que se prestará, sea radio, televisión, telefonía, 
etcétera, e incluso con la modalidad correspondiente del servicio relativo, como 
lo es una estación de televisión comercial, cultural y demás.
(…)
En este sentido, resulta claro que las concesiones se otorgan para usar, apro-
vechar o explotar la banda de frecuencia que corresponda, atribuida específi-
camente al servicio que se va a prestar, concretamente en la frecuencia o fre-
cuencias asignadas al concesionario para ello (cuando son varias frecuencias 
también se denomina banda de frecuencias). Es decir, la concesión se encuen-
tra, en todos los casos, sujeta a un uso específico y determinado, además de 
suponer la adjudicación de una zona geográfica de cobertura.494

492Artículos 27, párrafo cuarto y sexto, de la Constitución; y 3, fracción I, 4, primer párrafo, y 
6, fracción I, de la Ley General de Bienes Nacionales.

493Artículo 2 de la lft.
494Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Sentencia relativa a la Acción de Inconsti-

tucionalidad 26/2006 promovida por Senadores integrantes de la Quincuagésima Novena Legislatura del 
Congreso de la Unión, en contra del propio Congreso y del Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
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Se analizará primeramente lo relativo a las concesiones de espectro 
de uso determinado, para continuar con aquellas para usos experimen-
tales.

Bandas de frecuencias para usos determinados

El procedimiento para obtener una concesión para el uso, aprovechamiento 
y explotación de bandas de frecuencias para uso determinado es el de licita-
ción pública.495 La licitación pública busca ser un mecanismo objetivo, no 
discriminatorio y transparente para la asignación de concesiones de un bien 
de dominio público escaso como es el espectro radioeléctrico. Es un requi-
sito indispensable que todos los interesados en prestar servicios de teleco-
municaciones en un mercado en competencia cuenten con las mismas 
oportunidades de participar en el procedimiento de licitación pública. Las 
condiciones del mercado serán determinadas en gran medida por las conce-
siones otorgadas y por las condiciones de éstas. Es por ello que el proceso 
de licitación pública para el otorgamiento de concesiones de bandas de fre-
cuencia del espectro radioeléctrico de usos determinados es fundamental, y 
debe buscar el uso eficiente del espectro radioeléctrico en un marco de 
igualdad de oportunidades para fomentar una sana competencia entre los 
agentes del mercado. 

El proceso de licitación pública para otorgar concesiones para el uso, 
aprovechamiento y explotación de bandas de frecuencia para usos deter-
minados se puede dividir en varias etapas relativas: 1. al programa de 
licitación, 2. a la convocatoria, 3. a las bases y el procedimiento de licita-
ción, 4. al acta de fallo, y 5. a la adjudicación y el otorgamiento del título 
de concesión. 

Programa de licitación

El Programa de Licitación sobre las bandas de frecuencias del espectro 
para usos determinados (“Programa de Licitación”) es el instrumento que 
sirve para dar a conocer a todos los interesados, la determinación de la 
autoridad de telecomunicaciones de realizar el procedimiento de licitación 
respecto a determinadas bandas de frecuencias, con la modalidad de uso 
y con la cobertura ahí establecida. El Programa de Licitación da seguridad 
jurídica y permite que los agentes del mercado puedan considerar las ne-
cesidades presentes y futuras que tienen del espectro para realizar sus 

Mexicanos, así como los votos formulados por el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, publi-
cada en el dof de 20 de agosto de 2007, considerando décimo cuarto, apartado I.

495Artículo 14 de la lft.
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planes de inversión que redunden en más y mejores servicios para los 
usuarios. 

La autoridad de telecomunicaciones está también comprometida en 
administrar el espectro radioeléctrico para que éste se utilice eficientemen-
te en beneficio de los usuarios. Con esa finalidad, la Cofetel evalúa –entre 
otros–, la situación tecnológica y sus perspectivas de evolución a nivel 
nacional y mundial, la saturación del espectro concesionado, el estado de 
la competencia en el servicio y la región de que se trate, así como la opor-
tunidad de realizar una licitación en ese momento, o la conveniencia de 
esperar a la aparición o consolidación de nuevas tecnologías en la banda 
de frecuencia en cuestión.

Previa opinión de la Cofetel, la sct establecerá y publicará periódica-
mente el Programa de Licitación.496 Éste debe establecer las modalidades 
de uso y las coberturas geográficas. Para las licitaciones 15, 16 y 17 inicia-
das por la Cofetel en julio de 2004, se determinó que las modalidades de 
uso serían de “servicio de radiocomunicación móvil terrestre: servicio 
móvil de radiocomunicación especializada de flotillas” y las coberturas 
serían en base a “Áreas Básicas de Servicio”. En relación con la licitación 18 
cuyo comienzo fue también en julio de 2004, la Cofetel resolvió el “acceso 
inalámbrico fijo o móvil” como la modalidad de uso y las Regiones pcs como 
las coberturas geográficas.497 En el programa de licitación 2008, se estable-
cieron –dependiendo de la banda de frecuencias–, las modalidades de uso 
de acceso inalámbrico y de provisión de capacidad, y coberturas por Re-
gión, Áreas Básicas de Servicio y Área de Servicio.

496Artículos 9-A, fracción V y 15 de la lft.
497Región 1: Los estados de Baja California y Baja California Sur y el municipio de San Luis Río 

Colorado, Sonora.
Región 2: Los estados de Sinaloa y Sonora excluyendo el municipio de San Luis Río Colorado, 

Sonora.
Región 3: Los estados de Chihuahua y Durango y los siguientes municipios de Coahuila: 

Torreón, Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro y Biseca.
Región 4: Los estados de Nuevo León, Tamaulipas y Coahuila, excluyendo los municipios de 

Torreón, Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro y Biseca.
Región 5: Los estados de Campeche, Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán.
Región 6: Los estados de Colima, Michoacán, Nayarit y Jalisco excluyendo los siguientes mu-

nicipios de Jalisco: Huejúcar, Santa María de los Ángeles, Colotlán, Teocaltiche, Huejuquilla El Alto, 
Mezquitic, Villa Guerrero, Bolaños, Lagos de Moreno, Villa Hidalgo, Ojuelos de Jalisco y Encarna-
ción de Díaz.

Región 7: Los estados de Aguascalientes, Guanajuato, Querétaro, San Luis Potosí y Zacatecas 
y los siguientes municipios de Jalisco: Huejúcar, Santa María de los Ángeles, Colotlán, Teocaltiche, 
Huejuquilla El Alto, Mezquitic, Villa Guerrero, Bolaños, Lagos de Moreno, Villa Hidalgo, Ojuelos de 
Jalisco y Encarnación de Díaz. 

Región 8: Los estados de Guerrero, Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 
Región 9: El Distrito Federal y los estados de México, Hidalgo y Morelos.
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Una vez publicado el Programa de Licitación, el público tiene conoci-
miento de la intención de la autoridad de telecomunicaciones de realizar el 
procedimiento de licitación y los interesados estarán en espera de la publi-
cación de la convocatoria. 

Ahora bien, si alguna persona está interesada en que se liciten ciertas 
bandas de frecuencias, modalidades de uso y coberturas geográficas distintas 
a las establecidas en el Programa de Licitación, lo deberá solicitar a la sct.498

Convocatoria

La convocatoria es la invitación de la autoridad de telecomunicaciones a 
todos los interesados en las bandas de frecuencias para que participen en 
el procedimiento de licitación. La convocatoria se debe publicar en el dof y 
en un periódico de la(s) entidad(es) federativa(s) que sean cubiertas por las 
bandas de frecuencia que se pretenden concesionar.499 

La convocatoria debe detallar el objeto de la licitación con las bandas 
de frecuencias específicas a licitar y los bloques en su caso (p.ej., banda de 
frecuencias de 1850-1910/1930-1990 MHz, bloque “C” de las bandas entre 
los 1895-1910/1975-1990 MHz), la modalidad de uso (p.ej., acceso inalám-
brico fijo o móvil), la cobertura geográfica (p.ej., Región 8: los estados de 
Guerrero, Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz), y el plazo de la concesión 
(p.ej., 10 años). De igual forma, la convocatoria establecerá cuál es la uni-
dad administrativa de la Cofetel responsable de proporcionar información 
o realizar aclaraciones, así como en dónde, a qué hora y cuál es el precio 
para adquirir las bases de la licitación y demás documentos relevantes. 

Bases y procedimiento de licitación

Las bases de la licitación son los documentos que establecen las reglas del 
juego durante la licitación. En las bases se señalan los requisitos para ser 
participante, los plazos dentro de cada actividad o etapa, la información y 
documentación que los interesados deben presentar para recibir la cons-
tancia de participación. 

Las bases deben incluir al menos: 1. las bandas de frecuencia a licitar-
se, sus modalidades de uso y cobertura geográfica, 2. la vigencia de la 
concesión a otorgarse, 3. los requisitos/documentos a cumplir por los inte-
resados, incluyendo programas y compromisos de inversión, cobertura y 
calidad de los servicios a prestarse, plan de negocios, especificaciones 

498Artículo 15, párrafo segundo de la lft.
499Artículo 16 de la lft.
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técnicas del proyecto, así como opinión favorable de la Cofeco, y 4. los 
criterios para seleccionar al ganador.500

Dentro de los criterios para seleccionar al ganador se encuentra el 
que la Cofetel determine cuál es el esquema a seguir para la licitación 
pública. Aun cuando la lft no establece un esquema concreto de licita-
ción pública, hasta antes de la resolución de la scjn en la Sentencia de la 
Acción de Inconstitucionalidad 26/2006, la Cofetel había utilizado el sis-
tema de subasta simultánea ascendente cuyos detalles se expondrán más 
adelante. Si bien las discusiones de la scjn se centraron en la radiodifusión 
al declarar inconstitucional la parte de la subasta pública para el otorga-
miento de concesiones para el uso de frecuencias para prestar el servicio 
de radio y televisión abierta conforme a la lfrytv, es importante tener en 
cuenta lo que la scjn estableció:

(…) sin desconocer que la licitación pública constituye un procedimiento que, 
efectivamente, elimina la discrecionalidad con la que el Ejecutivo Federal 
decidía respecto del otorgamiento de las concesiones en materia de radiodi-
fusión, además de que propicia la transparencia, y que esas concesiones re-
caen sobre un bien del dominio público de la Federación destinado para un 
uso específico, este Tribunal Pleno considera que la modalidad de subasta 
pública en la licitación pública no propicia una sana competencia entre todos 
los prestadores del servicio, ni evita su concentración en unas cuantas ma-
nos, pues al privilegiarse el elemento económico para el otorgamiento de la 
concesión, se favorece indirectamente la creación de monopolios y prácticas 
monopólicas que impiden la libre competencia o concurrencia en el sector, 
ya que, lógicamente, quienes cuenten con mayores recursos financieros re-
sultarán vencedores de la licitación por subasta pública, lo que propiciará el 
acaparamiento de los medios de comunicación en los grandes grupos de 
poder económico.
(…)
Por último, debe hacerse notar que, para el otorgamiento de las concesiones 
sobre bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico para usos determina-
dos, la Ley Federal de Telecomunicaciones sólo establece el procedimiento de 
licitación pública, sin la modalidad de subasta, lo que refuerza lo considerado 
en torno a la infracción a lo dispuesto en los artículos 1o. y 28 constitucionales, 
ya que no existe justificación para el diferente tratamiento que se da a los con-
cesionarios de radiodifusión respecto del establecido para los concesionarios 

500Artículo 16 de la lft.
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en materia de telecomunicaciones, en tanto que ambos realizan una función de 
interés social (…)501

Es importante que el esquema que elija la Cofetel para las licitaciones 
asegure la objetividad, no discriminación y transparencia, al mismo tiempo 
que permita que se haga un uso eficiente del espectro en beneficio del in-
terés general. 

La subasta simultánea ascendente que ha sido empleada por la Cofetel 
para el otorgamiento de concesiones para el uso del espectro para servicios 
de telecomunicaciones, es semejante a aquella utilizada también por diver-
sas autoridades de telecomunicaciones de otros países (p.ej., la Federal 
Communications Commission de EUA). La subasta simultánea ascenden-
te se realiza mediante un sistema de cómputo que permite a cada participan-
te presentar sus posturas (contraprestación) electrónicamente dentro de los 
horarios de las rondas.502 El sistema registra el momento exacto en que cada 
participante envía su postura y va verificando a aquel que ofrece la postura 
más alta al final de cada ronda. La última ronda será aquella en la que ya no 
exista una postura más alta a la de la anterior. Las reglas de la subasta si-
multánea ascendente están en un documento específico que se denomina 
el Manual de la Subasta. 

La subasta simultánea ascendente es un proceso objetivo, no discrimi-
natorio, transparente y que fomenta la sana competencia en telecomunica-
ciones. Es objetivo porque gana aquel participante que ofrezca la postura 
(contraprestación) más alta. No es discriminatorio porque cada participan-
te recibe una clave para acceder al sistema de cómputo y ofrecer posturas 
en el momento y cantidad que desee dentro de cada ronda. Es transparen-
te porque al finalizar cada ronda, todos los participantes conocen el resul-
tado de quién ofreció la postura más alta y a partir de dicha información, 
pueden adoptar las decisiones de negocio que crean convenientes. Todo 
esto, hace que la subasta simultánea ascendente sea considerada un me-
canismo para fomentar la sana competencia al otorgar concesiones para el 
uso de un bien público escaso, el espectro radioeléctrico, para servicios de 
telecomunicaciones. 

501Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, Sentencia relativa a la Acción de Inconstitucio-
nalidad 26/2006 promovida por Senadores integrantes de la Quincuagésima Novena Legislatura del Con-
greso de la Unión, en contra del propio Congreso y del Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como los votos formulados por el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, publi-
cada en el dof de 20 de agosto de 2007, considerando décimo quinto, apartado III.

502Ronda es el espacio de tiempo con horario y fecha predeterminados para que los participan-
tes presenten o retiren posturas conforme a las reglas del Manual de la Subasta.
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En las bases también se incluyen disposiciones sobre la definición de 
la modalidad de uso, las garantías a otorgarse (p.ej., garantía de seriedad 
en cuanto a la participación en el procedimiento de licitación), la postura 
inicial, el calendario y actividades, penalidades, restricciones de acumula-
ción de espectro, causas de descalificación, entre otras.

La postura inicial se refiere al monto mínimo que el gobierno federal 
pretende recibir de contraprestación. La finalidad de la licitación pública de 
concesiones para el uso de bandas de frecuencias no debe ser la recauda-
ción de ingresos. Sin embargo, de acuerdo con principios económicos, se 
estima que aquella persona que pretenda dar un uso más eficiente al es-
pectro, será aquella que esté dispuesta a ofrecer la postura o contrapres-
tación más alta. Debe distinguirse a los servicios de telecomunicaciones 
regidos por la lft (telefonía, televisión restringida, comunicación vía saté-
lite, transmisión de datos) de los de radiodifusión (radio y televisión abier-
ta), toda vez que éstos tienen una función social vinculada con el ejercicio 
de la libertad de expresión, el derecho a la información y el régimen demo-
crático. Ahora bien, si bien dichos principios económicos en teoría son 
ciertos, también puede darse el caso de que un participante busque ofrecer 
la postura más alta con la finalidad de bloquear a sus competidores o en-
carecerles los costos de entrada al mercado o de expansión en éste. 

En cuanto a las restricciones de acumulación de espectro, es preciso 
explicar que éstas son los máximos de MHz que la autoridad de telecomu-
nicaciones determina para que un participante o grupo económico obtenga 
o acumule respecto a las concesiones de las cuales ya sea titular. Las res-
tricciones de acumulación de espectro determinadas por la Cofetel dentro 
de las bases de licitación son aplicables para todos los participantes e inde-
pendientes de aquellos límites que en su caso llegue a establecer la Cofeco 
en sus opiniones a cada uno de los participantes. La finalidad de las restric-
ciones de acumulación de espectro es establecer un límite máximo general 
a todos los participantes en la licitación, en tanto que las opiniones de Co-
feco se refieren a las circunstancias individuales de cada participante.

Los interesados que cumplan satisfactoriamente los requisitos exigi-
dos en las bases en los plazos ahí establecidos, recibirán la constancia de 
participación que les permite convertirse ahora en participantes. La cons-
tancia de participación, en el caso de la subasta simultánea ascendente, 
es el pase de entrada a la etapa de concurso donde el participante recibe 
las claves de acceso al sistema de cómputo, y a partir de ese momento 
puede intervenir en las rondas para presentar o retirar posturas. Cuando 
deje de existir movimiento, es decir, que dejen de haber nuevas posturas 
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dentro de las rondas, entonces se cierra y da por terminado el procedi-
miento de licitación. 

Acta de fallo

El acta de fallo es el instrumento por el cual la Cofetel hace constar los resul-
tados de la licitación y los da a conocer a los participantes de ésta. Dentro de 
cada licitación pueden existir diversos concursos por las zonas de cobertura 
y los diferentes bloques en cada banda (p.ej., en la licitación 18 de pcs, existie-
ron concursos de una misma banda de frecuencia en distintas regiones, y en 
una misma región existieron concursos en diferentes bloques de la banda).

El acta de fallo señala: 1. quiénes son los licitantes ganadores de cada 
concurso, 2. los concursos que quedaron desiertos conforme al artículo 17 
de la lft por no asegurar las mejores condiciones para la prestación de los 
servicios, porque las contraprestaciones no sean satisfactorias o cuando no 
se cumplan con los requisitos de las bases, 3. la liberación de garantías, en 
su caso, y 4. la información relevante (p.ej., la existencia de juicios que pue-
dan afectar los resultados de los concursos como lo fue en el acta de fallo 
de la licitación 18 para acceso inalámbrico fijo o móvil de abril de 2005). 

Adjudicación y título de concesión

El participante ganador de la licitación pública debe cubrir al gobierno Fe-
deral una contraprestación económica por el otorgamiento del título de 
concesión.503 En el caso de haber sido la licitación pública bajo el esquema 
de subasta simultánea ascendente, la contraprestación económica será 
equivalente a la postura ofrecida por dicho participante ganador. 

El título de concesión deberá establecer al menos: 1. nombre y domi-
cilio del concesionario, 2. las bandas de frecuencias objeto de la concesión, 
sus modalidades de uso y su cobertura geográfica, 3. los programas de 
inversión, 4. los servicios que podrá prestar el concesionario, 5. las espe-
cificaciones técnica, 6. el periodo de vigencia, 7. las contraprestaciones que 
se deban cubrir, y 8. los demás derechos y obligaciones de los concesiona-
rios.504 Un extracto del título de concesión debe publicarse en el dof y el 
título inscribirse en el Registro de Telecomunicaciones.505 

Es importante destacar la diferencia con relación a los servicios que se 
pueden prestar de acuerdo con los títulos de concesión de redes públicas 
de telecomunicaciones y aquellos servicios identificados en los títulos para 

503Artículo 14 de la lft y los términos de las bases respectivas.
504Artículo 18 de la lft.
505Artículos 18 y 64 de la lft.
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el uso de bandas de frecuencias. Los primeros establecen qué servicios 
públicos de telecomunicaciones puede prestar el concesionario. Los títulos 
relativos a bandas de frecuencias –que son medios de transmisión de ser-
vicios de telecomunicaciones–, determinan qué tipo de servicio(s) puede(n) 
cursarse a través de ese medio de transmisión. Esto cobra relevancia para 
concesionarios que prestan diversos servicios de telecomunicaciones, 
porque estarán autorizados para ocupar las bandas de frecuencias para 
ciertos servicios, así como en algunos servicios podrán tener limitaciones 
a la inversión extranjera. 

Este ejemplo ilustra mejor lo anterior. El concesionario abc tiene una 
concesión para red pública de telecomunicaciones que le permite prestar 
cualquier servicio de telecomunicaciones. El concesionario abc también 
tiene una concesión para el uso de xyz banda de frecuencia para el servicio 
de radiolocalización especializada de flotillas (trunking). Entonces el conce-
sionario abc podrá prestar con las bandas de frecuencias únicamente el 
servicio de trunking, pero con otro tipo de medios de transmisión (p.ej., 
cable coaxial, fibra óptica) de su red de telecomunicaciones podrá prestar 
el servicio de televisión restringida. 

El plazo de las concesiones sobre bandas de frecuencias puede ser de 
hasta 20 años, prorrogable por el mismo término siempre que: 1. esté en 
cumplimiento de las condiciones de su concesión, 2. lo solicite antes de la 
última quinta parte del plazo de la concesión y 3. acepte las nuevas condi-
ciones que le establezca la sct.506

Bandas de frecuencias para usos experimentales

La lft prevé el otorgamiento de concesiones para usos experimentales en 
tres supuestos.507 El primero se aplica cuando se pretenda comprobar la 
viabilidad técnica y económica de tecnologías en desarrollo. En este su-
puesto el solicitante de la concesión debe justificar debidamente que se 
trata de tecnologías en desarrollo, de otra manera se podría utilizar esta 
figura para usar gratuitamente bandas de frecuencias y –lejos de estar 
cumpliendo con la finalidad de experimentación de este tipo de concesio-
nes–, un concesionario podría estar simplemente cambiando de tecnología 
o actualizando ésta (upgrade), sin dejar de prestar servicios en las bandas 
de frecuencias que tiene concesionadas. Por ello, en toda solicitud de con-
cesión de uso experimental por parte de un concesionario, la autoridad de 

506Artículo 19 de la lft.
507Artículo 10, fracción IV, en relación con los artículos 20 y 21 de la lft.
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telecomunicaciones debe verificar que efectivamente sea tecnología en 
desarrollo y no tecnología comercialmente disponible.

El segundo supuesto para obtener una concesión de uso experimental 
es para fines científicos. En este caso, es importante que se demuestre que 
el solicitante tiene un caso de investigación científica; ello para desincenti-
var el acaparamiento de bandas de frecuencias bajo el pretexto de tener 
una finalidad científica, cuando quizá se trate de una evaluación del mer-
cado para cierto servicio de telecomunicaciones.

El tercer supuesto se basa en pruebas temporales de equipo. En este 
caso, la autoridad de telecomunicaciones debe constatar que la solicitud 
tiene méritos para el otorgamiento de la concesión, de otra manera se pue-
de abusar de este tipo de concesiones experimentales, utilizándolas para 
fines comerciales y no meramente experimentales en detrimento del erario 
federal, así como de los potenciales usuarios de bandas de frecuencias con 
fines verdaderamente experimentales o de la determinación de una banda 
como de uso libre. 

El procedimiento para el otorgamiento de concesiones de usos experi-
mentales consiste en la presentación de la solicitud de concesión508 con los 
documentos comprobatorios de la naturaleza de una concesión experi-
mental. Los plazos de la concesión podrán ser de hasta dos años.509

Satelital

Los títulos habilitantes en materia satelital son: 1. concesiones para ocupar 
posiciones orbitales geoestacionarias y órbitas satelitales asignadas al país, 
y explotar sus respectivas bandas de frecuencias, 2. concesiones en rela-
ción con sistemas satelitales extranjeros para explotar en el país los dere-
chos de emisión y recepción de señales de sus satélites, 3. autorizaciones 
para satélites internacionales, y 4. asignaciones para dependencias y enti-
dades de la administración pública federal.510

Órbitas asignadas a México

En el capítulo I, se estudió la responsabilidad de la uit de registrar las 
posiciones orbitales geoestacionarias y las características asociadas de los 

508Los requisitos serán los aplicables del artículo 24 de lft que considero incluirán nombre y 
domicilio del solicitante (fracción I), las especificaciones técnicas del proyecto (fracción III), y la 
documentación que acredite su capacidad de llevar a cabo el uso experimental de que se trate 
(fracción VI).

509Artículo 21 de la lft.
510Artículos 29 y 30 de la lft.
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satélites en órbitas no geoestacionarias para evitar interferencias perjudi-
ciales entre los distintos países por virtud de la operación de sistemas sa-
telitales, los conceptos básicos de las redes satelitales, así como la gestión 
internacional para obtener posiciones orbitales. 

Cuando México obtiene el registro de una posición orbital geoestaciona-
ria o de las características de los satélites en órbitas no geoestacionarias, se 
puede iniciar el procedimiento de licitación pública con sus diversas etapas.511 
Son aplicables lo referido en la subsección “Bandas de frecuencias para 
usos determinados” para las características, finalidades y etapas del proce-
dimiento de licitación pública para órbitas satelitales asignadas a México 
en cuanto a ser un mecanismo objetivo, no discriminatorio y transparente 
para la asignación de concesiones de un bien público escaso como lo son 
las órbitas satelitales. El proceso de licitación pública se puede dividir en 
varias etapas relativas: 1. al programa de licitación, 2. la convocatoria, 3. 
las bases y el procedimiento de licitación, 4. el acta de fallo, y 5. la adjudi-
cación y el otorgamiento del título de concesión. 

El programa de licitación sobre órbitas satelitales asignadas al país y 
sus bandas de frecuencias asociadas es el instrumento para dar a conocer 
a todos los interesados, la determinación de la autoridad de telecomunica-
ciones de realizar el procedimiento de licitación respectivo. A diferencia de 
la evaluación que realiza la autoridad sobre la oportunidad de realizar en 
cierto momento la licitación de bandas de frecuencias para usos determi-
nados, las órbitas satelitales están sujetas al plazo máximo establecido por 
la uit para que éstas sean ocupadas por un satélite mexicano; de lo contra-
rio México pierde la prioridad que tenía para ocupar la órbita satelital de 
que se trate y el siguiente país en la lista de la uit pasará a tener derecho 
a ocupar la órbita. Este último caso aconteció con la órbita 109.2º Oeste, 
en la que México tenía la prioridad para colocar un satélite a más tardar el 
5 de marzo de 2008. Sin embargo, no lo logró, toda vez que los dos proce-
dimientos de licitación que realizó fueron declarados desiertos.

La Cofetel coordinará los procesos de licitación en materia satelital, de-
biéndose publicar la convocatoria en el dof.512 La convocatoria debe detallar 
el objeto de la licitación con la órbita satelital a licitarse (p.ej., 77 Oeste), las 
bandas de frecuencias a utilizarse para los enlaces ascendente y descenden-
te (p.ej., enlace Tierra-espacio 17.3-17.8 GHz y enlace espacio-Tierra 12.2-
12.7 GHz), los servicios satelitales que pueden prestarse (p.ej., servicio de 
radiodifusión por satélite, servicio fijo por satélite) y el plazo de la concesión 

511Artículo 29, párrafo primero, de la lft.
512Artículos 9-A, fracción V, de la lft y 4 del rcvs. 
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(p.ej., 20 años). De igual forma, la convocatoria indica cuál es la unidad ad-
ministrativa de la Cofetel responsable de proporcionar información o reali-
zar aclaraciones, así como en dónde, a qué hora y cuál es el precio para 
adquirir las bases de la licitación y demás documentos relevantes.

Existen ciertas obligaciones respecto a satélites en órbitas asignadas a 
México para que los concesionarios: 1. pongan un satélite en órbita a más 
tardar cinco años después de haber obtenido la concesión, y 2. establezcan 
los centros de control y operación de los satélites en territorio nacional, 
debiendo éstos ser operados preferentemente por mexicanos.513 En cuanto 
al plazo de la concesión, éste podrá ser hasta de 20 años y podrá prorro-
garse por plazos iguales.514 Los concesionarios pueden explotar servicios 
de comunicación vía satélite en otros países a través de los satélites en 
órbitas asignadas a México, de acuerdo con la legislación de cada país y los 
tratados suscritos por México.515

Como se mencionó en el apartado “Bandas de frecuencias para usos 
determinados”, las bases de la licitación establecen las reglas del juego 
durante la licitación. En las bases se señalan los requisitos para ser parti-
cipante, los plazos dentro de cada actividad o etapa, la información y 
documentación que los interesados deben presentar para recibir la cons-
tancia de participación. Las bases deben al menos incluir: 1. la ubicación 
de las posiciones orbitales geoestacionarias o, en su caso, las órbitas sate-
litales que se pretendan concesionar con sus respectivas frecuencias asig-
nadas o en proceso de coordinación, 2. la vigencia de la concesión a otorgar-
se, 3. los requisitos/documentos a cumplir por los interesados, incluyendo 
la descripción técnica del sistema satelital, sus centros de control, cobertura 
del servicio nacional e internacional, descripción de los servicios satelitales 
que pretenden prestar, plan de negocios, así como opinión favorable de la 
Cofeco, 4. los criterios para seleccionar al ganador, y 5. los términos en los 
que será reservada la capacidad satelital en favor del Estado516 (véase “Dis-
posiciones comunes a satélites nacionales y extranjeros”, p. 195).

Aun cuando la lft no establece un esquema concreto de licitación pú-
blica, la Cofetel también ha utilizado el sistema de subasta simultánea as-
cendente al que se hizo referencia anteriormente. En el caso de una subas-
ta, el rcvs limita el tipo de subasta a realizarse al de carácter ascendente,517 
es decir que el criterio de adjudicación sería el de aquel que ofrezca la 

513Artículos 56 y 57 de la lft.
514Artículo 12 del rcvs.
515Artículo 58 de la lft.
516Artículo 16 de la lft.
517Artículo 4, fracción IV, del rcvs.
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contraprestación económica más alta. En cualquier caso, se debe tener en 
cuenta lo resuelto por la scjn en la Sentencia de la Acción de Inconstitucio-
nalidad 26/2006 (véase apéndice 4).

En las bases también se incluyen disposiciones respecto a la fecha lí-
mite para que un satélite ocupe la órbita respectiva, las garantías a otorgar-
se (p.ej., garantía de seriedad en cuanto a la participación en el procedi-
miento de licitación), la postura inicial, el calendario y actividades, las 
penalidades, las causas de descalificación, entre otras. Los interesados que 
cumplan satisfactoriamente los requisitos de las bases en los plazos ahí 
establecidos, recibirán la constancia de participación que les permite con-
vertirse ahora en participantes. 

Como se expuso con antelación, el acta de fallo es el instrumento me-
diante el cual la Cofetel hace constar los resultados de la licitación y los 
hace del conocimiento de los participantes de ésta. El acta de fallo, en esen-
cia, determina al licitante ganador y la contraprestación que deberá cubrir 
éste para obtener el título de concesión respectivo. 

El título de concesión al menos deberá establecer: 1. nombre del con-
cesionario, 2. las coordenadas asignadas a la posición orbital o, en el caso 
de órbitas satelitales, las características de las trayectorias, así como de sus 
bandas de frecuencias asociadas, 3. las especificaciones técnicas, 4. las 
coordenadas geográficas del centro de control, 5. el área de cobertura, 
capacidad destinada al territorio nacional y potencia mínima requerida, 6. 
los servicios que podrá prestar el concesionario, 7. las especificaciones 
técnicas, 8. el periodo de vigencia, 9. el plazo para poner en órbita el satélite, 
10. las contraprestaciones que se deban cubrir, en su caso, 11. las obliga-
ciones de cobertura social a cargo del concesionario, 12. la reserva de ca-
pacidad satelital para el Estado, y 13. los demás derechos y obligaciones de 
los concesionarios,518 Un extracto del título de concesión debe publicarse 
en el dof y el título inscribirse en el Registro de Telecomunicaciones.519 

Sistemas satelitales extranjeros

Los satélites que ocupan órbitas geoestacionarias asignadas a otros países 
o bien, los sistemas satelitales que tienen órbitas no geoestacionarias y que 
han sido registrados por otros países en la uit, pueden estar ubicados de 
tal manera que su huella cubra todo o parte del territorio nacional; por lo 
cual pueden prestar servicios de telecomunicaciones en la República Mexi-
cana siempre y cuando obtengan la concesión respectiva. 

518Artículo 5 del rcvs.
519Artículos 64 de la lft y 14 del rcvs.
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El otorgamiento de este tipo de concesión, referido en la lft como sobre 
los derechos de emisión y recepción de señales y bandas de frecuencias 
asociadas a sistemas satelitales extranjeros, está sujeto a que: 1. se trate de 
personas morales mexicanas, 2. no exceda de 49 por ciento la inversión 
extranjera, 3. se tenga firmado un tratado con el país de origen, y 4. que 
dicho tratado prevea la reciprocidad para los satélites mexicanos.520 

Los requisitos reglamentarios prevén que el solicitante deberá proveer 
información y documentación sobre la ubicación de la órbita satelital, las 
frecuencias asociadas (registradas o en proceso de coordinación), el ope-
rador satelital extranjero, las especificaciones técnicas del sistema satelital 
extranjero, la cobertura sobre territorio nacional, la descripción de los ser-
vicios satelitales que pretenda prestar, el plan de negocios, la opinión favo-
rable de Cofeco, así como cierta documentación para acreditar el control 
de los servicios por parte del futuro concesionario mexicano.521 En cuanto 
al plazo de la concesión, éste podrá ser hasta de 20 años y podrá prorro-
garse por plazos iguales.522

Los concesionarios de sistemas satelitales extranjeros para prestar 
servicios satelitales en la República Mexicana deberán: 1. contar con un 
sistema para el control de usuarios que permita dar de alta y baja a usua-
rios desde el territorio nacional, y 2. realizar la facturación y cobranza 
desde territorio nacional.523 La finalidad de estos requisitos me parece 
cuestionable. Para el Estado no debe existir inconveniente si el control de 
usuarios o la facturación y cobranza se realizan remotamente, siempre y 
cuando el concesionario cumpla con las disposiciones administrativas, 
fiscales y mercantiles, y asegure que, en caso de solicitud justificada del 
gobierno federal, se dé de baja o alta a algún usuario.

Disposiciones comunes a satélites nacionales y extranjeros

Reserva satelital

La denominada reserva satelital del Estado es aquella capacidad satelital 
que debe estar disponible para redes de seguridad nacional y para servi-
cios de carácter social.524 Para ello, los concesionarios tanto de satélites 
mexicanos como de satélites extranjeros, reservan una porción de su ca-

520Artículos 11, fracción IV, 12, párrafo segundo, y 30 de la lft.
521Artículo 8 del rcvs.
522Artículo 12 del rcvs.
523Artículos 33 y 35 del rcvs.
524Artículo 55 de la lft.
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pacidad para que el Estado la utilice.525 En este sentido, la reserva satelital 
es un tipo de contribución sobre el concesionario, en tanto que para el 
Estado es una medida que le asegura comunicaciones vía satélite. 

La reserva satelital del Estado está prevista en cada título de concesión 
y, salvo autorización expresa en contrario, el concesionario no la puede 
utilizar aun cuando el Estado no la esté ocupando. La sct es la encargada 
de administrar la capacidad satelital reservada. En caso de que el gobierno 
federal requiera capacidad adicional a aquella reservada, entonces la debe-
rá contratar con cargo a su presupuesto.526

Es importante que cuando el gobierno federal otorgue una concesión, 
especialmente cuando se trate de satélites extranjeros, y establezca la reserva 
de capacidad satelital, verifique que ésta se proporcione de tal suerte que se 
pueda emplear de manera óptima. Dependiendo de la ubicación del satélite, 
la utilización efectiva de la reserva satelital puede ser ineficiente y onerosa.

(…) se debe buscar que la reserva se aplique en los satélites con mejor “visibi-
lidad” del territorio nacional, esto es, que su posición orbital no se encuentre 
demasiado lejana de las longitudes de nuestro país, porque en los casos en que 
el satélite se encuentra en longitudes muy alejadas el ángulo de incidencia de 
las señales en tierra es muy bajo. Esto hace muy ineficiente su recepción, ya 
que un ángulo bajo hace que las señales sean obstruidas fácilmente, principal-
mente en zonas con orografía muy complicada o cubierta por bosques o inclu-
sive con construcciones medianamente elevadas.527

Asimismo, se debe asegurar que el Estado mexicano está haciendo uso 
de la reserva satelital, de lo contrario se le estaría imponiendo una carga al 
concesionario sin que existiera un beneficio para el país.

Arrendamiento de capacidad y derechos de terceros 

Las concesiones relativas a satélites permiten que los concesionarios 
arrienden su capacidad satelital a otras personas. Si el concesionario pre-
tende prestar directamente servicios de telecomunicaciones, entonces re-
quiere contar además con una concesión para red pública de telecomuni-

525Los títulos de concesión generalmente prevén la reserva de capacidad satelital de manera 
gratuita.

526Artículo 29 del rcvs.
527Cofetel, Resolución mediante la cual se emite opinión respecto de la solicitud presentada por In-

telsat México, S.A. de C.V., para obtener concesión para explotar los derechos de emisión y recepción de 
señales de bandas de frecuencias asociadas al sistema satelital extranjero Intelsat, aprobada por el Pleno 
en su III Sesión Extraordinaria de 15 de marzo de 2006, mediante Acuerdo P/EXT/150306/7, p. 13.
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caciones que podrá otorgarse en el mismo acto siempre que se cumpla con 
los requisitos respectivos.528 

Finalmente, los concesionarios de órbitas satelitales mexicanas o ex-
tranjeras están obligados a respetar los derechos de propiedad intelectual 
e industrial de las señales que distribuyan.529

Satélites internacionales

Los satélites internacionales establecidos por tratados internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte, pueden operar en territorio nacio-
nal.530 Sin que la lft mencione cuál será el título habilitante para que 
operen los satélites internacionales, el rcvs establece que la sct autoriza-
rá a personas mexicanas signatarias de las organizaciones de satélites 
internacionales para prestar servicios en territorio nacional. Para ello, 
entre otros, los interesados en la autorización deberán: 1. para el caso de 
ser persona moral, cumplir con el límite máximo de 49 por ciento de in-
versión extranjera, 2. pagar la contraprestación económica por el otorga-
miento de la autorización, 3. presentar documentación para acreditar el 
control de los servicios en el territorio nacional, 4. contar con un sistema 
para el control de usuarios que permita dar de alta y baja a usuarios 
desde el territorio nacional, y 5. realizar la facturación y cobranza desde 
territorio nacional.531

Permisos

La lft señala que se requiere permiso: 1. para establecer y operar o explo-
tar una comercializadora de servicios de telecomunicaciones sin tener el 
carácter de red pública, y 2. para instalar, operar o explotar estaciones 
terrenas transmisoras.532 Para obtener un permiso se debe presentar soli-
citud que cumpla en lo conducente con lo dispuesto en el artículo 24 de 
la lft. A pesar de que la lft no establece expresamente qué información o 
documentación es la necesaria para la evaluación de la solicitud de permi-
so, los reglamentos de cada servicio (p.ej., telefonía pública, larga distancia) 
establecen una serie de requisitos a cumplir. Las disposiciones reglamen-
tarias más recientes son para comercializadoras del servicio de larga dis-

528Artículo 16 del rcvs.
529Artículo 59 de la lft.
530Artículo 30, párrafo segundo, de la lft.
531Artículos 21, 37 y 38 del rcvs.
532Artículo 31 de la lft.
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tancia que redujeron los requisitos, sin embargo, se requiere un esfuerzo 
mucho mayor de simplificación administrativa en este tenor para que sean 
aplicables a todos los trámites de comercializadoras. La Cofetel en 2008 ha 
anunciado que pretende reformar la regulación de comercializadoras. La 
sct debe resolver sobre la solicitud de permiso en 90 días naturales, dentro 
del cual puede requerir a los interesados información adicional. 

Además, conforme a la lvgc se otorgaron diversos permisos para radio-
aficionados, redes locales complementarias, entre otros. Algunos tenían 
una vigencia determinada y otros fueron otorgados por un periodo indeter-
minado. Los términos y condiciones de dichos permisos se respetarán 
hasta su término.533 

Comercializadoras

Una comercializadora es una persona que: 1. proporciona a terceros ser-
vicios de telecomunicaciones, 2. mediante el uso de capacidad de un con-
cesionario de red pública de telecomunicaciones, y 3. no es propietaria, ni 
poseedora, ni arrendataria de medios de transmisión (p.ej., bandas de fre-
cuencias, fibra óptica).534 El establecimiento y operación de comercializado-
ras está sujeto a las disposiciones reglamentarias respectivas.535 En otros 
países las comercializadoras de servicios de telecomunicaciones sí pueden 
arrendar medios de transmisión como lo son las bandas de frecuencias, 
por lo que se han dado esquemas de comercialización muy atractivos y 
rentables para las comercializadoras, los concesionarios y los usuarios de 
países como Reino Unido y EUA. 

La comercializadora, conforme a la legislación mexicana, esencialmen-
te adquiere capacidad de un concesionario de red pública de telecomuni-
caciones y la revende a usuarios finales, sin que pueda legalmente prestar 
servicios públicos de telecomunicaciones a éstos. 

533Artículo quinto transitorio, primer párrafo del artículo quinto transitorio de la lft.
534Artículo 52 de la lft. Para ser comercializadora conforme a la lft, ésta no puede ser propie-

taria o poseedora de medios de transmisión. Sin embargo, por lo que respecta a la propiedad o 
arrendamiento de equipos de telecomunicaciones, o de medición, tasación y facturación, la lft no 
establece limitación alguna de lo cual se entiende que una comercializadora podrá ser propietaria o 
poseedora de éstos.

535Artículo 54 de la lft. Existe actualmente la figura de comercializadoras en los Reglamentos 
del Servicio de Telefonía Pública publicado en el dof de 16 de diciembre de 1996, de Televisión y 
Audio Restringidos publicado en el dof de 29 de febrero de 2000, y para la comercialización de 
servicios de telecomunicaciones de larga distancia y larga distancia internacional publicado en el 
dof el 12 de agosto de 2005.
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La comercialización consiste en esencia en la compra y reventa de un servicio 
de telecomunicaciones. Dicho servicio de telecomunicaciones puede ser cual-
quiera que el concesionario preste al usuario final. De lo que sigue que los 
servicios de telecomunicaciones que compra y revende una comercializadora 
son servicios finales. Estos servicios finales, revendidos por la comercializado-
ra, siguen siendo prestados por un concesionario mediante el uso de capacidad 
de red. En conclusión, ya sea que el usuario contrate la prestación de un de-
terminado servicio con un concesionario, o bien, una comercializadora se lo 
proporcione a través de la reventa, el servicio siempre será prestado mediante 
el uso de capacidad de red del concesionario.536

La capacidad que puede adquirir una comercializadora debe entender-
se ampliamente. Esto es, una comercializadora puede adquirir líneas fijas, 
minutos de llamadas de larga distancia, líneas de telefonía celular (con o 
sin minutos incluidos), paquetes de canales de televisión restringida, tron-
cales para la provisión de múltiples servicios de telecomunicaciones, deter-
minada capacidad satelital, etcétera. La lft permite que una comercializa-
dora pudiera adquirir diferentes capacidades de uno o varios concesionarios 
de redes públicas de telecomunicaciones para vender paquetes a usuarios 
que incluyeran múltiples servicios. Al estar adquiriendo una comercializa-
dora grandes volúmenes, ésta podría trasladar esos beneficios de mejores 
tarifas a los usuarios que de otra manera les sería imposible obtener. 

Las comercializadoras deben ser personas físicas o morales de nacio-
nalidad mexicana conforme a las disposiciones reglamentarias. Por lo que 
hace al tema de inversión extranjera, ni la lft, ni la Ley de Inversión Ex-
tranjera establecen límite alguno a la participación de inversión extranjera. 
En consecuencia, una comercializadora puede tener hasta el 100 por ciento 
de participación extranjera. La lft tampoco prevé cuál debe ser la vigencia de 
un permiso, ni si procede la prórroga de ésta al término de la vigencia, por lo 
que se deberá estar a lo que indique el reglamento del servicio respectivo. 
En cuanto a la cesión y terminación, serán aplicables las disposiciones 
previstas en la lft que son las mismas que para las concesiones.

Las comercializadoras determinan libremente sus tarifas, modalidades 
de pago y demás condiciones contractuales. A través de la figura de la 
comercialización, la comercializadora establece dos relaciones jurídicas, 

536Cofetel, Anteproyecto de Reglamento para la comercialización de servicios de telecomunicaciones 
que la Comisión Federal de Telecomunicaciones somete a opinión y trámite de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, aprobado por el Pleno en su IX Sesión Ordinaria de 8 de marzo de 2005, me-
diante Acuerdo P/080305/54, p. 4.
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una con el concesionario de red pública de telecomunicaciones y otra con 
los usuarios finales. 

En la relación comercializadora-concesionario deben incluirse los tér-
minos y condiciones generales, así como la obligación del concesionario 
de dar un trato no discriminatorio respecto a las tarifas, términos y condi-
ciones que otorga a su matriz, subsidiarias, filiales o a sí mismo, a otros 
concesionarios, comercializadoras o usuarios. Además, procede la inscrip-
ción del contrato entre el concesionario y la comercializadora en el Registro 
de Telecomunicaciones. 

En la relación comercializadora-usuario final, la comercializadora con-
viene directamente con éste (a diferencia de algunos tipos de comisión 
mercantil), en consecuencia debe preverse información sobre los datos 
generales de la comercializadora, tarifas que deben inscribirse en el Regis-
tro de Telecomunicaciones antes de su entrada en vigor,537 el número tele-
fónico para el sistema de atención de consultas y resolución de quejas. La 
comercializadora está obligada a revender los servicios de telecomunica-
ciones sin discriminación. 

La figura de comercializadora de servicios de telecomunicaciones es 
un instrumento que incentiva a la competencia siempre que los reglamen-
tos administrativos sean los adecuados. Existen beneficios para los conce-
sionarios (dedicar recursos al desarrollo de las redes, adquiriendo mayor 
penetración en el mercado a través de las comercializadoras), para las co-
mercializadoras (proponer paquetes con servicios de telecomunicaciones 
y otros servicios/equipos que sean una propuesta de valor al usuario), y 
para los usuarios que contarán con una mayor oferta de servicios y a me-
jores precios. 

Estaciones terrenas

Los servicios satelitales se prestan por medio de estaciones terrenas que 
utilizan la capacidad de un satélite.538 Las estaciones terrenas son las ante-
nas y el equipo asociado para transmitir o recibir señales de microondas 
hacia y de un satélite.539 Aquéllas son receptoras, transmisoras o transre-
ceptoras.540 Las estaciones terrenas maestras son aquellas que controlan 
los servicios de comunicación desde, hacia o entre las demás estaciones 

537Artículos 60, 61, 64, fracción VIII, y 65 de la lft.
538Artículo 2, fracción XIV, del rcvs.
539Artículo 2, fracciones III y XIII, de la lft.
540Cuando una misma estación terrena transmite y recibe señales.
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terrenas de dicha red.541 Las estaciones terrenas que cuentan con equipo 
asociado de telemetría y comando para controlar la operación de satélites 
forman parte del centro de control.542 

Se requiere permiso de la sct para instalar, operar o explotar estaciones 
terrenas transmisoras.543 Se puede obtener exención del permiso si, al 
cumplir con las normas, las estaciones terrenas transmisoras no ocasio-
nan interferencia perjudicial en otros sistemas de telecomunicaciones.544

La solicitud de permiso para estaciones terrenas transmisoras incluirá 
datos generales del solicitante, proyecto técnico (ubicación de las estacio-
nes, coordenadas geográficas), capacidad del segmento espacial (bandas 
de frecuencias asociadas, posición orbital), tipo de señal, área de cobertura, 
tipo de servicio a ofrecer. La vigencia del permiso será indefinida mientras 
no se modifiquen las características técnicas y de operación u obtengan 
autorización de dicha modificación.545

Las estaciones terrenas pueden utilizarse: 1. por concesionarios de 
redes públicas de telecomunicaciones para prestar servicios de telecomu-
nicaciones a través de enlaces satelitales, mediante el arrendamiento de 
capacidad de un concesionario autorizado para ocupar una posición orbi-
tal geoestacionaria, una órbita satelital o para explotar derechos de emi-
sión y recepción de señales de sistemas satelitales extranjeros, o 2. por 
personas físicas o morales con residencia en la República Mexicana que 
buscan comunicarse a través de una red privada de telecomunicaciones 
que utiliza como medios de transmisión los enlaces satelitales (p.ej., una 
empresa con oficinas en varios lugares de la República, algunos de ellos 
de difícil acceso). 

Registros de servicios de valor agregado

Los servicios de valor agregado en México se consideran aquellos que: 
1. emplean una red pública de telecomunicaciones, 2. tienen efecto en el 
formato, contenido, código, protocolo, almacenaje o aspectos similares de 
la información transmitida por el usuario, y 3. comercializan a los usua-
rios información adicional, diferente o reestructurada, o bien que éstos 

541Artículo 2, fracción V, del rcvs.
542Artículo 2, fracción I, del rcvs.
543Artículo 31, fracción II, de la lft.
544Artículo 34 de la lft.
545Artículos 17 al 19 del rcvs.
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tengan una interacción con la información almacenada.546 Para que un 
servicio de telecomunicaciones se entienda de valor agregado deberá 
reunir los tres requisitos señalados.547 Ejemplos de servicios considera-
dos por la Cofetel como de valor agregado son el audiotexto, el procesa-
miento remoto de datos, el intercambio electrónico de datos, correo 
electrónico, videotexto, correo de voz, teletexto y consulta remota a bases 
de datos, entre otros.548 

Al resolver cierto desacuerdo de interconexión para el intercambio de 
mensajes de texto (sms) en el que uno de los concesionarios argumentaba 
que el sms era un servicio de valor agregado, la Cofetel proporcionó algu-
nas interpretaciones de lo que no es un servicio de valor agregado. Así, la 
Cofetel señaló que cuando el contenido de un mensaje de texto no varía de 
lo que envía el usuario de origen a lo que recibe el usuario receptor, no se 
puede considerar que se está comercializando al usuario información adi-
cional, diferente o reestructurada, y que la información que se comerciali-
zara debiera generarse por el prestador del servicio de valor agregado. En 
cuanto a lo que puede entenderse por interacción del usuario con informa-
ción almacenada, la Cofetel consideró que debe el usuario acceder a ésta 
en forma remota y proactiva.549 

Asignaciones

La lft prevé la asignación directa a la administración pública federal, 
gobiernos estatales y municipales, para el uso, aprovechamiento y ex-
plotación de bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico de uso 
oficial. Estas asignaciones son intransferibles y están sujetas a las dis-
posiciones aplicables a las concesiones de bandas de frecuencias para 
uso determinado, excepción hecha de lo relativo al procedimiento de 
licitación pública.550 

En materia satelital, las dependencias y entidades de la administración 
pública federal, pueden recibir mediante asignación directa el derecho a 
ocupar y explotar posiciones orbitales y sus respectivas bandas de fre-

546Artículo 3, fracción XII, de la lft.
547Véase capítulo II, sección 3.2 para la definición de servicios de valor añadido de la omc.
548cft, http://www.cft.gob.mx/wb/COFETEL/COFE_Formato_de_solicitud_de_Registro_de_

SVA_mm (fecha de consulta: 27 de agosto de 2007).
549Cfr. Cofetel, Resolución aprobada mediante Acuerdo P/100106/1, op. cit., nota 134.
550Artículos 10, fracción III, y 22 de la lft.
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cuencias.551 Si la asignación es a una empresa de participación estatal ma-
yoritaria en la cual esté participando transitoriamente el gobierno federal 
para realizar la desincorporación de la misma, la asignación revestirá el 
carácter de concesión.552 

Verificación y sanción 

La Cofetel está encargada de vigilar que se cumpla con las condiciones de 
las concesiones y permisos. Además, debe realizar labores de supervisión 
y verificación para asegurarse de que los servicios de telecomunicaciones 
se están prestando conforme al marco jurídico.553 Los concesionarios y 
permisionarios están obligados a otorgar acceso a sus instalaciones para 
realizar la verificación, debiendo entregar los informes y datos requeridos, 
mostrar documentos y libros de contabilidad, entre otros.554 

La lft establece las sanciones pecuniarias como multa entre 10,000 y 
100,000 salarios mínimos555 por: 1. prestar servicios de telecomunicacio-
nes sin concesión, 2. no cumplir con obligaciones de operación e interco-
nexión de redes públicas de telecomunicaciones, 3. realizar actos que 
impidan la actuación de otros concesionarios/permisionarios, 4. no llevar 
contabilidad separada de acuerdo con el marco jurídico, y 5. interceptar 
información transmitida por las redes públicas de telecomunicaciones.556

Asimismo, la sanción será de multa de 4,000 a 40,000 salarios mínimos 
por: 1. operar comercializadoras en contravención al marco jurídico, 2. 
interrumpir sin causa justificada o sin autorización de la sct, la prestación 
total de servicios donde el concesionario sea el único prestador de servi-
cios, 3. cometer errores en información de usuarios, directorios y en el 
cobro de servicios, a pesar del apercibimiento de la sct, y 4. no cumplir con 
las obligaciones de los títulos de concesión/permiso.557

Los supuestos para la aplicación de multas de entre 2,000 y 20,000 
salarios mínimos es por: 1. contravenir las disposiciones tarifarias o sobre 
la conexión de equipos y cableados, 2. operar sin permiso estaciones terre-

551Artículo 29 de la lft.
552Artículo 7 del rcvs.
553Artículo 9-A, fracción XIII, de la lft.
554Artículos 67 de la lft y 121 de la lvgc por aplicación supletoria en términos del artículo 8 de 

la lft.
555Salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal al momento de cometerse la in-

fracción. Artículo 71, último párrafo, de la lft.
556Artículo 71, apartado A, de la lft.
557Artículo 71, apartado B, de la lft.
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nas transmisoras, 3. incurrir en violaciones de información y registro de la 
lft, y 4. otras violaciones a la lft, sus reglamentos y disposiciones admi-
nistrativas.558

La Cofetel propone al titular de la sct la imposición de sanciones. La 
sct deberá seguir el procedimiento establecido en la lfpa.559 Las sanciones 
de la lft son independientes de la responsabilidad civil, penal o de la revo-
cación de la concesión/permiso.560 La autoridad administrativa debe consi-
derar los daños producidos o que puedan producirse, el carácter intencio-
nal de la acción/omisión, la gravedad de la sanción y la reincidencia.561 En 
este último caso, la sct puede imponer hasta el doble de las multas seña-
ladas.562 La facultad de la sct de imponer sanciones prescribe en cinco años 
contados a partir del día en que se cometió la infracción o desde que cesó 
la infracción cuando se trate de infracciones de efectos continuos.563 

Ahora bien, las personas que estén prestando servicios de telecomu-
nicaciones sin contar con el título habilitante que corresponda o que es-
tén obstruyendo las vías generales de comunicación, perderán en bene-
ficio de la nación los bienes, instalaciones y equipos empleados en la 
comisión de dichas infracciones.564 Lo anterior independientemente de 
las sanciones económicas y penales que correspondieran.

Terminación de concesiones y permisos

Las concesiones y permisos terminan por: 1. vencimiento del plazo de la 
concesión o permiso, 2. renuncia del concesionario o permisionario, 3. liqui-
dación o quiebra del concesionario, 4. revocación, y 5. rescate.565 La termi-
nación de la concesión o del permiso no extingue las obligaciones contraídas 
por el titular durante su vigencia.566 Además, si en alguna localidad en que 
se preste el servicio objeto de la concesión no existe otro concesionario o 
permisionario proporcionando servicios similares, entonces el concesiona-
rio deberá continuar con la provisión del servicio mientras no obtenga auto-
rización de la sct. 

558Artículo 71, apartado C, de la lft.
559Artículos 9-A, fracción XV, y 74 de la lft, en relación con los artículos 72 a 78 de la lfpa.
560Artículo 73 de la lft.
561Artículo 73 de la lfpa.
562Artículo 71, penúltimo párrafo, de la lft.
563Artículo 79 de la lfpa.
564Artículo 72 de la lft.
565Artículo 37 de la lft.
566Artículo 37, último párrafo, de la lft.
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Las bandas de frecuencias, las posiciones orbitales geoestacionarias 
y las órbitas satelitales asignadas a México, se revertirán a la nación cuan-
do las concesiones para el uso, aprovechamiento y explotación de las 
bandas de frecuencias o de las órbitas satelitales terminen. Además, el 
gobierno federal tiene derecho preferente para adquirir las instalaciones, 
equipos y bienes utilizados directamente en la explotación de dichas bandas 
y órbitas satelitales.567 Nótese que ni la reversión, ni el derecho preferente 
aplican para concesiones de redes públicas de telecomunicaciones, ni para 
concesiones relativas a los derechos de explotación de satélites extranjeros 
en territorio nacional.

Revocación

El procedimiento de revocación de una concesión o permiso se hará con-
forme a la lfpa. El titular de la concesión o permiso revocado, no podrá 
obtener nuevas concesiones o permisos conforme a la lft por un plazo de 
cinco años contado a partir de que la resolución haya quedado firme.568

La revocación de la concesión conocida como inmediata569 procede 
por: 1. no ejercer los derechos conferidos en las concesiones o permisos 
durante un plazo mayor de 180 días naturales, contado a partir de la fecha 
de su otorgamiento, salvo autorización de la sct por causa justificada, 2. 
negarse a interconectar a otros concesionarios o permisionarios de servicios 
de telecomunicaciones, sin causa justificada, 3. cambio de nacionalidad, y 4. 
ceder, gravar o transferir las concesiones o permisos, los derechos conteni-
dos en ellos o sus bienes, en contravención con la lft.570

De igual modo, procede la revocación si un concesionario o permisiona-
rio es sancionado al menos tres veces por las siguientes causas: 1. interrup-
ciones a la operación de la vía general de comunicación o a la prestación 
del servicio total o parcialmente, sin causa justificada o sin autorización de 
la Secretaría, 2. ejecutar actos que impidan la actuación de otros concesio-
narios o permisionarios con derecho a ello, 3. no cumplir con las obligacio-
nes o condiciones de la concesión o permiso, y 4. no cubrir las contrapres-
taciones al gobierno federal.571

567Artículo 40 de la lft.
568Artículo 39 de la lft.
569A estos supuestos de revocación se les conoce como de revocación inmediata, porque la lft 

no exige reincidencia para que proceda. Cabe destacar que este tipo de revocación está sujeta a los 
plazos y etapas señaladas en la lfpa.

570Artículo 38, fracciones I, V, VI, VII y penúltimo párrafo, de la lft.
571Artículo 38, fracciones II, III, IV y VIII y último párrafo, de la lft.
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Rescate

El rescate de frecuencias concesionadas está previsto en la lft: 1. cuando 
lo exija el interés público, 2. por razones de seguridad nacional, 3. para la 
introducción de nuevas tecnologías, 4. para solucionar problemas de inter-
ferencia perjudicial, y 5. para cumplir con tratados suscritos por el Estado 
mexicano.572 

(…) al otorgar concesiones, tanto en materia de telecomunicaciones como de 
radiodifusión, el Estado tendrá siempre la posibilidad de cambiar o rescatar las 
bandas de frecuencias concesionadas, entre otros supuestos, por la introduc-
ción de nuevas tecnologías, como expresamente se señala en los artículos 23 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, 9, último párrafo, de la Ley Federal de 
Radio y Televisión y 107 del Reglamento de Telecomunicaciones, así como en 
el artículo 19 de la Ley General de Bienes Nacionales, supletoriamente aplica-
ble en lo no dispuesto expresamente en las anteriores leyes, sus reglamentos 
y tratados internacionales, que disponen respectivamente:
(…)
Como consecuencia de lo anterior, si en virtud del avance tecnológico consis-
tente en la transformación del sistema analógico al digital, el Estado conside-
rara necesario reorganizar el espectro radioeléctrico a fin de hacer más eficien-
te su uso, al ser éste un bien escaso, estaría en posibilidad jurídica de reasignar 
o reubicar las bandas de frecuencia e, incluso recuperarlas, al corresponder a 
éste, en todo momento, su dominio directo.573

Cuando la sct realiza el rescate de frecuencias, puede otorgar al con-
cesionario nuevas bandas de frecuencias para que continúe prestando los 
servicios objeto de la concesión.574

Por ejemplo, en el caso de la banda de 1900 MHz que fue subastada en 1998, 
originalmente estaba destinada a la provisión de enlaces de microondas punto 
a punto. El Estado decidió rescatar las frecuencias de aquellos concesionarios 
y permisionarios que no las estuvieran usando hasta esa fecha y ubicar en 

572Artículo 23 de la lft.
573scjn, Pleno, Sentencia relativa a la Acción de Inconstitucionalidad 26/2006 promovida por Senado-

res integrantes de la Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso de la Unión, en contra del propio 
Congreso y del Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, así como los votos formulados 
por el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, publicada en el dof de 20 de agosto de 2007, 
considerando décimo cuarto, apartado I.

574Artículo 23, último párrafo, de la lft.
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otras bandas del espectro radioeléctrico a quienes sí estuvieran haciendo uso 
de las mismas, para poder introducir en ese espacio espectral una nueva tec-
nología denominada sistemas de comunicaciones personales (“Personal Com-
munication Services” o “pcs”).575

Requisa

El gobierno federal, a través de la sct, puede realizar la requisa de las vías 
generales de comunicación de la lft (espectro radioeléctrico, redes de te-
lecomunicaciones y sistemas de comunicación vía satélite) y de los bienes 
para operarlas. La requisa procede en caso de desastre natural, de guerra, 
de grave alteración del orden público, de peligro inminente para la seguri-
dad nacional, la paz interior del país o para la economía nacional. Para 
estos efectos, el gobierno federal puede ocupar al personal que fuera ne-
cesario para la prestación del servicio de telecomunicaciones de que se 
trate. La requisa durará mientras subsistan las condiciones que la motiva-
ron y el gobierno federal deberá indemnizar a los interesados por los daños 
y perjuicios ocasionados.576

Si bien todos los servicios de telecomunicaciones son importantes para 
el país, la requisa debe utilizarse únicamente en casos extremos y sólo res-
pecto de aquellas redes o sistemas que sean fundamentales. Se debe evitar 
recurrir a la requisa por razones como la huelga o la quiebra de un conce-
sionario, salvo que se trate de aquellos concesionarios cuya infraestructura 
y servicios no encuentren un sustituto equivalente o con una capacidad 
suficiente. Un análisis objetivo, fuera de política, muy probablemente mues-
tre que son contadas las vías generales de comunicación explotadas por un 
concesionario específico que podrían justificar la requisa.

575Clara Luz Álvarez, Beatriz Adriana Camarena y Salma Leticia Jalife, op. cit., nota 19, p. 24.
576Artículo 66 de la lft.
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Artículo 1301. Ámbito de aplicación

1. Este capítulo se refiere a:

(a) las medidas que adopte o mantenga una Parte, relacionadas con el acceso 
a y el uso de redes o servicios públicos de telecomunicaciones por personas 
de otra Parte, incluso el acceso y el uso que dichas personas hagan cuando 
operen redes privadas;
(b) las medidas que adopte o mantenga una Parte sobre la prestación de servi-
cios mejorados o de valor agregado por personas de otra Parte en territorio de 
la primera o a través de sus fronteras; y
(c) las medidas relativas a normalización respecto de la conexión de equipo 
terminal u otro equipo a las redes públicas de telecomunicaciones.

2. Salvo para garantizar que las personas que operen estaciones de radiodifu-
sión y sistemas de cable tengan acceso y uso continuo de las redes y de los servi-
cios públicos de telecomunicaciones, este capítulo no se aplica a ninguna medida 
que una Parte adopte o mantenga en relación con la radiodifusión o la distribución 
por cable de programación de radio o televisión. 

3. Ninguna disposición de este capítulo se interpretará en el sentido de:
(a) obligar a ninguna Parte a autorizar a una persona de otra Parte a que esta-
blezca, construya, adquiera, arriende, opere o suministre redes o servicios de 
telecomunicaciones;
(b) obligar a ninguna Parte o que ésta a su vez exija a ninguna persona a que 
establezca, construya, adquiera, arriende, opere o suministre redes o servicios 
de telecomunicaciones que no se ofrezcan al público en general;
(c) impedir a ninguna Parte que prohíba a las personas que operen redes pri-
vadas el uso de sus redes para suministrar redes o servicios públicos de tele-
comunicaciones a terceras personas; u
(d) obligar a una Parte a exigir a ninguna persona involucrada en la radiodifu-
sión o distribución por cable de programación de radio o de televisión, a que 
proporcione su infraestructura de distribución por cable o de radiodifusión 
como red pública de telecomunicaciones.

Apéndice 1

Capítulo XIII del  
Tratado de Libre Comercio de América del Norte
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Artículo 1302. Acceso a redes y servicios públicos de telecomunicación y su uso

1. Cada una de las Partes garantizará que personas de otra Parte tengan acceso a, 
y puedan hacer uso de cualquier red o servicio público de telecomunicaciones 
ofrecidos en su territorio o de manera transfronteriza, inclusive los circuitos priva-
dos arrendados, en términos y condiciones razonables y no discriminatorios, para 
la conducción de sus negocios, incluyendo lo especificado en los párrafos 2 a 8.

2. Sujeto a lo dispuesto en los párrafos 6 y 7, cada una de las Partes garantiza-
rá que a las personas de las otras Partes se les permita:

(a) comprar o arrendar y conectar equipo terminal u otro equipo que haga in-
terfaz con la red pública de telecomunicaciones;
(b) interconectar circuitos privados, arrendados o propios, con las redes públi-
cas de telecomunicaciones en territorio de esa Parte o a través de sus fronte-
ras, incluido el acceso mediante marcación directa a y desde sus usuarios o 
clientes, o con circuitos arrendados o propios de otra persona, en términos y 
condiciones mutuamente aceptadas por dichas personas;
(c) realizar funciones de conmutación, señalización y procesamiento; y
(d) utilizar los protocolos de operación que ellos elijan.

3. Cada una de las Partes garantizará que:

(a) la fijación de precios para los servicios públicos de telecomunicaciones re-
fleje los costos económicos directamente relacionados con la prestación de los 
servicios; y
(b) los circuitos privados arrendados estén disponibles sobre la base de una 
tarifa fija.

Ninguna disposición de este párrafo se interpretará en el sentido de impedir 
subsidios cruzados entre los servicios públicos de telecomunicaciones.

4. Cada una de las Partes garantizará que las personas de otra Parte puedan 
usar las redes o los servicios públicos de telecomunicaciones para transmitir la 
información en su territorio o a través de sus fronteras, incluso para las comunica-
ciones internas de las empresas, y para el acceso a la información contenida en 
bases de datos o almacenada en otra forma que sea legible por una máquina en terri-
torio de cualquier Parte.

5. Además de lo dispuesto en el Artículo 2101, “Excepciones generales”, ningu-
na disposición de este capítulo se interpretará en el sentido de impedir a ninguna 
Parte que adopte o aplique cualquier medida necesaria para:

(a) asegurar la confidencialidad y la seguridad de los mensajes; o
(b) proteger la intimidad de los suscriptores de redes o de servicios públicos 
de telecomunicaciones.

6. Cada una de las Partes garantizará que no se impongan más condiciones al 
acceso a redes o servicios públicos de telecomunicaciones y a su uso, que las ne-
cesarias para:
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(a) salvaguardar las responsabilidades de servicio público de los prestadores 
de redes o servicios públicos de telecomunicaciones, en particular su capaci-
dad para poner sus redes o servicios a disposición del público en general; o
(b) proteger la integridad técnica de las redes o los servicios públicos de tele-
comunicaciones.

7. Siempre que las condiciones para el acceso a redes o servicios públicos de 
telecomunicaciones y su uso cumplan los criterios establecidos en el párrafo 6, 
dichas condiciones podrán incluir:

(a) restricciones a la reventa o al uso compartido de tales servicios;
(b) requisitos para utilizar interfaces técnicas determinadas, inclusive protocolos 
de interfaz, para la interconexión con las redes o los servicios mencionados;
(c) restricciones en la interconexión de circuitos privados, arrendados o pro-
pios, con las redes o los servicios mencionados, o con circuitos arrendados o 
propios de otra persona, cuando los circuitos se utilicen para el suministro de 
redes o de servicios públicos de telecomunicaciones; y
(d) procedimientos para otorgar licencias, permisos, registros o notificaciones 
que, de adoptarse o mantenerse, sean transparentes y que el trámite de las 
solicitudes se resuelva de manera expedita.

8. Para propósitos de este artículo, trato “no discriminatorio” significa términos 
y condiciones no menos favorables que aquellos otorgados a cualquier otro cliente 
o usuario de redes o servicios públicos de telecomunicaciones similares en condi-
ciones similares.

Artículo 1303. Condiciones para la prestación de servicios mejorados  
o de valor agregado

1. Cada una de las Partes garantizará que:

(a) cualquier procedimiento que adopte o mantenga para otorgar licencias, 
permisos, registros o notificaciones referentes a la prestación de servicios 
mejorados o de valor agregado sea transparente y no discriminatorio y que el 
trámite de las solicitudes se resuelva de manera expedita; y
(b) la información requerida conforme a tales procedimientos se limite a la 
necesaria para acreditar que el solicitante tenga solvencia financiera para ini-
ciar la prestación del servicio, o que los servicios o el equipo terminal u otro 
equipo del solicitante cumplen con las normas o reglamentaciones técnicas 
aplicables de la Parte.

2. Ninguna de las Partes exigirá a un prestador de servicios mejorados o de 
valor agregado:

(a) prestar esos servicios al público en general;
(b) justificar sus tarifas de acuerdo a sus costos;
(c) registrar una tarifa;
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(d) interconectar sus redes con cualquier cliente o red en particular; o
(e) satisfacer ninguna norma o reglamentación técnica específica para una in-
terconexión distinta a la interconexión con una red pública de telecomunica-
ciones.

3. No obstante lo dispuesto en el párrafo 2(c) cada una de las Partes podrá re-
querir el registro de una tarifa a:

(a) un prestador de servicios, con el fin de corregir una práctica de este pres-
tador que la Parte haya considerado en un caso particular como contraria a la 
competencia, de conformidad con su legislación; o
(b) un monopolio al que se le apliquen las disposiciones del Artículo 1305.

Artículo 1304. Medidas relativas a normalización

1. Además de lo dispuesto en el Artículo 904(4), “Obstáculos innecesarios”, cada 
una de las Partes garantizará que sus medidas relativas a normalización que se 
refieren a la conexión de equipo terminal o de otro equipo a las redes públicas 
de telecomunicaciones, incluso aquellas medidas que se refieren al uso del equi-
po de prueba y medición para el procedimiento de evaluación de la conformidad, 
se adopten o mantengan solamente en la medida que sean necesarias para:

(a) impedir daños técnicos a las redes públicas de telecomunicaciones;
(b) impedir la interferencia técnica con los servicios públicos de telecomunica-
ciones o el deterioro de éstos;
(c) impedir la interferencia electromagnética, y asegurar la compatibilidad con 
otros usos del espectro electromagnético;
(d) impedir el mal funcionamiento del equipo de facturación; o
(e) garantizar la seguridad del usuario y su acceso a las redes o servicios pú-
blicos de telecomunicaciones.

2. Una Parte podrá establecer el requisito de aprobación para la conexión a la 
red pública de telecomunicaciones de equipo terminal o de otro equipo que no 
esté autorizado, siempre que los criterios de aprobación sean compatibles con lo 
dispuesto en el párrafo 1.

3. Cada una de las Partes garantizará que los puntos terminales de las redes 
públicas de telecomunicaciones se definan sobre bases razonables y transparentes.

4. Ninguna de las Partes exigirá autorización por separado del equipo que se 
conecte por el lado del usuario al equipo autorizado que sirve como dispositivo de 
protección cumpliendo con los criterios del párrafo 1.

5. Además de lo dispuesto en el Artículo 904(3), “Trato no discriminatorio”, 
cada una de las Partes deberá:

(a) asegurar que sus procedimientos de evaluación de la conformidad sean 
transparentes y no discriminatorios, y que las solicitudes que se presenten al 
efecto se tramiten de manera expedita;
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(b) permitir que cualquier entidad técnicamente calificada realice la prueba 
requerida al equipo terminal o a otro equipo que vaya a ser conectado a la red 
pública de telecomunicaciones, de acuerdo con los procedimientos de evalua-
ción de la conformidad de la Parte, a reserva del derecho de la misma de revi-
sar la exactitud y la integridad de los resultados de las pruebas;
(c) garantizar que no sea discriminatoria ninguna medida que adopte o man-
tenga para exigir que se autorice a determinadas personas como agentes de 
proveedores de equipo de telecomunicación ante los organismos competentes 
de la Parte para la evaluación de la conformidad.

6. A más tardar un año después de la fecha de entrada en vigor del Tratado, 
cada una de las Partes adoptará, como parte de sus procedimientos de evaluación 
de la conformidad, las disposiciones necesarias para aceptar los resultados de las 
pruebas realizadas por laboratorios o instalaciones de pruebas en territorio de otra 
Parte, de acuerdo con las medidas y procedimientos relativos a normalización de 
la Parte a la que corresponda aceptar.

7. El Subcomité de Normas de Telecomunicaciones, establecido de conformi-
dad con las disposiciones del Artículo 913(5), “Comité de Medidas Relativas a Nor-
malización”, desempeñará las funciones señaladas en el Anexo 913.5.a-2.

Artículo 1305. Monopolios577

1. Cuando una Parte mantenga o designe un monopolio para proveer redes y 
servicios públicos de telecomunicaciones, y el monopolio compita, directamente 
o a través de una filial, en la prestación de servicios mejorados o de valor agre-
gado u otros bienes o servicios vinculados con las telecomunicaciones, la Parte 
se asegurará de que el monopolio no utilice su posición monopólica para incurrir 
en prácticas contrarias a la competencia en esos mercados, ya sea de manera 
directa o a través de los tratos con sus filiales, de modo tal que afecte desventajo-
samente a una persona de otra Parte. Dichas prácticas pueden incluir los subsidios 
cruzados y la discriminación en el acceso a las redes y a los servicios públicos de 
telecomunicaciones.

2. Cada una de las Partes adoptará o mantendrá medidas eficaces para impedir 
la conducta contraria a la competencia a que se refiere el párrafo 1, tales como:

(a) requisitos de contabilidad;
(b) requisitos de separación estructural;
(c) reglas para asegurar que el monopolio otorgue a sus competidores acceso 
a y uso de sus redes o sus servicios públicos de telecomunicaciones en térmi-
nos y condiciones no menos favorables que los que se conceda a sí mismo o 
a sus filiales; o

577Artículo 1305 “Monopolios”: para efectos de este artículo, “monopolio” significa una entidad, 
incluyendo un consorcio o agencia gubernamental, que se mantenga o sea designado como provee-
dor exclusivo de redes o servicios públicos de telecomunicaciones en cualquier mercado pertinen-
te en el territorio de una Parte.
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(d) reglas para asegurar la divulgación oportuna de los cambios técnicos de las 
redes públicas de telecomunicaciones y sus interfaces.

Artículo 1306. Transparencia

Además de lo dispuesto en el Artículo 1802, “Publicación”, cada una de las Partes 
pondrá a disposición del público las medidas relativas al acceso a las redes o los 
servicios públicos de telecomunicaciones y a su uso, incluyendo las medidas refe-
rentes a:

(a) tarifas y otros términos y condiciones del servicio;
(b) especificaciones de las interfaces técnicas con tales redes y servicios;
(c) información sobre los órganos responsables de la elaboración y adopción 
de medidas relativas a normalización que afecten dicho acceso y uso;
(d) condiciones aplicables a la conexión de equipo terminal o de otra clase a las 
redes públicas de telecomunicaciones; y
(e) requisitos de notificación, permiso, registro o licencia.

Artículo 1307. Relación con los otros capítulos

En caso de incompatibilidad entre este capítulo y otro capítulo, este capítulo preva-
lecerá en la medida de la incompatibilidad.

Artículo 1308. Relación con organizaciones y tratados internacionales

Las Partes reconocen la importancia de las normas internacionales para la compa-
tibilidad e interoperabilidad global de las redes o servicios de telecomunicación, y 
se comprometen a promover dichas normas mediante la labor de los organismos 
internacionales competentes, tales como la Unión Internacional de Telecomunica-
ciones y la Organización Internacional de Normalización.

Artículo 1309. Cooperación técnica y otras consultas

1. Con el fin de estimular el desarrollo de la infraestructura de servicios de tele-
comunicaciones interoperables, las Partes cooperarán en el intercambio de infor-
mación técnica, en el desarrollo de programas intergubernamentales de adies-
tramiento, así como en otras actividades afines. En cumplimiento de esta 
obligación, las Partes pondrán especial énfasis en los programas de intercambio 
existentes.

2. Las Partes se consultarán para determinar la posibilidad de liberalizar aún 
más el comercio de todos los servicios de telecomunicaciones, incluidas las redes 
y los servicios públicos de telecomunicaciones.

Artículo 1310. Definiciones

Para los efectos de este capítulo:

• comunicaciones internas de la empresa significa las telecomunicaciones me-
diante las cuales una empresa se comunica:
(a) internamente o con o entre sus subsidiarias, sucursales y filiales, según las 
defina cada una de las Partes; o
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(b) de manera no comercial, con otras personas que sean fundamentales para 
la actividad económica de la empresa, y que sostengan una relación contractual 
continua con ella, pero no incluye los servicios de telecomunicaciones que se 
suministren a personas distintas a las descritas en esta definición;
• equipo autorizado significa el equipo terminal o de otra clase que ha sido 
aprobado para conectarse a la red pública de telecomunicaciones de acuerdo 
con los procedimientos de evaluación de la conformidad de una Parte;
• equipo terminal significa cualquier dispositivo digital o analógico capaz de 
procesar, recibir, conmutar, señalizar o transmitir señales a través de medios 
electromagnéticos y que se conecta a la red pública de telecomunicaciones, 
mediante conexiones de radio o cable, en un punto terminal;
• medida relativa a normalización significa una “medida relativa a normaliza-
ción”, tal como se define en el Artículo 915;
• procedimiento de evaluación de la conformidad significa “procedimiento de eva-
luación de la conformidad” como se define en el Artículo 915, e incluye los 
procedimientos referidos en el Anexo 1310;
• protocolo significa un conjunto de reglas y formatos que rigen el intercambio 
de información entre dos entidades pares, para efectos de la transferencia de 
información de señales o datos;
• punto terminal de la red significa la demarcación final de la red pública de te-
lecomunicaciones en las instalaciones del usuario;
• redes o servicios públicos de telecomunicaciones significa las redes públicas de 
telecomunicaciones o los servicios públicos de telecomunicaciones;
• red privada significa la red de telecomunicaciones que se utiliza exclusiva-
mente para comunicaciones internas de una empresa;
• red pública de telecomunicaciones significa la infraestructura pública de tele-
comunicaciones que permite las telecomunicaciones entre puntos terminales 
definidos de la red;
• servicio público de telecomunicaciones significa cualquier servicio de telecomu-
nicaciones que una Parte obligue explícitamente o de hecho, a que se ofrezca 
al público en general, incluidos el telégrafo, teléfono, télex y transmisión de 
datos, y que por lo general conlleva la transmisión en tiempo real de informa-
ción suministrada por el usuario entre dos o más puntos, sin cambio “de pun-
to a punto” en la forma ni en el contenido de la información del usuario;
• servicios mejorados o de valor agregado significa los servicios de telecomunica-
ciones que emplean sistemas de procesamiento computarizado que:
(a) actúan sobre el formato, contenido, código, protocolo o aspectos similares 
de la información transmitida del usuario;
(b) que proporcionan al cliente información adicional, diferente o reestructu-
rada; o
(c) implican la interacción del usuario con información almacenada;
• tasa fija significa la fijación de precio sobre la base de una cantidad fija por 
periodo, independientemente de la cantidad de uso; y
• telecomunicaciones significa la transmisión y recepción de señales por cual-
quier medio electromagnético.



Anexo 1310

Procedimiento de evaluación de la conformidad

Para Canadá:
Department of Communications, Terminal Attachment Program.
Certification Procedures (CP-01)
Department of Communications Act, R.S.C. 1985, C-35
Railway Act, R.S.C. 1985, c. R-3
Radiocommunication Act, R.S.C. 1985, c. R-2; con sus enmiendas del S.C. 1989, c. 17
Telecommunications Act (Bill C-62)

Para México:
Secretaría de Comunicaciones y Transportes
Subsecretaría de Comunicaciones y Desarrollo Tecnológico
Reglamento de Telecomunicaciones, Capítulo 10

Para Estados Unidos:
Parte 15 y Parte 68 de las Federal Communications Commission’s Rules Título 47 
del Code of Federal Regulations
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Documento de Referencia578

Alcance
A continuación se presentan definiciones y principios relativos al marco regulatorio 
de los servicios básicos de telecomunicaciones.

Definiciones
Usuarios, significa consumidores del servicio y proveedores del servicio.

Recursos esenciales, significa los recursos de una red pública de telecomunicaciones 
de transporte o de servicios que:

(a) son exclusivamente o predominantemente suministradas por un solo pro-
veedor o por un número limitado de proveedores; y
(b) no pueden ser fácilmente sustituidas económica o técnicamente para poder 
suministrar un servicio.

Proveedor principal, es aquel proveedor que tiene la capacidad de afectar material-
mente los términos de participación en el mercado relevante de servicios básicos de 
telecomunicaciones (teniendo en cuenta el precio y la oferta), como resultado del:

(a) control sobre los recursos esenciales; o
(b) uso de su posición en el mercado.

1. Salvaguardas Competitivas

1.1 Prevención de prácticas anticompetitivas en telecomunicaciones:

Se mantendrán las medidas apropiadas, con el propósito de prevenir que, los pro-
veedores que se constituyan, de manera individual o conjunta, como proveedor 
principal, se involucren en, o continúen con prácticas anticompetitivas.

578Documento de Referencia a la Lista de Compromisos Específicos al Acuerdo General sobre 
el Comercio de Servicios de la Organización Mundial de Comercio.

Apéndice 2

Documento de referencia de la  
Organización Mundial de Comercio578
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1.2 Salvaguardas

Las prácticas anticompetitivas a las que se refiere el párrafo anterior incluirán en 
particular:

(a) incurrir en subsidios cruzados anticompetitivos;
(b) utilizar información obtenida de la competencia con resultados anticompe-
titivos; y
(c) no poner a disposición de otros proveedores de servicios, de manera opor-
tuna, información técnica relativa a recursos esenciales e información comer-
cialmente relevante que les sea necesaria para suministrar servicios.

2. Interconexión

2.1 Esta sección es aplicable a la conexión con los proveedores de redes públicas 
de telecomunicaciones de transporte o de servicios a fin de permitir a los usuarios de 
un proveedor comunicarse con los usuarios de otro proveedor y tener acceso a los 
servicios suministrados por algún otro proveedor, respecto de los cuales se con-
traigan compromisos específicos.

2.2 Interconexión a ser garantizada

La interconexión con un proveedor principal quedará asegurada en cualquier pun-
to técnicamente factible de la red. Tal interconexión se llevará a cabo:

(a) bajo términos, condiciones (incluyendo normas técnicas y especificaciones) 
y tarifas no discriminatorios y con calidad no menos favorable que la propor-
cionada para servicios similares propios, o para servicios similares de provee-
dores de servicios no afiliados o para sus subsidiarias u otras filiales;
(b) de manera oportuna, en términos, condiciones (incluyendo normas técnicas 
y especificaciones) y tarifas basadas en costos que sean transparentes, razo-
nables, económicamente factibles y que sean lo suficientemente desagregadas 
para que el proveedor no necesite pagar por componentes o recursos de la red 
que no se requieran para que el servicio sea suministrado; y
(c) previa solicitud, en puntos adicionales a los puntos terminales de la red 
ofrecidos a la mayoría de los usuarios, sujeta a un precio que refleje el costo 
de la construcción de las instalaciones adicionales necesarias.

2.3 Disponibilidad pública  
de procedimientos para las negociaciones de interconexión

Los procedimientos aplicables para la Interconexión a un proveedor principal de-
berán estar a disposición del público.

2.4 Transparencia de los acuerdos de interconexión

Garantizar que el proveedor principal hará públicamente disponibles sus acuerdos 
de interconexión o una oferta de interconexión de referencia.

2.5 Interconexión: Solución de controversias

Un proveedor de servicios que solicite la interconexión con un proveedor principal 
podrá interponer recurso:
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(a) en cualquier momento, o
(b) después de un periodo razonable de tiempo que se haya dado a conocer 
públicamente a una entidad nacional independiente, la cual puede ser un órga-
no regulador al que se hace referencia en el párrafo 5, para resolver las dispu-
tas relacionadas con los términos, condiciones y tasas apropiados para la in-
terconexión dentro de un plazo razonable, en la medida en que éstos no hayan 
sido establecidos previamente.

3. Servicio universal

Cualquier Miembro tiene el derecho de definir el tipo de obligación de servicio 
universal que desee mantener. Tales obligaciones no serán consideradas como 
anticompetitivas per se siempre y cuando sean administradas de manera transpa-
rente, no discriminatoria y competitivamente neutrales y no sean más onerosas de 
lo necesario para el tipo de servicio universal definido por el Miembro.

4. Disponibilidad pública de los criterios de licenciamiento 

Donde se requiera una licencia lo siguiente deberá ser públicamente disponible:

(a) todos los criterios para el licenciamiento y los plazos normalmente requeri-
dos para llegar a una decisión concerniente a la solicitud de una licencia, y
(b) los términos y condiciones para licencias individuales.

Las razones para la negativa a una solicitud de licencia deberá hacerse del conoci-
miento del solicitante a petición del mismo.

5. Reguladores Independientes

La entidad reguladora será independiente de todo proveedor de servicios básicos 
de telecomunicaciones y no responderá ante él. Las decisiones y los procedimien-
tos empleados por los reguladores serán imparciales con respecto a todos los 
participantes en el mercado.

6. Atribución y uso de recursos escasos

Cualquier procedimiento para la atribución y el uso de recursos escasos, incluyendo 
frecuencias, números y derechos de vía será llevado a cabo de manera objetiva, 
oportuna, transparente y no discriminatoria. La situación actual de las bandas de 
frecuencia atribuidas, deberá hacerse públicamente disponible no requiriéndose la 
identificación detallada de frecuencias atribuidas para propósitos gubernamentales.
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Antecedentes 579

I.	La Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en lo sucesivo La Secre-
taría, otorgó a la empresa paraestatal Teléfonos de México, S.A. de C.V., en 
lo sucesivo Telmex, con fecha 10 de marzo de 1976 un Título de Concesión, 
con vigencia por 30 años, para construir, operar y explotar una red de ser-
vicio telefónico público. 

II.	Las telecomunicaciones constituyen una actividad de gran importancia para 
impulsar todos los renglones de desarrollo nacional. Actualmente, las tele-
comunicaciones se han convertido en un elemento fundamental para lograr 
la modernización y competitividad de prácticamente cualquier actividad 
económica. 

III.	El desarrollo tecnológico permite actualmente conducir por la red de ser-
vicio público telefónico no sólo señales de voz, sino también de datos, 
textos e imagen, lo que hace posible la prestación de una gran variedad de 
nuevos servicios, por lo que la red pública telefónica ha evolucionado hacia 
una Red Pública de Telecomunicaciones. 

IV.	Telmex logró expandir su red durante los últimos 14 años de forma impor-
tante, pero aún insuficiente frente a las necesidades de la sociedad y los 
propósitos de crecimiento y modernización del país. La red pública de te-
lefonía requiere de una expansión y modernización acelerada, además de 
mejorar sustancialmente la calidad y diversidad de sus servicios, lo cual 
implica realizar grandes inversiones. 

V.	 Ante el reto que implica el desarrollo de las telecomunicaciones, resulta 
indispensable abrir nuevas posibilidades para su financiamiento, mediante 
una mayor participación de la inversión privada y los recursos internos que 
genere el servicio, sin distraer recursos del Estado necesarios para otros 
programas de infraestructura y desarrollo social. 

VI.	El Gobierno Federal ha decidido reducir su participación accionaria en 
Telmex, con base en las premisas de mantener la rectoría del Estado y el 
control mayoritario de la empresa por parte de mexicanos, de mejorar ra-
dicalmente el servicio telefónico, asegurar su expansión en forma sosteni-

579Texto obtenido de http://www.cft.gob.mx/wb2/COFETEL/COFE_Titulos_de_concesion_ (fe-
cha de consulta: 30 de diciembre de 2006).

Apéndice 3

Modificación al Título de Concesión  
de Teléfonos de México, S.A. de C.V. de 10 de agosto de 1990579
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da, e impulsar la investigación científica y tecnológica en materia de teleco-
municaciones. 

VII.	La empresa ha renovado sus relaciones laborales y ha desarrollado un 
nuevo modelo de trabajo basado en un elevado involucramiento de sus 
trabajadores en el desarrollo de sus actividades corporativas. 
Empresa y trabajadores se han comprometido con la modernización de la 
empresa y con el logro de estándares internacionales de productividad.
Este compromiso se ha plasmado en el Convenio de Concertación para la 
Modernización firmado el 14 de abril de 1989.
En la desincorporación de Telmex se deberán garantizar los derechos de 
los trabajadores, respetando los términos de dicho convenio.
Asimismo, el Gobierno Federal preverá los mecanismos de participación 
económica de los trabajadores de la empresa, de acuerdo con su capacidad 
de ahorro.

VIII.	En virtud de que el Gobierno Federal ha considerado conveniente dejar de 
tener la participación mayoritaria en el capital social de Telmex, es necesario 
modificar los términos y condiciones de la concesión otorgada el 10 de 
marzo de 1976, de acuerdo a la cláusula trigésima novena de dicho Título. 

IX.	Asimismo, el Gobierno Federal considera necesario modificar el Título de 
Concesión para adecuarlo al avance tecnológico, asegurar que Telmex 
cumpla con los compromisos de cobertura, calidad y precio de los servi-
cios, así como para promover una competencia equitativa con otras empre-
sas de telecomunicaciones, que propicie el mejoramiento de los servicios 
en atención a las demandas de los usuarios. 

X.	Considerando que Telmex constituye una empresa que cumple con los 
requisitos legales, técnicos y económicos para prestar y modernizar los 
servicios públicos, materia de la concesión del 10 de marzo de 1976, el 
Gobierno Federal ha determinado modificar dicho Título de Concesión con 
base en los términos y condiciones siguientes. 

Concesión

El Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes (La Secretaría), con fundamento en la facultad que le confieren los artículos 3o. 
y 8o. de la Ley de Vías Generales de Comunicación y de conformidad con los ante-
cedentes mencionados, modifica la concesión otorgada el 10 de marzo de 1976 a 
Teléfonos de México, S.A. de C.V. (Telmex), para quedar en los términos del presen-
te Título, de manera que esta concesión sea para:

Construir, instalar, mantener, operar y explotar una red pública telefónica por 
un periodo de 50 años contados a partir del 10 de marzo de 1976, con cobertura en 
todo el territorio nacional, a excepción del área concesionada a Teléfonos del No-
roeste, S.A. de C.V.

Telmex, por medio de la red pública telefónica, deberá prestar los siguientes 
servicios: 
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a.	El servicio público de conducción de señales de voz, sonidos, datos, textos 
e imágenes, a nivel local y de larga distancia nacional e internacional. 

b.	El servicio público de telefonía básica. 

Telmex acepta la presente modificación a la concesión de la que es titular, para que 
ésta quede en los términos establecidos en las siguientes condiciones de los 8 capítu-
los del presente Título, el cual entrará en vigor a partir de la fecha de su firma, que-
dando sin efecto la cláusula trigésima novena de la Concesión que se modifica.
México, Distrito Federal de los 10 días del mes de agosto de mil novecientos noventa.

secretaría de comunicaciones y transportes

el secretario.- andrés caso lombardo

teléfonos de méxico, s.a. de c.v
presidente del consejo de administración.- pedro aspe armella

director general.- alfredo baranda garcía

Condiciones 

Capítulo 1. Definiciones y alcance de la concesión

1.1 Red Pública Telefónica

La Red Pública Telefónica a que se refiere esta Concesión es una Vía General de Co-
municación que se integra por el conjunto de canales circuitos o cualquier otro medio 
de transmisión, así como dispositivos o centrales de conmutación que permiten 
prestar al público en general el servicio de conducción de señales de voz, sonidos, 
datos, textos e imágenes, por líneas físicas conductoras eléctricas, radioelectricidad, 
medios ópticos u otros sistemas electromagnéticos o de cualquier otro tipo.

La Red Pública Telefónica a que se refiere esta concesión, en lo sucesivo La Red, 
se limita a aquella por la que se pueden conducir señales entre los siguientes puntos. 

a.	Entre puntos de conexión terminal de La Red. 
b.	Entre puntos de conexión terminal de La Red y puntos de servicio interno 

de la Red. 
c. Entre puntos internos de servicio de La Red, sin prestar el servicio a terceros. 
d.	Entre una caseta telefónica pública y cualquier otro punto de La Red. 

La Red se integra por un conjunto de redes locales, urbanas y rurales, y una red 
de larga distancia que enlaza dichas redes, que a su vez se interconectan con redes de 
otros países, por medio de las cuales se conducen las señales para prestar los servicios 
públicos locales y de larga distancia nacional e internacional concesionados.

La Red pública concesionada no comprende las siguientes redes e instalaciones: 

a.	Los equipos y redes de telecomunicaciones que se encuentren más allá del 
punto de conexión terminal de La Red. 
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b.	Los sistemas de satélites, las estaciones terrenas con enlaces internaciona-
les para comunicación vía satélite, y la red nacional de telégrafos y radiote-
legrafía, que están reservados al Estado en forma exclusiva. 

c.	 Otros que se especifiquen en este Título 

Telmex se obliga a instalar, para los suscriptores que contraten a partir del 1o. de 
enero de 1991, dispositivos de interconexión terminal que permitan identificar clara-
mente el punto de conexión terminal de La Red, a partir del cual se instalará el cablea-
do en el inmueble del suscriptor y el equipo terminal, o bien se conectarán otras redes 
privadas o públicas. Telmex sólo podrá ser relevada de instalar los dispositivos de 
interconexión terminal, en los casos que previamente autorice La Secretaría.

En el caso de las líneas contratadas hasta el 31 de diciembre de 1990. Telmex 
podrá instalar a solicitud del suscriptor, y mediante un cargo específico el Disposi-
tivo de Interconexión Terminal para identificar el punto de conexión terminal de La 
Red, a partir del cual el cableado y el equipo serán propiedad del suscriptor.

Telmex, en los contratos que celebre con los suscriptores, pactará la ubicación 
del punto de conexión terminal de La Red.

1.2 Servicio de Conducción de Señales

El servicio de conducción de señales constituye el que proporciona al suscriptor 
líneas o circuitos con la capacidad necesaria para transmitir, conmutar en dado 
caso y recibir señales entre puntos de conexión terminal de La Red.

En este tipo de servicios existen, entre otras posibles, las siguientes modali-
dades: 

a.	El servicio público de conducción de señales por la red pública conmutada, 
que constituye el servicio que se proporciona al público en general, mediante 
la contratación de líneas o circuitos de acceso a La Red, que utilizan las cen-
trales públicas de conmutación, para que el suscriptor pueda conducir seña-
les de su punto de conexión terminal a cualquier otro punto de La Red. 

b.	El Servicio de renta de líneas y circuitos privados, que constituye el servicio 
de conducción que se proporciona a ciertos suscriptores, a través de la 
renta de líneas o circuitos privados dedicados para su uso exclusivo entre 
dos puntos de conexión terminales de La Red. 

El servicio público de conducción de señales concesionado comprende el 
servicio local, urbano, suburbano y rural, el de larga distancia nacional y el de 
larga distancia internacional que a su vez deberán distinguirse entre los destina-
dos a suscriptores comerciales y los destinados a suscriptores residenciales.

El servicio concesionado de conducción de señales no comprende los siguien-
tes servicios: 

a.	La conducción de señales de televisión a empresas que las difundan al pú-
blico, que se requerirá de una autorización específica de La Secretaría, lo 
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cual no es extensivo a la conducción de señales de imagen como videocon-
ferencias y videotelefonía. 

b.	El servicio público de conducción de señales vía satélite que está reservado 
en exclusiva al Estado, el que no es extensivo a las estaciones terrenas para 
enlaces nacionales. 

Telmex podrá instalar, operar y explotar estaciones terrenas de su propiedad 
para establecer enlaces nacionales de acuerdo al reglamento en vigor y contratar 
el servicio público en conducción de señales por satélite con el Gobierno Federal 
o el organismo descentralizado respectivo.

1.3 Servicio Público de Telefonía Básica

El Servicio Público de Telefonía Básica constituye un servicio final de telecomuni-
caciones por medio del cual se proporciona la capacidad completa para la comuni-
cación de voz entre usuarios, incluida la conducción de las señales entre puntos 
terminales de conexión, así como el cableado y el aparato telefónico terminal.

Telmex con el objeto de proporcionar el servicio completo de telefonía básica, 
se obliga a: 

a. Instalar, mantener y operar La Red hasta el punto terminal de conexión del 
suscriptor. 

b. Suministrar, a solicitud del suscriptor, mediante un cargo específico, un 
primer aparato telefónico básico, así como su instalación incluyendo el ca-
bleado necesario en el inmueble del suscriptor hasta el punto de conexión 
terminal de La Red. 

c. Mantener, a solicitud del suscriptor y mediante un cargo específico básico y 
el cableado necesario dentro del inmueble del suscriptor. 

d. Proporcionar el servicio de casetas públicas telefónicas, que constituyen 
equipos terminales de telefonía que forman parte de La Red y están dispo-
nibles al público en general. 

El suscriptor podrá contratar con otras empresas en competencia, la adquisición, 
instalación y mantenimiento del aparato telefónico terminal y/o el cableado necesario 
dentro de su inmueble. Para ello el suscriptor deberá tener instalado el Dispositivo de 
Interconexión Terminal en el punto de conexión terminal que pacte con Telmex.

Telmex podrá ser relevada de la obligación de proporcionar los servicios de 
mantenimiento de aparatos telefónicos básicos y cableado propiedad de los sus-
criptores, en cualquiera de los siguientes casos: 

a.	Cuando Telmex hubiese notificado al suscriptor, que el aparato terminal y/o 
cableado no se puede reparar, o los componentes o herramientas para repa-
ración ya no estén disponibles. 

b.	Cuando el aparato terminal y/o cableado no hubiese sido proporcionado por 
Telmex o sus subsidiarias. 
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c.	 Cuando a solicitud de Telmex y/o, a juicio de la Secretaría se determinen que 
existe otra empresa que lo pueda sustituir satisfactoriamente. Para ello Tel-
mex presentará periódicamente una lista de localidades en las que desee ser 
relevada de la obligación a que se refiere esta condición. La Secretaría veri-
ficará que se haya desarrollado la competencia en cada Ciudad solicitada, en 
cuyo caso aprobará la solicitud de Telmex.

1.4 Comercialización de Equipo Terminal

Telmex podrá comercializar aparatos telefónicos o cualquier equipo de telecomu-
nicaciones para sus usuarios. Telmex deberá contabilizar por separado estas acti-
vidades, a partir del 1o. de enero de 1992 y respetando los derechos laborales de-
berá realizarlas mediante una empresa filial o subsidiaria, a más tardar el 1o. de 
enero de 1994, a fin de lograr la transparencia necesaria para permitir una compe-
tencia equitativa con otras empresas proveedoras de equipo terminal.

1.5 Instalación y Mantenimiento de Equipo Terminal  
y Cableado Propiedad de los Usuarios

Telmex pondrá a solicitud de los suscriptores y en los términos que se convengan 
proporcionar el servicio de instalación y mantenimiento de cualquier equipo de 
telecomunicaciones y cableado propiedad de los usuarios.

Telmex deberá contabilizar estas actividades por separado, a partir del 1o. de 
enero de 1992 y, respetando los derechos laborales, deberá presentar estos servi-
cios mediante una subsidiaria o filial a partir del 1o. de enero de 1994, con objeto 
de lograr la transparencia necesaria para permitir una competencia equitativa con 
otras empresas que presten estos servicios.

1.6 Servicios Públicos de Radiocomunicación

El servicio público de radiotelefonía rural se considerará comprendido dentro de la 
concesión de servicio público de telefonía básica otorgada a Telmex para lo cual 
sólo requerirá llevar una contabilidad de costos separada y obtener de la Secretaría 
la autorización de frecuencias requeridas.

Telmex, a través de empresas filiales o subsidiarias, podrá presentar una com-
petencia, los servicios públicos de radiocomunicación, distintos a los de telefonía 
básica que usan el espectro radioeléctrico, mediante la autorización específica de 
la Secretaría.

Los servicios públicos de radiocomunicación comprenden los que se proporcio-
nan al público en general mediante la instalación de equipo transmisión radioeléctrica 
y en su caso conmutación para conducir señales de voz, datos y textos, como son los 
servicios de localización de personas radiocomunicación de flotillas, radiodetermina-
ción de equipos móviles, radiocomunicación personal y otros que puedan surgir.

1.7 Servicio de Radiotelefonía Móvil

Telmex a través de sus empresas subsidiarias o filiales, podrá participar en el pro-
cedimiento para obtener concesión para prestar el servicio público de radiotelefo-
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nía móvil con tecnología celular, en competencia equitativa, dentro de cada una de 
las regiones que elija, si se cumple con la condición de que al momento de otorgar-
se la concesión, en la región exista otra empresa concesionaria de radiotelefonía 
celular, que no tenga participación, directa o indirecta, de Telmex.

1.8 Servicios Complementarios y de Valor Agregado

Los servicios complementarios de telecomunicaciones y de valor agregado a La 
Red son los que utilizando como soporte a la Red Pública Telefónica o redes super-
puestas y complementarias interconectadas a ésta, añaden facilidades, satisfacen 
nuevos servicios de telecomunicación o agregan servicios de información.

Los servicios complementarios y de valor agregado se prestarán en régimen 
de competencia, de acuerdo con el reglamento vigente. Por lo tanto, Telmex no 
deberá realizar actividades que impidan una competencia equitativa con otras em-
presas que presten o soliciten prestar estos servicios.

Telmex podrá prestar servicios complementarios y de valor agregado directa-
mente mediante una contabilidad separada o a través de empresas filiales o subsi-
diarias, cuando así lo indique La Secretaría, con objeto de lograr la transparencia 
necesaria para permitir una competencia equitativa con otras empresas que pres-
ten estos servicios. 

a.	Para prestar servicios de valor agregado usando solamente la red pública 
telefónica, sin necesidad de interconectar infraestructura adicional, Telmex 
deberá presentar una solicitud a La Secretaría, que contenga la información 
básica que se especifique en el Reglamento; respecto de la cual La Secretaría 
resolverá en menos de 60 días. 

b.	Telmex deberá presentar una solicitud a La Secretaría, como se especifica 
en el Reglamento, para proporcionar servicios de valor agregado a terceros 
que se presten a través de líneas o circuitos dedicados a la red pública con-
cesionada. Estos servicios requerirán de un permiso de La Secretaría, la 
cual evaluará la solicitud y resolverá en un plazo máximo de 90 días. 

c.	 Telmex deberá presentar una solicitud a La Secretaría, como se especifica en 
el reglamento para proporcionar servicios de valor agregado que se presten a 
terceros y precisen la instalación de infraestructura, equipo o redes superpues-
tas adicionales interconectadas a La Red. Estos servicios requerirán un permi-
so de La Secretaría la que, analizando los proyectos técnicos y condiciones de 
explotación de las instalaciones, decidirá en un plazo máximo de 90 días. 

En el caso de que La Secretaría no resuelva dentro de los plazos fijados res-
pecto a las solicitudes presentadas, se considerará como autorizado el permiso 
respectivo. Para tal efecto, las solicitudes deberán contar con un acuse de recibo y 
número de folio relativo al tipo de servicios solicitados, por parte de la Subsecreta-
ría de Comunicaciones y Desarrollo Tecnológico.

1.9 Distribución de Señales de Televisión

La distribución de señales de televisión consiste en un servicio de telecomunica-
ción que se realiza en un sentido a varios puntos de recepción simultáneamente. 
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Telmex, previa autorización de La Secretaría, podrá distribuir señales de tele-
visión a través de su red a empresas autorizadas para prestar servicios de televi-
sión al público, en los términos de las leyes aplicables.

Telmex no podrá explotar, directa o indirectamente ninguna concesión de ser-
vicios de televisión al público en el país.

1.10 Fabricación de Equipo de Telecomunicaciones, Computación y Electrónica 

Telmex podrá participar en la fabricación, de equipo y materiales de telecomunica-
ciones, computación y electrónica, solamente por medio de empresas subsidiarias 
o filiales, con la condición de que no sean operadoras de algún servicio de teleco-
municaciones en el país y se realice en un marco de competencia equitativa.

Telmex notificará a La Secretaría, la formación de estas empresas o de asocia-
ciones que establezca con otras empresas de este tipo. La Secretaría, hará del co-
nocimiento de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, la existencia de di-
chas empresas.

1.11 Definición de Términos

Punto de Conexión Terminal de la Red. Es aquel al que se conectan a la Red las 
instalaciones y equipos de los usuarios finales y, en su caso, el punto donde se 
conectan otras redes de telecomunicaciones no operadas por Telmex.

Dispositivo de Interconexión Terminal. Es un aparato instalado en cada punto 
terminal de la red que sirven para las siguientes funciones: 

a.	Conectar y desconectar de manera ágil el cableado interior del inmueble u 
otras redes de telecomunicaciones a la red; o 

b.	Conducir señales entre los equipos, cableado o redes de telecomunicaciones 
de los usuarios y la red; o 

c.	 Verificar el buen funcionamiento de la red; 

Además los dispositivos también podrán servir para: 

a.	Proveer energía entre los equipos de telecomunicaciones y La Red; 
b.	Proteger la seguridad de la operación de La Red; o 
c.	 Permitir que los otros sistemas de telecomunicaciones que se conecten a La 

Red funcionen correctamente a que puedan ser aprobados. 

Punto Interno de Servicio de la Red. Significa un punto dentro de La Red en la 
cual las señales son originadas o recibidas por Telmex.

Casetas Públicas Telefónicas. Son equipos terminales de Telecomunicaciones 
conectados a La Red, que Telmex no haya suministrado a una persona en lo espe-
cífico pero que están disponibles para el público o un segmento del público.

Equipo Terminal de Telecomunicaciones. Este término comprende todo el 
equipo de telecomunicaciones que se conecte más allá del punto de conexión ter-
minal de La Red.
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Redes Públicas de Telecomunicaciones. Comprende todas aquellas redes de 
telecomunicaciones que se explotan comercialmente para prestar servicios públi-
cos, y para ello utilizan vías generales de comunicación.

Redes Privadas de Telecomunicaciones. Comprende todas aquellas redes de 
telecomunicaciones que el usuario establece con su propia estructura o mediante 
líneas dedicadas o conmutadas que rentan de las redes públicas, para uso de sus 
comunicaciones internas o privadas.

Usuario. Es toda aquella persona, física o moral que en forma eventual o per-
manente tiene acceso a algún servicio público o privado de telecomunicaciones.

Suscriptor. Es cualquier usuario que ha establecido un contrato con Telmex 
para la utilización de algún servicio de telecomunicaciones.

Suscriptor Residencial. Es aquel suscriptor persona física que utiliza algún 
servicio de telecomunicaciones desde su hogar o casa habitación.

Suscriptor Comercial. Es todo aquel suscriptor distinto al residencial.
Empresa filial o subsidiaria de Telmex. Es cualquier organización o Entidad 

controlada por Telmex, en la cual Telmex, tiene directa o indirectamente una parti-
cipación accionaria. 

Para los efectos de esta concesión los términos y definiciones: servicio de tele-
comunicación, señales de voz, sonidos, datos, textos e imágenes, central de con-
mutación, canales, circuitos, estación base, transmisión y otros que no estén defi-
nidos en este documento y que La Secretaría establezca, deberán entenderse 
conforme estén definidos por el Comité Consultivo Internacional Telegráfico y Te-
lefónico (ccitt) de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (uit), o por los 
reglamentos vigentes.

Capítulo 2. Disposiciones generales 

2.1 Legislación Aplicable

El servicio público concesionado por medio de este Título, se rige por la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley de Vías Generales de Comu-
nicación, la Ley General de Bienes Nacionales y sus Reglamentos, y por toda 
aquella legislación que se emita aplicable a la materia; por los convenios, acuerdos 
y tratados internacionales suscritos y en los que en un futuro suscriba en la mate-
ria el Gobierno Mexicano, y por los términos mismos de esta concesión.

2.2 Control Mayoritario de Acciones por Mexicanos

Telmex se obliga a mantener su estructura de capital y su Consejo de Administra-
ción, de tal forma que siempre la facultad para determinar el control administrativo 
y el manejo de la empresa recaiga mayoritariamente en los socios mexicanos.

Telmex deberá asentar expresamente en sus bases constitutivas y en los títulos 
de las acciones, las restricciones antes mencionadas para su control.

Las personas físicas o morales concesionarias de estaciones de radio y televi-
sión de cualquier modalidad en la República Mexicana, o que en forma directa 
participen en la radiodifusión, no podrán ser, directa o indirectamente, accionistas 
con voz y voto de Telmex.
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En caso de que se adquieran acciones que contravengan lo estipulado en esta 
condición, estas acciones quedarán sin efecto ni valor alguno para su tenedor, 
desde el momento de su adquisición.

2.3 Permanencia de un Consejero de La Secretaría

Telmex se obliga a conservar, al menos durante el periodo de tres años contados a 
partir de la fecha de esta modificación al título de concesión, la participación de un 
Consejero con derecho a voz y voto designado por La Secretaría en su Consejo de 
Administración, lo que deberá quedar estipulado en los estatutos sociales de la 
empresa.

2.4 Derechos Reales y Competencia

La presente concesión no crea derechos reales a favor de Telmex, ni de terceros, 
sobre los bienes del dominio público afectos a los servicios concesionados, por lo 
que queda prohibida cualquier práctica de acaparamiento de dichos bienes en la 
prestación por parte de Telmex.

La Secretaría se reserva el derecho de otorgar otra u otras concesiones a 
favor de terceras personas para que exploten en igualdad de circunstancias, 
dentro de la misma área geográfica o en otra diferente, servicios idénticos o si-
milares a los que son materia de esta Concesión, sujeto a lo previsto en el párra-
fo siguiente.

Durante los seis años siguientes a la entrada en vigor de este título. La Secre-
taría sólo podrá otorgar otras concesiones para redes de servicio público de telefo-
nía básica de larga distancia nacional e internacional, cuando no se haya cumplido 
con las condiciones de expansión y eficiencia del servicio público objeto de esta 
concesión. Para otorgar nuevas concesiones para otras redes públicas de telefonía 
básica. La Secretaría tomará en cuenta la eficiencia del servicio público objeto de 
esta concesión, el equilibrio financiero de Telmex y las condiciones de competencia 
equitativa.

2.5 Cesión de Derechos

Telmex no podrá ceder, traspasar, hipotecar, gravar o enajenar en forma alguna, ni 
en todo ni en parte, la concesión ni los derechos derivados de la misma, en favor 
de terceros, sin la previa aprobación de La Secretaría.

En caso de que La Secretaría otorgue su consentimiento, el contrato o convenio 
respectivo, deberá sujetarse a las disposiciones legales aplicables en la materia.

2.6 Cesión de Derechos a Filiales o Subsidiarias

Telmex podrá solicitar proporcionar los servicios concesionados, a través de em-
presas subsidiarias o filiales, en forma regional o separando el servicio local del de 
larga distancia y sus respectivas redes, por razones de información, competitividad 
o de cualquier otra naturaleza.

La Secretaría autorizará dicha solicitud y las cesiones de derechos respectivas 
a las empresas filiales o subsidiadas, cuando a su juicio fuere conveniente y Telmex 
hubiere cumplido con sus obligaciones.
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2.7 Participación de Empresas Paraestatales Extranjeras

Para los efectos de los Artículos 18, 19 y 29 fracc. V, de la Ley de Vías Generales de 
Comunicación y su reglamento, no se considerará como participación accionaria 
de voto limitado o en forma minoritaria en acciones comunes de Telmex, empresas 
paraestatales de países extranjeros, con personalidad jurídica y patrimonio propios, 
si dichas empresas extranjeras se comprometen a considerarse como mexicanas, 
respecto a los títulos de acciones que adquieran, a no pedir o aceptar la intervención 
diplomática de los países de origen o de países extranjeros, ni la de ningún organis-
mo público o privado de carácter internacional, bajo la pena de perder en beneficio 
de la Nación Mexicana, todos los bienes y derechos que hubieren adquirido.

2.8 Prohibición Para Otorgar un Mandato General

En ningún caso podrá Telmex otorgar mandato general para pleitos y cobranzas, 
actos de administración y de dominio con carácter de irrevocable, en favor de so-
ciedades que impliquen, directa o indirectamente, el desplazamiento de los dere-
chos y obligaciones del concesionario que se estipulan en este Título.

2.8 [sic] Prohibición Para Recurrir a la Intervención Extranjera

Telmex ha acreditado ante La Secretaría que está constituida conforme a las leyes 
mexicanas y que por lo tanto, no tendrá en relación a la validez, interpretación o 
cumplimiento de esta concesión, más derechos o recursos que los que las leyes 
mexicanas conceden a los mexicanos y por consiguiente, se compromete a no pedir 
ni aceptar para todo lo relativo a la operación y explotación de los servicios que en 
este Título se consignan, la intervención diplomática de algún país extranjero, ni la 
de cualquier organismo público o privado de carácter internacional, bajo la pena de 
perder, en beneficio de la Nación Mexicana, todos los bienes y derechos que hubie-
se adquirido para construir, establecer y explotar la vía de comunicación y los 
servicios concesionados.

2.9 Prohibición de Prácticas Monopólicas

Telmex en ningún caso podrá aplicar prácticas monopólicas que impidan una com-
petencia equitativa con otras empresas en las actividades que desarrolle directa o 
indirectamente a través de sus filiales.

Queda prohibido a Telmex la realización de actos, convenios, acuerdos o com-
binaciones que tengan por objeto constituir ventaja exclusiva indebida a su favor o 
de otras personas, o que tiendan al monopolio de mercados complementarios a los 
servicios concesionados.

2.10 Prohibición de Subsidios Cruzados a Filiales o Para Servicios Concesionados en Competencia

Telmex no deberá otorgar subsidios en forma cruzada de los servicios objeto de 
esta concesión hacia los servicios que proporciona en competencia a través de sus 
empresas subsidiarias o filiales.

Telmex tampoco deberá subsidiar en forma cruzada servicios concesionarios 
que preste directamente en competencia excepto en los casos expresamente dis-
puestos en este Título.
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Capítulo 3. Expansión, modernización y mantenimiento de la red pública concesionada 

3.1 Objetivo de Servicio Universal

Telmex como concesionario de La Red con cobertura nacional, tendrá como uno 
de sus objetivos lograr que en el menor plazo posible cualquier persona pueda 
tener acceso al servicio telefónico básico, en su modalidad de caseta telefónica 
pública o de servicio domiciliario.

Telmex avanzará hacia este objetivo de servicio universal, de acuerdo a su 
capacidad financiera, la demanda por servicios telefónicos, y conforme a los pro-
gramas que concerte con La Secretaría, según la condición siguiente.

3.2 Programas de Expansión y Modernización

Telmex se obliga a realizar un programa de expansión y modernización de La 
Red conforme a las metas que se indican en esta condición y se obliga a concer-
tar cada cuatro años con La Secretaría los programas de expansión de telefonía 
rural y casetas públicas telefónicas conforme a lo indicado en la condición 3.4 
y 3.5.

En el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor de la presente 
concesión y el 31 de diciembre de 1994, Telmex deberá expandir su número de 
líneas de servicio telefónico básico en operación, excluyendo casetas públicas, a 
una tasa promedio mínima de 12 por ciento anual, salvo caso fortuito o de fuer-
za mayor. Antes del 31 de diciembre de 1994, Telmex deberá ofrecer servicio 
telefónico básico con conmutación automática en todas las poblaciones del país 
de más de 5,000 habitantes, registradas en el Censo General de Población y Vi-
vienda de 1990.

En las ciudades que cuenten con servicio telefónico básico con conmutación 
automática, Telmex se obliga, en 1995, a atender cualquier solicitud formal de lí-
neas de servicio telefónico básico, en un plazo máximo de 6 meses después de que 
reciba la solicitud formal, y a disminuir en un mes el plazo máximo mencionado 
por cada año sucesivo, hasta el año 2000, a partir del cual el plazo máximo será de 
un mes.

Telmex se obliga a cumplir los plazos fijados cuando la solicitud formal vaya 
acompañada de un depósito de 3 meses de renta básica.

Para cualquier año comprendido en el periodo 1995-1999 inclusive, cuando las 
fechas límite de instalación toquen el año siguiente, a aquel en que Telmex reciba 
las solicitudes formales, se aplicará el plazo máximo que corresponda al año en que 
Telmex reciba la solicitud.

Cuando Telmex demore más del plazo límite en instalar una línea de servicio 
telefónico básico, salvo caso fortuito o de fuerza mayor pagará las penas conven-
cionales señaladas en la condición 8.7.

Telmex conforme al artículo 8o. de la Ley de Vías Generales de Comunicación 
se obliga a publicar su programa anual de expansión, con información a nivel es-
tatal y principales ciudades, indicando el avance logrado en el año anterior como 
parte integrante del programa general de desarrollo de las Vías Generales de Co-
municación.
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3.3 Redes Locales Urbanas

Telmex se obliga a instalar y mantener las redes locales urbanas, conforme a la 
condición 3.2. Para ello, se compromete a respetar los programas estatales y los de 
desarrollo urbano. Asimismo, considera los servicios públicos municipales y mo-
dificará sus instalaciones cuando, de acuerdo al interés público así lo requieran los 
gobiernos estatales y municipales. Los gastos anteriores ocasionados por la modi-
ficación correrán por cuenta de los interesados.

Telmex deberá tomar en cuenta la seguridad y conveniencia del público, de sus 
bienes y de otros servicios públicos, a efecto de no interferir con su funcionamiento 
normal cuando construya e instale los equipos destinados a la red pública telefónica.

3.4 Redes de Telefonía Rural

Telmex se obliga a concertar cada cuatro años con La Secretaría, programas de 
expansión de telefonía rural, para lo cual se considerarán las condiciones previsi-
bles de demanda y los costos para proporcionar el servicio. La Secretaría indicará 
a Telmex los criterios para formular el programa, seis meses antes de que termine 
el programa vigente.

Telmex y La Secretaría procurará que los programas queden concertados tres 
meses antes de que termine el programa que se encuentra vigente.

A más tardar el 31 de diciembre de 1994, Telmex deberá lograr que todas las 
poblaciones del país con más de 500 habitantes, de acuerdo con el Censo General 
de Población y Vivienda de 1990, tengan acceso al servicio telefónico, al menos 
mediante una caseta pública o agencia de servicio de larga distancia.

Entre el 1o. de enero de 1991 y el 31 de diciembre de 1994, Telmex se obliga a 
instalar servicio telefónico mediante agencias con conmutador, manual o electróni-
co, en todas las poblaciones de más de 2,500 habitantes, en las que haya un mínimo 
de 100 solicitudes de usuarios, acompañadas de un depósito de 3 meses de renta 
básica en un plazo no mayor a 18 meses después de que Telmex hubiera recibido 
dichas 100 solicitudes.

A partir del 1o. de enero de 1995, Telmex se obliga a instalar servicio telefónico 
básico con conmutación automática en todas las poblaciones en las que haya un 
mínimo de 100 solicitudes de usuarios, acompañada de un depósito de 3 meses de 
renta básica, en un plazo no mayor a 18 meses después de que Telmex hubiera 
recibido dichas 100 solicitudes.

A partir de 1995, Telmex también deberá dar servicio en las poblaciones que 
resulten comprendidas en el programa de expansión de telefonía rural comprendidas 
en el programa de expansión de telefonía rural descrito en los primeros párrafos de 
esta condición, que incluirá aquellas poblaciones en las cuales pueda recuperar al 
menos el 75 por ciento de los costos de instalar y mantener operando el servicio.

Cuando a juicio de La Secretaría, estos estudios de costos no fueran fundados, 
Telmex se obliga a instalar o reinstalar el servicio telefónico, según el caso, sin 
perjuicio de la sanción que La Secretaría aplique.

3.5 Casetas Públicas Telefónicas

Telmex se obliga a instalar y mantener operando casetas públicas telefónicas en su 
área de servicio, de acuerdo con un programa de expansión concertado cada cuatro 
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años con La Secretaría, y conforme a la densidad de aparatos públicos que se es-
tablezca, a partir de enero de 1999.

A más tardar el 31 de diciembre de 1994, Telmex deberá haber aumentado la 
densidad de 0.5 a dos (2) casetas públicas por cada mil habitantes y a cinco (5) por 
cada mil habitantes a más tardar el 31 de diciembre de 1998.

Telmex consultará periódicamente con La Secretaría los lineamientos para 
determinar dónde deben ser instaladas nuevas casetas públicas telefónicas.

Telmex permitirá el subarriendo de líneas para casetas públicas que exploten 
terceros interesados cubriendo a Telmex las tarifas vigentes. Las líneas subarren-
dadas para casetas públicas se contabilizarán para efectos del programa de expan-
sión de casetas públicas, siempre y cuando las casetas públicas que se operen con 
líneas subarrenadas se encuentren operando como tales.

Telmex podrá suspender el servicio en alguna caseta telefónica pública única-
mente si ocurre alguna de las situaciones siguientes:

a.	Cuando prácticamente no sea posible proveer el servicio, previa consulta 
con La Secretaría. 

b.	Cuando exista al menos una caseta pública, propiedad de Telmex o de cual-
quier otra persona, a una distancia no mayor de 500 metros de la caseta en 
la que Telmex desee suspender el servicio, y ésta no tenga ingresos que 
cubran al menos el 75 por ciento del costo evitable. 

c.	 Cuando La Secretaría así lo determine. 

3.6 Red Telefónica de Larga Distancia

Telmex se obliga a instalar, operar y mantener, la infraestructura de transmisión y 
conmutación de La Red destinada a conducir las señales de larga distancia. Para 
cumplir con los requerimientos del servicio, también podrá utilizar las redes públi-
cas de otros operadores de larga distancia.

3.7 Derecho al Uso de Vías Generales de Comunicación 

La Secretaría permitirá a Telmex el uso de vías generales de comunicación, inclu-
yendo el espectro radioeléctrico, de acuerdo a las normas y reglamentos vigentes, 
para la instalación de infraestructura que Telmex requiera para la prestación de 
servicios en los términos de calidad y cobertura señalados en esta concesión.

3.8 Planes Técnicos de Telecomunicaciones

Telmex se obliga a hacer públicos y disponibles sus planes fundamentales de nu-
meración, señalización, transmisión, conmutación y sincronización. Así como los 
cambios que anualmente desee introducir a los mismos.

La Secretaría deberá, a solicitud específica de los interesados, proponer a Tel-
mex modificaciones a los mismos. En caso de controversia La Secretaría deberá 
decidir después de oír los argumentos de las partes, sobre la versión definitiva de 
dichos planes.
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Los planes deberán quedar vigentes por periodos anuales.
Telmex deberá cumplir estrictamente con los planes y La Secretaría podrá 

verificar periódicamente su cumplimiento.

3.9 Plan de Numeración

Antes del 31 de diciembre de 1991, Telmex se obliga a presentar a La Secretaría 
proyectos para desarrollar, ampliar o reemplazar, según sea el caso, el plan de 
numeración vigente y, si es necesario, acordar un plan para cambiar los equipos y 
sistemas necesarios en su red para asegurar que:

a.	Se establezca la disponibilidad de números suficientes en anticipación al 
crecimiento de la demanda servicios de telecomunicaciones, de manera que 
siempre sea posible asignar números sin retraso, de acuerdo a las normas 
de servicio establecidas. 

b.	Se incluyan tan pocos dígitos como sea posible y que su asignación no pro-
vea ventajas exclusivas injustificadas sobre las personas que operen otras 
redes. 

c.	 Exista compatibilidad para los arreglos de numeración aplicados o a ser 
aplicados, por otros operadores de redes de servicio público de telecomu-
nicaciones. 

d.	Sea consistente con acuerdos internacionales en que participe el Gobierno 
Federal. 

e.	Se minimicen las inconveniencias a los usuarios de otros aparatos y redes, 
debido a la alteración del plan de numeración. 

La Secretaría determinará si el plan de numeración o las modificaciones pro-
puestas por Telmex son procedentes. De lo contrario indicará a Telmex las modifi-
caciones necesarias para proveer compatibilidad con los arreglos de numeración 
de otros operadores de servicios públicos de telecomunicaciones y para satisfacer 
las obligaciones enunciadas. El Plan de Numeración describirá el método a seguir 
para asignar el número o los números necesarios a cada punto de conexión termi-
nal, de manera que cualquier aparato o red de telecomunicaciones pueda ser conec-
tado por medio de este punto de conexión terminal a la red pública telefónica.

Los requisitos fijados en esta condición no causan ningún perjuicio a las obli-
gaciones de Telmex en cuanto a promover las facilidades de interconexión equita-
tiva fijada en otras condiciones.

3.10 Construcción e Instalación de la Red Pública

Telmex podrá construir las obras e instalar equipos de La Red, en forma directa o 
mediante empresas subsidiarias o filiales, así como mediante la contratación de em-
presas independientes, con objeto de cumplir con eficiencia las metas concertadas.

3.11 Homologación de Equipos de la Red

Telmex se obliga a instalar en su red equipo de conmutación y transmisión que 
cumpla con las normas nacionales y reglamentación aplicable a redes públicas de 
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telecomunicaciones, con objeto de garantizar una adecuada conectividad entre re-
des públicas y de equipos terminales homologados de los usuarios, así como lo 
relativo a la industria nacional en general.

Para facilitar el cumplimiento de esta condición, La Secretaría promoverá el 
establecimiento y el funcionamiento eficaz de los Comités Consultivos de Norma-
lización en las industrias en que Telmex o sus proveedores participen y la acredi-
tación de Laboratorios de Pruebas.

3.12 Alteraciones a la Red Pública Telefónica Concesionada

Telmex deberá informar periódicamente a La Secretaría y otorgarle información adi-
cional cuando sea requerido, acerca de cualquier propuesta de modificación en la red 
pública telefónica que afecte el funcionamiento de los aparatos, equipos y otras redes 
interconectadas y el acceso a los servicios que se presenten por La Red.

Telmex deberá preparar y publicar en consulta con La Secretaría, el aviso para 
las personas que puedan ser afectadas por tales cambios y atenderá las inconfor-
midades de los usuarios debiendo llegar a un acuerdo con ellos; en caso contrario 
La Secretaría resolverá lo conducente escuchando a ambas partes. El tiempo a 
transcurrir entre el aviso y la modificación a que se refiere este apartado, deberá 
ser al menos de seis meses.

3.13 Modernización e Investigación Tecnológica

Telmex se obliga a modernizar la Red para los servicios concesionados mediante 
la introducción de los avances tecnológicos para diversificar los servicios, mejorar 
su calidad y disminuir los costos de prestación de los mismos conforme a las metas 
que se concerten.

Asimismo, Telmex deberá realizar la investigación tecnológica e industrial que 
favorezca la competitividad de la empresa y del país en materia de telecomunica-
ciones, para lo cual mantendrá una coordinación adecuada con el Instituto Mexica-
no de Comunicaciones, y otras instituciones de investigación y desarrollo tecnoló-
gico.

3.14 Capacitación y Educación Tecnológica

Telmex reconoce como imprescindible para el logro de sus objetivos la actualiza-
ción continua de su personal. En consecuencia, Telmex desarrollará programas de 
adiestramiento y capacitación de su personal, con objeto de apoyar su moderniza-
ción, además de establecer programas de apoyo a la educación tecnológica coordi-
nados con las instituciones superiores del país para impulsar el desarrollo profe-
sional en el área de telecomunicaciones.

Capítulo 4. Operación y calidad de los servicios 

4.1 Calidad de Servicio

Telmex se obliga a prestar el servicio público en forma continua y eficiente cum-
pliendo las normas de calidad que se establezcan conforme al anexo A.
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Para el periodo comprendido hasta el 31 de diciembre de 1994, la calidad de 
servicio deberá de lograr las metas consignadas en el cuadro anexo.

Para la medición de los indicadores del cuadro anexo, los conceptos referidos 
se entenderán de acuerdo a las siguientes definiciones:

–	 Líneas con Falla. Relación de la cantidad mensual de líneas en cada sot 
[Subdirección de Operación Telefónica de Telmex] que presentaron reporte 
de falla respecto al total de líneas en servicio.

–	 Reparación de Líneas el Mismo Día. Porcentaje de líneas reparadas dentro 
del día hábil siguiente a la recepción de la queja.

–	 Reparación de Líneas dentro de tres días. Porcentaje de líneas reparadas 
dentro de los 3 días hábiles siguientes a la recepción de la queja.

–	 Casetas Públicas en Servicio. Relación de la cantidad mensual de casetas 
públicas telefónicas en cada sot que no presentaron reporte de falla respec-
to al total de casetas instaladas.

–	 Obtención del Tono de Marcar Dentro de 4 Segundos. Porcentaje de inten-
tos de llamadas en la hora de máximo tráfico que reciben el tono de marcar 
dentro de 4 segundos.

–	 Llamadas Locales que Pasan al Primer Intento. Porcentaje de llamadas loca-
les en la hora de máximo tráfico que llegan a su destino, independientemen-
te de si está ocupado, o no contesta el número deseado, y sin considerar 
las causas de marcación incompleta o número inexistente.

–	 Llamadas Lada que Pasan al Primer Intento. Porcentaje de llamadas auto-
máticas de larga distancia nacional e internacional de teléfono a teléfono 
que en la hora de máximo tráfico llegan a su destino, independientemente 
de si está ocupado o no contesta el número deseado y sin considerar los 
casos de marcación incompleta o número inexistente.

–	 Contestación de Operadoras del Servicio de Larga Distancia (02 y 09), Servicio 
de Recepción de Reportes de Fallas (05), e Información de Directorios (04 y 
07), dentro de 10 segundos. Porcentaje de llamadas anunciadas a los servicios 
indicados que reciben contestación de la operadora dentro de 10 segundos.

–	 Línea Privada. Es una conexión directa y exclusiva que se proporciona a 
través de la red telefónica para enlazar a dos diferentes domicilios localiza-
dos dentro de una misma ciudad, sin conectarse en ninguna central de 
conmutación pública.

–	 Circuito Privado. Es un enlace que se proporciona en forma directa y exclu-
siva para conectar por facilidades de larga distancia a los domicilios de un 
usuario localizado entre dos poblaciones y sin utilizar conmutación pública.

–	 Indices de Calidad de Servicio por Categoría. Indicadores que mediante factores 
de ponderación preestablecidos, reflejan la eficacia global en la prestación del 
servicio telefónico, tomando en cuenta los parámetros más representativos.

Para efectos de esta condición, los plazos máximos de instalación de líneas y 
circuitos privados, señalados en su índice de calidad respectivo (icirc), sólo se apli-
carán a las líneas y circuitos privados que se soliciten en las treinta (30) principales 
ciudades del país, que aparecen listadas en el Anexo B.
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Para la medición estadística, La Secretaría designará en cada Subdirección de 
Operación Telefónica de Telmex (sot), un conjunto de centrales sujetas a medición 
de tal forma que se obtenga una muestra representativa con un 99 por ciento de 
nivel de confianza.

El seguimiento y control del logro de las metas de calidad indicadas en el cua-
dro anterior, se contabilizará a nivel de cada sot y su resultado anual será publica-
do dentro del primer trimestre del año siguiente. El cálculo de los Índices Anuales 
de Calidad de Servicio por Categoría (ical, icon e icirc), serán los promedios arit-
méticos de sus valores mensuales correspondientes.

La Secretaría podrá modificar, si así lo juzga conveniente, los criterios de cálculo 
de los índices, así como los indicadores de calidad, para lo cual coordinará con 
Telmex los ajustes necesarios.

Telmex se obliga a establecer antes del 1o. de enero de 1992, un sistema de 
medición y control de calidad de servicio que deberá ser transparente, confiable y 
de fácil verificación por parte de La Secretaría.

El sistema deberá incluir al menos los parámetros de calidad establecidos en 
la tabla anterior.

Asimismo, Telmex se obliga a instrumentar antes del 1o. de enero de 1994 los 
mecanismos necesarios para llevar a cabo las reparaciones de las líneas con falla 
dentro de las 8 horas hábiles siguientes a la recepción del reporte.

A partir del 1o. de enero de 1995, y cada cuatro años contados desde dicha 
fecha, Telmex deberá presentar a la aprobación de La Secretaría, las metas mínimas 
de calidad del servicio, así como el sistema de nuevos parámetros, cuando fuere 
necesario. Estas metas estarán vigentes por periodos de cuatro años.

4.2 Prohibición de Trato Discriminatorio

En la prestación de los servicios materia de esta concesión, se prohíbe a Telmex 
establecer privilegios o distinciones a favor o en contra de determinadas personas 
físicas o morales en forma discriminatoria.

4.3 Confidencialidad del Servicio

Telmex deberá asegurar la confidencialidad de la información proporcionada por 
los usuarios o generada por la red pública concesionada al prestar servicios a di-
chos usuarios, y a no divulgarla si no existe consentimiento previo para su uso.

4.4 Directorio Telefónico

Con excepción de aquellos números que el usuario haya solicitado mantener pri-
vados, Telmex se obliga a proporcionar un servicio de información de directorio 
por operadora.

Asimismo, Telmex se obliga a publicar y a distribuir anual y gratuitamente 
entre sus usuarios, un directorio telefónico que contenga el nombre, domicilio y 
código postal del suscriptor, y el número telefónico que éste tenga asignado.

Telmex se obliga a incluir en el directorio los números de los suscriptores de 
otros operadores de redes públicas autorizadas por La Secretaría, siempre y cuan-
do así lo soliciten y le proporcionen la información respectiva, teniendo Telmex la 
facultad de negociar los términos y condiciones; si no llegaren a un acuerdo, escu-
chando a los interesados, La Secretaría decidirá lo conducente.
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Telmex se obliga a atender las solicitudes de información de directorio prove-
nientes de otros operadores de redes públicas interconectadas, nacionales o ex-
tranjeros, para fines de información de directorio a los usuarios de dichos opera-
dores, así como las solicitudes de empresas de elaboración y publicación de 
directorios.

Esta información deberá proporcionarla en la forma y medio en que se le soli-
cite, pudiendo cobrar un cargo por gastos que representa el traspaso de la infor-
mación en la forma solicitada.

4.5 Sistema de Quejas y Reparaciones

Telmex deberá establecer un sistema eficiente de recepción de quejas y reparacio-
nes de fallas en su red y en los servicios proporcionados por la empresa, informan-
do mensualmente a La Secretaría del volumen de quejas, el resultado de las repa-
raciones, y la aplicación de las bonificaciones derivadas de las interrupciones del 
servicio.

4.6 Equipo de Medición y Control de Calidad

Telmex deberá tomar todas las medidas razonables para asegurar la precisión y 
confiabilidad de cualquier aparato de medición usado en conexión con el sistema 
para efectos de medición de calidad y facturación; asimismo deberá mantener los 
registros que La Secretaría considere necesarios en relación a cualquier aparato de 
medición que ésta considere sea una fuente de dificultades.

Telmex se obliga a permitir que La Secretaría revise e inspeccione la manera 
en que se utilice cualquier aparato de medición y deberá permitir pruebas con el 
propósito de valuar su precisión, confiabilidad y cumplimiento de normas.

4.7 Interrupción del Servicio

Cuando se interrumpa el servicio hacia La Red desde el punto de conexión terminal 
del usuario, por un tiempo mayor de 72 horas consecutivas, después de haber sido 
reportado, Telmex bonificará a los usuarios la parte de la cuota correspondiente al 
tiempo que dure la interrupción; aun cuando la suspensión se deba a caso fortuito 
o de fuerza mayor.

Cuando la interrupción del servicio afecte a más del 2 por ciento de los usua-
rios de las líneas de Telmex, durante más de un mes, en las ciudades indicadas en 
el anexo B, la empresa deberá presentar a La Secretaría un programa especial para 
su solución, quien podrá efectuar las modificaciones que juzgue pertinentes, inclu-
yendo en su caso la intervención de inspectores para supervisar la ejecución del 
programa.

4.8 Servicios de Emergencia

Telmex se obliga a presentar un plan de acciones a seguir en caso de desastres que 
puedan afectar al servicio en forma generalizada. Dicho plan deberá ser presentado 
y actualizado dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de este Título y re-
visado anualmente. La Secretaría podrá en cualquier momento solicitar modifica-
ciones a este plan y vigilar su cumplimiento.
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Telmex deberá dar prioridad a la instalación y reparación de las líneas telefó-
nicas de policía, bomberos y organizaciones que presten servicios de emergencia 
y que la Secretaría determine conforme a los progamas que se establezcan con 
dichas entidades.

Telmex se obliga a proporcionar gratuitamente los servicios de llamadas de 
emergencia dentro de su área de concesión tomando en cuenta los acuerdos inter-
nacionales aplicables.

4.9 Código de Prácticas Comerciales

Telmex deberá publicar antes del 31 de diciembre de 1991, previa aprobación de 
La Secretaría un código de prácticas comerciales para sus relaciones con los usua-
rios. El código deberá servir de guía a clientes y empleados de Telmex respecto de 
cualquier disputa o queja relacionada con la provisión de servicio. Este código se 
revisará cada tres años.

4.10 Contrato de Servicio

Telmex deberá firmar un contrato de servicios con todos los usuarios en los que 
se establezcan las condiciones generales de prestación del servicio. Dicho contrato 
no podrá ser contrario a las condiciones de la concesión y será voluntario entre las 
partes.

Telmex someterá a la previa aprobación de La Secretaría el contrato tipo para 
líneas del servicio público de telefonía básica.

4.11 Responsabilidad Frente a Usuarios

Telmex será la única responsable frente a La Secretaría por la prestación de los 
servicios, por lo que La Secretaría queda relevada de cualquier responsabilidad con 
los usuarios de Telmex. En caso de que Telmex no preste los servicios en los tér-
minos y condiciones señalados en este título, La Secretaría tomará las medidas 
procedentes.

4.12 Prohibición de Ventas Atadas

Telmex no podrá obligar al usuario a adquirir otros bienes, servicios o valores, 
como condición para proporcionarle el servicio solicitado, a menos que existan 
condiciones técnicas ineludibles.

4.13 Prohibición de Proveeduría en Exclusividad

Telmex no podrá condicionar sus compras de materiales, equipo de telecomunica-
ciones o servicios en general, a que el proveedor le venda estos bienes o servicios 
exclusivamente a Telmex salvo cuando el bien o servicio solicitado esté patentado 
por Telmex y, por este motivo, la compra pueda ser en exclusiva.

4.14 Traspaso de Líneas Telefónicas

Los usuarios podrán ceder sus líneas telefónicas a otro usuario localizado en el 
mismo distrito telefónico y Telmex se obliga a reubicar dichas líneas al domicilio 
del cesionario en un plazo no mayor de 3 meses de que sea notificado por la parte 
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cedente. Telmex se obliga a efectuar los cambios de titular en los contratos tipo a 
petición del titular sin costo, siempre y cuando no sea necesario cambiar el punto 
terminal. Telmex podrá cobrar gastos de instalación al nuevo titular, que en ningún 
caso podrán exceder a los de instalación de una línea nueva.

4.15 Cargos por Acometidas

Los puntos de conexión terminal de la red se ubicarán, por regla general, en el lí-
mite del domicilio del usuario, salvo que el usuario desee pactar con Telmex otra 
ubicación, y pague los cargos correspondientes.

Para la conexión de una línea telefónica que proporcione servicio básico, 
Telmex no podrá hacer ningún cargo adicional a los autorizados, por concepto de 
llevar el punto terminal de La Red hasta el domicilio del usuario, siempre que 
éste se encuentre dentro de un radio de cinco kilómetros contados a partir de la 
central más próxima, y a no más de un kilómetro del suscriptor más cercano. Por 
llevar el punto de conexión terminal del sistema al domicilio del usuario de esa 
distancia en adelante Telmex cobrará al usuario una contraprestación adicional.

El usuario podrá contratar la acometida con terceras personas, siempre y 
cuando se cumpla con las normas especificadas por La Secretaría y la acometida 
hasta el punto de conexión terminal que Telmex y el usuario pacten, le sea cedida 
a Telmex gratuitamente.

Capítulo 5. Interconexión 

5.1 Interconexión con Equipos Terminales y Redes Privadas

Telmex se obliga a permitir al suscriptor de servicios de conducción de señales la 
conexión a La Red, de los equipos terminales y redes privadas de telecomunicacio-
nes que cumplan con las normas técnicas establecidas por La Secretaría.

En caso de no requerirse de arreglos especiales para llevar a cabo la interco-
nexión, ésta se realizará de acuerdo a los términos y tarifas aprobados para el 
servicio básico de conducción de señales que se define en el capítulo 6.

Cuando la interconexión de redes privadas o equipos terminales requieran 
de arreglos especiales, los cargos, instalación y sus términos, podrán sujetarse 
a los procedimientos de la cláusula siguiente, excepto lo relativo a las tarifas que 
Telmex cobre por conducir las señales a través de la red conmutada, mismas 
que no deberán diferir de las que se autoricen conforme al capítulo 6 de esta 
concesión.

5.2 Arreglos Especiales de Interconexión con Redes Públicas o Privadas

Telmex se obliga a celebrar contratos de interconexión con otros concesionarios de 
redes públicas de telecomunicaciones, u operadores de cualquier otro tipo de redes 
(operadores en lo sucesivo de esta condición) que no se puedan conectar en los 
términos de la condición 5.1 y que se lo soliciten formalmente.

Las condiciones de dichos contratos se negociarán entre Telmex y los opera-
dores. Los contratos deberán contemplar entre otros, los aspectos siguientes: 
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1.	El método que se adopte para establecer y mantener la conexión. 
2.	Los puntos de conexión de La Red en los cuales se haga la conexión, inclu-

yendo arreglos para determinar el punto en el cual las señales sean trans-
feridas de una red de telecomunicaciones a otra y arreglos para conducir 
y enrutar señales en caso de emergencia. 

3.	Las fechas o periodos en los cuales Telmex o el operador se obliguen a 
realizar o permitir que se realicen los compromisos de interconexión. 

4.	La capacidad necesaria para permitir que el tráfico de señales entre La Red 
y las otras redes tenga una calidad razonable. 

5.	Las fechas o periodos que Telmex o el operador fijen para revisar los tér-
minos o condiciones del contrato. 

6.	La forma en la cual las señales deban ser transmitidas o recibidas en los 
puntos terminales de La Red, incluyendo arreglos de numeración y méto-
dos de señalización. 

7.	La manera de asegurar que cualquier señal sea recibida con una calidad 
congruente con las recomendaciones de la Unión Internacional de Teleco-
municaciones aceptadas por los Estados Unidos Mexicanos, o cualquier 
otra norma que La Secretaría acepte periódicamente. 

8.	Los arreglos de cobranza entre las partes por señales conducidas a terceros 
en virtud de la interconexión, dentro o fuera de la República Mexicana. 

9.	Previsiones para obligaciones contingentes que cualquiera de las partes 
enfrente en razón de la interconexión. 

10.	 Los cargos y tarifas que deberán ser pagados a Telmex por el operador. 
11.	Cualquier otra cuestión que La Secretaría considere debe ser convenida 

entre Telmex y el operador. 

Si después de un periodo que parezca razonable a La Secretaría, Telmex y el 
operador no hubieren llegado a un acuerdo de interconexión a solicitud de cual-
quiera de las partes, La Secretaría determinará los términos de las condiciones que 
no hubiesen podido ser convenidas entre Telmex y el operador, asegurándose de 
los puntos siguientes: 

a.	Que en el caso que el operador sea un concesionario, pague a Telmex el 
costo de todo aquello que sea necesario para establecer y mantener la co-
nexión, con un arreglo que incluya una asignación completa de los costos 
atribuibles de los servicios que sean provistos. 

		 Tratándose de un operador de redes privadas o equipo terminal, éste pague 
a Telmex todo aquello que sea necesario para establecer la conexión en los 
términos que lo solicite. 

b.	Que Telmex sea indemnizada adecuadamente contra obligaciones con terce-
ros o daños a La Red que resultaren de la interconexión. 

c.	 Que se mantenga la calidad de todos los servicios de telecomunicaciones 
provistos mediante La Red y otras redes conectadas a La Red. 

d.	Que los requisitos de competencia equitativa se satisfagan. 
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e.	Que se tome en cuenta cualquier otra cuestión que fundadamente se requie-
ra para la protección de los intereses de Telmex, y el operador en forma 
equitativa incluyendo la necesidad de asegurar: 

•	 Que los arreglos de conexión sean acordes con principios y prácticas de 
ingeniería aceptable; 

•	 Que el operador no sea obligado a depender indebidamente de los servicios 
que Telmex provea; 

•	 Que las obligaciones de Telmex hacia el operador se determinen tomando la 
debida consideración de las obligaciones de establecer puntos de conexión 
para otros; 

•	 Que los arreglos que se hagan bajo esta condición se hagan tan parecidos 
como la práctica lo permita para todos los operadores, no obstante la varie-
dad de operadores que puedan contratar con Telmex en los términos de 
esta condición; 

•	 Que la información comercial y confidencial de Telmex se proteja adecuada-
mente; y 

•	 Que la evolución técnica y arreglos de numeración de La Red no se limiten 
más que en la medida que sea fundado. 

Telmex no estará obligado a celebrar contratos de interconexión con operado-
res en cualquiera o cualesquiera de los casos siguientes:

i.	 Cuando en opinión de Telmex pudiera poner en peligro la vida o seguridad 
de los seres humanos o causara muertes o víctimas y daños a la propie-
dad de Telmex o dañe la calidad de cualquiera de los servicios de telecomu-
nicaciones provisto a través de La Red, y La Secretaría no hubiere expresa-
do opinión en contrario; o 

ii.	Cuando en opinión de Telmex no fuera fundado en la práctica pedirle la 
conexión, o permitir que fuere hecha en el tiempo y la manera requerida por 
el operador, tomando en cuenta el estado de desarrollo técnico de La Red o 
cualquier otro aspecto que parezca relevante y La Secretaría no hubiese 
expresado opinión en contrario.

5.3 Capacidad y Calidad para Interconexión

Telmex se obliga a instalar la capacidad suficiente para satisfacer la demanda de 
servicios de interconexión, de conformidad a las normas técnicas aprobadas por 
La Secretaría, y de acuerdo a los términos y condiciones de los contratos que se 
convengan.

Telmex se obliga a no afectar la calidad, ni a interferir en la prestación del ser-
vicio de otras empresas de telecomunicaciones interconectadas a su Red.

5.4 Interconexión con Redes Públicas de Larga Distancia

A partir del 1o. de enero de 1997, La Secretaría podrá obligar a Telmex a permitir 
la interconexión de otras redes públicas de larga distancia en una forma tal que el 
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usuario pueda escoger por cual red básica cursará su tráfico. Antes del 1o. de ene-
ro de 1994, Telmex previa consulta con La Secretaría, publicará una propuesta 
para cumplir con esta condición.

Dicha propuesta podrá ser objetada por cualquier parte interesada. En caso de 
que Telmex y las partes interesadas no llegaren a un acuerdo, La Secretaría deci-
dirá entre las diversas propuestas antes del 1o. de julio de 1994.

5.5 Interconexión con Redes Extranjeras

En los casos en que para interconectar La Red de Telmex con redes extranjeras 
fuere necesario contratar con algún gobierno extranjero. Telmex realizará ante el 
Gobierno Federal, por conducto de La Secretaría, los trámites que sean necesarios 
para la celebración del convenio respectivo.

Cuando se trate de una empresa extranjera, Telmex notificará a La Secretaría 
acerca de la realización del convenio de interconexión con la red extranjera y, pre-
sentará copias fehacientes de los convenios a realizar. La Secretaría podrá exigir 
modificaciones a los convenios cuando estime que perjudiquen indebidamente los 
intereses de otros operadores de redes, de los usuarios de La Red o del país en su 
conjunto.

Telmex o alguna de sus filiales, no podrá celebrar acuerdo con algún operador 
de una red extranjera de telecomunicaciones, que permita injustamente excluir o 
restringir la provisión de servicios internacionales de interconexión a algún otro 
concesionario o permisionario público de telecomunicaciones.

Telmex no impedirá, sin fundamento alguno, a ningún otro operador autoriza-
do de telecomunicaciones que conecte su red a alguna red situada fuera de la Re-
pública Mexicana, o que participe en cualquier arreglo internacional.

5.6 Arquitectura Abierta de la Red

Telmex se obliga a aplicar los criterios de diseño de arquitectura abierta de red, 
para que se puedan interconectar otras redes incluyendo los criterios referentes a 
la oferta de ciertas facilidades y funcionalidades inherentes a La Red.

5.7 Reventa de Capacidad de la Red de Telmex

Telmex se obliga a permitir a sus usuarios la reventa de la capacidad excedente de 
circuitos contratada a Telmex, salvo lo previsto en el siguiente párrafo.

Durante los primeros seis años de esta concesión, Telmex no estará obligada 
a permitir la reventa de capacidad excedente de circuitos, para proporcionar servi-
cio público de telefonía básica de larga distancia.

5.8 Información Generada por la Red Pública Telefónica

En el supuesto de que hubiere información estadística de tráfico, enrutamiento, 
ocupación, rendimiento u otros parámetros de operación generada por La Red y 
que fuere de utilidad a otras empresas de telecomunicaciones para prestar servi-
cios de valor agregado, Telmex deberá atender las solicitudes para proporcionar 
dicha información, en igualdad de circunstancias que las disponibles a sus subsi-
diarias o filiales.
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Telmex y las empresas a que este párrafo se refiere negociarán los términos 
en los cuales, Telmex entregará la información solicitada. Si las partes no llegaren 
a un acuerdo respecto de alguno de los términos del traspaso de información, a 
solicitud de cualquiera de las partes, La Secretaría resolverá lo conducente.

Capítulo 6. Regulación tarifaria y equilibrio financiero

6.1 Regulación Tarifaria de los Servicios Públicos de Telefonía Básica

La explotación comercial de los servicios públicos de telefonía básica que Telmex 
proporcione por medio de la red pública concesionada, se realizará conforme a un 
control tarifario autorizado por La Secretaría, de acuerdo a las bases que se esta-
blecen en las condiciones de este capítulo.

Los cargos y tarifas del servicio público de telefonía básica a los que se les 
aplicará dicho control tarifario serán los comprendidos en la siguiente canasta de 
servicios básicos:

a.	Cargos por instalación y conexión a La Red de líneas terminales y troncales, 
para telefonía básica, para suscriptores residenciales y comerciales, en lo 
sucesivo: “cargos por instalación”.

b.	Renta básica mensual por línea contratada, terminal o troncal, para servicio 
de telefonía básica, para suscriptores residenciales y comerciales, que inclu-
ye un tiempo o número máximo de llamadas locales libres de cobro, en lo 
sucesivo: “renta básica”.

c.	 Tarifas por el servicio público local para conferencias telefónicas, medidas 
por número de llamadas, duración y distancia, según la hora del día y día de 
la semana, para suscriptores residenciales y comerciales, en lo sucesivo: 
“servicio local medido”.

d.	Tarifas por el servicio público de larga distancia nacional para conferencias 
telefónicas, medidas por distancia y duración, según la clase de llamada, 
hora del día y día de la semana, para suscriptores residenciales y comercia-
les, en lo sucesivo: “larga distancia nacional”.

e.	Tarifas por el servicio público de larga distancia internacional para conferen-
cias telefónicas facturadas en México, medidas por duración, según destino, 
clase de llamada, hora del día y día de la semana, para suscriptores residen-
ciales y comerciales, en lo sucesivo: “larga distancia internacional”.

El Servicio Público de Telefonía Básica Local Servicio Local de Telefonía com-
prende el que se proporciona al usuario para establecer conferencias telefónicas 
entre un punto de conexión terminal de La Red y cualquier otro punto de La Red, 
dentro de la extensión de una misma zona de servicio local o suburbana autorizada 
por La Secretaría, para atender mediante el uso de la red local respectiva.

El Servicio Público de Telefonía Básica de Larga Distancia Nacional Servicio de 
Larga Distancia Nacional comprende el que se proporciona al usuario para condu-
cir señales de telefonía entre su punto de conexión terminal de La Red, y cualquier 



Apéndices 253Clara Luz Álvarez González de Castilla252 Apéndices 253Clara Luz Álvarez González de Castilla252

otro punto de La Red localizado en otra zona de servicio local del país, mediante el 
uso de la red de larga distancia y de las dos redes locales respectivas.

El Servicio Público de Telefonía Básica de Larga Distancia Internacional Servicio 
de Larga Distancia Internacional, comprende el que se proporcione al usuario para 
conducir señales entre su punto de conexión terminal de La Red, y cualquier otro 
punto de una red extranjera, mediante el uso de la correspondiente red local y la de 
larga distancia de Telmex y la porción de la red extranjera con que se comunique.

La Secretaría aprobará las reglas de aplicación de las tarifas, las cuales debe-
rán comprender los criterios para la medición del tiempo, distancia y número de 
llamadas.

Las tarifas a las que se refiere este capítulo son las que se aplican antes de 
impuestos o derechos especiales, y constituyen ingresos propios de la empresa.

6.2 Criterios Tarifarios

La estructura tarifaria buscará propiciar una expansión eficiente de la red pública 
telefónica y proveer las bases para una sana competencia en la prestación de los 
servicios.

Las tarifas aplicables a cada servicio, deberán permitir recuperar al menos el 
costo incremental de largo plazo, de tal forma que se eliminen los subsidios cruza-
dos entre servicios. Ello con objeto de que exista el incentivo necesario para expan-
dir cada servicio y establecer bases justas para una competencia equitativa.

Se entiende por costo incremental promedio de largo plazo, la suma de todos 
los costos en que Telmex tiene que incurrir para proveer una unidad de capacidad 
adicional del servicio correspondiente. Los costos incrementales deberán ser com-
parables a los de una empresa eficiente, de tal forma que las tarifas reguladas sean 
competitivas internacionalmente.

Se entiende que existe un subsidio cruzado cuando una empresa preste un 
servicio con una tarifa insuficiente para cubrir los costos incrementales promedio 
de largo plazo, y simultáneamente preste otro servicio con una tarifa superior a sus 
costos incrementales promedio de largo plazo. La condición anterior se aplicará 
siempre y cuando la diferencia sea sustancial.

La estructura tarifaria deberá inducir a Telmex a lograr un continuo mejora-
miento en su productividad, que le permita aumentar su rentabilidad y a su vez se 
vaya traduciendo gradualmente en menores tarifas para el usuario.

Con base en estos criterios, Telmex podrá modificar periódicamente las tarifas 
de los servicios de telefonía básica, con objeto de reducir los subsidios cruzados, 
de acuerdo a un sistema de precios tope, donde considerando los volúmenes de 
consumo del periodo anterior, la proyección del gasto de los usuarios por la ca-
nasta de servicios básicos para el periodo siguiente, se mantendrá constante en 
términos reales. Durante 1991 los periodos de ajuste serán mensuales y de 1992-
1996 los ajustes se harán en forma trimestral.

Entre el 1o. de enero de 1997 y el 31 de diciembre de 1998, de acuerdo con el 
sistema de precios tope, se incluirá un factor de ajuste por productividad X, que 
reducirá en términos reales el precio de la canasta, reflejando los aumentos en la 
productividad del sector.
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A partir del 1o. de enero de 1999 se fijará el nivel inicial de la canasta y el fac-
tor de ajuste X, que se derive del proceso descrito en la condición 6.7.

6.3 Definición de Términos del Sistema de Precios Tope

a.	Sistema de Precios Tope. Es un sistema de regulación tarifaria que consiste 
en la aplicación de un límite máximo a la tarifa promedio ponderada de la 
canasta de servicios básicos controlados.

b.	Canasta de Servicios Básicos Controlados. Consiste en el conjunto de servi-
cios públicos de telefonía básica a la que se le aplicará el control tarifario. 
Esta canasta comprende los siguientes servicios básicos estructurados en 
cuatro tipos de servicios:

1.	Servicio Local Residencial
–	 Cargo de instalación por línea
–	 Renta básica por línea
–	 Tarifas por servicio local medido.
2.	Servicio Local Comercial
–	 Cargo de instalación por línea
–	 Renta básica por línea
–	 Tarifas por servicio local medido.
3.	Servicio de Larga Distancia Nacional
–	 Tarifa por servicio residencial de larga distancia nacional
–	 Tarifas por servicio comercial de larga distancia nacional
4.	Servicio de Larga Distancia Internacional
–	 Tarifas por servicio residencial o comercial de larga distancia internacional 

a Estados Unidos de Norteamérica y Canadá, facturado en México.
–	 Tarifas por servicio residencial o comercial de larga distancia internacional 

a los demás países, facturado en México.

c.	 Factor Controlador. Significa el incremento porcentual máximo, que Telmex 
puede aplicar cada trimestre al ingreso total obtenido el trimestre anterior 
por la canasta de servicios básicos controlados. Para este cálculo se utilizará 
la información disponible trimestral más reciente.

	 El factor controlador se define por la siguiente fórmula (...)

	 Factor controlador en 
	 Donde:
	 t = Subíndice que representa el periodo al cual corresponde la variable en 

cuestión.
	 x = Factor de ajuste de productividad sectorial trimestral, determinado se-

gún el procedimiento de la condición 6.5.
	 INPC = Índice nacional de precios al consumidor, publicado por el Banco de 

México.

d.	Ingresos Tope de la Canasta de Servicios Básicos.. Significa el producto de 
aplicar el Factor Controlador a la suma de los ingresos que obtenga Telmex 
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por la prestación de servicios controlados de la canasta durante el periodo 
anterior, es decir:

Ingreso Tope de la canasta en el Periodo (...) 

e.	Donde,
	 Pit = Nueva tarifa del servicio y
	 Pit.1 = Tarifa del servicio y durante el periodo anterior.
	 Qit.1 = Cantidad del servicio y durante el periodo anterior
	 n = Número total de servicios incluidos en el Sistema de Precios Tope
	 Ft = Factor controlador
	 Estos ingresos tope no se deberán rebasar al aplicar Telmex las modificacio-

nes en su estructura de tarifas por servicio a los volúmenes de consumo del 
periodo inmediato anterior.

	 Los ingresos obtenidos en el periodo en cuestión (t) podrán exceder los 
ingresos tope para ese mismo periodo debido a los incrementos en volu-
men por nuevas líneas en servicio y a los efectos de elasticidad de precio e 
ingreso.

e.	Ingresos Ajustados por Servicio. Son el resultado de aplicar a los volúmenes 
registrados por Telmex en cada uno de los Servicios Controlados, durante 
el periodo inmediato anterior, la tarifa que corresponda a cada uno de los 
Servicios Controlados para el periodo siguiente.

f.	 Regla del Sistema de Precios Tope, Telmex podrá hacer cambios a las tarifas 
de los servicios regulados, que regirán durante cada periodo, siempre y 
cuando:

i.	 La suma de los ingresos ajustados por cada servicio al aplicar la nueva 
tarifa, sea como máximo igual al ingreso o precio tope de la canasta, tal 
como se define en las condiciones 6.4 y 6.5.

ii.	No existan subsidios cruzados entre los servicios, de acuerdo a la me-
todología de costos incrementales, que se define en la condición 6.6.

g.	Tasa Interna de Retorno (tir). Es la tasa de descuento que hace que el valor 
presente neto de los flujos de efectivo relevantes de la prestación de los 
Servicios Controlados sea igual a cero.

h. Flujos de Efectivo Relevantes. Están constituidos por el valor de reposición 
de los activos existentes, más los flujos de efectivo que se espera se produz-
can por las nuevas inversiones, así como los ingresos y gastos derivados de 
la prestación de los Servicios Controlados, durante el lapso de vida útil pro-
medio de los activos necesarios para la prestación de los Servicios Contro-
lados, más su valor terminal expresado como perpetuidad.

	 El cálculo de los Flujos de Efectivo Relevantes se realizará con base en 
los presupuestos de costos incrementales de inversión y operación de los 
servicios sujetos a control. Los cálculos deberán ser suficientemente 
detallados para satisfacer los requerimientos de La Secretaría y reflejarán 
las prácticas de construcción y la tecnología que se aplicará en el creci-
miento de Telmex.
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i.	 Costo de Capital Promedio Ponderado (ccpp). Significa el costo promedio del 
financiamiento de los activos de la empresa, ponderado por el costo e im-
portancia relativa de cada uno de los componentes de dicho financiamiento. 
Para el cálculo del CCPP se supondrá una estructura de apalancamiento apro-
piado para una empresa de telecomunicaciones.

j.	 Costo Incremental Promedio por Servicio. Significa la diferencia en los cos-
tos totales de inversión y operación de Telmex, entre una situación en la cual 
se incrementa la producción del servicio de que se trate y otra situación en 
la cual no se dan dichos incrementos, dividida por la capacidad adicional, 
según la metodología descrita en la condición 6.5. Para el caso particular del 
servicio local residencial la unidad de capacidad será una línea residencial.

6.4 Actualización de Tarifas de los Servicios Controlados para el Periodo 1991-1996

Telmex podrá incrementar o disminuir cada trimestre las tarifas de los servicios 
comprendidos en la canasta de servicios básicos controlados, sujeto a las siguien-
tes reglas:

a.	Durante el periodo comprendido del 1o. de enero de 1991 hasta el 31 de 
diciembre de 1996, se utilizará un factor de ajuste trimestral X con valor 
de cero, con objeto de mantener constante en términos reales el ingreso 
tope total permitido de la canasta de servicios básicos controlados.

b.	La suma total de los Ingresos ajustados por cada servicio de la canasta de 
servicios básicos no podrá exceder el Ingreso total permitido, para la canas-
ta de servicios básicos controlados.

c.	 Para los servicios locales sólo se podrán aplicar los cambios tarifarios máxi-
mos que autorice la Secretaría.

6.5 Actualización de tarifas a partir del 1o. de enero de 1997

A partir del 1o. de enero de 1997, se aplicará el sistema de precios tope para fijar 
las tarifas de la totalidad de los servicios comprendidos en la canasta de servicios 
básicos controlados.

Telmex podrá incrementar o disminuir las tarifas de los servicios controlados 
cada trimestre sujeto a que la suma total de los ingresos ajustados por servicio no 
exceda a los ingresos tope totales permitidos de la canasta.

Además, la empresa se obliga a que las tarifas para los servicios locales resi-
denciales no sean superiores a las necesarias para recuperar los costos incremen-
tales del servicio local residencial.

A partir de enero de 1997 y hasta el 31 de diciembre de 1998, Telmex se obliga 
a modificar la estructura de la tarifa de la canasta de servicios básicos, de tal ma-
nera que cada trimestre se reduzca 0.74 por ciento el ingreso tope obtenido por el 
total de los servicios de la canasta.
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Las tarifas de acceso al servicio telefónico básico residencial (cargos de insta-
lación) bajarán el 1o. de enero de 1995 por lo menos al equivalente a 480 mil pesos 
de 1990, y el 1o. de enero de 1996, bajarán por lo menos a 290 mil pesos de 1990.

A partir del 1o. de enero de 1999, se aplicará un sistema de precios tope definien-
do el factor X de ajuste, que se revisará cada cuatro años, conforme al procedimiento 
y metodología de costos incrementales indicados en las condiciones 6.6 y 6.7.

6.6 Estudio de Costos Incrementales por Servicio

Telmex presentará a La Secretaría a más tardar el 31 de diciembre de 1992; el 30 
de junio de 1994 y cada cuatro años a partir de esta fecha, un estudio sobre la es-
timación de los costos incrementales promedio de los servicios controlados. Dicho 
estudio será realizado por expertos calificados, y deberá contener una proyección 
razonable de dichos costos, tomándose como base los costos de inversión y ope-
ración de los servicios sujetos a control. Los cálculos deberán ser suficientemente 
detallados para satisfacer las necesidades de La Secretaría y reflejarán las prácticas 
de construcción y las tecnologías que aplicaría una empresa eficiente, dadas las 
características del servicio que se debe proveer.

Para cada tipo de servicio, el estudio calculará el incremento proyectado en 
gastos de inversión y operación, así como el incremento en capacidad resultante 
de la inversión.

El estudio deberá satisfacer los requisitos que en forma general se describen 
a continuación:

1.	Definir cuál es el costo de la inversión requerida para proporcionar los ser-
vicios. Dichos costos de inversión deben reflejar las mejoras de productivi-
dad y la reducción de costos que son alcanzables mediante la aplicación de 
técnicas eficientes de construcción y ampliación de la red, así como de la 
utilización de tecnologías modernas.

2.	Especificar los costos incrementales operativos de largo plazo que se deri-
ven de la explotación y el mantenimiento de la capacidad incremental.

3.	Identificar con base en la opinión calificada de expertos el costo de capital 
promedio ponderado de los activos de la empresa.

4.	Hacer comparaciones internacionales con los costos de otras administracio-
nes telefónicas que operen en condiciones satisfactorias y con márgenes 
elevados de eficiencia.

5.	En ningún caso se incluirán los costos de provisión de los servicios no con-
trolados en los cálculos de costos incrementales promedio de los servicios 
de la canasta básica. Tal inclusión o la falta de veracidad en la información 
proporcionada a La Secretaría constituye una falta grave a las condiciones 
de este Título de Concesión.

Telmex proporcionará a La Secretaría toda la información necesaria para la 
realización del estudio en cuestión, para que ésta pueda formar una opinión igual-
mente fundamentada sobre la situación de la empresa.
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6.7 Revisión del Sistema de Precios Tope a partir de 1999

Telmex presentará a La Secretaría, cuando menos 180 días antes del 1o. de enero 
de 1999, el estudio y la propuesta de tarifas para los servicios controlados.

Con base en un estudio técnico-económico, de acuerdo a la metodología 
mencionada para determinar los costos incrementales de largo plazo, se fijará el 
nivel inicial de la canasta y el factor de ajuste X, que producirían un nivel de in-
gresos suficiente de la canasta de servicios controlados, que permitan obtener 
una tasa interna de retorno sobre los flujos relevantes de dichos servicios, equi-
valente al costo de capital promedio ponderado.

A partir de la fecha de recepción de esta propuesta La Secretaría tendrá un 
plazo de 90 días para pronunciarse. De no haber observaciones, las tarifas de los 
servicios controlados serán oficializadas en el plazo aludido mediante acuerdo de 
La Secretaría que se publicará en el Diario Oficial.

En caso de no lograrse un acuerdo respecto a las tarifas propuestas por Tel-
mex y La Secretaría solicitarán la opinión de un grupo de tres expertos de reco-
nocido prestigio en la materia, nominados uno por el concesionario, uno por La 
Secretaría y el tercero de común acuerdo.

Una vez emitida la opinión mayoritaria de dicho grupo, La Secretaría, toman-
do en cuenta dicha opinión, decidirá en definitiva, de manera que las nuevas ta-
rifas sean oficializadas en el plazo aludido.

6.8 Cargos de Interconexión

Telmex podrá cobrar por los servicios de interconexión para otros concesionarios 
o permisionarios de redes públicas de telecomunicaciones autorizadas, o redes 
complementarias o de valor agregado, una tarifa o cargo de acceso a La Red de 
acuerdo a los términos y condiciones que se establecen en el Capítulo 5, en la 
condición 5.2.

Durante el periodo 1991-1996 la tarifa de interconexión sólo podrá modificarse 
semestralmente, y será de cuando menos 0.05 dólares norteamericanos de 1990 
por minuto de interconexión, convertido a pesos a la tasa de cambio vigente.

La interconexión se pagará por cada conexión a la red que se establezca y se 
aplicará tanto a los servicios de larga distancia como a los otros servicios propor-
cionados por los concesionarios y permisionarios de redes públicas. En aquellos 
casos en que se incurra en costos incrementales de largo plazo superiores al nivel 
citado en el párrafo anterior, se podrá negociar con el solicitante de la interconexión 
su nivel correspondiente, conforme a la condición 5.2.

6.9 Tarifas de Telefonía Rural

La tarifa que se aplicará será la misma que para los servicios de telefonía básica. 
Este servicio estará sujeto a las condiciones expresadas en el punto 3.4.

6.10 Tarifas de Casetas Públicas Telefónicas

Las tarifas de las casetas públicas operadas por Telmex son las de servicio medi-
do para las llamadas locales y las de servicio diurno de larga distancia para las 
llamadas correspondientes. Los operadores de casetas públicas subarrendadas 
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por terceros, pagarán a Telmex las tarifas anteriores pero podrán fijar libremente 
sus propias tarifas. El servicio está sujeto a las restricciones expresadas en la con-
dición 3.5.

6.11 Aparatos y Cableado de los Usuarios para Servicio Telefónico Básico

El usuario podrá contratar con otras empresas en competencia, la adquisición, 
instalación y mantenimiento del aparato telefónico terminal y/o el cableado necesa-
rio dentro de su inmueble.

Sin embargo, de acuerdo con lo indicado en la condición 1.3, Telmex se obliga 
a vender, a solicitud del usuario, un primer aparato telefónico básico y su cableado, 
hasta el 31 de diciembre de 1993.

El precio de los aparatos básicos que venda Telmex y las tarifas de cableado 
deberán registrarse ante La Secretaría hasta el 31 de diciembre de 1993.

6.12 Renta de Circuitos Dedicados para Conducción de Señales

Las tarifas para el servicio de renta de circuitos dedicados para conducción de 
señales estarán en régimen de competencia, no sujetos a un control tarifario, con 
objeto de inducir la inversión para su expansión y mejoramiento de calidad.

6.13 Tarifa para Servicios Complementarios y de Valor Agregado

Las tarifas de los servicios complementarios y de valor agregado, quedarán en ré-
gimen de competencia, por lo que las tarifas correspondientes sólo requerirán ser 
registradas anualmente ante La Secretaría, de acuerdo con el reglamento vigente. 
Telmex deberá tomar las medidas necesarias para permitir una competencia equi-
tativa con otras empresas que presten o soliciten prestar estos servicios.

6.14 Publicación de Tarifas

Telmex deberá elaborar un libro de tarifas vigentes para consulta del público en 
general, y publicará las principales tarifas vigentes de los servicios públicos de te-
lefonía básica, en el Diario Oficial de la Federación y en dos de los diarios de mayor 
circulación en el país.

6.15 Facturación

Telmex deberá facturar a los suscriptores el importe por el consumo de los servi-
cios contratados, desglosando por tipo de servicio, detallando en el caso de los 
servicios medidos, el tiempo utilizado y en el servicio de larga distancia, el destino 
de cada llamada. Además, en el caso, de cualquier servicio adicional a los servicios 
básicos, se explicará el detalle correspondiente.

Capítulo 7. Inspección, supervisión e información

7.1 Inspección

La Secretaría tendrá en todo tiempo la facultad de supervisar e inspeccionar las 
instalaciones y servicios proporcionados por Telmex y ésta se obliga a dar a La 
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Secretaría todas las facilidades que la misma requiera, de conformidad con las 
disposiciones legales y reglamentarios aplicables.

7.2 Evaluación de las Metas de Expansión

Telmex deberá informar trimestralmente a La Secretaría del avance del programa 
de expansión que se establece en el capítulo 3. La Secretaría evaluará anualmente 
el cumplimiento de las metas establecidas.

7.3 Evaluación de la Calidad del Servicio

La Secretaría revisará y evaluará la calidad de los servicios básicos a cargo de Tel-
mex, de acuerdo al sistema de control de calidad a que se refiere la condición 4-1. 
Para dicha evaluación, La Secretaría hará muestreos independientes, aleatorios y 
permanentes de las calidades que se midan, verificando de esta forma la informa-
ción del sistema de control de Telmex. 

7.4 Datos Técnicos y Estadísticos

Telmex se obliga a proporcionar a La Secretaría, la información técnica, adminis-
trativa y financiera en la forma y términos que la misma determine de acuerdo con 
las disposiciones legales y reglamentarias respectivas, manteniéndose la confiden-
cialidad de la misma. 

7.5 Contabilidad Separada por Servicios

Telmex se obliga a proporcionar a La Secretaría la información contable que ésta 
requiera para asegurarse de que no haya subsidios cruzados entre los servicios y 
los negocios de sus filiales que no estén expresamente autorizados en este título.

Para tal efecto, en todos los casos que se establecen en el presente título, o en 
cualquier otro caso que La Secretaría determine, Telmex deberá mantener registros 
contables de tal forma que se muestren y expliquen claramente las transacciones 
que se realicen entre servicios prestados directamente por Telmex, o entre subsi-
diarias o filiales.

Los registros contables a que este párrafo se refiere deberán presentar de 
manera adecuada los costos, incluyendo costos de capital, ingresos, activos, em-
pleados y pasivos atribuibles de cada servicio. La Secretaría podrá pedir a Telmex 
los reportes cada año fiscal o en periodos más cortos, según lo especifique, pero 
no con más frecuencia que trimestralmente. 

Capítulo 8. Vigencia, terminación y caducidad 

8.1 Vigencia y Revisión de la Concesión

La presente concesión estará vigente por 50 años contados a partir del 10 de mar-
zo de 1976, fecha de su otorgamiento y será revisable por acuerdo de las partes 
cuando fuere necesario.

Los términos de las cláusulas vigésima, vigésima primera y vigésima segunda 
del título de fecha 10 de marzo de 1976, quedan modificados en cuanto a los plazos 
conforme al párrafo anterior, y por lo que hace a la mención de la Secretaría del 
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Patrimonio Nacional, se entenderá que se refiere a la autoridad competente, de 
acuerdo a la Ley.

La concesión será revisable en cuanto a expansión, calidad y tarifas con la 
periodicidad y en los términos de los capítulos respectivos de este Título.

8.2 Prórrogas de la Concesión

La presente concesión será prorrogada por 15 años, siempre que Telmex hubiese 
satisfecho las condiciones que le impone este Título, no hubiere incurrido en nin-
guna causa de caducidad, lo solicite con 10 años de anticipación al vencimiento de 
esta concesión, y acepte las nuevas condiciones para la prestación del servicio que 
con vista al interés público imponga La Secretaría.

La Secretaría en un plazo no mayor de 180 días contados a partir de la solicitud 
de Telmex, otorgará la prórroga en los términos establecidos en el párrafo anterior.

Al término de la primer prórroga, la concesión podrá ser prorrogable nueva-
mente hasta por el periodo máximo que permita la ley.

8.3 Causas de Caducidad

Esta concesión caducará por cualquiera de las causas previstas en la ley y por las 
que se indican a continuación: 

a.	Por violaciones graves y reiteradas a las condiciones impuestas en este Tí-
tulo, previo apercibimiento que La Secretaría haga por escrito. 

b.	Por no cumplir en forma grave y reiterada con las metas y condiciones de 
expansión. Para efectos de esta cláusula, a partir de 1995, si Telmex cumple 
al menos con el 80 por ciento de lo establecido en la condición 3.2, se hará 
una salvedad si los programas de construcción e instalación de líneas del 
año son mayores al promedio aritmético de las solicitudes recibidas durante 
los últimos tres años anteriores a dicho año. 

c.	 Por no cumplir en forma grave y reiterada con la metas mínimas de calidad 
de servicio que se hayan concertado con la concesionaria según la condición 
4.1, no obstante las sanciones previas y el apercibimiento que para ello le 
haga La Secretaría por escrito. 

d.	Por negarse a interconectar a otros concesionarios de servicios de telecomu-
nicaciones sin causa justificada y previo apercibimiento de La Secretaría. 

e.	 Por prestar servicios de telecomunicaciones que no estén contenidos en este 
Título de Concesión y que requieran la previa autorización de La Secretaría, 
no obstante el apercibimiento que para ello le haga La Secretaría por escrito. 

f.	 Por quiebra declarada o por resolución judicial. 

La caducidad de esta concesión se sujetará al procedimiento establecido por la 
ley de la materia.

8.4 Reducción del Ámbito de la Concesión

El ámbito de la concesión para una región o servicio específico, se podrá reducir 
en caso de que se presente alguna de las causas señaladas en la condición 8.3 
para dicha región o servicio específico.
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En caso de que Telmex realice prácticas monopólicas en alguno o algunos de 
los servicios que presta, y Telmex no pueda demostrar lo contrario, La Secretaría 
podrá ejercer cualquiera o cualesquiera de las acciones siguientes: 

a.	Cuando la prestación de los servicios esté consignada en una autorización 
específica, revocar la autorización en los términos y condiciones consigna-
dos en la misma, en la ley o en los reglamentos vigentes. 

b.	Prohibir a Telmex que preste los servicios por un lapso de cinco años o en 
forma indefinida. 

Las autorizaciones o permisos para otros servicios serán revocados en los 
términos y condiciones consignadas en los mismos, en la ley o en los reglamentos 
vigentes.

8.5 Garantía o Fianza

Telmex para garantizar el cumplimiento de las obligaciones impuestas en esta con-
cesión constituirá, en un término no mayor a 30 días contados a partir de la fecha 
de su otorgamiento, un depósito por 10 mil millones de pesos a favor de la Tesore-
ría de la Federación, en títulos de renta fija cuyos intereses se aplicarán como in-
crementos a la suma constituida. 

Dicha garantía estará vigente durante el plazo de la propia concesión.

8.6 Sanciones

La Secretaría impondrá a Telmex las sanciones administrativas contenidas en las 
leyes y reglamentos aplicables a los servicios materia de esta concesión y a las pre-
vistas en el presente Título, sin perjuicio de las sanciones que corresponda imponer 
a otras autoridades dentro de la esfera de sus atribuciones.

Las sanciones serán aplicadas por La Secretaría de acuerdo al procedimiento 
establecido en el artículo 34 de la Ley de Vías Generales de Comunicación.

8.7 Penas Convencionales

Telmex acepta pagar como penas convencionales, por el incumplimiento de las 
condiciones que a continuación se indican, las cantidades que se mencionan.

a.	Por no cumplir con el programa de expansión y calidad de La Red, Telmex 
hará bonificaciones al recibo telefónico de los usuarios afectados en los si-
guientes casos: 

•	 A partir del 1o. de enero de 1995, por cada contrato de servicio en un pobla-
do que cuente con servicio automático que no haya podido ser atendido 
dentro de los 6 meses de haber sido firmado, causará una bonificación de 
un mes de renta básica vigente por cada mes completo excedente. Este lap-
so se ajustará de acuerdo a los plazos establecidos para satisfacer una soli-
citud de línea telefónica, en la condición 3.2. 

•	 Por cada queja no reparada en tres días hábiles completos, se bonificará la 
décima parte de la renta básica vigente, por día excedente, sin perjuicio de 
lo estipulado en la condición 4.7. 



Apéndices 263Clara Luz Álvarez González de Castilla262

•	 Si el 31 de diciembre de cualquier año, cualquier Subdirección de Operación 
Telefónica de Telmex (sot), no ha cumplido con el Índice de Calidad del Ser-
vicio Básico (ical) concertado, Telmex tendrá la obligación de hacer una 
bonificación a los suscriptores de dicha sot, equivalente a un mes de renta 
básica vigente, por cada línea en servicio en dicha fecha. 

•	 Si al año siguiente esa sot alcanzara el 90 por ciento en el nivel pactado de 
dicho índice anual, le será suspendida la obligación de bonificar a los sus-
criptores la cantidad mencionada. Si por el contrario, dicha sot reincide en 
el incumplimiento, la bonificación a los usuarios se aumentará en un mes 
adicional de renta básica, por cada año consecutivo de incumplimiento, 
hasta llegar a un máximo de cuatro meses de renta básica vigente. 

b.	Por no instalar el número de casetas telefónicas públicas a que se refiere la 
Cláusula 3.5, pagará mensualmente a La Secretaría una cifra equivalente a 
100 días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, por cada 
caseta no instalada y puesta en operación. 

8.8 Jurisdicción Administrativa y Judicial

Para todo lo relativo a la interpretación y cumplimiento de la presente concesión, 
salvo lo que administrativamente corresponda resolver a La Secretaría, Telmex 
conviene en someterse a la jurisdicción de los Tribunales Federales de la Ciudad 
de México, Distrito Federal, renunciando al fuero que pudiere corresponderle en 
razón de su domicilio presente o futuro.

México, Distrito Federal a los 10 días del mes de agosto de mil novecientos 
noventa.
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México, Distrito Federal. Acuerdo del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, correspondiente al día siete de junio de dos mil siete.

Vistos; y,
Resultando:

Primero.– Mediante oficio presentado en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cuatro de 
mayo de dos mil seis, (1) Adrián Alanís Quiñones, (2) Esteban Miguel Angeles Ce-
rón, (3) Jorge Eduardo Franco Jiménez, (4) Marco Antonio Xicoténcatl Reynoso, (5) 
Jesús Galván Muñoz, (6) Oscar Cantón Zetina, (7) Leticia Burgos Ochoa, (8) Wadi 
Amar Shabshab, (9) Manuel Bartlett Díaz, (10) Genaro Borrego Estrada, (11) Rómu-
lo de Jesús Campuzano González, (12) Raymundo Cárdenas Hernández, (13) José 
Alberto Castañeda Pérez, (14) Joaquín Cisneros Fernández, (15) Javier Corral Jura-
do, (16) Oscar Cruz López, (17) Marcos Carlos Cruz Martínez, (18) Rutilio Cruz 
Escandón Cadenas, (19) Francisco Antonio Fraile García, (20) Laura Alicia Garza 
Galindo, (21) Ricardo Gerardo Higuera, (22) Omar Raymundo Gómez Flores, (23) 
Noemí Zoila Guzmán Lagunes, (24) Guillermo Herbert Pérez, (25) Guillermo Herre-
ra Mendoza, (26) Sergio César Alejandro Jáuregui Robles, (27) David Jiménez 
González, (28) Saúl López Sollano, (29) Filomena Margaiz Ramírez, (30) Alberto 
Miguel Martínez Mireles, (31) Rafael Melgoza Radillo, (32) Joaquín Montaño Yamu-
ni, (33) Elías Miguel Moreno Brizuela, (34) Miguel Angel Navarro Quintero, (35) 
César Raúl Ojeda Zubieta, (36) José de Jesús Ortega Martínez, (37) María del Car-
men Ramírez García, (38) Alfredo Martín Reyes Velázquez, (39) Luis Alberto Rico 
Samaniego, (40) Serafín Ríos Alvarez, (41) Carlos Rojas Gutiérrez, (42) María Luce-
ro Saldaña Pérez, (43) Dulce María Sauri Riancho, (44) Germán Sierra Sánchez, (45) 
Antonio Soto Sánchez, (46) Felipe de Jesús Vicencio Alvarez, y (47) Eduardo Ovan-
do Martínez, quienes se ostentaron como Senadores de la Quincuagésima Novena 
Legislatura del H. Congreso de la Unión, promovieron acción de inconstitucionali-
dad en la que solicitaron la invalidez del Decreto por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y de la 
Ley Federal de Radio y Televisión (…)

Apéndice 4

Extracto de la sentencia relativa a la acción  
de inconstitucionalidad 26/2006 resuelta por el  
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación*

*Publicada en el dof de 20 de agosto de 2007, y la aclaración a la sentencia fue publicada en el 
dof de 19 de octubre de 2007.
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Considerando:
Primero.– Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es com-
petente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad 
con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso b), de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, 1o. de la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del Artículo 105 Constitucional y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, en virtud de que se plantea la posible contradicción 
entre diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y de la Ley 
Federal de Radio y Televisión y la Constitución General de la República.

Segundo.– Como una cuestión previa, antes de iniciar el estudio de las cuestio-
nes que atañen al presente caso, este Tribunal Pleno estima pertinente hacer notar 
que si bien, en términos de las fracciones IV y VI del artículo 14 de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, los expedien-
tes judiciales, en tanto no hayan causado estado, así como las opiniones, recomen-
daciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servi-
dores públicos (sic), mientras no sea adoptada la decisión definitiva, constituyen 
información reservada, lo cierto es que la imposibilidad de acceder a dicha infor-
mación no puede considerarse como una regla absoluta, sino que existen supues-
tos en los cuales su difusión produce, para la sociedad, mayores beneficios que los 
daños que pudieran provocarse con su divulgación, circunstancias que obligan a 
hacer una excepción a la regla general y difundir la información de que se trata.

Por ello, las disposiciones citadas de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública Gubernamental, deben ser interpretadas entendiendo que 
el derecho a la información es una derivación de la libertad de expresión, esto es, 
que el sentido de las normas apunta hacia la difusión y la transparencia y no hacia 
la reserva de la información generada por las instancias del poder público.

Atendiendo a lo anterior es que en el caso que nos ocupa, este Tribunal Pleno 
hizo una excepción a la regla general de reserva de información y privilegió la di-
fusión de la información de que se trata con anterioridad al dictado de la resolución 
correspondiente, en respeto al derecho a la información y a la transparencia en un 
asunto de gran trascendencia nacional.

Tercero.– (…)
Octavo.– Constitucionalidad de la creación y forma de integración de la Comisión 

Federal de Telecomunicaciones
En el segundo concepto de invalidez se aduce fundamentalmente, que el pri-

mer párrafo del artículo 9–A, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, es violato-
rio de los artículos 16, 49, 89 y 90 de la Constitución Federal, ya que prevé la 
creación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones como órgano desconcen-
trado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a pesar de que la creación 
de ese tipo de órganos se entiende conferida en exclusiva al Poder Ejecutivo; argu-
mento que se estima infundado.

En primer lugar, debe decirse que contrariamente a lo que afirma la parte ac-
tora, la Comisión Federal de Telecomunicaciones no fue creada mediante el Decre-
to combatido en la presente acción de inconstitucionalidad, ya que ese organismo 
tiene su origen en el diverso Decreto expedido por el Presidente de la República, 
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publicado en el Diario Oficial de la Federación, el nueve de agosto de mil novecientos 
noventa y seis; Decreto que, en la parte que interesa, es del tenor siguiente:

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.– 
Presidencia de la República.– ERNESTO ZEDILLO PONCE DE LEON, Presidente de 
los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que me confiere el artícu-
lo 89, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con 
fundamento en los artículos 17, 31, 36 y 37 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, y 7o. y décimo primero transitorio de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones, y – CONSIDERANDO … DECRETO POR EL QUE SE CREA LA COMISIÓN 
FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES – ARTÍCULO PRIMERO. Se crea la Comi-
sión Federal de Telecomunicaciones como órgano administrativo desconcentrado de 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica y operativa, 
el cual tendrá las atribuciones que en este decreto se le confieren, con el propósito 
de regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones. – ARTÍCULO 
SEGUNDO. Con sujeción a criterios de competencia, eficiencia, seguridad jurídica, 
y acceso no discriminatorio a los servicios por parte de los usuarios, la Comisión a 
que se refiere el artículo anterior tendrá a su cargo el ejercicio de las siguientes 
atribuciones: – I. Expedir disposiciones administrativas; elaborar y administrar los 
planes técnicos fundamentales; y expedir las normas oficiales mexicanas, en mate-
ria de telecomunicaciones; – II. Realizar estudios e investigaciones en materia de 
telecomunicaciones; así como elaborar anteproyectos de adecuación, modificación y 
actualización de las disposiciones legales y reglamentarias que resulten pertinen-
tes; – III. Promover, en coordinación con las dependencias y entidades competentes, 
así como con las instituciones académicas y los particulares, el desarrollo de las 
actividades encaminadas a la formación de recursos humanos en materia de teleco-
municaciones, así como el desarrollo tecnológico en el sector; – IV. Opinar respecto 
de las solicitudes para el otorgamiento, modificación, prórroga y cesión de concesio-
nes y permisos en materia de telecomunicaciones, así como de su revocación; – V. 
Someter a la aprobación de la Secretaría, el programa sobre bandas de frecuencias 
del espectro radioeléctrico para usos determinados, con sus correspondientes mo-
dalidades de uso y coberturas geográficas que serán materia de licitación pública; 
así como coordinar los procesos de licitación correspondientes; – VI. Coordinar los 
procesos de licitación para ocupar y explotar posiciones orbitales geoestacionarias, 
y órbitas satelitales asignadas al país, con sus respectivas bandas de frecuencias y 
derechos de emisión y recepción de señales; – VII. Establecer los procedimientos 
para la adecuada homologación de equipos, así como otorgar la certificación corres-
pondiente o autorizar a terceros para que emitan dicha certificación, y acreditar 
peritos y unidades de verificación en materia de telecomunicaciones; – VIII. Admi-
nistrar el espectro radioeléctrico y promover su uso eficiente, y elaborar y mantener 
actualizado el Cuadro Nacional de Atribución de Frecuencias; – IX. Llevar el registro 
de telecomunicaciones, previsto en el Capítulo VI de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones; – X. Promover y vigilar la eficiente interconexión de los equipos y redes 
públicas de telecomunicaciones, incluyendo la que se realice con redes extranjeras, 
y determinar las condiciones que, en materia de interconexión, no hayan podido 
convenirse entre los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones; – XI. 
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Registrar las tarifas de los servicios de telecomunicaciones, y establecer obligacio-
nes específicas, relacionadas con tarifas, calidad de servicio e información, a los 
concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones que tengan poder sustan-
cial en el mercado relevante, de conformidad con la Ley Federal de Competencia 
Económica; – XII. Recibir el pago por concepto de derechos, productos o aprovecha-
mientos, que procedan en materia de telecomunicaciones, conforme a las disposicio-
nes legales aplicables; – XIII. Vigilar la debida observancia a lo dispuesto en los títu-
los de concesión y permisos otorgados en la materia, y ejercer las facultades de 
supervisión y verificación, a fin de asegurar que la prestación de los servicios de te-
lecomunicaciones, se realice con apego a las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas aplicables; – XIV. Intervenir en asuntos internacionales en el ámbito 
de su competencia; – XV. Proponer al titular de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes la imposición de sanciones por infracciones a las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas aplicables; – XVI. Las demás que le confieran otras 
leyes, reglamentos y demás disposiciones aplicables. – … TRANSITORIOS – PRIME-
RO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. – SEGUNDO. Los recursos humanos, presupues-
tales y los bienes muebles que, a la entrada en vigor de este decreto, sean utilizados 
por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para el ejercicio de las funciones 
a que se refiere este decreto, se asignarán a la Comisión Federal de Telecomunica-
ciones. – TERCERO. Los asuntos que se encuentren en trámite a la entrada en vigor 
del presente Decreto, serán resueltos por la Comisión Federal de Telecomunicacio-
nes en el ámbito de su competencia.

De la transcripción anterior, se desprende que, previamente a la emisión del 
Decreto de reformas ahora combatido, ya existía la Comisión Federal de Telecomu-
nicaciones y que, de hecho, las atribuciones conferidas a ese órgano administrativo 
en el Decreto reproducido, se recogen, en su mayoría, en el artículo 9-A de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones que ahora se impugna y que quedó transcrito en el 
considerando que antecede.

Por otro lado, la parte promovente de la acción sostiene que las facultades del 
Congreso de la Unión para organizar la Administración Pública Federal, en térmi-
nos del artículo 90 de la Constitución Federal, se agotan con la emisión de la Ley 
Orgánica respectiva, lo que significa que el Congreso de la Unión no está facultado 
para crear órganos desconcentrados en tanto esto es facultad exclusiva del Presi-
dente de la República.

Los artículos 40, 41, primer párrafo, y 49 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, disponen:

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República repre-
sentativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo 
concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida según 
los principios de esta ley fundamental.
Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en 
los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo que toca a sus 
regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente 
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Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso po-
drán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.
…
Artículo 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legis-
lativo, Ejecutivo y Judicial.
No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, 
ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordi-
narias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún 
otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán 
facultades extraordinarias para legislar.

De los anteriores artículos constitucionales transcritos, en especial, se des-
prende, sin lugar a dudas, el principio de división de poderes como rector de nues-
tro sistema básico de distribución de competencias.

Nuestra Ley Fundamental establece, expresamente, en diversos artículos, las 
competencias que les corresponden de manera particular a cada Poder, pero tam-
bién contiene un núcleo de potestades exclusivas para cada uno de ellos que están 
implícitas en el marco de las atribuciones, facultades, deberes u obligaciones que 
les han sido otorgadas. Lo anterior ha sido reconocido así por esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en diversas resoluciones, entre ellas, las que llevan los 
rubros que, junto con los datos de su publicación, a continuación se señalan:

(…)
Entre las potestades exclusivas se encuentran lo que la doctrina ha llamado fa-

cultades de autorregulación y auto-organización. Así, el Congreso de la Unión tiene 
un ámbito natural de autorregulación y auto-organización por razón de su amplia 
representatividad democrática, lo que ha justificado históricamente que tenga asig-
nada la facultad formal y material de legislar. En el caso del Poder Ejecutivo y del 
Judicial, esta potestad de autorregulación se encuentra mediatizada, toda vez que por 
esa asignación de competencia que para generar las normas secundarias básicas 
corresponde al Congreso de la Unión, es éste al que, en principio, corresponde es-
tablecer las bases de organización y funcionamiento de los otros dos poderes.

Pero esta facultad del Congreso no es absoluta e ilimitada; tiene los límites que 
le impone de manera expresa o implícita la propia Constitución.

Ahora bien, en relación a las facultades para la creación de un órgano descon-
centrado, que son las que concretamente son materia de controversia, en la Cons-
titución Federal no se contiene previsión expresa; entonces, para dilucidar quién 
tiene esa facultad, debe desentrañarse el alcance de las facultades expresas e im-
plícitas de cada uno de los Poderes integrantes de la Unión, a la luz de la naturale-
za del órgano que se crea, y aplicando criterios de ponderación de racionalidad y 
razonabilidad constitucionales.

Respecto al primer aspecto, es decir, el alcance de las facultades expresas e im-
plícitas, no hay duda de que al Congreso de la Unión le corresponde, por determinación 
expresa del artículo 90 constitucional, expedir una ley orgánica, a efecto de distribuir 
los negocios del orden administrativo que estarán a cargo de cada una de las Secreta-
rías de Estado, como órganos dependientes inmediatos del Ejecutivo Federal, quien 
es el depositario original de dichas competencias, al señalar dicho precepto que:
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Artículo 90. La Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal 
conforme a la Ley Orgánica que expida el Congreso, que distribuirá los negocios 
del orden administrativo de la Federación que estarán a cargo de las Secretarías 
de Estado y Departamentos Administrativos y definirá las bases generales de 
creación de las entidades paraestatales y la intervención del Ejecutivo Federal en 
su operación.
Las leyes determinarán las relaciones entre las entidades paraestatales y el Eje-
cutivo Federal, o entre éstas y las Secretarías de Estado y Departamentos Admi-
nistrativos.

La facultad de distribuir los negocios del orden administrativo entre las Secre-
tarías de Estado a través de una ley, la tiene otorgada el legislador ordinario desde 
nuestra primera Constitución Federal de 1824, y por más de un siglo, la adminis-
tración centralizada pura, fue la única utilizada para organizar formalmente al Po-
der Ejecutivo, pues las estructuras burocráticas eran sumamente sencillas. El 
crecimiento del aparato gubernamental por necesidades sociales, económicas y 
políticas, obligó a ir transformando las formas de organización internas del Ejecu-
tivo, y el propio legislador, ante la necesidad de hacer frente a esas nuevas reali-
dades y condiciones de la administración pública, y reconociendo la facultad de 
auto-organización del Ejecutivo, por primera vez le otorgó al Presidente de la Re-
pública, en la Ley de Secretarías de Estado de diciembre de 1935, la facultad para 
que distribuyera los asuntos al interior de sus dependencias mediante la expedi-
ción de Reglamentos.580

A partir de entonces nadie ha puesto en duda que la regla general es la de que 
el Congreso de la Unión expide una ley en la que, respecto de la administración 
centralizada, distribuye competencias generales a cada Secretaría, de tal manera 
que la organización y distribución de esas competencias entre distintos órganos o 
unidades inferiores en cada una de ellas se deja, por delegación legal, al Ejecutivo 
Federal y a los titulares de cada dependencia.

(…)
No obstante esta definición general sobre las facultades de auto-organización 

del Poder Ejecutivo, en el caso de los órganos desconcentrados se presenta una 
situación particular en virtud de que la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, ordenamiento que incorporó por primera ocasión esta figura mediante una 
regulación especial y diferenciada en su artículo 17, mismo que no ha sido modifi-
cado, señala:

Para la más eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos de su competencia, 
las Secretarías de Estado y los Departamentos Administrativos podrán contar con 

580En paralelo, frente a la administración centralizada, con el crecimiento de una administración 
pública cada vez más amplia y compleja, surgieron las llamadas por la doctrina corporaciones o 
empresas del Estado, que en nuestro derecho positivo adoptamos como organismos descentraliza-
dos y empresas de participación estatal, que adicionados con los fideicomisos públicos se agruparon 
en la vigente Ley Orgánica de la Administración Pública Federal de diciembre de 1976 bajo la deno-
minación de administración pública paraestatal. Esta división entre la administración centralizada 
y la paraestatal se constitucionalizó en abril de 1981 con la reforma al artículo 90 de nuestro texto 
fundamental.
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órganos administrativos desconcentrados que les estarán jerárquicamente subordi-
nados y tendrán facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del 
ámbito territorial que se determine en cada caso, de conformidad con las disposicio-
nes legales aplicables.

Consecuentemente, existe el fundamento para que el Congreso de la Unión 
mediante ley o el Ejecutivo a través de un reglamento o decreto, puedan crear ór-
ganos desconcentrados. Lo anterior se corrobora con el primer párrafo del artículo 
18 del mismo ordenamiento, que establece:

Al frente de cada Secretaría habrá un Secretario de Estado, quien para el despacho 
de los asuntos de su competencia, se auxiliará por los Subsecretarios, Oficial Mayor, 
Directores, Subdirectores, Jefes y Subjefes de Departamento, oficina, sección y me-
sa, y por los demás funcionarios que establezca el reglamento interior respectivo y 
otras disposiciones legales.

También esto se ha reconocido jurisprudencialmente, dado que existen diver-
sos órganos desconcentrados creados por ley del Congreso, o por reglamento o 
decreto del Ejecutivo cuya constitucionalidad ya ha sido motivo de análisis y reso-
lución por parte de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, como se advierte 
de la tesis que lleva por rubro: 

(…)
Lo dispuesto en el artículo 90 constitucional, debe relacionarse, además, con 

el artículo 73, fracción XXX, de la propia Constitución y, para el caso concretamen-
te de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, también con la fracción XVII, 
cuyo texto es el siguiente:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:
…XVII. Para dictar leyes sobre vías generales de comunicación, y sobre postas y 
correos, para expedir leyes sobre el uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdic-
ción federal…
(…)
XXX. Para expedir todas la leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efectivas las 
facultades anteriores, y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Pode-
res de la Unión….

En efecto, de conformidad con el artículo 90 constitucional, la Ley Orgánica de 
la Administración Pública Federal, expedida por el Congreso de la Unión, es el or-
denamiento mediante el cual se distribuyen los negocios del orden administrativo 
de la Federación que estarán a cargo de las Secretarías de Estado y Departamentos 
Administrativos y, en éste se definen las bases generales de creación de las entida-
des paraestatales, dividiéndose la Administración Pública Federal en centralizada y 
paraestatal, disposición que debe relacionarse con lo establecido en la fracción XXX 
del artículo 73 de la misma Constitución, que faculta al Congreso de la Unión para 
expedir las leyes que sean necesarias para hacer efectivas las facultades que la 
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Constitución concede a los Poderes de la Unión y, para el caso concreto de la Co-
misión Federal de Telecomunicaciones, además con la fracción XVII del propio 
numeral 73 que otorga al Congreso de la Unión la atribución de expedir leyes sobre 
vías generales de comunicación.

En este contexto, debe interpretarse que en el ejercicio de esas facultades, 
conferidas de manera amplia al Congreso de la Unión, éste puede crear aquellas 
dependencias que estime necesarias, pues el propio artículo 90 de la Constitución 
establece que el Congreso de la Unión podrá distribuir los negocios del orden ad-
ministrativo de la Federación y definir las bases generales de creación de las secre-
tarías y órganos que conforman esa instancia de gobierno, sin que se advierta que 
esta facultad se agote o se limite a la expedición de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal.

Además de lo ya señalado en torno a que existe el fundamento para que el 
Congreso de la Unión mediante ley o el Ejecutivo a través de un reglamento o de-
creto, puedan crear órganos desconcentrados, debe indicarse que ningún precepto 
constitucional establece, como facultad exclusiva del Poder Ejecutivo, la de crear 
órganos desconcentrados, lo que se corrobora de la lectura del artículo 89 consti-
tucional, del cual no se desprende que prevea una condición de exclusividad en el 
uso de dicha facultad, máxime que, como ha quedado de manifiesto, el Congreso 
de la Unión sí tiene facultades para crear órganos como la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones, en la medida en que está autorizado para realizar la distribu-
ción de los negocios del orden administrativo de la Federación, lo que podrá llevar 
a cabo mediante la creación de los órganos a los cuales se atribuya el ejercicio de 
las funciones que tiene encomendadas, a su vez, la Administración Pública.

En cuanto al segundo aspecto, referido a la naturaleza del órgano que se crea, 
la Comisión Federal de Telecomunicaciones fue creada como un órgano desconcen-
trado. Así, debe partirse de que: 1o. La centralización consiste en otorgar atribucio-
nes a los órganos centrales que detentan el conjunto de poderes de decisión sobre 
todo el territorio del Estado, y se presenta como una estructura de órganos en di-
versos niveles, dependientes unos de otros, en una relación de jerarquía presidida 
por su jefe máximo; en el nivel federal mexicano se entiende como tal al Presiden-
te de la República; 2o. La desconcentración, por su parte (…) se lleva a cabo dentro 
de este régimen de centralización administrativa, pero se distingue de ésta porque 
se atribuye a órganos inferiores (subordinados) competencia propia para decidir, 
aun cuando estén siempre sometidos a los órganos centrales que nombran a sus 
agentes y continúan ejerciendo sobre ellos su poder jerárquico de donde resulta 
lógico que los entes desconcentrados carezcan de personalidad jurídica propia, por 
no ser independientes del órgano central al cual permanecen subordinados jerár-
quicamente; 3o. La desconcentración supone así, una relación entre órganos de 
una misma entidad jurídica, bajo un sistema de organización administrativa en el 
que el poder de decisión y la competencia legal para realizar los actos jurídicos que 
corresponden a la persona pública, son atribuidos a órganos que están subordina-
dos jerárquicamente a los órganos centrales de decisión; y 4o. La desconcentración 
es una forma de organización administrativa en la cual se otorgan al órgano des-
concentrado, para el óptimo desarrollo de las facultades de la Administración Pú-
blica, determinadas facultades de decisión y ejecución que le permiten actuar con 
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mayor rapidez, eficacia y flexibilidad, en la realización de funciones esencialmente 
técnicas (Todo ello reconocido en los artículos 1, 2, 7, 8, 9, 11, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 
22, 24 y 26 a 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal).

Respecto del tercer aspecto, consistente en la aplicación de criterios de ponde-
ración de racionalidad y razonabilidad constitucionales, si se parte de la premisa 
de que la regla general es que compete al Ejecutivo definir la organización inter-
na de sus dependencias, y que el Congreso lo puede hacer por excepción, a la luz 
de los principios y reglas establecidos en la Constitución; en caso alguno se podría 
crear un órgano bajo normas o reglas que impliquen una situación de intromi-
sión, dependencia o subordinación indebidas. Por tanto, conforme a la pondera-
ción de criterios de racionalidad y razonabilidad constitucionales respecto de la 
organización y funcionamiento del Poder Ejecutivo, el Congreso de la Unión tiene 
obligación, cuando crea un órgano desconcentrado, de respetar su naturaleza y 
característica esenciales, las reglas que rigen para la administración centralizada 
a la que pertenece, y debe respetar las necesarias relaciones de jerarquía y subor-
dinación que deben existir respecto de los órganos superiores, lo que supone el 
mantenimiento de los poderes del superior frente al inferior, entre otros, de mando, 
nombramiento, revisión, vigilancia y disciplinario, por supuesto considerando el 
grado de autonomía técnica, de gestión y operativa que requiere el órgano descon-
centrado para el cumplimiento eficaz de sus funciones.

Si el Congreso de la Unión, crea unilateralmente un órgano desconcentrado 
desconociendo su naturaleza y características que han quedado señaladas, violaría, 
el principio de división de poderes, por realizar una intromisión indebida en la or-
ganización y funcionamiento del Poder Ejecutivo.

En conclusión, bajo estas premisas, el Congreso de la Unión sí puede crear 
órganos desconcentrados, pues así se desprende de nuestro órdenes constitucio-
nal y legal vigentes; y en manera alguna se vulnera con ellos los artículos 16, 49 y 
89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En estas condiciones, aun cuando se partiera de la base de que la Comisión 
Federal de Telecomunicaciones hubiera sido creada a través del artículo impugnado 
en los términos planteados por la parte accionante, lo que ya se analizó no fue 
así, ello no resultaría inconstitucional, ya que en términos de las disposiciones ci-
tadas, el Congreso de la Unión está facultado para crear órganos desconcentrados 
como el mencionado, motivo por el cual no se acredita la violación a los artículos 16, 
49 y 89 de la Constitución alegada.

(…)
Finalmente, se procede al estudio del sexto concepto de invalidez, en el que se 

aduce que el último párrafo del artículo Segundo transitorio de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones, al prever la ineligibilidad de los actuales comisionados para 
integrar la Comisión Federal de Telecomunicaciones, constituye una norma priva-
tiva, además de que violenta la garantía de libertad de trabajo.

El párrafo aludido de dicho dispositivo transitorio, establece:

No serán elegibles para ser comisionados o Presidente de la Comisión, las perso-
nas que ocupen dichos cargos a la entrada en vigor del presente Decreto, por lo 
que hace a la primera designación de los comisionados y del Presidente de la 
Comisión.
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Es esencialmente fundado el concepto de invalidez en análisis, pues la porción 
normativa del precepto transitorio quebranta las garantías consagradas en los artículos 
1, 5, 13 y 35, fracción II, de la Constitución Federal, que establecen como prerrogativas 
la igualdad, la libertad de trabajo, el poder ser nombrado para cualquier empleo o 
comisión públicos, teniendo las calidades que establezca la ley, y la prohibición de 
leyes privativas.

En efecto, la ilegibilidad (sic) para ocupar los cargos de comisionados de la 
Comisión Federal de Competencia (sic) o Presidente de dicha Comisión que se es-
tablece respecto de las personas que ocupaban dichos cargos a la fecha de la en-
trada en vigor del Decreto de reformas impugnado por lo que hace a la primera 
designación de tales cargos, contraviene el artículo 5o., primer párrafo, de la Cons-
titución Federal, que al efecto dispone:

Artículo 5. A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, indus-
tria, comercio o trabajo que le acomode siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad 
sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de 
tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, 
cuando se ofendan los derechos de la sociedad…

La norma constitucional transcrita garantiza la libertad de trabajo, conforme a 
los siguientes lineamientos:

a) A ninguna persona podrá impedírsele que se dedique a la profesión, indus-
tria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos.

b) El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial 
cuando se ataquen derechos de terceros.

c) También podrá vedarse por resolución gubernativa, dictada en los términos 
que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad.

Estos lineamientos que garantizan la llamada libertad de trabajo, en términos 
del primer párrafo del artículo 5o. de la Carta Magna, se sustentan a su vez en 
principios fundamentales que constituyen requisitos necesarios que deben darse 
para que se haga exigible la garantía constitucional.

Esto es así, ya que la libertad de trabajo no se prevé de manera irrestricta e 
ilimitada, sino que se condiciona a la satisfacción de determinados presupuestos 
fundamentales: a) que no se trate de una actividad ilícita: b) que no se afecten de-
rechos de terceros; y, c) que no se afecten derechos de la sociedad en general.

En lo referente al primer presupuesto, la garantía constitucional cobra real 
vigencia en la medida que se refiera a una actividad lícita, esto es, que esté permi-
tida por la ley; dicho de otra manera, la garantía no podrá exigirse cuando sea 
ilícita, es decir, que esté prohibida por la ley o que, aun y cuando no esté prohibi-
da expresamente, de alguna manera pueda significar transgresión al derecho po-
sitivo mexicano.

Por cuanto hace al segundo presupuesto normativo, éste implica que la garan-
tía no podrá ser exigida si la actividad a la que pretende dedicarse la persona con-
lleva a su vez la afectación a derechos de terceros, esto es, que estando permitida 
por la ley, exista un derecho preferente tutelado por la ley en favor de otro u otros 
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que se ubiquen en una situación jurídica determinada, que pueda verse afectado 
por el desarrollo de la actividad de aquél.

Finalmente, el tercer presupuesto normativo implica que la garantía será exigi-
ble siempre y cuando la actividad, aunque lícita, no afecte el derecho de la sociedad, 
esto es, existe un imperativo que subyace frente al derecho de los gobernados en 
lo individual, que es el derecho de la sociedad en general.

Esto último se entiende, en tanto que existe un valor que pondera y asegura el 
derecho positivo mexicano, que se traduce en la convivencia y bienestar social en 
todos sus aspectos, por ello, se protege el interés de la sociedad por encima del 
interés particular, por lo que, cuando este último puede lesionar el del primero 
afectando dichos valores, en aras de ese interés mayor se limita o condiciona el 
individual cuando con éste puede afectarse aquél en una proporción mayor del 
beneficio que obtendría un solo individuo.

En estas condiciones, puede considerarse que la garantía individual que con-
sagra el artículo 5o., primer párrafo, constitucional, no es absoluta, en tanto que 
pondera a su vez la licitud de la actividad de que se trate así como los derechos de 
terceros y de la sociedad en general, consignando de esta manera limitaciones a 
dicha garantía basados en principios fundamentales a los que debe atenderse para 
su exigibilidad y tutela.

Por otra parte, del análisis cuidadoso del artículo 5o. de la Constitución, se 
desprende que el Poder Legislativo, en su función de emitir leyes, puede restringir 
la libertad de trabajo de una manera general, impersonal y abstracta, determinando 
que una actividad es ilícita, pero de ninguna manera puede establecer restricciones 
a esa garantía en relación a gobernados en particular, aunque éstos se mencionen 
de modo implícito, de modo tal que una vez aplicada a ellos la disposición, ésta 
perderá su eficacia. La razón radica en que la ley debe tener los atributos señalados 
y, además, en que el propio precepto constitucional reserva a la función judicial y 
a la administrativa ese tipo de restricciones personales al determinar que la libertad 
ocupacional puede vedarse por resolución judicial, cuando se afecten derechos de 
tercero y por resolución gubernativa, en los términos que señale la ley, cuando se 
afecten derechos de la sociedad.

Ahora bien, a efecto de determinar si la disposición impugnada viola la libertad 
de trabajo al establecer la ilegibilidad (sic) de las personas que, a la entrada en vigor 
del Decreto controvertido, ocuparan los cargos de los comisionados por lo que 
hace a la primera designación, debe determinarse previamente si se satisfacen los 
presupuestos que la norma constitucional establece.

Por una parte y en relación con la licitud de la actividad que requiere la norma 
constitucional, en el caso concreto se trata de la ocupación de un cargo en la 
Comisión Federal de Telecomunicaciones previsto en la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones; su licitud deriva del hecho mismo de que se trata de cargos públicos 
para actividades relacionadas con la regulación, promoción y supervisión del 
desarrollo eficiente y la cobertura social de las telecomunicaciones y la radiodifu-
sión en el país, previstos expresamente en un ordenamiento legal emitido por el 
Congreso de la Unión y que es de orden público conforme al artículo 1o. de la 
propia ley. Lo anterior demuestra que, efectivamente, el cargo de comisionado o 
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Presidente de la Comisión Federal de Telecomunicaciones es una actividad lícita 
permitida por la ley.

Por cuanto a que la actividad no debe afectar derechos de terceros, debe decir-
se al respecto que los cargos en la referida Comisión que prevé la ley impugnada, 
serán ocupados por las personas que designe el Titular del Ejecutivo Federal y 
cumplan con los requisitos que establece el artículo 9-C de la Ley, sin que ello 
pueda implicar afectación a derechos de terceros.

Finalmente, por cuanto hace a que no deben afectarse derechos de la sociedad, 
cabe señalar que los cargos de comisionados o Presidente de la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones, no puede implicar lesión al interés general, en la medida 
que la ley que lo rige es de orden público y las funciones que le han sido conferidas 
a la Comisión deben desarrollarse en beneficio de la propia sociedad para que se 
logren los fines que se persiguen.

En este orden de ideas, se concluye que los cargos a que se refiere el último 
párrafo del precepto transitorio impugnado, son acordes con los principios funda-
mentales en que se basa la garantía de libertad de trabajo.

Partiendo de lo anterior, cabe concluir que si los miembros anteriores de la 
Comisión Federal de Telecomunicaciones, los comisionados y su Presidente, llegan 
a reunir todos y cada uno de los requisitos que el artículo 9-C de la Ley de la ma-
teria establece, al ser tales requisitos aplicables, en general, para todos los aspiran-
tes a ocupar los cargos de comisionados, no debe existir impedimento para que 
puedan ser elegibles.

En tales circunstancias, es evidente que, si a los comisionados que ocupaban 
el cargo a la fecha en que entró en vigor el Decreto de reformas controvertido se 
les impide ser elegibles para volver a ocupar los cargos de referencia en la primera 
designación que se realice, por disposición del último párrafo del artículo segundo 
transitorio, resulta entonces que tal disposición contraviene la garantía de libertad 
de trabajo prevista en el artículo 5o. de la Constitución Federal, que esencialmente 
establece que a nadie podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, 
comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos y no se afecten derechos de ter-
cero o de la sociedad, siendo que en el caso, como ya quedó expuesto con anterio-
ridad, no se trata de una actividad ilícita ni se afectan tales derechos.

Resulta importante destacar que en el artículo 9-C de la Ley Federal de Teleco-
municaciones, no se prevé como requisito el no haber ocupado con anterioridad el 
cargo de comisionado y que el artículo 9-D establece que los comisionados serán 
designados para desempeñar sus cargos por periodos de ocho años, renovables 
por un solo periodo, por lo que la ilegibilidad (sic) es con relación únicamente a los 
comisionados que se encontraban en el cargo a la fecha en que entró en vigor el 
Decreto impugnado y, como se señala en el artículo transitorio, respecto de la pri-
mera designación.

(…)
De lo expuesto se concluye que el Congreso de la Unión, al establecer la ine-

gibilidad (sic) de mérito, no está estableciendo una norma general que justifique 
una situación determinada, sino que, por el contrario, tiende a impedir un derecho 
legítimo de determinadas personas, para poder ser elegibles para ocupar un cargo 
público, lo que implica, además de la vulneración a la libertad de trabajo, también 
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el quebranto a las garantías tuteladas en los numerales 1, 13 y 35, fracción II, cons-
titucionales.

En efecto, al establecerse la inegibilidad (sic) de los anteriores comisionados se 
está introduciendo una distinción que vulnera el principio de igualdad, tanto en lo 
referente al derecho al trabajo como al acceso a los cargos públicos que opera en 
el ámbito específico de la función pública.

(…)
De acuerdo con los criterios anteriores, se advierte que no obstante que la Ley 

Federal de Telecomunicaciones prevé un sistema que permite apreciar los conoci-
mientos y aptitudes de los aspirantes, del que se desprenden los principios de 
mérito y capacidad en tanto que exige que los comisionados designados por el Titu-
lar del Ejecutivo Federal deberán cumplir, entre otros requisitos, con el de haberse 
desempeñado en forma destacada en actividades profesionales, de servicio público 
o académicas relacionadas sustancialmente con el sector de telecomunicaciones, 
esta situación se rompe cuando se impone una prohibición que no se refiere a dichos 
principios para el acceso a la función pública, que es la consistente en que en la 
primera integración, no podrán ser candidatos los comisionados de la Comisión 
Federal de Telecomunicaciones que se encontraban en funciones al momento de 
entrar en vigor el Decreto.

Bajo esta tesitura, para determinar si con la norma en comento se establece 
una diferencia discriminatoria que rompa con la igualdad que debe imperar en el 
derecho al trabajo y en el acceso a los cargos públicos, se considera conveniente 
acudir al análisis autónomo y sucesivo de los requisitos de fin constitucional, ido-
neidad y proporcionalidad en sentido estricto.

En este tenor, como condición previa tenemos que, si tomamos como término 
de comparación la libertad de trabajo y el derecho de acceso a los cargos públicos, 
los anteriores comisionados se hallan en condiciones de igualdad con los posibles 
candidatos. Asimismo, es evidente que se les dispensa un trato desigual pues a 
unos se les prohíbe acceder a la primera integración.

Por tanto, debe evaluarse si se atiende a alguna finalidad constitucionalmente 
válida, es decir, debe examinarse si con tal disposición se persiguen objetivos ad-
misibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales o ex-
presamente incluidos en ella.

Del examen del procedimiento legislativo se desprende que no existe una expo-
sición de las razones que llevaron al Poder Legislativo a introducir una disposición 
de este tipo, sin que este Alto Tribunal advierta cuáles podrían ser tales razones, es 
decir no es posible siquiera obtener o deducir el principio constitucionalmente rele-
vante que persigue el artículo cuya invalidez se demanda.

Asimismo, al tratarse de una disposición dirigida, en particular, a los anteriores 
comisionados, y aplicable a la primera designación, constituye una norma de carácter 
privativo, al carecer de los atributos de generalidad, abstracción y permanencia.

En relación con las leyes privativas, este Alto Tribunal ha sustentado, reitera-
damente, que se caracterizan porque se refieren a personas nominalmente desig-
nadas mediante criterios subjetivos y por el hecho de que, después de aplicarse al 
caso previsto y determinado de antemano, pierden su vigencia.
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Lo anterior se corrobora a partir del criterio plasmado en la tesis P./J. 18/98, 
visible en la página siete, del tomo VII, marzo de mil novecientos noventa y ocho, 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, cuyo rubro es el 
siguiente: “LEYES PRIVATIVAS. SU DIFERENCIA CON LAS “LEYES ESPECIALES.”

Conforme al criterio citado, es claro que el último párrafo del artículo Segundo 
transitorio constituye una norma privativa porque se encuentra dirigida, concreta-
mente, a los comisionados que se encontraban ocupando el cargo a la fecha en que 
entró en vigor el Decreto controvertido, y sólo es aplicable para la primera designa-
ción de comisionados, por lo que dejará de tener aplicabilidad con posterioridad.

En conclusión, el último párrafo del artículo Segundo transitorio de la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones resulta violatorio de los artículos 1, 5, 13 y 35, fracción 
II, de nuestra Ley Fundamental.

(…) 
Noveno
Como se advierte de los argumentos resumidos en los incisos que anteceden, 

la litis que debe resolverse en el presente considerando consiste en determinar si 
existe sustento constitucional para que el Congreso de la Unión establezca diversas 
facultades a favor de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, en concreto, la 
de imponer obligaciones específicas, en materia de tarifas, calidad de servicio e 
información a los concesionarios que tienen poder sustancial en el mercado, la de 
recibir el pago de los derechos, productos o aprovechamientos que procedan en 
materia de telecomunicaciones, así como la de intervenir en asuntos internaciona-
les en el ámbito de su competencia y la de ejercer las facultades que en materia de 
radio y televisión le confieren a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes la 
Ley Federal de Radio y Televisión, la Ley Federal de Telecomunicaciones, los trata-
dos y acuerdos internacionales y las demás leyes, reglamentos y disposiciones 
administrativas aplicables.

(…)
(…) se estima necesario señalar que, en términos de los artículos 12 y 13 de la 

Ley Federal de Competencia Económica antes transcritos, los concesionarios que 
tienen poder sustancial en el mercado relevante son aquellos que, en el mercado 
de que se trate, tienen una posición de privilegio respecto a aquellos sujetos que 
carecen de igual influencia en el mismo mercado, de manera tal que su actividad 
puede influenciar el rumbo y las condiciones de dicho mercado. Por otro lado, el 
poder sustancial en el mercado relevante constituye un concepto de carácter eco-
nómico que constituye uno de los presupuestos para determinar la existencia y 
sancionar prácticas monopólicas.

La prohibición constitucional a los monopolios y a las prácticas monopólicas, 
así como los objetivos de la Ley Federal de Telecomunicaciones, fueron recogidos 
en el artículo 7o. de este cuerpo normativo, que establece:

Artículo 7.- La presente Ley tiene como objetivos promover un desarrollo eficiente 
de las telecomunicaciones; ejercer la rectoría del Estado en la materia, para garan-
tizar la soberanía nacional; fomentar una sana competencia entre los diferentes 
prestadores de servicios de telecomunicaciones a fin de que éstos se presten con 
mejores precios, diversidad y calidad en beneficio de los usuarios, y promover una 
adecuada cobertura social (...).
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De lo anterior se desprende que la Ley Federal de Telecomunicaciones, en 
tanto conjunto normativo especializado en la materia, busca incentivar la sana 
competencia entre los sujetos que brinden servicios de telecomunicaciones, por lo 
cual se encuentra plenamente justificado el establecimiento de medidas que tengan 
como propósito el propiciar y mantener un ambiente de sana competencia entre los 
diversos prestadores de servicios.

Así, la facultad de la Comisión para establecer obligaciones específicas única-
mente a aquellos concesionarios que tengan poder sustancial en el mercado relevan-
te, encuentra su justificación constitucional en la circunstancia de que éstos cuentan 
con ventajas reales respecto a aquellos concesionarios que no lo tienen, en la medi-
da en que son capaces, en principio, de influir y modificar las condiciones en las 
cuales se desarrolla el mercado de las telecomunicaciones, lo cual es acorde con el 
principio constitucional establecido en el artículo 28 constitucional y con los objetivos 
señalados en la Ley Federal de Telecomunicaciones, pues es evidente que al estable-
cerse obligaciones específicas para los concesionarios de redes de telecomunicacio-
nes que tengan poder sustancial en el mercado relevante, se pretende fomentar y 
mantener la sana competencia entre los prestadores de este tipo de servicios, lo cual 
tiene como finalidad última, el beneficio de los usuarios de dichos servicios.

En ese sentido, debe decirse que la facultad de la Comisión de imponer obliga-
ciones específicas a concesionarios con poder sustancial en el mercado relevante, 
se encuentra razonablemente justificada, pues tiende a garantizar la rectoría del 
Estado en el ramo de las telecomunicaciones fomentando un ambiente de sana 
competencia, mediante el establecimiento de obligaciones específicas a concesio-
narios que cuentan con ventajas competitivas en el mercado de las telecomunica-
ciones; por tanto, no puede considerarse que dicha atribución de la Comisión sea 
violatoria del principio de igualdad o equidad, como lo alega la actora.

En estas condiciones, el concepto de invalidez sintetizado en el inciso a) del 
presente considerando, debe estimarse infundado.

(…)
Décimo Tercero.– Inconstitucionalidad del artículo 9-C, último párrafo, de la Ley 

Federal de Telecomunicaciones que establece la facultad de objeción del Senado a los 
nombramientos de comisionados de la Comisión Federal de Telecomunicaciones y cons-
titucionalidad del artículo 9-D de la misma Ley que establece el periodo de duración en 
dicho cargo y que sólo podrán ser removidos por causa grave debidamente justificada.

Ahora bien, en el tercer concepto de invalidez propuesto por la parte actora, se 
sostiene esencialmente que la facultad que el artículo 9-C, de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones, otorga a la Cámara de Senadores para objetar los nombra-
mientos de los comisionados de la Comisión Federal de Telecomunicaciones que 
realice el titular del Poder Ejecutivo, así como para, en su momento, objetar la re-
novación de éstos, invaden las facultades del Presidente de la República previstas 
en la fracción II del artículo 89 constitucional y, por tanto, dichos preceptos supo-
nen una violación al principio constitucional de división de poderes.

De igual manera, sostiene la parte actora que el artículo 9-D viola la facultad 
de libre remoción del Presidente de la República que le otorga el artículo 89, frac-
ción II, constitucional y el principio de división de poderes consagrado en el artícu-
lo 49 constitucional, al establecer el plazo de ocho años de duración en el cargo de 
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los comisionados y que sólo podrán ser removidos por causa grave debidamente 
justificada.

Este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez planteado contra el ar-
tículo 9-C de la Ley Federal de Telecomunicaciones resulta esencialmente fundado.

Dicho precepto legal dispone:

Artículo 9-C. Los comisionados serán designados por el Titular del Ejecutivo 
Federal y deberán cumplir los siguientes requisitos:
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos;
II. Ser mayor de 35 y menor de 75 años, y
III. Haberse desempeñado en forma destacada en actividades profesionales, de 
servicio público o académicas relacionadas sustancialmente con el sector tele-
comunicaciones.
Los comisionados se abstendrán de desempeñar cualquier otro empleo, traba-
jo o comisión públicos o privados, con excepción de los cargos docentes. Asi-
mismo, estarán impedidos para conocer asuntos en que tengan interés directo 
o indirecto.
La Cámara de Senadores podrá objetar dichos nombramientos o la renovación 
respectiva por mayoría, y cuando ésta se encuentre en receso, la objeción po-
drá realizarla la Comisión Permanente, con la misma votación. En todo caso, la 
instancia legislativa tendrá treinta días para resolver a partir de la fecha en que 
sea notificada de los nombramientos; vencido este plazo sin que se emita re-
solución al respecto, se entenderán como no objetados los nombramientos del 
Ejecutivo Federal. Los comisionados asumirán el cargo una vez que su nom-
bramiento no sea objetado conforme al procedimiento descrito.

De la transcripción que antecede se desprende, en la parte que interesa, que 
los comisionados de la Comisión Federal de Telecomunicaciones serán designados 
por el Titular del Ejecutivo Federal; que la Cámara de Senadores podrá objetar di-
chos nombramientos o la renovación respectiva por mayoría, y cuando ésta se 
encuentre en receso, la objeción podrá realizarla la Comisión Permanente; que en 
todo caso, la instancia legislativa tendrá treinta días para resolver a partir de la fe-
cha en que sea notificada de los nombramientos y que vencido ese plazo sin que 
se emita resolución al respecto, se entenderán como no objetados los nombramien-
tos propuestos por el Ejecutivo Federal.

(…)
El principio de división de poderes tiene como fin limitar y equilibrar el poder 

público, a efecto de impedir que un poder se coloque por encima de otro y evitar 
que un individuo o corporación sea el depositario de dos o más poderes.

En la Constitución Federal, se establecen de manera genérica las funciones que 
corresponden a cada uno de los tres poderes, con el fin de distribuir el ejercicio del 
poder público y, al mismo tiempo, controlarlo.

Al respecto, este Alto Tribunal ha establecido que el esquema de división de 
poderes no supone un fin en sí mismo, sino una técnica que exige un equilibrio 
entre los distintos poderes de la Federación y de las entidades federativas, a través 
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de un sistema de pesos y contrapesos tendente (sic) a evitar la consolidación de un 
poder u órgano absoluto capaz de producir una distorsión en el sistema de compe-
tencias previsto constitucionalmente o, como consecuencia de ello, una afectación 
al principio democrático, a los derechos fundamentales o a sus garantías.

(…)
Ahora bien, como se ha señalado, aunque la Norma Fundamental establece 

supuestos en los que a cada poder son otorgadas las atribuciones necesarias para 
ejercer sus funciones, ello no significa que la distribución de aquéllas siga forzosa-
mente un patrón rígido que únicamente atienda a la lógica formal de cada poder, 
pues, aunque esto opera en términos generales, existen excepciones y temperan-
cias que permiten la interrelación de los poderes; sin embargo, ello debe siempre 
llevarse a cabo dentro del marco que la Constitución Federal establece.

(…) 
De acuerdo con ello, si bien la autonomía de los poderes públicos implica, en 

general, la no intromisión o dependencia de un poder respecto de otro, la propia 
Constitución impone particularidades que tienen por objeto, bien la colaboración 
de los poderes para la realización de ciertos actos, bien el control de determinados 
actos de un poder por parte de otro.

Así, esta colaboración de poderes, en especial, tratándose de la función legis-
lativa, que es la que, a través de normas de carácter general, dota de flexibilidad al 
principio de división de poderes, tiene su límite, el cual se traduce en que esa par-
ticipación no puede llegar al extremo de que un poder público interfiera de manera 
preponderante o decisiva en el funcionamiento o decisión del poder con el cual 
colabora, es decir, la decisión de los poderes colaboradores no puede imperar sobre 
la del poder con el cual colaboran, ya que, de ser así, se violentaría el principio de 
división de poderes consagrado en el artículo 49 de la Constitución Federal.

Este principio de división de poderes descansa así en el sistema de distribución 
de atribuciones de los Poderes constituidos que realiza nuestra Ley Fundamental.

(…)
De las anteriores normas constitucionales deriva que la soberanía nacional 

reside esencial y originariamente en el pueblo, el que, a su vez, delegó en el Poder 
Constituyente la facultad de emitir una Norma Suprema que, sirviendo de base 
para todo el ordenamiento jurídico mexicano, estableciera los derechos fundamen-
tales mínimos (no únicos) de los gobernados, la forma de gobierno adoptada y, a 
nivel federal, la creación de los tres Poderes de la Unión, Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial, sus atribuciones, prohibiciones e interrelación entre ellos.

De esta manera, se habla de un Poder Constituyente que establece las bases 
mínimas de conformación del Estado mexicano, así como de los poderes constitui-
dos; sin embargo, estos últimos siempre deberán respetar los lineamientos estable-
cidos por aquél, expresados en la Constitución, en la que radica en el transcurso 
histórico la soberanía originaria del pueblo. El Poder Constituyente originario ejer-
ció esa soberanía, pero al cumplir con esa misión trascendente, desapareció, dejan-
do en la Constitución el sustento de los Poderes Constituidos y sus atribuciones. 
Además, previó el sistema idóneo para actualizar la propia Constitución a través 
del procedimiento previsto por el artículo 135 de la Carta Magna, única fórmula en 
que es factible modificar las bases esenciales del Estado Mexicano; esto es, el 
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Constituyente Permanente, también denominado Poder Reformador de la Constitu-
ción, se convierte en el receptor de la soberanía popular para modificar una norma 
fundamental, y circunscribe a ello y durante el periodo requerido, su función reno-
vadora.

Lo anterior se corrobora, si se atiende al hecho de que el artículo 89 constitu-
cional, en su texto aprobado en mil novecientos diecisiete por el Constituyente, 
establecía, después de hacer el enunciado específico de las diversas facultades y 
obligaciones del Presidente de la República, en su última fracción, en ese entonces 
la XVII (actualmente la XX), que tendría las demás facultades que le confiere expre-
samente la Constitución. Situación análoga se presenta por lo que se refiere a la 
Cámara de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, respecto de las 
cuales los vigentes numerales 74, fracción VIII (fracción VI del texto original), y 76, 
fracción XII (fracción VIII en mil novecientos diecisiete), de nuestra Ley Fundamen-
tal, después de enunciar las facultades exclusivas de dichas Cámaras en cada una 
de las fracciones que los integran, consigan que tendrán las demás facultades que 
les confiera la propia Constitución. Es decir, las facultades de los Poderes constitui-
dos son aquellas que les otorga la Constitución, las que sólo podrán ser modifica-
das, cumpliéndose con los requisitos que la propia Constitución establece en su 
artículo 135.

(…)
De las fracciones normativas en comento se aprecia, en materia de nombra-

mientos, lo que doctrinariamente se ha clasificado de la siguiente manera:
a) Nombramientos absolutamente libres: Son aquellos en los que la voluntad 

del Titular del Ejecutivo Federal es absoluta, y puede decidir de manera libre el 
nombramiento y remoción de los Secretarios del despacho, así como la remoción 
de agentes diplomáticos y empleados superiores de hacienda.

b) Nombramientos sujetos a ratificación: Son aquellos en los que expresamen-
te la Carta Magna autoriza la intervención del Senado, como son al Procurador 
General de la República, Coroneles y demás oficiales superiores del Ejército, Arma-
da y Fuerza Aérea Nacionales, así como a los empleados superiores de Hacienda.

c) Nombramientos que deben hacerse con sujeción a lo dispuesto en la ley. En 
este caso, el Titular del Ejecutivo deberá observar los requisitos y nombramientos 
que establecen diversas normas, como es la Ley del Servicio Profesional de Carre-
ra en la Administración Pública Federal, entre otras; tratándose de miembros de las 
fuerzas armadas, deberá apegarse a lo señalado en la normatividad castrense.

(…)
Como se aprecia del precepto legal reproducido, su contenido coincide, esen-

cialmente, con lo previsto por el artículo 89, fracciones III, IV, V y IX, de la Norma 
Fundamental, donde se dispone que los nombramientos realizados por el Presiden-
te de la República de los ministros, agentes diplomáticos, cónsules, generales, co-
roneles y demás oficiales superiores de las Fuerzas Armadas, empleados superio-
res de Hacienda, así como del Procurador General de la República, deberán ser 
ratificados por el Senado.

Por otra parte, de una interpretación literal de la fracción XII en estudio, se 
aprecia, como con anterioridad se señaló, que las demás facultades del Senado 
deberán estar necesariamente previstas en la Carta Magna (de la misma manera 
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que en el artículo 74, fracción VIII, se establece para la Cámara de Diputados y en 
el 89, fracción XX, para el Presidente de la República), esto es, que el propio Cons-
tituyente le haya conferido alguna atribución en concreto, a efecto de evitar que el 
Congreso de la Unión, por la vía legislativa, le confiera alguna que constitucional-
mente no le corresponde, lo que deberá hacerse, en su caso, mediante reforma 
constitucional conforme al procedimiento consagrado en el artículo 135 de la Cons-
titución.

(…)
a) Que la Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal, confor-

me a la ley orgánica que, al efecto, expida el Congreso, la que definirá las bases gene-
rales de creación de las entidades paraestatales y la intervención del Ejecutivo Fe-
deral en su operación, correspondiendo a la legislación ordinaria determinar la 
relación que deberá existir entre ellos; asimismo, que las Secretarías de Estado y 
de los Departamentos Administrativos actúan por acuerdo del Presidente de la 
República, como titular de la administración pública central.

Así, conforme al artículo 90 de la Norma Fundamental, el legislador goza de 
amplias facultades para configurar, a través de la ley, la forma e intensidad de la 
intervención del Poder Ejecutivo en la Administración Pública; sin embargo, esta 
libertad de configuración tampoco es absoluta, pues está limitada por disposiciones 
constitucionales en este sentido, así como por el principio de división de poderes, 
cuya esencia radica en la tutela del núcleo de la función ejecutiva.

b) Que la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece las bases 
de organización de ambas ramas de la administración, determinando, por lo que 
respecta a la centralizada, que las Secretarías de Estado podrán contar con órganos 
desconcentrados, que les estarán jerárquicamente subordinados y que tendrán faculta-
des específicas para resolver sobre la materia de su competencia.

Por tanto, la Administración Pública Federal está constituida por los órganos que 
dependen directa (centralizada) o indirectamente (descentralizada o paraestatal) del 
Poder Ejecutivo y que adopta una forma de organización jerarquizada para lograr 
una unidad de acción, de dirección, de ejecución y de distribución de los negocios 
del orden administrativo, encaminados a la consecución de los fines del Estado.

La administración pública centralizada se presenta como una estructura de 
órganos en niveles diversos, dependientes unos de otros en una relación de jerar-
quía que encabeza el Presidente de la República. Así, centralizar desde el punto de 
vista del derecho administrativo implica reunir todas las atribuciones estatales en 
un único Organo Supremo Central, mientras que descentralizar o paraestatalizar se 
traduce en: conferir esas mismas atribuciones estatales con todas sus característi-
cas de Derecho Público a órganos separados jerárquicamente del Poder Central 
(pero pertenecientes a la Administración Pública).

La relación de jerarquía con el titular del Ejecutivo es lo que distingue a la 
Administración Centralizada de la Paraestatal, pues mientras en la primera la línea 
de jerarquía es directa e inmediata, en la segunda y especialmente entre los orga-
nismos descentralizados, es indirecta y mediata.

Bajo esta premisa, como ya quedó establecido, de conformidad con el artículo 
17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para la eficaz atención 
y eficiente despacho de los asuntos de su competencia, las Secretarías de Estado 
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(administración pública centralizada) pueden contar con órganos administrativos des-
concentrados que les están jerárquicamente subordinados y que tienen facultades espe-
cíficas para resolver sobre una determinada materia en el ámbito territorial y funcional 
que designe el legislador.

Esta desconcentración administrativa, prevista en el citado ordenamiento legal, 
atiende a crear una mayor eficacia administrativa e implica una distribución de 
facultades entre los órganos superiores y los órganos inferiores, a quienes se les 
delegan facultades orgánicas que corresponden originariamente a su superior.

Así, estos órganos desconcentrados, tienen cierta autonomía técnica que impli-
ca otorgarles facultades de decisión y cierta autonomía financiera, pero existe de-
pendencia, nexo de jerarquía, poder de nombramiento y mando disciplinario frente 
al órgano central, ya que participan de su personalidad jurídica e incluso de su 
patrimonio.

La desconcentración, de acuerdo con la terminología francesa, que los autores 
italianos y argentinos llaman descentralización burocrática o jerárquica, se lleva a 
cabo dentro de un régimen de centralización administrativa y se distingue de ésta 
porque se atribuye a los órganos inferiores competencia propia para decidir, aun 
cuando estén siempre sometidos a los órganos centrales que nombran a los agen-
tes y continúan ejerciendo sobre ellos su poder jerárquico, de donde resulta lógico 
que los entes desconcentrados carezcan de personalidad jurídica propia, por no ser 
independientes del órgano central, ya que le están subordinados jerárquicamente.

Así, la desconcentración supone una relación entre órganos de una misma 
entidad jurídica, bajo un sistema de organización administrativa en el que el poder 
de decisión y la competencia legal para realizar los actos jurídicos que correspon-
den a la persona pública, son atribuidos a órganos que están subordinados jerár-
quicamente a los órganos centrales de decisión; constituye una forma de organiza-
ción administrativa en la cual se otorgan al órgano desconcentrado determinadas 
facultades de decisión y ejecución que le permiten actuar con mayor rapidez, efi-
cacia y flexibilidad en la realización de funciones esencialmente técnicas, para el 
óptimo desarrollo de las facultades de la Administración Pública.

(…)
La Comisión Federal de Telecomunicaciones constituye un órgano desconcen-

trado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, encargado de regular, 
promover y supervisar el desarrollo eficiente y la cobertura social amplia de las 
telecomunicaciones y la radiodifusión en México, según deriva de lo dispuesto por 
el artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones.

En ese contexto, la Comisión Federal de Telecomunicaciones es un órgano que 
forma parte de la administración centralizada y que sólo se distingue de ésta por 
la forma periférica en que desarrolla sus acciones; además de que se encuentra su-
jeta al orden jerárquico del poder central que le transmite parte de sus funciones.

Lo anterior permite concluir que el hecho de que la Norma Fundamental otor-
gue al Congreso de la Unión, en el artículo 73, fracción XXX, anteriormente trans-
crito, la facultad para expedir todas las leyes que sean necesarias para hacer 
efectivas las demás facultades que a éste y a los otros poderes públicos se confie-
ren, en específico para regular los negocios del orden administrativo, no lo auto-
riza a investir a los entes legislativos mencionados de facultades que en su favor 
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no consagra el texto constitucional y que no resultan imprescindibles para el ejer-
cicio de la atribución que en materia de nombramientos se concede al Presidente 
de la República, respecto de funcionarios de la administración pública centralizada 
y sus correspondientes órganos desconcentrados.

El artículo 90 constitucional otorga al Congreso de la Unión la facultad de re-
gular lo relativo a la Administración Pública Federal, centralizada o paraestatal y, tal 
atribución, acorde con la alusión a “las leyes” que realiza la parte final de la fracción 
II del artículo 89 de la Ley Fundamental, implica la posibilidad de establecer las 
modalidades de los nombramientos de los servidores públicos de tal administra-
ción, como son los requisitos para ocupar determinado cargo o función, ya sea 
edad, profesión, nacionalidad, etcétera.

Esto es, el Congreso de la Unión no puede otorgar más atribuciones ni al Eje-
cutivo, ni al propio Congreso, ni a la Cámara de Diputados o a la Cámara de Sena-
dores, pero sí puede establecer las modalidades y condiciones para que los funcio-
narios puedan ser nombrados, desde luego ello sin suprimir o subordinar la libre 
facultad de nombramiento de que goza el Presidente de la República.

Así, atendiendo a la naturaleza jurídica de la Comisión Federal de Telecomu-
nicaciones, de órgano desconcentrado de la administración pública centralizada, 
se concluye que la previsión que se contiene en el artículo 9-C, último párrafo, 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, para que el Senado o la Comisión 
Permanente “objeten” los nombramientos o la renovación de los titulares de la 
indicada Comisión, resulta inconstitucional, porque se trata de un órgano des-
concentrado de la administración pública centralizada, respecto del cual existe 
entre este organismo y el Titular del Poder Ejecutivo una relación de subordina-
ción jerárquica.

Asimismo, porque en ninguno de los preceptos constitucionales que otorgan 
facultades exclusivas tanto al Senado como a la Comisión Permanente –artículos 76 
y 78, respectivamente, de la Constitución Federal–, ni en algún otro en que se com-
prendan facultades que en su favor consagre la Norma Fundamental, se prevé la 
relativa a su participación en el nombramiento de titulares de entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, dentro de las que se incluye a los organismos descon-
centrados, como en la especie lo es la Comisión Federal de Telecomunicaciones.

Consecuentemente, la participación del órgano legislativo en el procedimiento 
de designación de este tipo de funcionarios resulta violatoria de la facultad de nom-
bramiento que el artículo 89, fracción II, constitucional establece en favor del Pre-
sidente de la República, pues se trata de empleados de la Administración Pública 
Federal que auxilian al Ejecutivo en el desempeño de sus funciones y cuyo nom-
bramiento a él corresponde, sin encontrarse condicionado al móvil de actuación de 
otro de los poderes públicos, salvo en los casos expresamente previstos en el texto 
constitucional.

Por tanto, el dispositivo impugnado, al autorizar a la Cámara de Senadores o, 
en su caso, a la Comisión Permanente, a intervenir en el procedimiento de desig-
nación de los Comisionados de la Comisión Federal de Competencia Económica, 
involucra una invasión a la esfera de atribuciones del Poder Ejecutivo, al no estar 
previsto a nivel constitucional el ejercicio de facultades en este sentido, a cargo de 
los órganos legislativos mencionados.
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Con apoyo en lo expuesto, resulta evidente, que el precepto cuya invalidez se 
demanda resulta contrario al artículo 49 de la Constitución Federal, al vulnerar el 
principio de división de poderes en él consignado, puesto que dicha norma permi-
te que el Poder Legislativo Federal, a través de la Cámara de Senadores del Congre-
so de la Unión, o en su caso, la Comisión Permanente, interfiera en el ámbito de 
atribuciones del Poder Ejecutivo Federal en materia de nombramiento de los fun-
cionarios de un órgano desconcentrado de la administración pública federal, con lo 
que se permite que el primero de los señalados se sobreponga a la decisión adop-
tada por el otro.

De igual forma, el precepto tildado de inconstitucional resulta contrario a los 
principios contenidos en los artículos 89, fracción II, y 90 de la Constitución Fe-
deral, dado que hace nugatoria la facultad del Presidente de la República de 
nombrar libremente y sin injerencia de algún otro Poder, a los funcionarios que 
integran la administración pública federal, de la cual es titular y superior jerár-
quico, al permitir que el órgano legislativo federal pueda objetar las designacio-
nes que realice de los titulares de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, la 
cual, como quedó expuesto, es un órgano desconcentrado de la citada adminis-
tración pública.

En efecto, la interpretación relacionada de los artículos 49, 73, fracción XXX, 
89, fracción II, y 90 constitucionales, permite a este Tribunal Pleno arribar a la 
conclusión de que la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión no puede 
intervenir en el nombramiento de los titulares de la Comisión Federal de Telecomu-
nicaciones, órgano desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, integrante de la Administración Publica Federal centralizada, por lo que al 
establecer el artículo 9-C, último párrafo, de la Ley Federal de Telecomunicaciones 
la posibilidad de objeción por parte del Senado a los nombramientos o a la renova-
ción de los comisionados, con la consecuencia de impedirles que asuman el cargo, 
se incurre en violación al principio de división de poderes al invadirse la facultad 
de libre nombramiento del Presidente de la República.

(…)
Contrariamente a lo que afirma la parte accionante, el que el Congreso de la 

Unión haya establecido el plazo de duración del encargo de los comisionados por 
un lapso de ocho años, así como el hecho de que dichos servidores públicos sólo 
puedan ser removidos por causas graves justificadas, no violenta el principio de 
división de poderes consagrado en el artículo 49 constitucional, ni el artículo 89, 
fracción II, de la Constitución Federal, en la medida en que este último precepto 
faculta expresamente al legislador para el establecimiento de los modos y condicio-
nes en las cuales los funcionarios podrán ser removidos de su cargo.

En efecto, la parte final de la fracción II del artículo 89 constitucional, expresa-
mente alude a la facultad presidencial de remover libremente a los demás emplea-
dos de la Unión, cuya remoción no esté determinada de otro modo en la Constitu-
ción “o en las leyes”, lo que significa la facultad otorgada al Congreso de la Unión 
para establecer las modalidades correspondientes. Esto es, la facultad de remoción 
del Presidente de la República respecto de los demás empleados de la Unión es una 
facultad libre, que no debe ser coartada o impedida por el Congreso de la Unión, 
aunque desde luego éste sí puede establecer las modalidades correspondientes en 
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el ejercicio de dicha facultad, como se ha hecho, verbigracia, en la Ley del Servicio 
Profesional de Carrera.

Así, la facultad de libre remoción que el artículo 89, fracción II, constitucional, 
otorga al Presidente de la República tratándose de la administración pública centra-
lizada, que comprende a los órganos desconcentrados, no puede entenderse de 
manera absoluta, pues el legislador puede establecer modalidades y condiciones 
para que los funcionarios puedan ser removidos, facultad del legislador, por su 
parte, que tampoco se traduce en una libertad absoluta e irrestricta de configura-
ción sobre tales modalidades y condiciones para que los funcionarios referidos 
puedan ser removidos.

El artículo 90 constitucional, como con anterioridad se analizó, otorga al Con-
greso de la Unión la facultad de regular lo relativo a la Administración Pública 
Federal, centralizada o paraestatal y, tal atribución, acorde con la alusión a “las 
leyes” que realiza la parte final de la fracción II del artículo 89 de la Ley Funda-
mental, implica la posibilidad de que el legislador establezca las modalidades en 
las remociones de los servidores públicos de tal administración.

La facultad de libre remoción de los funcionarios de la administración pública 
federal centralizada de que goza el Presidente de la República no se traduce en la 
posibilidad de que ello lo lleve a cabo sin límites o requisitos (…)

(…)
Así, el que la duración en el cargo de Comisionado de la Comisión Federal de 

Telecomunicaciones se haya fijado en ocho años y la posibilidad de su remoción se 
sujete a causas graves debidamente justificadas, no atenta contra la facultad del 
Ejecutivo para nombrar y remover libremente a los empleados de la Administración 
Pública centralizada, pues, con base en lo anteriormente determinado respecto a la 
inconstitucionalidad del artículo 9-C, sólo él, el Titular del Ejecutivo Federal, inter-
vendrá en el nombramiento, sin intervención ni injerencia de algún otro Poder, 
siendo esto lo que debe respetarse por el legislador y garantizarse.

La facultad de libre remoción no se afecta o restringe, en primer lugar, porque, 
como se ha analizado con anterioridad ésta no debe entenderse como una libertad 
absoluta, que pueda llevar a cabo sin modalidades, límites o requisitos, los que 
puede regular el legislador; en segundo lugar, porque la norma impugnada no se-
ñala que para remover a algún comisionado el Presidente de la República deba 
sujetarse a la intervención de otro Poder, ni impide la existencia de la remoción, 
pues la norma prevé la posibilidad de la remoción y será el Poder Ejecutivo quien 
podrá ordenarla; y, en tercer lugar, porque el hecho de que la remoción se sujete a 
una causa grave tampoco afecta las facultades del Presidente de la República, ya 
que será él quien lo determine sin injerencia de ningún otro Poder y podrá hacerlo 
en cualquier momento que así lo amerite.

El artículo 9-D de la Ley Federal de Telecomunicaciones impugnado, debe exa-
minarse en forma integral y no seccionando las hipótesis que contiene, es decir, si 
el legislador fijó un plazo de duración en el cargo de comisionado de la Comisión 
Federal de Telecomunicaciones, es lógico y congruente con ello señalar en qué 
casos puede ser removido quien ocupe el cargo, pues de esta manera se tiene la 
plena certeza y seguridad, por un lado, de que los comisionados conocen con ab-
soluta veracidad que si bien se les nombró por un periodo determinado, deben 
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cumplir sus funciones en forma adecuada y apegados a la ley, pues de incurrir en 
alguna causa grave podrán ser removidos y, por otra parte, el Presidente de la Re-
pública, aun cuando lo haya nombrado por ese lapso de ocho años, podrá remo-
verlos en casos que así se justifiquen.

Es claro, por tanto, que la previsión contenida en la norma cuya constituciona-
lidad se analiza en torno al plazo de duración en el cargo de comisionado y la po-
sibilidad de su remoción sólo por causa grave debidamente justificada, constituye 
una medida que contribuye al fortalecimiento y autonomía de gestión del órgano 
desconcentrado, y tiene como objetivo crear las condiciones que garanticen el 
exacto cumplimiento de los objetivos técnicos encomendados a dicha Comisión, en 
tanto el plazo del encargo permitirá que el servidor público desempeñe su función 
aplicando la experiencia obtenida durante este tiempo, lo que se reflejará en los 
resultados que los gobernados esperan de la Administración Pública en materia de 
telecomunicaciones y radiodifusión, sectores en los que es prioritario asegurar el 
adecuado funcionamiento de los servicios en un mundo cada vez más globalizado, 
lo que se garantiza con la posibilidad de remoción si el comisionado no cumple 
adecuadamente con sus funciones y en forma apegada a la ley.

Así, debe entenderse que el legislador consideró que los objetivos precisados, 
se alcanzan de manera óptima mediante el desempeño del cargo durante un plazo 
objetivamente adecuado para aprovechar los conocimientos de las personas desig-
nadas como comisionados, sin que ello suponga limitación alguna a la facultad de 
remoción de éstos por el titular del Ejecutivo.

Debe tenerse presente que el artículo 123, Apartado B, fracción IX, también 
remite a la ley en cuanto a la determinación de las causas que den justificación a 
la suspensión o cesación de los trabajadores al servicio de los Poderes de la Unión. 
La propia Constitución ha clasificado a los servidores públicos en trabajadores de 
confianza y de base; respecto de los trabajadores de confianza rige el principio 
de libre remoción y en relación con los trabajadores de base habrá que estar a las 
modalidades establecidas al respecto en las disposiciones de la Ley burocrática o 
aplicable para su despido.

Ahora bien, el Poder Reformador de la Constitución y el legislador ordinario, 
en atención a la especialización de los órganos, han creado otro tipo de trabajadores 
que ejercen funciones de dirección y administración propias de los trabajadores de 
confianza, pero que a diferencia de éstos desarrollan aquéllas durante un lapso fijo 
determinado, en ocasiones renovable.

La Ley Fundamental prevé este tipo de nombramientos y duración del cargo 
tratándose de los titulares de los organismos constitucionales autónomos, así como 
de otros cargos en los Poderes Legislativo y Judicial; mientras que el legislador 
establece las características de los nombramientos de los titulares de los órganos 
pertenecientes a la Administración Pública.

En consecuencia, el hecho de que se establezca, tanto un plazo para el des-
empeño del cargo, como la exigencia de una causa grave debidamente justificada 
para la remoción del servidor público, no implica vulneración alguna al artículo 
89, fracción II, constitucional, ni al principio de división de poderes, añadiéndose 
tan sólo que tales previsiones tienen como finalidad el fortalecimiento del órgano 
desconcentrado mediante la estabilidad de sus titulares, garantizándose con ello 
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su autonomía técnica y el óptimo cumplimiento de las funciones que la ley le en-
comienda.

Décimo Cuarto.- Marco regulatorio del régimen de concesiones sobre bandas de 
frecuencia (espacio radioeléctrico).

(…)
CONCESIONES SOBRE BANDAS DE FRECUENCIAS.
(…)
De los preceptos constitucionales transcritos [artículos 25, 27 y 28 constitucio-

nales en la parte conducente] se desprende que:
1) Son áreas estratégicas en las que el Estado ejerce sus funciones de manera 

exclusiva, sin que se consideren monopolios: correos, telégrafos y radiotelegrafía, 
petróleos y los demás hidrocarburos, petroquímica básica, minerales radioactivos, 
generación de energía eléctrica, electricidad y las demás actividades que expresa-
mente señalen las leyes;

2) El Estado puede concesionar, en casos de interés general y sujetándose a lo 
que establezcan las leyes respectivas, la prestación de servicios públicos o la ex-
plotación, uso y aprovechamiento de bienes del dominio de la Federación, con las 
excepciones que éstas prevengan, fijándose además, las modalidades y condicio-
nes que aseguren la eficacia de la prestación de los servicios y la utilización social 
de los bienes y evitarán fenómenos de concentración que contraríen el interés 
público;

3) Corresponde a la Nación el dominio directo, entre otros bienes, del espacio 
situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que fije el derecho 
internacional;

4) El dominio que ejerce la Nación sobre este bien es inalienable e imprescrip-
tible y su explotación, uso o aprovechamiento por los particulares no podrá reali-
zarse sino mediante concesiones otorgadas por el Ejecutivo Federal conforme a las 
reglas y condiciones que establezcan las leyes;

5) La comunicación vía satélite es un área prioritaria para el desarrollo nacional 
en la que el Estado debe ejercer su rectoría, protegiendo la seguridad y la soberanía 
nacionales y cuidando, al otorgar concesiones o permisos, que el Estado mantenga 
el dominio de las respectivas vías de comunicación.

(…)
(…) podemos advertir que este Tribunal Pleno determinó:
1) La concesión administrativa es el acto mediante el que el Estado concede a 

un particular la prestación de un servicio público o la explotación de un bien del 
dominio público, pudiendo ser mixta cuando implica ambas actividades.

2) La concesión constituye un acto administrativo mixto, en el cual coexisten 
elementos reglamentarios y contractuales.

3) El elemento reglamentario atiende a las normas a que ha de sujetarse la 
organización y funcionamiento del servicio o la explotación o aprovechamiento de 
los bienes, mismas que el Estado puede modificar sin el consentimiento del conce-
sionario.

4) El elemento contractual protege los intereses legítimos del concesionario, 
creando a su favor una situación jurídica individual que no puede ser modificada 
unilateralmente por el Estado; atiende básicamente a las ventajas económicas que 
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representen para el concesionario la garantía de sus inversiones y la posibilidad de 
mantener el equilibrio financiero.

5) Así, toda concesión, como acto jurídico administrativo mixto, se encuentra 
sujeta a las modificaciones del orden jurídico que regulan el servicio público que 
debe prestarse o el bien público por explotar, al mismo tiempo que garantiza los 
intereses legítimos de los concesionarios.

(…)
Se entiende entonces que las concesiones podrán otorgarse respecto a un 

servicio público o sobre un bien del dominio público, y que será mixta si involucra 
a ambos. Para la resolución de la presente acción es relevante el análisis del segun-
do supuesto, es decir, de la concesión sobre un bien del dominio público de la Fe-
deración, en virtud de que los servicios de telecomunicación y/o radiodifusión no 
son considerados en las leyes especiales que los regulan como un servicio público, 
según se advierte de los artículos 4 de la Ley Federal de Radio y Televisión y 5 de 
la Ley Federal de Telecomunicaciones (…)

(…)
Se desprende de los artículos transcritos, que los servicios de radio y televisión 

se consideran como una actividad de interés público y, en general, se alude a las 
telecomunicaciones como un servicio de interés público, mas no así como un ser-
vicio público.

(…)
De los preceptos transcritos [artículos 1, fracciones I y II, 2, fracciones I y II, 

4, párrafos primero y segundo, 6, fracciones I y II, 7, fracción I, 8, 9, párrafo prime-
ro, 13, 16 y 17 de la Ley General de Bienes Nacionales] podemos deducir que:

1) El espacio aéreo constituye un bien nacional de uso común y, como tal, está 
sujeto al régimen de dominio público de la Federación y regulado por sus leyes 
específicas, aplicándose en lo no previsto en éstas, la Ley General de Bienes Nacio-
nales, siempre que no se oponga a lo dispuesto en ellas.

2) Todos los habitantes de la República Mexicana pueden hacer uso del espacio 
aéreo, con las restricciones establecidas en las leyes y reglamentos administrativos 
aplicables, pero para su aprovechamiento especial se requiere concesión, autoriza-
ción o permiso otorgados conforme a las condiciones y requisitos legalmente esta-
blecidos.

3) El espacio aéreo está sujeto a la jurisdicción de los Poderes Federales y es 
inalienable, imprescriptible e inembargable.

4) Las concesiones, permisos y autorizaciones sobre el espacio aéreo no crean 
derechos reales, pues sólo otorgan frente a la administración y sin perjuicio de 
terceros, el derecho a su uso, aprovechamiento o explotación conforme a las leyes 
y al título correspondiente.

5) El Ejecutivo Federal, a través de la dependencia competente, podrá negar la 
concesión relativa, entre otros supuestos, cuando no se cumplan los requisitos 
legales para su obtención; cuando con ella se cree un acaparamiento contrario al 
interés social; cuando el Estado decida la explotación directa del bien; cuando se 
afecte la seguridad nacional; y cuando exista motivo fundado de interés público.

El espectro radioeléctrico es parte del espacio aéreo situado sobre el territorio 
nacional.



Apéndices 289Clara Luz Álvarez González de Castilla288 Apéndices 289Clara Luz Álvarez González de Castilla288

En efecto, el artículo 27 constitucional establece el dominio directo de la Nación 
sobre el espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que 
fije el Derecho internacional; por su parte, la Sección Primera, Apartado 1-5, del 
Reglamento de Radiocomunicaciones de la Unión Internacional de Telecomunicacio-
nes, que tiene el carácter de tratado internacional, define a las ondas radioeléctricas 
u ondas hertzianas como las ondas electromagnéticas, cuya frecuencia se fija con-
vencionalmente por debajo de los 3,000 (tres mil) gigahertz y que se propagan por 
el espacio sin guía artificial; finalmente, el artículo 3, fracción II, de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones define al espectro radioeléctrico como el espacio que permite 
la propagación sin guía artificial de ondas electromagnéticas cuyas bandas de fre-
cuencia se fijan convencionalmente por debajo de los 3,000 gigahertz.

Así, si se relaciona el concepto de ondas radioeléctricas definido por el derecho 
internacional con el del espectro radioeléctrico que define la Ley Federal de Teleco-
municaciones, cabe concluir que este último forma parte del espacio situado sobre 
el territorio nacional a que se refiere el artículo 27 constitucional.

(…)
(…) atendiendo a los precepto (sic) legales que fueron objeto de reforma o 

adición en el Decreto controvertido, se precisa que el régimen de las concesiones 
reguladas en la Ley Federal de Telecomunicaciones no fue modificado y que sólo lo 
fue el régimen de las concesiones y permisos relativos a los servicios de radiodifusión 
(radio y televisión abiertas) regulado en la Ley Federal de Radio y Televisión, así como 
la forma en que los concesionarios de estos últimos servicios pueden, mediante una 
simple autorización, obtener concesiones para prestar adicionalmente servicios de 
telecomunicaciones diversos a los de radiodifusión.

En consecuencia, el estudio que se realice de las concesiones que regula la Ley 
Federal de Telecomunicaciones, que no fueron reformadas en el Decreto, sólo se 
hará para analizar la constitucionalidad de las que sí fueron modificadas, a saber 
las concesiones y permisos de radiodifusión, en tanto se plantea la contravención 
a la Constitución Federal por el diverso trato que el legislador da a los concesiona-
rios y permisionarios en esta materia, en relación con los demás servicios de tele-
comunicaciones y la posibilidad que se les da para acceder a la prestación de los 
demás servicios de telecomunicaciones, sin sujetarlos a licitación pública, sino 
mediante la presentación de una simple solicitud de autorización.

(…)
Así, el objeto propio de concesión o permiso no lo constituye, aisladamente 

considerado, el espacio radioeléctrico correspondiente a la frecuencia o frecuen-
cias asignadas al servicio de telecomunicación que se va a prestar, sino que, tal 
frecuencia o frecuencias son atribuidas, en todos los casos, para un uso o varios 
usos determinados y específicos, lo que permite concluir que existe una relación 
indisoluble entre la concesión otorgada y el uso del bien concesionado. Dicho de 
otra manera, la concesión se otorga sobre la banda de frecuencia que corresponda 
al servicio que se desea prestar, asignándose un canal o canales de frecuencia o 
frecuencias que, por tanto, se encuentran vinculados al servicio de telecomunica-
ciones que se prestará, sea radio, televisión, telefonía, etcétera, e incluso con la 
modalidad correspondiente del servicio relativo, como lo es una estación de televi-
sión comercial, cultural y demás.
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(…)
En este sentido, resulta claro que las concesiones se otorgan para usar, apro-

vechar o explotar la banda de frecuencia que corresponda, atribuida específicamen-
te al servicio que se va a prestar, concretamente en la frecuencia o frecuencias 
asignadas al concesionario para ello (cuando son varias frecuencias también se 
denomina banda de frecuencias). Es decir, la concesión se encuentra, en todos los 
casos, sujeta a un uso específico y determinado, además de suponer la adjudicación 
de una zona geográfica de cobertura.

(…)
Por otra parte, se considera oportuno destacar que la Ley Federal de Radio y 

Televisión no maneja los conceptos de concesión y permiso con las diferencias 
propias que en la doctrina suele atribuírseles, pues en la ley citada se utilizan uno 
y otro concepto según el uso de las estaciones de radio y televisión, no obstante 
que unas y otras aprovechan un bien del dominio público como lo es el espacio 
radioeléctrico para un uso determinado, pues en el artículo 13, segundo párrafo, 
se establece que las estaciones comerciales requerirán concesión, mientras que 
las estaciones oficiales, culturales, de experimentación, escuelas radiofónicas o las 
que establezcan las entidades y organismos públicos para el cumplimiento de sus 
fines y servicios requerirán permiso.

Así, mientras que la doctrina suele denominar concesión al acto por el cual se 
concede a un particular el derecho a prestar un servicio público o explotar y apro-
vechar un bien del dominio público de la Federación, es decir que mediante la 
concesión se crea un derecho a favor del particular concesionario que antes no 
tenía, la autorización o permiso permite el ejercicio de un derecho preexistente del 
particular en virtud de que no corresponde al Estado la facultad de realizar tal ac-
tividad, lo anterior fue señalado por este Tribunal Pleno al fallar en sesión de trein-
ta de marzo de dos mil cuatro el amparo en revisión 159/2003, cuyas consideracio-
nes relativas fueron transcritas con anterioridad (…)

(…)
Finalmente, debe indicarse que al otorgar concesiones, tanto en materia de 

telecomunicaciones como de radiodifusión, el Estado tendrá siempre la posibilidad 
de cambiar o rescatar las bandas de frecuencias concesionadas, entre otros su-
puestos, por la introducción de nuevas tecnologías, como expresamente se señala 
en los artículos 23 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, 9, último párrafo, de 
la Ley Federal de Radio y Televisión y 107 del Reglamento de Telecomunicaciones, 
así como en el artículo 19 de la Ley General de Bienes Nacionales, supletoriamente 
aplicable en lo no dispuesto expresamente en las anteriores leyes, sus reglamentos 
y tratados internacionales, que disponen respectivamente:

(…)
Como consecuencia de lo anterior, si en virtud del avance tecnológico consis-

tente en la transformación del sistema analógico al digital, el Estado considerara 
necesario reorganizar el espectro radioeléctrico a fin de hacer más eficiente su uso, 
al ser éste un bien escaso, estaría en posibilidad jurídica de reasignar o reubicar 
las bandas de frecuencia e, incluso recuperarlas, al corresponder a éste, en todo 
momento, su dominio directo.

(…)
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Marco Constitucional y Legal Regulatorio del servicio de radiodifusión

(…)
5. A su vez, el artículo 25 constitucional, si bien no consagra un derecho individual 
a favor de los gobernados que pudiera ser exigible a través del juicio de amparo, sí 
establece el concepto de rectoría económica del Estado, atribuyéndole a éste la 
responsabilidad de conducir e implementar el desarrollo nacional, mediante la ac-
tuación que regule e impulse el proceso económico y a la vez atienda los procesos 
sociales derivados del mismo, para propiciar un crecimiento sostenido, equilibrado 
e integral.

La rectoría económica, en este sentido, se entiende como la facultad de planear, 
conducir, coordinar y orientar la actividad económica nacional, así como la regula-
ción y fomento de las actividades que demanda el interés general en el marco de 
libertades que otorga la Constitución. Debiendo destacarse que el ordenamiento 
constitucional establece la obligación estatal de apoyar e impulsar, bajo criterios de 
equidad social y productividad, a los sectores social y privado de la economía, su-
jetándolos a las modalidades que dicte el interés público, así como al uso, en bene-
ficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio 
ambiente, condiciones todas ellas que se encuentran íntimamente vinculadas con 
los principios de un desarrollo sustentable.

(…)
6. En el artículo 26 constitucional, se establece, como instrumento fundamental 

del sistema político, la planeación, que tendrá como objetivos imprimir solidez, di-
namismo, permanencia y equidad al crecimiento de la economía, para lograr la 
independencia y la democratización política, social y cultural de la nación, dicha 
planeación deberá ser democrática, pues en ella participan diversos sectores socia-
les que reflejan las aspiraciones y demandas de la sociedad para su incorporación 
al plan nacional de desarrollo.

7. Por su parte, el artículo 27 constitucional establece que corresponde a la 
Nación el dominio directo, entre otros bienes, del espacio situado sobre el territorio 
nacional, en la extensión y términos que fije el derecho internacional; que la comu-
nicación vía satélite es un área prioritaria para el desarrollo nacional en la que el 
Estado debe ejercer su rectoría, protegiendo la seguridad y la soberanía nacionales 
y cuidando, al otorgar concesiones o permisos, que se mantenga el dominio de las 
respectivas vías de comunicación. Que el dominio que ejerce la Nación sobre el 
espacio situado sobre el territorio nacional es inalienable e imprescriptible y su 
explotación, uso o aprovechamiento por los particulares no podrá realizarse sino 
mediante concesiones otorgadas por el Ejecutivo Federal conforme a las reglas y 
condiciones que establezcan las leyes; que el Estado podrá concesionar, en casos 
de interés general y sujetándose en todo momento a las leyes respectivas, la pres-
tación de servicios públicos o la explotación, uso y aprovechamiento de bienes del 
dominio de la Federación, fijando las modalidades y condiciones que aseguren la 
eficacia de la prestación de los servicios y la utilización social de los bienes y eviten 
fenómenos de concentración que contraríen el interés público.

8. El artículo 28 constitucional, por una parte, establece la prohibición general 
de la existencia de monopolios, prácticas monopólicas, estancos, exenciones de 
impuestos y las prohibiciones que se establezcan a título de protección a la indus-



Apéndices 293Clara Luz Álvarez González de Castilla292 Apéndices 293Clara Luz Álvarez González de Castilla292

tria, con las excepciones que el propio precepto establece en torno a áreas estraté-
gicas, cuyas funciones ejerce el Estado de manera exclusiva; y, por otra, reitera la 
obligación del Estado, como rector del desarrollo económico nacional, de regular el 
fenómeno económico protegiendo el interés social y el de los consumidores en 
general. Asimismo, se impone la obligación a cargo del Congreso de la Unión de 
dictar leyes que fijen las modalidades y condiciones que aseguren la eficacia de la 
prestación de los servicios y la utilización social de los bienes, evitando fenómenos 
de concentración que contraríen el interés público.

(…)
Lo hasta aquí considerado, deja en claro que en el procedimiento para el otor-

gamiento de concesiones y permisos en materia de radio y televisión deben tomar-
se en cuenta, además del equilibrio económico y el desarrollo de la competencia en 
el sector, la función social que los medios deben desarrollar, esto es, la determina-
ción respecto a la asignación de bandas de frecuencia atribuidas a la radiodifusión 
no puede sustentarse exclusiva, ni predominantemente, en aspectos económicos, 
pues si bien debe atenderse a la susceptibilidad de explotación del bien y a las 
condiciones del mercado de que se trata, el criterio rector del Estado en este tema 
no puede desconocer el interés público de la actividad, ni puede tampoco suponer 
una renuncia a su función reguladora para lograr que, efectivamente, se cumpla el 
fin social que se persigue y que tiene un impacto educativo, social y cultural sobre 
la población muy significativo.

Décimo Quinto.- Inconstitucionalidad del requisito de la solicitud de opinión favora-
ble a la Comisión Federal de Competencia para el otorgamiento de concesiones en mate-
ria de radiodifusión; de la excepción de someterse al procedimiento de licitación en el 
caso de refrendo; del sistema de licitación por subasta pública para decidir sobre el otor-
gamiento de esas concesiones; del plazo de duración de las concesiones; y de la autori-
zación a los concesionarios de radiodifusión para la prestación de servicios adicionales 
en materia de telecomunicaciones.

(…)
De las normas de la Ley Federal de Telecomunicaciones transcritas [artículos 

14 a 21 y 23] podemos desprender lo siguiente:
a) Las concesiones sobre bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico 

para usos determinados se otorgarán mediante licitación pública, teniendo el Go-
bierno Federal derecho a percibir una contraprestación por su otorgamiento.

b) La Secretaría de Comunicaciones y Transportes debe establecer y publicar 
periódicamente el programa sobre las bandas de frecuencias para usos determina-
dos, con sus correspondientes modalidades de uso y coberturas geográficas, que 
serán objeto de licitación pública, pudiendo los interesados solicitar que se liciten 
bandas de frecuencias, modalidades de uso y coberturas distintas, sobre lo que 
deberá resolver la Secretaría mencionada en un plazo no mayor de sesenta días 
naturales.

c) El procedimiento de licitación se realizará de la siguiente manera:
•	Se publicará la convocatoria en el Diario Oficial de la Federación y en un perió-
dico de la entidad o entidades federativas cuya zona sea cubierta por las ban-
das de frecuencias objeto de concesión, para que los interesados adquieran las 
bases correspondientes, que deberán señalar: los requisitos que deben cum-
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plir los interesados (programas y compromisos de inversión, cobertura y cali-
dad de los servicios a prestar; el plan de negocios; las especificaciones técnicas 
de los proyectos y la opinión favorable de la Comisión Federal de Competen-
cia); las bandas de frecuencias objeto de concesión, sus modalidades de uso y 
zonas geográficas en que se utilizarán; el periodo de vigencia de la concesión 
y los criterios para seleccionar al ganador.
•	Cuando las proposiciones presentadas no aseguren las mejores condiciones 
para la prestación de los servicios, las contraprestaciones ofrecidas no sean 
satisfactorias o no se cumplan los requisitos establecidos en las bases de licita-
ción, se declarará desierta la licitación y podrá expedirse nueva convocatoria.
•	El título de concesión contendrá el nombre y domicilio del concesionario; las 
bandas de frecuencias concesionadas, sus modalidades de uso y zona geográ-
fica en que se utilizarán; los programas de inversión; los servicios que podrá 
prestar el concesionario; las especificaciones técnicas del proyecto; el periodo 
de vigencia; las contraprestaciones que, en su caso, deberán cubrirse por el 
otorgamiento de la concesión, y los demás derechos y obligaciones de los con-
cesionarios.
•	El título de concesión deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación a 
costa del interesado.

d) Las concesiones se otorgarán por un plazo hasta de veinte años y podrán 
ser prorrogadas hasta por plazos iguales, siempre que el concesionario hubiere 
cumplido con las condiciones previstas en la concesión, lo solicite antes de que 
inicie la última quinta parte del plazo de la concesión y acepte las nuevas condicio-
nes que establezcan las leyes y la autoridad competente.

e) Para la obtención de concesiones sobre bandas de frecuencias para usos 
experimentales se deberán reunir los requisitos previstos en el artículo 24 de la 
propia Ley Federal de Telecomunicaciones (referido a las concesiones para instalar, 
operar o explotar redes públicas de telecomunicaciones). Estas concesiones se 
otorgarán por un plazo de hasta dos años.

f) La autoridad competente podrá cambiar o rescatar una frecuencia o una 
banda de frecuencias concesionadas cuando lo exija el interés público; por razones 
de seguridad nacional; para la introducción de nuevas tecnologías; para solucionar 
problemas de interferencia perjudicial; y para dar cumplimiento a los tratados in-
ternacionales. En estos casos podrán otorgarse directamente al concesionario 
nuevas bandas de frecuencias.

(…)
De las normas de la Ley Federal de Radio y Televisión transcritas [artículos 13, 

16, 17, 17-A a 17-J, 19 y 21] se desprende lo siguiente:
a) Corresponde al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Comunica-

ciones y Transportes, determinar la naturaleza y propósito de las estaciones de radio 
y televisión, las cuales podrán ser: comerciales, oficiales, culturales, de experimen-
tación, escuelas radiofónicas o de cualquier otra índole, precisándose que sólo las 
comerciales requerirán de concesión, mientras que las otras sólo de permiso.

b) Las concesiones materia de la Ley Federal de Radio y Televisión se otorgarán 
por veinte años y podrán refrendarse al mismo concesionario, el que tendrá prefe-
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rencia sobre terceros, sin necesidad de sujetarse al procedimiento de licitación 
pública.

c) Las concesiones referidas se otorgarán mediante licitación pública, teniendo 
el Gobierno Federal derecho a recibir una contraprestación económica por su otor-
gamiento.

d) La Secretaría de Comunicaciones y Transportes debe publicar en el Diario 
Oficial de la Federación el programa de concesionamiento de frecuencias de radiodi-
fusión, debiendo considerar para determinar la ubicación de las estaciones de ra-
diodifusión y las demás características de las frecuencias a licitar, entre otras 
cuestiones, los fines de la radio y televisión y las condiciones del mercado en la 
plaza o región de que se trate, pudiendo el interesado solicitar que se liciten fre-
cuencias y coberturas geográficas adicionales o distintas, sobre lo que debe resol-
ver la Secretaría mencionada en un plazo que no exceda de treinta días naturales.

e) El procedimiento de licitación se realizará de la siguiente manera:

•	La Comisión Federal de Telecomunicaciones publicará la convocatoria en el 
Diario Oficial de la Federación, poniendo a disposición de los interesados las 
bases de la licitación en un plazo máximo de treinta días naturales.
•	La convocatoria deberá señalar, entre otras cuestiones, la frecuencia por la 
que se prestará el servicio, la potencia y zona geográfica de cobertura y los 
requisitos y plazos que deberán cumplir los interesados.
•	Las bases de licitación deberán contener, entre otras cuestiones, el plan de 
negocios que establezca la descripción y especificaciones técnicas y los progra-
mas de cobertura, de inversión, financiero, de producción y programación; la 
garantía de la continuación del procedimiento hasta su conclusión; y la solici-
tud de opinión favorable de la Comisión Federal de Competencia.
•	Se prevendrá al solicitante, dentro de los quince días hábiles siguientes a la 
fecha de recepción, sobre la información faltante o respecto de la que no cum-
pla los requisitos legales, para que en igual plazo se subsane lo relativo.
•	La Comisión Federal de Telecomunicaciones deberá valorar, para definir el 
otorgamiento de la concesión, la congruencia entre el programa de concesio-
namiento de frecuencias de radiodifusión y los fines expresados para la utili-
zación de la frecuencia en la prestación del servicio de radiodifusión, así como 
el resultado de la licitación a través de subasta pública.
•	Concluido el procedimiento de licitación, quedará sin efectos la garantía otor-
gada; el ganador deberá acreditar el pago de la contraprestación a que tiene 
derecho el Estado; la resolución relativa deberá presentarse al Secretario de 
Comunicaciones y Transportes para que expida el título correspondiente, que 
deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación, a costa del interesado.
•	Se declarará desierta la licitación y podrá expedirse nueva convocatoria 
cuando las solicitudes presentadas no aseguren las mejores condiciones para 
la prestación de los servicios; las contraprestaciones ofrecidas no sean satis-
factorias o ninguna de las solicitudes cumpla con los requisitos exigidos en la 
convocatoria o las bases de licitación.

f) Las concesiones contendrán, entre otras cuestiones, el nombre del concesio-
nario; el canal asignado; la ubicación del equipo transmisor; la potencia autorizada; 
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el sistema de radiación y sus especificaciones técnicas; su duración; área de cober-
tura; y la garantía de cumplimiento de obligaciones del concesionario.

Por otro lado, debe tomarse en cuenta que los artículos 28 y 28-A de la Ley 
Federal de Radio y Televisión establecen el procedimiento mediante el cual, a través 
de una solicitud formulada a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, los 
concesionarios de bandas de frecuencias para la prestación del servicio de radio-
difusión, podrán prestar servicios adicionales de telecomunicaciones a través de 
dichas bandas, obteniendo una nueva concesión en materia de telecomunicaciones 
(…)

(…)
De los preceptos reproducidos [artículos 28 y 28-A de la lfrytv cuya constitu-

cionalidad es revisada en esta resolución] se entiende que:
a) Los concesionarios de bandas de frecuencias atribuidas para la prestación 

del servicio de radiodifusión, que deseen prestar servicios de telecomunicaciones 
adicionales a través de dichas bandas, deberán presentar solicitud a la Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes.

b) La Secretaría mencionada podrá requerir el pago de una contraprestación, 
cuyo monto se determinará considerando la amplitud de la banda del espectro ra-
dioeléctrico en que se prestarán los servicios de telecomunicaciones adicionales a 
los de radiodifusión, la cobertura geográfica que utilizará el concesionario para 
proveer el nuevo servicio y el pago que hayan realizado otros concesionarios en la 
obtención de bandas de frecuencias para usos similares, en los términos de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones.

c) La Secretaría, en el mismo acto en que autorice los servicios adicionales 
referidos, otorgará título de concesión para usar, aprovechar o explotar una banda 
de frecuencias en el territorio nacional, así como para instalar, operar o explotar 
redes públicas de telecomunicaciones, a que se refieren las fracciones I y II, res-
pectivamente, del artículo 11 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, el que 
sustituirá la concesión otorgada en los términos de la Ley Federal de Radio y Tele-
visión.

d) Cuando se otorgue la autorización de que se trata, las bandas de frecuencias 
del espectro radioeléctrico y los servicios de telecomunicaciones que se presten en 
ellas, se regirán por las disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones, 
mientras que el servicio de radiodifusión se regirá por las normas de la Ley Federal 
de Radio y Televisión, en lo que no se opongan a aquélla.

e) La Secretaría emitirá disposiciones administrativas de carácter general rela-
cionadas con las solicitudes de que se trata, atendiendo al uso eficiente del espectro 
radioeléctrico y de la infraestructura existente; a la promoción de la competitividad, 
diversidad, calidad y mejores precios de los servicios; y al impulso de la penetración 
y cobertura de servicios; además de vigilar que no se afecte los servicios de radio-
difusión, ni la implantación futura de la digitalización de los propios servicios.

Ahora bien, este Tribunal Pleno estima que resultan inconstitucionales:
I) La fracción V del artículo 17-E de la Ley Federal de Radio y Televisión, sólo 

en cuanto establece como requisito para el otorgamiento de una concesión en ma-
teria de radiodifusión, la mera “solicitud de” opinión favorable “presentada” a la 
Comisión Federal de Competencia.
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II) El artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televisión, al disponer que el 
refrendo de las concesiones, salvo en el caso de renuncia, no se sujetará al proce-
dimiento de licitación.

III) El procedimiento de licitación pública previsto en la Ley Federal de Radio 
y Televisión, únicamente en cuanto se establece en el artículo 17-G que la Comi-
sión Federal de Telecomunicaciones valorará, para definir el otorgamiento de la 
concesión, entre otras cuestiones, el resultado de la licitación a través de subasta 
pública.

IV) El artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televisión, en cuanto establece 
un término fijo para la concesión de veinte años.

V) El beneficio que el artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión otorga 
a los concesionarios de bandas de frecuencias atribuidas para la prestación del 
servicio de radiodifusión, que se traduce en que éstos, mediante una simple solici-
tud formulada a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, podrán ser autori-
zados para prestar servicios de telecomunicaciones adicionales a través de dichas 
bandas, es decir, sin que se les sujete al procedimiento de licitación pública contem-
plado para cualquier otra persona interesada en obtener una concesión en materia 
de servicios de telecomunicación y, además, sin que esté consagrado el derecho del 
Estado a obtener una contraprestación a cambio de la nueva concesión autorizada, 
puesto que el cobro de la misma se establece como una mera posibilidad.

(…)
II) INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 16 DE LA LEY FEDERAL DE RA-

DIO Y TELEVISIÓN EN CUANTO ESTABLECE QUE EL REFRENDO DE LAS CONCE-
SIONES, SALVO EN EL CASO DE RENUNCIA, NO SE SUJETARÁ AL PROCEDIMIENTO 
DE LICITACIÓN.

(…)
En la ejecutoria transcrita [Amparo en revisión 652/2000, promovido por Radio 

Móvil Dipsa, Sociedad Anónima de Capital Variable, sesión de 27 de enero de 2004] 
se determinó que dado que el espectro radio eléctrico es espacio situado sobre el 
territorio nacional y, por tanto, un bien de dominio público, que además constituye 
un área prioritaria para el Estado, su uso, explotación y aprovechamiento debe 
otorgarse con sujeción a los principios dispuestos por el artículo 134, párrafos se-
gundo y tercero, en relación con los artículos 28, párrafos cuarto y antepenúltimo, 
25, 26 y 27 de la Constitución Federal.

Que lo anterior es así, porque el artículo 134 citado protege, como valor funda-
mental, el manejo de los recursos económicos de la Federación, que si bien, en 
principio, son aquellos ingresos públicos o medios financieros que se asignan vía 
presupuesto para las contrataciones de obras públicas y servicios, o bien, para las 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, bajo los principios de eficiencia, efica-
cia, honradez y licitación pública y abierta, a fin de asegurar al Estado las mejores 
condiciones, también comprende a las enajenaciones de todo tipo de bienes bajo 
los mismos principios y fines, por lo que, entendidos los recursos económicos 
como bienes del dominio de la nación susceptibles de ser entregados a cambio de 
un precio, se concluye que el espectro radioeléctrico, por ser un bien de esa natu-
raleza que se otorga en concesión a cambio de una contraprestación económica, 
debe considerarse también como recurso económico en su amplia acepción, al que 



Apéndices 297Clara Luz Álvarez González de Castilla296 Apéndices 297Clara Luz Álvarez González de Castilla296

son aplicables los principios contenidos en el artículo 134 de la Constitución res-
pecto del género enajenaciones, conjuntamente con los establecidos en los artícu-
los 25, 26, 27 y 28 constitucional constitucionales, que conforman el capítulo eco-
nómico de la Ley Fundamental.

Por último, se precisa en la ejecutoria de que se trata, que la regla general de 
libre intervención en las licitaciones que contiene el artículo 134, tiene excepciones 
cuando no se garantice la satisfacción de todos los requisitos, lo que relacionado 
con la obligación plasmada en el artículo 28 de evitar fenómenos de concentración, 
permite concluir que no toda licitación y adjudicación de recursos económicos del 
Estado debe hacerse en los términos de los dos primeros párrafos del primer nu-
meral citado, pues hay casos excepcionales, como sucede con el espectro radioeléc-
trico, en que la seguridad y soberanía nacionales son de mayor trascendencia que 
el mero interés pecuniario de la Federación.

Se reitera el criterio ha que se ha hecho referencia, precisándose que en el 
caso, como se trata de concesiones en materia de radiodifusión, la que, como se 
destacó en el considerando precedente de esta resolución, constituye una actividad 
de interés público que cumple una función social de relevancia trascendental para 
la nación porque los medios de comunicación son un instrumento para hacer efec-
tivos los derechos fundamentales de los gobernados, los principios contenidos en 
el artículo 134 constitucional no deben relacionarse solamente con los numerales 
relativos al capítulo económico de la Ley Suprema, sino también y preferentemen-
te, con todos aquellos que consagran los referidos derechos fundamentales.

(…)
De igual forma, al no someterse a licitación a los concesionarios interesados 

en que se les renueve el beneficio previamente otorgado para usar, explotar y apro-
vechar las bandas de frecuencias previamente concesionadas, no se asegura la 
economía, eficiencia, eficacia y honradez en la administración del espectro radio-
eléctrico, ni se aseguran al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto 
a precio, calidad, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Lo anterior se refuerza si se considera que al relevarse a los concesionarios de 
someterse al procedimiento de licitación, se impide que el Estado reciba una con-
traprestación económica por refrendar la concesión.

En efecto, conforme a lo dispuesto por los artículos 17, 17-I y 17-J de la Ley 
Federal de Radio y Televisión, el Gobierno Federal tiene derecho a recibir una con-
traprestación económica por el otorgamiento de la concesión, que deberá cubrir el 
ganador dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la resolución rela-
tiva, a fin de que ésta se presente al Secretario de Comunicaciones y Transportes 
para la emisión del título correspondiente. Esta contraprestación se cubre por otor-
garse la concesión para usar, aprovechar y explotar el bien del dominio de la na-
ción, con independencia de los derechos que contempla la Ley Federal de Derechos 
por concepto del estudio de las solicitudes y documentación inherentes para la 
expedición del título correspondiente y por la expedición misma del título.

Por tanto, al no quedar sometido el titular de una concesión al procedimiento 
de licitación a fin de que se le renueve el beneficio en el uso, aprovechamiento o 
explotación del bien concesionado, no tendrá que cubrir la contraprestación eco-
nómica prevista en el artículo 17 de la Ley Federal de Radio y Televisión y, en con-
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secuencia, no cubrirá al Estado cantidad alguna por el refrendo del título relativo, 
y sólo pagará los derechos previstos en la Ley Federal de Derechos, que no lo son 
por el anterior concepto sino por la expedición del título correspondiente y por la 
recepción y estudio de los documentos relativos.

Por otro lado, debe destacarse que el no sometimiento de los concesionarios al 
procedimiento de licitación a fin de obtener el refrendo de sus títulos, se traduce en 
el otorgamiento a la autoridad de un amplio margen de discrecionalidad para decidir 
al respecto, ya que la ley no prevé criterios o reglas que deba aplicar para decidir al 
respecto, lo que permite la actuación arbitraria de aquélla y deja en estado de in-
defensión a los interesados en el refrendo de sus concesiones, en contravención a 
las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el artículo 16 cons-
titucional.

(…)
Al respecto, resulta pertinente tener presente el criterio contenido en la tesis P. 

XXXIV/2004, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Epoca, Tomo XX, Agosto de 2004, página 10, que establece:

“CONCESIONES. SE RIGEN POR LAS LEYES VINCULADAS CON SU OBJETO. 
El artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 
décimo párrafo, establece que el Estado podrá concesionar la prestación de servi-
cios públicos, así como la explotación, uso o aprovechamiento de bienes de domi-
nio de la Federación, y que las leyes fijarán las modalidades y condiciones que 
aseguren la eficacia en la prestación de dichos servicios y la utilización social de 
los bienes en uso o explotación. El Estado en su calidad de concesionante y los 
particulares como concesionarios, deberán sujetarse a las leyes que regulan el 
servicio público o los bienes concesionados, proporcionando el marco de los dere-
chos, obligaciones, límites y alcances de las partes en una concesión; ello genera 
certidumbre para los gobernados respecto a las consecuencias de sus actos y aco-
ta las atribuciones de las autoridades correspondientes para impedir actuaciones 
arbitrarias, con lo que se respeta la garantía de seguridad jurídica consignada por 
los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. No es óbice a lo anterior el hecho 
de que en el título de concesión se establezca que el concesionario quedará sujeto 
a todas las leyes y ordenamientos expedidos con posterioridad al otorgamiento de 
ésta, puesto que se entiende que sólo podrá estar sujeto a aquellas disposiciones 
u ordenamientos normativos que se vinculen con el objeto de la concesión explo-
tada, atendiendo al régimen de concesión de servicios y bienes públicos previsto 
por el referido artículo 28 constitucional.”

Como se advierte de la tesis transcrita, en ella se establece que el Estado en su 
calidad de concesionante y los particulares como concesionarios, deben sujetarse 
a las leyes que regulan el servicio público o los bienes concesionados y que pro-
porcionan el marco de los derechos, obligaciones, límites y alcances de las partes, 
lo que genera certidumbre para los gobernados y acota las atribuciones de las au-
toridades correspondientes para impedir actuaciones arbitrarias.

A la luz del referido criterio, se advierte que si el artículo 16 impugnado, no 
somete a los concesionarios al procedimiento de licitación para obtener el refrendo 
de los títulos respectivos, ni precisa criterios y reglas que normen el actuar de la 
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autoridad al respecto, no se genera certidumbre a los concesionarios ni se acotan 
las atribuciones de la autoridad, violándose así las garantías de legalidad y seguri-
dad jurídica.

(…)
III) INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 17-G DE LA LEY FEDERAL DE 

RADIO Y TELEVISIÓN.
Sobre el particular debe recordarse que de conformidad con lo razonado en el 

considerando precedente, quedó de manifiesto que la sujeción de la prestación de 
los servicios de radiodifusión al marco regulatorio constitucional y jurídico se da en 
dos vertientes: por un lado, en el ejercicio de la actividad que desempeñan, median-
te el condicionamiento de su programación y de la labor de los comunicadores que 
en ellos intervienen de ajustarse a la satisfacción de los derechos fundamentales 
del ser humano, pues al constituir medios masivos de comunicación, cumplen 
una función social trascendental en la educación, la cultura y la integración de la 
población, además de proporcionar a esta información, esparcimiento y entreteni-
miento, influir en sus valores, en su democratización, en la politización, en la ideo-
logía de respeto al hombre sin discriminación alguna, etcétera y, por otro lado, en 
la medida en que se garantice que la obtención, operación y administración de los 
servicios de que se trata, mediante concesiones y permisos, resulte transitoria y 
plural a fin de evitar su concentración en grupos de poder.

No obstante lo anterior, el artículo 17-G prevé que para definir el otorgamiento 
de la concesión respectiva, la Comisión Federal de Telecomunicaciones valorará la 
congruencia entre el programa a que se refiere el artículo 17-A, esto es, el programa 
de concesionamiento de frecuencias de radiodifusión que debe publicar la Secreta-
ría de Comunicaciones y Transportes en el Diario Oficial de la Federación, y los fines 
expresados por los interesados para utilizar la frecuencia en la prestación del servicio 
de radiodifusión, así como el resultado de la licitación a través de subasta pública.

En principio, se advierte que la norma impugnada involucra dos figuras distin-
tas, como son la licitación y la subasta pública, que dificultan el entendimiento de las 
reglas que debe aplicar la autoridad para definir el otorgamiento de la concesión.

Efectivamente, la licitación se entiende como el concurso que permitirá definir 
el otorgamiento de la concesión atendiendo a las propuestas presentadas; en este 
sentido, lo previsto en la norma impugnada respecto a la valoración de la congruen-
cia entre el programa de concesionamiento de frecuencias de radiodifusión y los 
fines expresados por el interesado para utilizar la frecuencia para la prestación del 
servicio de radiodifusión, resulta congruente con lo dispuesto en el artículo 17, en 
el sentido de que las concesiones se otorgarán mediante licitación pública.

Sin embargo, la disposición impugnada señala que además de la congruencia 
entre el programa y los fines referidos, se valorará el resultado de la licitación a 
través de subasta pública, siendo que ésta se entiende como una puja en el que el 
vencedor será quien más dinero ofrezca.

Entonces, se ignora de qué forma se decidirá el procedimiento relativo, esto es, 
si el triunfador será el que presente las propuestas más congruentes entre el pro-
grama de concesionamiento de frecuencias de radiodifusión y los fines expresados 
para su utilización en el servicio respectivo, o bien, el que ofrezca una mayor can-
tidad de dinero al subastarse la concesión.
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Asimismo, si se relaciona lo dispuesto por la segunda parte del artículo 17 de 
la propia ley impugnada, a saber, que el Gobierno Federal tendrá derecho a recibir 
una contraprestación económica por el otorgamiento de la concesión, con la pres-
cripción relativa a considerar, para definir ese otorgamiento, el resultado de la lici-
tación por subasta pública, podría pensarse que la cantidad que resulte de ésta 
constituye la contraprestación referida. Sin embargo, entonces no se entendería la 
naturaleza jurídica de la contraprestación, ya que si se considera como un derecho, 
resultaría que el pago respectivo lo es por permitirse el uso, aprovechamiento y 
explotación de un bien del dominio de la nación, supuesto en el cual no podría ser 
resultado de una subasta pública, y si se estimara que es un aprovechamiento, se 
advierte que el mismo no tiene justificación ni en la ley, ni el procedimiento legis-
lativo del que derivó.

Ahora bien, este Tribunal Pleno estima que la disposición impugnada viola los 
principios establecidos por el artículo 134 constitucional, que como se determinó 
en el inciso precedente del presente considerando, son aplicables a las concesiones 
por el uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico. El texto ori-
ginal del numeral citado establecía como regla para el otorgamiento de contratos 
para obras públicas, la subasta, en los términos siguientes:

Artículo 134. Todos los contratos que el Gobierno tenga que celebrar para la 
ejecución de obras públicas, serán adjudicados en subasta, mediante convoca-
toria, y para que se presenten proposiciones en sobre cerrado, que será abier-
to en junta pública.

La disposición transcrita fue reformada por decreto publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación de veintiocho de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, 
para sustituir el criterio de la subasta pública por el de la licitación pública, en los 
términos en que actualmente se encuentran establecidos.

Por tanto, la norma impugnada, al establecer que deberá atenderse para definir 
el otorgamiento de la concesión, al resultado de la licitación a través de subasta 
pública, transgrede los principios contenidos en la disposición suprema.

Cierto que esa disposición, en su antepenúltimo párrafo, señala que cuando las 
licitaciones no sean idóneas para asegurar las mejores condiciones para el Estado, 
las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás ele-
mentos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez 
que aseguren esas condiciones.

Lo anterior supone que el Poder Reformador de la Constitución autoriza al le-
gislador a establecer, en los supuestos que refiere, mayores requisitos para las li-
citaciones públicas que los previstos en el artículo 134 constitucional, pero sin 
violentar los principios básicos de la misma, como ocurre con la disposición impug-
nada al introducir la subasta pública, provocando, además, la violación de otras 
normas de la Ley Fundamental, como se determinará a continuación.

En efecto, al establecerse como uno de los elementos decisorios para otorgar 
o negar una concesión en materia de radiodifusión, el resultado de la licitación por 
medio de subasta pública, se está propiciando que el elemento determinante para 
el otorgamiento de la concesión sea meramente económico, ya que, por definición, 
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en una subasta, será el aspirante con mayores recursos financieros el que resulte 
vencedor, lo que se traduce en violación al principio de igualdad consagrado en el 
artículo 1o. constitucional, así como a las prescripciones de los artículos 6o., 27 y 
28 de la Ley Fundamental, que establecen el derecho a la libre expresión y a la in-
formación, a la utilización social de los bienes objeto de concesión, evitando fenó-
menos de concentración que contraríen el interés público, la prohibición de los 
monopolios, las prácticas que impidan la libre competencia o concurrencia y todo 
aquello que constituya una ventaja exclusiva a favor de una o varias personas de-
terminadas en perjuicio del público en general.

Esto es, se viola el principio de igualdad en la medida en que el mecanismo de 
licitación por subasta pública beneficia al postor que esté en posibilidad de realizar 
la mejor oferta económica para la obtención de la concesión, de donde resulta evi-
dente que, en todos los casos, tendrán ventaja los participantes que tengan mayo-
res recursos económicos, con lo que lejos de contribuirse a aminorar las desigual-
dades sociales, se propician éstas, pues se está privilegiando a unos cuantos que 
están en condiciones óptimas para acceder a las concesiones licitadas.

En este sentido, al privilegiarse el elemento meramente económico para la 
obtención de una concesión para la prestación de servicios de radiodifusión, se 
demerita la trascendental función social que a través de la radio y televisión abier-
ta debe llevarse a cabo (…)

(…)
Así las cosas, sin desconocer que la licitación pública constituye un procedi-

miento que, efectivamente, elimina la discrecionalidad con la que el Ejecutivo Fede-
ral decidía respecto del otorgamiento de las concesiones en materia de radiodifu-
sión, además de que propicia la transparencia, y que esas concesiones recaen 
sobre un bien del dominio público de la Federación destinado para un uso especí-
fico, este Tribunal Pleno considera que la modalidad de subasta pública en la lici-
tación pública no propicia una sana competencia entre todos los prestadores del 
servicio, ni evita su concentración en unas cuantas manos, pues al privilegiarse el 
elemento económico para el otorgamiento de la concesión, se favorece indirecta-
mente la creación de monopolios y prácticas monopólicas que impiden la libre 
competencia o concurrencia en el sector, ya que, lógicamente, quienes cuenten con 
mayores recursos financieros resultarán vencedores de la licitación por subasta 
pública, lo que propiciará el acaparamiento de los medios de comunicación en los 
grandes grupos de poder económico.

(…)
Por último, debe hacerse notar que, para el otorgamiento de las concesiones 

sobre bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico para usos determinados, 
la Ley Federal de Telecomunicaciones sólo establece el procedimiento de licitación 
pública, sin la modalidad de subasta, lo que refuerza lo considerado en torno a la 
infracción a lo dispuesto en los artículos 1o. y 28 constitucionales, ya que no exis-
te justificación para el diferente tratamiento que se da a los concesionarios de ra-
diodifusión respecto del establecido para los concesionarios en materia de teleco-
municaciones, en tanto que ambos realizan una función de interés social (…)

(…)
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IV) INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 28 DE LA LEY FEDERAL DE RA-
DIO Y TELEVISIÓN.

A su vez, el artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión resulta también 
inconstitucional al establecer una diferenciación injustificada a favor de los conce-
sionarios de bandas de frecuencias atribuidas para la prestación de servicios de 
radiodifusión, a los que privilegia permitiéndoles obtener concesiones en materia 
de telecomunicaciones sin someterlos al procedimiento de licitación pública a que 
se encuentra sujeto cualquier otro interesado y, además, por establecer como una 
mera posibilidad, el pago de una contraprestación a cambio de la nueva concesión 
otorgada bajo estas condiciones.

En efecto, la disposición impugnada es violatoria de los artículos 1o., 25, 27 y 
28 constitucionales en virtud de que resulta contrario a los principios en éstos 
consagrados, referidos a la igualdad, la rectoría económica del Estado, la utilización 
social de los bienes del dominio público de la Federación materia de concesión, al 
mismo tiempo que propicia fenómenos de concentración que contrarían al interés 
público y la libre concurrencia en este segmento del mercado.

El principio de igualdad se vulnera porque se da a los concesionarios en ma-
teria de radiodifusión un trato privilegiado en relación con los permisionarios de 
servicios de radiodifusión, con los concesionarios de servicios de telecomunicacio-
nes (bandas de frecuencias para usos determinados) y respecto de cualquier nuevo 
interesado en obtener una concesión para prestar tales servicios de telecomunica-
ciones, es decir los relativos a bandas de frecuencias para usos determinados, ya 
que la distinción en el trato no se apoya en una base objetiva y razonable que la 
justifique.

Esto es, los permisionarios en materia de radiodifusión, los concesionarios de 
servicios de telecomunicaciones de bandas de frecuencia a que se refiere la frac-
ción I del artículo 11 de la Ley Federal de Telecomunicaciones (que incluye audio y 
televisión restringidos) y cualquier nuevo interesado en obtener una concesión 
para prestar estos últimos servicios tendrán, forzosamente, que sujetarse al proce-
dimiento de licitación pública previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones, 
mientras que los concesionarios de servicios de radiodifusión (radio y televisión 
abiertos), podrán acceder a una concesión para servicios de telecomunicaciones 
mediante la presentación de una simple solicitud, sin sujetarse al procedimiento de 
licitación pública y sin que necesariamente deban cubrir al Estado una contrapres-
tación por ella, dado que el pago de ésta se establece como una posibilidad que 
definirá la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

En este contexto, este Tribunal Pleno no advierte una razón objetiva que justi-
fique el tratamiento privilegiado que el legislador otorga en el precepto en análisis 
a los concesionarios de servicios de radiodifusión, ni tampoco que ésta hubiera 
sido expresada en el proceso legislativo que dio origen a la norma impugnada (…)

(…)
Como se advierte de las anteriores transcripciones, ni en la iniciativa de ley, ni 

en los dictámenes de las Cámaras de Origen y Revisora se expresó razón válida 
alguna que justifique el trato privilegiado que se otorga a los concesionarios de 
radio y televisión abiertas al permitirles acceder a concesiones de servicios de te-
lecomunicación sin sujetarlos al procedimiento de licitación y sin que se les exija 
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el pago de la contraprestación correspondiente, lo que, en términos de competencia 
económica y libre concurrencia, constituye un claro trato discriminatorio que pro-
voca, entre otras cosas, para los permisionarios de radiodifusión, concesionarios 
en telecomunicaciones y terceros interesados en una nueva concesión, una signi-
ficativa barrera a la entrada a este mercado, de carácter tanto regulatorio como 
económico, que evidentemente obstaculiza la libre concurrencia y propicia las 
prácticas monopólicas de los agentes que pretendan hacer uso del poder sustancial 
que tienen en el sector de la radiodifusión.

En efecto, en los documentos que se analizan, únicamente se razonó que el 
mecanismo de autorización para la prestación de servicios de telecomunicaciones 
adicionales, resultaba conveniente por dos razones: a) por resultar congruente con 
el principio de economía procesal en la administración pública; y b) para fomentar 
la convergencia tecnológica.

Sin embargo, estas afirmaciones no son suficientes para justificar la norma 
impugnada, pues de aceptarse como válida la primera razón, la conclusión lógica 
sería que resulta innecesario cualquier proceso de licitación, pues por economía 
procesal, en todos los casos y materias, la Administración podría otorgar la conce-
sión por asignación directa simplificando el trámite o procedimiento respectivo, lo 
que contradice, no sólo la adecuada administración de los recursos públicos, sino 
lo expresamente señalado en la propia exposición de motivos en cuanto a que el 
procedimiento de licitación favorece la transparencia y garantiza al Estado las me-
jores condiciones, al eliminar la discrecionalidad en el otorgamiento de concesiones 
y permisos.

En cuanto a la segunda razón, a saber, el fomento a la convergencia tecnológi-
ca en materia de telecomunicaciones, no queda claro por qué el trato privilegiado 
a un determinado sector de concesionarios favorece ésta, es decir, de qué manera 
el que sean concesionarias unas u otras personas influye en el desarrollo de tec-
nología o equipo para contribuir al desarrollo de la digitalización en la transmisión 
de audio y video a través del espacio radioeléctrico nacional.

Es cierto que la convergencia tecnológica lleva a la utilización más eficiente del 
espectro radioeléctrico al permitirse la prestación de diversos servicios, compati-
bles entre sí, a través de las mismas bandas de frecuencias, lo que se logra en 
virtud del avance tecnológico que implica la digitalización de la televisión y la radio, 
razón por la cual tal convergencia ha sido materia de recomendación internacional 
y se ajusta plenamente a nuestro orden constitucional.

Sin embargo, los sistemas y mecanismos implementados para el logro de tal 
convergencia deben respetar los derechos fundamentales consagrados en nuestra 
Carta Magna, que son, precisamente, los que el artículo 28 de la Ley Federal de 
Radio y Televisión transgrede. Esto es, la rectoría del Estado en materia económica 
y en materia de derecho a la información, que lleva implícita, además, una garantía 
de igualdad, no puede quedar supeditada al mero desarrollo tecnológico dentro de 
un mercado específico, sino que será éste el que debe obedecer y adaptarse a los 
fines constitucionalmente establecidos, en el entendido de que, tal y como ha que-
dado de manifiesto, las concesiones que otorga el Estado mexicano sobre el espacio 
radioeléctrico, no suponen la autorización para su uso indiscriminado o indistinto, 
sino que, en todos los casos, dicha concesión está vinculada con un uso determi-
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nado y específico que se hace constar en el título que al respecto se expide y cuyo 
incumplimiento acarrea sanciones para el concesionario, llegando a provocar la 
revocación de la concesión otorgada.

Es cierto que, desde antes de la emisión del Acuerdo de tres de octubre de dos 
mil, mediante el cual se establecieron obligaciones para los concesionarios y per-
misionarios de radio y televisión relacionados con las tecnologías digitales para la 
radiodifusión, el artículo Sexto transitorio de la Ley Federal de Telecomunicaciones 
ya establecía la posibilidad, para los concesionarios y permisionarios de bandas de 
frecuencia asignadas con anterioridad a la entrada en vigor de dicha Ley, de acce-
der a servicios no contemplados en su concesión o permiso mediante solicitud a la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, la que discrecionalmente resolvería 
lo conducente, con la posibilidad del pago de una contraprestación (…)

(…)
Esto es, la posibilidad de prestar servicios adicionales de telecomunicaciones 

se otorgaba a los concesionarios o permisionarios que hubieren obtenido el título 
respectivo con anterioridad a la vigencia de la Ley Federal de Telecomunicaciones, 
es decir al ocho de junio de mil novecientos noventa y cinco, y no así para los que 
obtuvieran concesiones o permisos a partir de la fecha señalada, pues en ningún 
precepto de la nueva ley se les otorga tal derecho, sino que se les sujeta al proce-
dimiento de licitación respectivo, en el entendido de que los concesionarios y per-
misionarios de radio y televisión abiertos seguían y siguen estando regulados en la 
Ley Federal de Radio y Televisión.

Igualmente, en el Anexo III al Acuerdo por el que se adopta el estándar tecno-
lógico de televisión digital terrestre y se establece la política para la transición a la 
televisión digital terrestre en México, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el dos de julio de dos mil cuatro, en el cual se contiene el modelo del título de re-
frendo de concesión, para los concesionarios que hayan optado por solicitar éste 
ajustándose a la Política para la Transición a la Televisión Digital Terrestre conteni-
da en dicho Acuerdo, se establece la posibilidad de prestar servicios de telecomu-
nicaciones en el canal adicional para las transmisiones de tecnología digital median-
te solicitud a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y con la posibilidad de 
cobrarles una contraprestación, como se advierte de la parte relativa de dicho mo-
delo de título:

…Para prestar servicios de telecomunicaciones en el canal adicional para las 
transmisiones de la tdt, cuando sea factible y sin que esto implique la interrup-
ción total o parcial de la tdt, ni impida permanentemente la transmisión de 
programas de alta definición, el Concesionario podrá solicitar a la sct la pres-
tación de los mismos, solicitud que se resolverá sujetándose a la Ley Federal 
de Telecomunicaciones, y a las disposiciones legales y reglamentarias que sean 
aplicables. El Gobierno Federal podrá establecer una contraprestación econó-
mica y, en tal caso, el Concesionario estará obligado a cubrir la misma a favor 
del Gobierno Federal, en los términos de las disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas vigentes al momento en que se otorgue, en su caso, el 
título de concesión respectivo.
…
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Tal estipulación también se contempla en el Anexo IV que contiene el modelo 
para permisionarios.

Sin embargo, con independencia de si el artículo Sexto transitorio de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones comprendía a los concesionarios y permisionarios 
de radio y televisión abiertas, que se encontraban regulados por la Ley Federal de 
Radio y Televisión, así como de si para las concesiones y permisos otorgados con 
posterioridad al ocho de junio de mil novecientos noventa y cinco, no obstante no 
estar consignado en ley, se tuviera como práctica la de estipular la posibilidad, para 
éstos mismos, de ser autorizados por la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes para prestar servicios adicionales de telecomunicación mediante la solicitud 
respectiva, lo cierto es que ello, no justifica la distinción de trato que con tal privi-
legio se da a los concesionarios de radiodifusión.

Es decir, sin prejuzgar sobre la constitucionalidad del artículo Sexto transitorio 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, de la práctica en el otorgamiento de las 
concesiones y permisos y de sus refrendos, así como de los Anexos referidos, el 
hecho de que tal mecanismo para autorizar nuevos usos sobre una banda de fre-
cuencia asignada se haya elevado a ley no puede justificar la constitucionalidad de 
la norma impugnada, pues ésta sólo puede declararse una vez comprobado que la 
ley o precepto de que se trata son acordes con el texto y espíritu de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Asimismo, la vulneración al principio de igualdad se corrobora si se considera 
que en los propios Dictámenes de las Cámaras de Origen y Revisora se alude a que 
la convergencia exige el establecimiento de reglas uniformes en la prestación de los 
servicios adicionales o asociados que las emisoras estarán en posibilidad de pres-
tar y que todos los prestadores de servicios deberán ser tratados bajo el mismo 
régimen jurídico para que puedan prestar al mismo tiempo diversos servicios, lo 
que evidentemente se contradice con el establecimiento del régimen de privilegio 
y preferencia para los concesionarios de radiodifusión que establece el artículo 28 
de la Ley Federal de Radio y Televisión.

Por otra parte, no puede considerarse una razón objetiva que justifique el trato 
privilegiado otorgado por el legislador, el hecho de que mediante el Acuerdo publi-
cado el tres de octubre de dos mil se hayan establecido obligaciones para los con-
cesionarios y permisionarios de radio y televisión abierta a fin de implementar la 
tecnología que estableciera la Secretaría, la cual fue determinada en el diverso 
Acuerdo por el que se adopta el estándar tecnológico de televisión digital terrestre 
y se establece la política para la transición a la televisión digital terrestre en México, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de julio de dos mil cuatro, es 
decir el hecho de que se haya impuesto a los concesionarios y permisionarios de 
televisión abierta la obligación de invertir para lograr la transición a la tecnología 
digital y sujetarse al procedimiento relativo.

Lo anterior, en la medida en que es obligación del Estado, al concesionar un 
bien del dominio público de la Federación, fijar las condiciones y modalidades que 
aseguren la adecuada utilización social del bien, evitando fenómenos de concentra-
ción que contraríen el interés público, de manera tal que la inversión que pudieren 
haber realizado concesionarios y permisionarios, no justifica un trato privilegiado 
que les permita acaparar el mercado, además de que el beneficio sólo se otorga a 



Apéndices 307Clara Luz Álvarez González de Castilla306 Apéndices 307Clara Luz Álvarez González de Castilla306

los concesionarios de televisión abierta y no así a los permisionarios que quedaron 
obligados en iguales términos que aquéllos a la digitalización.

Igualmente, la norma cuya constitucionalidad se examina, violenta los artículos 
25, 27 y 28 constitucionales al contradecir la rectoría económica del Estado que 
presupone la utilización social de los bienes del dominio público de la Federación 
materia de concesión, porque lejos de evitar fenómenos de concentración favorece 
el acaparamiento de los medios de telecomunicación en pocas personas en perjui-
cio del interés público y de la libre concurrencia.

En efecto, la disposición en análisis propicia la concentración, en manos de los 
concesionarios de radiodifusión, de los servicios de telecomunicaciones, lo que 
evidentemente se contrapone a un régimen que asegure una efectiva pluralidad de 
concesionarios que evite la formación de grupos de poder en una actividad que 
tiene una influencia decisiva en la sociedad, pues debe tomarse en cuenta que es un 
hecho notorio que los actuales concesionarios de servicios de radiodifusión tienen 
un poder sustancial en el mercado de la radio y televisión abiertas, por lo que el 
otorgamiento de mayores privilegios para la obtención de concesiones en materia 
de telecomunicaciones, implicará la traslación de su posición preponderante en su 
mercado, al segmento de los servicios de telecomunicaciones, provocándose así que 
las actividades tanto de radiodifusión como de servicios adicionales de telecomuni-
caciones se concentren en unos cuantos agentes económicos, en lugar de que se 
abran a la competencia y se logre una mayor diversidad y pluralidad tanto en los 
medios masivos de comunicación, como en materia de telecomunicaciones.

(…)
Lo anterior significa que, de adoptarse como válida la regulación combatida, los 

concesionarios de televisión abierta, que tienen 462 estaciones de canales analógi-
cos (que junto con las 279 estaciones permisionadas representan una cobertura del 
96.5 por ciento), concentrarán también los servicios adicionales de telecomunicacio-
nes, por el fácil acceso que se les otorga, con el detrimento correspondiente que 
implica para la libre competencia al saturarse así el mercado y, de esta forma, impe-
dirse la participación de nuevas personas en él, lo que, a su vez, se traduce en una 
hegemonía en el mercado que podrá ser ejercida por grupos de poder, no sólo en 
perjuicio de la rectoría económica del Estado, sino también de las políticas de comu-
nicación social, desarrollo educativo, difusión e integración cultural, etcétera.

A lo anterior debe añadirse, como ha quedado dicho, que no se establece como 
obligatorio el pago de una contraprestación por los servicios adicionales de teleco-
municación que se autorice prestar a los concesionarios de radiodifusión, lo que 
significa que el Estado no obtendrá beneficio alguno por el otorgamiento del uso de 
un bien del dominio público de la nación escaso y de alta cotización, en transgre-
sión a lo dispuesto por los artículos 25, 26, 27 y 28 constitucionales.

Debe precisarse que no obsta para la declaración de inconstitucionalidad del 
artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión lo dispuesto en el numeral 28-A 
de la propia Ley en los siguientes términos:

Artículo 28-A.- La Secretaría emitirá disposiciones administrativas de carácter 
general para fines de lo previsto en el artículo 28 de esta ley atendiendo, entre 
otros, a los siguientes criterios:
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I. El uso eficiente del espectro radioeléctrico y de la infraestructura existente;
II. La promoción de la competitividad, diversidad, calidad y mejores precios de 
los servicios, y
III. El impulso de la penetración y cobertura de servicios.
La Secretaría vigilará que no se afecten en forma alguna los servicios de radio-
difusión, ni la implantación futura de la digitalización de los propios servicios.

Esto es, lo dispuesto en el artículo transcrito respecto a la emisión de dispo-
siciones administrativas de carácter general que dictará la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes, a las que se sujetará la autorización para la prestación 
de servicios adicionales de telecomunicación por parte de los concesionarios de 
radiodifusión y, conforme a las cuales se atenderán, entre otros criterios, a la pro-
moción de la competitividad, diversidad, calidad y mejores precios, no purga el vicio 
de inconstitucionalidad evidenciado, porque éste se da por el trato privilegiado otor-
gado a tales concesionarios, en perjuicio de los permisionarios de servicios de radio-
difusión, los concesionarios de servicios de telecomunicaciones (bandas de frecuen-
cias para usos determinados) y de cualquier nuevo interesado en obtener una 
concesión para prestar tales servicios de telecomunicaciones, es decir los relativos 
a bandas de frecuencias para usos determinados.

Máxime que los criterios que al respecto se emitan, únicamente serán aplica-
dos a aquellos concesionarios a los que se está privilegiando con la autorización de 
la prestación de servicios adicionales de telecomunicación, con lo cual resulta evi-
dente que no constituyen requisitos o condiciones que reduzcan o eliminen la 
ventaja indebida y régimen de privilegio concedido a los concesionarios en materia 
de radiodifusión.

Finalmente, debe advertirse que la desigualdad y ventaja económicas que el 
artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión otorga a los concesionarios de 
los servicios de radiodifusión (audio y televisión abierta) en relación con los conce-
sionarios de bandas de frecuencia para usos determinados a que se refiere la 
fracción I del artículo 11 de la Ley Federal de Telecomunicaciones (audio y televi-
sión restringida utilizando el espectro radioeléctrico en la frecuencia o canal asig-
nado), tampoco puede considerarse subsanada mediante la emisión del Acuerdo 
de convergencia de servicios fijos de telefonía local y televisión y/o audio restringi-
dos que se proporcionan a través de redes públicas alámbricas e inalámbricas, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación de tres de octubre de dos mil seis, que 
entrara en vigor al día siguiente de su publicación, que autoriza también a los con-
cesionarios de redes públicas de telecomunicaciones que prestan servicios fijos, a 
proporcionar servicios adicionales de telefonía local o de televisión y/o audio res-
tringidos, estableciendo la adición a los títulos de concesión respectivos a fin de que 
puedan determinar libremente en la banda o bandas de frecuencias que les hayan 
sido concesionadas con anterioridad, la cantidad de ancho de banda de espectro 
radioeléctrico que destinarán a la prestación de los referidos servicios adicionales, 
es decir a que en la banda de frecuencia concesionada para un uso determinado se 
incluya un uso diverso, mediante el pago de una contraprestación fijada por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a propuesta de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones.
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(…)
El Acuerdo transcrito autoriza a los concesionarios de bandas de frecuencias 

para uso determinado, concretamente a los de telefonía local fija, televisión y/o 
audio restringidos, para que presten servicios adicionales al que tenían especifica-
do en su título de concesión, con la modificación que ello implica a la misma, pues-
to que, como se precisó con anterioridad, la concesión sobre una frecuencia del 
espectro radioeléctrico se encuentra indisolublemente asociada al uso específico y 
determinado para el que fue otorgada, sin que para ello se les someta al procedi-
miento de licitación regulado en los artículos 14 a 23 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones, con el pago de la contraprestación prevista en el artículo 14 de la 
Ley y en el Acuerdo.

Tal circunstancia, tal y como se adelantó, no puede subsanar el vicio de incons-
titucionalidad del artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión, en primer lu-
gar, porque nuevamente sin prejuzgar sobre el apego del Acuerdo transcrito a la 
Carta Fundamental, un beneficio otorgado en un Acuerdo emitido por un Secretario 
de Estado, no puede purgar el vicio contenido en una ley emanada del Congreso de 
la Unión; en segundo lugar, porque la desigualdad por el beneficio otorgado a los 
concesionarios de radiodifusión no sólo se da respecto de los concesionarios de 
servicios de telecomunicaciones y, concretamente, con los que presten los servi-
cios a que se refiere el Acuerdo, sino que, como se señaló a lo largo del presente 
considerando, también se da respecto de los permisionarios de servicios de radio-
difusión y de cualquier nuevo interesado en obtener una concesión para prestar 
servicios de telecomunicaciones utilizando bandas de frecuencias para usos deter-
minados; en tercer lugar, porque los beneficiados con el Acuerdo no pueden acce-
der mediante simple autorización y sin sujetarse al procedimiento de licitación 
respectivo a la prestación de servicios de radiodifusión, mientras que el artículo 28 
de la Ley de Radio y Televisión sí permite que concesionarios de servicios de radio-
difusión puedan acceder a la prestación de servicios de telecomunicaciones en tales 
términos; y, por último, mientras que en el Acuerdo transcrito se establece el pago 
de una contraprestación por la modificación del título de concesión de banda de 
frecuencia para uso determinado, conforme al artículo 14 de la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones, en el artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión se esta-
blece la contraprestación como una mera posibilidad, por lo que subsiste el trato 
diferenciado entre uno y otro sector.

(…)
Décimo Octavo.- Efectos de la presente resolución.
En atención a todo lo considerado en la presente resolución, se declarar (sic) 

la invalidez de los siguientes preceptos de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
de la Ley Federal de Radio y Televisión:

I. Ley Federal de Telecomunicaciones:
a) Artículo 9-C, último párrafo, que literalmente establece: “La Cámara de Se-

nadores podrá objetar dichos nombramientos o la renovación respectiva por ma-
yoría, y cuando ésta se encuentre en receso, la objeción podrá realizarla la Comi-
sión Permanente, con la misma votación. En todo caso, la instancia legislativa 
tendrá treinta días para resolver a partir de la fecha en que sea notificada de los 
nombramientos; vencido este plazo sin que se emita resolución al respecto, se 
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entenderán como no objetados los nombramientos del Ejecutivo Federal. Los comi-
sionados asumirán el cargo una vez que su nombramiento no sea objetado confor-
me al procedimiento descrito.”

Por lo tanto, el artículo queda en los siguientes términos:

Artículo 9-C.- Los comisionados serán designados por el Titular del Ejecutivo 
Federal y deberán cumplir los siguientes requisitos:
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos;
II. Ser mayor de 35 y menor de 75 años, y
III. Haberse desempeñado en forma destacada en actividades profesionales, de 
servicio público o académicas relacionadas sustancialmente con el sector tele-
comunicaciones.
Los comisionados se abstendrán de desempeñar cualquier otro empleo, traba-
jo o comisión públicos o privados, con excepción de los cargos docentes. Asi-
mismo, estarán impedidos para conocer asuntos en que tengan interés directo 
o indirecto.

b) Artículo segundo transitorio, tercer párrafo, que establece: “No serán elegi-
bles para ser comisionados o Presidente de la Comisión, las personas que ocupen 
dichos cargos a la entrada en vigor del presente Decreto, por lo que hace a la pri-
mera designación de los comisionados y del Presidente de la Comisión.”

Por lo tanto, dicho precepto queda en los siguientes términos:

Segundo.- La primera designación de los comisionados a que se refiere este 
Decreto, por única vez, se hará mediante nombramientos por plazos de cinco, 
seis, siete y, en dos casos, por ocho años, respectivamente. Los comisionados 
designados conforme a este artículo podrán ser designados para ocupar el 
mismo cargo por una segunda y única ocasión, por un periodo de ocho años.
Los nombramientos a que se refiere el párrafo anterior serán realizados en un 
plazo no mayor de 30 días naturales a partir de la entrada en vigor del presen-
te Decreto.

II. Ley Federal de Radio y Televisión:
(…)
e) Artículo 28, en su integridad.
f) Artículo 28-A, en su integridad, como consecuencia de la declaración de in-

validez del artículo 28 de la misma Ley, en términos de lo dispuesto en el artículo 
41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 
Constitucional.

(…)
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
Primero.– Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la presente ac-

ción de inconstitucionalidad.
Segundo.– Se desestima la acción de inconstitucionalidad respecto de los artículos 

Segundo Transitorio, primer párrafo, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, que 
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prevé la designación escalonada de los integrantes de la Comisión Federal de Tele-
comunicaciones, y 17-E, 17-F, 17-G, 20 y 21 de la Ley Federal de Radio y Televisión, 
en cuanto establecen un trato diferenciado a concesionarios y permisionarios en el 
régimen para el otorgamiento de concesiones y permisos en materia de radiodifu-
sión, en virtud de que las respectivas propuestas de declarar su invalidez no fueron 
aprobadas por la mayoría de cuando menos ocho votos a que se refieren los artí-
culos 105, fracción II, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 72 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II de dicho 
precepto constitucional.

Tercero.– Se reconoce la validez de los artículos 9-A, fracciones XI, XII y XIV; 
y Transitorios Cuarto y Quinto de la Ley Federal de Telecomunicaciones; 79-A y 
Transitorio Segundo de la Ley Federal de Radio y Televisión, de conformidad con 
lo expuesto en los considerandos séptimo, octavo, noveno y décimo segundo.

Cuarto.– Se reconoce la validez de los artículos 9-A, primer párrafo, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones; y 21-A de la Ley Federal de Radio y Televisión, de 
conformidad con lo expuesto en los considerandos noveno y décimo.

Quinto.– Se reconoce la validez del artículo 9-A, fracción XVI, de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones, de conformidad con lo expuesto en el considerando noveno; 
asimismo se reconoce la validez del artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, en cuanto otorga a los concesionarios derechos a refrendo y preferencia sobre 
terceros, de conformidad con lo expuesto en el considerando décimo quinto.

Sexto.– Se reconoce la validez de los artículos 9-D de la Ley Federal de Teleco-
municaciones, y 20, fracción II, segunda parte, de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, de conformidad con lo expuesto en los considerandos décimo tercero y déci-
mo, respectivamente.

Septimo.– Se declara la invalidez de los artículos Transitorio Segundo, tercer 
párrafo, de la Ley Federal de Telecomunicaciones; y 17-G, porción normativa que 
dice: “… a través de subasta pública.”, 28 y 28-A de la Ley Federal de Radio y Tele-
visión, de conformidad con lo expuesto en los considerandos octavo y décimo 
quinto.

Octavo.– Se declara la invalidez de los artículos 9-C, último párrafo, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones; y de la Ley Federal de Radio y Televisión: 16, en 
cuanto al término “de 20 años” de las concesiones y porción normativa que esta-
blece: “El refrendo de las concesiones, salvo el caso de renuncia, no estará sujeto 
al procedimiento del artículo 17 de esta ley.”; 17-E, fracción V, porción normativa 
que dice “…solicitud de…presentada a…”; 20, fracción I, porción normativa que 
dice “…cuando menos…”; fracción II, primera parte, y fracción III, porción norma-
tiva que dice “…a su juicio…”, conforme a lo expuesto en los considerandos octavo, 
décimo quinto y décimo, respectivamente.

Noveno.– Es improcedente la acción de inconstitucionalidad respecto de la 
omisión legislativa denunciada, de conformidad con lo expuesto en el considerando 
décimo séptimo.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes; publíquese esta reso-
lución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, así como en el Diario 
Oficial de la Federación; y, en su oportunidad, archívese el expediente.
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Así lo resolvió el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nacion, 
el que por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, 
Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, Valls 
Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz 
Mayagoitia, aprobó los puntos resolutivos.

Las votaciones relativas al resolutivo Segundo son las siguientes:
a) Invalidez del artículo Segundo Transitorio, párrafo primero, de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones (designación escalonada de los integrantes de la Comisión 
Federal de Telecomunicaciones); mayoría de seis votos de los señores Ministros 
Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Valls Hernández, Sánchez 
Cordero de García Villegas y Silva Meza, en contra los señores Ministros Aguirre 
Anguiano, Azuela Güitrón y Presidente Ortiz Mayagoitia.

b) Invalidez de los artículos 17-E, 17-F, 17-G, 20 y 21 de la Ley Federal de Radio 
y Televisión (trato diferenciado a concesionarios y permisionarios en el régimen 
para el otorgamiento de concesiones y permisos en materia de radiodifusión); ma-
yoría de cinco votos de los señores Ministros Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, 
Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas y Silva Meza, en contra los 
señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Franco González Salas y Presi-
dente Ortiz Mayagoitia.

Votaciones unánimes, nueve votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, 
Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, Valls 
Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz 
Mayagoitia a favor del reconocimiento de validez de los artículos a que se refiere 
el resolutivo Tercero, que son las siguientes: Artículo 9-A, fracciones XI (faculta-
des de la Comisión Federal de Telecomunicaciones para imponer obligaciones es-
pecíficas en materia de tarifas, calidad de servicio e información a los concesiona-
rios de redes públicas de telecomunicaciones que tengan poder sustancial en el 
mercado), XII (atribución de la Comisión Federal de Telecomunicaciones para reci-
bir el pago por concepto de derechos, productos o aprovechamientos que proceden 
en materia de telecomunicaciones, conforme a las disposiciones aplicadas) y XIV 
(facultad de la Comisión Federal de Telecomunicaciones para intervenir en asuntos 
internacionales en el ámbito de su competencia) de la Ley Federal de Telecomunica-
ciones; Transitorios Cuarto y Quinto, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, y 
Segundo, de la Ley Federal de Radio y Televisión (derogación tácita de los reglamen-
tos expedidos con anterioridad por el Poder Ejecutivo y el plazo concedido para la 
emisión de nuevos); 79-A de la Ley Federal de Radio y Televisión (acceso a los me-
dios de comunicación en materia de propaganda electoral).

Las votaciones que se refieren al reconocimiento de validez contenido en el 
resolutivo Cuarto son las siguientes:

a) Del artículo 9-A, primer párrafo, de la Ley Federal de Telecomunicaciones 
(creación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones como órgano desconcen-
trado); mayoría de ocho votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna 
Ramos, Franco González Salas, Azuela Güitrón, Valls Hernández, Sánchez Cordero 
de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia, en contra el señor 
Ministro Góngora Pimentel.

b) Del artículo 21-A de la Ley Federal de Radio y Televisión (requisitos que 
deben cumplir los permisionarios para operar una estación de radiodifusión); ma-
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yoría de ocho votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, 
Franco González Salas, Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, Valls Hernández, Sán-
chez Cordero de García Villegas y Presidente Ortiz Mayagoitia, en contra el señor 
Ministro Silva Meza.

Las votaciones del reconocimiento de validez de los artículos 9-A, fracción XVI, 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones (atribución de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones, de manera exclusiva, de las facultades que en materia de ra-
dio y televisión le confieren a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes la Ley 
Federal de Radio y Televisión, los Tratados y Acuerdos Internacionales, las demás 
leyes, reglamentos y cualesquiera otras disposiciones administrativas aplicables) y 
16 de la Ley Federal de Radio y Televisión en cuanto otorga a los concesionarios 
derechos al refrendo y preferencia sobre terceros, a que se refiere el resolutivo 
Quinto; mayoría de seis votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna 
Ramos, Franco González Salas, Azuela Güitrón, Valls Hernández y Presidente Ortiz 
Mayagoitia, en contra los señores Ministros Góngora Pimentel, Sánchez Cordero 
de García Villegas y Silva Meza.

Las votaciones que se refieren al reconocimiento de validez contenido en el 
resolutivo Sexto son:

a) Del artículo 9-D de la Ley Federal de Telecomunicaciones (duración del car-
go de los Comisionados por periodos de ocho años renovables, por un solo periodo, 
y sólo podrán ser removidos por causa grave debidamente justificada); mayoría de 
cinco votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Azuela Güitrón, Valls Her-
nández, Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Ortiz Mayagoitia, en 
contra los señores Ministros Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimen-
tel y Silva Meza.

b) Del artículo 20, fracción II, de la Ley Federal de Radio y Televisión (atribución 
de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para recabar información de 
otras autoridades o instancias, sin perjuicio de las demás que consideren necesa-
rias, para el cabal conocimiento de las características de cada solicitud del solicitan-
te y de su idoneidad para recibir el permiso de que se trata); mayoría de cinco votos 
de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Franco González Salas, Azuela Güitrón, 
Valls Hernández y Presidente Ortiz Mayagoitia, en contra los señores Ministros 
Luna Ramos, Góngora Pimentel, Sánchez Cordero de García Villegas y Silva Meza.

La votación de la declaración de invalidez a que se refiere el resolutivo Séptimo, 
de los artículos Segundo Transitorio, tercer párrafo, de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones (inelegibilidad de los integrantes de la anterior Comisión Federal de Te-
lecomunicaciones para integrarla nuevamente), y 17-G, en la porción normativa que 
dice “…a través de subasta pública…”, 28 (solicitud de los concesionarios de los 
servicios de radiodifusión para prestar servicios adicionales a través de las bandas 
de frecuencias concesionadas) y 28-A (atribución de la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes de emitir disposiciones de carácter general a las que se sujetará 
la autorización para la prestación de servicios adicionales de telecomunicación por 
parte de los concesionarios de radiodifusión) de la Ley Federal de Radio y Televisión; 
unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ra-
mos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, Valls Hernández, 
Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia.
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Las votaciones de la declaración de invalidez a que se refiere el resolutivo 
Octavo son las siguientes:

a) Del artículo 9-C, último párrafo (facultad de objeción del Senado a los nom-
bramientos de los integrantes de la Comisión Federal de Telecomunicaciones) de la 
Ley Federal de Telecomunicaciones; mayoría de ocho votos de los señores Minis-
tros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, 
Azuela Güitrón, Valls Hernández, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia, en con-
tra la señora Ministra Sánchez Cordero de García Villegas.

b) Del artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televisión, en cuanto al término 
“de 20 años” de las concesiones; mayoría de ocho votos de los señores Ministros 
Aguirre Anguiano, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, Valls 
Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz 
Mayagoitia, en contra la señora Ministra Luna Ramos.

c) Del artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televisión, en la porción norma-
tiva que establece “El refrendo de las concesiones, salvo el caso de renuncia, no 
estará sujeto al procedimiento del artículo 17 de esta ley.”; unanimidad de nueve 
votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Franco González 
Salas, Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, Valls Hernández, Sánchez Cordero de 
García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia.

d) De los artículos 17-E, fracción V, en la porción normativa que dice “…solici-
tud de…presentada a…”, 20, fracción I, en la porción normativa que dice “…cuando 
menos…”, fracción II, primera parte, y fracción III, en la porción normativa que 
dice “…a su juicio…”; mayoría de ocho votos de los señores Ministros Luna Ramos, 
Franco González Salas, Góngora Pimentel, Azuela Güitrón, Valls Hernández, Sán-
chez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia, en con-
tra el señor Ministro Aguirre Anguiano.

La improcedencia de la acción de inconstitucionalidad respecto de la omisión 
legislativa denunciada a que se refiere el resolutivo Noveno; mayoría de cinco votos 
de los señores Ministros Luna Ramos, Franco González Salas, Azuela Güitrón, Valls 
Hernández y Presidente Ortiz Mayagoitia, en contra los señores Ministros Aguirre 
Anguiano, Góngora Pimentel, Sánchez Cordero de García Villegas y Silva Meza.

Los señores Ministros de las minorías reservaron su derecho de formular, en 
su caso y oportunidad, votos de minoría o particulares.

Los señores Ministros de las unanimidades y de las mayorías reservaron su 
derecho de formular, en su caso y oportunidad, votos concurrentes o aclaratorios.

No asistió el señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, por licencia conce-
dida.

En sesión pública celebrada el lunes veintiuno de mayo de dos mil siete se 
calificó de legal el impedimento para conocer del asunto que hizo valer el señor 
Ministro José Ramón Cossío Díaz, por mayoría de seis votos de los señores Minis-
tros Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Sánchez Cordero de 
García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia; los señores Ministros 
Aguirre Anguiano, Azuela Güitrón y Valls Hernández votaron en contra; no asistió 
a la sesión el señor Ministro Gudiño Pelayo, por licencia concedida.

En sesión privada de seis de agosto de dos mil siete se aprobó el engrose por 
unanimidad de diez votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, 
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Franco González Salas, Góngora Pimentel, Gudiño Pelayo, Azuela Güitrón, Valls 
Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz 
Mayagoitia; no intervino el señor Ministro Cossío Díaz por no haber participado en 
la discusión y resolución del asunto, por haberse calificado de legal el impedimen-
to que planteó.

Firman los señores Ministros Presidente y Ponente, con el Secretario General 
de Acuerdos, que autoriza y da fe.- El Ministro Presidente, Guillermo I. Ortiz Maya-
goitia.- Rúbrica.- El Ministro Ponente, Sergio Salvador Aguirre Anguiano.- Rúbrica.- 
El Secretario General de Acuerdos, José Javier Aguilar Domínguez.- Rúbrica.

votos que formula el señor ministro genaro david góngora pimentel, en rela-
ción con la sentencia del tribunal pleno de siete de junio de dos mil siete, que 
resolvió la acción de inconstitucionalidad 26/2006, promovida por los senadores 
integrantes de la quincuagésima novena legislatura del congreso de la unión.

En relación con la acción de inconstitucionalidad señalada al rubro, a lo largo 
de la discusión de la misma, manifesté mi disenso con la forma en que votaron la 
mayoría de los integrantes del Pleno en algunos de los temas, y aún en aquellos en 
que compartí la determinación sobre las normas impugnadas, considero que el 
tamiz a través del cual se analizaron no era el adecuado, pues en el estudio se 
preponderaron argumentos de carácter económico sobre los derechos fundamen-
tales que en el caso se encuentran implicados tales como libertad de expresión, 
información y prensa.

(…)

Estructura de la Comisión Federal de Telecomunicaciones. Artículos 9A, 9B, 9C, 9D y 9E 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones

Creación de órganos desconcentrados por el Poder Legislativo (voto concurrente)

En el Pleno por unanimidad de votos se determinó reconocer la validez del el artí-
culo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones, que consagra la existencia de la 
Cofetel.

La mayoría sostuvo esta posición, por estimar que la Comisión Federal de Te-
lecomunicaciones no fue creada mediante el Decreto combatido, sino que tiene su 
origen en el diverso Decreto expedido por el Presidente de la República, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación de 9 de agosto de 1996. Asimismo, sostuvo que 
el Congreso tiene facultades para crear órganos desconcentrados, pues el artículo 
90 constitucional establece que podrá distribuir los negocios del orden administra-
tivo de la Federación, sin que esta facultad se agote o se limite a la expedición de la 
Ley Orgánica de la administración pública Federal, máxime que el Congreso tiene 
facultades para legislar en materia de vías generales de comunicación en el artícu-
lo 73, fracción XVII y para expedir las leyes que sean necesarias a objeto de hacer 
efectivas dichas atribuciones.

Al respecto tengo algunas divergencias, pues no estoy de acuerdo con la afir-
mación de que la actual Comisión Federal de Telecomunicaciones es la misma que 
fue creada por Decreto del Presidente, ya que si bien el Presidente de la República 
creó la Comisión Federal de Telecomunicaciones en cumplimiento a lo ordenado 
por el Congreso de la Unión en el artículo Décimo Primero Transitorio de la Ley 
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Federal de Telecomunicaciones de 1995,8 dicho precepto no contemplaba lo relativo 
a la denominación, integración ni facultades de dicho órgano, sino que le dio am-
plias facultades al Titular del Ejecutivo para ello.581

Ahora bien, mediante la reforma impugnada la Comisión Federal de Telecomu-
nicaciones se elevó a rango legal, modificándose su diseño en los artículos 9-A, 9-B, 
9-C, 9-D y 9-E de la Ley Federal de Telecomunicaciones, los cuales le otorgan más 
autonomía y neutralidad política. Tales preceptos prevén una nueva integración, 
una nueva forma de nombramiento e incluso nuevas facultades, pues se le trans-
fieren las que en materia de radio y televisión correspondían a la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, según lo dispuesto en el artículo 9-A, fracción XVI,9 
de la ley en comento.582

En este sentido, al ser este nuevo diseño incompatible con el previsto en el 
Decreto presidencial, debe estimarse que éste fue implícitamente abrogado aten-
diendo al principio de primacía legal.583

Por otra parte, en cuanto a la facultad de crear órganos disiento de la posición 
de la mayoría, pues contrario a los motivos señalados por mis compañeros, para 
mí es claro que dicha facultad corresponde originalmente al Congreso, a quien toca 
distribuir los negocios del orden administrativo de la Federación que estarán a 
cargo de las Secretarías de Estado y Departamentos Administrativos, mientras que 
la facultad del Presidente para crear órganos deriva de la ley, específicamente de 
los artículos 14, 17 y 4510 de la Ley Orgánica de la administración pública Federal, 
por lo que ésta es su límite y medida.11584

8Décimo Primero.- A más tardar el 10 de agosto de 1996, el Ejecutivo Federal constituirá un órga-
no desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica y opera-
tiva, el cual tendrá la organización y facultades necesarias para regular y promover el desarrollo efi-
ciente de las telecomunicaciones en el país, de acuerdo a lo que establezca su decreto de creación.

9“Artículo 9-A.- La Comisión Federal de Telecomunicaciones es el órgano administrativo descon-
centrado de la Secretaría, con autonomía técnica, operativa, de gasto y de gestión, encargado de regu-
lar, promover y supervisar el desarrollo eficiente y la cobertura social amplia de las telecomunicacio-
nes y la radiodifusión en México, y tendrá autonomía plena para dictar sus resoluciones. Para el logro 
de estos objetivos, corresponde a la citada Comisión el ejercicio de las siguientes atribuciones:

(…) XVI. De manera exclusiva, las facultades que en materia de radio y televisión le confieren 
a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes la Ley Federal de Radio y Televisión, los tratados 
y acuerdos internacionales, las demás leyes, reglamentos y cualesquiera otras disposiciones admi-
nistrativas aplicables, y”

10Artículo 14.- Al frente de cada Secretaría habrá un Secretario de Estado, quien para el despa-
cho de los asuntos de su competencia, se auxiliará por los Subsecretarios, Oficial Mayor, Directores, 
Subdirectores, Jefes y Subjefes de Departamento, oficina, sección y mesa, y por los demás funciona-
rios que establezca el reglamento interior respectivo y otras disposiciones legales.

Artículo 17.- Para la más eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos de su competencia, 
las Secretarías de Estado y los Departamentos Administrativos podrán contar con órganos adminis-
trativos desconcentrados que les estarán jerárquicamente subordinados y tendrán facultades espe-
cíficas para resolver sobre la materia y dentro del ámbito territorial que se determine en cada caso, 
de conformidad con las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 45.- Son organismos descentralizados las entidades creadas por ley o decreto del 
Congreso de la Unión o por decreto del Ejecutivo Federal, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, cualquiera que sea la estructura legal que adopten.

11Así lo ha sostenido este Tribunal Pleno, entre otras, en la siguiente tesis:
“FACULTAD REGLAMENTARIA. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA NO LA EXCEDE AL 

CREAR UNA AUTORIDAD, SI SE AJUSTA A LA LEY. De conformidad con los artículos 14, 16, 17 y 
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La facultad del Congreso de la Unión para organizar la Administración Pública 
Federal no se agota con la expedición de la Ley Orgánica de la administración pú-
blica Federal, sino que implica necesariamente la posibilidad de crear no sólo órga-
nos desconcentrados, sino incluso órganos dentro de la estructura piramidal de las 
secretarías, como direcciones generales.

(…)
II. Creación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones como órgano desconcen-

trado (voto concurrente).
No obstante lo anterior, estimo que la creación de la Cofetel como un órgano 

desconcentrado, resulta inconstitucional porque sus facultades en materia de radio 
y televisión no pueden ser ejercidas por un órgano que guarde una relación de jerar-
quía con el Presidente de la República, lo cual encuentra apoyo en dos argumentos:

1. En la facultad del Poder Legislativo para crear órganos a manera de adminis-
traciones independientes en el ámbito de la administración pública paraestatal; y,

2. En la exigencia constitucional de que el órgano técnico regulador de radio y 
televisión sea creado siguiendo el referido modelo.

A. Facultad del Congreso para crear Administraciones Independientes
Existen en nuestro sistema jurídico ciertos órganos aislados del poder político, 
semejantes a las administraciones independientes que, han eclosionado a nivel 
internacional. Lo anterior ha sido producto tanto de la democratización de nuestra 
sociedad, la desconcentración del poder, la desconfianza en la conducción política, 
la preferencia por decisiones técnicas, e inclusive también de la globalización, 
pues las obligaciones que nuestro país suscribe conllevan en muchos casos la 
creación de órganos con determinadas características, que sean ajenos al control 
político directo.

Para lograr la neutralización política a que me he referido, estos órganos com-
parten todas o algunas de las siguientes medidas: 1) Sistema de nombramiento 
mediante un mecanismo de colaboración de poderes, 2) Imposibilidad de remover 
libremente a sus integrantes durante el periodo de designación que la propia ley 
establece, 3) Plazos de designación que no coincidan con el plazo del mandato 
presidencial, 4) Obligación de rendir informes ante el Congreso y, 5) Prever requi-
sitos de idoneidad de sus integrantes.

18 de la Ley Orgánica de la administración pública Federal, el secretario de Estado, para el despacho 
de los asuntos de su competencia, se auxiliará por los demás funcionarios que establezca el regla-
mento interior respectivo; igualmente se establece que para la eficaz atención y eficiente despacho, 
las secretarías de Estado y los departamentos administrativos podrán contar con órganos admi-
nistrativos desconcentrados que les estarán subordinados y que en el reglamento interior de cada 
una de las secretarías de Estado, se determinarán las atribuciones de sus unidades administrati-
vas. Luego, si en el artículo 111 del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público se señala que las Administraciones Generales de Recaudación, de Auditoría Fiscal y la 
Jurídica de Ingresos, contarán con administraciones locales, la creación de esta autoridad no 
contraría a la Constitución, en tanto que de acuerdo con su artículo 89, fracción I, el presidente 
de la República ejerció debidamente la facultad reglamentaria. Esto es, a través del reglamento 
creó la mencionada autoridad y determinó sus atribuciones, a fin de que las dependencias que 
integran la administración pública federal puedan realizar las funciones previstas en la ley, lo 
que significa precisamente proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de la ley 
reglamentada” (Novena Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VI, 
noviembre de 1997, tesis P. CLII/97, p. 76)
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La facultad del Congreso para crear este tipo de órganos se encuentra en el 
artículo 90 constitucional, el cual lo autoriza a distribuir los negocios del orden 
administrativo de la Federación en los ámbitos centralizado y paraestatal.

Esta distinción entre administración pública centralizada y paraestatal tiene un 
contenido material referido a la naturaleza esencial de la función encomendada, de 
manera que aquello que es puramente ejecutivo nunca podría llevarse a cabo por 
órganos no sujetos al poder de mando del Presidente. Al respecto, debemos hacer 
una distinción sumamente importante entre:

a) Facultades que son estrictamente ejecutivas, es decir, aquellas para cuya 
consecución es necesaria la existencia de una relación de jerarquía y de dirección 
políticas, como las de gobernación, seguridad nacional, seguridad pública, política 
tributaria, política de salud, desarrollo social, política económica, etcétera.

b) Facultades en las que no exista necesidad de una conducción política y en 
las que, por tanto, se pueda prescindir de la relación de jerarquía, o ésta no sea 
deseable en atención a la consecución de un bien constitucional que requiera neu-
tralidad política en la conducción.

Así, al distribuir los negocios del orden administrativo, el legislativo sólo puede 
crear órganos sin vínculo de jerarquía con el Ejecutivo tratándose de funciones que no 
sean puramente ejecutivas, para lo cual debe acudir a la figura de la administración 
pública paraestatal.

Ahora bien, para la creación y configuración de órganos independientes del 
poder político, dentro de la administración pública paraestatal, el Poder Legislativo 
no cuenta con libertad absoluta, pues está limitado por el principio de división de 
poderes, cuya esencia radica en la tutela del núcleo esencial de la función ejecutiva, 
de manera que aún en tales casos deberán subsistir vínculos y relaciones, distintos 
a la subordinación, entre el Poder Ejecutivo y la administración independiente.

En síntesis, considero que el legislador puede optar por la configuración de 
este tipo de órganos, siempre y cuando se reúnan las siguientes condiciones:

1) Que la independencia administrativa persiga satisfacer algún valor o princi-
pio constitucionalmente relevante y que la naturaleza de la función no sea pura-
mente ejecutiva.

2) Que con la despolitización del órgano y la consiguiente ruptura de la jerar-
quía se cumpla la finalidad constitucional perseguida.

3) Que no se rompa totalmente el vínculo con los poderes públicos, pues ello 
sólo es propio de los organismos constitucionales autónomos, cuyo diseño está 
previsto directamente en la Constitución y tienen por ello garantías institucionales 
de las que no gozan las administraciones independientes.

4) Que el diseño del órgano, tanto en su creación como en su funcionamiento, 
se rija por un esquema de colaboración de poderes y no implique un desplazamien-
to del Ejecutivo o una intervención inocua o simulada, ni un acrecentamiento de 
los otros poderes a costa de aquél, en el entendido de que, cuando la función del 
órgano requiera de un grado mayor de independencia respecto del Ejecutivo, ma-
yores pueden ser los candados a su influencia.

5) Que el órgano sea creado dentro de la administración pública paraestatal.
Siguiendo este cartabón, el Congreso puede crear administraciones indepen-

dientes cuando así lo estime conveniente. Sin embargo, tratándose del órgano téc-
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nico regulador de la radiodifusión, más alla de una cuestión de conveniencia, 
existe una exigencia constitucional de optar por tal modelo.

Para demostrarlo debe tenerse como referencia el marco constitucional e inter-
nacional que rige a las libertades de expresión, información y prensa y que quedó 
previamente expuesto.

B. Exigencia constitucional de independencia de los órganos reguladores en materia 
de radiodifusión

Dentro del esquema del derecho a la libertad de expresión, es indudable que, 
dada la especial posición de la radiodifusión, el derecho de acceso a los medios de 
comunicación requiere de autonomía por parte del órgano técnico regulador en la mate-
ria, a efecto de que este ámbito no sea controlado por ningún grupo político o econó-
mico y, por el contrario, se conserve siempre como un bien social, de modo que su 
inmenso poder sea el instrumento, sustrato y soporte de las libertades públicas, la 
democracia, el pluralismo y las culturas.

El sentido de dicha autonomía es la de sustraer la dirección y el manejo de la 
radiodifusión del control de las mayorías políticas y de los grupos económicos 
dominantes. La libertad de acceso y el pluralismo que deben caracterizar a la radio 
y la televisión pueden resquebrajarse cuando los medios de comunicación se con-
vierten en canales propagandísticos de la mayoría política o de los grupos econó-
micos dominantes, de modo que la autonomía del órgano regulador en materia de 
radiodifusión se erige en una garantía funcional e institucional del derecho de acceso a 
los medios de comunicación, a fin de que aquél no sea un ejecutor de la política dis-
crecional del Estado, sino únicamente de las directrices de la política de radiodifu-
sión adoptadas por el legislador.

(…)
En consecuencia, al haber transmitido a la Cofetel las facultades en materia de 

radio y televisión, el Congreso de la Unión estaba obligado a asegurar la autonomía del 
órgano respecto de los poderes políticos y económicos, para lo cual era indispensable 
que su creación se hubiera realizado fuera de la administración pública centralizada, 
previendo requisitos de idoneidad en el sistema de integración del órgano, de tal 
manera que se asegurara la independencia de los comisionados respecto de los 
órganos del poder político, así como respecto de los entes a los cuales se pretende 
regular.

Así, en el artículo 9-C de la Ley Federal de Telecomunicaciones no se advierte 
el establecimiento de ningún requisito que garantice la independencia respecto del 
poder político o el económico.

En estas condiciones, la configuración de la Cofetel, como un órgano de la 
administración pública centralizada y, por ende, con vínculos indisolubles de je-
rarquía con el Ejecutivo, atenta gravemente contra el derecho de acceso a los 
medios de comunicación, por lo cual resultan inconstitucionales los artículos 9-A, 
que crea a la Cofetel como órgano desconcentrado; 9-C, relativo a los requisitos 
de los comisionados y a la objeción del Senado a los nombramientos; 9-D, en lo 
tocante a la remoción por causa grave debidamente justificada; y Segundo Tran-
sitorio de la Ley Federal de Telecomunicaciones, relativo al escalonamiento de las 
designaciones.

(…)
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Autorización de los concesionarios en materia de radiodifusión para la prestación  
de servicios de telecomunicaciones adicionales (voto concurrente)

Comparto el sentido del proyecto que declara la invalidez del artículo 28 de la Ley 
Federal de Radio y Televisión, sin embargo, tengo algunas consideraciones distintas.

Primeramente, es necesario tener claro lo que establece el artículo 28 impug-
nado:

a)	La decisión legislativa de que los concesionarios de radio y televisión pueden 
utilizar el espacio liberado con motivo de la digitalización a efecto de prestar 
servicios adicionales de telecomunicaciones.
b)	La determinación de que esta situación operará mediante una simple solici-
tud.
c)	La atribución absolutamente discrecional en favor de la Secretaría sobre si 
se cobra o no una contraprestación y, en caso de que así lo determine, algunos 
criterios para la concreción de la cuota.
d)	La previsión de que en caso de que se autorice la prestación de servicios 
adicionales, el título original será sustituido por uno nuevo en el que se le 
otorgará la concesión para usar, aprovechar o explotar una banda de frecuen-
cias en el territorio nacional, así como para instalar, operar o explotar redes 
públicas de telecomunicaciones.
e)	La determinación de que la radiodifusión se rige por la Ley Federal de Radio 
y Televisión y que los servicios de telecomunicaciones por la Ley especial de 
la materia.

El precepto anterior tiene como base la utilización de la tecnología digital y la 
convergencia de tecnologías que permiten la liberación de espectro radioeléctrico lo 
cual obliga al Estado a tomar una decisión sobre el uso que dará al espacio liberado.

El legislador tiene como posibilidades de elección: a) Un esquema donde per-
mita a los actuales concesionarios de radio y televisión explotar el espacio liberado 
de su canal de 6 MHz, según su propia elección, condicionada por las leyes de la 
oferta y la demanda, o b) Puede tomar decisiones y políticas públicas específicas 
para diversificar los participantes en el mercado con base en una visión pluralista, 
realizando la reasignación de los espacios liberados.

Esta situación no es exclusiva de nuestro país, la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económico (ocde), ha planteado el dilema entre un esquema 
de rectoría y control (“command-and-control”) o un esquema que considere la 
concesión como una propiedad y las posibilidades tecnológicas como una acce-
sión (“market-based property rights approach.” exclusive usage rights + tradabi-
lity).59585

Lo que debemos preguntarnos, y lo que aquí se nos plantea, es si esta es una 
situación de libre configuración del legislador o si esta decisión debe tomarse con 
base en los principios de nuestra Constitución.

59Lo anterior en el documento “The Spectrum Dividend: Spectrum Management Issues”.



Apéndices 321Clara Luz Álvarez González de Castilla320 Apéndices 321Clara Luz Álvarez González de Castilla320

A lo largo de mis intervenciones me he referido a los principios de pluralismo 
y a los derechos fundamentales de expresión, información y acceso equitativo a los 
medios de comunicación en relación con la utilización social de los bienes de do-
minio público, los cuales vinculan la actividad del legislador y limitan su posibilidad 
de libre actuación.

El artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión contiene una decisión 
trascendental, en la que se optó por el esquema en el cual la tecnología digital jue-
ga como una situación providencial a favor del concesionario y esta decisión resul-
ta inconstitucional por varias razones:

a) Las concesiones no tienen un objeto universal y los bienes de dominio pú-
blico deben utilizarse socialmente, evitando fenómenos de concentración.

Si como ha quedado demostrado, el espectro radioeléctrico es un bien escaso 
y, además, es vehículo para la concreción de los derechos fundamentales de expre-
sión e información, es inconcuso que el legislador no puede optar por un esquema 
en donde los concesionarios originales maximicen sus ganancias, sino que debe 
optar por un esquema que permita el acceso efectivo de los diversos grupos socia-
les a los medios de comunicación, es decir, por un esquema de pluralismo.

b) El esquema del artículo 28 no puede comprenderse sin el Acuerdo por el 
que se adopta el estándar tecnológico de televisión digital terrestre y se establece 
la política para la transición a la televisión digital terrestre en México, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el dos de julio de dos mil cuatro.

En este Acuerdo se toman decisiones muy importantes que son presupuesto 
del artículo 28 impugnado:

1. Se adopta el esquema A/53 de atsc, que tiene como objetivos, entre otros, el 
establecimiento de la tecnología digital a efecto de brindar un servicio de televisión 
con imágenes y sonido de mayor fidelidad, así como incorporar nuevos servicios 
digitales.60586

2. Esta decisión implica que los concesionarios conserven un canal de 6 MHz 
para las transmisiones analógicas y que obtengan la asignación “temporal” de un 
canal adicional con el mismo ancho.

Lo importante en relación con este canal adicional es determinar cuál es la 
disponibilidad de espectro que tienen los concesionarios.

Al respecto, en el Acuerdo se determina que las transmisiones de la tdt (Tele-
visión Digital Terrestre) deberán ser de calidad de alta definición (hdtv, por sus 

60–Inclusión Digital: generar condiciones para que los receptores y decodificadores de televi-
sión digital sean cada vez más accesibles al consumidor de nuestro país, con objeto de que la so-
ciedad se beneficie de las ventajas que ofrece esta tecnología.

–Calidad: brindar a la sociedad una mejor alternativa del servicio de televisión con imágenes 
y sonido de mayor fidelidad y/o resolución que las que actualmente proporciona la televisión ana-
lógica.

–Fortalecimiento de la actividad: fomentar el sano desarrollo de los concesionarios y permisio-
narios de estaciones de televisión y el de las actividades relacionadas, mediante la incorporación de 
condiciones que propicien certidumbre técnica y jurídica para la transición a la tdt.

Nuevos servicios: alentar la incorporación y el desarrollo de nuevos servicios digitales, tanto 
asociados como –adicionales a la tdt, sin que ello afecte la calidad del servicio principal.

–Optimizar el uso del espectro: hacer un uso racional y planificado del espectro radioeléctrico 
para la convivencia de señales analógicas y digitales durante la transición a la tdt.
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siglas en inglés) o calidad mejorada (edtv, por sus siglas en inglés). Asimismo, para 
el inicio de las transmisiones digitales de cada canal adicional, la tdt deberá tener, 
como mínimo, calidad estándar (sdtv, por sus siglas en inglés). De igual forma, se 
determina que al final del tercer periodo (1 de enero de 2010 al 31 de diciembre de 
2012), para todas las estaciones que tengan Réplica Digital –canal espejo-, será 
obligatorio contar con transmisiones de alta definición o calidad mejorada, en al 
menos el 20 por ciento del tiempo total del horario de funcionamiento de la esta-
ción, conforme a lo establecido en la concesión o el permiso.

Para entender esto, es necesario tomar en cuenta que respecto de un canal de 
6 MHz, la calidad estándar utilizaría hasta 1.5MHz liberando 4.5MHz; la calidad 
mejorada utilizaría hasta 4.5MHz liberando 1.5MHz, mientras que la calidad alta 
definición utilizaría hasta 6MHz liberando probablemente algo de espectro.

El punto es que a partir del tercer periodo sólo tendrían obligación de utilizar 
la alta definición o calidad mejorada en un 20 por ciento del tiempo, lo que significa 
que podrán disponer libremente durante el 80 por ciento del tiempo del 75 por 
ciento de la capacidad del espectro y, en caso de que utilicen la calidad mejorada 
podrán disponer, aun en el tiempo restringido, del 25 por ciento de la capacidad del 
espectro, es decir, tienen una utilización efectiva del espectro con motivo de la ra-
diodifusión: a) Del 40 por ciento si transmite en alta definición, con una disponibi-
lidad del 60 por ciento para utilizarlo en otros servicios de telecomunicaciones y b) 
Si transmite con una calidad mejorada del 35 por ciento, con una disponibilidad del 
65 por ciento al día para utilizarlo en otros servicios de telecomunicaciones.

Lo anterior da cuenta de la multiplicación de los panes y de los peces: Además 
del negocio original de radiodifusión tendrán hasta el 65 por ciento del espectro 
para utilizarlo en otros servicios de telecomunicaciones, gracias a los avances tec-
nológicos, a la decisión del Secretario de Comunicaciones y Transportes y a la ac-
tuación del legislador que acorazó el acuerdo y lo llevó a nivel legal, a través del 
artículo 28 impugnado que parte de la posibilidad de que los concesionarios de 
radiodifusión utilicen el espectro radioeléctrico sobrante para la prestación de otros 
servicios de telecomunicaciones.

Esta decisión es contraria a la Constitución Federal. Hasta qué punto es válido 
que en una nación pluricultural con ciento tres millones de habitantes el legislador 
decida que es preferible ver televisión con mejor calidad, durante el 20 por ciento 
del tiempo prohijando los negocios de los concesionarios de radio y televisión para 
que dispongan hasta de un 65 por ciento del canal que tienen asignado para otros 
usos, por encima de una asignación pluralista de las bandas de frecuencias que 
permita la participación de más voces en el diálogo haciendo posible una democra-
cia efectiva.

¿Por qué debemos preferir la riqueza colora de la transmisión de Alta Defini-
ción durante el 20 por ciento del tiempo a costa del monopolio monocromático de 
las empresas de televisión?

Nuestra Constitución en el artículo 25 consagra la rectoría del Estado, pero no 
la deja a libre navegación, esta rectoría tiene una brújula que se plasma en sus fines: 
el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases socia-
les, cuya seguridad protege, porque gira en torno a la persona humana y no existe 
un bien jurídico superior que los derechos fundamentales que están en la cúspide 
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del ordenamiento jurídico mexicano; los derechos de información y expresión son 
básicos para la formación de la opinión pública y para nuestra autocomprensión.

Si por las características del espectro radioeléctrico, el número de canales uti-
lizables es limitado, dado que aquél es un bien escaso, al constituir los medios 
masivos de comunicación una actividad de interés público, el Congreso debe vigi-
larla y proteger el debido cumplimiento de su función social con miras a que haya 
los máximos elementos posibles de difusión de ideas por esos medios, lo cual debe 
prevalecer sobre la conveniencia mercantil de los concesionarios.

c) Uno de los argumentos más fuertes en contra de tal postura, es que las ra-
diodifusoras realizan transmisiones de punto a multipunto de manera unidireccio-
nal, es decir, que materialmente no tienen las posibilidades de prestar servicios de 
telecomunicaciones como el Internet o la telefonía móvil.

Sin embargo, esta es una forma engañosa de ver el asunto: El punto no es 
centrarse en la tecnología con que en este momento cuenta el radiodifusor, sino en 
las posibilidades de administración y decisión sobre el uso del recurso.

El artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión, es claro cuando indica 
que se otorgará título de concesión para usar, aprovechar o explotar una banda de 
frecuencias en el territorio nacional, así como para instalar, operar o explotar redes 
públicas de telecomunicaciones.

Es decir, los actuales concesionarios de televisión abierta pueden instalar una 
red distinta de la radiodifusión para prestar otros servicios de telecomunicaciones 
como celular y servicios de banda ancha con una autorización, es decir, la maximi-
zación de sus ganancias, a costa de la posibilidad de la existencia de otros medios 
de comunicación, como quedó demostrado en la respuesta que dieron los expertos 
en la Sesión de 22 de mayo, a la primera pregunta que les realicé.

Pregunté, ¿podría un concesionario de radiodifusión que transmita señal digital en 
calidad inferior a hdtv –o sea, Televisión Digital de Alta Definición–, destinar el espectro 
liberado para prestar servicios de telefonía fija o móvil, utilizando para ello la tecnología 
adecuada, así como redes adicionales que permitieran realizar una transmisión bidirec-
cional?

A lo anterior, con toda claridad el ingeniero Rodolfo de la Rosa Rábago, exper-
to del ipn, contestó: “La respuesta tal y como está planteada utilizando para ello la 
tecnología adecuada así como redes adicionales; la respuesta es: Sí, sin ningún proble-
ma; o sea, no necesariamente voy a utilizar el espectro liberado o no porque usemos hdtv, 
o mdtv, o la otra la estándar, mdt, no importa, si vamos a utilizar otra tecnología, sí po-
demos prestar otros servicios. La respuesta tal como está planteada es: Sí.”

Asimismo, el actuario José Fabián Romo Zamudio, experto de la unam indicó: “Co-
incido con el ingeniero, la respuesta directa a la pregunta con toda esa tecnología es: 
Sí, …”61587

La renuncia del Estado al espacio radioeléctrico necesario para concretar los 
derechos fundamentales de libertad de expresión, información y prensa, a través 

61El ingeniero Celestino Antonioli Ravetto del ipn y el doctor Esaú Vicente Vivas de la unam, no 
contestaron la pregunta en los términos en que fue formulada, pues no hicieron referencia a la 
utilización de redes adicionales, además de que ambos fundaron su respuesta en los términos 
previstos en el Acuerdo A53 atsc.
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de un Acuerdo secretarial, y su elevación a rango legal en el artículo 28 impugnado, 
es inconcebible en una democracia.

Se ha planteado al legislador un conflicto entre competitividad y mercado, contra 
pluralismo y democracia. Eligió la primera opción, la Constitución tutela la segunda.

Finalmente debo señalar que como consecuencia de la declaración de invalidez 
del citado artículo 28, debe también expulsarse del ordenamiento jurídico el Acuer-
do A 53 atsc que consagra los mismos privilegios respecto de los cuales este Alto 
Tribunal se ha pronunciado en contra.

(…)
Efectos de la sentencia (voto particular)
En el caso de las acciones de inconstitucionalidad, la mayoría de los integran-

tes del Pleno de este Alto Tribunal, ha estimado que el efecto de la declaración de 
invalidez que en su caso se haga, únicamente puede consistir en la expulsión de 
la norma.

Al respecto, no comparto dicha postura, pues considero que actualmente no 
debe entenderse a los Tribunales encargados del control de la constitucionalidad 
de las normas, como un legislador negativo, pues “hace tiempo que los Tribunales 
Constitucionales han abandonado en gran medida la función de legislador negativo, 
asumiendo tareas, claramente positivas, de creación de normas (…) y en la litera-
tura especializada de todos los países existen diversos trabajos monográficos sobre 
los Tribunales Constitucionales como creadores del Derecho”.66588

Lo anterior se evidencia también con el desarrollo de diversos tipos de senten-
cias, denominadas ‘sentencias intermedias’, entendidas como aquellas que no se 
limitan a declarar la validez o nulidad de la ley impugnada sino que introducen 
normas nuevas en el ordenamiento, y por tanto suponen una actividad legislativa 
positiva, tales como las sentencias prospectivas, interpretativas, admonitorias, adi-
tivas, etc.

En consecuencia, estimo que al emitir las resoluciones, en cada caso deben 
analizarse las circunstancias que se presenten, con base en las cuales se pueda 
determinar la necesidad o conveniencia para la fijación de los efectos.

Como consecuencia de lo anterior, y con la finalidad de no generar vacíos con 
la expulsión de ciertos preceptos que fueron declarados inconstitucionales por 
esta Suprema Corte, era necesario fijar efectos respecto de algunos temas, los cua-
les enseguida señalo:

Inelegibilidad de los comisionados.589

En relación con el Artículo Segundo Transitorio de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones, que establece la inelegibilidad de los Comisionados anteriores, se declaró 
la invalidez del último párrafo,67 por lo que el efecto debe consistir en dejar insubsis-
tentes los nombramientos realizados, para que vuelva a llevarse a cabo el procedi-
miento de nombramiento en el cual puedan participar también los anteriores Co-
misionados. Con esto no se darían efectos retroactivos a la sentencia, pues los 

66Eliseo Aja, Las tensiones entre el Tribunal Constitucional y el legislador en la Europa actual, Bar-
celona, Editorial Ariel, S.A., 1998, p. 259.

67“No serán elegibles para ser comisionados o Presidente de la Comisión, las personas que ocupen 
dichos cargos a la entrada en vigor del presente Decreto, por lo que hace a la primera designación de los 
comisionados y del Presidente de la Comisión”.
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actos que hubiere llevado a cabo la actual integración de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones quedarían intocados.

En las sesiones se planteó la preocupación de que el nombramiento es un acto 
de carácter instantáneo y que la consecuencia de dicho acto es el ejercicio del car-
go, mismo que sí es de tracto sucesivo. Considero que tanto el nombramiento como 
el ejercicio del cargo, si bien son actos, constituyen la concretización del mandato 
del artículo segundo invalidado, por lo que pueden ser también objeto de fijación 
de efectos con motivo de la inconstitucionalidad decretada por este Tribunal.

Me parece claro que la invalidación del nombramiento en los términos pro-
puestos no implica dotar de efectos retroactivos a la sentencia, sino impedir que se 
sigan produciendo a futuro los efectos de la norma inconstitucional, lo cual no está 
prohibido por la Constitución Federal y es la única forma, en que puede repararse 
la contravención a nuestra Norma Fundamental.

(…)
IV. Servicios adicionales
El artículo 28 de la Ley Federal de Radio y Televisión que preveía la autorización 

de servicios adicionales de telecomunicaciones y la fijación discrecional de la con-
traprestación por parte de la Secretaría, se invalidó en su totalidad, haciéndose 
extensiva dicha declaración al 28-A de dicho ordenamiento.

Al respecto, estimo que la invalidez también debió extenderse al último párra-
fo del punto segundo, numeral 2, del Acuerdo por el que se adopta el estándar 
tecnológico de televisión digital terrestre y se establece la política para la transición 
a la televisión digital terrestre en México,70 el cual establece lo siguiente:590

Por último, el modelo promoverá la prestación de servicios de telecomunica-
ciones por parte de los concesionarios y permisionarios de las estaciones de 
televisión, conforme a la legislación y disposiciones reglamentarias en mate-
ria de telecomunicaciones, sin que esto impida permanentemente la transmi-
sión de programas de alta definición. En este sentido, la solicitud para la 
prestación de servicios de telecomunicaciones que, en su caso, sea factible 
prestar por el concesionario o permisionario, a través de los canales asignados 
a la tdt, sin que de manera alguna implique la interrupción total o parcial de 
la tdt, estará sujeta y se resolverá conforme a la Ley Federal de Telecomunica-
ciones y demás disposiciones legales y reglamentarias que sean aplicables. El 
Gobierno Federal podrá establecer una contraprestación económica y, en tal 
caso, el concesionario o permisionario estará obligado a cubrir la misma a fa-
vor del Gobierno Federal, en los términos de las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas vigentes al momento en que se otorgue, en su 
caso, el título de concesión respectivo.
De la lectura se advierte que en él se establece la posibilidad de la prestación 
de servicios adicionales de telecomunicaciones por parte de los concesionarios 
y permisionarios de las estaciones de televisión, además de prever que es 
discrecional para el Gobierno Federal establecer una contraprestación econó-
mica, aspectos que han sido invalidados por este Alto Tribunal, por lo que es 

70Publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de julio de dos mil cuatro.
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evidente que al ser una norma de menor jerarquía, se presenta un situación de 
dependencia vertical, en consecuencia, con fundamento en los artículos 73 en 
relación con el 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II 
del Artículo 105 constitucional, debe declararse también su invalidez. De lo 
contrario se correría el riesgo de que aun a pesar de la declaración de invalidez 
del artículo 28 se siguiera autorizando la prestación de servicios adicionales 
con fundamento en el acuerdo.
Ministro Genaro David Góngora Pimentel.- Rúbrica.

Extracto de la aclaración de Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción en la Acción de Inconstitucionalidad 26/2006 promovida por Senadores inte-
grantes de la Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso de la Unión, en 
contra del propio Congreso y del Presidente Constitucional de los Estados Unidos 

Mexicanos, publicada en el dof de 19 de octubre de 2007. 
(…)
México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, correspondiente al día veintitrés de agosto de dos mil siete.

Quinto.- El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
sesión celebrada el día siete de junio de dos mil siete, resolvió la acción de incons-
titucionalidad precisada anteriormente, declarándola parcialmente procedente y 
parcialmente fundada (…)

considerando:
Primero.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente 

para conocer y resolver de oficio la presente aclaración, con fundamento en el artí-
culo 58 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicable supletoriamente y por 
analogía, en relación con los diversos numerales 223 a 226 del mismo ordenamiento 
jurídico, también aplicables supletoriamente en términos de lo dispuesto en el artículo 
1o. de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que en la resolución dictada 
por este Alto Tribunal el siete de junio del dos mil siete, en la acción de inconstitu-
cionalidad 26/2006, se advierten errores que deben ser corregidos.

(…) 
a) La aclaración de sentencias es una institución que tiene por objeto hacer 

comprensibles los conceptos ambiguos, rectificar los contradictorios y explicar los 
oscuros, así como subsanar omisiones y, en general, corregir errores o defectos 
que se cometieran al dictar un fallo.

b) La aclaración de sentencias es aplicable en materia de amparo, a pesar de 
su falta de regulación expresa, en virtud de que el artículo 17 constitucional consa-
gra el derecho de los gobernados a que se les administre justicia de manera pron-
ta, completa e imparcial; además de que al existir discrepancia entre la sentencia, 
entendida como acto jurídico y, la sentencia como documento, es necesario modi-
ficar este último para adecuarlo a aquélla.

Ahora bien, dada la naturaleza de la acción de inconstitucionalidad, como un 
medio de control constitucional reconocido expresamente por nuestra Constitución 
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Política, cuyas resoluciones se plasman en una sentencia y, ante la ausencia de 
regulación expresa en la materia, el criterio anteriormente expuesto resulta exacta-
mente aplicable al caso, esto es, la aclaración de sentencias opera tratándose de las 
acciones de inconstitucionalidad, para el efecto de que, en cumplimiento a la garan-
tía constitucional de impartición de justicia, la sentencia como documento sea 
congruente con la sentencia como acto jurídico.

Segundo.- Precisado lo anterior, a continuación se procede a destacar los erro-
res que ameritan corrección oficiosa.

De la lectura íntegra de la resolución pronunciada por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación el día siete de junio del presente año, en la acción de 
inconstitucionalidad 26/2006, promovida por la minoría de Senadores integrantes 
de la Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso de la Unión, se advierte lo 
siguiente:

En el considerando décimo quinto, puntos II y IV, el Tribunal Pleno examinó la 
constitucionalidad del artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televisión y determi-
nó, respectivamente, declarar la invalidez de su segunda parte en cuanto establece 
que el refrendo de las concesiones, salvo en el caso de renuncia, no estará sujeto 
al procedimiento de licitación, así como en su primera parte, sólo en la porción en 
la que se prevé que el término de una concesión otorgada para la prestación del 
servicio de radiodifusión, será por veinte años fijos.

Conforme con lo anterior, en el considerando décimo octavo, punto II, inciso 
a), se precisan las partes que se invalidan del artículo 16 de la Ley Federal de Radio 
Televisión, a saber, las relativas a: “El término de”, “será de 20 años y”, así como 
“El refrendo de las concesiones, salvo en el caso de renuncia, no estará sujeto al 
procedimiento del artículo 17 de esta ley.”.

No obstante lo anterior, al señalarse cómo deberá leerse el artículo citado, 
omitiendo las porciones normativas invalidadas, se incurre en un error, puesto que 
se deja íntegra la segunda parte del precepto, misma que debió suprimirse.

Debe señalarse, que el error que en esta vía se corrige no se vio reflejado en 
los puntos resolutivos de la ejecutoria, puesto que en el octavo punto resolutivo, 
claramente se precisan las porciones normativas del artículo 16 de la Ley Federal 
de Radio y Televisión declaradas inválidas, que incluye la segunda parte del párra-
fo único del artículo en cita.

II. Igualmente, se advierte que en el considerando décimo tercero, este Tribunal 
Pleno determinó la inconstitucionalidad del artículo 9-C, último párrafo, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones que establece la facultad de objeción del Senado a los 
nombramientos de comisionados de la Comisión Federal de Telecomunicaciones.

Sin embargo, en el octavo punto resolutivo, al declararse la invalidez de, entre 
otros, el artículo mencionado, en su último párrafo, se hace una remisión errónea 
al considerando octavo, en el cual el Tribunal en Pleno no se pronunció sobre dicha 
norma, sino que se examinaron los artículos 9-A, primer párrafo y los artículos 
Segundo, último párrafo, Cuarto y Quinto transitorios de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Segundo transitorio de la Ley Federal de Radio y Televisión.



Apéndices 327Clara Luz Álvarez González de Castilla326 Apéndices 327Clara Luz Álvarez González de Castilla326

Tercero.- En virtud de lo mencionado con antelación, procede corregir los 
errores destacados y aclarar tanto el texto de la norma declarada parcialmente in-
válida, como el punto resolutivo octavo, que deberán regir la acción de inconstitu-
cionalidad 26/2006, para quedar en los siguientes términos:

a) El artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televisión se leerá de la siguiente 
forma:
“Artículo 16.- Una concesión podrá ser refrendada al mismo concesionario que 
tendrá preferencia sobre terceros.”

b) El punto resolutivo octavo, que quedará en los siguientes términos:

“Octavo.- Se declara la invalidez de los artículos 9-C, último párrafo, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones; y de la Ley Federal de Radio y Televisión: 16, en 
cuanto al término “de 20 años” de las concesiones y porción normativa que esta-
blece: “El refrendo de las concesiones, salvo el caso de renuncia, no estará suje-
to al procedimiento del artículo 17 de esta ley.”; 17-E, fracción V, porción norma-
tiva que dice “…solicitud de…presentada a…”; 20, fracción I, porción normativa 
que dice “…cuando menos…”; fracción II, primera parte, y fracción III, porción 
normativa que dice “…a su juicio…”, conforme a lo expuesto en los consideran-
dos décimo tercero, décimo quinto y décimo, respectivamente.”

En consecuencia, se aclara oficiosamente la sentencia pronunciada por el Ple-
no de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el día siete de junio de dos mil 
siete, en la acción de inconstitucionalidad 26/2006, promovida por la minoría de 
Senadores integrantes de la Quincuagésima Novena Legislatura del Congreso de la 
Unión, para quedar en los términos precisados en este considerando.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

Único.- Se aclaran el considerando décimo octavo y el punto resolutivo octavo de la 
ejecutoria pronunciada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
el día siete de junio de dos mil siete, en la acción de inconstitucionalidad 26/2006, 
promovida por la minoría de Senadores integrantes de la Quincuagésima Novena 
Legislatura del Congreso de la Unión, para quedar en los términos precisados en 
el último considerando de la presente aclaración de sentencia.

Notifíquese; con testimonio de la presente aclaración, publíquese en el Diario 
Oficial de la Federación y, en su oportunidad, archívese el toca.

Así lo resolvió el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
el que por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, 
Luna Ramos, Franco González Salas, Góngora Pimentel, Gudiño Pelayo, Azuela 
Güitrón, Valls Hernández, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia. El señor Minis-
tro José Ramón Cossío Díaz llegó durante la sesión. La señora Ministra Olga Sán-
chez Cordero de García Villegas no asistió, por estar desempeñando una comisión 
de carácter oficial. Fue Ponente el Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano.

(…)
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Extracto del amparo en revisión 1048/2005 promovido por Teléfonos de México, 
S.A. de C.V. y otra, resuelto el 9 de noviembre de 2005 por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los Mi-
nistros José de Jesús Gudiño Pelayo (presidente en funciones), Sergio A. Valls Her-
nández (ponente), Juan N. Silva Meza y José Ramón Cossío Díaz (voto concurrente)

considerando: 
(…)

Tercero. Las consideraciones necesarias para resolver el presente asunto son las 
siguientes: 

1. En la demanda original de garantías, la parte quejosa hace valer diversos 
argumentos, mismos que se sintetizan en la parte conducente:
a) La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental es 
inconstitucional por violación a las garantías de seguridad jurídica y legalidad pre-
vistas por los artículos 14 y 16. Lo anterior obedece a que el legislador federal 
permite que las autoridades federales puedan proporcionar a cualquier persona 
que lo solicite información o documentación que sea propiedad de los particulares, 
como las que Teléfonos de México, Sociedad Anónima de Capital Variable (en lo 
sucesivo telmex) y Teléfonos del Noroeste (en lo sucesivo telnor) han tenido la 
obligación de proporcionar ante las autoridades federales, lo que desde luego les 
ocasiona inseguridad jurídica, habida cuenta que dicha información o documenta-
ción es propiedad de las quejosas y no por el hecho de que la misma se encuentre 
en poder de otra persona de naturaleza pública, deban y puedan ser consideradas 
como información o documentación pública gubernamental y por ende de acceso 
ilimitado a cualquier persona.

(…)
b) La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 

es inconstitucional porque permite la intromisión en los papeles, documentos y 
posesiones de los gobernados como un fin en sí mismo, no como un medio para que 
las autoridades cumplan con la atribución que legalmente les competa para verificar 
el cumplimiento de disposiciones legales, lo que evidentemente genera un margen 
de inseguridad para cualquier gobernado.

(…)

Apéndice 5

Extracto de la ejecutoria del amparo  
en revisión 1048/2005 resuelto por la Primera Sala  
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
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e) Tal resolución, viola el artículo 14 constitucional porque mediante su emisión 
y su ejecución se pretende privarlas de los derechos que le corresponden en su 
carácter de concesionaria de un servicio público al pretender que se prive a éstas 
del derecho de propiedad sobre los documentos e información que por ley deben 
entregar a las autoridades dependientes de la Comisión Federal de Telecomunica-
ciones, sin que al efecto se haya respetado la garantía de audiencia que dicho nu-
meral establece.

(…)
Por lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

se limita a realizar el estudio correspondiente a los agravios identificados por las 
recurrentes como Segundo y Tercero.

El agravio identificado con el inciso a) de la presente resolución, resulta in-
fundado, toda vez que del estudio realizado a la resolución que se combate, se 
advierte que la Juez del conocimiento sí dio respuesta a los argumentos de la 
quejosa.

Ello es así, ya que como se observa a fojas 463 y siguientes de la sentencia 
dictada en el juicio de amparo 1536/2004, la Juez del conocimiento realiza un aná-
lisis respecto de la finalidad de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental, mismo que se puntualiza a continuación:

(…)
5. No debe pasarse por alto que en el actuar de las autoridades, generalmente 

se encuentran involucrados actos entre y con particulares (actas, resoluciones, 
reportes, convenios o contratos), lo que conlleva a que los particulares involucra-
dos proporcionen información a los entes públicos, a efecto de que éstos publiciten 
los actos en los que tuvieron alguna injerencia. Es por ello que necesariamente 
debe existir una relación armónica entre los postulados del artículo 6º constitucio-
nal y aquéllos contenidos en el artículo 16 del mismo ordenamiento legal, esto es, 
se debe buscar el equilibrio de ambas garantías, en aquellos casos en que la infor-
mación requerida a los sujetos obligados (entes, órganos y autoridades federales) 
involucra a algún otro particular, con el fin de garantizar el acceso a la información 
y, a su vez, no trastocar la esfera de garantías de un gobierno que interviene.

6. Dada la función y objetivo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, de transparentar y publicitar todos los actos 
de las autoridades federales, así como garantizar el derecho a la información, que 
contiene el artículo 6 de la Constitución Federal, dicho ordenamiento legal, debe 
buscar un equilibrio entre los principios contenidos en el artículo anteriormente 
citado y aquéllos que prevé el diverso artículo 16 constitucional, puesto que pensar 
lo contrario (que la información en la que tienen injerencia particulares y que obra 
en resguardo de las autoridades federales no puede ser proporcionada para con-
sulta de otros gobernados), equivaldría a hacer nugatorio el derecho a la informa-
ción que establece el artículo 6 de la Ley Fundamental y contravenir el propio fin 
para el cual fue creada la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental.

De lo anteriormente transcrito resulta evidente que contrariamente a lo aduci-
do por las quejosas, la Juez que conoció del amparo sí analizó el concepto de vio-
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lación hecho valer por las quejosas. Ello es así, ya que realiza un estudio respecto 
de la finalidad de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental, dando respuesta al planteamiento hecho valer en el señalado 
concepto de violación.

(…)
Por otro lado, este Máximo Tribunal advierte que el agravio identificado con el 

inciso b) deviene infundado. Ello, tomando en consideración que de la simple lectu-
ra que se realice a la resolución de la Juez del conocimiento, claramente se puede 
advertir que todo el estudio va encaminado a demostrar que los dispositivos im-
pugnados de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental no son conculcatorios de las garantías de audiencia y legalidad 
consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, es decir, que el citado ordenamiento cumple con los imperativos 
contenidos en la norma fundamental.

Ello es así, ya que a fojas 468 y siguientes de la resolución que se impugna, la 
Juez que conoció del asunto concluye señalando que contrario a lo que señalan las 
quejosas, las normas reclamadas sí establecen los mecanismos necesarios para no 
trastocar las garantías de legalidad y seguridad jurídica, puesto que se establece en 
la ley –y se detalla en su reglamento–, la posibilidad de que se les requiera a los 
particulares titulares de la información solicitada, su consentimiento para propor-
cionar determinada documentación e incluso pueden negarse a ello, la facultad de 
eliminar la documentación o información confidencial, realizándose versiones pú-
blicas de los documentos y así no se les perjudique en su actividad y fin. Por lo que, 
es inconcuso que con ello se vigila el debido cumplimiento de las citadas garantías 
de legalidad y seguridad jurídica.

Lo anterior es así, ya que dada la función y objetivo de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, de transparentar y pu-
blicitar todos los actos de las autoridades federales, así como garantizar el derecho 
a la información, contenido en el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, dicho ordenamiento debe buscar un equilibrio entre los princi-
pios contenidos en el artículo anteriormente citado y aquellos que prevé el diverso 
artículo 16 constitucional, puesto que pensar lo contrario (que la información en la 
que tienen injerencia particulares y que obra en resguardo de las autoridades fede-
rales no puede ser proporcionada para consulta de otros gobernados) equivaldría a 
hacer nugatorio el derecho a la información que establece el citado artículo 6 de la 
Ley Fundamental y contravenir el propio fin para el cual fue creada la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Es por ello que 
se estima que, en forma sui generis, se establecen los mecanismos para lograr el 
propósito de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental y, a su vez, garantizar a los particulares titulares de información en 
que interviene el gobierno federal, que no se trastoquen sus derechos públicos 
subjetivos, estableciendo que los particulares que deben proporcionar información 
a los sujetos obligados para su divulgación, están facultados para señalar las seccio-
nes, rubros, apartados y documentación que consideran confidencial, reservada y 
la elaboración de las versiones públicas, a efecto de que se divulguen, únicamente, 
las porciones que no se consideran confidenciales y reservadas y así, evitar un 
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menoscabo de que se prevé la posibilidad de solicitar, en forma expresa, a estos 
particulares su consentimiento para proporcionar la información.

Además, como se señala en el párrafo anterior, no se restringen los derechos 
de las quejosas, toda vez que se establece la posibilidad en la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de que éstas establez-
can la información que consideran confidencial y reservada, a efecto de que tal 
documentación, sea suprimida en las consultas posteriores y así se logre una pro-
porción, mesura y equilibrio entre ambas garantías constitucionales (la que consa-
gra primordialmente la ley y la que todo gobernado debe tener tratándose de actos 
de molestia). Además de que al requerir información a los particulares, no se les 
está privando –ni siquiera en forma temporal– de un derecho, sino que simplemen-
te se está asegurando el cumplimiento del derecho a la información, que prevé el 
artículo 6 de la Constitución Federal.

(…) lo cierto es que [la Jueza del conocimiento] sí dio una respuesta puntual al 
señalar que en los convenios generalmente se encuentran involucradas las autori-
dades, dando como resultado que las autoridades publiciten los actos en los que 
tuvieron alguna participación, siendo que, en la especie, por las características de 
los convenios de interconexión, no es necesario realizar un estudio o distinción 
entre los convenios entre particulares y aquéllos en los que intervengan autorida-
des, tal y como lo hacen valer las quejosas en el agravio correspondiente.

(…)
Como se observa de los artículos antes transcritos [artículos 3, 41, 42, 47, 64 

y 65 de la Ley Federal de Telecomunicaciones], en los convenios de interconexión, 
contrariamente a lo manifestado por las quejosas, sí participan las autoridades 
administrativas, en el caso particular, la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes. 

Por ello, lo asentado por la Juez de Distrito en la sentencia que se combate 
tiene sustento conforme a derecho. Es decir, claramente se puede desprender del 
análisis de las normas antes citadas, que la autoridad administrativa, en este caso, 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes sí tiene injerencia en la celebración 
de los comentados convenios de interconexión.

Además, contrario a lo sostenido por las quejosas, los convenios de interco-
nexión, además de ser un acuerdo de voluntades entre particulares, en el que in-
terviene la autoridad administrativa, tal y como ha quedado claro de lo antes ex-
puesto, son documentos que por sus propias características se encuentran 
depositados en un registro de telecomunicaciones, que de acuerdo con la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones es de carácter público y pude ser consultado por 
cualquier persona.

Así, resulta claro que no les asiste la razón a las quejosas al afirmar que la 
publicidad de los convenios de interconexión deviene de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental, ya que es la propia Ley Federal 
de Telecomunicaciones, norma especial en dicha materia, la que obliga la publici-
dad de la información, con las salvedades de confidencialidad.

(…)
(…) resulta evidente que en ningún momento se violenta tal disposición, es 

decir, la autoridad, para cumplir con el mandato que le marca la ley (Ley Federal de 
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Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental) tiene que reque-
rir al sujeto pasivo (quejosas) la presentación de determinada documentación.

Además, cabe recordar que las quejosas, de conformidad con la Ley Federal de 
Telecomunicaciones, se encuentran obligadas a darle publicidad a sus convenios y 
concesiones, al formar parte del registro de telecomunicaciones, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 64 y 65 de dicha ley.

De lo anterior y analizando la resolución que se combate, claramente se advier-
te que la Juez del conocimiento, como ya se ha señalado, hace un análisis relativo 
al fin de la propia ley que se tilda inconstitucional. En ese sentido y para que la 
autoridad pueda dar cumplimiento al mandato contenido en la misma (fin), se re-
quiere que en ejercicio de sus facultades realice un acto de molestia (medio), dando 
cumplimiento al mandato contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, esto es, ejerciendo sus facultades a través de un 
acto de molestia que cumpla con un objetivo determinado.

(…)
(…) el hecho de que se le solicite al titular de la información que realice la ca-

lificación correspondiente a la información que obra en poder de las autoridades, 
sirve precisamente como sustento al cumplimiento de lo dispuesto por la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, se le permite al titular de 
la información ejercer su facultad de calificar de determinada forma la documenta-
ción que obra en poder de la autoridad, que en el caso particular es en un registro 
que, como se ha señalado, se considera público en los términos de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones y no de acuerdo con la ley impugnada.

En ese sentido, en el momento en que el titular de la información ejerce esa 
posibilidad que le otorga la ley, es exactamente ahí en la que se cumple el ejercicio 
de la garantía de audiencia previa que tanto invocan las quejosas.

Ahora bien, considerando que lo anterior no fuera suficiente para dar por cum-
plida con la garantía de audiencia de que tanto se duelen las quejosas, resulta per-
tinente realizar un análisis integral de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, su Reglamento y demás normas que se en-
cuentren inmersas en esta materia, a efecto de determinar si dicha norma contempla 
los elementos o mecanismos necesarios que permitan a las impetrantes de garantías 
ejercer válidamente y sin restricciones, el ejercicio de su garantía de audiencia.

(…)
Como se advierte de la lectura de los artículos 24, 25 y 26 de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, cualquier intere-
sado o sus representantes podrán solicitar a una unidad de enlace o su equivalen-
te, previa acreditación, que les proporcione los datos personales que obren en sus 
sistemas de datos personales o bien los modifique; en cambio, el artículo 40 regu-
la el acceso a la información en el Poder Ejecutivo Federal.

Conforme a los artículos 42 a 44, las dependencias y entidades estarán obliga-
das a entregar los documentos que se encuentren en sus archivos y notificar su 
resolución (…)

(…)
De ese modo, la intervención de los terceros interesados en el recurso de re-

visión, puede producirse de tres formas: la primera, que quien interponga el recur-
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so señale expresamente el nombre del tercero interesado; la segunda, en forma 
oficiosa, cuando la autoridad advierta que en el escrito respectivo se omitió ese 
señalamiento y tenga como tercero interesado a quien le resulte ese carácter de 
acuerdo con los documentos relativos y, la tercera, que quien se crea con ese ca-
rácter comparezca de modo propio a la sustanciación de ese recurso.

De esa manera, es en el recurso de revisión, instancia en la que propiamente 
existe una contención en virtud de la negativa de la autoridad a entregar la infor-
mación solicitada o entregar los datos personales o corregirlos, cuando el tercero 
interesado puede comparecer a manifestar lo que a su derecho convenga en rela-
ción con la factibilidad o no de la entrega de esa información.

No obstante la conclusión a la que se ha arribado, debe quedar establecido que 
los artículos 40 y 41 del Reglamento de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, establece en forma clara la obligación de la de-
pendencia o entidad que reciba una solicitud de acceso a un expediente o documentos 
que contengan información confidencial, y el Comité lo considere pertinente, de re-
querir al particular titular de la información su autorización para entregarla, quien 
tendrá diez días, hábiles para responder a partir de la notificación correspondiente.

(…)
Así, pues, no es verdad lo que aseveran las recurrentes en el sentido de que la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
omite establecer la posibilidad de que los terceros interesados manifiesten, ante la 
autoridad, lo que a su derecho convenga respecto de la información que se solicita, 
cuyo contenido le afecte.

Lo anterior, porque como ya quedó de manifiesto, tanto la ley como su Regla-
mento, establecen esa posibilidad.

En primer término, cuando por la naturaleza de la información el Comité lo 
considere pertinente –que es la primera etapa de acceso a la información– deberá 
recabar la autorización del particular titular de la información, previo a su entrega, 
otorgándole un término de diez días hábiles para responder, contados a partir de la 
notificación correspondiente.

En segundo término, cuando se interpone el recurso de revisión –que sería la 
segunda etapa del procedimiento de acceso como consecuencia de una negativa– el 
tercero interesado puede comparecer por virtud de que sea señalado expresamen-
te en el escrito respectivo, en su caso, la autoridad lo llame oficiosamente, o com-
parezca de modo propio.

Por otra parte, la notificación que se deba efectuar, podrá hacerse en forma 
personal o a través de un representante, por correo certificado o mensajería, según 
lo dispone el artículo 68 del propio Reglamento, que si bien hace referencia a las 
notificaciones que deban practicarse a los particulares, es dable concluir que tra-
tándose de los terceros interesados la notificación podrá efectuarse en cualquiera 
de esas formas.

Y la notificación de las resoluciones emitidas por el Instituto Federal de Acceso 
a la Información, corren a cargo de la Secretaría de Acuerdos del propio Instituto, 
conforme lo señala el artículo 23, fracción VIII del Reglamento Interior del mismo.

Por tanto, debe concluirse que la ley impugnada, su Reglamento y el Reglamen-
to Interior del Instituto Federal de Acceso a la Información, prevén en su conjunto 
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la posibilidad de que la autoridad gubernamental, ante la cual un ciudadano solicite 
determinada información o documentación que involucre directamente a otra per-
sona, ya sea física o moral, antes de acceder a proporcionarla, debe notificar a las 
personas interesadas e involucradas directamente con la misma, para que tengan 
oportunidad de manifestar lo que a su derecho corresponda, por lo que el primer 
concepto de violación y el primer agravio que se analizan devienen infundados.

Por lo anterior, resulta necesario establecer que la Ley Federal de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública Gubernamental no contraviene la garantía de 
audiencia consagrada en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

(…)

Voto concurrente que formula el  
ministro José Ramón Cossío Díaz en el  
Amparo en Revisión 1048/2005.

(…)
Desde mi perspectiva, en la sentencia era menester analizar en qué casos podría 
negarse el acceso a la información que atañe a gobernados cuando ésta se encuen-
tre bajo resguardo de autoridades, por tratarse de uno de los límites al derecho a 
la información plasmado en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a la luz del criterio sostenido por el Pleno de esta Suprema 
Corte en la tesis aislada número P. LX/2000, en la que se establece que el ejercicio 
de tal derecho se encuentra limitado, tanto por los intereses nacionales y de la 
sociedad, como por los derechos de terceros.

Asimismo, considero que era necesario abordar el análisis de los preceptos 
legales impugnados con independencia de lo establecido en la Ley Federal de Tele-
comunicaciones, pues la constitucionalidad o inconstitucionalidad de determinadas 
disposiciones legales –específicamente, de la Ley Federal de Transparencia–, no 
puede hacerse depender de lo que establezcan otras disposiciones legales de igual 
jerarquía, sino de su adecuación o no al texto constitucional y a las garantías que 
éste establece en favor de los gobernados. 

En este orden de ideas, me parece que en el proyecto se debió haber analizado 
con mayor detenimiento si la Ley de Transparencia puede resultar violatoria de ga-
rantías, al no distinguir entre la información pública propiamente dicha y la informa-
ción de carácter privado que, aunque obre en poder de un ente público, deba perma-
necer con tal carácter, que es básicamente de lo que se duelen las recurrentes. 

(…)
(…) resulta claro que no toda la información que obre en poder de la autorida-

des puede ser materia de difusión general o de acceso público, en la medida en que 
involucre a alguna de las materias indicadas. Asimismo, la ley que regule el acceso 
a cierta información, como es el caso de la Ley de Transparencia, no debe ser el 
simple camino procesal de acceso a la información que garantice la libertad e igual-
dad en su recepción, sino también el instrumento protector de aquellas materias y, 
en particular, de los intereses de terceros, constituyéndose así, por razones lógi-



cas, en una directa y quizá la más intensa limitante posible del ámbito del derecho 
a recibir información.

Por lo tanto, es al tenor de esas premisas que, en mi opinión, debió analizarse 
la constitucionalidad de los preceptos legales tildados de inconstitucionales por los 
ahora recurrentes; sobre todo, si se toma en consideración que la Ley de Transpa-
rencia tiene como fin esencial brindar acceso a la información pública gubernamen-
tal, para garantizar una adecuada fiscalización y rendición de cuentas de las auto-
ridades –según se advierte de las Exposiciones de Motivos de las distintas 
iniciativas que se presentaron durante el proceso legislativo correspondiente–, y no 
así brindar un acceso libre e indiscriminado a la información de particulares que 
obre en poder de entes públicos, cuando ello pueda representar una violación a su 
derecho a la privacidad y demás garantías que establece la Constitución a favor de 
los gobernados.
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Extracto de la ejecutoria de la contradicción de tesis número 157/2003-SS, entre los 
Tribunales Colegiados Noveno y Décimo Primero, ambos en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, fallado el 17 de marzo de 2004 por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de cinco votos de los Ministros Marga-
rita Beatriz Luna Ramos (ponente), Genaro David Góngora Pimentel, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Presidente Juan Díaz Romero. 

Considerando

(…)
Cuarto. (…)
En lo que interesa, los mencionados Tribunales Colegiados de Circuito se pronun-
ciaron sobre el mismo tema, a precisar: si en términos del artículo 14 de la Consti-
tución Federal de la República, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes debe 
o no otorgar previamente la garantía de audiencia al particular con título de conce-
sión para instalar, operar y explotar una red pública de telecomunicaciones para 
prestar el servicio de televisión por cable en determinada zona geográfica de la Re-
pública Mexicana; respecto a la expedición a favor de un tercero de otro título con-
cesionario para prestar idéntico o similar servicio y en la misma área geográfica.

(…)
Ahora bien, a pesar de que los Tribunales Colegiados de Circuito examinaron 

los mismos elementos respecto del mismo tópico jurídico, arribaron a conclusiones 
divergentes, pues mientras el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrati-
va del Primer Circuito establece que, conforme a lo dispuesto por el articulo 14 de 
la Constitución Federal de la República, quien ya tiene título de concesión para 
instalar, operar y explotar una red pública de telecomunicaciones para prestar el 
servicio de televisión por cable en determinada zona geográfica, es en forma obli-
gatoria merecedor del derecho de audiencia, cuando se vea afectado con el otorga-
miento de una nueva concesión a favor de un tercero para prestar idéntico o simi-
lar servicio y en la misma área geográfica, esto es, con independencia de que la ley 
secundaria en ningún momento obligue a la autoridad administrativa a escuchar al 
concesionario existente previamente al otorgamiento de nuevas concesiones, pues 
la garantía de audiencia es de observancia obligatoria. En cambio, el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito sostuvo que, si 
bien dentro del procedimiento administrativo de expedición de un título de conce-
sión para instalar, operar o explotar redes públicas de telecomunicaciones, no se 

Apéndice 6

Extracto de la ejecutoria de la contradicción  
de tesis número 157/2003-SS resuelta por la Segunda Sala  
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
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establece que previamente debe otorgarse la garantía de audiencia al titular de la con-
cesión otorgada con anterioridad; sin embargo, también lo es, que ello se debe a que 
ya no hay exclusividad en la prestación del servicio concesionado, y por ende, no se 
trata de un acto de privación o de restricción de derechos, por lo que el interesado en 
obtener dicha concesión solamente debe reunir los requisitos que prevé el articulo 24 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, aun cuando se trate para prestar idéntico o 
similar servicio y en la misma zona geográfica del concesionado con anterioridad.

Quinto. Debe prevalecer con el carácter de jurisprudencia la tesis que sienta 
esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

(…)
(…) el debido respeto a la garantía de audiencia [artículo 14 constitucional] 

exige, que el acto privativo de la vida, de la libertad, de las propiedades, posesiones 
o derechos, debe ser mediante juicio seguido ante los tribunales previamente esta-
blecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

Ahora bien, esta garantía de audiencia puede entenderse o examinarse bajo 
dos aspectos: uno de forma y otro de fondo. El primero, comprende todos los 
medios establecidos en su propio texto para dar cumplimiento a tal garantía, a 
saber, la existencia de un juicio seguido ante los tribunales previamente estable-
cidos en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento; el 
segundo, constituye el contenido, espíritu o fin último que persigue la propia ga-
rantía, que es evitar se deje en estado de indefensión al posible afectado del acto 
privativo o en situación que afecte gravemente sus defensas. Los medios o formas 
para cumplir debidamente con el derecho fundamental de defensa deben ser de tal 
manera que en cada caso no se produzcan el estado o situación de referencia, 
erigiéndose por tanto en formalidades esenciales los que garanticen lo anterior.

Así, las formalidades esenciales del procedimiento son aquellas que resultan 
necesarias e indispensables para garantizar una adecuada y oportuna defensa 
previa al acto privativo, de tal suerte que su omisión o infracción produzca de al-
guna manera indefensión al afectado o lo coloque en una situación que afecte 
gravemente sus defensas. 

(…)
Luego que, una adecuada y oportuna defensa requiere de las etapas procesales 

a que hacen referencia las tesis transcritas en todo procedimiento previo al acto 
privativo, independientemente de la materia de la que se trate y de la autoridad 
ante la que se ventile, los que tendrán el carácter de esenciales cuando resultan 
necesarios para la adecuada defensa; por el contrario, resultarán secundarios 
aquellos cuya emisión o violación no produzcan indefensión y, por ende, su con-
travención no importe infracción a la garantía de audiencia. Estas formas o requi-
sitos pueden variar en los diferentes juicios o procedimientos según el acto de 
privación de que se trate, siempre que resulten apropiados y suficientes para satis-
facer plenamente la oportunidad de defensa del afectado. 

En tanto que, para efectos del precepto constitucional en examen, como acto de 
privación debe entenderse, aquél que tiene por objeto la disminución, menoscabo o 
supresión definitiva de un derecho del gobernado, esto es, si la privación de un bien 
material o inmaterial, bajo los aspectos indicados anteriormente es la finalidad con-
natural perseguida por el acto de autoridad, este asumirá el carácter de privativo. 
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En tal virtud, el artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, exige el respeto a la garantía de audiencia antes de que 
se produzcan aquellos actos que en definitiva priven a alguien de sus bienes o 
derechos. 

(…)
Así las cosas, el concepto de concesión es definido como: “el acto administra-

tivo a través del cual la administración pública, concedente, otorga a los particula-
res, concesionarios, el derecho para explotar un bien propiedad del Estado o para 
prestar un servicio público” (Enciclopedia Jurídica Mexicana, Tomo II, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial 
Porrúa, México 2002).

Sobre el particular, la doctrina mexicana coincide en que la concesión es el acto 
administrativo por medio del cual la administración pública federal confiere a una 
persona una condición o poder jurídico para ejercer ciertas prerrogativas públicas con 
determinadas obligaciones y derechos para la explotación de un servicio público, de 
bienes del Estado o los privilegios exclusivos que comprende la propiedad industrial.

(…)
Así, los derechos del concesionario nacen con el acto de concesión; tratándose 

de la prestación de servicios que originalmente corresponden al Estado, se adquie-
re el derecho de establecerlo y explotarlo; si se refiere al uso o explotación de 
bienes del Estado, se adquiere el derecho de utilizarlos; tales derechos generalmen-
te son personalísimos e intrasmisibles, salvo que se reúnan ciertos requisitos y 
previa autorización de la autoridad correspondiente.

Entre otras de las obligaciones que por ley corresponden a los concesionarios, 
la doctrina destaca las siguientes: Contar con los elementos personales, materiales 
y financieros para prestar el servicio público, o efectuar la explotación de los bienes 
en condiciones óptimas; realizar las obras necesarias para prestar el servicio pú-
blico o explotar los bienes; y, prestar el servicio público, o explotar los bienes, en 
los términos y condiciones que señalan las disposiciones legales. 

(…)
[Se transcriben los artículos 25 y 28 constitucionales, 8 de la Ley de Vías Generales 

de Comunicación, 1, 2, 7, 24 a 27 de la Ley Federal de Telecomunicaciones]
De lo que se concluye, que no existe exclusividad en la prestación del servicio 

público concesionado para instalar, operar o explotar redes públicas de telecomu-
nicaciones; habida cuenta que, entre los objetivos de la Ley Federal de Teleco-
municaciones, la cual rige este tipo de concesiones, se comprende el de fomentar 
una sana competencia entre los prestadores de servicios de telecomunicaciones, 
a fin de que éstos se presten con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio 
de los usuarios, además de promover una adecuada cobertura social, con el fin de 
evitar monopolios o prácticas monopólicas, en términos del artículo 28 de la Cons-
titución Federal de la República. 

Cuestión la anterior, que se ve reflejada en los títulos de concesión objeto de 
examen por los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, en cuyas condi-
ciones, coinciden, en la siguiente:

“La presente concesión no confiere derechos de exclusividad al concesionario, 
por lo que la Secretaría, dentro de la misma área geográfica, podrá otorgar 
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otras concesiones a favor de terceras personas para instalar, operar o explotar 
una o más redes públicas de telecomunicaciones, para que se presten servicios 
idénticos o similares.”

Teniendo aplicación lo dispuesto por el artículo 23 del Reglamento de Teleco-
municaciones, vigente de acuerdo a lo previsto en el artículo Tercero Transitorio 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones (…)

En esas condiciones, por carecer de derechos de exclusividad el titular de la 
concesión para instalar, operar o explotar redes públicas de telecomunicaciones, es 
inconcuso que a éste no se le debe previamente otorgar la garantía de audiencia 
que consagra el artículo 14 de la Constitución Federal de la República, en relación 
a la expedición de nuevas concesiones para prestar idéntico o similar servicio y en 
la misma área geográfica, como lo refiere el artículo 23 del Reglamento de Teleco-
municaciones, en virtud de que el otorgamiento de nuevas concesiones no tiene 
por objeto la disminución, menoscabo o supresión definitiva de los derechos del 
titular concesionado, pues no se le desconoce la concesión otorgada a su favor, ni 
se ordena que suspenda el servicio que presta, o bien, se le impide que lo continúe 
prestando, sino que su fin es el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones y 
fomentar su sana competencia entre, los prestadores de ese servicio y así evitar 
monopolios o practicas monopólicas.

(…)
Luego, el criterio que en lo sucesivo debe regir con carácter de jurisprudencia, 

en términos de lo dispuesto por el artículo 192 de la Ley de Amparo, es el que a 
continuación se redacta con el rubro y texto siguiente: 

telecomunicaciones. en la expedición de nuevas concesiones a terceras personas 
para instalar, operar o explotar redes públicas en esa materia para un área geográ-
fica anteriormente asignada, no procede la garantía de audiencia a favor de su ti-
tular.
De conformidad con lo establecido en el artículo 7o. de la Ley Federal de Teleco-
municaciones, uno de los objetivos de este ordenamiento es fomentar una sana 
competencia entre los prestadores de servicios de telecomunicaciones, a fin de 
que se ofrezcan estos servicios con mejores precios, diversidad y calidad en be-
neficio de los usuarios, además de promover una adecuada cobertura social, para 
evitar monopolios o prácticas monopólicas, como lo dispone el artículo 28 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En congruencia con lo 
anterior, y en términos de lo señalado en el artículo 23 del Reglamento de Teleco-
municaciones, si al titular de una concesión para instalar, operar o explotar redes 
públicas de telecomunicaciones no se le confieren derechos de exclusividad en el 
área geográfica asignada, es inconcuso que en la expedición a terceras personas 
de nuevas concesiones para prestar idéntico o similar servicio en la misma área, 
no procede la garantía de previa audiencia, en virtud de que el otorgamiento de 
nuevas concesiones no tiene por objeto la disminución, menoscabo o supresión 
definitiva de sus derechos, pues no se le desconoce la concesión otorgada a su 
favor ni se ordena que suspenda el servicio que presta y tampoco se le impide que 
continúe prestándolo.

(…)

Clara Luz Álvarez González de Castilla340
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Extracto de la ejecutoria del amparo en revisión 106/2002, promovido por Teléfonos 
de México, S.A. de C.V., resuelto el 23 de agosto de 2002 por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de votos de los Ministros 
Juan Díaz Romero (ponente), Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano y Presidente José Vicente Aguinaco Alemán. Ausente el Ministro Mariano 
Azuela Güitrón por licencia concedida por el Pleno...

Considerando

Sexto. (…)
(…)
Por otra parte, en el artículo 36 de Ley Orgánica que también se transcribió, se 
delimitó el ámbito de competencia de la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes, a la que, entre otras cuestiones, compete otorgar concesiones y permisos para 
establecer y explotar servicios telefónicos, sistemas y servicios de comunicación 
inalámbrica por telecomunicaciones y satélites, fijar normas técnicas del funciona-
miento y operación de los servicios públicos de comunicaciones y transportes y las 
tarifas para el cobro de los mismos, promover y, en su caso, organizar la capacita-
ción, investigación y el desarrollo tecnológico en materia de comunicaciones y 
transportes.

Ahora bien, la finalidad perseguida por el Constituyente que emerge del artícu-
lo 90 acabado de transcribir, consistente en que el Congreso de la Unión debe fijar, 
mediante normas generales, la esfera de competencia que toca a cada Secretaría y 
a cada órgano desconcentrado, permite entender que tal facultad no se agota en la 
expedición de la Ley Orgánica mencionada, sino que puede válidamente ejercitarla 
en otras leyes si persiguen la misma finalidad de distribuir competencias a los ór-
ganos administrativos mencionados.

Así, el legislador federal expidió la Ley Federal de Telecomunicaciones (publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el siete de junio de mil novecientos noven-
ta y cinco), para regular el uso, aprovechamiento y explotación del espectro radio-
eléctrico, de las redes de telecomunicaciones y de la comunicación vía satélite, y en 
uso de la facultad que le confiere el artículo 90 constitucional continuó con su labor 
de distribuir la competencia de los órganos que integran la Administración Pública 
Federal, a través de normas generales, al atribuir diversas facultades al Secretario 

Apéndice 7

Extracto de la ejecutoria del amparo en revisión 106/2002  
resuelto por la Segunda Sala de la Suprema Corte  
de Justicia de la Nación
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de Comunicaciones y Transportes para el logro de los objetivos señalados en los 
artículos 2 y 7 del propio ordenamiento legal secundario y prever en su artículo 
décimo primero transitorio la creación de un órgano desconcentrado de la Secreta-
ría de Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica y operativa, que 
tendría la organización y facultades necesarias para regular y promover el desarro-
llo eficiente de las telecomunicaciones en el país, de acuerdo a lo que se establecie-
ra en su decreto de creación.

(…)
De lo anterior se advierte que el Congreso de la Unión, en congruencia con la 

disposición contenida en el artículo 17 de la referida Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública, que establece que las Secretarías de Estado podrán contar con ór-
ganos administrativos desconcentrados, jerárquicamente subordinados a ellas, con 
facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del ámbito territorial 
que se determine en cada caso, “de conformidad con las disposiciones legales apli-
cables”, dispuso en el artículo transitorio de mérito la creación de un órgano des-
concentrado subordinado jerárquicamente a la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, con autonomía técnica y operativa, que tendría la organización y fa-
cultades necesarias para regular y promover el desarrollo eficiente de las teleco-
municaciones en el país.

Lo ordenado por el Congreso de la Unión en la disposición transitoria en men-
ción se vio realizado en el “Decreto por el que se crea la Comisión Federal de Teleco-
municaciones”, emitido por el Ejecutivo Federal y publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de nueve de agosto de mil novecientos noventa y seis, en el que, en su 
artículo primero, se creó la Comisión Federal de Telecomunicaciones “como órgano 
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes con 
autonomía técnica y operativa, el cual tendrá las atribuciones que en este decreto se le 
confieren, con el propósito de regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomu-
nicaciones”; en su artículo segundo”, se dotó a ese órgano de facultades, entre otras, 
para expedir disposiciones administrativas, elaborar y administrar planes técnicos 
fundamentales y expedir las normas oficiales mexicanas, en materia de telecomu-
nicaciones 

(…)
(…)
En el derecho mexicano los órganos desconcentrados son creados mediante leyes, 

decretos, reglamento interior o por acuerdo.
El órgano desconcentrado tiene cierta autonomía, una de carácter técnico, que im-

plica el no sometimiento de los organismos a las reglas de gestión administrativa y finan-
ciera; goza también de autonomía orgánica que se traduce en la especial organización 
interna del organismo, que incluso le permite, hasta cierto punto, el autogobierno.

En tal orden de ideas, cabe concluir que las facultades que el Congreso de la 
Unión confirió a la Comisión Federal de Telecomunicaciones en la disposición tran-
sitoria en mención, de ninguna manera entraña delegación de la facultad reglamen-
taria que la fracción I del artículo 89 de la Constitución Federal concede al Presi-
dente de la República, pues el Congreso de la Unión no se despojó a sí mismo de 
una facultad propia, condición insalvable en todo acto delegatorio, sino que, en uso 
de la facultad legislativa que le otorgan los artículos 73, fracciones XVII y XXX, en 
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relación con los artículos 25 y 28, y 90, todos de la Norma Fundamental, en relación 
con el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, previó 
la creación de un órgano desconcentrado jerárquicamente subordinado a la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica y operativa, que 
debía tener la organización y facultades necesarias para regular y promover el de-
sarrollo eficiente de las telecomunicaciones en el país, de acuerdo con lo estableci-
do por el Ejecutivo Federal en el decreto de creación correspondiente, con la fina-
lidad de que dicho órgano coadyuvara con esa dependencia del Ejecutivo Federal 
en la eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos de la competencia de esta 
última, entre otros, el que le encomienda el artículo 7 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones ya transcrito, allanando así la aplicación técnico operativa de ese 
ordenamiento legal. 

De las ejecutorias plenaria y de Sala que se acaban de transcribir, en lo condu-
cente, se infiere que el artículo 49 constitucional prohíbe que se reúnan dos o más 
poderes en una sola persona o corporación, o que se deposite el Legislativo en un 
individuo (obviamente el Presidente de la República), salvo las dos excepciones que 
el propio precepto establece (en el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo 
de la Unión conforme a lo dispuesto en el artículo 29, esto es, para el caso de sus-
pensión de garantías; y en el diverso caso del artículo 131, cuando se le faculta 
para emitir disposiciones de carácter general en materia arancelaria y no arancela-
ria), pero también se infiere que la prohibición de expedir leyes en que se concreta 
al dirigirse al Ejecutivo, se refiere a leyes entendidas desde el punto de vista formal, 
pero no desde el punto de vista material, puesto que la propia Constitución estable-
ce múltiples supuestos, generales o específicos, en que el Ejecutivo puede, válida-
mente, expedir normas generales, siempre y cuando lo prevenga el Código Político 
o las leyes formalmente creadas por el Legislativo, condiciones que se cumplen en 
la especie puesto que el artículo 90 constitucional, como base, y la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, en relación con la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones, como desarrollo específico, fundamentan tanto la creación del órgano 
desconcentrado denominado Comisión Federal de Telecomunicaciones, como la 
atribución que se le otorga para regular y promover el desarrollo eficiente de las 
telecomunicaciones en el país.

Por tanto, al contrario de lo sostenido por las quejosas, la facultad conferida a 
la Comisión Federal de Telecomunicaciones, para regular y promover el desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones en el país, no implica una violación al principio 
de división de poderes consagrado en el artículo 49 constitucional, ni a los princi-
pios complementarios de este último, consistentes en que no pueden reunirse dos 
o más de los Poderes de la Unión en una sola persona o corporación, ni depositar-
se el Legislativo en un solo individuo, pues, como se ha señalado, no existe dispo-
sición constitucional alguna que impida al Congreso de la Unión otorgar a las au-
toridades que orgánicamente se ubican en los Poderes Ejecutivo o Judicial, la 
facultad necesaria para emitir disposiciones de observancia general sujetas al prin-
cipio de preferencia o primacía de la ley.

(…)
Por las razones expresadas, el artículo décimo primero transitorio de la Ley 

Federal de Telecomunicaciones, al dotar a la Comisión Federal de Telecomunicacio-
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nes de atribuciones para regular y promover el desarrollo eficiente de las teleco-
municaciones en el país, no viola lo dispuesto por los artículos 49 y 89, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Es infundado el concepto de violación que se sintetiza en el inciso c), en cuanto 
se alega que la Ley Federal de Telecomunicaciones genera incertidumbre jurídica en 
los gobernados, porque al haber omitido establecer los parámetros para que la Co-
misión Federal de Telecomunicaciones intervenga en la solución de “desacuerdos” 
entre los concesionarios de redes públicas, ha provocado que el Secretario de Comu-
nicaciones y Transportes y el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones 
se consideren habilitados para reglamentar el capítulo IV, sección I, de la referida ley, 
relativos a la operación e interconexión de redes públicas de telecomunicaciones.

Lo anterior es infundado, porque la violación alegada parte de una premisa 
errónea, ya que no fue la falta de regulación en la ley la que generó que las referidas 
autoridades se consideren habilitadas para emitir reglas generales administrativas 
en relación con la operación e interconexión de redes públicas de telecomunicacio-
nes, sino que tal facultad deriva del mandato expreso del legislador contenido en 
los artículos 7, fracción I, y Décimo Primero Transitorio de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones que disponen, respectivamente, que corresponde al Secretario de 
Comunicaciones y Transportes, sin perjuicio de las que se confieran a otras depen-
dencias del Ejecutivo Federal, “I. …Planear, formular y conducir las políticas y progra-
mas, así como regular el desarrollo de las telecomunicaciones, con base en el Plan Na-
cional de Desarrollo y los programas sectoriales correspondientes; y que “… A más 
tardar el 10 de agosto de 1996, el Ejecutivo Federal constituirá un órgano desconcentrado 
de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica y operativa, el 
cual tendrá la organización y facultades necesarias para regular y promover el desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones en el país, de acuerdo a lo que establezca su decreto de 
creación”, de aquí que fue el propio legislador el que autorizó al Secretario de Estado 
y al órgano desconcentrado mencionados para emitir las disposiciones de observan-
cia general necesarias para cumplir con su función de regular el desarrollo eficiente 
de las telecomunicaciones en el país, sujetas, desde luego, al principio de primacía de 
ley, sin que tal facultad conlleve violación al principio de división de poderes con-
sagrado en el artículo 49 constitucional, conforme a los razonamientos expresados 
en párrafos precedentes (…)

Por otra parte, si bien es cierto que la ley en cita no prevé el procedimiento que 
deberá seguirse para denunciar ante la autoridad administrativa los desacuerdos 
habidos entre los operadores de larga distancia, ni la vigencia de las resoluciones que 
al efecto se emitan, ni la forma de comprobación sobre la existencia de tales des-
acuerdos y la necesidad de resolverlo, también lo es que en la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo se prevé un procedimiento tipo, cuya finalidad de acuer-
do a la exposición de motivos de la iniciativa de ese cuerpo normativo, fue regular 
la actuación de la administración pública federal mediante principios aplicables a 
todos los órganos que la integran, a fin de asegurar un mínimo de principios y lograr 
así la justicia administrativa, que se había visto disminuida por la anarquía legisla-
tiva que privaba en el ámbito administrativo, principalmente por la pluralidad de 
procedimientos establecidos en las diversas leyes, muchas veces contradictorios, 
provocando con ello inseguridad jurídica en los gobernados.



Apéndices 345Clara Luz Álvarez González de Castilla344 Apéndices 345Clara Luz Álvarez González de Castilla344

Las disposiciones de la referida Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
resultan aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de la Administra-
ción Pública Federal centralizada, como son los emitidos por la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, primer 
párrafo, y segundo transitorio del mencionado ordenamiento legal, en relación con 
los artículos 8 y Décimo Primero Transitorio de la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes, 1, 2, fracción II y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
primero del Decreto de creación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones y 
1 y 2 del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes que 
a la letra dicen:

(…)
Del análisis de los preceptos legales transcritos se desprende que las disposi-

ciones de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo se aplicarán, entre otros, 
a los actos, procedimientos y resoluciones de la Administración Pública Federal 
centralizada; que por virtud de esa ley quedaron derogadas las disposiciones que 
se opongan a lo establecido en ella, en particular los diversos recursos administra-
tivos de las diferentes leyes administrativas reguladas por dicho ordenamiento, que 
sus disposiciones son aplicables supletoriamente a las de la Ley Federal de Teleco-
municaciones; que la Comisión Federal de Telecomunicaciones es un órgano des-
concentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, la cual, a su vez, 
forma parte de la Administración Pública centralizada.

(…)
De ello se sigue que la falta de previsión en la Ley Federal de Telecomunicacio-

nes del procedimiento al que deberá ceñir su actuación la autoridad administrativa 
respectiva, no genera incertidumbre jurídica en los gobernados, ya que la referida 
ley establece expresamente la supletoriedad de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, sin que el legislador esté constreñido a establecerlo en un ordena-
miento específico. 

Es infundado también el concepto de violación en el que se plantea la incons-
titucionalidad del artículo 37 Bis, fracción XXIX, del Reglamento Interior de la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes, que autoriza a la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones para expedir su reglamento interno, lo que la parte quejosa 
considera violatorio de la fracción I del artículo 89 constitucional.

(…)
De esta manera los diferentes órganos de la administración pública federal 

pueden expedir reglamentos para regular su actividad interna, sin interferir en la 
facultad reglamentaria que el artículo 89, fracción I, de la Constitución Federal 
otorga al Presidente de la República, máxime cuando se trata de organismos con 
autonomía técnica y operativa, que por su propia naturaleza se gobiernan a sí mis-
mos, lo que hace indispensable la emisión de disposiciones generales que regulen 
su estructura y funcionamiento, tal como acontece con la Comisión Federal de Te-
lecomunicaciones, que conforme a lo dispuesto por el artículo primero de su De-
creto de creación es “un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica y operativa…”, el cual, como ya 
se ha señalado, encuentra su sustento tanto en el artículo 17 de la Ley Orgánica de 
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la Administración Pública Federal, como en el artículo décimo primero transitorio 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones expedida por el Congreso de la Unión, 
que ordenó su creación. 

De aquí que si el Presidente de la República, en el Reglamento Interior de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, que expidió en ejercicio de la facultad 
reglamentaria que le confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Federal, 
concretamente en la fracción XXIX del artículo 37 Bis, facultó a la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones para expedir su reglamento interno, es evidente que no 
está delegando en ese órgano desconcentrado la facultad que la referida disposi-
ción constitucional le otorga para complementar y detallar la ley, particularmente la 
Ley Federal de Telecomunicaciones, sino únicamente para expedir un conjunto de 
normas que de acuerdo a su experiencia le permitan funcionar adecuada y armó-
nicamente y cumplir así con el objeto de la ley para el que fue creado. 

	 Aduce también la parte quejosa que el último párrafo del artículo 37 Bis de 
la referida Ley Federal de Telecomunicaciones resulta inconstitucional, en cuanto 
establece que: “El Presidente, los Comisionados y demás servidores públicos de la Co-
misión ejercerán las funciones de resolución, regulación y supervisión, conforme a lo 
previsto en su reglamento interno.”, ya que dicha norma contradice la naturaleza de 
un reglamento interno al crear autoridades y conferirles facultades para emitir 
actos de molestia y privación contra los gobernados.

En primer término, debe precisarse que existe criterio jurisprudencial de la 
Segunda Sala de esta Suprema Corte, en el que se establece que dentro de la facul-
tad reglamentaria del Presidente de la República consagrada en el artículo 89, 
fracción I, constitucional, se encuentra incluida la de crear autoridades que ejerzan 
las atribuciones asignadas por la ley de la materia a determinado organismo o de-
pendencia de la administración pública, pues ello significa proveer en la esfera 
administrativa a la exacta observancia a la ley reglamentada, aunado al hecho de 
que, por ser titular de esa administración, constitucionalmente se encuentra facul-
tado para determinar los órganos internos mediante los cuales se deberán ejercer 
las facultades otorgadas legalmente y así poder hacer factible el cumplimiento de 
su encomienda.

(…)
Por otra parte, no existe ninguna disposición de la Constitución Federal que 

obligue al Presidente de la República a cumplir con la función de reglamentar las 
leyes expedidas por el Congreso de la Unión en un determinado cuerpo normativo, 
pues el Reglamento es uno de tantos medios a través de los cuales el Presidente 
de la República puede ejecutar y proveer en la esfera administrativa a la exacta 
observancia de la ley, ya que esta función puede desarrollarla también a través de 
otros actos administrativos como los que autoriza el artículo 92 de la propia Norma 
Fundamental, no existiendo más límite para ello que la ley, que es su medida y 
justificación; por tanto, no existe impedimento constitucional alguno para que el 
Ejecutivo Federal en un Reglamento Interno expedido por él, con el propósito de 
lograr la instrumentación y aplicación de la ley, cumpla con su facultad reglamen-
taria mediante la creación de autoridades que hagan posible su observancia y 
cumplimiento. 

(…)
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Por tanto, fue en el Decreto de creación del órgano administrativo desconcen-
trado en mención, y no en el Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes ni en el Reglamento Interior de la Comisión Federal de Teleco-
municaciones, donde se contempló la existencia jurídica del Presidente del referido 
órgano, de los Comisionados que integran a éste, de su Consejo Consultivo y de las 
unidades administrativas necesarias para el cumplimiento de sus atribuciones.

También son infundados los conceptos de violación en que se aduce que los 
artículos 6 y 8 del Reglamento Interno de la Comisión Federal de Telecomunicacio-
nes son inconstitucionales, porque mediante ellos indebidamente se crean órga-
nos de autoridad y los dota de atribuciones para actuar con carácter imperativo 
ante los particulares, ya que esa es una facultad exclusiva de los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo.

Es importante precisar, que aun cuando los quejosos no precisan cuáles son 
los órganos de autoridad que, en su concepto, crea el Reglamento Interno de la 
Comisión Federal de Telecomunicaciones, del análisis integral del concepto de vio-
lación respectivo se deduce que se refiere al Pleno de la Comisión Federal de Teleco-
municaciones, ya que después de hacer la argumentación que ha quedado precisada 
en el párrafo precedente, transcribe el artículo 6 de ese ordenamiento reglamentario, 
que dispone que “… Para el desempeño de sus atribuciones y el despacho de los asuntos que 
le competen, la Comisión Federal de Telecomunicaciones contará con: I, Pleno;…” y a conti-
nuación señala que los artículos 8 y subsecuentes de la misma normatividad “… 
establecen atribuciones que el Pleno de la Cofetel se autoasigna…”.

A mayor abundamiento, cabe destacar que en los artículos 6 y 8 del Reglamen-
to Interno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones se reitera y desarrolla la 
disposición contenida en el artículo tercero del Decreto de creación en mención, 
que previó la existencia del Pleno y del Presidente del mencionado órgano descon-
centrado y de sus unidades administrativas, la integración de la Comisión y la 
forma de designación de todos ellos (por el titular del Ejecutivo Federal, a través del 
Secretario de Comunicaciones y Transportes).

(…)
Ahora bien, como ya ha quedado precisado, en el “Decreto por el que se crea 

la Comisión Federal de Telecomunicaciones” expedido por el Presidente de la Repú-
blica, en ejercicio de la facultad reglamentaria que le confiere el artículo 89, fracción 
I, constitucional, se creó al órgano desconcentrado en cuestión, su integración y 
atribuciones; asimismo, se previó la existencia de un órgano colegiado, al señalarse 
en su artículo tercero que los comisionados “deliberarán en forma colegiada y decidi-
rán los asuntos por mayoría de votos, teniendo su Presidente voto de calidad”. 

Lo anterior pone de relieve que fue en el referido Decreto de creación y no en 
el Reglamento Interno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones donde se 
previó la existencia jurídica del Pleno de ese órgano desconcentrado y se le dotó de 
las atribuciones que le confiere la Ley Federal de Telecomunicaciones, en los tér-
minos ya señalados; reiterándose tales atribuciones en el artículo 37 Bis del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes; de aquí que el 
Secretario de Comunicaciones y Transportes en el Reglamento Interno del mencio-
nado órgano desconcentrado, únicamente reguló la organización interna de aquél, 
el cual se encuentra jerárquicamente subordinado a la dependencia a su cargo, 
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distribuyendo las atribuciones que le confiere el artículo décimo primero transitorio 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, en uso de la facultad que le otorgan los 
artículos 16, 17 y 36 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Las quejosas alegan que la regla 30 de las Reglas del Servicio de Larga Distan-
cia resulta contraria al artículo 89, fracción I, en relación con los artículos 14 y 16 
constitucionales porque en ella se faculta a un particular para establecer disposi-
ciones de aplicación general y de observancia obligatoria, que tienen incidencia 
perjudicial en la esfera jurídica de los gobernados, entre ellas, la que se confiere al 
Coordinador del Comité de Operadores de Larga Distancia (sic), para establecer 
procedimientos para verificar que las solicitudes de presuscripción recibidas sean 
válidas, la cual le fue aplicada en la resolución reclamada.

Cabe destacar que las Reglas del Servicio de Larga Distancia, en la que se en-
cuentra comprendida la regla 30 que reclamaron las quejosas, se publicaron en el 
Diario Oficial de la Federación de seis de junio de mil novecientos noventa y seis, y 
fueron expedidas por el Secretario de Comunicaciones y Transportes con funda-
mento en los artículos 7, fracciones I, II, III y XII, 41, 44, 48, 67, 68, séptimo y dé-
cimo transitorios de la Ley Federal de Telecomunicaciones; 36 de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, 3o., 4o., 23 y 25 del Reglamento Interior de 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y conforme a los lineamientos 
de la Resolución sobre el Plan de Interconexión con Redes Públicas de Larga 
Distancia, publicada en el mismo órgano de publicación oficial del primero de 
julio de mil novecientos noventa y cuatro.

Dichos preceptos legales y reglamentarios disponen, en lo general, que la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes deberá promover el desarrollo eficiente 
de las telecomunicaciones y fomentar una sana competencia entre los diferentes 
prestadores de servicios, a fin de que los servicios que se presten con mejores 
precios, diversidad y calidad en beneficio de los usuarios (artículos 7, 41, 44, 48, 67 
y 68 de la Ley Federal de Telecomunicaciones); que los concesionarios de redes 
públicas de telecomunicaciones sólo podrán iniciar la prestación de los servicios 
públicos de telefonía básica de larga distancia después del diez de agosto de mil 
novecientos noventa y seis (artículo séptimo transitorio de la referida ley); que los 
concesionarios que tengan celebrados convenios de interconexión y que pretendan 
prestar el servicio público de telefonía básica de larga distancia podrán iniciar la 
operación de la interconexión respectiva a partir del primero de enero de mil nove-
cientos noventa y siete (artículo décimo transitorio de la misma ley).

(…)
Del análisis de las reglas transcritas se advierte que tienen por objeto regular 

el servicio de larga distancia que presten concesionarios de redes públicas y per-
misionarios de servicios de telecomunicaciones, por sí mismos o mediante interco-
nexión con las redes de otros concesionarios; que los concesionarios de larga 
distancia deberán constituir y participar en el Comité de Operadores de Larga Dis-
tancia, en el que podrán participar también los demás operadores del servicio de 
larga distancia; que entre las responsabilidades que tiene ese Comité está estable-
cer criterios para determinar la validez de las solicitudes de presuscripción que 
presenten los operadores de larga distancia, que consisten de acuerdo con la regla 
2, fracción XVI, de las Reglas del Servicio de Larga Distancia, en la “ selección que 
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hace un usuario de servicio local, mediante el mecanismo general previsto en estas Re-
glas, para que un determinado operador de larga distancia, le curse su tráfico de larga 
distancia sin necesidad de que el usuario marque un código de identificación de operador 
de larga distancia”, que de conformidad con la regla 21 “…deberá incluir una descrip-
ción imparcial y neutral del servicio de selección por presuscripción del operador de larga 
distancia y el procedimiento que deberá seguirse para obtener este servicio de alguno de 
los operadores de larga distancia”.

De lo anterior se obtiene, entre otras cuestiones, que corresponde al Comité 
de Operadores de Larga Distancia (en el que participan los concesionarios) estable-
cer los criterios para determinar la validez de las solicitudes de presuscripción que 
presenten los operadores de larga distancia.

Por otra parte, se desprende también de las referidas reglas que el Administra-
dor de la Base de Datos es la empresa administradora de la base de datos del servi-
cio de larga distancia contratada por el Comité de Operadores de Larga Distancia, 
cuya principal responsabilidad es generar y mantener actualizada en una base de 
datos toda la información necesaria para la debida operación del servicio de larga 
distancia, tales como los datos personales de los usuarios y de los teléfonos que 
tengan asignados, de los clientes morosos, de la recepción de solicitudes de presus-
cripción, de los usuarios que no hayan formulado esa solicitud, y elaborar informes 
sobre las nuevas solicitudes de presuscripción y de las pendientes de ejecutar.

También son responsabilidades del referido Administrador de Datos establecer 
los procedimientos para verificar que las solicitudes de presuscripción recibidas 
sean válidas e informar al Comité y a la Secretaría sobre las solicitudes de presus-
cripción que carezcan de validez, indicando la proporción que corresponde a cada 
operador de larga distancia y la proporción que estas solicitudes representan del 
total de las correspondientes a dicho operador. 

(…)
Por tanto, una interpretación armónica de las reglas transcritas no pueden 

llevar a establecer, como lo pretenden las quejosas, que en la regla número 30 se 
faculte al Administrador de Datos (no al Coordinador del Comité de Operadores de 
Larga Distancia como se aduce en los conceptos de violación), para establecer 
disposiciones de aplicación general y de observancia obligatoria, pues el hecho de 
que se le faculte para “…establecer procedimientos para verificar que las solicitudes 
de presuscripción recibidas sean válidas…”, no puede interpretarse como que se le 
esté autorizando para emitir disposiciones de carácter general, ya que no existe 
disposición alguna que permita obtener esa conclusión, resultando conveniente 
reiterar que en relación con las solicitudes de presuscripción, la obligación del re-
ferido administrador de datos se reduce a darle el seguimiento técnico correspon-
diente, para lo cual deberá verificar su validez de acuerdo a los criterios que para 
tal efecto determine el Comité de Operadores de Larga Distancia, informar al Comi-
té y a la Secretaría sobre las solicitudes de presuscripción que carezcan de validez, 
indicando la proporción que corresponde a cada operador de larga distancia y la 
proporción que estas solicitudes representan del total de las solicitudes de presus-
cripción correspondientes a dicho operador, verificar que las solicitudes sean de-
bidamente notificadas a los operadores locales y que éstas hayan sido instrumen-
tadas por los mismos, informando al Comité de cualquier irregularidad, elaborar 
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informes semanales sobre las solicitudes de presuscripción recibidas así como 
respecto de las pendientes de ejecutar por cada operador local, etcétera.

De acuerdo con lo anterior, no cabe duda que las pautas que establece el refe-
rido Administrador de Datos se traducen en la implementación de medidas o pa-
sos que aquél deberá llevar a cabo internamente para verificar, a través de medios 
electrónicos, la validez de las solicitudes de presuscripción conforme a los crite-
rios establecidos para tal efecto por el Comité de Operadores de Larga Distancia.

Por último, son infundados los conceptos de violación, en los que se aduce que 
la resolución reclamada número P/161299/0677 de dieciséis de diciembre de mil 
novecientos noventa y nueve es contraria a la garantía de legalidad consagrada en 
el artículo 16 constitucional, porque carece de fundamentación y motivación.

(…)
También carece de razón la parte quejosa al aducir que el Pleno de la Comisión 

Federal de Telecomunicaciones omitió fundar su competencia para resolver desacuer-
dos entre concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones, ya que las dispo-
siciones legales y reglamentarias que se mencionan en la resolución reclamada no 
aluden a dicha facultad.

Como se advierte de la resolución reclamada, el Pleno del referido órgano des-
concentrado fundó su competencia para emitirla, entre otros, en los artículos 17 y 
36 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1, 7 y Décimo Primero 
transitorio de la Ley Federal de Telecomunicaciones; 2 y 37 Bis, fracciones I, XVII, 
XXV, XXVIII y XXX, del Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, Primer y Segundo, fracciones I, XIII y XVI, del Decreto de creación de 
ese órgano desconcentrado, 15, fracciones I, IV y XXIII, y 26 del Reglamento Inter-
no de la Comisión Federal de Telecomunicaciones.

(…)
Del análisis de las disposiciones a que se ha hecho mención se advierte que la 

Comisión Federal de Telecomunicaciones es un órgano desconcentrado de la admi-
nistración pública federal, jerárquicamente subordinado a la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, que conforme a lo dispuesto por el artículo 17 en relación 
con el 36 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, tendrá facultades 
específicas para “resolver” sobre la materia y dentro del ámbito territorial que se 
determine en cada caso, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, así 
como para regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones en 
el país, de acuerdo a lo que establezca su decreto de creación (artículo décimo pri-
mero transitorio de la Ley Federal de Telecomunicaciones y artículo primero de su 
Decreto de creación); emitir disposiciones administrativas en materia de telecomuni-
caciones y vigilar la debida observancia de lo dispuesto en los títulos de concesión y 
ejercer las facultades de supervisión y verificación, a fin de asegurar que los servicios 
de telecomunicaciones se realice con apego a las disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas aplicables (artículo segundo, fracciones I y XIII, del referido 
Decreto); interpretar, para efectos administrativos, las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas en materia de telecomunicciones, así como aplicar y 
ejercer las funciones de autoridad en las reglas y demás disposiciones administra-
tivas en materia de telecomunicaciones (artículo 37 Bis, fracciones XXV y XXVIII, 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes).
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En tal orden de ideas, si como se ha visto, la Comisión Federal de Telecomuni-
caciones tiene facultades, por una parte, para resolver en materia de telecomunica-
ciones y, por otra, para interpretar, aplicar y ejercer funciones de autoridad en las 
reglas y demás disposiciones administrativas en esa materia, facultad esta última 
que requiere de los medios necesarios para hacerla efectiva, como es la emisión de 
resoluciones, es inconcuso que dicho órgano está facultado para emitir resolucio-
nes como la que se reclama, que dirime los desacuerdos habidos entre los miem-
bros del Comité del servicio de larga distancia, por tratarse de actos que atañen a 
la materia de telecomunicaciones.

Asimismo, resulta inexacto que la resolución reclamada no se encuentre fun-
dada y motivada, pues, por una parte, como ya se señaló, la autoridad emisora 
fundó su competencia para dictarla; por otra parte, también expresó los motivos 
por los cuales decidió emitir esa resolución, ya que en ella se explica que el Coor-
dinador Ejecutivo del Comité de Operadores de Larga Distancia informó a la refe-
rida Comisión de los desacuerdos habidos entre los operadores de ese servicio en 
relación con la verificación tanto de los números nuevos como de las órdenes de 
servicio, pues unos (Avantel, Alestra, Miditel y Marcatel) estaban de acuerdo con 
que se hiciera la verificación correspondiente y otros (Telmex y Nortel) se opusie-
ron a ello; se refirió también a las disposiciones relativas a la selección del operador 
de larga distancia que podrán hacer los usuarios, a las solicitudes de presuscrip-
ción (forma de hacerla), los procedimientos para verificar su validez, contenidas en 
las Reglas 6, 13, 16, 17, 20, 21, y 30 del Servicio de Larga Distancia, en el numeral 
5 de las “Disposiciones relativas a las constancias válidas de presuscripción y a los 
procedimientos de verificación del consentimiento de los usuarios que presuscri-
ban el servicio de larga distancia”, a lo establecido en la cláusula segunda del con-
trato de prestación de servicios del Administrador de la Base de Datos para la 
creación, administración y mantenimiento de la base de datos del servicio de larga 
distancia, celebrado el veintisiete de septiembre de mil novecientos noventa y seis 
entre dicho Administrador y Operador Protel, S.A, de C.V., Iusatel, S.A. de C.V., 
Alestra, Avantel, Miditel, Marcatel, Telmex y Telnor, y en la cláusula segunda del 
contrato de prestación de servicios del Tercero Verificador, para verificar la volun-
tad de los usuarios en las solicitudes de presuscripción celebrado el catorce de 
enero de mil novecientos noventa y ocho entre el Tercero Verificador y Alestra, 
Avantel, Iusatel, Miditel, Marcatel, Protel, Telmex y Telnor.

De igual manera se estableció en dicha resolución la necesidad de que las lí-
neas nuevas se verificaran para asegurar la sana competencia entre los distintos 
operadores que prestan el servicio de larga distancia, así como garantizar que la 
elección realizada por el usuario con respecto al operador de larga distancia se 
respetara en términos no discriminatorios, conclusión esta última que no requiere 
de mayor explicación, pues es evidente el interés que tiene la sociedad en que la 
prestación de los servicios de telecomunicaciones se realice con apego a las dispo-
siciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables.

Con base en todo ello, el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones 
concluyó que todas las líneas son verificables y que el operador local no podrá 
realizar la activación del servicio de larga distancia solicitado hasta en tanto el Ter-
cero Verificador no haya verificado que la solicitud de activación coincide con la 



voluntad del usuario, lo que deberá hacerse de conformidad con el procedimiento 
precisado en el punto resolutivo tercero.

(…)
También carecen de razón las quejosas al aducir que resulta ajena a la contro-

versia planteada ante la Comisión Federal de Telecomunicaciones, la determinación 
contenida en la propia resolución, de que el servicio público de telefonía básica 
debe prestarse sin la activación del servicio de larga distancia, pues precisamente 
la litis consistía en determinar el procedimiento a seguir para la verificación de ór-
denes de servicio y nuevos números telefónicos, lo que implica la adopción de me-
didas para lograrlo, como es la abstención del operador local de realizar la activación 
del servicio de larga distancia solicitado hasta en tanto se verifique la validez de la 
solicitud correspondiente.

(…)
(…) el artículo Décimo Primero Transitorio viola esa norma constitucional, la 

facultad que esta disposición secundaria confiere al referido órgano desconcentra-
do sólo implica la atribución para emitir disposiciones de observancia general 
desde el punto de vista material que no interfieren con las facultades que por dis-
posición constitucional están reservadas exclusivamente al Congreso de la Unión 
y a las Legislaturas de los Estados, lo que no acontece en la especie.

Por otro lado, la atribución que la mencionada disposición secundaria confie-
re a la Comisión para emitir resoluciones como la reclamada, tiene como única 
finalidad que ésta ejerza la potestad pública que tiene encomendada en términos 
del artículo décimo primero transitorio de la Ley Federal de Telecomunicaciones, 
de “regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones en el país…”, sin 
que ello signifique que se le estén dando facultades que por disposición constitucio-
nal corresponden al Poder Judicial, pues aun cuando dicha resolución pudiera en-
trañar un acto materialmente jurisdiccional, en la medida en que resuelve una 
controversia, su emisión no contraviene el principio constitucional de división de 
Poderes, ya que como se ha explicado, esto sólo acontece cuando un Poder asume 
funciones que constitucionalmente están reservadas a otro, lo que no sucede en 
la especie.

Clara Luz Álvarez González de Castilla352
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comisión federal de telecomunicaciones. su presidente está facultado para suspen-
der la comercialización, publicidad y facturación de un servicio de telecomunica-
ción que no ha sido aprobado y registrado por dicho órgano. 

Del análisis de los artículos 61 y 68 de la Ley Federal de Telecomunicaciones; 
37 Bis, fracciones XV, XVII y XVIII, del Reglamento Interior de la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes, vigente en 2004; segundo, fracciones XI y XIII, del 
Decreto por el que se Crea la Comisión Federal de Telecomunicaciones, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 9 de agosto de 1996, y 17, fracción I, del re-
glamento interno de la citada comisión, abrogado, se desprende lo siguiente: a) 
Corresponde a la Comisión Federal de Telecomunicaciones la autorización y regis-
tro de las tarifas telefónicas; b) Las tarifas entrarán en vigor hasta que sean regis-
tradas; c) Es facultad de la Comisión Federal de Telecomunicaciones vigilar que los 
concesionarios presten el servicio de telecomunicaciones con apego a las disposi-
ciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables; y d) Su presidente 
ejercerá las facultades que no estén reservadas al pleno de la comisión; por tanto, 
si la facultad de vigilar que los concesionarios de telecomunicaciones presten el 
servicio con apego a las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, no 
está reservada al pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, es claro que 
corresponde a su presidente ejercer dicha función. Por otro lado, tomando en con-
sideración que las tarifas por servicios de telecomunicación entrarán en vigor 
hasta su registro, es obvio que si antes de éste, alguno de los concesionarios, co-
mercializa, publicita y factura determinado servicio, el citado funcionario está ple-
namente facultado para ordenar la suspensión de esos actos.

séptimo tribunal colegiado en materia administrativa del primer circuito.

Amparo en revisión 58/2006. Teléfonos de México, S.A. de C.V. 8 de marzo de 2006. 
Mayoría de votos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: F. Javier Mijangos Na-
varro. Secretario: Carlos Alfredo Soto Morales.

Apéndice 8

Jurisprudencia y tesis relevantes en telecomunicaciones
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protección al consumidor. las relaciones entre proveedores y consumidores de 
servicios de telefonía se rigen por la ley relativa, y no por la ley federal de tele-
comunicaciones, en tanto regulan distintas materias y protegen diversos objetos. 

De la Ley Federal de Telecomunicaciones se observa que entre sus objetivos 
se encuentran los de promover un desarrollo eficiente de las telecomunicaciones; 
ejercer la rectoría del Estado en la materia para garantizar la soberanía nacional; 
fomentar una sana competencia entre los diferentes prestadores de servicios de 
telecomunicaciones a fin de que éstos se presten con mejores precios, diversidad 
y calidad en beneficio de los usuarios, y promover una adecuada cobertura social. 
Además, de su reglamento, así como de los cuerpos normativos que regulan la 
actividad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y de la Comisión Fede-
ral de Telecomunicaciones, se advierte que su objeto se constriñe a regular el uso, 
aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, de las redes de teleco-
municaciones y de la comunicación vía satélite, lo que es distinto del objeto de la 
Ley Federal de Protección al Consumidor, como lo es promover y proteger los de-
rechos del consumidor y procurar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones 
entre proveedores y consumidores. Por otra parte, la concesión de servicios de 
telecomunicaciones, se encuentra sujeta a la observancia de los ordenamientos 
relacionados con dicho servicio público, pero sólo en el ámbito de las obligacio-
nes referentes a la explotación de la concesión otorgada, esto es, dichas regula-
ciones están destinadas a verificar que aquélla se ajuste a los principios previstos 
por el artículo 28 de la Constitución Federal. Lo anterior, pone de relieve que para 
efectos de sanciones, la concesionaria de los referidos servicios, es sujeto tanto de 
la Ley Federal de Protección al Consumidor en el ámbito de las relaciones de con-
sumo de servicios de telefonía que mantiene con los usuarios suscriptores, como 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, en cuanto a las condiciones de explota-
ción de la concesión de la que es titular, de lo que deriva que si bien está subordi-
nada a ambos regímenes jurídicos, cada uno de ellos incide sobre cuestiones dis-
tintas y perfectamente delimitadas, habida cuenta que el servicio que presta no se 
encuentra dentro de las excepciones que establece el artículo 5o. de la Ley Federal 
de Protección al Consumidor, por lo que, es incorrecto que quede erradicada toda 
posibilidad para que una autoridad distinta a la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, directamente o por conducto de la Comisión Federal de Telecomuni-
caciones, pueda sancionarla con motivo de la prestación de los servicios concesio-
nados que tiene otorgados a su favor.

octavo tribunal colegiado en materia administrativa del primer circuito.

Amparo en revisión 562/2004. Teléfonos de México, S.A de C.V. 9 de septiembre de 
2005. Mayoría de votos. Disidente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Ponente: 
María Guadalupe Saucedo Zavala. Secretario: Joel González Jiménez.
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Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XXIII, Febrero de 2006
Página: 847
Tesis: 2a. IX/2006
Tesis Aislada

protección al consumidor. el artículo 113 de la ley federal relativa no viola la 
garantía de irretroactividad de la ley. 

El citado precepto legal, al establecer que tratándose de prestación de servicios 
de telecomunicaciones, el solo inicio del procedimiento conciliatorio suspenderá 
cualquier facultad del proveedor de interrumpir o suspender unilateralmente el 
cumplimiento de sus obligaciones en tanto concluya dicho procedimiento, no viola 
la garantía de irretroactividad de la ley contenida en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no puede considerarse que dichos 
proveedores tienen un derecho adquirido, consistente en la facultad de suspender 
el servicio relativo, derivado de lo dispuesto por la Ley Federal de Telecomunica-
ciones, toda vez que este ordenamiento no faculta al prestador del servicio a pro-
ceder en ese sentido por cualesquier causa y momento, y si bien contempla una 
posible interrupción en poblaciones en que el concesionario sea el único prestador 
de servicios, ello sólo será previa autorización de la Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes y por causas justificadas, lo cual debe entenderse en el ámbito de la 
regulación del servicio de telecomunicaciones y no respecto de las relaciones entre 
proveedores y consumidores para vigilar el exacto cumplimiento de las obligacio-
nes contraídas en los contratos celebrados entre las partes.

Amparo en revisión 92/2005. Comunicaciones Nextel de México, S.A. de C.V. 18 de 
noviembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secreta-
ria: Claudia Mendoza Polanco.

Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XXIII, Febrero de 2006
Página: 847
Tesis: 2a. VII/2006
Tesis Aislada

protección al consumidor. el artículo 113 de la ley federal relativa no viola la 
garantía de audiencia. 

La medida impuesta en el segundo párrafo del citado precepto, que señala: 
“Tratándose de bienes o servicios de prestación o suministro periódicos tales como 
energía eléctrica, gas o telecomunicaciones, el solo inicio del procedimiento conci-
liatorio suspenderá cualquier facultad del proveedor de interrumpir o suspender 
unilateralmente el cumplimiento de sus obligaciones en tanto concluya dicho pro-
cedimiento.”, no viola la garantía de audiencia contenida en el artículo 14 de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prohíbe la privación a 
los gobernados de sus propiedades, posesiones o derechos sin habérseles oído en 
defensa de sus intereses, en virtud de que constituye una medida precautoria su-
peditada a la resolución que se dicte en el procedimiento conciliatorio, en el que el 
afectado puede hacer valer sus defensas expresando los argumentos en contra de 
los actos que lo afectan, y ofrecer y rendir las pruebas que considere pertinentes.

Amparo en revisión 92/2005. Comunicaciones Nextel de México, S.A. de C.V. 18 de 
noviembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secreta-
ria: Claudia Mendoza Polanco.

Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XXIII, Enero de 2006
Página: 1294
Tesis: 2a. CXXXI/2005
Tesis Aislada

derechos por el uso o aprovechamiento del espectro radioeléctrico. el artículo 
244-a, fracción iv, de la ley federal relativa, viola los principios tributarios de 
proporcionalidad y equidad (vigente en 2004). 

Los artículos 15, párrafo segundo, y 64, fracción V, de la Ley Federal de Teleco-
municaciones establecen que el permiso o concesión para usar o aprovechar el 
espectro radioeléctrico como bien de dominio público, se basa en la frecuencia o 
banda de frecuencia (que se mide en hertzios), con la zona de cobertura (local, re-
gional o nacional que se miden en watts), y con la modalidad de uso de la frecuen-
cia (tipo de aprovechamiento para poder aumentar la capacidad de la frecuencia), 
que no tiene que ver estrictamente con el servicio; y estos parámetros de medición 
seleccionados por el creador de la norma son los que distinguen objetivamente el 
grado de utilidad de ese bien por parte de los particulares; parámetros que servirán 
para cuantificar válidamente la tasa o cuota aplicable de los derechos respectivos, 
sin perjuicio de que pueda aumentarse o disminuirse conforme a la disponibilidad 
mayor o menor del espectro radioeléctrico. En congruencia con lo anterior, el artículo 
244-A, fracción IV, de la Ley Federal de Derechos viola los principios de proporciona-
lidad y equidad previstos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, 
pues la tasa aplicable para el servicio móvil especializado de flotillas y de portadora 
común, no se sustenta en parámetros de medición objetivos con el fin de distinguir 
el grado de utilidad del espectro radioeléctrico, ya que se cuantifica, esencialmente, 
en función de la frecuencia asignada, del sistema (repetidores) y por reutilización 
de las frecuencias, siendo que la primera se mide en cualquier unidad derivada del 
hertzio, según lo previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y su Reglamen-
to, mientras que los repetidores o la reutilización de frecuencias no son elementos 
útiles para graduar el uso de dicho bien de dominio público, debido a que la poten-
cia radial se estableció en nacional, regional y local, pero no atendiendo al número 
de repetidores o reutilización de frecuencia, porque un solo repetidor (medio físico 
de transmisión) podría cubrir toda el área de cobertura local (una entidad federati-
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va), o varios de ellos podrían cubrir la misma área de cobertura local, o una menor; 
además, se da un trato desigual ante situaciones jurídicas similares entre el precep-
to 244-A, fracción IV, y los artículos 244-B, 244-C y 244-D de la Ley Federal de De-
rechos, pues si bien en el primero la zona de cobertura es local y, en los demás 
numerales es regional, los restantes parámetros para medir la utilidad del bien de 
dominio público de la Nación deben ser los mismos para cifrar la cuota tributaria, 
en virtud de que en el indicado artículo 244-A, fracción IV, se determina la cuantía 
de la tasa aplicable en función del tipo de servicio y frecuencia en la que se desarro-
lle, mientras que en los otros preceptos, se determina sobre las frecuencias o ban-
das de frecuencias medidas en kilohertzios y la modalidad de uso, lo que significa 
que los elementos de medición para distinguir el grado de utilidad del espectro ra-
dioeléctrico, en una y otra hipótesis, no son los mismos, a pesar de que se trata del 
uso del mismo bien de dominio público.

Amparo en revisión 1563/2005. Inversiones Nextel de México, S.A. de C.V. y otros. 
4 de noviembre de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Israel Flores Rodríguez.

Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XXI, Junio de 2005
Página: 869
Tesis: I.10o.A.49 A
Tesis Aislada

suspensión provisional. es improcedente contra los efectos y consecuencias de la 
opinión de la comisión federal de competencia en el procedimiento de licitación 
para la concesión sobre bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico. 

El artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo establece como requisito para 
que proceda la suspensión de la ejecución de los actos reclamados, entre otros, que 
con su concesión no se genere perjuicio al interés social ni se contravengan dispo-
siciones de orden público, es decir, que con su otorgamiento no se prive a la colec-
tividad de un beneficio que le otorgan las leyes ni se le infiera un daño que de otra 
manera no resentiría. Ahora bien, de conformidad con los artículos 1o., 2o., 3o. y 
23 de la Ley Federal de Competencia Económica; 50 y 51 de su reglamento, así 
como 14 y 16, fracción I, inciso D, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, en los 
procesos de licitación para la concesión sobre bandas de frecuencia del espectro 
radioeléctrico, la Comisión Federal de Competencia debe intervenir mediante la 
emisión de la opinión correspondiente, para coadyuvar en la consecución de los 
objetivos señalados en el artículo 28 de la Constitución Federal, tales como impedir 
los monopolios y las prácticas monopólicas, la concentración de rubros de activi-
dad económica que tiendan a suprimir la libre concurrencia y la competencia entre 
productores y proveedores de bienes o servicios, y para asegurar la eficacia en la 
prestación de los servicios y la utilización social de los bienes, evitando fenómenos 
de concentración que contraríen el interés público, por lo que si se solicita la sus-
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pensión provisional de los efectos y consecuencias de la mencionada opinión, por 
medio de la cual, la citada comisión prohíbe que la quejosa participe en el proceso 
licitatorio correspondiente, queda de manifiesto que la regulación relativa es de 
orden público y su aplicación es de interés social, dado el evidente interés de la 
colectividad en el logro de dichos objetivos, por lo que si la concesión de la suspen-
sión conlleva la inaplicación de dicha normativa, permitiendo la participación irres-
tricta en el proceso licitatorio correspondiente, es evidente que no se satisface el 
requisito previsto en el citado artículo 124, fracción II, sin que obste a tal considera-
ción que la negativa de la suspensión pueda ocasionar perjuicios de difícil reparación 
a la quejosa, puesto que el interés particular no puede prevalecer sobre el de la 
colectividad.
décimo tribunal colegiado en materia administrativa del primer circuito.

Queja 13/2005. Operadora SPC, S.A. de C.V. 3 de febrero de 2005. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Alfredo Cid García.

Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Diciembre de 2004
Página: 379
Tesis: 1a. CXLVI/2004
Tesis Aislada

servicios públicos concesionados. el congreso de la unión está facultado para esta-
blecer contribuciones especiales en esa materia. 

Si bien es cierto que conforme al artículo 73, fracción XXIX, inciso 5, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Congreso de la Unión 
está facultado para establecer contribuciones especiales sobre energía eléctrica, 
producción y consumo de tabacos labrados, gasolina y otros productos derivados 
del petróleo, cerillos y fósforos, aguamiel y productos de su fermentación, explota-
ción forestal, y producción y consumo de cerveza, también lo es que acorde con lo 
dispuesto en la fracción VII del propio precepto, aquél tiene atribuciones para es-
tablecer los tributos necesarios para cubrir el presupuesto. En ese tenor, el hecho 
de que la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios grave los servi-
cios públicos concesionados, como los relativos a las telecomunicaciones y co-
nexos, contemplados en el inciso 4 de la mencionada fracción XXIX, no torna in-
constitucional dicho ordenamiento, por regular una materia que no está contenida 
en el citado inciso 5, ya que la mencionada ley no sólo contiene contribuciones 
sobre aquellas materias.

Amparo en revisión 1582/2003. MVS Multivisión, S.A. de C.V. y coagraviadas. 9 de 
junio de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.
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Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Diciembre de 2004
Página: 358
Tesis: 1a. CXXXI/2004
Tesis Aislada

derecho de vía por uso de las carreteras, vías férreas y puentes de jurisdicción fe-
deral, para la instalación de ductos o cableados de redes públicas de telecomuni-
caciones. los artículos 1o., 172, fracciones i, ii y v, y 232, fracción viii, inciso c), de 
la ley federal de derechos, vigente en 2001, que establecen su pago, no invaden la 
esfera competencial de los estados. 

De conformidad con los artículos 2o., fracción V, 5o. y 29, fracción IX, de la Ley 
General de Bienes Nacionales, vigente hasta el 20 de mayo de 2004, los caminos, 
carreteras y puentes que constituyen vías generales de comunicación son bienes 
de dominio público por estar considerados como bienes de uso común y, en con-
secuencia, se encuentran sujetos exclusivamente a la jurisdicción federal, sin que 
para ello se necesite del consentimiento de las Legislaturas de los Estados en cuyos 
territorios estuvieren ubicados. Por tal razón, el “derecho de vía” a que se refieren 
los artículos 1o., 172, fracciones I, II y V, y 232, fracción VIII, inciso c), de la Ley 
Federal de Derechos, vigente en 2001, es un bien de dominio público de exclusiva 
jurisdicción federal, cuyo uso o aprovechamiento es susceptible de concesionarse 
en términos del antepenúltimo párrafo del artículo 28 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, por lo que su regulación no invade la esfera com-
petencial de los Estados, sino que es facultad del Congreso de la Unión imponer 
contribuciones por el uso o aprovechamiento de esos bienes, de conformidad con 
el artículo 73, fracción VII, de la Constitución Federal.

Amparo en revisión 420/2003. Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. 29 de septiembre 
de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: 
Guadalupe Robles Denetro.

Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Diciembre de 2004
Página: 357
Tesis: 1a. CXXIX/2004
Tesis Aislada

derecho de vía por uso de las carreteras, vías férreas y puentes de jurisdicción fede-
ral, para la instalación de ductos o cableados de redes públicas de telecomunicacio-
nes. los artículos 1o., 172, fracciones i, ii y v, y 232, fracción viii, inciso c), de la ley 
federal de derechos, vigente en 2001, no violan el principio de legalidad tributaria. 

Al señalar los citados preceptos, que el objeto de la contribución es el derecho 
de uso de vía de las carreteras, caminos, puentes y vías férreas de jurisdicción fe-
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deral, para la instalación de ductos o cableados de redes públicas de telecomunica-
ciones, no violan el principio de legalidad tributaria aun cuando la definición de 
dicho objeto (derecho de vía) no se encuentra en la propia Ley Federal de Derechos, 
sino en el artículo 2o., fracción III, de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte 
Federal. Ello es así ya que, para el debido acatamiento de los postulados constitu-
cionales no es indispensable que las definiciones se encuentren en la propia ley, 
sino que éstas pueden contenerse en diferente ordenamiento legal e, incluso, refe-
rirse a conceptos que, aunque no estén definidos, sean de uso común en el lengua-
je cotidiano.

Amparo en revisión 420/2003. Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. 29 de septiembre 
de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: 
Guadalupe Robles Denetro.

Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Diciembre de 2004
Página: 358
Tesis: 1a. CXXX/2004
Tesis Aislada

derecho de vía por uso de las carreteras, vías férreas y puentes de jurisdicción fe-
deral, para la instalación de ductos o cableados de redes públicas de telecomuni-
caciones. los artículos 172, fracciones i, ii y v, y 232, fracción viii, inciso c), de la 
ley federal de derechos, vigente en 2001, no violan el principio de proporcionalidad 
tributaria. 

Conforme a los citados preceptos, por el otorgamiento de permisos para la 
construcción de obras dentro del derecho de vía de los caminos y puentes de juris-
dicción federal; de obras por cruzamiento superficiales, subterráneos o aéreos, que 
atraviesen carreteras y puentes de jurisdicción federal; y de obras e instalaciones 
marginales subterráneas para cables de redes de telecomunicación que se realicen, 
se pagará por estudios técnicos de planos, proyectos y memorias de la obra, por 
cada cien metros o fracción que exceda, por kilómetro o fracción, el monto en ellos 
establecido; además de una cantidad anual por el uso del derecho de vía de las 
carreteras, vías férreas y puentes de jurisdicción federal con instalaciones de duc-
tos o cableado de redes públicas de telecomunicaciones. Ahora bien, esos derechos 
se pagan por el servicio que presta el Estado, quien debe contar con personal cali-
ficado para realizar los estudios técnicos de planos, proyectos y memorias de la obra 
que se pretende construir en caminos y puentes de jurisdicción federal; luego en-
tonces, si el Estado tiene que desplegar previamente dichas actividades para otorgar 
el permiso correspondiente, no es desproporcional que el legislador federal haya 
establecido el pago de derechos en función de cada cien metros o fracción, o cada 
kilómetro o fracción de la obra que se pretende llevar a cabo, pues entre más longi-
tud tenga la obra, mayor será la actividad desplegada por el Estado, en tanto que su 
costo no se limita al otorgamiento del permiso, sino que implica necesariamente la 
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realización de estudios técnicos y verificar planos y memorias de la obra, a fin de 
garantizar seguridad a los usuarios de las mencionadas vías de comunicación e, 
incluso, a quienes residen a lo largo y ancho de ellas; máxime que el Tribunal en 
Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el monto del 
derecho no necesariamente debe corresponder con exactitud matemática al precio 
exacto del permiso expedido o del servicio prestado, pues éstos se organizan en 
función del interés general, ya que con ellos se busca garantizar la seguridad públi-
ca de los usuarios de los caminos, puentes o vías férreas de jurisdicción federal. En 
consecuencia, los artículos 172, fracciones I, II y V, y 232, fracción VIII, inciso c), de 
la Ley Federal de Derechos, vigente en 2001, no violan el principio de proporciona-
lidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Federal, 
en virtud de que al establecer el monto de los derechos por uso de vía, se atiende al 
costo del servicio prestado, que al tener como parámetro los metros lineales reque-
ridos en la inmersión del cable que el contribuyente pretenda instalar, se guarda 
proporción entre la contribución y el costo del servicio.

Amparo en revisión 420/2003. Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. 29 de septiembre 
de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: 
Guadalupe Robles Denetro.

Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Octubre de 2004
Página: 379
Tesis: 2a./J. 145/2004
Jurisprudencia

producción y servicios. las exenciones autorizadas en la ley del impuesto especial 
relativo por la prestación de ciertos servicios de telecomunicaciones, no propician la 
creación de monopolios prohibidos por el artículo 28 de la constitución federal. 

La circunstancia de que el Congreso de la Unión, por una parte, hubiere gra-
vado la prestación de ciertos servicios de telecomunicaciones y, por otra, exentado 
a otros, en términos del artículo 18 de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios, no propicia la creación de monopolios prohibidos por el artículo 
28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a favor de una o 
varias personas, ya que quienes se ubiquen en el supuesto normativo y que pres-
ten idénticos servicios se les otorga un tratamiento igual, de donde se advierte que 
si bien los que se encuentren en el mismo supuesto deben contribuir, lo que de 
ninguna manera los priva de competir en igualdad de circunstancias.

Amparo en revisión 722/2003. Aire Cable, S.A. de C.V. 29 de agosto de 2003. Cinco votos. 
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre.

Amparo en revisión 2412/2003. Ricardo Mazón Lizárraga y otra. 23 de abril de 
2004. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolo-
res Omaña Ramírez.
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Amparo en revisión 2/2004. Recatel, S.A. de C.V. 23 de abril de 2004. Cinco 
votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Sofía Verónica Ávalos Díaz.

Amparo en revisión 100/2004. Servicios Modernos, S.A. de C.V. y otra. 6 de 
agosto de 2004. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: 
María Dolores Omaña Ramírez.

Amparo en revisión 881/2004. Jorge Rafael Cuevas Renaud y otros. 3 de sep-
tiembre de 2004. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Sofía Veró-
nica Ávalos Díaz.

Tesis de jurisprudencia 145/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del primero de octubre de dos mil cuatro.

Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Septiembre de 2004
Página: 230
Tesis: 2a./J. 112/2004
Jurisprudencia

producción y servicios. el artículo 18, fracciones i, ii, iii, v, vi, vii, x y xi, de la ley 
del impuesto especial relativo (vigente durante el año de 2002), en cuanto concede 
exenciones por la prestación de servicios de telefonía, internet e interconexión, 
mas no por el de televisión por cable, no es violatorio del principio de equidad tri-
butaria. 

El precepto citado que concede exenciones por la prestación de diversos ser-
vicios del sector de telecomunicaciones no viola el principio de equidad tributaria 
consagrado en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, al no incluir en esos beneficios a las empresas que prestan 
el servicio de televisión por cable, a pesar de que también pertenecen al sector de 
telecomunicaciones, porque tanto en la exposición de motivos de la reforma a la 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 1o. de enero de 2002, como en las deliberaciones legisla-
tivas, aparece que dicha distinción se halla plenamente justificada, pues obedece a 
que los servicios de internet, telefonía e interconexión son considerados como 
básicos para el desarrollo del país, característica de la que no goza el de televisión 
por cable que preponderantemente constituye un servicio de entretenimiento.

Amparo en revisión 1154/2002. Telecable de Tecomán, S.A. de C.V. 25 de abril de 
2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Po-
nente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Sofía Verónica Ávalos Díaz.

Amparo en revisión 722/2003. Aire Cable, S.A. de C.V. 29 de agosto de 2003. 
Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Luis Re-
villa de la Torre.

Amparo en revisión 818/2003. Telecable de Manzanillo, S.A. de C.V. 29 de agos-
to de 2003. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: 
Marcia Nava Aguilar.
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Amparo en revisión 367/2002. Telecable de Jerez, S.A. de C.V. y otro. 29 de octubre 
de 2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Po-
nente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretaria: Martha Yolanda García Verduzco.

Amparo en revisión 2412/2003. Ricardo Mazón Lizárraga y otra. 23 de abril de 
2004. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolo-
res Omaña Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 112/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del trece de agosto de dos mil cuatro.

Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Julio de 2004
Página: 331
Tesis: 2a./J. 82/2004
Jurisprudencia

producción y servicios. la ley del impuesto especial no es inconstitucional por el 
hecho de que el constituyente de 1917 no considerara algunos ramos modernos de 
telecomunicaciones como de alta potencialidad recaudatoria. 

La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios no puede estimarse 
inconstitucional por el hecho de que el Constituyente de 1917, al expedir la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no hubiera considerado algunos 
ramos modernos de telecomunicaciones, como el servicio de televisión por cable, 
el de radiocomunicación especializada de flotillas o el de telefonía, como de alta 
potencialidad recaudatoria o de alta rentabilidad, pues este factor no es el que de-
termina su gravación, además de que tal consideración hubiera sido materialmen-
te imposible en 1917, ya que en esa época no existían dichos servicios.

Amparo en revisión 1154/2002. Telecable de Tecomán, S.A. de C.V. 25 de abril de 
2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Po-
nente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Sofía Verónica Ávalos Díaz.

Amparo en revisión 647/2003. Delta Comunicaciones Digitales de Aguascalien-
tes, S.A. de C.V. 9 de julio de 2003. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora 
Pimentel. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre.

Amparo en revisión 722/2003. Aire Cable, S.A. de C.V. 29 de agosto de 2003. 
Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Luis Re-
villa de la Torre.

Amparo en revisión 736/2003. Iusatel, S.A. de C.V. 29 de agosto de 2003. Una-
nimidad de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Guiller-
mo I. Ortiz Mayagoitia; en su ausencia hizo suyo el asunto Juan Díaz Romero. Se-
cretaria: María Dolores Omaña Ramírez.

Amparo en revisión 367/2002. Telecable de Jerez, S.A. de C.V. y otro. 29 de octubre 
de 2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Po-
nente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretaria: Martha Yolanda García Verduzco.

Tesis de jurisprudencia 82/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del cuatro de junio de dos mil cuatro.
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Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XX, Julio de 2004
Página: 286
Tesis: 2a./J. 79/2004
Jurisprudencia

producción y servicios. la ley del impuesto especial, en cuanto grava el servicio de 
telecomunicaciones, tiene su fundamento en las fracciones vii y xxix, inciso 4o., del 
artículo 73 de la constitución federal. 

De la exposición de motivos de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción 
y Servicios, se advierte que su creación tuvo como propósito instituir un ordena-
miento proyectado para agrupar y sistematizar diversos gravámenes federales 
hasta esa época diseminados en varias leyes, mas no tomó en consideración la 
semejanza de las fuentes impositivas enumeradas en el artículo 73, fracción XXIX, 
inciso 5o., de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que 
la concurrencia de distintas materias impositivas en dicha ley no produce vicios de 
inconstitucionalidad. En efecto, el artículo 73, fracción XXIX, inciso 5o., de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé la facultad exclusiva del Congreso 
de la Unión para establecer contribuciones especiales sobre las materias ahí enume-
radas, entre las que no figura la referente al servicio de telecomunicaciones y conexos; 
sin embargo, de ello no se sigue que el Poder Legislativo Federal carezca de atribucio-
nes para imponerlas, pues si esta actividad, acorde con el artículo 28 de la propia 
Constitución Federal, únicamente pueden llevarla a cabo los particulares mediante la 
concesión que les otorgue el Gobierno Federal, el fundamento del tributo previsto en 
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios se halla en el artículo 73, 
fracciones VII y XXIX, inciso 4o., constitucional, que otorga facultades al Congreso 
Federal para establecer contribuciones sobre servicios públicos concesionados.

Amparo en revisión 1154/2002. Telecable de Tecomán, S.A. de C.V. 25 de abril de 
2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Po-
nente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Sofía Verónica Ávalos Díaz.

Amparo en revisión 514/2003. MVS, Televisión, S.A. de C.V. (antes Telerey, S.A. 
de C.V.). 22 de agosto de 2003. Cinco votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Ale-
mán. Secretaria: Martha Yolanda García Verduzco.

Amparo en revisión 722/2003. Aire Cable, S.A. de C.V. 29 de agosto de 2003. 
Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Luis Re-
villa de la Torre.

Amparo en revisión 818/2003. Telecable de Manzanillo, S.A. de C.V. 29 de agos-
to de 2003. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: 
Marcia Nava Aguilar.

Amparo en revisión 847/2003. María Irma Salazar León. 29 de agosto de 2003. 
Cinco votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretaria: Martha Yolanda 
García Verduzco.

Tesis de jurisprudencia 79/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del cuatro de junio de dos mil cuatro.
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Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XIX, Abril de 2004
Página: 447
Tesis: 2a./J. 36/2004
Jurisprudencia

telecomunicaciones. en la expedición de nuevas concesiones a terceras personas 
para instalar, operar o explotar redes públicas en esa materia para un área geo-
gráfica anteriormente asignada, no procede la garantía de audiencia a favor de 
su titular. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 7o. de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones, uno de los objetivos de este ordenamiento es fomentar una sana 
competencia entre los prestadores de servicios de telecomunicaciones, a fin de que 
se ofrezcan estos servicios con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio 
de los usuarios, además de promover una adecuada cobertura social, para evitar 
monopolios o prácticas monopólicas, como lo dispone el artículo 28 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. En congruencia con lo anterior, y en 
términos de lo señalado en el artículo 23 del Reglamento de Telecomunicaciones, si 
al titular de una concesión para instalar, operar o explotar redes públicas de teleco-
municaciones no se le confieren derechos de exclusividad en el área geográfica 
asignada, es inconcuso que en la expedición a terceras personas de nuevas conce-
siones para prestar idéntico o similar servicio en la misma área, no procede la ga-
rantía de previa audiencia, en virtud de que el otorgamiento de nuevas concesiones 
no tiene por objeto la disminución, menoscabo o supresión definitiva de sus dere-
chos, pues no se le desconoce la concesión otorgada a su favor ni se ordena que 
suspenda el servicio que presta y tampoco se le impide que continúe prestándolo.

Contradicción de tesis 157/2003-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Noveno y Décimo Primero, ambos en Materia Administrativa del Primer 
Circuito. 17 de marzo de 2004. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ra-
mos. Secretario: Roberto Martín Cordero Carrera.
Tesis de jurisprudencia 36/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de marzo de dos mil cuatro.

Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XVII, Junio de 2003
Página: 294
Tesis: 2a. LXXII/2003
Tesis Aislada

producción y servicios. la fracción v del artículo 18 de la ley del impuesto especial, 
en cuanto concede exenciones a empresas que prestan servicios de interconexión 
como “intermediarias” no es violatorio del principio de equidad tributaria por no 
incluir a las que lo prestan al consumidor final. 
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El citado precepto que exenta a las empresas de telecomunicaciones concesio-
narias de interconexión que prestan servicio como intermediarias, no viola el princi-
pio de equidad tributaria consagrado en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no considerar en ese beneficio a las 
empresas que prestan el servicio al consumidor final, pues si bien ambas pertenecen 
al sector de las telecomunicaciones, las intermediarias sólo están arrendando su in-
fraestructura para que aquéllas presten el servicio al consumidor final, hecho este 
que el legislador eligió como objeto del gravamen, de lo que se colige que encontrán-
dose en una situación diferente se justifica el trato distinto que les da la ley.

Amparo en revisión 1154/2002. Telecable de Tecomán, S.A. de C.V. 25 de abril de 
2003. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Po-
nente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Sofía Verónica Ávalos Díaz.

Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XIV, Octubre de 2001
Página: 432
Tesis: 2a. CXCIX/2001
Tesis Aislada

derechos por la administración de números geográficos y no geográficos registrados 
en la base de datos de la secretaría de comunicaciones y transportes. el artículo 104, 
fracción ii, de la ley federal relativa que establece las cantidades a pagar por ese 
concepto, transgrede los principios tributarios de proporcionalidad y equidad (tex-
to vigente para el ejercicio fiscal de mil novecientos noventa y siete). 

Al disponer el precepto legal citado la cantidad a pagar por concepto de de-
rechos por la administración de números geográficos y no geográficos registra-
dos en la base de datos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, trans-
grede los principios tributarios de proporcionalidad y equidad previstos en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en virtud de que la labor de la citada secretaría en la administración de tales 
números se constriñe únicamente a mantener en la base de datos cierta informa-
ción, a saber: el nombre del operador y las series de numeración que se le hayan 
asignado, sin que sea posible considerar dentro del costo de la prestación de tal 
servicio el valor de las instalaciones que existen en el país en materia de teleco-
municaciones, ni tampoco el pago de personal y equipo que hace posible la comu-
nicación vía satélite, pues la asignación de números geográficos y no geográficos se 
realiza en series de mil, tratándose de los primeros, y de diez mil, en el caso de los 
segundos, de manera que es evidente que la administración de estos números se 
lleva a cabo de manera conjunta según la serie de que se trate y no por cada uno de 
ellos, por lo que el costo del servicio prestado es el mismo cuando se administra uno, 
mil o diez mil; por tanto, lo dispuesto en el numeral 104, fracción II, citado, es des-
proporcional e inequitativo, ya que no existe un razonable equilibrio entre la cantidad 
a pagar por concepto de la contribución denominada derecho y el costo que dicho 
servicio representa para el Estado, ni tampoco se justifica que el pago de este derecho 
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deba realizarse anualmente y de manera indefinida, porque la llamada administra-
ción de cada número, consistente en registrar en la base de datos de la secretaría 
mencionada, es un acto que se realiza en un solo momento, sin que sea técnicamen-
te necesario ejecutar algún otro trabajo de manera continua y reiterada.

Amparo en revisión 915/99. Movitel del Noroeste, S.A. de C.V. 27 de octubre de 2000. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XII, Agosto de 2000
Página: 188
Tesis: 1a. XII/2000
Tesis Aislada

comisión federal de telecomunicaciones. el artículo 37 bis, fracción xxix (adiciona-
do el veintinueve de octubre de mil novecientos noventa y seis) del reglamento 
interior de la secretaría de comunicaciones y transportes que autoriza a aquélla 
para expedir su reglamento interno, no rebasa la facultad reglamentaria que el 
artículo 89, fracción i, otorga al presidente de la república. 

El indicado artículo 37 bis, fracción XXIX al establecer que corresponde a la 
Comisión Federal de Telecomunicaciones expedir su reglamento interno, no rebasa 
los límites de la facultad reglamentaria que el artículo 89, fracción I, constitucional 
otorga al presidente de la República, pues la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, en su numeral 18 precisa que las atribuciones de las unidades 
administrativas de las secretarías de Estado se determinarán en el respectivo regla-
mento interior, lo que significa que la citada autorización constituye únicamente la 
precisión de una de las atribuciones que a la unidad administrativa de referencia 
deben determinársele en el reglamento interior de la secretaría de Estado a la que 
pertenece. Es decir, con lo anterior el Ejecutivo Federal sólo está proveyendo en la 
esfera administrativa, a la exacta observancia de la ley que reglamenta.

Amparo en revisión 1882/99. Prima Communications, S.A. de C.V. 2 de febrero de 2000. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Juan Manuel Rodríguez Gámez.

Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XII, Julio de 2000
Página: 829
Tesis: X.3o.5 A
Tesis Aislada

suspensión del acto reclamado, tratándose de señales satelitales concesionadas a 
particulares. 
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Cuando el acto reclamado consiste en la clausura o medida cautelar adoptada 
con respecto a medios de comunicación enlazados con las señales de los satélites 
nacionales, no procede otorgar la suspensión del acto reclamado, pues de hacerlo, 
se contravendría el orden público e interés social, debido a que, conforme a los 
artículos 1o., 2o., 7o. y 11 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, al Estado mexi-
cano queda reservada la rectoría en esa materia, con la finalidad de proteger la 
seguridad y soberanía nacional; y puede concesionarse a particulares, pero previo 
cumplimiento estricto de los requisitos que la propia ley previene. De tal suerte, 
que siendo la seguridad y soberanía de la nación, el bien jurídico que se encuentra 
de por medio, conceder la citada medida cautelar, implicaría afectar el orden públi-
co e interés social, ya que las consecuencias del indebido manejo de la actividad 
puede repercutir en forma grave en el Estado mexicano.

Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito

Queja 9/2000. Ronaldo Zurita Cabrales. 11 de mayo de 2000. Unanimidad de 
votos. Ponente: Leonardo Rodríguez Bastar. Secretario: Luis A. Palacio Zurita.

Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
X, Noviembre de 1999
Página: 406
Tesis: 1a./J. 64/99
Jurisprudencia

telecomunicaciones. artículos 91 y 92 de la ley federal de derechos. para que pro-
ceda su impugnación el acto de aplicación de la ley debe afectar al gobernado en 
su esfera jurídica. 

El oficio girado por la autoridad responsable director de Recaudación de la 
Comisión Federal de Telecomunicaciones constituye sólo un mero recordatorio de 
los pagos a que se encuentra sujeta la quejosa, no obstante que se hace una des-
cripción de los conceptos de pago y determinadas cantidades, no significa reque-
rimiento alguno que pudiera considerarse como acto de aplicación de las leyes 
impugnadas de inconstitucionales –Ley Federal de Derechos en sus artículos 91 y 
92, en relación con el 67 de la Ley Federal de Telecomunicaciones– toda vez que, 
su impugnación se hace a partir del conocimiento que la quejosa tuvo del referido 
oficio, lo que es insuficiente para acreditar el interés jurídico para impugnar los 
ordenamientos legales, pues tal aplicación no le para perjuicio alguno al no afec-
tarle en su esfera jurídica de manera actual y real, en virtud de que será hasta 
que realice alguno de esos pagos, cuando se autoaplique las normas impugnadas; 
y en este sentido ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación que no cualquier acto de aplicación de la ley reclamada puede impug-
narse en el juicio de garantías, siendo requisito ineludible que ese primer acto de 
aplicación, impugnado por el gobernado, verdaderamente le afecte en su esfera 
jurídica de manera actual y real; si éste no existe debe decretarse el sobreseimien-
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to por falta de interés jurídico, con fundamento en los artículos 73 fracción V y 74 
fracción III de la Ley de Amparo.
Amparo en revisión 2228/97. Tele Cable de Ciudad del Carmen, S.A. de C.V. 19 
de noviembre de 1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juventino V. Cas-
tro y Castro. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Alejandro Villagómez 
Gordillo. 

Amparo en revisión 2256/97. Movitel del Noroeste, S.A. de C.V. 28 de enero de 
1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: 
Humberto Román Palacios; en su ausencia hizo suyo el asunto el Ministro Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Álvaro Tovilla León.

Amparo en revisión 2047/98. Radio Beep del Bajío, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Secretario: Mario Flores García.

Amparo en revisión 1980/97. Telefonía Celular del Norte, S.A. de C.V. 13 de 
enero de 1999. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Jorge Carreón Hurtado.

Amparo en revisión 515/99. Radio Beep del Pacífico, S.A. de C.V. 26 de mayo de 
1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponen-
te: Humberto Román Palacios. Secretario: Guillermo Campos Osorio.  

Tesis de jurisprudencia 64/99. Aprobada por la Primera Sala de esta Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veinte de octubre de mil nove-
cientos noventa y nueve, por unanimidad de cinco votos de los señores Minis-
tros: presidente Humberto Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José 
de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas.

Novena Época
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
VII, Abril de 1998
Página: 18
Tesis: P./J. 23/98
Jurisprudencia

televisión por cable. el artículo 91, apartado a, fracción vi, de la ley federal de de-
rechos, viola el artículo 31, fracción iv, constitucional, al establecer el correspon-
diente a la verificación del cumplimiento de la normatividad rectora respectiva. 

El citado precepto legal establece que los concesionarios y permisionarios 
sujetos a verificación, conforme a la Ley Federal de Telecomunicaciones, deberán 
pagar anualmente el derecho de verificación, cuya base tiene como parámetro el 
número de equipos terminales al que se preste el servicio de televisión por cable, 
reportados ante la Secretaría de Comunicaciones y Transportes al treinta y uno de 
diciembre del año anterior. Ahora bien, dado que los artículos 67 y 68 de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones establecen que la citada secretaría verificará que 
los concesionarios y permisionarios de redes públicas de telecomunicaciones cum-
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plan con lo establecido en la propia ley, en sus reglamentos y demás disposiciones 
aplicables, y que cuando aquéllos sean sujetos de la actividad verificadora deben 
cubrir las cuotas respectivas, debe concluirse que el derecho establecido en aquel 
precepto se aparta de la hipótesis prevista en este último ordenamiento, porque 
constituye un tributo cuyo hecho generador tiene lugar con independencia de que 
se realice o no, en forma efectiva, la prestación del servicio individualizado, concre-
to y determinado a cargo del Estado, que justifica su pago; circunstancia que 
acarrea la desproporcionalidad del citado derecho, en tanto que no guarda relación 
con el servicio de verificación que debía originar su pago, y entre el monto a en-
terar y el costo del servicio prestado tampoco existe un razonable equilibrio, pues 
aquél no se determina a partir del número de verificaciones realizadas, ni con base 
en el costo que representa para el Estado la prestación del servicio de verificación, 
sino que en el procedimiento para fijar la base del derecho en el ejercicio fiscal de 
que se trate, introduce un elemento extraño, el número de líneas terminales repor-
tadas ante la referida secretaría al treinta y uno de diciembre del año anterior y, por 
ende, resulta violatorio del principio de proporcionalidad tributaria, previsto en el 
artículo 31, fracción IV, constitucional.

Amparo en revisión 2299/97. Teléfonos del Noroeste, S.A. de C.V. 24 de febrero de 
1998. Unanimidad de nueve votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Impe-
dimento legal: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Genaro David Góngora 
Pimentel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez.

Amparo en revisión 1881/97. T.V. Cable de Provincia, S.A. de C.V. 24 de febrero 
de 1998. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Po-
nente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 

Amparo en revisión 2129/97. T.V. Cable, S.A. de C.V. 24 de febrero de 1998. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Ma-
riano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Amparo en revisión 2168/97. Tele Cable de Chilpancingo, S.A. de C.V. 24 de 
febrero de 1998. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Ale-
mán. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Miguel Ángel Zelonka Vela.

Amparo en revisión 2343/97. Cablemex, S.A. de C.V. 24 de febrero de 1998. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Juan 
Díaz Romero. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintitrés de marzo en 
curso, aprobó, con el número 23/1998, la tesis jurisprudencial que antecede. Méxi-
co, Distrito Federal, a veintitrés de marzo de mil novecientos noventa y ocho.
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H. Cámara de Diputados 
LX Legislatura

CONOCER para decidir se deno­mi­na la serie que en 
apo­yo a la investi­gación acadé­mi­ca en ciencias so­ciales, 
la Cá­mara de Di­putados LX Legislatura –refrendando 
el acuerdo de la anterior LIX Legislatura–, lleva a cabo 
en coedición en atención al históri­co y constante interés 
del H. Congreso de la Unión por publicar obras trascen­
dentes que impulsen y contri­buyan a la adopción de las 
mejo­res deci­sio­nes en po­lí­ti­cas pú­bli­cas e insti­tucio­nales 
para Mé­xi­co en su contexto internacio­nal; ello a efecto 
de atender oportunamente las di­versas materias so­bre 
las que versa el quehacer legislati­vo.

El acuerdo para coeditar las obras que conforman  
la serie se ha establecido con di­ferentes insti­tucio­nes aca­
dé­mi­cas, organismos federales y estatales; así también, 
con auto­res y aso­ciacio­nes independientes.

Los títulos que caracterizan a la serie, se comple­
mentan con expresio­nes culturales de interés nacio­nal 
que coadyuvan en las tareas pro­pias del legislador 
mexi­cano.

CONOCER
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        erecho 
                          de las 
telecomunicaciones

DEn esta obra la maestra Clara Luz Álvarez expone de manera 

sencilla y comprensible los conceptos técnicos y económicos 

más relevantes de las telecomunicaciones que permiten ana-

lizar sus principios, el marco jurídico nacional e internacio-

nal, y la necesidad de su constante adecuación a la evolución 

tecnológica. El Derecho de las Telecomunicaciones exige un 

estudio multidisciplinario y universal, por lo cual los temas 

se abordan con esas perspectivas recurriendo a la experiencia 

comparada, a ejemplos, casos prácticos, así como a interpre-

taciones judiciales y regulatorias. Esta obra llena el vacío doc-

trinal que existe sobre esta materia emergente del derecho en 

México, nutriéndose además con las experiencias de la autora 

como comisionada de la Comisión Federal de Telecomunica-

ciones y actualmente como relatora temática de accesibilidad 

de la Unión Internacional de Telecomunicaciones. 
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